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INTRODUCCION.- OBJETO DEL ESTUDIO.-
El presente estudio tiene por objeto realizar un 
análisis del procedimiento que contempla la vigente Ley de 
Procedimiento Laboral para solucionar los conflictos 
colectivos jurídico-laborales. La intención se sitúa, pues, 
en un terreno eminentemente práctico, y, p*or ello, parte 
fundamental de este trabajo se va a destinar a la 
exposición de los problemas que la citada modalidad 
procesal plantea y a las posibles soluciones que puedan 
apuntarse.
Ahora bien, si lo anterior es el objetivo central del 
análisis que se propone, la investigación no debe acabar en 
forma tan limitada. El estudio del propio proceso de 
conflicto colectivo conlleva el necesario examen de otras 
cuestiones y, entre ellas, parecen imprescindibles las 
siguientes:
a) El análisis de la influencia que la evolución del 
conflicto laboral pueda tener en los procedimientos de 
solución del mismo.
b) La delimitación del propio concepto del "conflicto 
colectivo jurídico".
c) Las posibilidades que en el marco de nuestro 
sistema de relaciones laborales existen para una solución
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no judicializada del conflicto jurídico-laboral. En este 
sentido parece imprescindible repasar, siquiera 
funcionalmente, el marco en el que se inserta el proceso 
jurisdiccional y los restantes medios de solución que al 
respecto contempla nuestro ordenamiento positivo, en la 
medida que todos ellos se configuran, o como fases 
preprocesales, o como alternativas a aquél y son, o deben 
ser, en definitiva, partes de un sistema global de 
soluciones de controversias laborales. En ese repaso se 
pretende dedicar la máxima atención a aquellos que nacen de 
la autonomía colectiva, en el convencimiento de que están 
llamados a tener una importancia superior a aquella de la 
que gozan en la actualidad.
d) Por último, también es indispensable analizar, en 
el mismo plano funcional, la relación entre el recurso a 
procedimientos de solución por las partes enfrentadas y el 
mantenimiento simultáneo de medidas de presión.
Sin duda cabe un análisis de la modalidad procesal 
mencionada sin abordar las cuestiones expuestas, pero no 
tendría la visión global que se pretende dar del citado 
proceso colectivo, en el conjunto de nuestro sistema 
laboral.
Por contra no se propone, ni se encontrará en este 
trabajo, una amplia construcción teórica acerca del papel 
del Juez en el conflicto laboral, pues, sin dudar de la 
utilidad de una elaboración en esos términos, parece más 
ajustado al objetivo propuesto abordar los problemas que
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dicha intervención plantea en concreto, sobre todo porque, 
posiblemente, no pueda hacerse en la materia sino una 
teorización relativa, que lleve a admitir que esa presencia 
judicial en las relaciones de conflicto laboral puede ser 
positiva o negativa, no en sí, sino en atención a otros 
muchos factores que se expondrán.
En cualquier caso, es evidente que el análisis que se 
realiza se basa en una construcción teórica que lo sustenta 
y que, ya desde ahora, quiero exponer al efecto de que 
puede apreciarse en cada apartado como se incorporan las 
soluciones propuestas a la concepción general que al 
respecto se sustenta. La construcción que se propone parte 
de los siguientes pilares fundamentales:
1) La consideración de que la negociación colectiva no 
se agota con la firma de acuerdos sino que se prolonga en 
la solución de los conflictos que se produzcan entre 
trabajadores y empresarios, por lo que, en cuanto hace a 
los conflictos laborales, no cabe separar las fases de 
creación y administración de los acuerdos colectivos.
2) La convicción de que la negociación colectiva, no 
sólo se prolonga en la administración del acuerdo, sino que 
debe ser el procedimiento primario y fundamental en la 
solución de los conflictos que en esa administración se 
producen, que son, en esencia, los conflictos laborales 
jurídico-colectivos. Esta concepción, aparentemente, no 
resulta conflictiva, pero de ella se deducen consecuencias
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fundamentales, cuya aceptación puede no ser tan pacífica, 
pues implica un principio de subsidiariedad de cualquier 
procedimiento de solución en relación con la negociación 
directa entre los afectados, lo que debe conllevar lo 
siguiente:
Todo procedimiento en curso debe ceder ante
cualquier intento de las partes de recuperar su capacidad
negocial.
Los procedimientos de solución deben fomentar 
la negociación entre las partes y por tanto ninguno debe 
convertirse en obstáculo, ni mucho menos excluir, la 
posibilidad de que los directamente afectados continúen o 
reinicien negociaciones directas. Tampoco pueden servir, 
aquellos que no se resuelven mediante negociación, para 
alterar o modificar los compromisos que negocialmente se 
hayan establecido, lo que conlleva claras consecuencias 
jurídicas como: posibilidad de que las partes negociadoras 
se reserven al máximo la capacidad interpretativa de los 
acuerdos colectivos por ellas suscritos; o el carácter 
vinculante de los acuerdos interpretativos (administración 
del convenio) en los mismos términos que el pacto que
interpretan.
todo sistema de solución de controversias
laborales debe escalonarse de tal modo que la solución de 
éstas se busque, primero, por los procedimientos de mayor 
contenido negocial y sólo después por los que tengan menor 
contenido de negociación directa. •
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- Cualquier procedimiento de solución debe tener 
el mayor parecido posible con la negociación directa, y por 
tanto las reglas, procedimientos y soluciones que en la 
misma se aplican, deben ser la pauta interpretativa para la 
solución de cuantas cuestiones se planteen en relación con 
esos otros procedimientos (legitimación, compatibilidad con 
medidas de presión, naturaleza y eficacia de los acuerdos, 
impugnación de los mismos, etc...).
- Debe admitirse la posibilidad de que, mediante 
la negociación colectiva, se desarollen sistemas de 
solución de controversias laborales con carácter prevalente 
sobre los de creación estatal, que incluso, en los términos 
que se analizarán y, sobre todo en cuanto hace a la propia 
administración de los pactos colectivos, pueden quedar 
excluidos o, cuando menos, limitadas las posibilidades de 
acudir a ellos.
3) Distinción clara entre los procedimientos de 
solución de conflictos y las medidas de presión, que no son 
sino técnicas de reforzamiento de la propia posición 
negocial, es decir instrumentos de negociación. Por lo 
tanto, si se admite el principio de que cualquier 
procedimiento de solución es subsidiario de la negociación, 
debe admitirse que, aún en marcha aquél, las partes 
conservan todos sus instrumentos negociales, lo que conduce 
a un principio general de compatibilidad entre 
procedimientos de solución y medidas de presión, salvo
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acuerdo expreso de los propios afectados o circunstancias 
especiales que aconsejen la limitación del recurso a 
medidas extremas de conflicto.
4) Consideración de que los procedimientos de solución 
de conflictos laborales no son una parcela aislada en un 
sistema de relaciones laborales, sino que se incardinan en 
el mismo, y, especialmente, se configuran como un elemento 
definidor de aquél. Es más, es imposible separar los 
procedimientos de solución del conjunto de instituciones 
que en cada sistema existen en relación con las 
controversias laborales, y por tanto, en concreto y más 
específicamente, estos forman parte de un "todo" que juega 
sobre tres instituciones: negociación colectiva, huelga, 
derecho al conflicto (utilización de medidas de presión y 
procedimientos de solución). Ese conjunto, que constituiría 
la parte fundamental de la regulación compleja del 
conflicto en cada sistema laboral, requiere soluciones 
homogéneas y similares en cada una de las tres cuestiones 
que se acaban de mencionar.
5) Consideración de la intervención jurisdiccional en 
el conflicto colectivo laboral y del propio proceso de 
conflicto colectivo, no como algo episódico y aislado del 
sistema general de solución de controversias laborales, 
sino como una más de las instituciones o elementos que 
dentro de él existen. Por lo tanto, ni debe separarse el
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estudio del proceso jurisdiccional colectivo del resto de 
los posibles medios de solución, ni puede considerarse 
aquél como una institución exclusivamente procesal, ni 
pueden resolverse los problemas que plantea en base a 
categorías exclusivamente procesalistas, sino que habrá que 
incardinar - e incluso reconsiderar - las soluciones 
procesales en ese marco más general que es la regulación 
del conflicto laboral en el sistema global de relaciones 
laborales, en el que aún no se ha situado con plena 
coherencia el proceso que se examina, en algünos aspectos, 
por su propia configuración, pero en otros muchos, por las 
interpretaciones que se han ido consolidando en torno a 
dicha institución, y que no han tenido en cuenta la 
necesaria evolución que debía producirse, por la lógica 
consecuencia del cambio de sistema laboral que introduce 
nuestra Constitución y que sustituye un sistema 
intervencionista, en el que nació el proceso de conflicto 
colectivo, por otro basado en la autonomía colectiva.
Esta es la construcción que, muy básicamente, se 
propone, y que se irá desarrollando en concreto a 
continuación, para lo que se ha estructurado la
investigación en los siguientes apartados:
a) El primero destinado al análisis general del
concepto de conflicto laboral, a las clases de
controversias de trabajo y a la importancia que tiene la 
evolución actual de la conflictividad laboral en los
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procedimientos de solución que en relación con la misma 
existen.
b) El segundo destinado al análisis general de lo que 
se entiende por procedimientos de solución y su 
clasificación, así como a la delimitación de las medidas de 
presión en relación con los sistemas de solución y a las 
posibilidades genéricas de su utilización en los conflictos 
jurídico-colectivos.
c) El tercero destinado a los conceptos generales que 
en nuestro Derecho deben utilizarse en la materia: 
reconocimiento constitucional del derecho al conflicto 
laboral, titularidad del mismo, y concepto general del 
conflicto jurídico-colectivo.
d) El cuarto al análisis de los concretos 
procedimientos de solución de las controversias laborales 
jurídico-colectivas que existen en nuestro Derecho y que 
son previos o alternativos al proceso. En este capítulo se 
analizan, por un lado todo los procedimientos que no tienen 
su origen en un sistema general diseñado mediante acuerdos 
colectivos y, por otro, las posibilidades que encuentra la 
autonomía colectiva para crear esos sistemas de solución de 
los conflictos y las experiencias concretas que al respecto 
se han intentado o se han hecho realidad (acuerdos 
estatales, acuerdos en ámbitos autonómicos, comisiones 
paritarias en ámbitos más reducidos). Por último se 
estudia, en este apartado, la relación entre todos los
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procedimientos de solución y el recurso de las partes a 
medidas de presión simultáneas.
e) Finalmente se analiza el propio proceso 
jurisdiccional de solución de controversias laborales 
jurídico-colectivas.
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I) EL CONFLICTO COLECTIVO JURIDICO-LABORAL.-
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1.1.- CONFLICTO SOCIAL, CONFLICTO INDUSTRIAL Y 
CONFLICTO DE TRABAJO .-
1.- Unas consideraciones previas Cuando se inicia 
un análisis del conflicto laboral, parece innecesario, en 
la actual elaboración de las ciencias sociales, insistir en 
que la moderna sociedad industrial es una sociedad 
conflictiva C )/ que asume el conflicto entre sus diversos 
componentes no como algo patológico sino como una expresión 
más del sistema democrático (2).
No parece, tampoco, necesario extenderse en razonar 
que, dentro del conflicto social, ocupa un lugar destacado
1 .-Una sociedad en definitiva que conlleva "el conflicto entre 
clases o grupos sociales situados en diversas condiciones de "status" y 
portadores de intereses diversos e ideológicamente contrapuestos", 
SAPELLI, GIULIO ( AA.W.,"Le culture del lavoro", Bolonia (II Mulino), 
1987, pag. 26).
L . - Es, en definitiva, una sociedad que "ha institucionalizado el 
cambio, fomentándolo. Los diversos grupos de intereses son reconocidos 
e institucionalizados, se establecen normas para dirimir los conflictos 
y mecanismos de arbitraje y conciliación; el Estado asume funciones de 
mediación entre los diversos agentes económicos y sociales..." AA.W. 
(MANUEL GARCIA FERRANDO. Coordinador), "FUNDAMENTOS DE SOCIOLOGIA", 
Valencia (Tirant Lo Blanch) 1991, pag. 345.
Como exponen DE LA VILLA GIL, LUIS ENRIQUE y PALOMEQUE LOPEZ, 
MANUEL CARLOS, ("Introducción a la Economía del Trabajo", Vol II, 2§ 
edición, Madrid (Debate) 1982, pag. 271), "pretender reducir lo 
conflictivo a algo marginal o patológico supone, cuando menos, 
desconocer que la conflictividad social se encuentra en la propia 
esencia de los mecanismos sociales, que los conflictos aparecen 
cotidianamente y forman parte de la trama de la historia del mundo".
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el denominado conflicto industrial (3 ), que no es sino el 
que enfrenta a los diferentes agentes que intervienen en el 
proceso productivo (4 ) en atención a su propia relación de
Pese a que al respecto existen dos enfoques del propio 
conflicto industrial o laboral: uno, el "unitario", que considera que
las organizaciones de trabajo se caracterizan porque todos sus 
componentes comparten los mismos objetivos, de tal modo que el 
conflicto se produce por fenómenos de malas relaciones, de 
incomprensión, es, en definitiva algo anormal, patológico; otro, el 
pluralista, que parte de entender que el conflicto es inevitable y 
natural. Un amplio estudio de ambas posiciones en EDWARDS, PAUL K. "El 
conflicto en el trabajo. Un análisis materialista de las relaciones 
laborales en la empresa", Madrid (Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social) 1990, pags. 3 a 22.
4 .-Como afirma el Secretario de Relaciones Internacionales de 
la CGIL, LETTIERI, ANTONIO,("Presentación de los documentos del XII 
Congreso CGIL, Octubre, 1991" en "Rassegna Internazionale (suplemento a 
Nuova Rassegna Sindacale n£ 31/32)", Roma (CGIL) 1991), "El conflicto 
social se mantiene como una expresión fisiológica de la democracia en 
una sociedad pluralista, también dentro de la empresa y de la economía 
en su conjunto".
En la doctrina laboral esta concepción es prácticamente unánime y 
se manifiesta desde posiciones muy distintas; así VAZQUEZ VIALARD, 
ANTONIO, ("Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social", Tomo II, 43 
edición, Buenos Aires (Astrea) 1989, pag 207) afirma que este conflicto 
"no es sólo una realidad en el campo laboral sino propio de la vida 
social en la que se presenta como un fenómeno general. Más aún, aquél - 
el laboral- es parte de este segundo - el social-".
BARREIRO GONZALEZ, GERMAN, ("La Huelga, el Cierre Patronal y el 
Conflicto Colectivo" en "Derecho del Trabajo y la Seguridad Social en 
la Constitución Española", Madrid (Centro de Estudios Constitucionales) 
1980, pag. 107) afirma que el conflicto laboral "seguirá mostrándose 
como especie de aquella sociológicamente más amplia del amplia del 
conflicto social".
Por su parte, PALOMEQUE LOPEZ, MANUEL CARLOS, ("Derecho Sindical 
Español", edición, Madrid (Tecnos), 1991, pags. 227 y 228), señala 
que "Habrá de ser, con todo, en la sociedad de clases,.... y en
particular en la fase histórica en que la industria deviene sector 
básico del sistema de producción (revolución industrial, 
industrialización capitalista) cuando el conflicto laboral, el que
opone los intereses de quienes exhiben una posición antagónica en las
relaciones de producción de bienes y servicios  llegue a ser
elemento esencial en la caracterización del tipo de sociedad... El 
conflicto laboral o socio laboral no es pues, uno más de los conflictos 
que se producen en la sociedad capitalista, sino su conflicto nuclear, 
el conflicto matriz o arquetipo de la misma. No existe por tanto 
diferencia cualitativa entre conflicto laboral y conflicto
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trabajo, conflicto que hunde "sus raíces en la misma 
estratificación que el proceso de industrialización y su 
desarrollo origina, lo que hace a este principio de 
contraposición de intereses una característica no 
exclusivamente típica de las economías de mercado, sino de 
toda sociedad industrializada, en tanto que toda relación 
de poder es intrínsecamente conflictual" (*)♦
Se podrá cuestionar, en todo caso, la importancia que 
mantiene en la actualidad el conflicto industrial o 
laboral, en la medida que es generalizada l«a percepción de 
que en la sociedad industrial moderna, "aún siendo claro 
que subsisten las relaciones capitalistas de producción y, 
por ende, el conflicto estructural que las subyace, resulta 
ocioso afirmar que no es el mismo orden social el actual 
que el del siglo XIX y principios del XX" (6 ) y ese nuevo 
orden social se manifiesta en la presencia de una sociedad
social..... ".
Al respecto, en nuestra doctrina laboral, pueden verse también, 
por ejemplo, las amplias elaboraciones de RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, 
FERMIN, ("La intervención del Estado en los Conflictos Colectivos de 
Trabajo", Sevilla (Instituto Garcia Oviedo-Universidad de Sevilla)
1972); DE LA VILLA GIL y PALOMEQUE LOPEZ, ("Introducción " op.
cit.); ó DURAN LOPEZ, FEDERICO, ("Derecho de Huelga y legalización del 
conflicto de clases", Sevilla (Universidad de Sevilla) 1976).
5 .-DEL REY GUANTER, SALVADOR, "Negociación Colectiva y Paz 
Laboral", Madrid (I.E.L.S.S. - Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social) 1984, pag. 27.
6 GARCIA-PERROTE ESCARTIN, IGNACIO y TUDELA CAMBRONERO,
GREGORIO, "El Derecho del Trabajo, entre la crisis y la crítica", 
Revista de Trabajo, 92/1988, pag. 18.
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"pluriconflictual" (7 ), caracterizada por una "dinámica 
conflictiva plural y fraccionada" (e ), de tal modo que "los 
contenidos históricos concretos así como los actores del 
conflicto central han cambiado. Este solía verificarse, 
cultural y políticamente, a nivel de luchas en el ámbito 
laboral; se ha extendido gradualmente a otros ámbitos de la 
vida social. Se han superimpuesto otras clases de 
antagonismos a la contradicción entre el trabajo vivo y el 
capital y la han relativizado..." (9 ), de este modo, al no 
ser ya el conflicto industrial la única expresión del 
conflicto social, se llegó a afirmar que, no sólo perdían 
virulencias sus manifestaciones, sino que se producía su 
institucionalización y aceptación por la sociedad y un 
relativo aislamiento de sus efectos que quedaban ceñidos, 
exclusivamente, al mundo laboral de tal modo que, "las 
situaciones sociales en la industria y sobre todo, el 
conflicto de clases industrial en las sociedades 
industriales desarrolladas, no dominan ya a la sociedad en 
su conjunto, sino que su vigencia, forma y contenido quedan
7 .- TERZI, RICARDO, ("Ripensare il Sindacato", Milán (Franco 
Angeli Libri) 1989, pag 96), afirma que "estamos en una sociedad 
pluriconflictual en tanto que no existe un único conflicto dominante".
8 .- MORENO VIDA, MARIA NIEVES, y MONEREO PEREZ, JOSE LUIS,
"Estado de Bienestar, Concertación Social y Sindicatos", Revista de 
Trabajo 97/1990, pag. 27.
9 .-GORZ, ANDRÉ, "El Socialismo en la sociedad postindustrial", 
Debats, n2 37/1991, pag. 72.
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limitados a la esfera industrial" (10) e incluso, ante el 
decrecimiento de las tendencias revolucionario- 
tradicionales en el movimiento obrero, se intentó recuperar 
una cierta teoría del consenso social (“ ), que sin duda
10 .-En las conocidas tesis de DAHRENDROFF, RALF, "Las clases 
sociales y su conflicto en la sociedad industrial", Madrid (Rialp) 
1970, pag. 297. Conflicto que además, en su posición, encuentra su 
origen principal no en atención a las diferencias de intereses 
económicos (tesis tradicionales marxistas) sino (pag. 297) "en la 
estructura autoritaria de la empresa industrial" por lo que se expresa 
como una contraposición "de los titulares de la autoridad en la 
industria y de quienes carecen de aquélla".
11 .- En definitiva, como afirma GIL CALVO, ENRIQUE, ("Crisis y 
declive de un modelo"/Suplemento Temas de nuestra época, El Pais 21-5-
92, pag. 2) se pronosticó "el fin de las ideologías y  que la lucha
de clases había terminado y ya era cosa del pasado puesto que las 
desigualdades sociales tendían a reducirse y a nivelarse cada vez más 
(según lo que se conoció como tesis de la convergencia, frente a la 
profecía de Marx de creciente divergencia entre las clases)".
Al respecto las conocidas formulaciones, y su visión sobre una 
sociedad post-industrial basada en el consenso social, de BELL, DANIEL 
en "El fin de las ideologías", Madrid (Tecnos) 1982, reiteradas en "Las 
contradicciones culturales del capitalismo", Madrid (Alianza) 1982 y 
"El advenimiento de la sociedad postindustrial", Madrid (Alianza) 1976. 
Para situar las obras hay que tener en cuenta que los originales datan 
de 1960, 1972 y 1976 respectivamente.
Las opiniones de matiz conservador llegan a afirmar, como expone 
NAVARRO, VICENTE, ("Producción y Estado del bienestar. El contexto 
político de las reformas" Sociología del Trabajo, n2 12/1991, pags. 6 y 
7) "que el movimiento obrero había aceptado el orden capitalista y sus 
relaciones de propiedad", lo que implicaba olvidar algo que hoy, vistos 
los últimos acontecimientos internacionales, parece bastante claro y 
que el mismo autor señala, pues "los trabajadores pueden no aceptar el 
orden social y pueden no creer que el sistema funciona para ellos, pero
pueden sentir que no hay alternativa El trabajador.... puede no
revelarse porque no visualiza alternativas al orden existente".
Para una crítica a las elaboraciones basadas en un cierto 
"liberalismo" acerca de ese desarrollo convergente hacia un 
industrialismo superador de las desigualdades y de la conflictividad 
social tradicional, me remito a JOHN H. GOLDTHORPE ("El final de la 
convergencia: tendencias corporatistas y dualistas en las sociedades 
modernas occidentales" en "Orden y Conflicto en el Capitalismo 
contemporáneo", Goldthorpe (comp.), Madrid (Ministerio de Trabajo- y 
Seguridad Social) 1991) Especialmente interesante su utilización de la 
idea acerca de un desarrollo "dual" (por tanto, con grupos sociales en 
situación de neta desigualdad) de la sociedad industrial y del lugar
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volverá a ser defendida a la vista del desmantelamiento de 
los sistemas de "socialismo real" - según denominación poco 
afortunada-.
2 El conflicto industrial sigue siendo un
componente importante.- Parece evidente que en una visión 
de presente (12) el conflicto industrial sigue siendo un
que en ese desarrollo divergente puede jugar el papel del trabajo 
emigrante (pags. 448-457) y su análisis de las políticas corporatistas 
y neocorporatistas (pags. 440 a 448), sobre las que renuncio a 
extenderme en aras a no desbordar los límites del presente trabajo.
Otras posiciones sociológicas introducen, además de otras 
consideraciones, componentes individualistas en la conflictividad 
social, así DAHRENDORFF, RALF, ("Oportunidad vitales", Madrid (Espasa 
Calpe) 1983 (original de 1979), pags 89 y 90), en su posición más 
reciente señala que "los conflictos sociales versan sobre la 
posibilidad de conseguir más oportunidades vitales y sobre la 
posibilidad de defender los niveles alcanzados....las oportunidades 
vitales son posibilidades de desarrollo individual facilitadas por las 
estructuras sociales".
12 .- Por supuesto en un futuro a medio-largo plazo es
impredecible la evolución del conflicto industrial, si bien es general 
la percepción de que se producirá una disminución del trabajo y un 
incremento de la producción (fruto de la nueva revolución tecnológica) 
y unos nuevos problemas (dedicación de la capacidad laboral a 
"ocupaciones sociales" y no a trabajos; garantía de un salario sin 
trabajo), sobre los que, desde luego, renuncio a extenderme, 
limitándome a exponer que las opiniones al respecto son enormemente 
variadas, desde quienes pronostican, como se vió, una recuperación de 
una sociedad capitalista postindustrial del consenso (Bell) hasta 
quienes vaticinan la posibilidad de un nuevo proceso revolucionario o 
de grave crisis social como THERBORN, GORAN, ("Por qué en algunos 
países hay más paro que en otros", Valencia (Edicions Alfons el 
Magnánim-I.V.E.I.) 1989, pags. 51 a 54) quien vaticina que en la
sociedad postindustrial "es posible que el paro masivo se convierta en 
una característica permanente de la mayoría de los países capitalistas 
avanzados, ligeramente atenuado en las fases alcistas del ciclo, 
acentuado en las recesiones, pero posiblemente con una tendencia 
creciente. Esto daría lugar a una sociedad algo más rica y humana pero 
similar a la brasileña, con una fragmentación socioeconómica en tres 
niveles. En el nivel inferior estarían los desempleados permanentes y
marginados, sobreviviendo gracias a ciertas prestaciones sociales___
poco a poco, sin embargo, los subsidios se reducirán, los controles 
sociales se harán más rígidos y la marginalidad se manifestará en toda 
su crudeza. La pasividad y la desesperación crecerán generando
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desórdenes, represión y degradación  Si las tendencias a la
brasileñización se estabilizan, la única salida a la situación, 
orientada hacia una distribución más igualitaria....pasaría por un 
cataclismo social...".
En medio quedan, por supuesto, todas las elaboraciones de los 
denominados utópicos de la sociedad postindustrial, tanto desde 
posiciones centristas, como las de TOFFLER, ALVIN, ("La tercera ola" 
Barcelona (Plaza Janes) 1980); como de izquierdas, por ejemplo, 
TOURAINE, ALAIN ("La sociedad postindustrial", Barcelona (Ariel) 1971), 
o el ya citado GORZ, ANDRÉ ("Los caminos del paraiso" Barcelona (Laia) 
1986; como ecologistas, BAHRO, RUDOLF, ("La alternativa", Barcelona 
(Materiales) 1979). Un estudio y resumen de todas ellas, puede verse en 
FRANKEL, BORIS, "Los utópicos postindustriales", Valencia (Edicions 
Alfons el Magnánim-I.V.E.I.) 1990. En todas estas visiones es general 
su percepción de una futura sociedad en la que el hombre se libere del 
trabajo, lo que, obviamente, hace perder su importancia al conflicto 
industrial.
Así por ejemplo, GORZ, ("Los caminos...." op. cit. pag 55) señala 
que "la revolución microelectrónica inaugura la era de la abolición del 
trabajo" y fija como una de las principales preocupaciones de la 
sociedad postindustrial y, por tanto como una las principales causas de 
conflictividad social (pag 77) la necesidad de un sueldo garantizado 
para toda la población "que ya no puede, por tanto, asentarse en el 
"valor" del trabajo ni ser concebido como una remuneración del 
esfuerzo".
TOFFLER ("La tercera " op. cit. pag. 195) dirá que "tanto la
oficina como la fábrica están llamadas a experimentar una revolución en 
las décadas próximas.... (que)... afecta no sólo a cosas tales como el 
nivel de empleo y la estructura de la industria sino también.... a la 
naturaleza del trabajo.... el "donde" del trabajo".
Por ello resumirá TOURAINE ("La sociedad ", op. cit. pag. 75)
que "la condición proletaria en una sociedad en vías de enriquecimiento 
y de institucionalización de los conflictos del trabajo ya no puede ser 
el tema central de los debates sociales".
En las opiniones más optimistas se sitúa esa desaparición del 
trabajo en sentido tradicional en plazos no muy lejanos; no me resisto 
a citar un texto que me parece resume plenamente esa concepción; es de 
SCHAFF, ADAM, ("Euroizquierda y Cristianismo", Salamanca (Fundación 
Friedrich Ebert) 1991, pags. 185 a 187), y dice, "cuando se oyen 
manifestaciones de que el trabajo, en su sentido tradicional, irá
desapareciendo hasta dejar de existir dentro de 30 ó 50 años  la
mayoría de los oyentes opina que se trata de opiniones muy poco 
fiables. Esta perspectiva es tan peligrosa desde el punto de vista 
social, porque en la práctica la inmensa mayoría de la gente vive del 
trabajo, que resulta muy nocivo e inocente tratar de remediarla 
sumiéndose en el desconocimiento, en la incredulidad, en la fe de que 
"ya se encontrará una solución"... Esta actitud es comprensible, es una 
autodefensa sicológica de la gente.... Es la misma actitud que adopta 
el avestruz cuando tiene miedo. Sin embargo, sabido es que esa actitud 
no salva a las avestruces y, por consiguiente, tampoco puede salvar a 
los hombres. Hay que prever el futuro  No es cierto que la
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elemento importante de la dinámica social (13), y de hecho 
algunos estudios consideran que se ha acentuado la 
conflictividad social pues "la salida de la crisis 
económica internacional ha provocado unos cambios 
tecnológicos y estructurales.... que han vuelto a 
incrementar las desigualdades económicas entre las clases, 
apareciendo de nuevo la amenaza del conflicto y la división 
social que ya se creía superada" (14) . Pues bien, una vez
civilización haya enfrentado un problema similar en el pasado. Jamás el 
proceso y sus consecuencias tuvieron una rapidez y una dimensión como 
la que ahora observamos.... La única solución lógica y eficaz puede ser 
la sustitución del trabajo en su contenido y formas actuales por 
ocupaciones de utilidad social.".
Otras opiniones reflejan más dudas sobre el futuro 
postindustrial, y así NEMESIO RUIZ, RAMON, PEREZ ADAN, JOSE y SERRA 
YOLDI, INMACULADA ("Organización y trabajo" Valencia, (Ñau Llibres) 
1992, pag. 170) señalan que posiblemente deba tenerse en cuenta que "el 
impacto tecnológico en distintos sectores y áreas geográficas es 
tremendamente variado, lo que produce un grado de incertidumbre 
considerable sobre qué previsiones pueden hacerse. El futuro no está 
predeterminado en ningún sentido, antes bien, podemos decir que la 
innovación tecnológica pone a la sociedad en movimiento y nos permite 
avanzar hacia lo desconocido".
La complejidad de los problemas que plantean las vertiginosas 
transformaciones de la sociedad actual, que hacen envejecer teorías 
sociales cuando aún no han alcanzado siquiera difusión, justifican 
sobradamente que omita un análisis de cual puede ser la evolución a 
medio-largo plazo del conflicto industrial (que por otro lado me parece 
difícilmente predecible), y me sitúe en ese plazo de "30-50 años", en 
el que, al menos, es unánime la percepción de que el trabajo seguirá 
siendo un elemento fundamental en la sociedad industrial contemporánea.
13 .- Así, por ejemplo, HERNANDEZ VIGUERAS, JUAN, ("La solución 
de los conflictos en el sistema de relaciones laborales", Madrid 
(Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 1992, pag. 26) afirma que 
"El conflicto social, en una de sus manifestaciones más importantes, 
continuará significando conflicto laboral".
14 .- GIL CALVO, "Crisis " op. cit. pag. 2.
En realidad como señala GOLDTHORPE, ("Orden y..." op. cit. pags. 
434 y 435) la conflictividad latente nunca decreció tanto como se 
pensaba, pues muy posiblemente "los teóricos liberales aceptaron con
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expuesto que el conflicto industrial persiste en la moderna 
sociedad industrial, debe señalarse que ya en las visiones 
tradicionales, aún entendiendo que era intrínseco a las 
relaciones industriales (15), se matizaba que ello no 
implicaba una situación de constante confrontación abierta, 
sino que los intereses divergentes entre las partes de la 
relación de trabajo conducirán a momentos de confrontación
frecuencia como evidencia de la disminución de la desigualdad social lo 
que en realidad era simplemente la evidencia de un aumento general de 
los niveles de vida y bienestar... (además de que)... al acentuar 
ciertas tendencias igualitarias que están asociadas al industrialismo 
occidental, los teóricos liberales omiten la posibilidad bien 
confirmada de que donde se reduce la desigualdad social en un aspecto 
particular, en lugar de reducirse puede aumentarse el potencial para el 
conflicto social realmente, al introducir otras formas de desigualdad 
en pugna....".
Ya se expuso, también, su idea acerca de un posible desarrollo 
dual de la sociedad, posibilidad a la que también se refiere MISHRA, 
RAMESH, ("El Estado de Bienestar después de la crisis: los años ochenta 
y más allá" en AA.W. "Crisis y futuro del Estado de Bienestar" Madrid 
(Alianza Universidad) 1989, pag. 75), quien llega a estudiar como una de 
las posibilidades de desarrollo social futuro la que conduce a un "un 
Estado de Bienestar "dividido" y a sociedad "dual"", caracterizado por 
un amplio sector de la población con un situación socio-económica buena 
frente a otro para el que todos los beneficios del Estado de Bienestar 
se irían desmantelando y en consecuencia quedarían en una situación de 
notoria y desfavorable desigualdad en relación con los primeros.
15 ".... el conflicto es intrínseco a las relaciones de
trabajo, es inevitable y normal", BAYON CHACON, GASPAR, ("Los
conflictos colectivos de trabajo. Introducción", en AA.W., "Quince 
lecciones sobre conflictos colectivos de trabajo". Madrid (Universidad 
de Madrid), 1968, pag. 14).
También, por ejemplo, "Como en el marco citado - economía social 
de mercado - está reconocido el conflicto de intereses entre
empresarios y trabajadores___", SAGARDOY BENGOECHEA, JUAN ANTONIO, y
LEON BLANCO, DAVID, ("El poder sindical en España", Barcelona
(Planeta), 1982, pag.158).
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y a otros de tregua, y a un reajuste periódico del punto 
de equilibrio alcanzado entre ellos (16).
3 .-El conflicto de trabajo manifestación concreta 
del conflicto industrial Así pues, esa confrontación
latente entre los intereses de los empresarios y los de sus 
trabajadores, que es el conflicto industrial, se concreta, 
en determinados momentos, en torno a una o varias 
cuestiones puntuales, surgiendo así lo que propiamente se 
debe denominar conflicto de trabajo, tan pronto esas 
diferencias abandonan ese estado de mera tención o malestar 
laboral y se exteriorizan, es decir, se hacen llegar a la 
otra parte, mediante una solicitud de renegociación o 
respeto de las condiciones laborales, una reivindicación o 
una serie de ellas (17).
15 . - E n  definitiva existe "una situación permanente de 
conflicto, no manifestado abiertamente, pero no por ello menos real, 
que subyace en cualquier momento de la relación colectiva de trabajo y 
que cristaliza en un determinado momento, convirtiéndose en conflicto 
manifiesto" RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, ("La intervención...", op. cit. 
pags. 29 y 30).
37 .- La diferencia, tradicional, aparece claramente en BAYON
CHACON, ("Quince Lecciones " op. cit. pag. 15), "... pero en la
vida del conflicto hay que distinguir una etapa de latencia y otra de 
exteriorización. Hay conflicto latente en . cuanto una razón o motivo 
cualquiera produce en una de las partes de la relación jurídica 
colectiva una aspiración de que la otra actúe de una cierta
forma..... Pero la pretensión no existe como tal si se limita a un
mero deseo no transmitido  (cuando se notifica a la otra parte) es
cuando se pone en marcha el mecanismo de la situación de conflicto; si 
la pretensión es aceptada, el conflicto no llega a nacer...... ".
En el mismo sentido RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, ("La
intervención " op. cit. pags. 30 y 31), "Pero por conflicto de
trabajo ha de entenderse exclusivamente la controversia que ... se 
manifiesta de forma expresa y externa...".
También, en idénticos términos, CABANELLAS, GUILLERMO, ("Derecho 
de los Conflictos Laborales", Buenos Aires (Bibliográfica Omeba) 1966,
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La frecuencia de los conflictos de trabajo dependerá, 
en cada sociedad, de la propia situación de las relaciones 
laborales, y, por otro lado, no toda controversia laboral 
es la expresión inmediata del conflicto industrial, porque 
en ocasiones, como en su momento se pondrá de manifiesto, 
detrás del conflicto concreto pueden existir intereses 
insolidarios, corporativos, difícilmente identificables con 
los intereses generales de los trabajadores.
Lo que es claro es que el establecimiento de sistemas 
de solución para esos conflictos laborales concretos es una 
preocupación de los Estados en todas las sociedades 
industriales contemporáneas (38) y, para que el conflicto 
pueda solucionarse, es preciso que se conozca, es decir, 
que abandone la fase de mera tensión laboral, de mero 
descontento o malestar, para que, una vez exteriorizado, 
pueda dar lugar a la negociación sobre los temas 
planteados, o, de no existir o fracasar, haga entrar en
pag. 69), y ALONSO GARCIA, MANUEL, ("Derecho Procesal del Trabajo" Tomo 
I (Conflictos Colectivos), Barcelona (Bosch) 1963, pags. 30 y 31).
18 . - A l  respecto, por ejemplo, SAGARDOY BENGOECHEA, JUAN 
ANTONIO, ("Política gubernamental y negociación colectiva en un 
contexto de crisis económica" en AA.W. ("Estudios de Derecho del 
Trabajo en memoria del profesor Bayón Chacón" Madrid (Tecnos) 1980, 
pag. 330), "... la experiencia demuestra que en la práctica la mayor
parte de los Estados han puesto en juego un conjunto de 
reglamentaciones, instituciones o servicios que ayuden a resolver los 
conflictos entre trabajadores y empresarios. Las razones están 
fundamentadas especialmente en el coste económico y en la tensión 
social de los conflictos, y, por consiguiente, en la salvaguarda del 
interés general ".
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juego los procedimientos sustitutivos a que luego se 
aludirá.
A ese conflicto laboral concreto y exteriorizado es al 
que se refiere el presente estudio. En lo sucesivo, pues, 
al hablar de conflicto de trabajo se aludirá a "toda 
discusión o controversia, manifestada externamente, entre 
empresarios y trabajadores en cuanto a las condiciones de 
trabajo" (19).
Puede verse que el concepto se ciñe a la discusión en 
torno a las condiciones laborales entendidas, desde luego, 
en sentido amplio. Es evidente que en el seno de la empresa 
pueden repercutir otras controversias, o utilizarse el 
mundo laboral como caja de resonancia o elemento de presión 
de otras tensiones, por ejemplo una Huelga Política, que 
pueden ser lícitos o no, legales o no, pero que no se 
producen como consecuencia de la relación de trabajo y, por 
ello, no pueden calificarse de auténticos conflictos 
laborales y no serán objeto de este estudio, aunque es 
claro que "resulta sumamente difícil establecer los 
criterios técnicos precisos que permitan trazar, de modo 
inequívoco, la línea divisoria entre lo laboral y lo 
pretendidamente extralaboral" (20).
19 .- ALONSO OLEA, MANUEL y CASAS BAAMONDE, M3 EMILIA, "Derecho 
del Trabajo" 12^ edición, Madrid (Facultad de Derecho), 1991, pag. 867.
20 .- PALOMEQUE LOPEZ, "Derecho Sindical..." op. cit. pag. 230.
Precisamente en relación con la materia, en nuestro país, el art.
11 a) del RDLRT declaraba ilegales las huelgas cuando se produjeran 
"con cualquier otra finalidad ajena al interés profesional de los
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1. 2.- TIPOS DE CONFLICTOS DE TRABAJO
Se han propuesto numerosas clasificaciones de los 
conflictos de trabajo, atendiendo a muy diversos elementos 
de diferenciación.
Nuestra doctrina, además de diferenciar como ya se 
expuso entre los conflictos estrictamente laborales y 
aquellos otros que no lo son, se remite a una clasificación 
tradicional (21)/ que sigue siendo operativa, y que los 
divide del siguiente modo:
a) Por su naturaleza: individuales o colectivos.
b) Por la pretensión: jurídicos (o de aplicación del 
Derecho) o de intereses o económicos (o de revisión del 
Derecho).
c) Por su significación: estrictamente laborales 
(propios) o no estrictamente laborales (impropios, 
intersindicales).
En general esa misma clasificación es la que 
internacionalmente se acepta, pues, además de incidir en la 
diferenciación entre los conflictos laborales y aquellos 
que no lo son, aunque repercutan en el mundo laboral, los
trabajadores afectados”.
21 . - Por ejemplo, por citar sólo uno de los autores 
que se ha referido al tema ya desde hace tiempo, ALONSO 
GARCIA, "Derecho Procesal.." op. cit. pags. 33 y 34. En el mismo 
sentido "Curso de Derecho del Trabajo", '83 edición revisada, Barcelona 
(Ariel) 1982, pag. 611.
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estudios comparativos de la O.I.T. constatan que "se 
observan dos distinciones principales: las que se basan en 
el número de personas involucradas en el conflicto, lo cual 
determina su carácter individual o colectivo, y las que se 
basan en la naturaleza de las cuestiones litigiosas, o sea, 
esencialmente la diferencia entre los problemas de 
aplicación o interpretación de derechos existentes y los 
problemas de establecimiento de nuevos derechos (es decir, 
entre conflictos de derechos y conflictos de intereses)" 
(22).
La delimitación, con arreglo a los grupos citados, es 
esencial en el marco de este estudio que pretende abordar, 
básicamente, el estudio de un procedimiento de solución de 
los conflictos colectivos de trabajo, el jurisdiccional 
que, como se verá, resulta de aplicación exclusivamente a 
los jurídicos.
Por otro lado, esta clasificación es difícil, como lo 
es, en general, enmarcar en categorías predefinididas una 
realidad tan dinámica como el propio mundo del trabajo, 
pero es preciso, al menos en una primera aproximación, 
intentar delimitar cada uno de estos tipos de conflictos 
laborales.
22 .- O.I.T. "Conciliación y Arbitraje en los Conflictos de
Trabajo (estudio comparativo)", Ginebra (O.I.T.) 1981, pag. 7.
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1.2.A.- CONFLICTO INDIVIDUAL Y COLECTIVO.-
Una característica generalizada del Derecho del 
Trabajo es diferenciar entre conflictos individuales y 
colectivos (23).
1 .- Problemas y necesidad de la diferenciación .- Ya 
de antemano hay que indicar que se trata de una distinción 
difícil, con problemas, incluso, terminológicos (24); en 
cualquier caso es esencial, y más, como ya se dijo, en el 
marco de este estudio, pues se utiliza en la mayor parte de 
los sistemas jurídicos europeos a efectos judiciales (25),
2:‘ .- "Es conveniente partir de una esquematización de los tipos 
de conflictos sólidamente afianzada en la doctrina.... se distingue 
entre conflictos individuales y colectivos" PERA, GIUSEPPE "Diritto del 
Lavoro" Milán (Giufré Editore) 1990, pag. 283.
24 . - Hay incluso algún autor que reserva la denominación de
conflicto de trabajo para los colectivos, asignando otras 
denominaciones a los conflictos individuales. Véase por ejemplo OZAKI, 
M, ("Las relaciones de trabajo en la Administración pública. 2. Los 
conflictos de trabajo y su solución." Revista Internacional del 
Trabajo, vol. 106, n^ 4/1987, pag. 471), "Entenderemos por conflictos 
de trabajo las discrepancias entre los sindicatos o asociaciones de 
empleados públicos y los empleadores públicos relativas a la 
determinación de las condiciones de empleo y a otros aspectos de las 
relaciones de trabajo, señaladamente los conflictos que surgen cuando 
los empleadores se niegan a negociar. Excluye esta definición las 
reclamaciones individuales...".
25 .- CRUZ VILLALON, JESUS, ("La Justicia de Trabajo en Europa 
II", Relaciones Laborales 8/1987, pag. 92), "constituye una distinción 
enormemente útil, siendo empleada en todos los sistemas jurídicos 
europeos a efectos judiciales".
Incluso se señala que el propio origen de la distinción entre 
conflictos individuales y colectivos está en las primeras regulaciones 
que, en algunos países, se produjeron de tribunales laborales que al 
datar de épocas en que el movimiento obrero estaba poco desarrollado,
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condicionando en muchos países la posibilidad de acceso a 
la Jurisdicción Laboral (26), y, desde luego, es habitual 
la existencia de procedimientos específicos de solución 
para los conflictos colectivos (27), de lo que es buen 
ejemplo el "Code du Travail" Francés que contempla en el 
titulo 1^ del Libro V la solución de los conflictos 
individuales (solución fundamentalmente jurisdiccional), 
mientras dedica el titulo 22 a los conflictos colectivos,
atribuían a aquellos la solución de los conflictos«surgidos entre un 
empresario y un trabajador y desconocían cualquier sistema de 
intervención sindical en el proceso e, incluso, los propios conflictos 
propios de la dinámica colectiva de las relaciones laborales. En tal 
sentido, citando expresamente el caso de Francia, O.I.T.
"Conciliación " op. cit. pag. 8; y AA.W. (Consejo de Relaciones
Laborales - País Vasco), "Sistemas de Relaciones Laborales y solución 
de Conflictos Colectivos en Occidente" Bilbao (CRL-País Vasco) 1984, 
pag. 275.
26 . - Por ejemplo, y con matices que se examinarán, el caso de 
Italia, "esta distinción, sobresaliente en el período corporativo, es 
válida también hoy, no obstante la supresión de la Magistratura de 
Trabajo para la solución de los conflictos colectivos" MAZZONI, 
GIULANO, "Nozione di "controversia di lavoro", en AA.W. "La
risoluzione conciliativa arbitrale e giurisdizionale delle controversie 
di lavoro", Milán (Franco Angeli Editore) 1976, pag. 13.
En el mismo sentido, "En la actualidad (en Italia), la vía 
judicial está reservada a los conflictos individuales de trabajo"
AA.W. (CRL-País Vasco) "Sistemas ...." op. cit. pag. 168.
En relación con Francia, y aún cuando en su momento aludiré a 
algunas matizaciones, sucede en principio lo mismo, "Los tribunales de 
trabajo franceses son competentes para entender exclusivamente de los 
conflictos individuales, y no de los conflictos colectivos,..." AARON, 
BENJAMIN, "La risoluzione delle controversie di diritto" en AA.W. 
"Diritto del Lavoro e relazioni industriali compárate" Roma (Edizioni
Lavoro) 1983, pag 359.
27 JAVILLIER, JEAN CLAUDE, ("Manuel de Droit du Travail",
Paris (librairie Générale de Droit et de Jurisprudence) 1990, pag. 
422), "Los conflictos colectivos de trabajo, están sometidos en 
numerosos países a sistemas de solución específicos. Las jurisdicciones 
de Trabajo, que son competentes para litigios individuales, no pueden 
conocer de ellos".
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regulando las medidas de presión, en concreto la huelga 
(Capítulo I), y la solución de los mismos a través de
procedimientos de conciliación, mediación y arbitraje 
(capítulos II a V I ).
2 Dos concepciones sobre la distinción Si, como 
puede apreciarse, la diferenciación entre conflictos 
individuales y colectivos parece imprescindible, ya se ha 
dicho que es difícil establecerla, dificultad que empieza 
porque la concepción de los colectivos no es uniforme, 
pudiendo, muy esquemáticamente, diferenciarse, al respecto, 
dos concepciones, que a su vez se plasman en los 
correspondientes sistemas normativos, serían las 
siguientes:
a) Diferenciación clara entre conflictos individuales 
y colectivos La primera que puede manejarse es la que
parte de una clara distinción entre conflictos individuales 
y colectivos en atención, única y exclusivamente, a que 
afecten a intereses individuales, o a intereses de grupo 
(2S), condicionando esa circunstancia un diferente 
tratamiento de la controversia.
28 . - En tal sentido, por ejemplo, CABANELLAS, ("Derecho...." 
op. cit. pag. 59), "Consideramos, entonces, que el conflicto colectivo 
se caracteriza por la situación de que atañe a un grupo, no por sus 
relaciones individuales de trabajo, sino en consideración a los 
intereses o derechos de ese mismo grupo concebido autónomamente".
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Es la concepción presente, por ejemplo, en Bélgica, 
Francia y España (29), y también en Italia, donde la 
doctrina se refiere a ella con manifiesta claridad, 
entendiendo que son conflictos individuales los que "surgen 
entre las partes del contrato individual de trabajo, 
empresario y trabajador" (30) o los que implican "la 
tutela jurisdiccional de los derechos del trabajador por 
cuenta ajena individualizado" (31)/ mientras que son 
colectivos los conflictos en los que se tutelan "intereses 
exclusivamente o predominantemente colectivos" (32).
La O.I.T., en este mismo sentido, entiende que "el 
conflicto es individual si atañe a un solo trabajador o 
incluso a varios trabajadores, pero en su capacidad 
individual o en relación con sus contratos individuales de
29 .- AA.W. (CRL-País Vasco), "Sistemas...." op. cit. pag. 71.
Véase también la referencia a Francia y Bélgica, junto a Suiza en 
O.I.T. ("Conciliación...." op. cit. pag. 8), "Las primeras medidas que 
llevaron a la distinción entre conflictos individuales y colectivos
corresponden a una ley francesa ..........  Este sistema se adoptó
también en Bélgica y en varios cantones de Suiza...".
También con anterioridad se ha hecho referencia al "Code du 
travail" francés y la distinción que al respecto hace.
En cuanto a España aún cuando con posterioridad se analizará el 
tema con profundidad, baste, de momento, la alusión al Informe de la 
Misión de Expertos de la O.I.T. sobre la "Situación Sindical y 
Relaciones Laborales en España" Ginebra (O.I.T.) 1985, pag. 99, "El
derecho español reconoce la distinción clásica entre los conflictos 
individuales y los colectivos...".
30 PERA, "Diritto..." op. cit. pag. 283
31 MAZZONI, "Nozione " op. cit. pag. 12.
32 MAZZONI, "Nozione...." op. cit. pag. 12.
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trabajo, mientras que el conflicto es colectivo si atañe a 
un grupo de trabajadores, colectivamente" (33); puede 
verse que la distinción entre ambos tipos de controversias 
no radica, al menos de forma principal, en el número de 
afectados, sino en la existencia de un interés individual 
(conflicto individual), o de grupo (conflicto colectivo), y 
así, por ejemplo, al analizar el problema en Francia, la 
doctrina nos dirá que el objeto de los conflictos 
colectivos "versa sobre los derechos o intereses comunes de
un grupo de trabajadores  (que además)...... debe
considerarse afectado y plantear una reivindicación" (34), 
es decir, "el carácter colectivo de un conflicto de trabajo 
queda definido así por la concurrencia simultánea, de un 
lado, de una colectividad de partes, y de otro, por afectar 
a un interés colectivo" (35), requisitos idénticos a los
33 O.I.T. "Conciliación " op. cit. pags 7 y 8.
34 VERDIER, JEAN MAURICE, "Droit Du Travail" 8^  edición, 
Paris (Dalloz) 1986, pag. 361.
35 VALDES DAL-RE, FERNANDO, "La Reglamentación de los 
Conflictos Colectivos en Francia", en AA.W. "Los Instrumentos de 
solución de los Conflictos Colectivos" Madrid (Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social-IELSS) 1983, pags. 73 y 74.
Como indica SINAY, HELENE, ("La Gréve" en CAMERLYNCK, G.H., 
"Traité de Droit du Travail" Paris (librairie Dalloz) 1966, pag. 427), 
"La noción de conflicto colectivo implica la exigencia de dos 
condiciones acumulativas, la presencia en el litigio de un grupo de 
asalariados, la existencia de un interés colectivo que defender".
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que configuran esta misma distinción, por citar otro caso 
concreto, en Bélgica (36).
De lo expuesto se desprende que cabe la existencia de 
un conflicto que afecte a numerosos trabajadores, pero en 
sus intereses individuales, será el conflicto conocido como
f '
"plural" (37), al que se dará tratamiento, en definitiva, 
de individual.
En su momento, al abordar el concepto del conflicto 
colectivo en España, me detendré en los problemas que 
plantea diferenciar estas controversias en atención a la 
existencia o inexistencia de intereses colectivos, pero 
conviene ya avanzar que, en todos los países que así lo 
hacen, suele ser común la percepción de que la línea 
divisoria no es clara, lo que encuentra explicación en dos 
factores:
a) La dificultad para diferenciar, en términos 
generales, entre interés individual y colectivo o de grupo, 
y, especialmente, para identificar este último que es un 
"concepto cuyo contenido y contornos precisos no constituye
36 .- AA.W. (CRL-País Vasco) ("Sistemas...." op. cit. pag. 72), 
"Para los belgas, conflicto individual es el que opone a un empresario 
frente a uno o varios trabajadores de su empresa individualmente
considerados En cambio el conflicto colectivo enfrenta a uno o
varios empresarios o asociación de los mismos con una colectividad de 
trabajadores Además se pone en juego un interés colectivo...".
37 .- PERA, ("Diritto...... " op. cit. pag.283), "Se habla de
los conflictos plurales, es decir de una variante meramente 
cuantitativa de los litigios individuales, en el caso de que varios 
trabajadores planteen la misma reivindicación, produciéndose una suma 
de litigios individuales".
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una cuestión doctrinal pacífica" (38) y sobre el que se ha 
señalado que "no se equivoca, pues, un sector cada vez más 
amplio de la doctrina si rechaza sostener.... que interés 
colectivo e interés individual, conflicto colectivo y 
conflicto individual, sean términos contradictorios
existentes "in rerum natura"" (39).
b) La reducción o ampliación que se produce de cada 
uno de los grupos de conflictos citados, en función de la 
eficacia de los procedimientos establecidos para su
solución, de forma tal que, aquél tipo que encuentra una
más eficaz composición, sufre una expansión, atrayendo
hacia su concepto controversias que, inicialmente, no
quedarían incluidas en él. Así por ejemplo se ha señalado 
que en Francia la "jurisdicción ordinaria ha ido creando 
una jurisprudencia expansiva del concepto del conflicto
individual....... para robustecer la competencia judicial"
(4C), como consecuencia de que "la calificación de un
conflicto como colectivo significará abandonarlo entre las 
mallas de una conciliación problemática y un arbitraje 
facultativo, de manera que la única salida para eludir la 
denegación de justicia será extender la noción del
38 .- RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, "La intervención " op.
cit. pag. 27.
39 .- MANCINI, GIUSEPPE FEDERICO, en la obra conjunta con 
ROMAGNOLI, UMBERTO "II Diritto Sindacale" Bolonia (II Mulino) 1971, 
pag. 306.
40 .- AA.W. (CRL-País Vasco) "Sistemas...." op. cit. pag. 73.
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conflicto individual y, por tanto, remitir su conocimiento 
y solución a la jurisdicción prudomal" (41).
Aún se ha señalado un tercer factor que difumina la 
distinción entre ambos tipos de conflictos, pues si, como 
ocurre en numerosos países, los procedimientos de solución 
de unos y otros se sustancian ante organismos diferentes, 
es posible que cada uno de ellos elabore un concepto de las 
controversias sobre las que es competente, y, por 
exclusión, de las restantes, pudiendo ocurrir que las ideas 
de los respectivos organismos no resulten coincidentes, con 
lo que no existiría un concepto delimitador unitario (42), 
pero entiendo que es un supuesto más raro pues, aún cuando 
pudiera darse, es difícil pensar que no existan, en el 
ordenamiento jurídico respectivo, vías para unificar esos 
criterios discrepantes.
Incluso podría añadirse a los problemas anteriores que 
la diferencia entre conflicto colectivo y conflicto plural,
41 .- VALDES DAL-RE "La reglamentación...." op. cit. pag. 76.
En el mismo sentido ORDOVAS BLASCO, RAFAEL, ("Contribuciones al 
análisis comparado de los procedimientos de arreglo de las 
reclamaciones laborales" Revista de Política Social, n2 122/1979, pags 
142 y 143), "en términos generales se desconfía de la conveniencia de 
tipificar a un conflicto como exclusivamente colectivo por la sencilla 
razón de que ello obligaría a las partes implicadas en él a recurrir a 
ciertos procedimientos de arreglo que están de antemano destinados al 
fracaso en la mayoría de los casos. En consecuencia, y con la única 
finalidad de ofrecer a las partes mejores posibilidades de arreglo, se 
ha manifestado una creciente preferencia por tipificar a los conflictos
como individuales permitiendo así a las partes el acceso a vías de
arreglo más satisfactorias....".
42 .- En tal sentido, refiriéndose al caso francés AARON "La 
risoluzione...." op. cit. pag. 359.
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cuando en este último existe algún tipo de intervención 
sindical, puede resultar sumamente confusa en la práctica.
En general, parece evidente que los sistemas basados 
en una distinción de las controversias laborales en 
atención a los intereses, individuales o de grupo, 
cuestionados , encuentran serios problemas, como veremos en 
el caso español, para establecer la separación entre ambas, 
pero, pese a ello, como se expuso, sigue siendo una 
distinción imprescindible en todos los países que 
diferencian los sistemas de solución de conflictos en 
atención a ese carácter individual o colectivo.
b) Identificación del conflicto colectivo con el 
surgido durante la negociación colectiva .- La segunda de 
las concepciones posibles no desconoce la distinción entre 
conflictos colectivos e individuales, pero no la establece 
en atención a los intereses confrontados en cada uno de 
ellos, pues, según la naturaleza de la controversia, no 
aprecia esenciales diferencias por el hecho de que afecte a 
un trabajador individualizado o a un grupo de trabajadores.
En efecto, en algunos países se identifica el 
conflicto colectivo con el que surge en el marco de la 
negociación colectiva, equiparándose al conflicto
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económico, de regulación, o de intereses al que 
posteriormente se aludirá (43) .
La identificación entre conflicto colectivo y 
conflicto de intereses se da, de forma clara, en Alemania, 
donde se califica como tal el que "conduce a la creación de 
derecho nuevo a través de pactos colectivos... por eso se 
les suele denominar también "conflictos de reglamentación".
El conflicto colectivo presupone así, la inexistencia de un 
convenio o pacto colectivo entre las partes y el propósito 
de lograrlo..." (44).
No se trata de que el sistema alemán no conozca 
conflictos que afectan a un colectivo y versen sobre 
cuestiones de interpretación del derecho existente, sino 
que, "desde un punto de vista doctrinal, el centro de 
atención....(al tratar de los conflictos colectivos) parece 
ser sin duda el de los conflictos de reglamentación, que 
podrían ser considerados como los conflictos colectivos de
43 .- "Repetidas veces lo que se da es una identificación entre
conflicto colectivo y conflicto económico " CRUZ VILLALON, "La
Justicia..." op. cit. pag. 93.
44 .- AA.W. (CRL-País Vasco) "Sistemas " op. cit. pag. 24.
En idéntico sentido HUECK, ALFRED, y NIPPERDEY, HANS CARL, 
("Compendio de Derecho del Trabajo" (traducción a cargo de RODRIGUEZ 
PINERO, MIGUEL y DE LA VILLA GIL, LUIS ENRIQUE), Madrid (Editorial 
Revista de Derecho Privado) 1963, pag. 388), "Del contenido del
conflicto colectivo....se deduce necesariamente que presupone la
falta de una reglamentación jurídica entre las partes....".
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trabajo genuinos, por antonomasia" (45); desde esa 
perspectiva, la diferenciación de conflictos se plantea 
entre conflictos colectivos y conflictos jurídicos (46),
careciendo en gran parte de valor dogmático el concepto de 
"conflicto individual" (47) al no diferenciarse de los
colectivos cuando puedan calificarse ambos de jurídicos 
(48), característica que es relativamente común a todo el 
conjunto de países Escandinavos y Centroeuropeos (Suecia, 
Dinamarca, Noruega, Austria) (49) y que, incluso, llega a
que la propia terminología de "conflicto colectivo" sea
45 RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, FERMIN, "Procedimientos de
Solución de Conflictos Colectivos de Trabajo en la República Federal 
Alemana" en AA.W. "Los instrumentos de solución de los conflictos 
colectivos" Madrid (Ministerio de Trabajo-IELSS) 1983, pag. 125.
4c . - Puede verse al respecto la propia anotación de los
traductores, sobre el texto de HUECK y NIPPERDEY, ("Compendio...." op.
cit. pag. 389), que transcribo, "Vuelve a tener aquí importancia la 
distinción de la legislación, jurisprudencia y doctrina alemanas entre 
conflictos jurídicos y conflictos de reglamentación que.... no coincide 
con la establecida entre nosotros entre conflictos individuales y
colectivos, ya que los conflictos jurídicos en el sistema alemán....
pueden ser, indistintamente, individuales o colectivos...".
Efectivamente es clara la definición de HUECK y NIPPERDEY, que en 
la obra indicada, en las pags. 388 y 389 contraponen el conflicto 
colectivo, entendido como el que soluciona la falta de reglamentación 
con el conflicto jurídico que comprende "existiendo....vínculos
jurídicos en base a un pacto colectivo, todo conflicto acerca de los
puntos estipulados en él...".
47 .- AA.W. (CRL-País Vasco) "Sistemas...." pag. 24.
48 .-DE LA VILLA GIL, LUIS ENRIQUE "Conflictos Colectivos en la 
República Federal Alemana" en AA.W. "Quince Lecciones sobre conflictos 
colectivos de trabajo", Madrid (Universidad de Madrid) 1968, pag. 109.
49 .-Al respecto, O.I.T. "Conciliación...."op. cit. pags 9-12 y 
AA.W. (CRL-País Vasco) "Sistemas...." pag. 121.
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desconocida en la legislación de algunas de estas naciones, 
no diferenciándose entre los conflictos de trabajo más que 
en el momento de su solución, para aplicarles diferentes 
tratamientos según el tipo de pretensión que entrañen
(50).
La razón que tradicionalmente se da para explicar 
estas concepciones, que ignoran o minimizan la 
diferenciación de los conflictos laborales en atención a 
los intereses individuales o colectivos afectados, no es 
otra que la de una mayor modernidad en la regulación de los 
procedimientos de solución de controversias de trabajo, 
producida cuando la intervención sindical en éstos y la 
negociación colectiva eran prácticas conocidas y aceptadas 
(51).
De las dos concepciones expuestas, obviamente, el 
estudio que se pretende, al versar sobre la realidad 
española, ha de optar por la primera, sin perjuicio de
50 "El punto de referencia radica de nuevo en el carácter
jurídico o económico; en el contenido de la pretensión (aplicación del 
Derecho a una controversia, o innovación de las normas que regulan las
relaciones laborales), y no en sus sujetos...... Las leyes suecas
ignoran el término conflicto colectivo. Para ellos los conflictos 
laborales merecen una conceptuación indiferenciada, sólo se desglosa en 
el momento de su solución, para aplicarles un tratamiento judicial o de 
otra naturaleza." AA.W. (CRL-País Vasco) "Sistemas..." op. cit. pag. 
121.
51 .- En tal sentido, O.I.T. "Conciliación " op. cit. pag.
10 y AA.W. (CRL-País Vasco) "Sistemas...." op. cit. pag. 122.
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someterla a examen y crítica en su momento, y, por tanto, 
una primera conclusión será la de distinguir entre 
conflictos individuales y colectivos, en atención a los 
sujetos e intereses en ellos presentes.
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I.2.B.- CONFLICTO JURIDICO Y CONFLICTO DE INTERESES
La segunda clasificación que se hace de los conflictos 
laborales, aplicable en general a los conflictos colectivos 
(52), distinguiendo entre conflictos jurídicos (o de 
interpretación y aplicación), y conflictos de intereses (o 
económicos o de regulación), resulta más clara que la 
primera y desde luego más generalizada, aún cuando como ya 
se ha visto no se refleje siempre con esta misma 
terminología.
1 . - Los elementos de la distinción En efecto, si 
se considera el conflicto de trabajo, especialmente el 
colectivo, como un medio de renegociación constante del 
acuerdo alcanzado, en un momento concreto, entre los 
intereses, de por sí contrapuestos, de trabajadores y 
empresarios, parece claro que, tras un concreto conflicto,
52 .-En algún momento tal distinción se consideró inaplicable a 
los conflictos colectivos, entendiendo que no cabía un conflicto 
jurídico-colectivo. Al respecto es clásica la formulación de 
CARNELUTTI, FRANCESCO, ("Teoria del Regolamento Collettivo dei Rapporti 
di Lavoro" Padua (CEDAM) 1936, pags. 137 y 138), "Estas controversias 
están divididas.... en dos categorías que conforme al pensamiento 
actualmente establecido en la doctrina, corresponden a los conflictos 
jurídicos y económicos; los primeros que pretenden la aplicación, los 
segundos la formación del contrato colectivo. Pese a que parece 
armónica, esta distinción deja sumamente perplejo al intérprete.... los 
conflictos para la aplicación del convenio colectivo, como los de 
aplicación de la Ley o de otras fuentes de la regulación del contrato, 
no pueden afectar más que a contratos individuales y por tanto a
trabajadores y empresarios individualizados  el error está en no
haber advertido que si la formación del acuerdo colectivo...es
esencialmente colectiva  su aplicación  es naturalmente
individual".
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se habrá alcanzado un cierto equilibrio, expresado en una 
determinado pacto, o incluso que el Estado, en uso de sus 
propias funciones, habrá fijado dicho punto de equilibrio, 
mediante su actuación normativa. A partir de esta 
conclusión, pueden ocurrir dos situaciones claramente 
diferenciadas (53) :
- La primera, el intento de alguna de las partes de 
renegociar el equilibrio alcanzado, bien modificando la 
norma o acuerdo existente, sustituyéndola por otra
distinta, o creando una allí donde no existiese.
La segunda existe cuando alguna de esas partes 
considera que debe mantenerse el equilibrio alcanzado y que 
la otra no lo está haciendo, bien porque incumple la norma 
o acuerdo que lo reflejan, bien porque existe una
disparidad de criterios acerca de su alcance, contenido o 
forma concreta de aplicación. En estos casos se está
reclamando, no la renegociación del acuerdo o norma, sino
su cumplimiento, o al menos, su cumplimiento tal y como lo 
interpreta quien plantea el conflicto.
De estas diferentes posibilidades nacen los dos tipos 
de controversias a que se alude: aquellas que tienden a la 
renegociación del punto de equilibrio, son los denominados 
conflictos de intereses o económicos; por contra, las que
53 .- En definitiva, como señala, GOERLICH PESET, JOSE MARIA, 
("La Administración del convenio colectivo en el ordenamiento jurídico 
italiano", Madrid (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social), 1990, 
pag. 33), para diferenciar uno y otro tipo de conflictos, "el criterio 
distintivo puede encontrarse en los diversos ataques que puede sufrir 
el equilibrio del sistema contractual.....
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nacen de un derecho preexistente, cuyo cumplimiento 
reclaman, son los denominados conflictos jurídicos (54).
Véase la distinción, por ejemplo, en O.I.T.
("Conciliación " op. cit. pag. 8), "se conceptúa conflicto de
derecho (o jurídico), a los efectos de procedimientos de solución, el 
originado por la aplicación o interpretación de una ley o convenio 
colectivo vigente (en algunos países, también la de un contrato de 
trabajo vigente), mientras que los conflictos de intereses (o 
económicos) son los causados por el fracaso de una negociación 
colectiva, es decir, los surgidos cuando las partes al negociar la 
conclusión, prórroga, revisión o extensión de un convenio colectivo, no 
llegan a ponerse de acuerdo".
En el mismo sentido, AARON, ("La risoluzione " op. cit. pag.
355), "Este genero de conflictos (los jurídicos) debe ser diferenciado 
de los conflictos de intereses, a veces llamados conflictos sociales o
económicos......  los conflictos de derecho implican la interpretación
o la aplicación del derecho existente, creado por las leyes, los 
contratos individuales de trabajo, o los convenios colectivos; por lo 
menos teóricamente no se intenta obtener derechos que no encuentren 
vigentes en ese momento".
Igual, por ejemplo, CABANELLAS, ("Derecho " op. cit. pags. 57
y 58), "Se han definido los conflictos de Derecho como...... aquellos
que tienen por objeto la interpretación y aplicación de normas 
jurídicas existentes... Conflictos Económicos o de intereses son 
aquellos en que la pretensión que encierran tiene por objeto modificar 
el sistema normativo vigente o crear otro nuevo".
También BLAIN, NICHOLAS, GOODMAN, JHON y LOEWENBERG, JOSEPH, ("La 
mediación, la conciliación y el arbitraje; Comparación entre Australia, 
Gran Bretaña y Estados Unidos de America", Revista Internacional del 
Trabajo, volumen 106, n2 1/1987, pag. 134, nota 3), "los conflictos de 
derechos son los suscitados fundamentalmente por la interpretación o 
aplicación de las normas existentes (disposiciones de convenios 
colectivos, leyes, sentencias, reglamentos, etc....) mientras que los 
conflictos de intereses surgen cuando las partes no han podido llegar a 
un acuerdo acerca de la adopción de normas nuevas o revisadas (sobre 
todo en caso de negociación o renegociación de convenios colectivos)".
En Francia, por ejemplo, VERDIER, ("Droit...." op. cit. pag 362), 
" Diferentes tipos. - Conflictos juridicos : el objeto es la aplicación
o interpretación del derecho vigente  - Conflictos no juridicos :
el objeto es la reivindicación de modificar el derecho vigente ".
En parecidos términos, SINAY, ("La Gréve" op. cit. pag. 174).
En Italia, por ejemplo, PERA, ("Diritto " op. cit. pags 283 y
284), "A su vez los conflictos colectivos pueden subdividirse en 
conflictos juridicos y económicos. En los primeros el objeto a debatir 
es esencialmente jurídico (afecta, por ejemplo, a las diferentes 
interpretaciones de una cláusula del convenio colectivo). En los 
económicos, en cambio, se lucha por nuevas reivindicaciones o por una 
nueva reglamentación de las condiciones de trabajo...".
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2 La relación con los sistemas de negociación
estática Pese a que esta distinción es más generalizada,
por los propios términos en que se plantea, alcanza su 
pleno sentido en sistemas laborales de negociación 
colectiva estática, en los que los acuerdos alcanzados en 
el proceso negociador conllevan una vigencia que las partes 
se comprometen o deben respetar, por lo que, durante 
aquella, cabrán conflictos interpretativos del convenio 
colectivo, pero no modificativos (5S). Por ello, 
normalmente, en sistemas más dinámicos, como el británico, 
en los que el proceso de negociación puede ser continuo y 
existe una cierta superposición entre conflicto y convenio, 
en la medida que ciertamente "el convenio es la aspiración 
del conflicto, pero, logrado aquél, el respeto al mismo
55 Para la distinción entre los sistemas de negociación
dinámica y estática me remito a KAHN-FREUND, OTTO, ("Trabajo y Derecho" 
(traducción de la 3§ edición Inglesa -1983- a cargo de GALIANA MORENO 
JESUS M.) Madrid (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 1987, pags.
117 a 119), "Se pueden distinguir dos modelos de negociación Al
primero de ellos se le suele llamar método institucional o dinámico, al
otro se le denomina método contractual o estático  El término
contractual... pretende simplemente indicar que las partes, esto es, el 
empresario o empresarios, o una asociación patronal y uno o varios 
sindicatos, se reúnen, negocian, concluyen un acuerdo y una vez 
alcanzado éste se dispersan, reanudando nuevas negociaciones sólo 
cuando sea necesario, bien porque se aproxime el término del convenio 
negociado o, si no se ha señalado término alguno, porque cualquiera de 
las partes desea negociar un nuevo acuerdo. Por contraposición, el 
método "institucional" o "dinámico" consiste en la creación de un
órgano bilateral permanente......  ello sirve de estímulo para
establecer convenios abiertos (open ended) con preferencia a los que 
señalan un plazo de duración determinada...".
En cualquier caso debe matizarse como señala GALIANA MORENO, en 
comentario a la citada distinción, pag. 122, que no necesariamente el 
método de negociación dinámico tiene que ser institucionalizado, ni 
tampoco puede excluirse que un sistema,• basado en órganos paritarios 
permanentes, acuda a un sistema de negociación estático.
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durante su vigencia no es.... contenido esencial y
sobreentendido del mismo" (56), resulta difícil distinguir 
entre conflictos de derecho y de intereses (57) y, a 
efectos de analizar los procedimientos de solución de
controversias laborales, resulta en gran parte innecesario, 
pues "las diferencias relativas a la interpretación del 
convenio se transforman imperceptiblemente en discordias 
originadas por el hecho de que se reivindican
modificaciones de sus aspectos" (5e) y se "solucionan
mediante nuevas negociaciones  en ámbitos empresariales
a través de la negociación de los acuerdos mediante nuevos 
pactos o el añadido de cláusulas nuevas a los ya 
existentes; y en ámbitos sectoriales bien a través de
acuerdos de procedimiento.... o, donde existan, a través de
86 .- AA.W. (CRL-País Vasco) "Sistemas..." op. cit. pag. 417.
■7 .- GALIANA MORENO, JESUS M. ("La solución de los conflictos 
colectivos de trabajo en el Reino Unido" en AA.W. "Los instrumentos de 
solución de los conflictos colectivos" Madrid (Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social-IELSS) 1983), "en el campo de las relaciones laborales 
británicas sea con frecuencia difícil distinguir entre dos categorías 
de conflictos (doctrinalmente claras, por otra parte), que en los 
ordenamientos europeos se contraponen con nitidez, como son los 
conflictos jurídicos (conflicts of right) y los de intereses (conflicts 
of interest) ".
Pues como afirma KAHN-FREUND, ("Trabajo y..." op. cit. pag. 119), 
"En el marco de tales procesos institucionales de negociación colectiva 
cualquier conflicto sobre "derecho" puede tornarse en un conflicto de 
"intereses" mediante la sola instancia de resolución a través de un 
nuevo acuerdo, posiblemente de carácter retroactivo".
En el mismo sentido, y citando también el caso de Australia,
BLAIN, GOODMAN, y LOEWENBERG, ("La mediación, " op. cit. pag.
114), "Como en Gran Bretaña, no se hace en Australia una distinción 
neta entre los conflictos de intereses y los conflictos de derechos".
58 .- O.I.T. "Conciliación " op. cit. pag. 12.
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los procedimientos desarrollados en el seno de los Consejos 
Paritarios de Industria" (59).
3 La relevancia de la distinción:_____la
judicialización del conflicto.- Pese a estas excepciones, 
la diferenciación de los conflictos, sobre todo colectivos, 
en atención a su condición de "jurídicos" o "de intereses" 
es, como se ha dicho más generalizada (60) y desde luego 
en nuestro país clara en la doctrina (61) y, como se 
analizará, en la regulación legal y en la jurisprudencia, y
59 .- AA.W. (CRL-País Vasco) "Sistemas..." op. cit. pag. 418.
En idéntico sentido GALIANA MORENO "Los instrumentos..." op. cit. 
pag. 15.
60 Si bien no deja de suscitar críticas como al analizar
nuestro Derecho tendré ocasión de evidenciar. Una clara exposición de 
esas críticas doctrinales a esta diferenciación puede verse en GHEZZI, 
GIORGIO y ROMAGNOLI, UMBERTO, "II Diritto Sindacale", 2§ edición, 
Bolonia (Zanichelli), 1987, pags. 271 a 273. En definitiva las críticas 
parten de entender como dicen los autores citados (pag. 272) que "En 
realidad estas (controversias económicas y jurídicas) no corresponden a 
compartimentos estancos, porque el disenso surgido sobre situaciones ya 
reguladas jurídicamente no es sino la prolongación del propio conflicto
de intereses originario, aplacado pero no solventado  Por tanto no
es razonable separar netamente la función interpretativa de la función 
creativa...". Sin duda estas matizaciones son importantes pero están 
también muy influenciadas por la imposibilidad, que más adelante se 
analizará, que existe en Italia de una solución jurisdiccional para los 
conflictos colectivos.
61 .- Serían innumerables las citas que pueden hacerse, pero por 
acudir a los orígenes puede verse esa distinción en ALONSO GARCIA, 
("Derecho Procesal..." op. cit. pags. 37 a 39), " Conflictos Jurídicos 
o de derecho son aquellos que se basan en la realidad de un derecho
preexistente, que sirve de fundamento a su planteamiento......  en todo
conflicto jurídico se reclama contra la interpretación, aplicación o
incumplimiento de una cláusula o de una norma.......  Los conflictos
de intereses o conflictos económicos.... (surgen).... de la pretensión 
de modificar la normativa vigente o crear otra nueva.... El conflicto 
Jurídico supone el mantenimiento de la situación jurídica creada al 
amparo de un orden jurídico determinado...."
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tiene su relevancia, porque, tal como se plantea, conduce a 
la existencia de sistemas de solución distintos. En efecto, 
la de cualquier conflicto colectivo de trabajo, tanto 
jurídico como económico, debe venir de la negociación entre 
los propios afectados, pero, fracasada ésta, y cuando 
entren en funcionamiento vías o procedimientos 
sustitutivos, resulta imposible un tratamiento unitario; en 
los conflictos jurídicos, en la medida que se plantea una 
controversia sobre derecho ya existente, es posible pensar 
en una solución jurisdiccional (62), pues, * en definitiva, 
la función de la Jurisdicción no es otra que solucionar los 
conflictos que entre los ciudadanos se den en el terreno 
del Derecho, y ese es, sin duda, el sistema más extendido 
para la solución de estas controversias (63) y, desde 
luego, en España, la posibilidad de recurso a los órganos 
jurisdiccionales, en defensa de los derechos e intereses
62 .- Como señala SOUBIRAN-PAILLET, FRANCINE, ("Figures de la 
justice et conflits du travail", Droit Social, nQ 2/1989, pag. 147), 
"Si los actores entran en conflicto en el campo de un sistema jurídico 
y en tanto que elementos de ese sistema en el que se apoyan mutuamente 
para fundamentar pretensiones contrarias, su conflicto podrá adoptar la 
forma de un litigio justiciable....".
63 .- "A nivel mundial, los tribunales de trabajo parecen ser el 
mecanismo más comúnmente usado para la solución de los conflictos de 
derecho. Lo anterior es especialmente cierto en Europa 
Occidental......" AARON, "La risoluzione......." op. cit. pag. 356.
En idéntico sentido, GALIANA MORENO, JESUS M. ("Medidas no 
judiciales de solución de los conflictos colectivos de trabajo: modelos 
normativos Europeos" Revista de Trabajo 81/1986, pags. 32 y 33), "De 
una u otra forma, existe un consenso generalizado en la mayoría de los 
países europeos en estimar que los conflictos jurídicos deben 
solucionarse mediante procedimientos judiciales, al igual que ocurre 
con los conflictos individuales, de los que sólo les separa su carácter 
colectivo".
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amparados en una norma o acuerdo preexistente, es, por 
ejemplo, contenido esencial del derecho constitucional a la 
tutela judicial efectiva, que consagra el art. 24.1 de 
nuestra Constitución.
Por contra, cuando el conflicto es económico o de 
intereses, es evidente que se está ante un planteamiento de 
creación de Derecho (64), que no es función propia de los 
órganos jurisdiccionales, sino de otros poderes o, en lo 
que interesa al presente estudio y en nuestro país - como 
en general en todos los que sostienen sistemas laborales 
similares-, de la autonomía colectiva, reconocida 
expresamente en el art. 37 CE (6S). En estos conflictos, 
fracasada la negociación entre las partes, no se admite 
como adecuado, en general, sustituir el acuerdo inexistente 
entre los afectados mediante una intervención 
administrativa, ni mucho menos jurisdiccional (6e>), ya que 
no se está planteando un problema a resolver con arreglo a 
Derecho, sino en base a criterios de equidad, oportunidad,
. - E n  nuestro país la Jurisprudencia lo contempla con 
claridad y así la STCT 30-4-82, Ar. 2566 hablará de que tratan de 
"reequilibrar las relaciones colectivas con una modificación de las
condiciones de trabajo ", y por ello acaban "creando la norma
inexistente para solucionarlo" STS (4§) 26-10-75, Ar. 3206.
65 .- Como afirma GALIANA MORENO, ("Medidas " op. cit. pag.
33), "Por el contrario, los conflictos económicos, por su propia 
naturaleza, no se adaptan a la solución judicial, sino que deben 
solventarse por las partes acudiendo a mecanismos de autocomposición".
60 .- "En numerosos países los tribunales de trabajo tienen
exclusivamente competencia sobre conflictos de derecho..." AARON, "La 
risoluzione " op. cit. pag. 357.
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posibilidad económica y social, etc... que son extraños a 
la actividad jurisdiccional, al menos en su configuración 
más corriente en Europa (6?).
Como se ve, la distinción entre ambos tipos de 
conflictos, aunque sectores doctrinales opinen que es más 
aparente que real y la califiquen de artificiosa (68), o 
entiendan que su única función real es eliminar el recurso 
a medidas de presión en los conflictos jurídicos (69), 
sigue siendo actual, operativa, y delimitadora de la 
posibilidad de recurso a la Jurisdicción, aunque no puede 
magnificarse para pretender una radical separación entre 
unos y otros, pues numerosas controversias jurídicas, en el
67 . - "Damos por sabido que el ámbito de actuación de los
Tribunales (laborales) se circunscribe a los conflictos jurídicos -
excluyendo en términos absolutos a los conflictos de intereses-...... "
CRUZ VILLALON, "La Justicia..." op. cit. pag. 92.
68 .-Al respecto, y por ejemplo, en nuestra doctrina, DE LA 
VILLA GIL, LUIS ENRIQUE, GARCIA BECEDAS, GABRIEL Y GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN, IGNACIO ("Instituciones de Derecho del Trabajo", 2§ edición, 
Madrid (Ceura) 1991, pag.405), "con todo, la distinción conflicto 
jurídico-conflicto de intereses, aparentemente nítida en el terreno de 
los conceptos, peca de artificiosidad y academicismo, porque en la 
realidad social es difícil encontrar un conflicto jurídico que no 
encierre a la vez un conflicto de intereses ".
En posición claramente divergente, por ejemplo, CAMPOS ALONSO, 
MIGUEL ANGEL, (AA.W. "Ley de Procedimiento Laboral" Bilbao (Deusto) 
1990, pag.40), quien considerando plenamente vigente la distinción, 
afirma que la nueva LPL "despeja así toda duda, con rechazo de la línea 
doctrinal que alude al arcaísmo de mantener la separación tajante entre 
conflictos de interpretación y conflictos de modificación de 
condiciones existentes o de fijación de nuevas condiciones".
69 .- Véase como ejemplo de estas opiniones, sobre las que se
volverá, la crítica de MANCINI y ROMAGNOLI, ("II Diritto...." op. cit. 
pag. 299), "una vez definida la noción de conflicto colectivo jurídico, 
se excluye que para resolverlo los trabajadores estén autorizados a 
utilizar el arma de la huelga".
¡
i
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fondo, expresan una clara divergencia de intereses, y un 
intento de renegociación encubierta, y, por otro lado, los 
conflictos juridicos no necesariamente han de ser 
solucionados a través de un procedimiento jurisdiccional, 
ni implican la imposibilidad de acudir a la huelga, al 
menos en nuestro Derecho (70).
La distinción entre ambos tipos de conflictos no va 
más allá, pues, de la existencia de una situación jurídica 
previa, cuyo mantenimiento se desea o, por contra, se 
intenta modificar. Además, su operatividad fundamental, en 
nuestro país y en lo que interesa al presente estudio, es, 
aunque con gran trascendencia, resaltar que los conflictos 
jurídicos podrán ser sometidos a los órganos 
jurisdiccionales, mientras que los conflictos económicos, 
por su propia finalidad, no podrán serlo.
70 .- Aunque el Comité de Libertad Sindical, O.I.T. en su
informe 119, caso 611, párrafos 97 y 98,haya entendido al respecto de 
los conflictos jurídicos que su solución "debería incumbir a los 
tribunales competentes. La prohibición de la huelga en semejante 
situación no constituye una violación de la libertad sindical". No 
puede olvidarse, no obstante, que en nuestro Derecho el propio 
sometimiento del conflicto jurídico a los tribunales es subsidiario a 
la negociación entre las partes, como se confirma en el art. 159 LPL al 
ordenar el archivo de las actuaciones si las partes dan solución al 
conflicto a través de negociaciones, y, por otro lado, ni siquiera el 
RDLRT excluye el recurso a la huelga en estos conflictos, al no 
incluirla entre los supuestos de huelga ilícita que contempla en su 
art. 11.
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I.2.C.- CONFLICTOS PROPIOS E IMPROPIOS.-
Esta división de los conflictos es omitida por amplios 
sectores doctrinales pero tiene su relativa vigencia.
1 . - Controversias que afectan sólo a una de las 
partes del conflicto laboral .- En efecto, reiterando lo 
que al respecto afirma ALONSO GARCIA (71), junto a los 
conflictos de trabajo característicos que se han enunciado 
y que oponen a un empresario, o asociación empresarial, con 
uno o varios trabajadores o asociaciones de estos, que 
serían los conflictos de trabajo propios, existen otros que 
se producen como consecuencia de la existencia de 
organizaciones profesionales y de las discrepancias que 
entre ellas pueden surgir, dentro, exclusivamente, de una 
de las dos partes normales del conflicto de trabajo, como, 
por ejemplo, ocurre cuando varias organizaciones sindicales 
discuten sobre la composición de una comisión negociadora, 
o de una comisión paritaria, etc...; cuestiones a las que, 
en general, los empresarios serán ajenos, o a la inversa 
cuando la discusión surja entre organizaciones
empresariales.
71 .- ALONSO GARCIA, ("Derecho Procesal...." op. cit. pags. 40 a 
42. y "Curso..." op. cit. pags. 614 y 615), enumera como conflictos 
impropios los que se plantean entre organizaciones sindicales - 
incluidas las asociaciones empresariales (intersindicales colectivos y 
no colectivos), los que se dan entre los sindicatos y sus miembros y 
los que se dan entre grupos de trabajadores. Los que interesa retener 
en este estudio son, especialmente, los primeros, es decir los 
intersindicales.
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En estos casos, realmente, no estamos ante una 
controversia de trabajo, propiamente dicha, pues no hay 
contraposición entre trabajadores y empresarios, pero es lo 
cierto que estos conflictos, que podríamos denominar 
impropios, guardan relación con la materia laboral, se 
derivan en definitiva de unas relaciones laborales 
subyacentes, y se tramitan y solucionan, en ocasiones, como 
auténticos conflictos de trabajo.
2 .- Conflictos sobre intereses y derechos de los
suj etos colectivos También pueden plantearse
controversias entre organizaciones sindicales y un 
empresario o una asociación empresarial, pero no por 
cuestiones que afecten a las condiciones de trabajo, sino a 
determinados acuerdos o facilidades que se han concedido 
mutuamente, por ejemplo: un acuerdo de realizar consultas 
previas antes de adoptar determinadas decisiones sindicales 
o empresariales, o de abrir negociaciones con otras 
entidades, o incluso problemas de reconocimiento, o de 
respeto a los respectivos derechos legales o
convencionales, etc  En estos casos, en realidad, las
respectivas partes actúan en defensa de sus intereses 
particulares, más que en defensa de intereses relativos a 
las condiciones de trabajo (72). Tampoco se tratarían,
72 .- De hecho la propia O.I.T. señala que en algunos países se 
distinguen estos conflictos por motivos sindicales de los que vimos con 
anterioridad, estableciéndose sistemas específicos de solución (muchas 
veces mediante decisiones administrativas), distintos de los que se 
aplican a las controversias que surgen en torno a las condiciones de 
trabajo. Al respecto O.I.T. "Conciliación......" op. cit. pag. 13.
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pues, de conflictos de trabajo propiamente dichos, pero, 
por las repercusiones indirectas que tienen, y por la 
propia consideración de la materia sindical como un 
elemento más de las relaciones laborales, se admiten y 
tramitan como conflictos laborales, condición que además 
les resulta de más fácil atribución que en el supuesto 
precedente, pues en estos casos, al menos, si que hay una 
contraposición entre un sujeto representativo de los 
trabajadores y otro empresarial.
t
3 .- La consideración de estas controversias como
colectivas .- Si la realidad de estos conflictos resulta 
manifiesta, lo que interesa significar, pues no resulta tan 
claro (73), es que, generalmente, cuando se les admite 
como conflictos laborales se les atribuye naturaleza de 
colectivos.
73 .- Como señala GOERLICH PESET, JOSE MARIA, ("La
Administración ___ " op. cit. pag. 32), "no es pacífico el carácter
colectivo de los hipotéticos conflictos intersindicales - es decir los 
relativos a pretensiones de condena ejercitadas entre los propios 
sujetos colectivos con respecto al incumplimiento de obligaciones 
derivadas del convenio....".
En nuestra jurisprudencia, como se verá con posterioridad se 
admite, en general, tal carácter.
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En atención a todo lo que se ha dicho es posible 
centrar, ya, el tipo de controversias que va a ser objeto 
de este estudio -el conflicto de trabajo jurídico-colectivo 
- tal como ha quedado esbozado en las líneas anteriores, 
sin hacer distinción entre los propiamente laborales y los 
que he enumerado como impropios, especialmente los 
intersindicales, que, en la práctica, se admiten también 
como tales.
1.3.- CONSIDERACIONES SOBRE EL CONFLICTO COLECTIVO DE 
TRABAJO EN LA SOCIEDAD ACTUAL.-
Las transformaciones que en las sociedades actuales 
están afectando a las controversias laborales conducen a 
incrementar el interés por los procedimientos de solución 
de aquéllas, en la misma medida en que, de alguna manera, 
se percibe una cierta necesidad de reconsiderar la 
utilización de las medidas de presión. Es necesario pues 
detenerse en esta cuestión.
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1.3.A.- LA EVOLUCION Y TERCIARIZACION DEL "CONFLICTO 
COLECTIVO LABORAL".-
Para situar en la sociedad actual el conflicto
colectivo de trabajo, y, en definitiva, el conjunto de las 
relaciones laborales, en parte condicionadas por aquél 
(74), hay que partir de un contexto determinado por tres 
factores principales (75):
- Los problemas económicos (lo que habitualmente se 
denomina crisis).
- Las innovaciones tecnológicas que han conllevado una 
fuerte reestructuración del aparato productivo.
- Los cambios cualitativos y cuantitativos que se han 
producido en el mercado de trabajo.
Este contexto, bien diferente del que caracterizó en 
épocas pasadas la sociedad industrial, conduce a una 
relativa incapacidad para abordar con las medidas de 
conflicto tradicionales, e incluso con la propia 
negociación colectiva, los nuevos problemas que se 
plantean, tales como la moderación salarial y sus
74 .- Véase como ejemplo de la importancia que en las relaciones 
laborales se atribuye al conflicto colectivo, GARCIA-PERROTE ESCARTIN y
TUDELA CAMBRONERO ("El Derecho " op. cit. pag. 13), "La clave de
bóveda del edificio laboral se halla en el conflicto colectivo... y en 
las relaciones igualmente colectivas que de él dimanan, y no en el 
conflicto individual que opone a un trabajador con su empresario".
75 . - Al respecto, PANKERT, ALFRED, "Acotaciones a la evolución 
reciente de las relaciones de trabajo en los países industriales de 
economía de mercado" Revista Internacional de Trabajo, volumen 104, n^ 
4, Octubre-Diciembre de 1985, pag. 471.
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contrapartidas, la definición de los niveles y las nuevas 
formas de empleo que aparecen, especialmente en el sector 
servicios, la modificación de las estructuras productivas y 
los procesos de reconversión industrial, la introducción de 
nuevas tecnologías, e£c... (76).
1) La crisis.- En realidad, cada uno de los factores 
indicados incide en el marco de la conflictividad laboral; 
así, por ejemplo, en ciertas actividades de la industria 
privada, e incluso en sociedades de capital público, "los 
trabajadores se encuentran en muchas ocasiones en una 
situación cada vez más delicada, por las dificultades 
económicas generales y particulares de muchas empresas y 
sectores y por los problemas del empleo" (77) lo que, en 
general, conduce a una cierta moderación de 
reivindicaciones (7e), e incluso a la aparición de 
concesiones por parte de los trabajadores, de tal manera 
que aquellas y las negociaciones que sus representantes 
efectúan, se centran, más que en lo que van a obtener, en
76 .- Al respecto, DURAN LOPEZ, FEDERICO "El futuro de la 
negociación colectiva" en AA.W. "Negociación Colectiva, presente y 
futuro" Barcelona (Fomento del Trabajo Nacional) 1989, pag. 130.
77 . - DURAN LOPEZ, FEDERICO "Los derechos sindicales y la
regulación de la huelga" Revista Española de Derecho del Trabajo, n? 
39/1989, pag. 379.
78 .- Como señala CAMERON, DAVID R. ("Democracia Social,
Corporatismo, inactividad laboral y representación de intereses en la 
sociedad capitalista avanzada" en Goldthorpe (comp.) "Orden y..." op. 
cit. pag. 249), "los trabajadores cambian la combatividad salarial y, 
más en general, la combatividad en las negociaciones colectivas por el 
empleo".
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aquello que van a ceder o en lo que intentan no ceder 
( 7S) . En definitiva, la crisis en general, y en particular 
"el incremento del desempleo y la segmentación del mercado 
de trabajo que provoca, ha producido la consecuencia 
palpable de limitar las posibilidades de acción de los 
sindicatos" (0O), de tal modo que para algunos 
trabajadores "los resultados de la acción sindical o son
79 .-Es lo que con gran claridad explica DURAN LOPEZ, ( AA.W. 
"Negociación...." op. cit. pags. 128 y 129), "Son los denominados, en 
algunas experiencias, convenios colectivos de concesión, en los que el 
sindicato no negocia que es lo que obtiene sino que es lo que cede 
respecto de sus conquistas anteriores, o al menos que es lo que no va a 
obtener sobre lo que ya obtenía anteriormente".
Los propios sindicatos son conscientes de esta situación y así 
CC.OO. en los documentos aprobados en su IV Congreso, editados en Marzo 
de 1988 denomina el apartado 1.4.8. "De la negociación de concesiones a 
la negociación de alternativas", y en él puede leerse, pags. 14 y 15, 
lo siguiente: "la persistencia de la crisis y el aumento del desempleo 
alteraron el equilibrio de fuerzas alcanzado en etapas anteriores, en
detrimento de los sindicatos...... A lo largo de casi una década se
enfocó la negociación como una vía para contener la agudización de la
crisis se instaló la idea de la negociación de concesiones.
Concesiones de los trabajadores en salarios, incluso en endurecimiento
de las condiciones de trabajo y movilidad funcional......  Es preciso
pasar a la negociación de alternativas....". En los materiales editados 
en Agosto de 1991 para su V Congreso, pag. 22, se reitera la necesidad 
de abandonar la negociación de concesiones.
La situación, por supuesto, no es privativa de nuestro país, al 
respecto puede verse, por ejemplo, SANTORO PASSARELLI, GIUSEPPE, 
(AA.W. "Ripensare il Sindacato" op. cit. pag. 38), "Un tercer factor
de crisis es la contratación que en los últimos tiempos .... ha estado
presente como distributiva de los sacrificios entre los 
trabajadores ".
80 .- GARCIA-PERROTE ESCARTIN y TUDELA CAMBRONERO "El
Derecho " op. cit. pag. 20.
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inexistentes o se concretan en un retroceso de 
posiciones" (81).
2) La introducción de nuevas tecnologías Por otro
lado, la introducción de nuevas tecnologías y nuevos 
sistemas de organización del trabajo genera no pocos 
efectos importantes en la conflictividad laboral, pues, 
además de los que tiene sobre el mercado de trabajo, se 
convierte en un considerable freno para el recurso a 
"medidas de presión". Lo anterior ocurre, por una parte, 
porque la "existencia de sistemas productivo?» cada vez más 
delicados y sofisticados, por consiguiente ampliamente 
"vulnerables" y enormemente costosos, hace que los daños 
que pueden derivar de acciones conflictivas incontroladas 
puedan resultar "mortíferos" para determinadas empresas"
(82) yf en consecuencia, para la propia supervivencia de 
los puestos de trabajo, y, por otra, porque los efectos 
negativos de aquellas pueden ser escasos para los 
empresarios, bien porque tengan "stocks" acumulados e 
incluso les interese reducirlos (03), bien porque pueden 
ser fácilmente compensados, piénsese en la creciente
81 RUSCIANO, MARIO, en AA.W. "Ripensare il Sindacato" op.
cit. pag. 57.
82 DURAN LOPEZ, "Los derechos sindicales " op. cit. pags.
379 y 380.
83 .-En tal sentido, ROJO TORRECILLA, EDUARDO, "El sindicalismo 
en la década de los ochenta" Revista de Trabajo, ns 67-68/1982, pags. 
233 y 234.
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descentralización del sistema productivo con las 
posibilidades de sustitución de una unidad productiva por 
otra, o en el desvío de pedidos, extraordinariamente fácil 
en los grupos de empresas, incluso transfiriendo la 
producción hacia "los países en los que más alta es la 
disciplina del trabajo y más bajos son los salarios" (84).
En definitiva puede afirmarse que, en mucho casos, "las 
nuevas técnicas permiten también a los empleadores esquivar 
con mayor facilidad que antes ciertas consecuencias de una 
interrupción del trabajo" (85).
3 Los cambios en el mercado del trabajo A su 
vez, los cambios en el mercado de trabajo, provocados en 
muchos casos por las innovaciones tecnológicas y de 
organización del trabajo (descentralización, por ejemplo), 
también inciden en la evolución del conflicto colectivo 
laboral, pues se incrementa el trabajo atípico, el trabajo 
a domicilio, las categorías de trabajadores de alta o media 
cualif icación (86); disminuye, cuando menos en términos
84 LETTIERI, ANTONIO, en AA.W, "Ripensare il Sindacato" op. 
cit. pag. 12.
85 . - PANKERT, "Acotaciones......” op. cit. pag. 479.
86 . - e l  crecimiento de los trabajadores cualificados es 
considerado, incluso, por sí sólo, un factor esencial y determinante en 
la evolución del conflicto laboral. Al respecto KAHN-FREUND, OTTO, 
("Relazioni sindacali: tradizione e rinnóvamento" en Giornale di 
Diritto del lavoro e di Relazioni Industriali, n$ 2/1979, pag. 461), 
"el segundo aspecto de cambio, y el más importante en cuanto al tema 
que estoy abordando, es el crecimiento, en todo el sistema económico, 
de los "cuellos blancos", un fenómeno directamente imputable al 
desarrollo de las técnicas de producción y distribución".
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relativos y generalmente también en absolutos, el trabajo 
en la industria y crece en el sector servicios, y ello 
conlleva dos claras consecuencias: por un lado, algunos de 
estos sectores " - en particular el personal de dirección, 
los trabajadores a domicilio y los que intervienen en una 
relación de trabajo atípica - serán sin duda especialmente 
difíciles de movilizar para la huelga " (87) y, por otro, 
fruto de la situación que se ha descrito, mientras que 
decrece el recurso a medidas de presión en los conflictos 
laborales en el sector industrial privado (8S), "el 
derecho de huelga es cada vez más ejercido por categorías 
profesionales en situación "privilegiada" frente a la 
crisis, así como en el sector público. Este, más protegido 
y menos afectado por las consecuencias de la crisis, ve 
acrecer enormemente su capacidad de presión, al estar 
afectado por sus acciones conflictivas, y en una , situación 
social delicada, el público en general" (85).
87 .- PANKERT, "Acotaciones " op. cit. pag. 479.
88 Lo que es aún más acusado en la pequeña empresa en
general, y en España, en particular, como evidencian MIGUELEZ LOBO, 
FAUSTINO y LOPEZ ROLDAN, PEDRO, ("El trabajo en la pequeña empresa 
española. ¿Una perspectiva alternativa?" en Papers, Revista de 
Sociología, n2 32/1989, pag. 71), "El volumen de la conflictividad 
declarado es hoy muy bajo en la pequeña y mediana empresa.... La razón
fundamental es el peligro de perder el puesto de trabajo Es
fácilmente comprensible que con dicha amenaza las posibilidades de 
conflictividad manifiesta sean escasas".
89 .- DURAN LOPEZ, "Los derechos sindicales...." op. cit. pag.
379.
En el mismo sentido, por ejemplo, RODRIGUEZ PIÑERO, MIGUEL, ("El 
caso italiano y el Proyecto de regulación de la huelga en los servicios
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4.- La terciarización Ese desplazamiento del
conflicto laboral, al menos en sus formas agudas, hacia 
nuevos sectores, concretamente el de servicios y la 
Administración Pública (90), es lo que se denomina 
"terciarización del conflicto". En realidad cabe hablar de 
ella en un doble sentido, tanto en el mencionado de 
desplazamiento de la conflictividad áspera hacia el sector 
"terciario" de la economía, como aludiendo a que el 
conflicto laboral ha abandonado el marco de la empresa, y 
se caracteriza por afectar no sólo a los trabajadores y 
empleadores interesados, sino también a terceros, 
concretamente al público en general, a los usuarios,
esenciales" Relaciones Laborales, Tomo 11/1988, pag. 53), "Alcanzan 
extraordinaria efectividad las huelgas de ciertos grupos o sectores, 
que no son ni los más débiles ni los más necesitados de protección, 
mientras que pierden relativa eficacia las huelgas en los sectores 
industriales de mayor tradición sindical".
90 .-Al respecto, por ejemplo, CORDOVA, EFREN, ("Tendencias y 
determinantes de las huelgas en la Administración Pública" Revista 
Internacional del Trabajo, volumen 104, número 2, Abril-Junio de 1985, 
pag. 155), "Las huelgas en la administración pública no son, en modo
alguno, un fenómeno nuevo  Sin embargo la mayor frecuencia y
magnitud de las huelgas en la administración pública en los dos últimos 
decenios constituye un fenómeno sin precedentes y de gran trascendencia 
política".
En el mismo sentido, CRUZ VILLALON, JESUS y SANTANA GOMEZ, 
ANTONIO, ("Una vía de institucionalización de la Concertación Social: 
el Consejo Económico y Social", Relaciones Laborales, Tomo 11/198, pag. 
132), "Igualmente es digno de mencionar el hecho de que la 
conflictividad social y laboral en los últimos años se está polarizando 
sobre todo en las empresas públicas, en la Administración pública y en 
las decisiones de política económica diseñadas por el Gobierno, pasando 
a un segundo plano la conflictividad en el sector privado...".
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consumidores, etc.... (91). Las razones son variadas,
pudiendo señalarse entre ellas la propia desviación hacia 
el sector terciario de la conflictividad, que hace que los 
efectos de las medidas de presión que impliquen disminución 
de actividad o cese qn la misma (huelga), recaigan sobre 
los usuarios de los servicios públicos o privados 
afectados. De igual modo, la influencia de los medios de 
comunicación en nuestra sociedad, hace que una controversia 
laboral obtenga más trascendencia cuanto más visible sea, 
y, para ello, lo más fácil resulta acudir a formas 
conflictivas que afecten a gran parte de la sociedad y, en 
consecuencia, se conviertan en noticia para los medios de 
comunicación (S2), apareciendo así el genero del conflicto
SJ . - Al respecto PASCUCCI, PAOLO, ("L'autoregolamentazione dello 
sciopero" en AA.W. "Quaderni della Rivista Italiana di Diritto del 
Lavoro" Milán (Giufré Editore) 1989, pag. 64), "..el concepto de
"conflicto terciarizado" se revela en si mismo ambivalente: en efecto, 
si por una parte está indicando el trasvase de la conflictividad social 
del sector industrial al de los servicios, por otra parte significa 
también que el conflicto tiende cada vez más a afectar a sujetos que 
son "terceros" respecto de las partes en litigio".
Como señala KAHN- FREUND, ("Relazioni...." op. cit. pag. 473), 
"los cambios en la composición de la fuerza de trabajo junto a los 
producidos en la estructura de la industria y de la economía, han 
transformado posteriormente la función social del conflicto industrial, 
y en este segundo estadio la transformación es cualitativa: el
consumidor deviene el objetivo primario....".
En el mismo sentido ACCORNERO, ARIS, ("Conflitto "terziario" e 
terzi" Giornale di Diritto del lavoro e di relazioni industriali" n2 
25/1985, pag. 21), "el contrario, que era el empresario, deviene poco a 
poco el usuario o el cliente".
92 . - Es lo que analizando la huelga y el caso de Italia, que 
puede, en cierto modo, generalizarse, afirma MARIUCCI, LUIGI ("II 
Conflitto Collettivo nell’ordinamento giuridico italiano" Giornale di 
Diritto del lavoro e di relazioni industriali" n2 1/1989, pag. 20), "En 
la sociedad multimedial, en la que lo que no se traduce en imagen no 
existe, adquiere un nuevo valor el problema de la visibilidad de la
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"demostrativo", cuyos efectos están destinados, no tanto 
hacia el empleador afectado, como hacia la opinión y los 
poderes públicos C93); pero, aún puede profundizarse más 
el análisis, porque en el sector industrial, junto a 
aquella tendencia, a que ya aludí, de decrecimiento de 
"conflictos ásperos" ("), se producen conflictos 
"demostrativos", de corta duración pero con implicación de 
gran número de trabajadores, por contra, en el sector 
terciario, existiendo numerosos casos de conflictos de tipo 
"demostrativo", muy eficaces además por afectar a gran 
número de personas y porque, con una corta duración, pueden 
producir efectos muy considerables, se dan también muchos
huelga, o sea, las formas mediante las que el conflicto, para resultar 
efectivo, debe trascender hacia el exterior y convertirse en 
espectacular".
53 . - En tal sentido, por ejemplo, RODRIGUEZ P1ÑER0, "El caso
Italiano...." op. cit. pag. 52.
También ROJO TORRECILLA, ("El sindicalismo ", op. cit. pag.
233), "Es claro que, hoy, en muchas ocasiones la huelga ya no es un 
mero instrumento de ataque contra el empresario, única y 
exclusivamente, sino que puede tener una incidencia real sobre un 
amplio colectivo de ciudadanos no afectados directamente por el 
conflicto".
La importancia que para la aparición del conflicto demostrativo, 
tiene el papel mediador del Estado y la importancia de los "mass-media" 
y en consecuencia de la opinión pública, puede encontrarse también en 
ACCORNERO, "Conflitto " op. cit. pag. 28.
De este modo se puede decir que todo el conflicto laboral se
terciariza, en la medida que o bien se produce en el sector terciario, 
o afecta directamente a terceros, o asume formas de lucha
"terciarizadas", que buscan la implicación indirecta de la opinión
pública.
94 En la definición de MARIUCCI ("II Conflitto...." op. cit.-,
pag. 19), "sostenidos por núcleos restringidos de trabajadores y 
prolongados en el tiempo".
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conflictos "ásperos", en los que, en ocasiones, 
especialmente en algunos servicios públicos, aparece un 
interés corporativo, de "defensa de intereses concretos, 
incluso a costa de los intereses generales de los 
trabajadores" (95), en definitiva, de defensa insolidaria 
de una situación de privilegio (96), y de ahí la 
conclusión que en páginas anteriores se estableció, en el 
sentido de que no todo conflicto laboral concreto puede 
considerarse como un reflejo inmediato del conflicto social 
o industrial. *
5 .- Unas conclusiones .- Sin detenerme más en este 
análisis que tenía una mera finalidad instrumental, se 
pueden señalar, en resumen, las siguientes características 
del conflicto laboral actual:
- Desplazamiento hacia el sector público y hacia los 
servicios, de los conflictos ásperos (con utilización de 
medidas de presión, en general huelga).
95 .- RODRIGUEZ PIÑERO, "El caso italiano " op. cit. pag.
53.
Como expresa KAHN-FREUND, ("Relazioni....." op. cit. pag. 477), 
"En este sentido la huelga como institución social - considerada como 
el máximo exponente de solidaridad de la clase trabajadora - puede 
transformarse dialécticamente en lo opuesto: acción de grupos de
trabajadores en defensa de ventajas a costa de otros".
96 .-En tal sentido DURAN LOPEZ, ("Los derechos sindicales...." 
pag. 379), "Este (el derecho de huelga), conquista histórica de la 
clase obrera, es hoy día cada vez más utilizado por sectores 
profesionales que sólo abusivamente pueden reconducirse a lo que 
tradicionalmente ha sido la misma, y que en ocasiones no hacen sino 
defender, insolidariamente una situación de privilegio".
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Disminución de la capacidad de presión de las 
medidas de conflicto en el sector privado.
- Aparición de los conflictos "político-demostrativos" 
dirigidos hacia la opinión o los poderes públicos, con 
participación de numerosos trabajadores y corta duración.
Búsqueda de una repercusión en los medios de 
comunicación de la conflictividad laboral.
- Afectación de terceros (terciarización de las formas 
de lucha obrera), bien como medio de publicidad del 
conflicto, bien por ser usuarios de los servicios 
afectados.
- Aparición de conflictos colectivos laborales en los 
que se pretende la defensa de posturas corporativas, 
insolidarias o de privilegio, y en los que, los efectos de 
las medidas de presión, recaen, en general, sobre amplias 
capas sociales.
Junto a otras cuestiones que podrían señalarse sobre 
la moderna evolución de los conflictos colectivos 
laborales, éstas son las que interesa resaltar, pues si se 
han analizado es por entender que tienen incidencia a la 
hora de abordar los procedimientos de solución de aquellos 
en la sociedad actual, confiriendo un nuevo valor a cuanto 
al respecto pudiera exponerse, especialmente por lo que 
afecta a los jurídicos, objetivo del presente estudio.
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I.3.B.- NUEVAS CONSIDERACIONES SOBRE LAS MEDIDAS DE 
CONFLICTO Y LOS PROCEDIMIENTOS DE SOLUCION
1.- La evolución en los medios de solución del 
conflicto.- Las características diferenciales que presenta 
el conflicto colectivo laboral en las modernas sociedades 
industriales, producen efectos sobre los procedimientos de 
solución que se establecen, especialmente, en relación con 
las controversias jurídico-colectivas.
En efecto, ya se mencionó que en el sector industrial 
privado (campo tradicional de la conflictividad laboral) 
disminuye la efectividad de las medidas de presión, y en 
especial de la huelga, bien por la dificultad de incorporar 
determinados colectivos laborales a la misma; bien por la 
heterogeneidad de las reivindicaciones laborales, fruto de 
la propia segmentación del mercado de trabajo; bien por la 
facilidad de la empresa de esquivar los efectos de aquella; 
bien, incluso, porque unas medidas de presión extremas o 
prolongadas pueden afectar a la supervivencia de la empresa 
y provocar su cierre, con el consiguiente desempleo de los 
propios trabajadores en conflicto. Ahora bien, más que 
hablar de disminución de conflictos en el sector industrial 
privado, habría que referirse a una disminución de
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manifestaciones extremas del conflicto (97), que muchas 
veces tan sólo se producen con un carácter defensivo 
provocadas por problemas de empleo (reducciones de 
plantilla, planes de reconversión, ceses de actividad, 
etc...) (9e), pues muy posiblemente el número real de 
situaciones de tensión laboral e, incluso, de conflicto no 
han decrecido, y es más, en la medida que la negociación 
colectiva se evidencia, como se expuso, incapaz de abordar 
muchos de los nuevos problemas laborales, las situaciones 
conflictivas en torno a los mismos tienen que tender a 
crecer.
2.- La búsqueda de nuevos cauces de solución por parte 
de los trabajadores.- ¿Qué ocurre entonces?. La respuesta 
es fácil; los trabajadores buscan la solución de estas 
controversias a través de cauces distintos a la autotutela, 
a las medidas de presión extremas, es decir, persiguen una
97 .-En algunas opiniones ya se constata que, la valoración de 
que la disminución de la conflictividad en la pequeña empresa 
industrial, es cierta si se refiere a manifestaciones extremas del 
conflicto, pero no se puede aceptar acríticamente pues, "Otras formas 
de conflictividad están poco estudiadas y, en todo caso, no lo están en 
absoluto en relación con el tamaño de la empresa; entre ellas el 
absentismo, el trabajo a ritmo lento, el boicot, los pequeños 
sabotajes. Estas cuestiones deberían ser estudiadas específicamente por 
cuanto de ellas depende bastante que las relaciones en la pequeña y 
mediana empresa puedan calificarse de una manera o de otra", MIGUELEZ 
LOBO y LOPEZ ROLDAN, "El trabajo...... " op. cit. pag. 72.
96 .- Al respecto DURAN LOPEZ, ("Los derechos sindicales "
op. cit. pag. 379), "Por otra parte, se producen cambios 
trascendentales en la "cualidad" del conflicto, las manifestaciones del 
mismo tienden a disminuir en el sector privado de la economía ( y 
muchos de los que surgen vienen determinados por problemas de empleo, 
son por tanto eminentemente "defensivos")".
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mejor relación entre el coste que puede implicarles el 
conflicto y los objetivos que pretenden alcanzar (”) .
Esta tendencia es aún más clara en los conflictos 
colectivos jurídicos en los que, generalmente, muchos de 
los ordenamientos contemplan o permiten el fácil acceso a 
algún sistema de solución diferente de la negociación entre 
las partes, pues no es aventurado pensar que, en estos 
casos, los trabajadores verán el ejercicio de "presión 
laboral" como un último recurso, y , por ello, difícilmente 
lograrán los sindicatos una movilización importante si 
quedan otras vías por utilizar para la solución del 
conflicto (100).
Resulta así que, de un lado, los trabajadores se 
inclinan hacia procedimientos de solución de los conflictos 
no basados en el recurso a medidas de presión; por su
99 No puede olvidarse que, como señala HERNANDEZ VIGUERAS
("La solución...." op. cit. pag. 70), "la huelga es una prueba de 
resitencia económica, un proceso de desgaste en que el resultado lo 
determinan los recursos relativos de los adversarios...".
HYMAN, RICHARD, ("Relaciones Industriales. Una introduccción 
marxista",Madrid (H. Blume) 1981) señala "¿por qué hay tan pocos 
conflictos abiertos en la industria? Una respuesta es que los 
conflictos laborales suponen costos para todos los afectados. En una 
huelga indefinida, es difícil que las ganancias directas de los 
trabajadores compensen lo que han perdido en salarios...", lo que no 
implica, por supuesto, como él mismo recuerda, la inutilidad de esas 
acciones.
100 .- Si nos movemos en el campo de la conflictividad laboral en
la pequeña y mediana empresa española, ello es aún más claro y como
indican, MIGUELEZ LOBO y LOPEZ ROLDAN, ("El trabajo...... " op. cit.
pag. 72), las investigaciones sociológicas evidencian que, al margen de 
las soluciones acordadas con el empresario "lo normal es que los 
conflictos se resuelvan ante la Magistratura o bien, más recientemente, 
a través de algún tipo de mediación. Sin embargo, la primera de las 
fórmulas reseñadas parece ser la más utilizada".
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parte, las organizaciones sindicales, si quieren mostrase 
efectivas, tendrán que ser capaces de poder solucionar las 
controversias que se planteen a través de esos 
procedimientos, y ello les exigirá que éstos tengan un 
elevado nivel de eficacia.
Las conclusiones anteriores ponen de relieve la
progresiva importancia que va alcanzando el estudio y 
creación de sistemas más elaborados de solución de 
conflictos laborales.
3 .-La actitud de los sindicatos Incluso en
aquellos sectores donde las medidas de conflicto siguen 
gozando de una cierta capacidad de presión, también puede 
señalarse el interés de los sindicatos, y por supuesto de 
los poderes públicos, por los procedimientos de solución 
del conflicto no basados en la presión. Las razones son 
variadas y entre ellas puede señalarse una cierta 
transformación del movimiento sindical, pues, las
experiencias derivadas de la crisis y de la segmentación 
del mercado de trabajo, hacen que los sindicatos ya no se 
preocupen sólo de los conflictos laborales tradicionales, 
sino que atiendan cada vez más a la situación de la 
economía en general, a los problemas de los desempleados, 
pensionistas, jóvenes, colectivos marginados, etc..., es
decir los sindicatos se hacen portadores y defienden
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"intereses más globales" (101), desde esa perspectiva, 
para ellos debe cobrar más valor la existencia de un 
sistema estable de solución de conflictos laborales, que la 
inexistencia del mismo confiando en la fuerza que en cada 
caso concreto pudiera hacerse, pues, mientras la primera 
alternativa beneficia a los sectores con menos capacidad de 
presión (empresas pequeñas, contratados temporales, 
etc...), la segunda beneficia, casi exclusivamente, a los 
sectores laborales mejor situados (empleo estable, altos 
niveles salariales, etc...) (102). *
Pero es que además, aún cuando el mantenimiento en 
determinados sectores de una elevada capacidad de presión
101 . - A  este fenómeno se refirieron con claridad ya hace algún
tiempo, RODRIGUEZ PIÑERO, MIGUEL y GONZALEZ ORTEGA, SANTIAGO ("Acuerdos 
Interprofesionales, centralización de la negociación colectiva y Ley 
del Estatuto de los Trabajadores" Revista de Política Social n2 
137/1983, pag. 352), "Esta defensa de intereses más globales, en que se 
refleja la preocupación por la situación general de la economía y del 
mercado de trabajo da lugar a que de nuevo predominen objetivos 
sociales a largo plazo respecto a los objetivos inmediatos a corto 
plazo".
De alguna manera como indican LOPE, ANDREU, JORDANA, JACINT, Y 
CARRASQUER, PILAR, ("La nueva etapa de la acción sindical en España: 
transformaciones laborales y cambios estratégicos" en Papers, Revista 
de Sociología, n2 32/1989, pag. 108), parece caminarse hacia "la 
consolidación de los sindicatos como organizaciones que, representando 
al conjunto de los trabajadores, vertebran una diversidad más amplia de 
colectivos sociales, bajo el denominador común de combatir la 
desigualdad y la explotación".
102 . - En definitiva una resistencia a cualquier sistema de
solución de conflictos que pudiese afectar al derecho de huelga, 
sacralizándola, olvidaría esa situación, ya nada accidental, que
describe MARIUCCI, ("II conflitto " op. cit. pag 27), en la que se
ha producido "la regresión de hecho de la huelga-derecho a la huelga-
libertad para sectores crecientes de los trabajadores y el uso de
la huelga como instrumento de reforzamiento de posiciones de 
privilegio, de otro lado".
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resulte beneficioso para sus empleados, los sindicatos ya 
no pueden eludir el problema de la doble condición del 
trabajador, como tal y como consumidor y usuario, además 
preferente, de numerosos servicios públicos; desde esta 
realidad se ha llegado a señalar que "algunos conflictos, 
si se examinan desde una perspectiva de clase, adquieren 
los perfiles de una "guerra civil”, siendo los propios 
trabajadores, como consumidores o usuarios, los principales 
perjudicados por los mismos (103 ). De este modo, la 
utilización exagerada de la huelga en esos sectores, puede 
alejar a los sindicatos mayoritarios del propio núcleo 
social que los sustenta, e incluso, en alguna medida, 
darles una imagen corporativa, entendiendo que esa huelga, 
que perjudica a la mayoría de los trabajadores, sirve para
103 DURAN LOPEZ, "Los derechos sindicales " op. cit. pag.
379.
Para entenderlo basta pensar en las huelgas de: Sanidad, Enseñanza 
Pública, Transportes Públicos, etc....
En idéntico sentido KAHN-FREUND, ("Relazioni " op. cit. pag.
477), quien además señala que ese aspecto de "guerra civil" se da 
incluso entre unos trabajadores y otros en cuanto tales, pues "una 
huelga en una empresa de servicios, por ejemplo una huelga de 
transportes, puede impedir el trabajo de otros trabajadores, o al menos 
privarles de muchos jornales, y aún más, pues a menudo, como es 
conocido, una huelga de pocos trabajadores-clave en uno de nuestros 
sectores industriales más complejos y con mayor grado de integración 
puede impedir el trabajo de muchos otros....".
Es cierto que esa incidencia negativa de una huelga de 
trabajadores, no ya sobre los consumidores, sino sobre otros 
trabajadores en cuanto tales, no es fenómeno nuevo, pero mientras que 
ahora puede resultar frecuente, antes era ocasional, como recuerda
ACCORNERO, ("Conflitto ", pag. 46), "se dirá que este fenómeno no
es nuevo, pues también los metalúrgicos podían perjudicar a otros 
trabajadores. Sí, pero estas consecuencias eran generalmente 
ocasionales....".
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beneficiar a los ya beneficiados (104 ). Esa imagen
negativa, sin duda, importa menos a sindicatos que tengan 
su ámbito de actuación limitado al concreto sector en
conflicto, y que pueden tener matices corporativistas, pero 
desde luego es un problema central para los sindicatos cuyo 
ámbito de actuación sea general y que tengan presente ese 
interés, a que antes me he referido, sobre los problemas
globales de la economía y de la sociedad (105).
Ahora bien, si lo anterior condiciona que los
sindicatos mayoritarios, de ámbito general, tengan que
ejercer con prudencia el recurso a las medidas de presión
en los sectores que podríamos denominar "sensibles" para la 
mayoría de la población (106), no puede olvidarse que
104 Al respecto ROJO TORRECILLA, ("El Sindicalismo .... " op.
cit. pag. 233), "El sindicato, o una parte del mismo, corre el riesgo 
de corporativizar el conflicto, con la consecución posiblemente de unas 
mejoras para sus afiliados pero dejando detrás una estela de 
desconfianza y resentimiento hacia el mismo....".
105 refiriéndose al caso Italiano lo expresa con total
claridad PASCUCCI, ("L1 autoregolamentazione  " op. cit. pag. 67),
"En paralelo a la aparición de este fenómeno (la terciarización) ha ido 
madurando, en particular en el seno del movimiento sindical confederal, 
una nueva cultura del conflicto que funda sus cimientos en la 
consideración de que el ejercicio del derecho de huelga en los 
servicios públicos esenciales no puede y no debe poner en peligro el 
cumplimiento de sus fines, pudiendo provocar la lesión de derechos 
constitucionalmente protegidos de los que son titulares los usuarios de 
los servicios ".
Es posible que esa nueva cultura haya progresado más en Italia por 
determinadas características especiales (aparición del denominado 
"sindicalismo autónomo y de base"), pero en cualquier caso también en 
España empieza a surgir.
106 Como muy gráficamente afirma ROMAGNOLI, UMBERTO ("Huelga
si, Huelga no, Huelga cómo, el caso Italiano" en Revista de Treball 
12/1990, pag. 31), "y los dirigentes sindicales se dan cuenta de que el
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tampoco pueden, ni renunciar a la huelga, ni dejar de dar 
solución a los conflictos reales que se planteen; es más, 
no es casual que en esos ámbitos proliferen sindicatos 
sectoriales amparados en la mayor capacidad de presión que, 
como se dijo, tienen los trabajadores de esos sectores 
"sensibles". Resulta así que las Confederaciones 
mayoritarias tienen que buscar soluciones a los conflictos 
concretos, que no les distancien del conjunto de los 
trabajadores y que, a su vez, sean eficaces para los 
directamente afectados, y en esa perspectiva aparecen dos 
posibilidades coincidentes: una, los sistemas de
autoregulación de la huelga como forma de administración 
racional del conflicto por las grandes Confederaciones 
(1C7); otra, la existencia de sistemas alternativos de
pasado del derecho de huelga pudiera no tener futuro si no se empieza 
por comprender que este derecho puede provocar más daños de las 
injusticias que su ilimitado ejercicio es capaz de remover". Afirmación 
que, obviamente, no se puede generalizar pero que perfectamente puede 
entenderse ajustada a determinadas huelgas.
107 En referencia a las experiencias italianas, BAYLOS GRAU, 
ANTONIO ("Regulación de la huelga en los servicios esenciales", 
Relaciones Laborales, Tomo I, 1988, pag. 1289) señala que "el 
intercambio que rige este documento (propuesta CGIL, CISL, UIL al 
Parlamento sobre regulación de la huelga, Enero 1988) no puede buscarse 
en este tipo de contraprestaciones, sino en una concepción diferente 
del hecho huelguístico como medida de presión y de la función global 
del sindicato en la nueva sociedad que alumbra la última década del 
siglo; la administración por el movimiento sindical - "más 
representativo", el de las grandes Confederaciones - de esa 
manifestación de poder social en que el conflicto consiste aparece como 
la autoafirmación y confirmación de la funcionalidad social (y también 
política) de los sindicatos como representación unívoca de la fuerza de 
trabajo global ".
Para un más detenido análisis de la autoregulación del derecho de 
huelga, como elemento de control confederal-sindical del conflicto y 
la incidencia que al respecto tiene el sindicalismo que se desarrolla
pag. 86
solución de conflictos, que eviten, en cuanto sea posible, 
la necesidad de acudir a la huelga, que, desde luego, 
seguirá siendo necesaria en algunos casos, en los que 
incrementará su efectividad al percibir el conjunto de la 
sociedad que se utiliza de forma razonable, pues puede 
decirse que no son pocas las ocasiones, especialmente en 
los servicios públicos, en las que "la validez de una 
acción de huelga no viene dada únicamente por su 
intensidad, sino por la medida de consenso popular logrado 
en torno a las reivindicaciones" (loe ) .
4 .-El interés general en los sistemas de solución 
Si se añade a lo anterior que los poderes públicos tienen 
también un innegable interés en la existencia de eficaces 
sistemas de solución de los conflictos laborales, por la
propia imagen que de su competencia da un funcionamiento no 
conflictivo de los servicios que más frecuentemente utiliza 
la población, y si se suma el interés que debe crecer en 
sectores empresariales por aquellos, entendiéndolos como lo 
que ciertamente son, es decir, una auténtica inversión para
al margen de las grandes confederaciones, me remito, por ejemplo, a 
ROMAGNOLI, UMBERTO, "Diritto di Sciopero, autodisciplina e sindacalismo 
autonomo", Giornale di Diritto del lavoro e di Relazioni Industriali, 
ne 2/1979, pag. 245-259.
108 . - ROJO TORRECILLA, "El sindicalismo " op. cit. pag.
234.
ACCORNERO, ("Conflitto " op. cit. pag. 30), resalta, al
respecto, la importancia de que los trabajadores del sector servicios
obtengan en sus conflictos no sólo repercusión en los medios de
comunicación sino un tratamiento favorable, afirmando que los
"Sindicatos y trabajadores "terciarios" deben por tanto esforzarse por 
obtener de los "media" benevolencia y no simplemente audiencia....".
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lograr unas relaciones laborales basadas en un clima más 
negocial (1G9 ), creo que puede señalarse que la 
preocupación por los procedimientos de solución de 
conflictos crece en las sociedades modernas (“° ), no sólo 
por un cierto "convencimiento interesado" general en la 
necesidad de su existencia, sino también como muestra de 
madurez en el movimiento sindical y, especialmente, como 
consecuencia de la propia evolución social y del conflicto 
laboral que produce, en la actualidad y generalizando, un 
cierto decrecimiento de la capacidad de presión obrera en
109 . - La relación entre la aceptación empresarial de la
negociación como sistema de solución de conflictos y paz laboral me 
parece evidente, a ella alude con total claridad DEL REY GUANTER 
("Negociación..." op. cit. pag. 121), "una parte empresarial recelosa 
del fenómeno sindical y de la misma negociación colectiva tenderá a 
mantener al máximo sus prerrogativas de dirección, lo cual se
correspondería, como es el caso de Italia y Francia, con una oposición 
radical de los sindicatos a todo tipo de obligación de paz laboral. Por 
el contrario una aceptación de la negociación colectiva hasta sus 
últimas consecuencias por la parte empresarial.... sería una base de
suma trascendencia para la predisposición de los sindicatos a negociar
una amplia obligación de paz....".
110 Como afirma MARIUCCI, ("II Conflitto...." op. cit. pag
21), "resulta innegable una tendencia neo-reguladora en materia de 
conflicto colectivo mediante el recurso a una multiplicidad de técnicas 
(legislativas, intrasindicales, bilaterales). Tales tendencias se 
advierten sobretodo en el sector público y de los servicios públicos en 
los que se concentran los niveles más altos de conflictividad". 
También, pag. 24 , "Más recientemente se advierte un resurgir del
interés de las partes sociales por una nueva regulación de las 
relaciones sindicales comprensiva de procedimientos dirigidos al 
control de la conflictividad y a la administración de los conflictos 
colectivos ".
En parecidos términos PANKERT, ("Solución " op. cit. pag.
55), "Empleadores, trabajadores y autoridades suelen coincidir en 
considerar que ciertas actividades pueden ser tan importantes para la 
colectividad que se justifica someter la solución de los conflictos que 
en ellas puedan surgir a reglas especiales destinadas a limitar sus 
consecuencias perjudiciales..
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el sector privado y una preocupación de los sindicatos 
mayoritarios por las consecuencias que una elevada 
conflictividad en algunos sectores (servicios públicos 
especialmente) tiene en el conjunto de la población 
trabajadora, que pueden conducir, en casos extremos, a un 
distanciamiento entre ésta y aquellos.
i
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II) LOS PROCEDIMIENTOS DE SOLUCION DE LOS CONFLICTOS 
COLECTIVOS JURIDICOS.-
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2.1.- CONCEPTO Y CLASIFICACION DE LOS PROCEDIMIENTOS 
DE SOLUCION DE CONFLICTOS COLECTIVOS JURIDICOS.
Después de haber analizado, en términos generales, lo 
que debe entenderse por conflicto colectivo jurídico- 
laboral, habiendo esbozado unas ideas sobre su evolución en 
la sociedad actual y la creciente importancia de sus 
procedimientos de solución, conceptuados como una 
alternativa al recurso a medidas de presión, parece llegado 
el momento de abordar la delimitación de lo que debe 
entenderse por unos y otras, y exponer los procedimientos 
de solución que se conocen y las medidas de presión que se 
utilizan más habitualmente, y las razones de 
diferenciarlos.
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2.1.A.- CONCEPTO, ENUMERACION Y CLASIFICACION DE LOS 
PROCEDIMIENTOS DE SOLUCION.-
1 .- L a  consecución de la paz laboral como fin de los 
sistemas de solución de conflictos .- Es claro que toda 
sociedad, especialmente si es de carácter democrático, 
tiende a la existencia de un clima de paz entre sus 
ciudadanos. Pero esa paz social - y en concreto en el mundo 
del trabajo, la paz laboral- no debe ser entendida como 
"ausencia de conflictos"; al contrario, la propia 
existencia de éstos es garantía de aquella, al permitir un 
reequilibrio constante de los diferentes intereses en pugna 
en la sociedad.
La paz social, y laboral, es el resultado de un eficaz 
funcionamiento de los sistemas de solución de conflictos 
que cada sociedad tiene establecidos C111)*
Como se ha expuesto, toda tensión laboral 
exteriorizada "pide, y el Derecho arbitra vías para su
111 .- Como afirma DEL REY GUANTER, ("Negociación..." op. cit.
pag. 72), la paz laboral no se configura exclusivamente por la renuncia 
a las medidas de presión sino que "existe otro punto de referencia 
vital para la paz laboral durante la vigencia de un convenio colectivo, 
a saber, los procedimientos de solución de conflictos colectivos que 
han de seguir las partes contratantes en caso de controversia estando 
aquel en vigor...".
La permisibilidad acerca del conflicto social se convierte en 
característica definitoria de la propia sociedad, como señala SOUBIRAN-
PAILLET, ("Figures " op. cit. pag. 147), "Un sistema social se
caracteriza por la cantidad de conflictos abiertos permitidos, el 
objeto de los conflictos, la naturaleza de los procedimientos de 
conducta y solución de los conflictos".
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solución" (112 ), pues bien, las instituciones que existen 
en la sociedad para permitir que, al margen de las posibles 
presiones que cada parte pueda ejercer sobre la otra 
(113), se recupere el equilibrio en las relaciones 
laborales que se ha visto alterado, o se pretende alterar, 
con la situación de conflicto, es lo que se puede calificar 
como procedimiento de solución, con lo que éstos en 
definitiva son instancias sociales de negociación y de 
regulación de las propias controversias, cuyo 
funcionamiento se ve impulsado, incluso, por la propia 
existencia del conflicto (114 ) .
Si el conflicto laboral es un elemento esencial en las 
sociedades industriales, parece lógico que exista un fuerte 
sentimiento acerca de la necesidad de buscar eficaces 
procedimientos de solución para los que se produzcan, que
112 ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, "Derecho del Trabajo" op. 
cit. pag. 875
113 Al respecto DUNLOP, JHON T. ("Sistemas de relaciones
industriales" Barcelona (Ediciones Península) 1978, pag. 341) "En el 
curso del desarrollo de un sistema de relaciones industriales las
reglas tienden a limitar rigurosamente el recurso a la fuerza  los
procedimientos establecidos pretenden ser un sustituto de dicho 
conflicto abierto".
114 .- Como señala HYMAN, ("Relaciones ...." op. cit. pag. 213)
resulta una paradoja que "una vez expresado abiertamente el conflicto 
laboral, estimula el funcionamiento de las instituciones de regulación, 
las cuales limitan sus manifestaciones destructivas...".
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se incrementa, además, por las razones que de la evolución 
moderna del conflicto laboral se derivan (11S).
Los procedimientos concretos a instaurar y hasta qué 
punto debe intervenir la Administración en los mismos son 
opciones distintas en cada sociedad, condicionadas por los 
sistemas políticos y la tradición de intervención 
administrativa o judicial en las relaciones laborales, e 
incluso por la propia finalidad que se conceda a estos 
procedimientos, que puede quedar limitada a la simple 
evitación de una agudización del conflicto mediante el 
recurso a medidas de presión (huelga, lockout, o 
similares), o ir más allá, y pretender, también, impulsar 
la negociación colectiva y, a través de ella, el progreso 
social y la mejora de las condiciones de trabajo (”6).
En definitiva existen dos grandes grupos de sistemas 
de solución de conflictos: uno, que busca que éstos acaben
115 Buen ejemplo de ese sentimiento lo tenemos en nuestro
propio país en el que sucesivamente los diferentes acuerdos obtenidos 
en la concertación social se han referido a la necesidad de crear 
sistemas de solución pacifica de conflictos colectivos, como puede 
comprobarse en el capítulo que dedico al estudio de dichos acuerdos.
116 .- O.I.T. ("Conciliación ...." op. cit. pag 17), "Hasta qué
punto es de desear que el Estado intervenga en la solución de los 
conflictos de trabajo, he ahí una opción condicionada por los fines a
que deben responder los procedimientos de solución.....  En un húmero
creciente de naciones  la conciliación y el arbitraje tienen,
además, la función de fomentar la negociación colectiva...".
Como señala HERNANDEZ VIGUERAS ("La solución " op. cit. pags
282 y 283) "La composición del conflicto industrial se inserta en la 
política de relaciones laborales como uno de sus elementos... 
constituye, pues, una técnica de regulación de las relaciones laborales 
condicionada por variables heterogéneas como el marco legislativo, el- 
contexto político, el grado de afiliación sindical, o el sistema y 
estructura de la negociación colectiva".
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el conflicto - que no es valorado positivamente - y que por 
tanto no duda en recurrir a procedimientos de solución 
obligatorios y al intervencionismo estatal, aún a riesgo de 
limitar e incluso negar la capacidad negocial de los 
directamente afectados; es el sistema que existió en 
nuestro pais en el régimen precedente. Otro, que se refleja 
en nuestra actual Constitución (117 ), que se fundamenta en 
la autonomía colectiva, parte del respeto a los derechos 
colectivos y, por tanto, atribuye a estos procedimientos 
una doble función, por un lado pacificadorá - siempre en 
términos respetuosos con los derechos de los afectados - y 
por otro lado, estimuladora de la propia negociación entre 
aquellos; para ello se basa en procedimientos voluntarios, 
y sobre todo de origen convencional (118 ), por supuesto 
entre ambos extremos caben todo tipo de posibilidades.
117 .- MARTIN VALVERDE, ANTONIO, ("El ordenamiento laboral en la
Jurisprudencia del Tribunal Constitucional", Revista de Política 
Social, n2 137/1983, pag. 159), indica que "La Constitución Española no 
ha recogido de manera expresa el principio de autonomía colectiva. Pero
sí aparecen en ella, con toda nitidez las principales claves  que
permiten su identificación: el pluralismo político y social, la
consideración de sindicatos y asociaciones empresariales como 
"organismos básicos del sistema político", la declaración de los 
derechos clásicos de organización y acción colectivas, e incluso....el 
reconocimiento expreso del derecho a la negociación colectiva".
118 Al respecto HERNANDEZ VIGUERAS, "La solución..." op. cit. 
pag. 79.
Como señala DUNLOP ("Sistemas..." op. cit. pag. 341) existen unos 
sistemas en los que "se deja y se define deliberadamente un lugar para 
posibles conflictos abiertos mientras que en otros sistemas el 
conflicto (se refiere al abierto como es claro) está completamente 
prohibido".
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Como se verá, nuestro sistema, aún situándose
constitucionalmente en el segundo de los grupos que se han
enunciado, mantiene instituciones propias del primero que
deben armonizarse en ese conjunto, y entre ellas, 
precisamente, el proceso jurisdiccional que se analizará.
2 .- Los procedimientos de solución: posibles sistemas 
de clasificación En general, los procedimientos de
solución son los mismos para los conflictos de intereses y 
jurídicos, con la salvedad, ya mencionada, de que las 
soluciones jurisdiccionales, normalmente, se aplican a los 
últimos y no a los primeros, en los que predominan
procedimientos basados en la propia voluntad de las partes.
La enumeración y clasificación de los posibles 
procedimientos, para permitir su estudio ordenado, no es 
una cuestión que haya sido unánimemente resuelta, y al 
abordarla, a veces, se estudian conjuntamente lo que serían 
auténticos procedimientos de solución, con lo que no pasan 
de ser medidas de presión de una de las partes en conflicto 
sobre la otra, medidas que de por sí no solucionan el 
conflicto, aunque pueden forzar al contrario a aceptar 
alguno de los auténticos procedimientos de solución (11S).
Los autores que incluyen las medidas de presión, o 
medidas de conflicto, como posibles formas de solución a 
los mismos, distinguen, generalmente, entre procedimientos
119 .- De "instrumentos de inducción al acuerdo" las califica DEL
REY GUANTER, en "Negociación...... " op. cit. pag. 75.
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de solución mediante presión (huelgas, boicots, cierre 
patronal, etc...) y procedimientos pacíficos (conciliación, 
mediación, arbitraje, etc....) (120).
Otros autores, diferenciando entre medidas de
conflicto y procedimientos de solución, al abordar estos 
últimos, distinguen en base a la intervención de tercero, y 
hablan de sistemas basados en la Autocomposición 
(negociación entre las partes) y sistemas basados en la 
Heterocomposición (cuando intervenga un tercero bien 
solucionando o bien proponiendo soluciones); en los 
sistemas de heterocomposición se incluyen los habituales de 
conciliación, mediación, y arbitraje y también la decisión 
jurisdiccional (121 ).
120 .- En tal sentido por ejemplo SALA FRANCO, TOMAS y ALBIOL
MONTESINOS, IGNACIO ("Derecho Sindical" Valencia (Tirant Lo Blanch) 
1992, pags. 527 y 528), que distinguen a su vez en los procedimientos 
pacíficos entre sistemas Judiciales y Extrajudiciales, y dentro de 
éstos, entre sistemas con o sin intervención de tercero.
121 .- Es la posición por ejemplo de ALONSO OLEA, y CASAS
BAAMONDE, ("Derecho del Trabajo" op. cit.pag. 872), que distinguen en 
función de que la solución se produzca entre partes o con intervención 
de tercero, y, a su vez, en estas últimas, distinguen entre 
intervención de tercero no dirimente (conciliación y mediación) o 
dirimente, y, en éste caso, diferencian en atención a que los poderes 
les vengan de las partes (arbitraje voluntario) o no y en función de 
que el sometimiento sea voluntario o forzoso.
También PALOMEQUE LOPEZ, ("Derecho Sindical..." op. cit. pag. 
235), que, a su vez, dentro de la Heterocomposición distingue pública, 
cuando interviene de algún modo el Estado, que puede ser forzosa o 
voluntaria según el grado de obligación de las partes de someterse a la 
misma, y heterocomposición privada, cuando no interviene el Estado.
En términos parecidos, aunque estudiando la clasificación de los 
conflictos colectivos en atención a los procedimientos utilizados para 
solventarlos, OJEDA AVILES, ("Derecho Sindical" Madrid (Tecnos) 5^  
edición, 1990, pag.388), que distingue entre controversias directas 
(resueltas por autocomposición) y soluciones arbitrales, procesales y 
administrativas (sistemas de heterocomposición).
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En algún caso se unifican las dos posturas precedentes 
y así se indica que "el ordenamiento jurídico establece una
serie de mecanismos para la solución de los conflictos, con
los que se consigue la satisfacción del derecho: la
autotutela, la autocomposición y la heterocomposición" 
( 322 ), de este modo se incorporan las medidas de presión
como sistema de solución (autotutela).
También, a veces, se ha diferenciado en función de que 
el origen del procedimiento de solución haya sido una norma 
estatal o un acuerdo entre las partes, distinguiendo así, 
entre procedimientos legales y procedimientos convenidos, 
distinción que posteriormente se completa con el recurso a 
las restantes posibles ( 323 ).
Se ha diferenciado también entre "procedimientos 
pacíficos" y "procedimientos autoritarios", los primeros
También, aunque matizando que no puede ser el elemento 
determinante de la clasificación por sí solo, utilizan esa división 
MARTIN VALVERDE, ANTONIO, RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, FERMIN y GARCIA 
MURCIA, JOAQUIN, ("Lecciones de Derecho del Trabajo" Sevilla/Oviedo 
(Universidad de Oviedo) 1990), "Estas últimas expresiones (autonomía- 
heteronomía) hacen referencia ante todo al origen de los medios de 
solución, y permiten distinguir entre los medios creados 
voluntariamente por los sujetos del sistema de relaciones laborales
para dirimir sus controversias y aquellos otros medios instituidos
por los poderes públicos".
122 VALENCIA MIRON, ANTONIO JOSE, "Algunas notas sobre la
admisibilidad del arbitraje en los conflictos individuales de trabajo", 
Temas Laborales 6/1986, pag. 142.
123 En tal sentido DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y GARCIA- 
PERROTE ESCARTIN, ("Instituciones...." op. cit. pags. 434 a 436), que 
tras la diferenciación indicada, la completan con la distinción entre 
procedimientos de composición y procedimientos autoritarios, y entre 
sistemas de autocomposición y de heterocomposición.
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estarían llamados a componer a las partes, bien entre ellas 
(autocomposición, es decir negociación), o con intervención 
de tercero (heterocomposición, incluyendo buenos oficios, 
mediación, conciliación y arbitraje voluntario); los 
segundos, los autoritarios, estarían destinados a imponer a 
las partes una solución (arbitrajes obligatorios, 
decisiones jurisdiccionales..) (124).
Por último, se han diferenciado los procedimientos de 
solución en atención a la dinámica que suele ser habitual 
en un conflicto colectivo, entendiendo que, por lo general, 
se intenta solucionar, inicialmente, por la negociación 
directa entre los afectados; cuando ésta fracasa, se 
posibilita la intervención de un órgano o persona con 
funciones de conciliación y/o mediación; si tampoco se 
produce el acuerdo, se permite a las partes acudir a un 
arbitraje voluntario y, en caso contrario, puede haberse 
establecido o un arbitraje obligatorio, o el sometimiento a 
una decisión jurisdiccional. Con arreglo a esta visión 
dinámica, existirían cinco sistemas de solución: 
negociación, conciliación, mediación, arbitraje (a su vez 
obligatorio o voluntario), e intervención judicial, de tal 
manera que existiría un escalonamiento entre procedimientos
124 .- En este sentido DE LA VILLA GIL, y PALOMEQUE LOPEZ,
"Introducción ..." op. cit. pag.376.
En parecido sentido GARCIA ABELLAN, ("Derecho de Conflictos 
Colectivos" Madrid (IEP) 1969, pag. 181), que diferencia entre formas 
dispositivas (conciliación y arbitraje voluntario) y formas impuestas 
(cualquier otra en que se incluyan trámites de observancia 
obligatoria).
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sin intervención de tercero, después con intervención no 
resolutoria o dirimente de un tercero, y finalmente con 
intervención resolutoria o dirimente de tercero. Estos 
procedimientos podrían sistematizarse, luego, en base a 
diversos motivos (125).
3 .- Los procedimientos de solución que existen . - En 
general puede apreciarse que, desde diversos criterios de 
clasificación, los procedimientos de solución que se 
admiten para los conflictos colectivos, dejando al margen 
las medidas de presión, son los siguientes: negociación, 
conciliación, mediación, arbitraje y decisión
jurisdiccional. Algunos autores añaden como un 
procedimiento diferenciado, los buenos oficios (126)/ Yt 
según creo, debe añadirse la decisión administrativa, que
125 .- Así lo expone en esencia ALONSO GARCIA, ("Derecho
Procesal..." op. cit. pag. 195), que posteriormente (en la misma obra, 
pag. 196, en "Curso..." op. cit. pags. 659 y 660 y en AA.W. "La 
Solución de los Conflictos Colectivos de trabajo" Madrid (I.E.E.) 1979, 
pag. 19), indica que esos cinco sistemas pueden clasificarse 
fundamentalmente de tres formas: a) por su extensión, según que sean 
aplicables a los conflictos colectivos e individuales o sólo a los 
colectivos, b) por la existencia o no de tercero, y c) por el carácter 
voluntario o coactivo de la regulación.
El carácter subsidiario de los diferentes procedimientos lo 
resalta claramente, (por ejemplo en "Curso..." pag. 659), "El camino 
adoptado, generalmente, por los distintos ordenamientos para poner fin 
a un conflicto laboral (colectivo) es uno de los siguientes: 
negociación, conciliación, mediación, arbitraje, intervención 
jurisdiccional. Todos ellos tienen, además, frecuentemente valor 
subsidiario, de modo que fracasado el primero, ha de acudirse al 
siguiente hasta agotar la lista de los admitidos en el régimen 
jurídico...".
126 .- Así lo hacen, por ejemplo, DE LA VILLA GIL, y PALOMEQUE
LOPEZ, ("Introducción...." op. cit. pag. 377), "En el procedimiento de 
buenos oficios se suele encontrar la intervención espontánea "
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de hecho, como se verá, se ha utilizado y puede seguir 
utilizándose para solucionar conflictos colectivos, por 
encima de la valoración negativa que pueda merecer (127).
*
127 De hecho la propia O.I.T. en su estudio de Derecho
comparado "Conciliación. " op. cit. pag. 20 incluye como posible
medio de solución de conflictos la resolución administrativa, aunque 
matizando que no es un medio específicamente instituido para esta 
función de solucionar conflictos.
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2.I.B.- UNA PROPUESTA DE SISTEMATIZACION BASADA EN LA 
CONCEPCION DINAMICA DEL CONFLICTO.-
Para poder analizar, siquiera brevemente, en que 
consiste cada uno de estos procedimientos, es preciso 
realizar una mínima sistematización y la visión dinámica 
del conflicto es la que puede facilitar una mejor 
enumeración y clasificación de los sistemas de solución, a 
la que completarán, en todo caso, los restantes criterios 
enumerados.
1 Prioridad de la negociación Desde esa visión 
dinámica, hay que relacionar, inmediatamente, el conflicto 
con la negociación, que es la forma normal de solucionar 
cualquier controversia laboral.
Inicialmente, deben ser las partes las que intenten 
recomponer el equilibrio alterado, o que se pretende 
alterar; incluso en los conflictos jurídicos, en los que se 
discute si uno de los afectados está respetando la 
solución previamente alcanzada a través de una norma o un 
acuerdo, deben ser, en primer lugar, los afectados, los que 
examinen la situación y tengan capacidad de alcanzar un 
acuerdo directo .
Cualquier sistema de solución de los conflictos debe 
privilegiar las soluciones negociadas, subordinándose a
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ellas, y, desde luego, anteponiéndolas a cualquier 
mecanismo de intervención exterior en el conflicto (320 ).
2 Ayudas a la negociación Como en ocasiones ese 
primer sistema, que es la negociación directa, puede 
resultar ineficaz, bien por la dificultad de llegar a un 
acuerdo, o incluso por la de reunirse los propios afectados 
o transmitirse las respectivas propuestas, es lógico que
exista un segundo grupo de procedimientos de solución,
constituido por todos aquellos que intentan fomentar la 
negociación entre las partes, estimularlas a llegar a un 
acuerdo, o propiciar su aproximación; en esencia se 
trataría de una negociación asistida o apoyada. Los
diferentes procedimientos que pueden incluirse en este 
grupo son muy similares y a veces ni se diferencian; al 
respecto podrían citarse: los buenos oficios, la
conciliación y la mediación, y como derivación de ésta y
128 .- OJEDA AVILES, ("Derecho Sindical" op. cit. pag. 537),
llega a preguntarse, "¿beneficia o perjudica a los países un sistema de 
soluciones heterónomas del conflicto industrial? La respuesta no puede 
ser radical, en uno ni en otro sentido. En principio, si ya vimos la 
utilidad de la autonomía colectiva para conseguir una sociedad más 
igual y evolucionada, y el conflicto colectivo representa la razón y 
esencia de toda ella, todo intervencionismo estatal en el conflicto ha 
de estimarse una regresión, en cuanto alternativa rudimentaria a la 
autonomía de las partes" para acabar concluyendo que ello lleva a un 
principio básico, "el de la subsidiariedad de los mecanismos
interventores....".
HERNANDEZ VIGUERAS, ("La solución..." op. cit. pag. 232) señala
que "la negociación directa entre las partes en conflicto es el
procedimiento primario y, por otra parte, más apto para solventar 
controversias tanto derivadas de las condiciones de trabajo o de las
remuneraciones, es decir, los conflictos económicos o de intereses, 
como aquellos que derivan del ordenamiento".
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englobados en ella, los procedimientos de investigación y 
encuesta.
3 .- L a  sustitución de la negociación .- Por último, 
cuando la negociación haya fracasado, es decir cuando sea 
imposible solucionar el conflicto con un acuerdo entre los 
afectados, ni aún con todos los apoyos que constituyen el 
segundo grupo de procedimientos de solución, puede pensarse 
en el establecimiento de sistemas en los que un tercero ( o 
varios, o un órgano actuando como tercero ajeno a las 
partes en litigio), da una solución, que sustituye al no 
conseguido acuerdo de los enfrentados (129). Este grupo 
de procedimientos de solución quedaría, pues, integrado por 
todos aquellos en que se sustituye la voluntad de las 
partes, la negociación, por una resolución de un tercero, 
sistemas que pueden diferenciarse en función de que la 
sustitución se produzca con acuerdo de las propias partes 
en litigio (arbitraje voluntario), o sin necesidad de dicho 
acuerdo (arbitraje obligatorio, decisión administrativa, 
decisión jurisdiccional). En este último supuesto, es decir 
cuando estos procedimientos se apliquen sin necesidad de 
acuerdo de los interesados, caben dos posibilidades: la
primera, que ambos obligatoriamente deban someterse al 
procedimiento; sería, por ejemplo, la imposición de un
129 . - Serían en todo caso sistemas que deben ser un recurso de
último extremo pues como señala DAHRENDORFF, ("Las clases ...” op. cit. 
pags. 288 y 289), las soluciones impuestas como el arbitraje 
obligatorio, representan "cuando menos, la posibilidad de una 
intervención violenta en el conflicto de-clases y puede contribuir a su 
agudización y no a su apaciguamiento....”.
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arbitraje obligatorio por parte de la Administración. La 
segunda, cuando el procedimiento deba ser rogado, esto es, 
entre en funcionamiento cuando alguna de las partes 
enfrentadas lo pida, pero conllevando, a partir de ese 
momento, la obligación para todas de someterse al mismo; la 
formula más característica sería la intervención 
jurisdiccional, que, una vez solicitada, obliga a todos los 
afectados a ajustarse a la sentencia que se dicte.
4_____ Procedimientos jurisdiccionales y no
jurisdiccionales .- Ahora bien, al margen de lo expuesto, y 
aún cuando conceptualmente la solución jurisdiccional no 
pase de ser uno más de los posibles procedimientos en que 
se sustituye la voluntad de las partes, parece aconsejable 
acentuar su diferenciación de los restantes sistemas de 
solución cuando se contemplan en exclusiva los existentes 
para los conflictos jurídicos, especialmente si se analiza 
la realidad española, y ello por múltiples razones, entre 
las que pueden enumerarse las siguientes:
La generalizada consideración, a la que ya se hizo 
referencia, de que la solución jurisdiccional es un medio 
especialmente adecuado para la solución de las 
controversias colectivo-jurídicas.
- La importancia numérica de las soluciones alcanzadas 
a través de este procedimiento frente a las obtenidas 
mediante otros sistemas.
La compleja regulación que de este procedimiento 
existe en nuestro Derecho, frente a la escasa dedicada a
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los restantes, que muchas veces se contemplan, exclusiva o 
principalmente, como fases previas del propio proceso 
jurisdiccional.
- La importancia cualitativa que ha tenido el propio 
proceso de conflicto colectivo en la configuración del 
Derecho colectivo español.
- Y por último, la existencia de reglas y efectos muy 
específicos, propios de la función jurisdiccional, e, 
incluso, problemas (por ejemplo la legitimación, los 
efectos de la solución alcanzada, etc....) que, por la 
especial dinámica del proceso judicial, no tienen 
tratamiento similar en los restantes procedimientos de 
solución.
Estas razones, más prácticas que de concepto, 
justifican introducir una corrección en la clasificación 
que podría derivarse de las conclusiones expuestas con 
anterioridad, al efecto de diferenciar, en primer lugar, 
entre procedimientos de solución jurisdiccional y no 
jurisdiccional, para, posteriormente, clasificar, dentro de 
estos últimos, los distintos que existen. Lo anterior no 
excluye, como se expuso, que, en general, el procedimiento 
jurisdiccional no pueda desvincularse, ni constituir una 
parcela aislada y autónoma de un sistema global de solución 
de conflictos.
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5 La clasificación que se propone En resumen, la 
enumeración, y clasificación de los posibles sistemas 
existentes sería:
1.- Procedimientos de solución no jurisdiccionales . -
a) negociación directa.
b) negociación asistida : b' - buenos oficios
b" - conciliación 
b " '- mediación.
c) procedimientos que
sustituyen la negociación: c ’ - con acuerdo de
las partes 
(arbitraje 
voluntario). 
c" - sin necesidad 
de acuerdo: 
c"l -arbitraje 
obligatorio. 
c"2 - decisión 
administrativa
2 .- Procedimiento de solución jurisdiccional
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Todos estos sistemas serán aplicables a los conflictos 
colectivos jurídicos, y posteriormente se analizará su 
regulación en nuestro Derecho.
En todo caso, es conveniente insistir en que, por 
supuesto, caben todas las restantes clasificaciones, pero 
es interesante realizar el estudio desde esta 
sistematización, porque refleja el carácter dinámico del 
propio conflicto, que, normalmente, no tiene un único 
procedimiento de solución, sino que pasa sucesivamente por 
varios de ellos, generalmente escalonados por el orden en 
que se han expuesto. Es decir, muchas veces, los 
procedimientos de solución se encadenan, apareciendo como 
diversas fases de la propia tramitación del conflicto.
6 Reivindicación de la negociación .- Por otro
lado, esta sistematización, máxime teniendo en cuenta que 
cabría incluir los supuestos de solución jurisdiccional 
conjuntamente con los restantes procedimientos, tiene una 
finalidad clara, reivindicar la negociación como medio 
prioritario de solución de cualquier conflicto, y por ello, 
conviene reiterar que, en cualquier momento en que sea 
posible ésta, bien directa o bien auxiliada, debería quedar 
sin efecto cualquier otro sistema de solución que haya 
entrado en funcionamiento. Es decir, los sistemas 
sustitutorios de la negociación, comprendido a estos 
efectos el procedimiento de solución jurisdiccional, deben
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tener carácter subordinado, ser subsidiarios de aquella 
(13°), y no constituirse en su alternativa, como, con 
relativa frecuencia ha pasado con nuestro procedimiento 
judicial de conflicto colectivo.
130 .- Al respecto, en relación con las intervenciones ajenas a
los afectados, RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, ("La intervención......."
op. cit. pag. 83), "El esquema general de la regulación del conflicto, 
y, más concretamente, de las normas dictadas para la solución del 
mismo, obedece a un principio básico, que puede observarse con claridad 
en la mayoría de los ordenamientos positivos: este principio es el de 
la subsidiariedad de los mecanismos interventores que de manera directa 
se dirigen a proporcionar una solución al conflicto. Que la 
intervención en la solución sea subsidiaria quiere decir que el Estado 
prefiere, en principio, una solución entre partes a una solución 
impuesta por sus órganos ".
En general, por ejemplo, CABANELLAS, ("Derecho " op. cit. pags
460 y 461), "...de tal forma, cualquier procedimiento de resolución-de
los conflictos de trabajo por medio de la conciliación y el arbitraje 
puede sustituirse por las negociaciones directas entre las partes 
mismas....".
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2.2.- LAS MEDIDAS DE PRESION EN LOS CONFLICTOS 
COLECTIVOS JURIDICOS.-
2.2.A.- LAS MEDIDAS DE PRESION EN GENERAL .-
1 .- Capacidad de presión en las relaciones
laborales.-Si, como ya se expuso, el conflicto colectivo de 
trabajo es un enfrentamiento entre intereses contrapuestos 
que deben ser solucionados, en primer lugar, mediante la 
negociación entre los propios afectados, resulta evidente, 
como también se avanzó, que muchas veces ésta es difícil, 
bien por la poca predisposición a negociar, bien por la 
distancia que separa las posiciones enfrentadas de las 
partes.
Por ello aparecían, como se ha estudiado con 
anterioridad, diversos procedimientos que pretendían ayudar 
a la negociación entre las partes (mediación, conciliación, 
etc....), o incluso sustituirla (decisiones arbitrales, 
administrativas o jurisdiccionales). Pues bien, junto a 
esos sistemas de ayuda o sustitución de la negociación, es 
lógico admitir una cierta capacidad de coacción o presión 
de cada parte sobre la otra, para forzarla a aceptar, o a 
acercarse a las posturas defendidas por quien recurre a 
dicha presión. Esa capacidad nace de la consideración de 
que los acuerdos, en el marco de la negociación de las
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condiciones de trabajo, son el resultado de intereses 
contrapuestos, que buscan un punto de equilibrio con las 
mínimas concesiones posibles a la otra parte, a diferencia 
de lo que sucede con otros acuerdos habituales que se
producen entre los ciudadanos, en sus relaciones privadas, 
que nacen de la conjugación de voluntades coincidentes.
Los diferentes ordenamientos juridicos que se ocupan 
de la conf1ictividad en el marco laboral, salvo cuando 
nieguen la propia evidencia del conflicto o pretendan 
solucionarlo por vías autoritarias, conscientes de la
dificultad de conciliar intereses contrapuestos por la
simple voluntad de los enfrentados, reconocen, en mayor o 
menor grado, esa posibilidad de presión unilateral, o 
mutua, de las partes en conflicto (131).
Las formas concretas en que pueda expresarse la
capacidad de presión reconocida, y la intensidad de la
misma, dependen de circunstancias concretas de cada 
ordenamiento, influenciadas por la propia tradición 
nacional, y por la visión que el legislador tenga hacia el 
propio conflicto colectivo (132).
131 .- En definitiva se reconoce el papel de las medidas de 
presión como "....instrumentos de apoyo y agilización en la negociación 
colectiva. Más específicamente, la consolidación de la negociación 
colectiva implica que la huelga, por referirnos a la medida de presión 
por excelencia, se erige precisamente en "un medio para inducir al 
acuerdo"", DEL REY GUANTER "Negociación..." op. cit. pag. 35.
132 .- En referencia a la huelga, que, por extensión, podríamos
ampliar a todas las medidas de presión, afirma DURAN LOPEZ, ("Derecho 
de Huelga...." op. cit. pag 23) " según que la huelga sea considerada 
como socialmente peligrosa (o dañosa), como socialmente indiferente, o
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2 No son procedimientos de solución La
importancia de las propias medidas de presión que las 
partes adopten, y su trascendencia social, es tanta, que, 
en muchas ocasiones, se identifican con el propio concepto 
del conflicto colectivo (133 ), o con los procedimientos de 
solución del mismo (134 ), pero, como ya se expuso al 
abordar la delimitación de los sistemas de solución, no 
cabe dicha identificación, pues las medidas de presión (o 
medidas conflictivas, o medidas de conflicto), no pueden,
como socialmente útil, vendrá prohibida por el ordenamiento jurídico, 
permitida o protegida, respectivamente”, lo que en definitiva recoge el 
esquema tradicional expuesto por CALAMANDREI, PIERO, "Significato 
costituzionale del diritto di sciopero” en "Rivista Giuridica di 
Lavoro" n2 1/1952, pag. 221-244, reproducido también en MANCINI y 
ROMAGNOLI, ”11 diritto ...." op. cit., pag. 334 y siguientes, y 
concretamente en cuanto al tema que se contempla, pag. 355, en el que 
diferenciaba, entre huelga delito, huelga libertad, y huelga derecho.
133 .- Como evidencia, en relación con precedentes de nuestro
propio Derecho histórico, MARTINEZ GIRON, JESUS, ("Los pactos de 
procedimiento en la negociación colectiva”, Madrid (I.E.L.S.S.- 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 1985, pags 166 a 169, 
especialmente 167-8), "....lo que una Real Orden de 2 Julio 1909 llamó 
por ver primera en nuestro Derecho positivo "discusión o conflicto de
carácter colectivo", expresión.... con la que ..... se identificaron
en la época los actos de fuerza (la huelga y el paro patronal, o la 
amenaza de ambos)...".
134 . - "No parece necesario repetir la ordinaria confusión entre
conflictos y medidas conflictivas " OJEDA AVILES, "Derecho
Sindical" op. cit. pag. 390.
"La noción de medida conflictiva se confunde no infrecuentemente 
con la de procedimiento de solución o composición del conflicto..." 
PALOMEQUE LOPEZ, "Derecho Sindical...." op. cit. pag. 231.
La propia Carta Social Europea, diferencia, también, en su 
artículo 6, en dos párrafos distintos procedimientos de solución y 
medidas de conflicto, al aludir el párrafo 32 a los posibles sistemas 
de conciliación y arbitraje, mientras que en el 42 reconoce el derecho 
de trabajadores y empresarios a acciones colectivas, incluida la 
huelga, bien que en referencia expresa a los conflictos de intereses.
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por sí solas, solucionar la controversia, sino que tienen 
un carácter instrumental, son medios que utilizan las 
partes para forzar a su contrario a que acepte una solución 
por alguno de los sistemas que estén establecidos (335 ). 
Normalmente, las medidas de presión, pretenden forzar a la 
otra parte a aceptar un acuerdo por vía de la negociación 
directa, pudiendo incluso adoptarse para obligar a iniciar 
negociaciones. No será pues la medida de presión la que 
solucione el conflicto, sino la negociación que pueda 
iniciarse o concluirse a raíz de la presión*ejercida, cuya 
finalidad esencial era "afirmar y defender la propia tesis 
en conflicto" (136) . Es pues, en principio, posible, como 
posteriormente se analizará con más detalle, simultanear el 
ejercicio de medidas de presión, con el recurso a 
procedimientos de solución de conflicto, pues, aquellas, lo 
que pretenden es que la contraparte acepte, mediante la 
negociación, lo que se solicita, y, si debe concederse a 
cualquier medio de solución que no sea la negociación un 
carácter subsidiario, y no alternativo, frente a la misma, 
aún en marcha un procedimiento distinto, las partes pueden
135 .- Como exponen, por ejemplo, MARTIN VALVERDE, RODRIGUEZ-
SAÑUDO GUTIERREZ y GARCIA MURCIA, ("Lecciones..." op. cit. pag. 319), 
"Esas manifestaciones o formas de exteriorización del conflicto pueden 
ser muy variadas, y en síntesis pueden tener por objeto la presión de 
una parte sobre otra para hacer valer sus reivindicaciones y 
propuestas, o la búsqueda de cauces para poner término a la 
controversia. De ahí que dentro de los modos de exteriorización del 
conflicto colectivo se pueda distinguir entre la adopción de medidas de 
presión y la utilización de medios de solución....".
136 .- PALOMEQUE LOPEZ, "Derecho Sindical___ " op. cit. pag. 231.
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seguir insistiendo y presionando para que existan y 
fructifiquen negociaciones directas.
Cabe también el recurso a medidas de presión para que 
la contraparte acepte la iniciación de un procedimiento de 
solución de carácter voluntario, por ejemplo someterse un 
arbitraje voluntario, pero, en todo caso, conviene resaltar 
que no pueden ejercerse frente al tercero que haya de dar 
solución al conflicto, que ha de actuar con plena libertad 
e independencia si se quiere que su solución esté revestida 
de la imparcialidad que le es consustancial. No obstante, 
es evidente que la propia reafirmación de las posiciones 
que una presión amplia conlleva, o el amplio rechazo que 
hacia las posiciones del contrario implica, es un elemento 
que, aún sin pretenderlo, va a tener su influencia en el 
tercero que haya de solucionar o proponer solución al 
conflicto.
Como conclusión de cuanto se ha expuesto habría que 
señalar que medidas de presión son todas las coacciones 
que ejerza una de las partes en conflicto sobre la otra, en 
el momento en que considere oportuno, y con la finalidad 
de obtener una solución favorable a sus intereses (137 ).
137 .- OJEDA AVILES, ("Derecho Sindical" op. cit. pag. 390), las
califica de "presiones unilaterales dirigidas a acelerar la solución 
del conflicto en el momento en que se juzga propicio para los 
actuantes", definición que se asume, pero resaltando por supuesto que, 
en el marco de un conflicto concreto de trabajo, deben dirigirse contra 
la otra parte del conflicto. No así en un marco más amplio en que cabe 
el recurso a estas mismas medidas para presionar a las autoridades 
políticas.
Ese carácter esencial de ir dirigidas contra la parte lo resalta 
SANCHEZ-CERVERA SENRA, JOSE MANUEL ("Lecciones de Derecho del Trabajo"
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3 Utilización por empresarios y trabajadores:
¿Paridad de armas? Es claro que cualquiera de las partes 
enfrentadas puede recurrir a medidas de presión, pero, 
normalmente, son los trabajadores quienes acuden, al menos 
abiertamente, a ellas. No puede extrañar esta 
circunstancia, si partimos de una situación de hecho, 
generalmente admitida, de desigualdad real entre los 
afectados, ocupando los trabajadores una posición peor, en 
cuanto que son, por un lado, la parte relativamente más 
débil de la relación de conflicto, y por otro, quienes 
generalmente pretenden hacer avanzar el equilibrio 
previamente alcanzado hacia una situación más favorable 
para ellos.
Normalmente los trabajadores necesitarán recurrir a 
alguna presión, o a la amenaza expresa o tácita del recurso 
a ella, para conseguir la aceptación total o parcial de sus 
reivindicaciones. Ello explica que la presión se ejerza con 
mayor frecuencia por los trabajadores y, cuando así ocurra, 
sea, de algún modo, un elemento de defensa, un arma del 
contratante más débil, pero también, en general y a salvo 
de posibles acciones de tipo corporativo, un medio de
Madrid (Instituto de la Empresa) 1983, pags. 287 y 288) quien, bajo la 
denominación de luchas laborales, define las medidas de presión como 
"hechos dotados de ciertos grados de violencia que producen o pueden 
producir una situación de anormalidad en el curso de las relaciones de 
trabajo; mediante ellos se pretende forzar la posición del "antagonista 
social" a través de presiones unilaterales ".
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progreso social, de obtener unas mejores condiciones de 
socio-laborales por parte de los trabajadores (138 ).
Que la iniciativa en el recurso a medidas de presión 
sea habitualmente de los trabajadores, no quiere decir que 
los empresarios no tengan a su alcance medidas de conflicto 
que pueden, a su vez, utilizar en determinados momentos. Es 
más, "resulta impensable que un sujeto como es el 
empresario, que en la esfera de las relaciones económicas y 
de producción posee la iniciativa, sin embargo en el campo 
de las relaciones laborales - y más aún en el contexto de 
un conflicto -vaya a adoptar una postura pasiva" (13s ). 
Parece pues necesario admitir que el empresario puede, y de 
hecho adopta, medidas de conflicto, sin ignorar que muchas 
de ellas escapan plenamente al Derecho del Trabajo, y no 
sólo eso, sino que, pese a constituir una evidente presión 
hacia los trabajadores, formalmente no se presentan como 
tal, y así, aquél, puede utilizar todo su poder económico, 
desviando inversiones hacia "centros no conflictivos", o, 
también, paralizar los proyectos de inversiones en curso, o
136 .- En relación con la huelga, medida de presión obrera por
excelencia se ha afirmado que, "El derecho de huelga, implicando la 
aceptación de la contraposición de intereses entre las partes de la 
relación de trabajo, y situándose en una perspectiva de progreso en 
orden a la realización de la justicia social y a la consecución de la
igualdad sustancial de derechos entre los ciudadanos, con la 
consiguiente emancipación de la clase trabajadora, es ya una conquista 
de la "civilización" que como tal ha de ser mantenida y valorada". 
DURAN LOPEZ, "Derecho de Huelga...." op. cit. pag. 32
139 .- CRUZ VILLALON, JESUS "El ejercicio del derecho al cierre
patronal" Relaciones Laborales, n2 8/1986, pag. 86
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los que sean necesarios para la continuidad de la empresa 
(140). No puede ignorarse esta realidad pues el 
empresario, en relación con un conflicto, puede utilizar su 
poder económico, e incluso su 1 poder financiero superior y 
apoyos en el stablishment de toda índole" (141 ), ya que 
esos medios no están, con frecuencia, al alcance de los 
trabajadores y por tanto, si las normas laborales 
equiparasen en armas a empresarios y trabajadores, se 
estaría consagrando, al amparo de una pretendida igual 
formal, una situación de absoluta desigualdad real, pues 
mientras los trabajadores sólo dispondrían de las armas que 
el Derecho del Trabajo les da, el empresario dispondría de 
éstas, más de su poder de dirección implícito en su propia 
posición en las relaciones laborales, y además de cuantas 
armas dispone en otros terrenos que escapan, incluso, al 
Derecho.
140 En este sentido CAMPS RUIZ, LUIS, RAMIREZ MARTINEZ JUAN
MANUEL, Y SALA FRANCO, TOMAS ("Fundamentos de Derecho Sindical" Madrid 
(Ediciones De La Torre) 1977, pag. 247), "Piensese, por ejemplo, en la 
"huelga de inversiones", en la clausura del centro de trabajo y 
traslado del mismo a otras areas geográficas o simplemente en la 
amenaza o advertencia de tomar medidas en tal sentido...". También
SANCHEZ CERVERA y SENRA, ("Lecciones  " op. cit. pag. 291), " Por
parte de los empresarios o asociaciones patronales los medios de lucha 
colectiva tienen menor importancia, ya que la fuerza sustancial de 
ellos se plantea en medios distintos y previos; en efecto, el ser 
titular del poder de dirección, en base al principio de libertad de 
empresa, les facilita la adopción de una serie de medidas de indudables 
efectos tan importantes o más que los derivados de medios de lucha 
colectiva, tales como reconversiones, traslados, etc....".
141 .-OJEDA AVILES, "Derecho Sindical" op. cit. pag. 514.
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Por otro lado la finalidad de progreso social que
puede estar presente en la utilización de medidas de 
conflicto por parte de los trabajadores, no está presente, 
en general, en las presiones que proceden del empresario, 
que normalmente se adoptan para mantener el "status" (142) 
y que, de equipararse a las qué pueden adoptar los
trabajadores, podrían llegar a anularlas (143).
Por ello, buena parte de la doctrina no admite, al 
abordar las medidas de conflicto empresariales, equiparar 
su posición a la de los trabajadores, rechaza, en
142 Como señala MARTIN VALVERDE, ANTONIO, ("Regulación de la 
Huelga, libertad de Huelga, derecho de Huelga" en AA.W. "Sindicatos y 
relaciones colectivas de trabajo" Murcia (Iltre. Colegio de Abogados) 
1978, pag. 96), "...ésta (la huelga) es imprescindible para el juego de
la negociación colectiva de condiciones de trabajo.Habida cuenta de que
el interés patronal en este punto es el mantenimiento del statu quo, y
el interés laboral, en cambio, es la renovación de las condiciones
pactadas...".
143 . - Al respecto, en relación con nuestra Constitución,
GARCIA NINET, JOSE IGNACIO,("El cierre patronal" Revista de Trabajo, 
67-68/1982, Julio a Diciembre, pags. 115 y 116), "La 
constitucionalización del derecho de huelga tiene como fin primordial 
salvar el desequilibrio de posiciones existentes entre trabajadores y 
empleadores (favorable a estos últimos), mientras que la 
constitucionalización del cierre patronal anularía acto seguido los 
efectos anteriores".
En iguales términos RUIZ CASTILLO, MARIA DEL MAR, ("El cierre 
patronal", Madrid (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 1990, pag. 
108), "la constitucionalización del cierre patronal como instrumento de 
conflicto significa conceder a la clase empresarial un privilegio en 
idéntico sentido que el que se les concede a los trabajadores cuando-se
les reconoce el derecho de huelga  se permite al empresario anular
las ventajas que en el terreno de lucha sindical representa el 
ejercicio de la huelga".
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definitiva, la "igualdad de armas" (144) y especialmente 
la equiparación entre las dos medidas de conflicto más 
características, la huelga y el cierre patronal. Desde esa 
perspectiva, las medidas de conflicto empresariales se 
sitúan en un plano de resistencia o contestación, es decir, 
defensivo frente a una utilización desmesurada por parte de 
los trabajadores de sus posibilidades de presión, y 
raramente se admite la legitimidad del empresario de 
utilizar medidas de carácter ofensivo destinadas, bien a 
imponer a los trabajadores condiciones distintas y menos 
favorables a las establecidas con anterioridad, bien a
544 "Pero la igualdad de armas para sujetos desiguales
prolonga sencillamente la desigualdad y tal ocurre en esta
materia.....  en las relaciones industriales, solo cuando los
trabajadores puedan despedir al empresario, sancionarlo y sujetarlo a 
sus ordenes, tendremos la igualdad real, y mientras tanto cualquier 
teoría de igualdad de armas colectivas está viciada "ex radice"." OJEDA 
AVILES,("Derecho Sindical" op. cit. pags. 518 y 519), o, como 
comentando el silencio de la Constitución Italiana sobre el cierre 
patronal, afirma GIUGNI, GINO ("Derecho Sindical" Madrid (Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social) 1983 (traducción e introducción de VIDA 
SORIA, JOSE y MONTALVO CORREA, JAIME), pag.266), "Éste silencio de la 
Constitución tiene, por lo demás, una significación muy precisa:
actuando así se rechaza el principio liberalista de una valoración 
paralela de la huelga y el cierre patronal como medios de lucha
simétricos  El legislador constitucional ha conferido, de este
modo, relevancia jurídica a la sustancial desigualdad entre
trabajadores y empleadores, atribuyendo a los primeros, y no a los 
segundos, el poder de suspender la relación de trabajo y las 
obligaciones que de ella se derivan."
En el mismo sentido, numerosas opiniones, por ejemplo RODRIGUEZ- 
SAÑUDO GUTIERREZ, FERMIN, ("El cierre patronal" en AA.W.
"Sindicatos...." op. cit. pag. 146), "pretender que trabajadores y 
empresarios se enfrentan en condiciones de igualdad no puede ser 
aceptado en ningún caso....".
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privarles del recurso a los legítimos medios de presión que 
cada ordenamiento les reconozca (145 ).
Esa misma conclusión es la que adoptó el Tribunal 
Constitucional en interpretación de los artículos 28 y 37 
de nuestra Constitución y en referencia a la huelga y al 
cierre patronal, en la sentencia de 8 de Abril de 1981, 
dictada en relación con el recurso de inconstitucionalidad 
planteado contra el Real Decreto Ley 17/1977, resaltando 
que en el texto constitucional no se admite el criterio de 
igualdad de armas; que el cierre empresarial debe 
conceptuarse como esencialmente defensivo, enmarcado en el 
poder de policía del empresario para asegurar la integridad 
de personas y bienes y limitado a esa exclusiva finalidad, 
y ratificando que, si la huelga es un contrapeso que tiene 
por objeto permitir una relación de fuerzas más favorable
145 Puede verse una cierta admisión del cierre patronal
ofensivo, aunque limitada, en ALONSO GARCIA, ("Derecho Procesal...." 
op. cit. pag. 165), " Las condiciones de los contratos han de cumplirse
en sus términos literales mientras la base de los mismos no sufra
variación. Cuando dicha base cambia, cabe cuando menos plantear el 
problema de la revisión. Son necesarias, pues, dos condiciones para que
el cierre patronal pueda configurarse como un derecho a ejercer
legítimamente por el empresario: de fondo la primera, caracterizada por 
la transformación operada en las condiciones que sirvieron de base al 
establecimiento y determinación de las condiciones, de modo que su 
mantenimiento y continuidad se traduzcan en una onerosidad excesiva
sobrevenida, a cargo del empresario...".
También un sector doctrinal considera admisible, en cierto 
sentido, el criterio de la "igualdad de armas", equiparando derecho de 
huelga y derecho de cierre; en tal sentido DIEGUEZ CUERVO, GONZALO, 
("Para una juridificación del Lock-out" en "Estudios de Derecho del 
Trabajo en memoria del profesor Bayón Chacón" Madrid (Tecnos) 1.980, 
pag 298), que afirma que "un reconocimiento de la huelga no 
contrapesado de alguna manera por uno del "lock-out" generaría una 
situación de indefensión (para los empresarios) que haría abusivo el 
ejercicio de aquel derecho".
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para los trabajadores, el cierre supone conceder una mayor 
dosis de poder a una persona (el empresario) que ya lo 
tenía (146 ).
En relación con lo anterior se ha señalado la notable 
diferencia que se produce en cuanto a las finalidades de la 
huelga y el cierre, pues "mientras que la huelga está 
concebida en nuestro ordenamiento jurídico como el 
instrumento de presión por excelencia a ejercitar en el 
proceso de negociación, y ello tanto de una forma ofensiva 
como defensiva, el cierre patronal está teleológicamente
separado de dicho proceso  dado que no está concebido
como medio de presión en el mismo, siendo unida su 
utilización legal más al poder de policía del empresario 
que a la consideración del mismo, o de su asociación como 
parte negociadora" (147 ).
Pese a lo anteriormente expuesto, es evidente que los 
empresarios tienen a su alcance medios de presión que, 
admitidos o no por la doctrina (como ocurre en el debate 
acerca del cierre patronal ofensivo), pueden utilizar, 
correspondiendo a cada ordenamiento jurídico discernir 
sobre su legalidad.
146 . - Al respecto Fundamento Jurídico 22 de la propia sentencia
de 8 de Abril de 1981, y, por ejemplo, el resumen que hace de la misma 
GARCIA NINET, "El cierre " op. cit. pags. 118 a 120.
147 DEL REY GUANTER, SALVADOR, "Las Asociaciones empresariales 
en el sistema de relaciones laborales" Revista de Política Social, n2 
137/1983, pag. 342.
I
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4 ¿Qué medidas? .- Sin entrar a diferenciar, por el 
momento, entre conflictos de intereses y jurídicos, se 
pueden señalar como medidas tradicionales de presión las 
siguientes:
a) - por parte de los trabajadores se enumeran (148) :
Difusión del conflicto y de los objetivos y 
posturas. Al respecto, me remito a cuanto se manifestó con 
anterioridad sobre la importancia de la opinión pública en
el recurso a medidas de presión, y a la propia exigencia de
"visibilidad" del conflicto como reafirmación de su
existencia, lo que puede lograrse fácilmente mediante 
manifestaciones, concentraciones, etc... (149); en
atención a lo anterior, una efectiva difusión pública de
148 En general se citan unánimemente, la huelga, el boicot, el 
sabotaje y la ocupación de los centros de trabajo.
PALOMEQUE LOPEZ, ("Derecho Sindical " op. cit. pag. 233)
añade "el ejercicio de los derechos constitucionales de libertad de 
expresión.., reunión y manifestación..".
También, como subespecie del boicot, se incluye el "label o 
etiqueta sindical", por ejemplo por DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y 
GARCIA-PERROTE ESCARTIN, ("Instituciones..." op. cit. pag. 509), o en 
OJEDA AVILES, ("Derecho Sindical" op. cit. pags. 399 a 403) quien 
además de los anteriores añade los siguientes: "Instrumentos menores de 
presión amparados en los derechos de reunión, expresión y
manifestación" " piquetes" y "no colaboración contractual y
extracontractual".
ALONSO GARCIA, ("Derecho Procesal..." op. cit. pags.177 a 190), 
añade a los anteriores el "trabajo a desgana y el trabajo a
reglamento".
149 .- Como señalan MARTIN VALVERDE, RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ y 
GARCIA MURCIA, ("Lecciones...." op. cit. pag. 350), en general los 
derechos de expresión, reunión y manifestación pueden convertirse en 
elementos de presión en un conflicto colectivo. "El recurso a estos 
derechos puede plasmarse en movilizaciones, campañas ante la opinión 
pública, información a través de los medios de comunicación, etc.".
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las razones que asisten a los trabajadores puede crear un 
efecto de "simpatía" en el ciudadano que se constituya en 
una indirecta presión hacia su oponente y los poderes 
públicos. Es más, en el sector servicios difícilmente los 
usuarios (no olvidemos, trabajadores también en su mayoría) 
comprenderán el recurso a medidas de presión, especialmente 
a la huelga, "si antes no ha existido una labor explicativa 
adecuada de los motivos del conflicto" (150 ).
Boicot. También calificado de bloqueo o corte 
de relaciones. Se trata de impedir que el empresario frente 
al que se plantea, puede recibir el trabajo de otras
personas o el suministro de materias o instrumentos 
necesarios para el trabajo, para lo que se insta a los 
posibles trabajadores o suministradores a cortar cualquier 
relación contractual con aquél. OJEDA AVILES, (151) 
considera que es un "bloqueo contractual" que debe 
entenderse en sentido amplio, comprensivo "tanto del 
bloqueo de contratos de trabajo como de cualquier otro tipo
de contratos, pues se pretende dificultar el tráfico
mercantil de la empresa". En otras opiniones se asocia el 
boicot, simplemente, al bloqueo de contratos de trabajo, 
entendiéndolo como "la interdicción impuesta a determinadas 
personas para que con ella no se celebren contratos de
150 .- Al respecto ROJO TORRECILLA, "El sindicalismo...." op.
cit. pag. 233.
151 .- OJEDA AVILES, "Derecho Sindical" op. cit. pag. 395.
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trabajo" (152), lo que puede conllevar dos consecuencias, 
la resolución de los que se encuentren vigentes y la no 
celebración de nuevos contratos. ALONSO OLEA, distingue 
entre el "boicot primario" cuando las medidas anteriores se 
realizan contra el empresario directamente implicado en la 
controversia, y el "boicot secundario", cuando se dirigen 
contra los empresarios que tienen relaciones con aquél 
(153) . En cualquier caso, tanto el boicot general como el 
limitado a la contratación laboral y tanto sean primarios 
como secundarios, exigen un fuerte grado de disciplina en 
los trabajadores, difícil en los sistemas de pluralismo 
sindical y más aún si existen bajas tasas de afiliación.
- Label (o etiqueta o marca sindical), bajo la 
forma de propaganda negativa de una empresa y sus productos 
(similar al boicot) (154), o positiva (155), lo que
152 .-ALONSO GARCIA, "Curso..." op. cit. pag. 636.
153 .- ALONSO OLEA, MANUEL, "La regulación actual del derecho de 
huelga", Revista Española de Derecho del Trabajo, n2 7/1981, pag. 279.
En el mismo sentido, distinguiendo entre el boicot primario y el 
secundario, por ejemplo, DIEGUEZ CUERVO, GONZALEZ, "El derecho de 
huelga en la doctrina del Comité de Libertad Sindical de la O.I.T.", 
Revista de Trabajo n^ 49-50/1975, pag. 46.
154 .- En tal sentido DE LA VILLA GIL, y PALOMEQUE LOPEZ, 
"Introducción " op. cit. pag.363.
155 .- PALOMEQUE LOPEZ, ("Derecho Sindical...." op. cit. pag.
233), lo define como "label (etiqueta, sello o membrete sindical) o
control de calidad que ejercen los trabajadores sobre los productos del 
empresario mediante un sello o marca de garantía".
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ciertamente,como indica OJEDA AVILES, "sirve indirectamente 
de boicot a los productos no señalados por ella. . . " (156 ), 
si bien es una práctica poco conocida en los países
europeos, especialmente en su aspecto positivo.
- Sabotaje y otros daños al empresario, conductas 
posibles aunque, al tratarse de violencias directas, "el 
sabotaje o la retención de directivos encuentran
lógicamente inexistentes márgenes de licitud, tipificando 
en sí mismos, o en sus consecuencias, acciones
delictivas" (157 ) .
- Ocupación de locales del empresario, conducta 
habitual pero que suele encontrar problemas al entrar en
colisión con los derechos de propiedad o posesión del
empresario (15e ) e, incluso, en ocasiones, con un posible
derecho al trabajo de los empleados que no se suman al
conflicto.
Esta forma de label sería una "expresión y fruto del control 
ejercido sobre la producción y organización empresarial" como señalan 
MARTIN VALVERDE, RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ y GARCIA MURCIA, 
"Lecciones " op. cit. pag. 320.
156 .- OJEDA AVILES, "Derecho Sindical" op. cit. pag.396.
157 .- DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN, "Instituciones...." op. cit. pag. 510.
158 . - Puede verse una defensa, bajo determinadas circunstancias,
de la licitud de esta medida, aplicando directamente el art. 37 de la 
C.E., en OJEDA AVILES, "Derecho Sindical" op. cit. pags. 398 a 403.
- Piquetes, tradicionalmente admitidos en sus 
funciones informativas, de difusión, y de recogida de 
fondos, pero sin poder ejercer coacción o violencia ni 
impedir el trabajo (15S ).
«
No colaboración, que puede abarcar tanto 
aquellas tareas que no sean exigibles al trabajador, como 
las que, aún siendo distintas del trabajo, sí que puedan 
serle exigibles, si bien se afirma que, mientras las
"primeras quedan amparadas en el art. 37 Const  las
segundas caen en la ilicitud del art. 7 DLRT y otros 
preceptos de la LET" (160).
Huelga, tanto en el sentido tradicional: 
"actitud omisiva (de los trabajadores) manifiesta en la 
abstención de acudir al lugar o puesto de trabajo o de 
abandonarlo con la voluntad de reintegrarse una vez 
resuelto el conflicto originario" (161 ) o, en otras 
palabras, "la cesación temporal del trabajo decidida por 
una colectividad de trabajadores con abandono del centro de 
trabajo, con motivo de un conflicto y con el fin de
155 PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, FRANCISCO, " El régimen
jurídico de los piquetes de huelga" Revista Española de Derecho del
Trabajo, n^ 22/1985, pag. 239.
160 .- OJEDA AVILES, "Derecho Sindical" op. cit. pag. 397.
151 .- GARCIA ABELLAN, JUAN "Curso de Derecho Sindical" Murcia 
(Universidad de Murcia), 2^  edición, 1986, pag. 347.
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presionar en la defensa de sus intereses" (162), como en 
el más actualizado que considera que "la huelga viene 
extendida modernamente a todo tipo de perturbación 
concertada colectivamente del proceso de producción..." 
(163) / pudiendo entenderse como tal "toda conducta
colectiva que, en un contexto social dado, y en un momento
histórico determinado, se entiende, acepta y practica como
tal" (164 ).
Ciertamente la doctrina admite todas esas formas de
huelga distintas de la cesación del trabajo, pero donde no 
existe unanimidad es a la hora de clasificarlas dentro del 
concepto de huelga o dentro del más genérico de medidas de 
no colaboración, posición esta última que se ha apuntado 
(16i) tiende a considerar esas otras formas excluidas de
162 .- SALA FRANCO, y ALBIOL MONTESINOS, "Derecho Sindical" op.
cit., pag 438.
163 .- SALA FRANCO , y ALBIOL MONTESINOS, "Derecho Sindical" op.
cit. pag. 438.
164 .- DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, Y GARCIA-PERROTE
ESCARTIN, "Instituciones...." op. cit. pag. 451.
165 .- En tal sentido DURAN LOPEZ, ("Derecho de Huelga...." op.
cit. pag. 42), "Esta operación limitadora, operación ideológico- 
política mixtificada como elaboración técnico-jurídica, se ha 
desarrollado de manera fundamental por dos diversos caminos: a) Por una 
parte dando una definición restrictiva del supuesto de hecho "huelga", 
expeliendo, por consiguiente, del ámbito de protección del derecho todo 
lo que exceda de esa definición, b) Por otra identificando una serie de 
principios inspiradores del ejercicio de la huelga que, fundados en la 
misma naturaleza de las cosas, determinan necesariamente las 
modalidades posibles de la misma. Principios inspiradores que tienden 
igualmente a expeler del ámbito de protección del derecho aquellas 
formas de huelga que no se adecúen - fundamentalmente en sus efectos -
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la protección y reconocimiento otorgados al derecho de 
huelga. La posición más lógica es considerar que al aludir 
a la huelga, hay que rechazar un concepto restrictivo, pero 
también una extensión desmesurada de lo que realmente es la 
huelga (166).
Sobre la base de ese concepto, en atención a la 
modalidad o procedimiento, la doctrina (167 ) diferencia
a los mismos.”
166 .- En ese mismo sentido OJEDA AVILES, ("Derecho Sindical” op.
cit. pag. 411), ”A la hora de intentar una definición de huelga hemos 
de evitar el peligro de una reducción conceptual, centrada en su 
manifestación más vistosa y protegida, que elude otras antaño menos 
frecuentes, y quizá por ello consideradas como atípicas, impropias o 
abusivas. Por otro lado, hemos de huir de una excesiva generalización 
que la confundiría con cualquier falta colectiva.”
167 .- A titulo de ejemplo, pueden citarse, entre otros muchos:
ALONSO GARCIA, ("Derecho Procesal..." op. cit. pag 93) distingue, 
"huelga propiamente dicha, huelga de advertencia, huelga turnante, 
huelga sorpresa, huelga de celo, huelga de brazos caídos, huelga con 
ocupación de locales".
DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y GARCIA-PERROTE ESCARTIN, 
("Instituciones...." op. cit, pag 451), diferencian, además de la que 
implica la cesación total en el trabajo, la "huelga turnante, rotatoria 
o articulada, la huelga intermitente, la huelga tapón o trombosis, la 
huelga de trabajo lento y la huelga de celo o reglamento".
SALA FRANCO, y ALBIOL MONTESINOS, ("Derecho Sindical" op. cit. 
pags. 439 y 440), aparte de la huelga con cesación total del trabajo y 
de diferenciar entre huelgas sindicales y salvajes, clasifican la 
huelga por el procedimiento o modalidad de las siguientes formas: 
huelga sorpresa, con ocupación de locales, de brazos caídos, huelgas 
articuladas entre las que existen: rotatorias, intermitentes y
estratégicas o de tapón; huelgas de reglamento o celo, y de trabajo 
lento.
OJEDA AVILES, ("Derecho Sindical" op. cit. pags.414 a 421), 
distingue entre: modalidades con cesación del trabajo, en las que 
agrupa la huelga general, la huelga indefinida, la huelga por tiempo 
determinado, la huelga parcial, la huelga turnante, rotatoria o 
articulada, la huelga ■ neurálgica, tapón o trombosis, y la huelga 
intermitente; y modalidades sin cesación de la actividad laboral en las 
que agrupa la huelga relámpago, de advertencia, simbólica o de 
demostración, la huelga de bajo rendimiento o de trabajo lento, la
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múltiples tipos de huelga. En cualquier caso es evidente
que es una de las medidas de presión tradicional en los 
conflictos colectivos de trabajo, no necesariamente 
vinculada a ellos, pero utilizable y muy utilizada, y, por 
su importancia y trascendencia, es la medida conflictiva 
por excelencia y de la que con mayor profusión se ocupan 
los ordenamientos jurídicos con diferentes regulaciones, 
según la consideración social que se de al propio conflicto 
laboral y al grado de presión coactiva, por parte de los
trabajadores, que se admita en relación con él.
b) - Por parte de los empresarios, tradicionalmente se 
enumeran:
Difusión de las ofertas empresariales y 
publicidad contraria al conflicto, en el mismo sentido y 
con la misma finalidad que se contempló para los 
trabaj adores.
Mayor ejercicio de sus poderes empresariales y 
no colaboración, es decir, como se ha afirmado, el
empresario puede utilizar como medida de presión "una 
exigencia más rigurosa en determinados aspectos del
cumplimiento de las obligaciones contractuales.........  (y)
huelga de celo o reglamento, la huelga de brazos caídos o huelga 
blanca, y la huelga activa o al revés, a la japonesa, de trabajo 
arbitrario.
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los cambios en la política de personal y en la organización 
de la producción" (16S ).
- Las listas negras o blancas de trabajadores, 
tanto aconsejando a otros empresarios la no contratación de 
algunas personas, es decir, las listas negras, como, con 
finalidades idénticas, las denominadas "listas
blancas" (16S ) que en lugar de recoger empleados 
conflictivos, recogen a aquellos que están dispuestos a una 
mayor colaboración con el empresario o que están afiliados 
a sindicatos amarillos. La ilicitud de estas prácticas es 
una consideración unánime (170 ), pero ello no excluye,
16£ .- DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, GARCIA-PERROTE ESCARTIN,
"Instituciones...." op. cit. pag. 510.
165 .- Así las califica SANCHEZ-CERVERA y SENRA, "Lecciones "
op. cit. pag. 292
170 Ambas son prácticas prohibidas por el Convenio 98 de la 
O.I.T. que las califica de actos de ingerencia o discriminación 
antisindical, y en nuestra doctrina desde siempre se ha considerado su 
ilicitud, y así, por ejemplo, véase la clásica y contundente afirmación 
de ALONSO GARCIA, ("Derecho Procesal..." op. cit. pag. 185 y 
"Curso..." op. cit. pag. 637), relativa a las listas negras, quien, 
tras resaltar sus semejanzas con el "boicot de contratos laborales al 
empresario por parte de los trabajadores" y calificarlas incluso de 
"boicot empresarial" afirma, " En cuanto a los fines o móviles de la 
notificación, o en otras palabras, de la inclusión de un trabajador en 
la lista negra no pueden aceptarse nunca como lícitos: en unos casos
porque ya la razón determinante es ilícita en sí......  (en otros)
porque la conducta del trabajador o trabajadores contra quienes la 
medida se dirige, podrá, en todo caso, dar lugar al ejercicio de una 
acción individual, o motivar la resolución del contrato con ellos 
celebrado, pero no inducir a los demás a la aplicación de una efectiva 
medida de coacción que constituya violación absoluta del principio 
básico que consagra el derecho a trabajar...."
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que, aún repudiadas, se ejerciten, amparadas generalmente 
en la dificultad de poder demostrar su existencia.
- Individualización del conflicto. Raramente la 
doctrina se refiere a otra posible presión del empresario 
que en la práctica se da y que consiste en intentar 
imposibilitar una solución colectiva al conflicto, buscando 
que individualmente los trabajadores se adhieran a las 
soluciones ofrecidas, de tal modo que al ir disminuyendo el 
respaldo de los trabajadores a las reivindicaciones 
colectivas, disminuya la capacidad de presión y al final 
devenga imposible la adopción de medidas de conflicto
Extinción de los contratos de trabajo. El 
empresario puede utilizar su poder disciplinario para 
extinguir los contratos de trabajo de quienes participan en 
un conflicto, o, en general, de todos los trabajadores de
171 .- Es decir una práctica obstruccionista basada en
experiencias norteamericanas como afirma SANCHEZ CERVERA y SENRA,
("Lecciones " op. cit. pag. 291), y que incluso en España ha
recibido consideraciones en algún Congreso Sindical, si bien en 
relación, especialmente, a los problemas que plantea en la negociación 
colectiva.
Al respecto, por ejemplo, la referencia a los aumentos 
unilaterales concedidos individualmente por los empresarios en el 
conflicto de Banca de 1983, en "Documentos aprobados en el IV Congreso 
de la Confederación Sindical de Comisiones Obreras" Madrid (CC.00) 
1988, pag. 22.
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la empresa (172 ) . Es, evidentemente, un medio de presión 
extremo y que sólo ordenamientos de corte autoritario, que 
prohíben el recurso a medidas de presión por parte de los 
trabajadores, contemplan.
En cualquier ca$o el empresario puede actuar de este 
modo abiertamente, lo que generalmente conducirá a la 
declaración de ilicitud de su conducta, o encubiertamente, 
lo que planteará a los trabajadores el problema de 
demostrar la verdadera finalidad empresarial.
- Cierre empresarial (173 ). Se ha definido el 
cierre patronal como la "prohibición de acceso a los 
lugares de trabajo, decidida unilateralmente por el 
empresario frente a sus trabajadores como medio de apoyo a 
su propia posición en el marco de una controversia 
colectiva" ( 3 74 ), en definitiva "para mantener las 
condiciones de trabajo existentes o crear otras más
172 .- Por ejemplo, MARTIN VALVERDE, RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ,
y GARCIA MURCIA, ("Lecciones..." op. cit. pag. 320), "También el poder 
disciplinario y, en particular, la sanción de despido, puede ser 
utilizado como medida de presión o instrumento de coacción frente a los 
trabajadores; de hecho, es frecuente que se utilice como respuesta a 
otras acciones conflictivas iniciadas por los trabajadores".
173 .- Para su estudio más detallado me remito, por su extensión
y proximidad temporal, al estudio de RUIZ CASTILLO, "El cierre...." op. 
cit.
174 .-RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, "El Cierre ___ ", op.cit. pag.
134.
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favorables a la empresa" (175). En realidad, puede 
producirse con las siguientes finalidades: " imponer a 
éstos (los trabajadores) determinadas condiciones laborales 
(cierre patronal ofensivo), de responder a una huelga o a 
cualquier otro medio de presión de los trabajadores (cierre 
patronal defensivo), por solidaridad (cierre patronal de 
solidaridad) ó por móviles políticos (cierre patronal 
político)" (]76 ) .
Es decir, ocurre al igual que en la huelga, no 
necesariamente el cierre patronal se vincula a un conflicto 
colectivo, pero es evidente que constituye una medida de 
presión que puede adoptarse y se adopta en relación con 
éste (177 ) .
En todo caso debe implicar una clausura temporal 
(17fe) del centro del trabajo, pues la clausura definitiva
.-ALONSO GARCIA, "Derecho Procesal...." op. cit. pag. 158.
175 .- SALA FRANCO, y ALBIOL MONTESINOS, "Derecho Sindical" op.
cit. pag. 511.
177 .- Incluso con finalidades muy diversas como señala GARCIA
NINET ("El cierre...." op. cit. pag. 75), "prevenir o romper una huelga 
ya declarada (sirviendo así de antihuelga), suspender los contratos de 
quienes incluso no fueron a la huelga y extinguir los de aquellos que 
sí fueron, enfrentar a los huelguistas con los no huelguistas al dejar 
a éstos últimos sin salario pese a no querer ir a la huelga, el acabar 
con las cajas de resistencia de los huelguistas al prolongar el 
conflicto....".
178 .- la condición de temporalidad está implícita en muchas
definiciones del cierre patronal, en otras se recoge explícitamente, 
así por ejemplo se afirma que "hay que entender la medida de lucha 
colectiva de uno o varios empleadores, consistente en la clausura total 
o parcial del centro de trabajo, por decisión propia, para impedir sin
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constituiría un supuesto de extinciones al que antes me he 
referido, y ejercerse con una finalidad de presión o de 
contestación a la presión pues otras clausuras, por razones 
económicas, tecnológicas, de fuerza mayor, por motivos de 
seguridad e higiene, no constituyen cierre patronal (179 ) 
ya que, además, los provocados por esas circunstancias no 
revisten el carácter, que parece consustancial con aquél, 
de "acto voluntario, querido y predeterminado a un fin" 
(18°).
En algún caso se admite como cierre patronal, la 
suspensión colectiva de relaciones laborales, aún cuando no 
implique la clausura del centro de trabajo (181 ).
De lo dicho se desprende que el cierre patronal puede 
adoptarse como medida de presión en un conflicto colectivo, 
bien ofensivamente, bien defensivamente frente a medidas
ánimo extintivo definitivo de la relación laboral..." CAMPS RUIZ, 
RAMIREZ MARTINEZ, y SALA FRANCO, ("Fundamentos... " op. cit. pag. 
247); y, antes, ALONSO GARCIA, ("Derecho Procesal..." op. cit. pag. 
158), que lo entiende "como la decisión empresarial consistente en la 
clausura temporal del lugar de trabajo..."
179 .- En tal sentido SALA FRANCO, y ALBIOL MONTESINOS,
"Derecho Sindical" op. cit. pag.511.
180 .- GARCIA ABELLAN, "Derecho de Conflictos..." op. cit. pag.
157.
181 .- En este sentido MONTOYA MELGAR, ALFREDO, ("Derecho del
Trabajo" 12^ edición, MADRID (Tecnos) 1991, pag 693), "Si bien el 
cierre patronal típico es el consistente en la clausura de los centros 
de trabajo, es admitida la posibilidad de que, sin producirse tal 
clausura material, exista cierre al suspenderse por decisión patronal 
una pluralidad de relaciones laborales, siempre que se de el animus 
defensivo u ofensivo característico de este medio de presión patronal".
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excesivas adoptadas por los trabajadores. Como también se 
expuso, la doctrina, en general, no admite el cierre 
ofensivo, y sí ciertas manifestaciones del defensivo, pero 
nuevamente se trata de un problema de reconocimiento por el 
ordenamiento jurídico, porque, al margen de su legalidad o 
no, el empresario obviamente puede adoptar ambos.
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Las medidas citadas, aún teniendo presente que la 
realidad social desborda los encasillamientos, y en una 
aproximación somera, simplemente para hacer una referencia 
a su exclusión como medios de solución, son las que 
normalmente se utilizan, en el marco de los conflictos 
colectivos, sin prejuzgar sobre su licitud y regulación, 
problema propio de cada ordenamiento, que desborda el 
objeto de este estudio.
í
i
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2.2.B.- LA UTILIZACION DE MEDIDAS DE PRESION EN LOS 
CONFLICTOS JURIDICOS
Al hablar de los sistemas de solución de conflictos 
colectivos jurídicos, ya se expuso la idea de que, en 
general, les resultaban de aplicación los mismos que a los 
conflictos de intereses, con la salvedad de que una 
solución jurisdiccional parecía más adecuada a los 
primeros, mientras que en los segundos, ante la ausencia de 
una norma jurídica a interpretar o aplicar, parecía más 
lógico acudir a soluciones basadas en la autonomía de las 
partes, con abstención, salvo casos excepcionales, de 
intervención estatal, incluida la jurisdiccional. Es más, 
se avanzó la opinión de que en todos los conflictos, 
incluidos los jurídicos, la negociación entre los afectados 
era la vía adecuada para su solución, y, por ello, se 
afirmaba el carácter subsidiario de cualquier otro 
procedimiento.
En coherencia con lo anterior, debe entenderse que es 
perfectamente lógico que las partes recurran a medidas de 
presión para la solución de conflictos jurídicos, o, mejor 
dicho, para presionar a la contraparte a llegar a un 
acuerdo negociado de solución. Obviamente, las medidas a 
que las partes puedan recurrir, serán las que reconozca el 
ordenamiento positivo, pero lo que no sería acertado es que
i
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se aceptase el recurso a éstas exclusivamente en los 
conflictos de intereses.
Ese temor subyace, en muchas de las opiniones que 
rechazan la distinción tajante entre ambos tipos de 
conflictos (182) y, « ciertamente, en algunas opiniones 
doctrinales se sostuvo, en su momento, la inadecuación de 
las medidas de presión, especialmente la huelga, en 
conflictos jurídicos (183) y el Comité de Libertad
182 .- "La virtualidad tradicionalmente más importante de la
distinción entre conflictos jurídicos y conflictos de intereses y que 
pretendía cumplir ciertamente una función normativa, ha consistido, 
antes que nada, en justificar técnicas e instancias de composición 
diferentes para cada tipo de conflicto; y en segundo y fundamental 
lugar, ha llevado también a calificar como ilegítima la autotutela en 
el conflicto jurídico. El recurso a la huelga en el caso de conflicto 
jurídico se dirigía en la conocida formulación de SANTORO PASARELLI a 
"tutelar un derecho perfecto" y ello supondría "una derogación de la 
exclusividad jurisdiccional y de la soberanía del Estado"" DE LA VILLA
GIL, GARCIA BECEDAS, Y GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "Instituciones "
op. cit. pag. 406.
La formulación a que se alude en la cita puede verse en SANTORO 
PASSARELLI, FRANCESCO, ("Nociones de Derecho del Trabajo", Madrid (IEP) 
1963, pag. 46), "Si el ordenamiento consintiese una acción directa de 
las partes interesadas para imponer a la otra la solución de estas 
controversias jurídicas, establecería realmente una derogación al 
principio de la exclusividad jurisdiccional del Estado".
183 .- véase la posición de SANTORO-PASSARELLI, en la nota
anterior.
0, por ejemplo, HUECK y NIPPERDEY, ("Compendio...." op. cit. pags. 
428 y 429), "También existe antijuridicidad de la contienda laboral si 
el fin que se persigue puede obtenerse por medios jurídicos. Así es
contraria a derecho, por ejemplo,  una huelga en contra de un pago
de salarios por debajo de los del convenio. Pues....existe una vía
jurídica, sin que sea permitida la autodefensa".
En nuestro Derecho, por ejemplo, puede verse esa consideración en
GARCIA ABELLAN ("Derecho de Conflictos " op. cit. pag. 31 y 32),
"... aún en el supuesto de admitir la huelga como un derecho... en el 
planteamiento y manifestación de los conflictos jurídicos o de 
aplicación debe excluirse la legitimidad de la acción directa y en 
particular de la huelga para su solución".
En el mismo sentido ALONSO GARCIA ("Derecho Procesal...." op. cit.
pag. 39).
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Sindical en algún informe (184 ) ha considerado que la 
búsqueda de soluciones a los mismos debía incumbir a los 
tribunales competentes, con posibilidad de prohibición de 
huelga en tales supuestos.
Para analizar la cuestión no debe olvidarse que todos 
los conflictos laborales, incluso los jurídicos, en los que 
subyace en ocasiones un conflicto económico encubierto, o 
el intento de adaptar la interpretación de la norma a lo 
que la parte entiende como la realidad social actualizada, 
considerando que debe cambiar la tradicional por haber 
variado las circunstancias sociales, son susceptibles de 
solución por vía negociada; pues bien, si se admite la 
negociación entre las partes, no puede privárseles de los 
posibles elementos de presión que el Derecho les reconozca 
a tal fin.
Por otro lado, los conflictos jurídicos admiten, por 
su propia naturaleza, una solución judicial, pero el 
Estado, en una sociedad democrática, renuncia a su 
exclusividad jurisdiccional, entendida como sometimiento
En otras opiniones se hace también una exclusión de la huelga en 
conflictos jurídicos pero menos categórica, así por ejemplo, BIRK, 
ROLF, ("II Conflitto di lavoro, le legge sugli scioperi e le serrate" 
en AA.W. "Diritto del lavoro e relazioni industriali compárate" Roma 
(edizioni lavoro) 1983, pag. 427), "Normalmente el objeto de una huelga 
no es hacer respetar el derecho existente sino crear otro. La huelga 
sirve, pues, para resolver conflictos de intereses entre trabajadores y 
empresarios. Las controversias sobre derechos de los trabajadores deben 
ser resueltas principalmente por los tribunales, especialmente por 
tribunales laborales si existen".
184 O.I.T., CLS, informe 119, caso 611, ya citado con
anterioridad.
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obligatorio de los conflictos a las soluciones estatales 
(165), exclusividad que cede ante las posibles soluciones 
autónomas que puedan encontrar los interesados.
Es decir, que los conflictos jurídicos o de 
interpretación admitan una solución jurisdiccional, no 
implica que esta sea necesaria, ni la antepone a las 
soluciones negociadas, frente a las que seguirá siendo 
subsidiaria, como en el plano del Derecho Positivo se 
evidenciará y, por tanto, ni debe excluir, ni limitar, el
i
recurso de las partes a las medidas de conflicto que el 
ordenamiento les reconozca (186)/ cuya licitud tampoco 
podrá juzgarse, en atención al mayor o menor fundamento 
jurídico de las pretensiones sostenidas por los afectados 
(167).
Una regulación que excluyese el recurso a medidas de 
presión en los conflictos jurídicos, supondría volver a un
1BÍ . - La "exclusividad jurisdiccional del Estado" en materia de 
disciplina colectiva se ha calificado de "uno de los puntos 
fundamentales de la ideología jurídica del corporativismo fascista" 
DURAN LOPEZ, "Derecho de Huelga..." op. cit. pag. 79.
386 .- Esa fue, en definitiva y en nuestro Derecho, la solución
adoptada por el Tribunal Constitucional en su sentencia, ya aludida, de 
8 de Abril de 1981, FJ 14, al señalar que "....nada impide la huelga 
(por extensión incluyo las restantes medidas de presión) durante el 
período de vigencia del Convenio Colectivo cuando la finalidad de la 
huelga no sea estrictamente la de alterar el Convenio, como puede ser 
reclamar una interpretación del mismo....".
187 .- Como señala SINAY ("La greve" op. cit. pag. 176), incluso
cuando la huelga se ejercita en un estricto conflicto jurídico "el Juez 
no puede considerarla ilícita por el simple hecho de que, según él, la 
demanda judicial obrera no tendría ningún fundamento...".
íi
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excesivo intervencionismo estatal en la solución de las 
controversias laborales, y conllevaría una exagerada 
limitación del derecho de huelga, emprendiendo un camino 
que va en contra del sentir de la evolución del Derecho del 
Trabajo y de la importancia que debe concederse a la 
autonomía de los agentes sociales y a las medidas de 
autotutela.
Centradas las bases del estudio se pretende ahora 
abordar el Derecho Positivo Español, para analizar en 
concreto los sistemas vigentes de solución del conflicto 
colectivo-juridico, su relación con las medidas de presión 
y, especialmente, el vigente procedimiento jurisdiccional 
de solución de conflictos colectivos.
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III) LOS CONFLICTOS COLECTIVOS JURIDICOS EN EL 
DERECHO ESPAÑOL
j
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3.1.- VALORACION CONSTITUCIONAL DE LOS CONFLICTOS 
COLECTIVOS DE TRABAJO JURIDICOS.-
3.1.A. .- EL RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL DEL
CONFLICTO COLECTIVO JURIDICO-LABORAL.-
1 .- El reconocimiento constitucional En nuestra
Constitución existe un reconocimiento expreso del conflicto 
laboral, en general y en buena lógica con el sistema de 
relaciones laborales que diseña que, como se expuso, se 
fundamenta en la autonomía colectiva (160), por tanto 
también se reconoce el conflicto colectivo jurídico. Ese 
reconocimiento está efectuado en términos amplios y 
positivos, pues el art. 37.2 CE establece literalmente que 
"se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a 
adoptar medidas de conflicto colectivo", con la única 
matización de que "La ley que regule el ejercicio de este 
derecho, sin perjuicio de las limitaciones que pueda 
establecer, incluirá las garantías precisas para asegurar
188 .-Véase en este estudio 2.1. Concepto y Clasificación de los 
procedimientos de solución de conflictos colectivos jurídicos.
En definitiva, como señala MARTIN VALVERDE ("El ordenamiento...." 
op. cit. pag. 159), "el principio de autonomía colectiva afecta 
directamente a distintas instituciones jurídico laborales: la
negociación colectiva, por supuesto, pero también los instrumentos de 
presión en los conflictos colectivos, los medios de solución de los 
mismos....".
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el funcionamiento de los servicios esenciales de la 
comunidad".
El reconocimiento del conflicto colectivo se deriva, 
además, del reconocimiento constitucional de numerosos 
derechos laborales golectivos o sindicales. El propio 
derecho de huelga, si bien no se vincula necesariamente al 
conflicto colectivo, supone la admisión expresa de la 
posibilidad de que los trabajadores acudan a la presión 
para la defensa de sus intereses, y, por tanto, la admisión 
de que estos pueden ser diferentes de los de sus 
empleadores, lo que no es sino la base sobre la que se 
sustenta el conflicto colectivo laboral.
En el mismo sentido, el derecho de libertad sindical 
(165), no es sino la admisión de la libertad de 
organización para la defensa de esos intereses, y el 
reconocimiento de la negociación colectiva es la aceptación 
expresa de que, partiendo de esa divergencia entre sus 
respectivos intereses, empleadores y trabajadores pueden
189 . - De cuyo contenido forma parte esencial el propio derecho
al planteamiento de conflictos colectivos, conforme a una reiterada 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional (por ejemplo STCO 70/1982 de 
29 de Noviembre, FJ 3 a 6; STCO 37/1983 de 11 de Mayo, FJ 2 y 3...).
Como señalan, por ejemplo, DURAN LOPEZ, FEDERICO y SAEZ LARA, 
CARMEN, ("Libertad sindical y acción sindical en la empresa en la 
Jurisprudencia del Tribunal Constitucional", REDT, 52/1992, pag. 171), 
formarían parte del contenido esencial de la libertad sindical, en 
sentido colectivo, junto a los aspectos organizativos, el derecho de 
huelga, el de negociación colectiva y el de adopción de medidas de 
conflicto.
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contraponerlos y alcanzar un compromiso entre los mismos 
(19°).
Por último, el derecho de negociación colectiva (art.
37.1. CE) es la más clara admisión de la existencia de 
intereses discrepantes que mediante la negociación pueden 
encontrar su equilibrio.
En definitiva, nuestra Constitución, en todo lo que se 
podría denominar su "bloque sindical", está partiendo de la 
idea y del reconocimiento del conflicto laboral y, dando 
por supuesta y por tácitamente reconocida su existencia, 
concreta en el artículo 37.2. el derecho a adoptar las 
correspondientes medidas de conflicto, con lo que reafirma 
así, de un modo expreso y claro, la admisión de aquél, que 
al ser general e indiferenciada, incluye, sin duda, al 
conflicto jurídico o de interpretación.
2 . - E l  concepto constitucional de medidas de 
conflicto.- El diseño constitucional es claro y a la vez 
ambiguo; ambiguo porque, al no concretar el art. 37.2. C.E. 
que debe considerarse como "medidas de conflicto 
colectivo", puede suscitar la duda sobre lo que 
comprenden, y así "cabe pensar, en primer lugar, que la 
expresión "derecho a adoptar medidas de conflicto 
colectivo" alude a medios pacíficos de planteamiento y
190 .- Como señalan MARTIN VALVERDE, RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ y
GARCIA MURCIA, ("Lecciones...... ", op.cit. pag. 348), la conexión entre
el art. 37.2. y el 37.1. de la Constitución es manifiesta, en atención
a "la virtualidad de las medidas de conflicto para apoyar las
pretensiones y propuestas de cada una de las partes en el proceso de
negociación".
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solución de controversias colectivas...(pero también que)., 
el art. 37.2 no hace sino reconocer limitadamente algunas 
medidas de conflicto colectivo diversas a la 
huelga. ..." (1S1 ), e, incluso, que se refiere 
exclusivamente a esas medidas, "con independencia de que la 
Ley que regule estos derechos prevea también medios 
pacíficos de solución de los conflictos" (192 ). Un sector 
doctrinal ha señalado que la referencia debe entenderse 
hecha a todos"los recursos pacíficos y laborales utilizados 
por las partes en una controversia directa" *(193)-
Cabría pues pensar si el art. 37.2. C.E. se refiere al 
reconocimiento de procedimientos de solución creados por 
las partes, al recurso a medidas de conflicto, entendidas 
como medidas de presión, o a ambos. Se ha señalado que "del 
iter parlamentario constitucional se desprende la voluntad 
de incluir en el art. 37.2 el derecho a la adopción de 
tales procedimientos (los de solución pacífica)" (194 ),
191 .- VALDES DAL-RE, FERNANDO, "El cierre Patronal" en AA.W. 
"Huelga, Cierre Patronal y Conflictos Colectivos" Madrid (Civitas) 
1982, pag. 155.
192 .- RIVERO LAMAS, JUAN, "Democracia pluralista y autonomía 
sindical (actividad política de los sindicatos y Constitución)" en 
AA.W. "Estudios de Derecho del Trabajo en memoria del profesor Bayón 
Chacón", pags. 200 y 201.
193 .-OJEDA AVILES, "Derecho Sindical" op. cit. pag. 392.
194 .- DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y GARCIA-PERROTE
ESCARTIN, "Instituciones " op. cit. pag. 430, con cita de
abundantes intervenciones parlamentarias que hacían alusión a que, 
dicho artículo, se refería a fórmulas de composición, procedimientos
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pero que el citado artículo cubra solamente esas 
posibilidades, ya no es tan claro que pueda desprenderse 
del debate parlamentario (19S ) y, además, se compagina mal 
con la exigencia de garantías para el funcionamiento de los 
servicios esenciales para la comunidad, que no tendrían que 
verse alterados por un procedimiento conciliatorio o 
arbitral, pero que sí podrían serlo por el recurso a 
medidas de presión. Parece, pues, que el art. 37.2 incluye, 
sin duda, la posibilidad de acudir a medidas de presión, 
tanto por los trabajadores como por los empresarios, 
medidas que además serán distintas de la huelga, que se 
regula como derecho diferenciado en el art. 28 CE.
En algún caso se afirma que el art. 37.2 tan sólo 
"reconoce limitadamente algunas medidas de conflicto 
colectivo obrero-patronales inferiores a la huelga y el 
cierre (patronal)" (196 ), mientras que otras muchas
arbitrales, etc....
195 . - Al respecto es sumamente interesante y revelador el
análisis resumido que de la génesis del artículo 37.2. C.E. y del 
debate parlamentario sobre el mismo realiza GARCIA NINET "El 
cierre " op. cit. pags. 104 a 111, y a él me remito.
Son igualmente reveladores al respecto:
MONTOYA MELGAR, ALFREDO, "Sindicatos, convenios y conflictos 
colectivos: el debate constitucional" en AA.W. "Los trabajadores y la 
Constitución" Madrid (SELSA) 1980, pags. 187 y siguientes.
VIDA SORIA, JOSE, "Génesis de las normas laborales en la 
Constitución Española de 1978" en AA.W. "Estudios de Derecho del
Trabajo en memoria del profesor Bayón " op. cit. pags. 255 y
siguientes.
VALDES DAL-RE, en AA.W. "Huelga, Cierre.." op. cit. pags. 149 y
150.
195 .-OJEDA AVILES, "Derecho Sindical" op. cit. pag. 523.
pag. 147
opiniones consideran que la Constitución, al aludir a las 
medidas de conflicto por parte empresarial, incluye algunos 
supuestos de cierre patronal (197 ).
Al margen del debate doctrinal, la STCO de 8 de Abril 
de 1981 (FJ 22), venía a sentar criterios de interpretación 
constitucional en la materia, y establecía que el art. 37 
faculta a trabajadores y empresarios para otras medidas de 
conflictos distintas de la huelga, de manera que ésta no 
era la única, aunque, pese a su carácter de derecho 
autónomo, podía ser en muchos casos una de ellas. A su vez, 
se admitía que el cierre patronal quedaba incluido entre 
las medidas generales de conflicto del art. 37, si bien 
sólo en aquellos casos en que pudiese conceptuarse como un 
cierre defensivo, para asegurar la integridad de las 
personas y bienes. Posteriormente el propio Tribunal 
matizaría, en relación con el proceso de conflicto 
colectivo, que, también, "el derecho de los trabajadores y 
empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo, entre 
las que se encuentra sin duda el propio planteamiento
197 .- En tal sentido SANCHEZ CERVERA SENRA, ("Lecciones
 " op. cit., pag. 329), "el art. 37.2 de la C.E.,utilizando una
formula de compromiso, alude al "derecho de los trabajadores y 
empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo", una de las 
cuales, por parte empresarial, no puede ser sino el cierre...".
En idéntico sentido BARREIRO GONZALEZ, "La huelga....... " op.
cit. pag. 100. MONTOYA MELGAR, "Derecho del Trabajo" op. cit., pags. 
694 y 695, etc....
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formal del conflicto, aparece reconocido en el artículo 37, 
número 2, de la CE" (19S).
Esa inicial ambigüedad quedaba así despejada y puede 
decirse que, a la vista de un reconocimiento tan amplio de 
las medidas de conflicto, la Constitución asume como 
normal, y en definitiva reconoce la libertad, y el derecho 
al planteamiento de conflictos colectivos, con todo cuanto 
es inherente a ellos, especialmente el recurso a una cierta 
coacción sobre la otra parte, pudiéndose entender incluida 
en ese derecho al planteamiento, la posibilidad de adoptar 
procedimientos para su solución (199 ).
198 STCO 74/1983, de 30 de Julio, FJ 1.
199 Al respecto DE LA VILLA GIL, LUIS ENRIQUE, y MONTOYA
MELGAR, ALFREDO, "Problemas actuales del Derecho del Trabajo en España" 
Revista de Trabajo 81/1986, pags. 29 y 30.
También sustentan esta postura, por ejemplo, MARTIN VALVERDE, 
RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ y GARCIA MURCIA, ("Lecciones...", op. cit. 
pag. 350), "Pero cabe preguntarse qué otras medidas incluye el art. 
37.2 Const. Pacíficamente se acepta que entre ellas se encuentra el 
denominado procedimiento legal de conflicto colectivo.... La inclusión 
de este procedimiento entre las medidas de conflicto colectivo pone de 
relieve, al mismo tiempo, que entre ellas pueden encontrarse tanto 
medidas de presión o lucha laboral, como vías de solución de las 
situaciones conflictivas".
También con total claridad HERNANDEZ VIGUERAS, ("La solución..." 
op. cit. pag. 81), "Así el artículo 37.2 CE ampara el recurso a la 
mediación, privada o pública, y al arbitraje como tales medidas de
conflicto  el sindicato o la empresa están legitimados para apelar
a ... cualquier otro procedimiento de solución, lo que puede constituir 
per se una presión sobre la parte contraria".
Incluso aunque se entienda que la Constitución no reconoce 
expresamente ese Derecho, como afirma BARREIRO GONZALEZ, ("La
Huelga " op. cit. pag. 109), "No obstante puede verse inmerso en
el artículo 37 de la misma, como una de las manifestaciones y variantes 
prácticas del derecho a la negociación colectiva y como una de las 
medidas de conflicto colectivo a la que trabajadores y empresarios 
pueden recurrir, precisamente para encontrar solución pacífica al 
mismo".
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3 . - L a  posición constitucional frente al conflicto
laboral: prevalencia del derecho de huelga No obstante
lo anterior, es cierto que, en su momento, nuestra 
Constitución, por sus propias condiciones de elaboración, 
pudo suscitar dudas sobre la posición en que se situaba 
frente al conflicto laboral. En efecto, en relación con las 
tradicionales posturas que al respecto pueden sostenerse 
(represión, tolerancia o neutralidad, y derecho), a las que 
en su momento se hizo referencia recogiendo la conocida 
formulación de CALAMANDREI, se ha señalado que la opción 
constitucional que se deriva de la existencia de los 
artículos 28.2. y 37.2. resulta inédita en el 
constitucionalismo comparado pues "parece estar sustentando 
las bases de dos modelos de conflicto tradicionalmente 
enfrentados: por una parte, el que podríamos calificar de 
libertad de conflicto, al concederse a las partes, bien 
como simples libertades de hecho o bien configurados como 
derechos, instrumentos de lucha colectiva similares y 
contrapuestos, que encontrarían su fundamento en el art.
37.2. C.E. cuando reconoce indistintamente a trabajadores y
En el mismo sentido DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, GARCIA-
PERROTE ESCARTIN, ("Instituciones.... " op. cit. pag. 429), que
resaltan que esos procedimientos "pueden encontrar amparo 
constitucional indirecto" en el citado art. 37.2. C.E.
Por otro lado, como señala MARTIN VALVERDE ("El ordenamiento...." 
op. cit. pag. 151) en el marco concreto de los procedimientos de 
solución que encuentran origen en el RDLRT, no puede ignorarse que se 
conciben, en la propia norma, "no sólo como un medio de solución... 
sino como un acto de trascendencia "táctica" en la contienda laboral, 
y, por tanto, como una "medida de conflicto" que pueda estar cubierta 
por el art. 37.2.".
i
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empresarios el derecho a la adopción de medidas de
conflicto...... Y, por otro, y al mismo tiempo, el art.
28.2. C.E. que parece de igual forma constitucionalizar el 
modelo de conflicto que en el contexto cultural de la 
Europa meridional se identifica con el reconocimiento del 
derecho de huelga y que como consecuencia necesaria 
conlleva la prohibición del cierre patronal, medida 
empresarial que se opone y desvirtúa el reconocimiento 
efectivo del primero..." ( 200 ), pero, según creo, la 
Constitución mantiene una cierta coherencia, pues no 
necesariamente el reconocimiento del derecho al conflicto 
laboral tiene que implicar la "paridad de armas", ni, en 
consecuencia, permitir el cierre patronal ofensivo, ya que 
aquél derecho debe conjugarse con el reconocimiento 
constitucional del de huelga, que parece prevalente y por 
eso, el amparo constitucional al ejercicio de medidas de 
presión, en lo que se refiere como es obvio al empleador, 
encontraría su límite en el ineludible respecto a la 
huelga, "por lo tanto, en caso de conflicto entre ambos 
derechos (p.ej., en el supuesto de cierres anteriores a la 
huelga, dirigidos a hacer imposible el ejercicio del 
derecho de huelga, cierres ofensivos en sentido amplio), 
debe prevalecer el derecho de huelga sobre el derecho de
200 .- RUIZ CASTILLO, "El cierre " op. cit. pags. 74 y 75.
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cierre" (201 ), esa fue, en definitiva, la solución asumida 
al respecto por el Tribunal Constitucional en la ya citada 
sentencia de 8 de Abril de 1981 (FJ. 22), y en tal sentido, 
las dudas de algún sector doctrinal deben entenderse 
despejadas en el terreno práctico, aún cuando puedan 
obviamente mantenerse como crítica hacia la solución 
adoptada.
Nuestra Constitución parte, pues, de dos supuestos 
perfectamente conciliables, reconocimiento del derecho de 
huelga (como derecho autónomo) y reconocimiento del derecho 
de conflicto colectivo laboral y del recurso a medidas de 
presión en relación con él, con las limitaciones expuestas, 
y comprendiendo, también, la posibilidad de
establecimiento de procedimientos de solución por los
propios afectados.
4 . - U n  amplio margen para la Ley .- En esos términos 
el texto constitucional parece claro, pero, al formularse 
todo lo anterior como un reconocimiento genérico, queda un 
amplio margen para que sea la Ley, o Leyes, que regulen la 
materia, expresamente previstas por la Constitución, las
que concreten el contenido exacto de esos derechos, y a la
vista de formulaciones tan generales como la alusión 
indeterminada a las medidas de conflicto, puede aventurarse 
que será difícil saber hasta qué punto la legalidad
201 .- RAMIREZ MARTINEZ, JUAN M. "Huelga y cierre patronal en la
Constitución Española" en AA.W. "Estudios de Derecho del Trabajo en 
memoria del profesor Bayón Chacón", Madrid (Tecnos) 1980, pag. 465.
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ordinaria respeta la voluntad constitucional, que, por otra 
parte, parece ser, en esta cuestión concreta, la de dejar 
un amplio margen de actuación al legislador, al aludir el 
art. 37.2 CE, sin más precisiones, a "las limitaciones que 
la Ley pueda establecer" (202 ).
202 .- Formula que, como se verá cuando se estudie el
procedimiento jurisdiccional de solución de conflictos jurídicos, ha
sido utilizada por el TCO para justificar algunos aspectos de la 
regulación del mismo que podían considerarse restrictivos con el tenor 
literal de la Constitución. Por ejemplo STCO 74/83 de 30 de Julio de
1983 (BOE 18 de Agosto) para negar legitimación a dos comités de
empresa que planteaban un conflicto colectivo, cuya solución podría 
afectar a un ámbito superior al de los trabajadores representados por 
dichos comités.
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3.I.B.- LA TITULARIDAD DEL DERECHO AL PLANTEAMIENTO
DEL CONFLICTO COLECTIVO LABORAL Y AL EJERCICIO 
DE MEDIDAS DE PRESION
1 Titularidad individual o colectiva Abordar el 
problema de la titularidad del derecho constitucional al 
planteamiento de conflictos colectivos, supone enlazar, 
inmediatamente, con el análisis general acerca de la 
titularidad de los derechos sindicales reconocidos en la 
Constitución, y, más específicamente, de la titularidad 
individual o colectiva del derecho de huelga, sobre el que 
se ha centrado el debate doctrinal.
Obviamente el problema ni es nuevo, ni exclusivo del 
Derecho español, e incluso no es ajeno a factores externos 
a los estrictamente jurídicos, lo que no es extraño por el 
propio objeto de la discusión, la huelga con sus notables 
implicaciones sociales.
Lo que si es más característico en el debate es su 
mayor interés en los países con pluralismo sindical y 
elevado número de huelgas, y por ello tiene gran tradición 
en la doctrina italiana (203 ). Por supuesto no se
203 .- Resulta casi un "hecho común" resaltar las posiciones
contrapuestas al respecto entre SANTORO-PASSARELLI y CALAMANDREI, 
entendiendo el primero que la huelga es un derecho fundamental de la 
persona, y por tanto individual, por más que en modo alguno niegue que 
su ejercicio natural, en forma colectiva, conduzca a un fenómeno de por 
sí asociativo. Para el segundo es, sobre todo, un derecho del 
sindicato, pues en tanto que instrumento favorecedor del mejoramiento 
social de las clases trabajadoras debe ser un derecho de los sujetos
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pretende retomar la cuestión, pero sí significar que puede 
producirse en nuestro pais una evolución similar a la 
ocurrida en Italia.
En efecto, en dicho pais se puede afirmar que "en los 
años 60 y, sobre todo, en los 70, la reconstrucción de la 
titularidad individual y ejercicio colectivo,
funcionalmente ligada a un cierto tipo de desarrollo del 
sistema de relaciones industriales, encuentra muy pocas 
voces contrarias" (204 ). Pues bien, esa misma posición fue 
la que adoptó el Tribunal Constitucional al interpretar los 
preceptos de nuestra Constitución, estableciendo que el 
derecho de huelga estaba "atribuido a los trabajadores "uti 
singuli" aunque tenga que ser ejercitado colectivamente 
mediante concierto o acuerdo entre ellos" (205), si bien 
el Tribunal no se limitaba a constatar esa titularidad 
individual y ejercicio colectivo, sino que insistía en una 
cierta participación sindical en algunas de las facultades
que poseen capacidad necesaria para evaluar en concreto si los 
intereses colectivos exigen la huelga, o sea, para administrar las 
reivindicaciones en el tiempo y para negociar períodos de tregua en el 
marco de una estrategia contractual a largo plazo. Al respecto MANCINI 
y R0MAGN0LI "II Diritto .... " op. cit. pag. 301.
204 GAETA, LORENZO, ("le teorie dello sciopero nella dottrina
italiana. Una guida alia lettura", Rivista di dirittto e procedure 
civile, 1990, pag. 154), quien vincula esa posición con la tesis de 
Calamandrei (pag. 151), de quien considera que producía una "especie de 
desdoblamiento del derecho", viendo en el sindicato al titular del 
derecho a la convocatoria de huelga, y al trabajador al titular del 
derecho a adherirse o no a la misma, con lo que se producía una 
cotitularidad del derecho.
205 STCO 8-4-81, FJ 11.
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del citado derecho y así, tras haber afirmado que "un 
sindicato sin derecho al ejercicio de la huelga quedaría, 
en una sociedad democrática, vaciado prácticamente de 
contenido" ( 206 ), señalaba que "para aclarar lo que se 
entiende por ejercicio colectivo debe señalarse que son 
facultades del derecho de huelga la convocatoria o llamada, 
el establecimiento de las reivindicaciones, la publicidad o 
proyección exterior, la negociación y, finalmente, la
decisión de darla por terminada ( y añadía).. las
facultades en que consiste el ejercicio del derecho de 
huelga, en cuanto acción colectiva y concertada, 
corresponden tanto a los trabajadores como a sus 
representantes y a las organizaciones sindicales" (207 ) .
Esa elaboración permitía, de algún modo, hablar de una 
especie de titularidad colectiva de algunas facultades en 
torno al ejercicio de la huelga, e incluso de "una doble 
titularidad del derecho de huelga; la individual, 
expresamente reconocida en el art. 28.2. Const. y plasmada 
en los arts. 1 y 2 DLRT y en el art. 4 ET; y la sindical, 
derivada de los art. 7 y 28.1. Const., y reconocida de 
forma expresa en el art. 2.2.d) LOLS" (2oe), si bien lo 
más relevante es el expreso reconocimiento constitucional
206 . - STCO 8-4-81, FJ 9.
207 .- STCO, 8-4-81, FJ 11.
208 .- MARTIN VALVERDE, RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ,y GARCIA
MURCIA "Lecciones " op. cit. pag. 326.
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de una titularidad individual del derecho, que no queda así 
limitado a su vertiente sindical-colectiva.
2 La claridad del art. 37.2. C.E. La respuesta
del Tribunal Constitucional al problema de la titularidad 
de la huelga, era perfectamente aplicable, por extensión, 
al conflicto colectivo y a las medidas de presión, y aún 
resultaba más clara en estos supuestos pues la redacción 
gramatical del precepto a ellas referido era más nítida, ya 
que el artículo 37.2. reconocía "el derecho de los 
trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto", 
con lo que es claro que los titulares del derecho son "los 
trabajadores y empresarios". Por contra, y aún cuando, a la 
vista de la propia elaboración del Tribunal Constitucional, 
haya pasado casi desapercibida la diferencia de redacción, 
y aunque no tenga la menor trascendencia, no se puede dejar 
de apuntar que la dicción del artículo 28.2. es más oscura, 
pues lo que dice es que "se reconoce el derecho a la huelga 
de los trabajadores....", lo que ciertamente, y sin duda es 
así, deba interpretarse tal como se ha hecho, o sea, como 
reconocimiento a los trabajadores del "derecho de huelga", 
pero también podía haber sido susceptible de otra 
interpretación gramatical, entendiendo que la Constitución 
reconocía a quien correspondiese, y por tanto sin prejuzgar 
la titularidad individual o colectiva, un derecho 
consistente en la "huelga de los trabajadores", con lo que 
no estaba atribuyendo a éstos la titularidad individual del 
derecho, sino que los nombraba para excluir del
pag. 157
reconocimiento constitucional las denominadas huelgas de 
empresarios, autopatronos, etc.... Ya se ha indicado que, 
sin duda, no es esta última la interpretación correcta, y 
desde luego no se ha entendido así, pero se apunta para 
dejar constancia de que, si de ella se ha derivado la 
titularidad individual del derecho de huelga, con mucha 
mayor razón parece que debe reconocerse esa misma 
titularidad en cuanto a las medidas que se derivan del 
artículo 37.2.CE, cuya dicción es mucho más clara en ese 
sentido (209 ). 9
3 . - El debate actual sobre la titularidad La
solución del Tribunal Constitucional respondía a la 
elaboración doctrinal italiana de los años precedentes, y 
desde luego a la doctrina española que aceptó sin problemas 
la titularidad individual del derecho (210).
209 .- Aún matizando las imprecisiones constitucionales, MARTIN
VALVERDE, RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, y GARCIA MURCIA, ("Lecciones "
op. cit. pag. 349) señalan que "es claro que la adopción de medidas de 
conflicto es en primer término un derecho de titularidad individual, 
que corresponde tanto a trabajadores como empresarios individualmente 
considerados".
210 . - Serían innumerables las citas que al respecto podrían
hacerse, por señalar sólo algunos textos en que doctrinalmente se 
reconoce con total claridad la titularidad individual del derecho, 
pueden verse:
ALBIOL MONTESINOS y SALA FRANCO, ("Derecho Sindical" op. cit. pag.
443).
ALONSO GARCIA, ("Curso " op. cit. pag. 647).
CAMPS RUIZ, LUIS MIGUEL, ("La Huelga como causa de despido" 
Revista de Trabajo, n2 61-62/1981, pag. 18).
DE LA VILLA GIL, LUIS ENRIQUE, ("Algunas reflexiones para la
regulación legal de la huelga" en AA.W. "Estudios de Derecho del 
Trabajo en memoria del profesor Bayón Chacón", pag. 101).
DURAN LOPEZ, ("Los derechos sindicales...." op. cit. pag. 377) y
("La nueva regulación de la huelga y el cierre patronal" Revista de
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Pero la construcción doctrinal de "derecho individual 
de ejercicio colectivo" está en debate en la doctrina 
italiana desde la década de los 80 (2“ ), posiblemente 
como una reacción contra las huelgas "espontáneas" y los 
movimientos de base "extrasindicales", que comenzaron a 
proliferar en las relaciones laborales, y como un intento 
de ampliar el control sindical del conflicto.
Es indudable que nuestra situación no es igual a la 
italiana, pero la influencia de la doctrina de ese pais, 
la propia realidad de que tampoco en España, en muchos 
casos, es especialmente alto el control sindical del 
conflicto laboral, o, al menos, el de las grandes 
Confederaciones Sindicales, y el elevado índice de 
conflictividad en determinados sectores de los servicios 
públicos y privados "sensibles para el conjunto de los 
ciudadanos", plantearán, sin duda, de nuevo el problema de
Política Social n2 115/1977, pag. 59).
GARCIA ABELLAN, ("Curso ...." op. cit. pag. 357).
M0LER0 MANGLANO, CARLOS, ("Lecciones sobre convenios colectivos, 
derecho de huelga y cierre patronal", Madrid (ICAI) 1985, pag. 101). 
MONTOYA MELGAR, ("Derecho del Trabajo" op. cit. pag 682).
OJEDA AVILES, ("Derecho Sindical" op. cit. pag.444).
RAMIREZ MARTINEZ, JUAN M. ("Huelga y cierre " en AA.W.
"Estudios de Derecho " op. cit. pag. 451).
SERRANO MARTINEZ, JOSE ENRIQUE, ("Titularidad y ejercicio del 
derecho de huelga: el papel del Sindicato" en AA.W. "Jurisprudencia 
Constitucional y Relaciones Laborales" Madrid (CEC) 1983, pag. 177).
VIDA SORIA, JOSE, ("Génesis " op. cit., pag. 250).
etc......
211 sin reseñar las posturas al respecto, me remito al anplio 
resumen efectuado por GAETA en "Le teorie dello sciopero..." op. cit. 
pags. 154 a 159.
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la titularidad de los derechos colectivos y, especialmente, 
de las medidas de presión.
En la actualidad parece firmemente asentada, de 
momento, la titularidad individual de la huelga, y, por 
extensión, de las medidas de conflicto, e incluso en el 
plano de legalidad ordinaria el art. 4.1. d) y e )  del 
Estatuto de los Trabajadores reafirma esa titularidad 
individual, al conceptuar como derechos básicos del
trabajadores los de "adopción de medidas de conflicto
colectivo" y "huelga".
Ahora bien, cabe un replanteamiento del tema, y, 
simplemente apuntando algunas líneas que explican algunas 
de las conclusiones que más adelante se expondrán, hay que 
señalar que la reelaboración de las conclusiones acerca de 
la titularidad del derecho, en general, al conflicto
laboral plantea serios problemas tanto en el terreno de lo 
que podríamos llamar política del Derecho, como en el de la 
legalidad vigente.
4 .- Los problemas que plantea un replantemiento .- En 
efecto, en el terreno de política del Derecho, el problema 
habría que situarlo correctamente, pues el paso de la 
concepción de un derecho de titularidad individual y
ejercicio colectivo, a un derecho de titularidad colectiva 
y ejercicio individual, puede no ser sino dos formas de 
decir algo muy parecido, y no alterar sustancialmente los 
términos del problema. En efecto, si se dice que los 
trabajadores individualmente no tienen derecho a las
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medidas de presión, pero luego ese derecho se reconoce.a 
cualquier colectivo, incluso los asamblearios, poco se ha 
avanzado en el control sindical de la conflictividad. Por 
ello, el auténtico debate se debería situar entre 
titularidad individual (e incluso entre titularidad 
colectiva amplia) y titularidad sindical (212), pero aún 
habría que matizarlo más, porque en unas relaciones 
sindicales de pluralidad sindical muy agudizada, tampoco la 
titularidad sindical alteraría notablemente el ejercicio de 
las medidas de presión en la medida que cualquier 
sindicato, por minoritario que fuera, tuviese el derecho de 
proclamar conflictos y convocar medidas de presión (213 ). 
Resulta así que, aunque cualquier paso que se diese, 
obviamente, tendría consecuencias prácticas, el único que 
realmente supondría un auténtico cambio de la situación 
sería reconducir la titularidad del derecho de huelga y del 
control de la conflictividad a las Confederaciones 
Sindicales más implantadas o representativas (214)/ y
212 GAETA, "Le teorie dello sciopero..." op. cit. pag. 154.
213 Incluso cabe pensar que, ante una titularidad sindical
amplia del derecho al conflicto, cualquier colectivo asambleario o 
extrasindical podría recurrir a la creación de sindicatos artificiales 
con la única finalidad de disponer del citado derecho.
214 Como señala, en definitiva, GAR0FAL0, MARIO GIOVANNI,
("Sulla titolaritá del diritto di sciopero. Le opinioni di Mario 
Giovanni Garofalo e Umberto Romagnoli" en Giornale di diritto del 
lavoro e di relazioni industriali, ns 39/1988, pags. 575 y 576), 
"Frente al continuo aparecer de nuevos-sujetos del conflicto y a  la 
consiguiente imposibilidad de un ordenado desarrollo del mismo, el
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resulta seriamente cuestionable si sería bueno reforzar de 
un modo tan extremo los privilegios de los sindicatos
mayoritarios (215).
Pero es que, además, esa fuerte restricción en el
control y gestión de^la conflictividad, no puede ser una 
construcción aislada y discordante del conjunto del sistema 
de relaciones laborales, y en nuestro sistema existe, por 
un lado, una representación unitaria, cuyas funciones
tendrían que replantearse, y, por otro lado, un fuerte 
pluralismo sindical, y, como se ha apuntado, en los
único remedio idóneo - se propone - es el de una clara definición de
los sujetos admitidos al conflicto  es casi evidente que, frente a
todo esto desorden, se proponga más o menos explícitamente, reforzar el 
sindicalismo oficial de manera que éste pueda desarrollar más
eficazmente un papel de control y de racionalización.....
Es - decir, como él mismo expone (pag. 579), "...afirmar la 
necesidad de superar la titularidad individual del derecho de huelga 
difícilmente puede limitarse a indicar que esa titularidad corresponde 
a cualquier sujeto colectivo que tenga la capacidad de movilizar a los
trabajadores. Al contrario, aquella afirmación__  significa... la
legitimidad de la atribución del monopolio de la huelga legal a las
organizaciones sindicales reconocidas a través de algún modo... por los
poderes públicos o la contraparte".
En nuestro pais, como es sabido, el proyecto de Ley Orgánica que 
pretende regular el derecho de huelga, restringe la legitimación para 
su planteamiento a aquellos sindicatos que acrediten un determinado 
nivel de audiencia sindical o de afiliación, en precepto que de
mantenerse encontraría, a mi juicio, problemas de acomodo en nuestro 
sistema constitucional.
215 .- Ya en algún sector doctrinal empieza a suscitar dudas, si
es bueno atribuir excesivas facultades a los sindicatos más 
representativos, al respecto GARCIA MURCIA, JOAQUIN ("La actividad 
sindical y los criterios de representatividad" I y II, Relaciones 
Laborales n2 16 y 17/1987, véase, en (y II), pag. 32), "Pero el 
problema que presenta la noción de representatividad, como suele 
suceder, es fundamentalmente de límites. En efecto, la introducción de 
esos criterios en un ordenamiento puede tener consecuencias excesivas
si carece de la debida prudencia y de la necesaria moderación...... El
reconocimiento de la mayor representatividad origina una espiral, cuyos 
efectos son difíciles de prever por completo....... ".
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sistemas de relaciones laborales latinos, en los que se da 
ese acusado pluralismo, de raíces incluso políticas, el 
derecho de huelga debería quedar fuera de la competencia 
entre los distintos sindicatos, por lo que, muy 
posiblemente, "la titularidad individual del derecho de 
huelga es la construcción que mejor se adapta a una 
composición pluralista de la representación sindical" 
(216).
También se ha señalado que la sindicalización del 
derecho de huelga no deja de tener inconvenientes, en 
cuanto que presupone una imputación de responsabilidad del 
sindicato, frente a la que se trata de responder mediante 
medidas que dificultan el recurso a la huelga, al exigirse, 
legal o estatutariamente, la consulta de los trabajadores" 
(217).
Así pues, las soluciones en este plano no resultan 
excesivamente claras y posiblemente de menos eficacia de la 
que puede pensarse, pues excluir de la posibilidad de 
declarar conflictos y convocar medidas de presión a sujetos 
con cierta capacidad real para hacerlo podría conducir a
215 MARIUCCI, "II Conflitto  "op. cit., pag. 17.
217 RODRIGUEZ PIÑERO, MIGUEL, "Representación de los
trabajadores y democracia en la empresa" Relaciones Laborales, n2 15- 
16/1991, pag. 8.
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una disociación, no beneficiosa, entre el sistema jurídico 
del conflicto laboral y su realidad (21S ).
En el plano de la legalidad concreta, ya se hizo 
referencia a la doctrina del Tribunal Constitucional, y a 
la amplitud de la dicción constitucional al reconocer la 
titularidad de las medidas de conflicto a "trabajadores y 
empresarios", y también se aludió al Estatuto de los 
Trabajadores. Además, la Ley 11/85, Orgánica de Libertad 
Sindical, incluye, en coherencia con la jurisprudencia 
constitucional, como contenido básico de» la actividad 
sindical reconocido a todas las organizaciones sindicales 
y, por tanto, con un concepto amplio en cuanto su 
titularidad, el derecho a plantear conflictos colectivos y 
al ejercicio de huelga (y en consecuencia a otras medidas 
de presión inferiores y admitidas por el ordenamiento)
(219) . En la legislación procesal ya tendré ocasión de 
referirme a la amplitud con que el Texto Articulado de la 
Ley de Procedimiento Laboral contempla, por ejemplo, la 
legitimación sindical para el planteamiento del proceso 
colectivo. No parece pues que una reducción de la 
titularidad de lo que podríamos denominar "el derecho al 
conflicto laboral" a un número reducido de sindicatos 
pudiera encajar fácilmente en nuestra legalidad, y, ni
218 .- En ese sentido GAROFALO, "Sulla titolaritá..." op. cit.
pag. 580.
219 . - artículo 2.2.d) con carácter terminante afirma que "El
ejercicio de la actividad sindical... que comprenderá en todo caso...".
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siquiera, que pudiera ser considerada constitucional
r20).
5 . - L a  titularidad individual no impide totalmente el 
control sindical del conflicto laboral .- Ahora bien, en el 
marco concreto de los procedimientos y medidas de 
conflicto, distintos de la huelga, y si nos situamos en el 
plano del ejercicio colectivo, pueden introducirse factores 
que incrementen la "sindicalización" del conflicto, dada la 
generalidad de la regulación constitucional y que resulta 
innegable que "la adopción de medidas de conflicto 
colectivo, como se desprende de este último calificativo, 
tiene por naturaleza dimensión colectiva, ya que 
necesariamente repercute sobre un grupo o categoría
£ 0 .- En ese marco constitucional la única reelaboración que me
parece posible, sería la de entender que el derecho al conflicto está 
reconocido constitucionalmente tan sólo a los sindicatos y a los 
trabajadores, mientras que el reconocimiento a cualquier otra
representación o sujeto sería una construcción simplemente legal. La
titularidad individual de la huelga y de las medidas de conflicto 
encontraría amparo en los arts. 28.2. y 37.2. CE respectivamente. La 
titularidad sindical en el art. 28.1. CE, pues en el contenido esencial 
de la libertad sindical colectiva, tal como se ha configurado en la
interpretación que al respecto ha formulado el Tribunal Constitucional 
y a la que tendré ocasión de referirme más en concreto, se encuadran, 
precisamente, el derecho a la convocatoria de la huelga y a la adopción 
de medidas de conflicto, y, en definitiva, a la gestión del conflicto. 
En definitiva esta construcción enlazaría con las posturas doctrinales 
que ya expuse y que, en relación con la huelga, encontraban en la
Constitución una doble titularidad: individual y sindical.
En todo caso es de ver que esta reelaboración conduce a una 
titularidad sindical amplia, por lo que, como ya expuse, no es fácil 
una reducción de la misma a determinados sindicatos tal como se 
desprende del proyecto de Ley Orgánica sobre el derecho de huelga.
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profesional, excediendo los estrechos contornos del 
individuo” (221 ).
En éste sentido, que se reconozca a empresarios y 
trabajadores el derecho a utilizar medidas de conflicto, 
aún entendidas en el sentido amplio que antes se expuso, no 
debe implicar que se entienda que esa titularidad alcanza a 
cualquier medida o procedimiento relacionado con el 
conflicto, y por lo tanto cabría que la Ley, al regular 
alguna de ellas o algún sistema de solución, precisamente 
en atención a su vertiente colectiva, privilegiase la 
intervención sindical, lo que además estaría amparado por 
la posibilidad que el propio artículo 37.2. CE contempla, 
al permitir que la Ley que regule este derecho introduzca 
limitaciones a su ejercicio. La actuación sería más 
problemática en cuanto al derecho de huelga, y la vía 
posible de avance para un mayor control sindical del 
conflicto tendría que venir de la negociación colectiva y 
de las amplias posibilidades que pueden ofrecer las 
cláusulas de paz, entendidas en sentido amplio, y los 
códigos de autoregulación, incluso pactados, a lo que 
cabría añadir la posibilidad de incentivar legalmente este 
tipo de acuerdos, para lo que no existe obstáculo 
constitucional de ningún tipo.
Por otro lado, los sistemas de solución de conflictos 
de creación convencional, que mantienen una cierta relación
221 .- MARTIN VALVERDE, RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, y GARCIA
MURCIA, "Lecciones 1 op. cit. pag. 349.
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con las cláusulas de paz, por su propia naturaleza 
convencional pueden conducir a un control de la 
conflictividad que, por su origen y diseño, puede resultar 
eficaz sin necesidad de un replanteamiento de la 
titularidad del derecho, entendiendo comprendida en el 
derecho constitucional a la negociación colectiva la 
posibilidad de establecer una regulación negocial del 
ejercicio de las medidas de conflicto ( 222 ).
6 Unas conclusiones En definitiva, y volviendo
al problema de la titularidad de las medidas de conflicto 
y, en sí, de la propia proclamación del conflicto, en el 
estado actual, no cabe sino sostener que se reconoce en 
general a los trabajadores y empresarios, y, lógicamente, a 
cualquiera de las posibles representaciones de los mismos, 
si bien, precisamente por lo expuesto con anterioridad en 
cuanto a las posibles limitaciones a establecer por la Ley, 
la regulación del ejercicio concreto por los trabajadores y 
empresarios es susceptible de restricciones, siempre y 
cuando estas resulten razonables, lo que se apreciará, en
22 . - Sin detenerme de momento en el tema, sobre el que se ha de
volver en extenso, esa idea está presente, por ejemplo, en DE LA VILLA
GIL, ("Algunas reflexiones " op. cit. pag. 103), "No desdeñables
son las limitaciones que para el ejercicio del derecho de huelga nacen 
de la autonomía colectiva (arts. 7 y 28.1. -C.E.-) bien a través de los 
acuerdos interconfederales (y hasta de los mismos Pactos Sociales, con 
presencia del poder público) o de los convenios colectivos. Con la 
salvedad antes realizada acerca de la titularidad individual del 
derecho de huelga sería artificioso desconocer que en la praxis estas 
limitaciones son sin duda las más frecuentes y las más operativas, 
aparte de ser perfectamente legítimas en la medida que no contravengan 
las disposiciones de derecho necesario absoluto que contiene el 
artículo 28.2. (señaladamente la titularidad y la función del derecho 
de huelga)".
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concreto y por ejemplo, en la regulación del procedimiento 
jurisdiccional, especialmente en cuanto a la legitimación 
para el inicio del mismo; siendo también posible, como en 
su momento se razonará, la posibilidad, ya avanzada, de que 
la negociación colectiva introduzca regulaciones acerca del 
ejercicio de estos derechos. La titularidad individual de 
los mismos no resultaría pues incompatible con la 
posibilidad de regulación de algunos de sus aspectos en 
acuerdos colectivos.
En definitiva, la Constitución reconoce la posibilidad 
del conflicto colectivo, la licitud, en su seno, de un 
relativo grado de presión coactiva que la Ley ordinaria 
deberá concretar, y, directa o indirectamente, la 
posibilidad de que las partes establezcan sistemas de 
solución de conflictos, distintos de los creados 
legalmente.
Teniendo presente este marco es como se va a abordar 
el estudio de nuestro Derecho Positivo.
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3.2.- EL CONCEPTO DE "CONFLICTO COLECTIVO JURIDICO DE 
TRABAJO" EN EL ACTUAL DERECHO ESPAÑOL.-
3.2.A.- LA DELIMITACION DEL CONCEPTO.-
Nuestro Derecho contiene numerosas, aunque dispersas, 
referencias a los conflictos colectivos de trabajo, pero, 
pese a la importancia doctrinal y los problemas que en la 
práctica judicial crea, no existe una definición clara de 
lo que debe entenderse por conflicto colectivo jurídico, al 
menos en términos generales. Existe una definición en 
términos procesales, o, en otras palabras, es la
legislación adjetiva, la que regula los conflictos 
colectivos que pueden tramitarse por los procedimientos de 
solución que la misma arbitra.
Como consecuencia de lo anterior, se dan dos posturas 
doctrinales:
- Aceptar el concepto procesal como concepto integral 
del conflicto colectivo jurídico.
Intentar dar otro que supere los problemas que crea 
la legislación adjetiva, de tal manera que la noción sería 
más amplia que la procesal, o, en otras palabras, el 
conflicto colectivo jurídico no sería sólo aquél que pueda 
tramitarse como tal ante la Jurisdicción Social.
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Para analizar las dos posibilidades mencionadas parece 
que hay que partir del propio estudio de las definiciones 
normativas.
1 Definiciones normativas La primera norma
vigente (223 ) que diferencia entre conflictos colectivos 
jurídicos y de intereses, es el DECRETO LEY SOBRE 
RELACIONES DE TRABAJO (RDLRT) 17/1977, de 4 de Marzo; el 
Título II del citado RDLRT (art. 17.uno) establece un 
procedimiento diferenciado para la solución de "situaciones 
conflictivas que afecten a intereses generales de los 
trabajadores...", sin distinguir, inicialmente, entre ambos 
tipos de conflictos, pues la referencia a los dos tipos de 
conflictos aparece, aún sin nombrarlos, cuando el RDLRT 
aborda la solución que va a recibir el procedimiento, 
señalando que "si el conflicto derivara de discrepancias 
relativas a la interpretación de una norma preexistente, 
estatal o convenida colectivamente, remitirá (la autoridad 
laboral) las actuaciones practicadas, con su informe, a la 
Magistratura de Trabajo, que procederá conforme a lo 
dispuesto en la Ley de Procedimiento Laboral", por contra, 
"si el conflicto se planteara para modificar las 
condiciones de trabajo, la autoridad laboral dictará laudo
223 .- Para un estudio de los precedentes, especialmente en
cuanto hace a la propia configuración del concepto de proceso 
colectivo, me remito al completo estudio de MARTINEZ GIRON, "Los
pactos " op. cit. pags. 158 a 203 (La distinción conflictos
individúales-colectivos.(I) Su origen y evolución en nuestro Derecho).
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de obligado cumplimiento resolviendo sobre todas las 
cuestiones planteadas" (art. 25 RDLRT).
Es decir, si el conflicto es jurídico, de 
interpretación, será la Jurisdicción Social la que le dará 
solución; pero si es de intereses, de reglamentación, no 
ocurrirá así, pues el RDLRT considera que no es función de 
la Jurisdicción crear normas, sino aplicarlas o 
interpretarlas.
La citada definición es similar a la que existe en el 
texto articulado de la vigente Ley de Procedimiento Laboral 
( 224 ) que, en su art. 150-1, indica que "se tramitarán a 
través del presente proceso (el de conflictos colectivos) 
las demandas que afecten a intereses generales de un grupo 
genérico de trabajadores y que versen sobre la aplicación e 
interpretación de una norma estatal, convenio colectivo, 
cualquiera que sea su eficacia, y decisión o práctica de 
empresa".
En su momento, al abordar el estudio concreto del 
procedimiento de la LPL, se hará referencia a las 
innovaciones que introduce y que, fundamentalmente, radican 
en incorporar como conflictos colectivos algunos que, aún 
no estando claramente incluidos en la letra del RDLRT
224 .- aprobada por Real Decreto Legislativo 521/1990 
de 27 de Abril, BOE 2 de Mayo, y a la que se hace 
referencia como LPL.
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( 225 ) , se venían admitiendo como tales, como los que se 
planteaban en relación con un convenio colectivo 
extraestatutario, o los que se refieren a decisiones o 
practicas de empresa,
Ciertamente no puede decirse que nuestra legislación 
sea especialmente innovadora en la materia, si se tiene en 
cuenta que, cuando en 1.962 se reintroduce un procedimiento 
de solución de conflictos colectivos a través de un Decreto 
del Ministerio de Trabajo de 20 de Septiembre, no se
realiza en el articulado una definición clara de lo que 
debe entenderse por conflicto colectivo, ni de las 
diferentes clases de éstos, pero si aparece con toda
nitidez, en su introducción expositiva, la distinción, por 
un lado, entre conflictos individuales y colectivos, y, por 
otro, entre conflictos jurídicos y de intereses, 
afirmándose que "la colectividad del conflicto no es más 
que un género dentro del que caben numerosas especies; 
puede tratarse de un conflicto individual puro y simple que 
las circunstancias generalizan, o puede tratarse de un
conflicto verdaderamente colectivo en el sentido de que
afecte a intereses de categorías profesionales o al 
conjunto o grupos de trabajadores al servicio de una 
empresa. Por otro lado difiere en su naturaleza el
225 . - conviene recordar que la LPL anterior (Real Decreto
Legislativo de 13 de Junio de 1.980, BOE 30 de Junio) no contenía 
definición alguna de los litigios que podían tramitarse a través del 
procedimiento de conflicto colectivo que regulaba en sus arts. 144 a 
150, asumiendo como propia la delimitación que hacía el RDLRT.
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conflicto que versa sobre la aplicación de una norma 
existente, sea estatal sea contenida en un convenio 
colectivo del que precede al establecimiento de la misma 
norma colectiva". Puede verse que, ya entonces, se 
diferenciaba entre conflictos colectivos jurídicos y de 
intereses con arreglo a los mismos criterios hoy vigentes, 
y se aludía a la naturaleza del considerado auténtico 
conflicto colectivo, en el sentido de que éste debía 
afectar a intereses de categoría o grupo, distintos de los 
individuales, aunque estos fuesen relativamente 
generalizados.
Atendiendo a las bases citadas el concepto de 
conflicto colectivo jurídico que puede deducirse de las 
normas procesales juega sobre dos pilares fundamentales:
a) Preexistencia de una situación jurídica en relación 
con la que se suscita una discrepancia, en términos 
estrictamente jurídicos, y sin pretensión modificativa o 
sustitutoria del Derecho.
b) Que la cuestión afecte a intereses generales de los 
trabajadores, entendidos como intereses de grupo o 
colectividad.
Por ello, todo conflicto que no se ajuste a ambos 
conceptos no se considerará colectivo-jurídico.
2 .- Otros conflictos no estrictamente jurídicos .- Es 
importante esta delimitación porque en nuestro Derecho 
pueden reconocerse auténticos conflictos colectivos que 
versan sobre la interpretación o aplicación de una norma,
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pero que en la medida que, además, exigen para su 
resolución tomar en consideración criterios de 
"oportunidad", "económicos", incluso de "equidad", no se 
plantean en esos términos "estrictamente de Derecho" y, por 
tanto, en general,, no se tramitan como conflictos 
colectivos jurídicos por el procedimiento jurisdiccional 
que en su momento se analizará.
No es difícil encontrar estos conflictos colectivos de 
carácter mixto; aparecen, con toda claridad, en las 
modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo a las 
que se refiere el art. 41 ET, siempre y cuando las mismas 
se refieran a una colectividad o grupo de trabajadores. En 
todos ellos subyace, ordinariamente, la necesidad de una 
interpretación o aplicación de norma, pero también la 
existencia de "probadas razones técnicas, organizativas o 
productivas", sobre las que las partes, si discrepan, lo 
harán en atención a sus respectivos y enfrentados 
intereses, y no en base a criterios jurídicos. Se produce 
así un conflicto que conjuga aspectos jurídicos con otros 
extrajurídicos ( 226 )/ Y» en consecuencia, escapa de los
226 .- En realidad la práctica totalidad de conflictos
colectivos, ya sean jurídicos o de intereses, combinan aspectos de 
ambos tipos pues en muchas ocasiones las peticiones de interpretación, 
entrañan un cierto intento de renegociación, y, a la inversa, los 
conflictos de intereses, pueden derivar en ocasiones del propio Derecho 
preexistente y desde luego, en general, lo que pretenden es una 
modificación del mismo. La diferencia entre unos y otros, es clara,no 
obstante, ya que, aún estando presentes aspectos comunes, los 
conflictos jurídicos se resuelven en base al Derecho preexistente, 
mientras las conflictos de intereses, se resuelven en base a criterios 
de oportunidad, sin atender a la regulación jurídica preexistente. En 
cambio, en estos conflictos mixtos a los que me refiero, la solución
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estrechos límites que impone nuestro Derecho positivo para 
considerar el conflicto, jurídico, que requieren que sea, o 
al menos se exprese formalmente como, estrictamente 
jurídico, para que pueda resolverse con arreglo a Derecho. 
Pese a ello, estos conflictos, que no serán susceptibles de 
planteamiento jurisdiccional, tendrán más posibilidades de 
solución que los conflictos puros de intereses, 
fundamentalmente la posibilidad de resolución
administrativa, que "se hace discurrir oblicuamente por los 
procedimientos de autorización administrativa" (227) como 
en su momento se analizará.
También podrían considerarse como conflictos con este 
doble carácter, los que se refieren a las extinciones de
viene de la conjugación de criterios jurídicos, pues hay una norma 
preexistente que debe ser respetada, con otros criterios 
extrajurídicos, a los que la propia norma da relevancia y que son esas 
"probadas razones técnicas, organizativas o productivas", que 
lógicamente las partes valoran en función de sus propios intereses, y 
cuya determinación, en definitiva, dependerá de una valoración de 
"oportunidad", que se atribuirá a la Administración.
En este sentido GONZALEZ DE LENA ALVAREZ, FRANCISCO ("La 
intervención de la Administración en las relaciones laborales", 
Relaciones Laborales, Tomo 1/1990, pag. 980), "precisamente por las 
características últimamente indicadas, aunque la resolución se dicte en 
aplicación del Ordenamiento Laboral y de conformidad con los 
condicionantes en él establecidos, tal resolución no podrá contener 
sólo consideraciones jurídicas, sino también valoraciones que podríamos 
denomina técnicas, unas veces de carácter económico (situación de la 
empresa), otras de carácter organizativo (necesidad de racionalización 
de la organización de trabajo), otras de carácter preventivo 
(existencia de riesgos graves o inminentes).
227 .- MONTOYA MELGAR, ALFREDO "La Constitución, la Ley y la
Negociación Colectiva ante los procedimientos de solución de conflictos 
de trabajo" en AA.W. "VII Jornadas Andaluzas de Derecho del Trabajo .y 
Relaciones Laborales". Sevilla (Consejo Andaluz de Relaciones 
Laborales) 1991, pag. 120.
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contratos de trabajo por causas económicas, tecnológicas o 
de fuerza mayor, a los que se refiere el art. 51 ET, o a 
las suspensiones por los mismos motivos a que se refiere el 
artículo 47 ET y, en general, otros muchos casos en los que 
la legislación ordinaria atribuye a la autoridad 
administrativa resolver "el desacuerdo entre sujetos de las 
relaciones laborales" (22e ) cuando exista un colectivo de 
trabajadores afectados.
Ninguno de esos conflictos mixtos tendría, a la vista 
de la noción procesal, el carácter de conflicto colectivo 
jurídico.
3 .- Problemas del concepto procesal .- Al margen de 
lo anterior, elaborar el concepto de conflicto colectivo 
jurídico sobre su noción procesal plantea otros problemas, 
especialmente determinar cuando se considerará que existe 
conflicto colectivo y no individual.
Es cierto que el conflicto colectivo habrá de afectar 
a varios trabajadores, aunque sea de forma refleja y no 
necesariamente a muchos, pero de ello no puede deducirse 
que el conflicto sea colectivo por el simple hecho de 
implicar a numerosos trabajadores. Puede existir conflicto
228 .- GONZALEZ DE LENA ALVAREZ, "La intervención " op. cit.
pags. 977 y 978. Pudiéndose resaltar de entre los numerosos casos que 
cita, y siempre.que afecten a colectivos de trabajadores, los supuestos 
de movilidad geográfica (art. 40 E.T.), o determinadas resoluciones en 
materia de salud laboral, como ratificación o anulación de la decisión 
de suspensión de la actividad o resolución sobre reducción del tiempo 
de exposición a riesgos (art. 19.5. E.T., y art. 29 del R.D. 2000/1983, 
de 29 de Junio).
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individual aún cuando sean muchos los interesados (229 ). 
En efecto, si atendemos a las definiciones procesales, se 
exige que el conflicto afecte, no sólo a una pluralidad de 
trabajadores, sino que lo haga en sus intereses como 
categoría o grupo, lo que evidencia que existen otras 
controversias que también afectan a una pluralidad de 
trabajadores, pero en atención a sus intereses individuales 
y que, en consecuencia, no se consideran conflictos 
colectivos, sino "conflictos plurales"( 230 ).
En palabras de la doctrina, para que un conflicto 
jurídico pueda ser considerado colectivo, se exigirán dos 
elementos: "la colectividad constituida en parte litigiosa, 
y el interés colectivo que ella titulariza" (231 ).
225 Aunque en su momento se analizará más en detalle esta
distinción al abordar la regulación concreta del procedimiento de
solución jurisdiccional de conflictos colectivos, es paradigmática al
respecto la STCT 20-6-80, Ar. 3935 "el conflicto colectivo se
caracteriza no por el número mayor o menor de personas...."
230 .- "a diferencia de los conflictos llamados plurales, donde
quedan afectados simples intereses singulares o individuales 
yuxtapuestos." SALA FRANCO, y ALBIOL MONTESINOS, "Derecho Sindical" 
op. cit. pag. 527.
Puede verse también ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, "Derecho del 
Trabajo" op. cit. pag. 869.
En el mismo sentido, por ejemplo, MARTIN VALVERDE, RODRIGUEZ- 
SAÑUDO GUTIERREZ, y GARCIA MURCIA, ("Lecciones..." op. cit. pag. 317), 
"..la pluralidad, con ser necesaria, no es suficiente por sí sola para 
dar dimensión colectiva al conflicto, pues hay casos en que la 
concurrencia de varios sujetos no supone controversia colectiva, sino 
mera suma o repetición de conflictos individuales".
231 .- GARCIA ABELLAN, ("Derecho de Conflictos ___ " op. cit.
pag. 24), y, en igual sentido, ALONSO OLEA, MANUEL y MIÑAMBRES PUIG, 
CESAR ("Derecho procesal del Trabajo" 6^  edición revisada, Madrid 
(Civitas) 1991, pags. 47 y 48), "este (el conflicto colectivo) exige 
respecto del sujeto una colectividad.. ...identificada como
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En teoría, la matización es clara, pero su aplicación
práctica, que se realiza en el marco del procedimiento
jurisdiccional de solución de conflictos colectivos a
efectos de establecer los litigios susceptibles de 
plantearse a través del mismo, y que se estudiará
conjuntamente con él, resulta sumamente conflictiva y, en 
ese terreno práctico, "siempre existirá una zona intermedia 
en la que se podrá afirmar tanto la existencia de un 
interés colectivo como plural" (232 ), lo que motiva, por 
un lado, las dudas doctrinales para identificar ese 
elemento "colectivo" (233 ), y, por otro, las vacilaciones 
de la jurisprudencia, sobre las que se volverá, al tener 
que utilizar unos patrones de diferenciación que se revelan
tal (no).... mera suma de trabajadores individualmente
considerados; y respecto del objeto, que afecte a intereses comunes o 
generales (de tal colectividad))".
En similares términos RODRIGUEZ-SAÑUDO, ("La intervención "
op. cit. pag. 27), quien tras señalar la necesidad de una controversia 
como base del conflicto indica que esta "ha de tener siempre como
parte, de un lado, una colectividad de trabajadores ..... el elemento
objetivo de la controversia viene constituido por lo que se denomina 
"interés colectivo" concepto cuyo contenido y contornos precisos no 
constituye una cuestión doctrinal pacífica".
232 .-SALA FRANCO, y ALBIOL MONTESINOS, "Derecho Sindical" op. 
cit. pag. 527.
233 . - Aún más si tenemos en cuenta que la propia doctrina es
consciente en general de que por supuesto "la noción de ese interés
colectivo no se logra sino por abstracción, al tomar lo que de común
tiene el conjunto de intereses individuales afectados", RODRIGUEZ-
SAÑUDO GUTIERREZ, "La intervención " op. cit. pag. 27.
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como "indecisorios en la "zona gris" del caso concreto al 
que han de ser aplicados" (234 ).
En definitiva, la diferencia en las controversias 
jurídicas entre conflicto individual y colectivo hay que 
buscarla, no en razones cuantitativas, sino en una cuestión 
de naturaleza y es aquí donde, ante las notorias
dificultades para precisarla, se proponen numerosas 
soluciones, todas ellas problemáticas.
4 Las propuestas doctrinales ALONSO GARCIA
propone, como cuestión de naturaleza que diferencia un
conflicto de otro, "el ámbito directo o extensivo de 
afectación" ( 235 ), entendiendo que existe controversia 
individual cuando las consecuencias o efectos, derivados de 
la pretensión que se actúa, únicamente alcanzan a quienes 
intervienen como sujetos en él, mientras que existiría
conflicto colectivo, cuando los efectos se extienden a
personas no sujetos del conflicto. Se hace depender así el
carácter, de la posibilidad de determinar de antemano
quienes van a verse afectados por la posible solución.
Esta construcción no parece que resuelva todos los 
problemas, porque, es cierto que en los conflictos 
individuales se puede determinar siempre quienes son los
sujetos afectados directamente, pero, en los colectivos,
234 .- ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, "Derecho del Trabajo" op. 
cit. pag. 869.
235 .- ALONSO GARCIA, "Derecho Procesal..." op. cit. pag. 36 y 
"Curso...", op. cit. pag. 612.
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no está claro que necesariamente haya de darse ese grado de 
indeterminación tan elevado que implica la distinción 
precedente (236 ). Muchas veces la indeterminación puede 
venir, no tanto de la propia naturaleza del conflicto, 
cuanto de los procedimientos a aplicar para su solución, es 
decir, de quienes pueden plantear y gestionar el conflicto.
Siendo cierto que en el conflicto colectivo puede 
darse un elemento de indeterminación en los sujetos 
afectados, que no es propio del individual, y que, por lo 
tanto, si se da, conducirá a entender existente esa 
naturaleza colectiva, no parece que este único elemento 
baste para diferenciar ambos tipos de controversias.
Por otros autores se ha atendido, como criterio 
diferenciador, al objeto, proponiéndose la necesidad de que 
el conflicto colectivo afecte a lo que se denomina, 
"interés de categoría", con lo que el problema se sitúa 
nuevamente en términos del propio concepto procesal, 
señalándose que el "conflicto colectivo afecta a una
236 . - Piénsese que procesalmente es habitual aceptar como
conflicto colectivo y de hecho la jurisprudencia las admite como tales 
controversias en las que se plantea la absorción o respeto a un 
determinado grupo de trabajadores de una condición más beneficiosa de 
la que venían disfrutando. Véanse, por ejemplo, STCT 7-2-89, 15-3-89,
26-4-89, etc..., Ar. 70, 125, y 185. En estos casos es evidente que es 
perfectamente posible la determinación de los sujetos afectados, que 
serán precisamente aquellos que venían disfrutando de la condición más 
beneficiosa cuyo mantenimiento se cuestiona.
Pese a ello en alguna sentencia se ha aludido a esta cuestión de 
la indeterminación como elemento único para calificar un conflicto de
colectivo; así STCT 15-9-87, Ar. 20198 dirá "____ siendo la nota
definítoria del conflicto colectivo la necesidad de que las cuestiones 
en él suscitadas afecten a grupos indiferenciados de 
trabajadores ".
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categoría profesional de trabajadores, considerados en 
abstracto" (237 ), por lo que podrá entenderse existente, 
cuando el tema "afecte indiferenciadamente a un conjunto 
laboral en cuanto tal.... y sólo por vía refleja a los 
componentes del mismo, de forma que cada uno de estos no se 
vea afectado en virtud de sus peculiaridades individuales o 
las de su contrato, sino en cuanto parte integrante de 
aquel conjunto o colectividad" (238 ). Incluso se ha 
vinculado el criterio anterior (efectos expansivos), con el 
que ahora se comenta (interés colectivo), de tal manera 
que, el conflicto colectivo existirá, cuando concurran dos 
elementos: "existencia de un interés colectivo,
trascendente al puro individual., y ... eficacia expansiva 
implícita en la cuestión planteada, de modo que, si se 
resuelve, cualquiera que sea la solución adoptada, sus
227 MONTERO AROCA, JUAN, "El Proceso Laboral", Tomo II,
Barcelona (Bosch) 1981, pag. 274.
0 también, por ejemplo, GARCIA ABELLAN, JUAN, ("Derecho de 
Conflictos..." op. cit. pags. 25 y 26), "se formaliza la situación
conflictiva, mediante una relación de litigio  que tiene como
materia u objeto propio la confrontación de derechos o intereses 
comunes a la categoría profesional".
238 . - ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, "Derecho del Trabajo", op.
cit. pag. 868.
En parecidos términos, por ejemplo, MARTIN VALVERDE, RODRIGUEZ- 
SAÑUDO GUTIERREZ, GARCIA MURCIA, ("Lecciones..." op. cit. pag. 317), 
"En el conflicto colectivo no se debaten meros intereses individuales, 
sino intereses de grupo o categoría que afectan de forma conjunta e 
indivisible a todo un colectivo".
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efectos alcancen a personas distintas de las que 
intervienen como partes en el conflicto" (239 ).
En definitiva, la determinación o no del carácter 
colectivo de un conflicto, se deja en manos de la 
existencia de un interés de naturaleza colectiva, distinto 
del individual; es decir la delimitación se haría, no tanto 
en atención a la existencia de "un grupo genérico", al que 
alude el artículo 150 LPL, cuanto a la necesidad de que se 
defiendan los "intereses generales" de ese grupo, tal y 
como se indica también en el mencionado Recepto. Pero, 
como reiteradamente se ha señalado, ese criterio es
sumamente confuso. Es cierto que, teóricamente, es clara la 
distinción entre interés colectivo o de grupo, e
individual, e incluso la existencia de ambos y su
diferencia no puede ser puesta en cuestión, pues hasta es 
posible la contradicción entre el interés de un grupo
(interés colectivo) y el interés concreto de alguno de sus 
integrantes (interés individual), pero la aplicación a un 
supuesto concreto de esa diferenciación presenta numerosas 
zonas de coincidencia, o de indeterminación, que me limito 
a señalar y sobre las que más en concreto se volverá al 
estudiar el procedimiento jurisdiccional.
Los problemas que se dan en el terreno práctico para 
distinguir entre interés individual y colectivo, han 
llevado a otros sectores doctrinales a proponer nuevos
239 .- ALONSO GARCIA, en AA.W., "La solución... " op. cit.
pags. 21 y 22.
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criterios de diferenciación, y, en este sentido, aparece el 
sugerente planteamiento de atender a criterios subjetivos, 
de tal manera que el carácter colectivo del conflicto no 
vendrá determinado por los intereses que a través del mismo 
se cuestionen, sino por el sujeto que gestione el conflicto 
y el tipo de gestión que le dé.
Desde esa perspectiva, cualquier conflicto asumido 
como colectivo por un sindicato o por un órgano de 
representación de trabajadores , y que, en función de esa 
consideración, tramiten y gestionen como tal, es decir como 
conflicto colectivo, deberá ser considerado de ese carácter 
(240)/ y si versa sobre la interpretación o aplicación de 
Derecho existente, deberá ser considerado como conflicto
2Í0 .- PALOMEQUE LOPEZ, ("Derecho Sindical ", op.cit. pag.
230), "Será así colectivo todo conflicto de trabajo, cualquiera que sea 
el número de contendientes y la naturaleza de los intereses afectados, 
que sea asumido y tratado como tal, gestionado, en definitiva, por un 
sindicato u otro órgano de representación unitaria de los trabajadores 
en la empresa o centro de trabajo".
Esta posición puede enlazarse, sin duda, con la idea expuesta por 
MONTALVO CORREA, JAIME, ("Fundamentos de Derecho del Trabajo" Madrid 
(Civitas) 1975, pag. 267) acerca de la delimitación del interés 
colectivo, afirmando, "0 bien de hasta que medida no es posible aceptar 
que el carácter colectivo del interés mira preferentemente a que su 
satisfacción sólo se obtiene idóneamente de una manera colectiva. En 
definitiva se trata de sustituir la referencia básica al destinatario 
último de la necesidad satisfecha (no el individuo sino el ente 
profesional colectivo) por la del ente (colectivo) que consigue 
instrumentalmente la satisfacción del interés".
En sentido parecido, y aludiendo al concepto anglosajón, OJEDA 
AVILES, ("Derecho Sindical" op. cit. pags.387) manifiesta que el único 
criterio idóneo es el que " adopta como criterio distintivo la 
existencia de una coordinación unitaria entre los afectados, bien 
cumplida por ellos mismos (mediante coaliciones y asambleas), bien 
dirigida por un sujeto colectivo formalizado (sindicatos y comités de 
empresa)".
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colectivo jurídico (241)* Ahora bien, si se acepta esta 
solución, parece claro que se produciría una discordancia 
entre ese concepto más general y el procesal, por ello 
parece importante analizar si es posible sostener ese doble 
concepto, y antes de entrar en esa cuestión, parece 
necesario resumir que cualquier otro que se base en la 
normativa procesal, exigirá, para identificar una 
controversia laboral como conflicto colectivo jurídico, 
todos esos elementos que se han enunciado. En resumen:
Un derecho cuya aplicación o interpretación se 
discute y que deriva de una norma o acuerdo preexistentes, 
cuya subsistencia no pretende cuestionarse.
- Planteamiento en términos estrictamente jurídicos de 
la discusión, por lo que es susceptible de solución "en 
Derecho".
- Colectividad de trabajadores afectados.
- Existencia en el conflicto de un interés de grupo de 
la colectividad afectada, distinto de la suma de intereses 
individuales de quienes la componen.
241 .- Aunque no se decante en favor de esas solución, sino de 
otra distinta como expondré, MARTINEZ GIRON, ("Los pactos....'1 op. cit. 
pag. 234), entiende que, si se analiza el carácter del conflicto en 
atención a las normas procesales, pese a otros criterios, la conclusión 
a que se debería llegar es que, "si no es posible discriminar unos y 
otros conflictos (individuales y colectivos) en base a criterios 
objetivos (procesales o materiales), sólo queda por admitir que su 
distinción se remite a la voluntad de los eventuales litigantes, previa 
a cualquier planteamiento jurisdiccional del tema litigioso; de manera 
que el conflicto colectivo jurídico.... sería el formalizado por los 
trámites del proceso de conflicto colectivo, e individual el 
formalizado por los procesos del conflicto individual...".
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3.2.B .- LA POSIBILIDAD DE SOSTENER UN CONCEPTO NO 
UNITARIO. PROBLEMAS QUE PLANTEA ESTA 
ALTERNATIVA.-
Si con anterioridad se expusieron las bases sobre las 
que giraría la delimitación del conflicto colectivo 
jurídico en atención a la normativa procesal, también se 
avanzó la propuesta de obviar las mismas y atender, en su 
lugar, al hecho de que un sujeto colectivo asuma el 
conflicto y opte por tramitarlo como colectivo, idea que no 
es privativa de nuestra doctrina y así, en Italia, Mancini 
señala "colectivo, en sentido lato, es toda controversia, 
cualquiera que sea el número de los afectados, en la medida 
en que sea asumida y tramitada como tal por las 
asociaciones sindicales" (242 ).
También se ha expuesto la posibilidad de omitir las 
referencias a un conflicto colectivo jurídico, 
distinguiendo simplemente, al igual que ocurre en otros 
países, entre litigios laborales, sin diferenciar entre 
individuales y colectivos, y conflictos laborales, 
equiparables estos últimos a los de modificación del 
derecho, pero es una posición minoritaria y que se adapta 
difícilmente a nuestra tradición, especialmente por lo que
242 .-MANCINI y ROMAGNOLI, "II Diritto " op. cit. pag. 306.
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hace a los propios agentes sociales, y a  la regulación 
normativa vigente (243 ).
1 . - U n  criterio no unitario: el elemento subjetivo
como factor diferenciador Me centraré pues en el
criterio subjetivo expuesto en primer lugar, es decir, 
diferenciar en atención a que el conflicto sea asumido por 
un sujeto colectivo para tramitarlo por cauces colectivos.
Es cierto que ese criterio también plantea problemas, y de 
hecho en algún momento se aludió a que contenía una 
"petición de principio", pues no resolvía el problema de 
determinar cuando pueden asumir dichas asociaciones, o 
representantes, los conflictos (244 ), sin que pueda 
olvidarse, tampoco, la posibilidad que tienen en nuestro 
Derecho los sindicatos, al amparo de la nueva Ley de 
Procedimiento Laboral, de gestionar conflictos individuales 
(art. 20), sujeta en ese caso a previa autorización de los 
afectados, bien que muy flexible en cuanto a cuando deba 
entenderse concedida.
243 .- Esa posición la adoptan DIEGUEZ CUERVO, GONZALO, en "Orden
Público y conflictos colectivos" Pamplona (Universidad de Navarra) 
1976, especialmente pags. 29 a 35 y 130 a 132, y MARTINEZ GIRON, "Los 
pactos " op. cit. pags. 234 a 240.
244 .- Así lo exponían SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, en la
primera edición de "Derecho Sindical" op. cit. pag. 580, añadiendo en 
la segunda edición (pag. 533) que esa solución "corre el riesgo de 
atribuir a los representantes de los trabajadores la libertad para 
utilizar el procedimiento de conflicto colectivo en defensa de 
intereses individuales perfectamente concretables, no dejando margen 
propio al interés individual y sobrecargando una vía ideada 
precisamente con la finalidad de evitar los conflictos".
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Pese a ello, parece la posición más sugerente por 
cuanto que, de algún modo, privilegia la propia actuación 
colectiva sobre la individual, como parece coherente en un 
Estado Social de Derecho que confiere una relevancia 
especial a las organizaciones profesionales (245 ), y, por 
otro lado, los problemas que plantea son menores que los 
restantes criterios, ya que el elemento delimitador es 
claro, aunque debería ser completado con la necesidad de 
que el conflicto afecte a una pluralidad de trabajadores, 
aunque sea reducida, y con la posibilidad de que también un 
empresario o una asociación empresarial pueda asumir un 
conflicto como colectivo, dirigiéndolo contra los 
representantes sindicales o unitarios del grupo de 
trabajadores afectados ( 246 ).
Por otro lado, partiendo de esa opción clara por la 
gestión colectiva de los conflictos, no habría problemas en
245 BORRAJO DACRUZ, EFREN, ("La Libertad Sindical en la 
doctrina del Tribunal Constitucional" en AA.W. "Jornadas sobre 
cuestiones actuales de Enjuiciamiento Laboral" Madrid (Ministerio de 
Trabajo - I.E.L.S.S.) 1985, pag. 544), "... el Estado, debe y puede 
potenciar el derecho de libertad sindical al atribuir a los Sindicatos 
tareas de colaboración y de participación en las funciones que el 
propio Estado asume como sus fines y objetivos. El Estado, en cuanto 
social y democrático, fundamenta y exige esta construcción jurídica".
En definitiva los sindicatos, como afirman MOLERO MANGLANO, CARLOS 
y VILLALBA SALVADOR, BELEN, ("La interpretación de las normas 
laborales" Revista Española de Derecho del Trabajo, ne 45/1991, pag. 
10), se configuran como "organismos básicos del sistema político".
246 En definitivo el elemento colectivo se lo atribuye la
existencia de un grupo de trabajadores afectados, y por tanto es 
relativamente indiferente para determinar si el conflicto es colectivo 
que lo tramite un empresario o una asociación empresarial o contr-a 
ellos. En ese sentido, por ejemplo, RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, "La 
intervención " op. cit. pag. 27.
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solucionar en un sentido extensivo la cuestión de cuando 
pueden asumirlos los órganos representativos o las 
asociaciones profesionales, es decir, lo podrán hacer 
siempre, salvo que exista prohibición expresa de la Ley al 
respecto ( 247 ), al margen , en todo caso, de un mínimo 
reducto de derechos de naturaleza estrictamente contractual 
individual, que vendría reservado a la propia defensa 
personal del afectado, y que comprendería, desde luego y en 
condiciones normales, la propia constitución del contrato
i
de trabajo, dependiente en esencia de la voluntad de los 
afectados, y, en coherencia con lo anterior, la 
finalización o suspensión del mismo, y las cuestiones que 
se deriven de todo lo anterior ( 248 ). Podrían añadirse a 
este reducto otras cuestiones, pero siempre con un carácter
247 Bien vedando unas determinadas cuestiones a su
planteamientos a través de los procedimientos de conflicto colectivo o 
integrándolos en el ámbito "privado de la persona". Pues como se ha
afirmado, ".... salvo los intereses jurídicos anudados a la privacy de
la persona, y como tales predicables de todos sea cual fuere su 
posición ante el ordenamiento laboral, no encuentro ningún otro que, 
pare el Derecho de trabajo, deba reservarse con exclusividad a la 
autonomía individual". GARCIA BECEDAS GABRIEL, "Interés colectivo e 
Interés Sindical ¿un lugar para el interés individual?" en "Cuestiones 
Actuales de D2 del Trabajo (estudios ofrecidos en homenaje al prof. 
ALONSO OLEA)", Madrid (M2 de Trabajo y Seguridad Social) 1990, pags 885 
y 886.
248 . - Obsérvese que aún cuando la constitución, suspensión y
finalización del contrato de trabajo parecen ser derechos de naturaleza 
estrictamente individual, ya que en todo caso juega un papel esencial 
la voluntad individual de los afectados, nuestra legislación admite 
también en estas cuestiones, en determinados supuestos, una 
intervención colectiva, y buen ejemplo de ellos es el propio 
procedimiento de suspensión o extinción del contrato de trabajo por 
causas económicas, tecnológicas o de fuerza mayor del art. 51 del 
Estatuto de los Trabajadores.
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relativo, dependiendo de la importancia que, en cada 
momento, quiere darse a la autonomía colectiva o, a la 
inversa, a la autonomía individual y de la regulación legal 
que al respecto se establezca.
2 .- Las ventajas del criterio subjetivo .- Este
concepto amplio, basado en criterios subjetivos, tiene otra 
ventaja añadida, obviar el problema que plantea la 
tramitación procesal del conflicto colectivo, o, en otras 
palabras, que exista un procedimiento jurisdiccional de 
solución de conflictos colectivos jurídicos, no quiere 
decir que los únicos que deban aceptarse como tales, sean 
los que pueden plantearse a través de él y, por tanto, el 
concepto que la legislación procesal nos da, no tiene que 
ser aceptado necesariamente como concepto global del 
conflicto colectivo.
Muchos de los problemas que se plantean a la hora de 
establecer éste concepto derivan, precisamente, de ese 
intento de ajustarse a la normativa procesal del que escapa 
la alternativa que se analiza.
No conviene olvidar al respecto que la legislación 
procesal, generalmente, parte de principios profundamente 
individualistas, ligados al derecho de propiedad, que hace 
depender la tutela jurisdiccional, esencialmente, de la 
voluntad individual del titular de los derechos y
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obligaciones que se discuten en el proceso (249 ), que es 
quien, en definitiva, tiene legitimación procesal (25° ), 
principios en base a los que llegó a negarse la presencia 
de los sindicatos en el proceso, y sólo posteriormente se 
les admitió como titulares de aquellas acciones que 
afectasen "a la profesión1' (251 ) . Por ello, intentar 
definir el conflicto colectivo en base a la legislación 
procesal, nos puede dar un concepto excesivamente 
individualista del mismo y entrar en contradicción con los 
propios intereses de las organizaciones sindicales y 
empresariales para canalizar determinada conflictividad
249 .-PALOMEQUE LOPEZ, MANUEL CARLOS ("Sindicato y Proceso de 
Trabajo" Revista de Política Social, ns 121/1979, pag. 59), "Las 
acciones procesales de trabajo son así.... acciones privadas de las que 
es preciso "causa propia" para legitimar. "Propiedad" de la causa que 
se hace identificar de modo exclusivo y excluyente, con el interés 
individual y subjetivo que caracteriza la posición material de cada una 
de las partes en el contrato de trabajo".
250 .- "Conforme a las reglas ordinarias, solo está legitimado en
cada proceso el titular de la relación jurídica que en el se
debata......  En la terminología vieja, las de trabajo son acciones
privadas que precisan de la "causa propia" para legitimar" ALONSO OLEA, 
y MIÑAMBRES PUIG, "Derecho Procesal..." op. cit. pag. 54; también, 
MONTERO AROCA, ("El Proceso ...." op. cit. pag. 122), "En la
legitimación directa las partes comparecen en juicio como sujetos 
originarios de la obligación y del derecho subjetivo".
La precedente consideración no es privativa de nuestro derecho 
procesal, y además de los análisis que posteriormente se harán, puede 
verse, por ejemplo, DÁUBLER, W, ("Diritto Sindacale e Cogestione nella 
Germania federale", Milán (Franco Angeli) 1981, pag. 190) que afirma 
que "el derecho procesal no consiente por principio hacer valer en
nombre propio derechos de otro".
251 .-El proceso histórico es conocido y baste remitirse a los 
estudios al respecto de MONTALVO CORREA, "Fundamentos..." op. cit. 
pags 265 y siguientes, especialmente nota 13, y PALOMEQUE LOPEZ, 
"Sindicato ..." op. cit. pags. 50 a 54.
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como colectiva, e, incluso, establecer negociadamente 
procedimientos de solución específicos para la misma.
3 .- Problemas que plantea el criterio subjetivo 
Los problemas conceptuales de una solución como la 
propuesta no son graves, pues el criterio delimitador es 
claro y, a lo sumo, deberían simplemente especificarse los 
sujetos colectivos que pueden iniciar el conflicto.
Ahora bien, de sostenerse éste concepto, y aún cuando 
pueda esperarse una aproximación jurisprudencial al mismo, 
lo cierto es que el mismo no sería aplicable para 
identificar los conflictos que podrían solucionarse 
jurisdiccionalmente, salvo que se produjese una reforma
legislativa.
Se plantea así un doble problema, en primer lugar la 
utilidad, en sí, de sostener un concepto no unitario; en 
segundo lugar, los problemas de tramitación del propio 
conflicto que pudieran derivarse de ese doble concepto.
En mi opinión ambas cuestiones pueden ser resueltas en 
términos positivos para sostener la posibilidad del
concepto amplio.
En efecto, la utilidad de esta solución puede ser real 
desde el momento en que el procedimiento de solución 
jurisdiccional de conflictos colectivos jurídicos, aún 
conservando su papel predominante, va cediendo algo de 
terreno, o puede irlo cediendo en el futuro, a
procedimientos de solución creados mediante la negociación 
colectiva, bien mediante la intervención de las comisiones
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paritarias de convenio, bien mediante el establecimiento
negociado de sistemas más complejos, como los que en
algunas comunidades autónomas existen o están en estudio,
procedimientos todos ellos que son objeto de análisis con 
posterioridad. Pues bien, como se verá, en algunos casos, 
los agentes sociales han intentado, o cuando menos 
analizado, atraer hacia los procedimientos de solución 
creados por ellos para los conflictos jurídicos, otros 
conflictos que no tienen cabida como tales en el concepto 
procesal, especialmente los que se refieren a
modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo y 
algunos otros que obtienen solución mediante decisión
administrativa. No puede decirse que la idea sea ilógica, 
pues en esas controversias la actuación administrativa 
asume propiamente las características de una especie de 
arbitraje público ( 252 ), y no puede sorprender que las 
organizaciones sindicales y empresariales se plantean la 
sustitución de ese semi-arbitraje público por otras 
soluciones, basadas en mediaciones y arbitrajes 
convencionales.
Resultaría así justificado utilizar un concepto amplio 
del conflicto colectivo jurídico que permita, por ejemplo, 
agrupar en él todos los que en sistemas de solución de 
creación convencional se consideren como tales, o se
252 .- GONZALEZ DE LENA ALVAREZ, ("La intervención " op. cit.
pag. 980), ”... se llegará a la conclusión de que esta resolución (la 
administrativa) ha de tener en una gran variedad de supuestos un cierto 
carácter arbitral
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admitan a trámite a través de los procedimientos que 
específicamente se destinen para conflictos jurídicos. De 
alguna manera, de esta forma, el Derecho asumiría las 
categorías jurídicas elaboradas por los propios interesados 
y no obligaría a estos a sujetarse a otras que les vengan 
predeterminadas.
Por supuesto que el hecho de que, a efectos de un 
procedimiento de creación convencional, un conflicto se 
entendiese como jurídico y susceptible de solución como 
tal, con todo lo que ello implica, no conllevaría, y ahí 
estaría el límite del concepto, que después 
jurisdiccionalmente se aceptará ese carácter, pero incluso 
esa diferencia podría ser clarificadora para resaltar que 
el procedimiento judicial no es sino uno más - pese a su 
gran importancia cuantitativa y cualitativa - de los 
posibles sistemas de solución aplicables a una controversia 
jurídico laboral, e incluso podría, de algún modo, 
favorecer que conflictos que podríamos denominar 
"fronterizos", es decir sobre los que exista un razonable 
margen de duda acerca de su carácter "estrictamente 
jurídico", se dirigiesen hacia procedimientos de solución 
alternativos al jurisdiccional, ante la previsión de una 
declaración de incompetencia judicial para resolverlos.
Por otro lado, teniendo claro que el concepto amplio 
de conflicto colectivo jurídico no sería utilizable, en 
esos mismos términos, en el procedimiento jurisdiccional,
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no se me alcanza que esa dualidad conceptual pudiera 
producir problema alguno de tramitación.
4.- Opción por el criterio subjetivo .- En definitiva, 
si el mantenimiento de un concepto no unitario del 
conflicto colectivo jurídico, conjugando una noción amplia 
a efectos generales, con otra más restrictiva, limitada a 
los efectos procesales, no plantea problemas, y es más 
ajustada a la propia visión de los sujetos afectados por el
4
conflicto y llamados a gestionarlo, debería aceptarse la 
citada solución, que puede ser un cierto elemento de 
presión indirecta para la reelaboración del propio concepto 
procesal, de tal forma que se encamine hacia formulaciones 
más claras y objetivas, como la propuesta, que eviten, en 
lo posible, la inseguridad jurídica en que se encuentra en 
la actualidad, en numerosas ocasiones, quien inicia el 
proceso de conflicto colectivo, pendiente, frecuentemente, 
de la duda de si se admitirá por el órgano judicial el 
carácter colectivo y jurídico de la controversia que le es 
sometida.
Creo, pues, que, en general, debe aceptarse como 
conflicto jurídico-colectivo cualquier controversia
laboral que versando sobre cuestiones de interpretación o 
aplicación de derecho sea asumida por un sujeto colectivo 
para ser tramitada como tal, manteniendo a su vez el 
concepto procesal limitado a los estrictos efectos
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jurisdiccionales, mientras no 
jurisprudencialmente.
se modifique legal o
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IV) LOS PROCEDIMIENTOS EXTRAJUDICIALES DE SOLUCION DE 
CONFLICTOS JURIDICOS EN EL DERECHO ESPAÑOL
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Antes de entrar en el análisis del procedimiento 
jurisdiccional, resulta necesario examinar los restantes 
sistemas de solución admitidos por nuestra legislación, 
para lo que se seguirá, partiendo de la clasificación que 
se expuso, una sistemática consistente en diferenciar por 
un lado todos aquellos procedimientos que no derivan de un 
sistema creado mediante la negociación colectiva, pues sus 
problemas son similares; estos procedimientos se analizarán 
por el orden en que suelen encadenarse en la propia 
tramitación de la controversia, comenzando por los que 
tienen un mayor contenido negocial para acabar en aquellos 
en los que ese contenido es mínimo. En segundo lugar se 
estudiarán los sistemas de solución que tienen su origen en 
la autonomía colectiva, para lo que me detendré, tanto en 
los problemas generales que al respecto se plantean, como 
en las iniciativas concretas que existen, entendiendo que 
estos sistemas tienen, como se verá, una dinámica propia, 
distinta de los anteriores, que justifica su estudio 
separado. En tercer lugar se abordará un análisis de la 
posibilidad de simultanear el ejercicio de medidas de 
presión con el recurso a un procedimiento de solución.
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4.1 ANALISIS DE LOS CONCRETOS PROCEDIMIENTOS DE 
SOLUCION DE CONFLICTOS COLECTIVO-JURIDICOS.-
4.1.A.- NEGOCIACION DIRECTA.-
4.1.A.a.- Concepto.-
Este procedimiento de solución es el más primario y 
consiste en que, las propias partes enfrentadas en el 
conflicto, bien directamente, o a través de sus 
representantes, sin ninguna intervención externa, realizan 
contactos para dar una solución libremente aceptada por 
ellas a la controversia.
Si el conflicto es jurídico, en la medida que la 
discrepancia radica en una diferente interpretación de las 
obligaciones y derechos que están vigentes, puede ser 
difícil que, sin la intervención de un tercero (253 ),
253 . - Es general la consideración de que los acuerdos obtenidos
mediante negociación son más complejos cuando existe un derecho, que se 
reivindica, o niega, con pleno convencimiento de su existencia o 
inexistencia.
Al respecto, IGLESIAS CABERO, MANUEL, ("La Administración del 
Convenio Colectivo y las competencias administrativas y 
jurisdiccionales. Solución extrajudicial de los Conflictos de 
intereses: Conciliación, Mediación y Arbitraje" en AA.W. "La
Administración de los Convenios y su valor normativo" Madrid 
(Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 1991, pag. 55), "En este 
tipo de conflicto (intereses) no hay derecho reivindicable ni aplicable 
al caso concreto, por eso la transacción es en la mayoría de los casos 
más fácil y más conveniente que en la otra especie de conflictos 
colectivos (los jurídicos)".
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llegue a solucionarse, pero aún así, la posibilidad de que 
las partes directamente alcancen un acuerdo, está siempre 
abierta y, "en un régimen de libertad sindical y de 
autonomía colectiva, las medidas de solución pacífica del 
conflicto colectivo no son más que modalidades de la 
negociación directa entre las partes" ( 254 ). La OIT 
aconseja, específicamente en los conflictos colectivos 
jurídicos, la negociación entre los interesados, y así, en 
la Recomendación 130 sugiere el establecimiento de sistemas 
de examen conjunto de reclamaciones dentro de la empresa, 
que, aunque generalmente pueden ser más efectivos en 
controversias individuales (255), son aplicables a todo 
tipo de conflictos jurídicos a efectos de establecer "un 
sistema de diálogo dentro de la empresa y de evitación de 
decisiones unilaterales por parte del empresario, tomadas 
sin oír mínimamente a los trabajadores" (256 ), estos 
sistemas que, por propia exigencia de la recomendación, son 
compatibles con otros procedimientos de solución y no 
impiden el recurso a las autoridades o tribunales
254 BORRAJO DACRUZ, EFREN "Sistemas de conciliación, mediación 
y arbitraje en los conflictos de trabajo" en "Documentación Laboral" 
n2 10, 1983.
255 .-De hecho la citada recomendación 130, como claramente se 
desprende de la distinción que hace entre quejas individuales o 
plurales y colectivas (II-4-2), está destinada, sobre todo, a
conflictos individuales.
256 LINARES LORENTE, JUAN ANTONIO, "El arbitraje como medio de 
solución de conflictos" en CLARIDAD (UGT) N2 19, pag. 12.
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competentes/ constituyen una fuerte invitación a que se 
fomente la negociación como procedimiento adecuado de 
solución en los conflictos colectivos jurídicos, invitación 
que la propia OIT concreta expresamente en su Recomendación 
163, al establecer (II-8) que se deberían adoptar
medidas adecuadas a las condiciones nacionales para que los 
procedimientos de solución de los conflictos del trabajo 
ayuden a las partes a encontrar por sí mismas una solución 
al conflicto que las oponga, independientemente de que se 
trate de conflictos sobrevenidos durante la conclusión de 
los acuerdos, de conflictos respecto a la interpretación o 
la aplicación de los acuerdos o de los conflictos a que se 
refiere la recomendación sobre examen de reclamaciones de 
1967 (es decir la 130 ya citada)”.
Se ha señalado también que la negociación colectiva se 
utiliza, con cierta frecuencia, como forma de solucionar 
conflictos para, después de una huelga, satisfacer las 
reivindicaciones que la motivaron, o para prevenir la 
derivación del conflicto hacia medidas de presión, e 
incluso se ha situado en estas razones el propio origen de 
la negociación colectiva (25V ) .
257 .-Al respecto 0.I.T. ("Conciliación " op. cit. pag. 61),
"La negociación colectiva se ha utilizado para resolver conflictos por 
lo menos de dos maneras. En primer lugar cuando después de una huelga 
(o un lockout) ha servido para satisfacer las reivindicaciones que lo 
originaron. Incluso e ha indicado ya que ese fue el propósito inicial
de la negociación  En segundo lugar se ha recurrido frecuentemente
a la negociación colectiva para allanar desavenencias antes de que 
estalle una huelga ".
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En todo caso es evidente que la negociación es un 
medio de solucionar controversias especialmente aconsejable 
(2S8), aunque no sea esa su exclusiva función pues también 
debe ser, tal como nuestro Derecho la configura, un sistema 
autónomo de fijación normativa de las condiciones de 
trabajo y de regulación de las relaciones laborales, aún en 
ausencia de un conflicto concreto.
258 .- En definitiva "La negociación es uno de los principales
medios para resolver los conflictos de trabajo", OZAKI, "Las relaciones 
de trabajo " op. cit. pag.473.
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4.1.A.b.- Regulación en el Derecho Positivo.-
1 Las referencias indirectas Nuestro Derecho
positivo no alude directamente a la negociación como 
procedimiento de solución del conflicto colectivo jurídico, 
limitándose a regular su función de creación de Derecho en 
el Título III del Estatuto de los Trabajadores.
Esa función le convierte en el medio de solución 
característico del conflicto de intereses, que encuentra en 
ella el cauce viable para la modificación o creación del 
Derecho. Ahora bien, ello no le excluye, igualmente, como 
el mejor procedimiento de solución de los conflictos 
jurídicos "porque, por principio, la composición inter 
partes de un conflicto es preferible a la heteronómica, en 
cuanto que, normalmente, nadie puede mejor que las propias 
partes, conocer los términos del conflicto y su posible 
solución y nadie puede mejor que ellas arbitrar una 
solución que satisfaga los intereses de ambas" ( 259 ), y no 
es aventurado suponer que "existe ineludiblemente un área 
en la que las discrepancias colectivas se resuelven por 
medio de acuerdos específicos  a través de la
259 .- MONTOYA MELGAR, ALFREDO "Convenios Colectivos y Conflictos
Colectivos" en AA.W. " Quince Lecciones " op.cit. pag. 70.
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negociación directa entre las partes implicadas - con o sin 
la ayuda de los "buenos oficios" de un tercero -" (26° ).
En su momento ya se expuso que todo conflicto de 
trabajo es susceptible de solución negociada, y ese es
también el concepto de nuestro Derecho positivo, siquiera
manifestado indirectamente, pues si en ningún momento se
regula la negociación como tal procedimiento de solución, 
es porque se da por supuesto ese carácter, y así puede 
verse que el RDLRT imponía, prácticamente como primer 
trámite, el intento, por parte de la autoridad laboral, de 
que las partes llegasen a un acuerdo negociado (art. 24 
RDLRT), negociación que se suponía subsistía durante toda 
la tramitación por lo que, la LPL de 1.980, en su art. 150, 
ordenaba el archivo de las actuaciones, en cualquier fase 
anterior al pronunciamiento de la sentencia, tan pronto la 
autoridad laboral comunicaba haberse solucionado la
controversia, precepto que subsiste en el actual art. 159 
de la vigente LPL, si bien con la salvedad de que, la 
comunicación de que se ha obtenido una solución, debe
proceder de las partes enfrentadas.
Es claro pues, que nuestro Derecho conceptúa otros
medios como subsidiarios frente a la negociación, de ahí
que la solución por esa vía implique la finalización, sin 
más trámite, de otros procedimientos que puedan estar en
250 .- GOERLICH PESET, JOSE MARIA "Los acuerdos de resolución de
los conflictos colectivos" en AA.W. "Manifestaciones de la autonomía 
colectiva en el ordenamiento español " Madrid (ACARL) 1989, pag.112.
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curso (261); incluso se mantiene ese mismo concepto de 
subsidiariedad en relación con el posible recurso a medidas 
de presión, como puede verse claramente en la regulación de 
la huelga que el RDLRT contiene; en efecto, éste parte del 
convencimiento de que, aquella se ha producido después de 
otros intentos de solución del conflicto y, por ello, exige 
que el escrito de comunicación de la huelga contenga "las 
gestiones realizadas para resolver las diferencias" (art. 
3.tres del RDLRT), así como la elección de un comité de 
huelga que, desde el momento del preaviso y mientras se 
prolongue la duración de ésta, debe negociar con el 
empresario "para llegar a un acuerdo" (art. 8,dos del 
RDLRT). Igualmente, establece que el acuerdo a que pudiera 
llegarse en esas negociaciones tendrá la misma eficacia que 
lo aprobado en un convenio colectivo (art. 8, dos, RDLRT), 
como también lo tendrá el que pueda producirse en el 
procedimiento de conflicto colectivo (art. 24 RDLRT).
No son esas las únicas manifestaciones que en nuestro
Derecho existen sobre la negociación como medio de solución
de conflictos, pues ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE ( 262 )
señalan que las funciones que el E.T. confiere a los
261 .-Al respecto IGLESIAS CABERO, ("La Administración " op.
cit. pag. 56), "Parece obvio apuntar que la primera y principal manera 
de solucionar los conflictos colectivos es sin duda la negociación 
directa de las partes implicadas que puede ser incluso simultánea a los 
demás procedimientos, que quedarían definitivamente paralizados si se 
lograra el deseado acuerdo".
262 .- ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, "Derecho del Trabajo" op.
cit. pags. 876 y 877.
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comités de empresa y delegados de personal, de "vigilancia 
en el cumplimiento de las normas vigentes en materia
laboral.......1 y de, en su caso, formular ante el
empresario "las acciones legales oportunas" (art. 64.1.8.a 
E.T.), normalmente, desembocarán en una queja ante el 
empresario que originará un subsiguiente procedimiento de 
negociación, utilizable, tanto en conflictos individuales 
como colectivos, de carácter indudablemente jurídico. 
Incluso, en muchos otros preceptos se indica, claramente, 
que, antes de acudir a otras vías de solución de
controversias, se debe producir la negociación entre los 
afectados, por ejemplo en los conflictos que denominé 
mixtos, como los derivados del art. 41 ET ("... que de no 
ser aceptadas por los representantes legales de los
trabajadores habrán de ser aprobadas por la autoridad 
laboral......" ) .
2 Los posibles formas de solución mediante
negociación directa .- En la medida que no existe una 
regulación específica acerca de la negociación como forma 
directa de solución de conflictos colectivos jurídicos, 
poco es lo que al respecto puede exponerse, aunque cabe 
analizar las formas en que puede plasmarse y el valor que 
en cada caso tendrían los acuerdos alcanzados.
a) La negociación de un convenio colectivo .- La
primera posibilidad es que las partes convengan un 
auténtico convenio colectivo como formula de solución de un 
conflicto colectivo jurídico. Ciertamente es una
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posibilidad rara, pues el convenio parece más bien la vía 
de solución para un conflicto de intereses, pero dado el 
derecho amplio de negociación colectiva que reconoce 
nuestra Constitución y su posible contenido, tal como lo 
establece el art. 85 ET, no es descartable que, las partes 
enfrentadas, negocien un acuerdo colectivo que prevenga, o 
solucione, uno o varios conflictos jurídicos que les 
enfrenten. Piénsese que la solución a un problema de 
interpretación de un convenio puede venir por la decisión 
de las partes de modificar el mismo, bien *para darle una 
nueva redacción más clara, bien para renegociar sus 
contenidos, lo que además, como se analizó, es 
característico de los sistemas de negociación dinámica o 
semi-permanente (Inglaterra, Bélgica). En estos casos, los 
afectados solucionan el conflicto colectivo jurídico 
mediante una negociación en el plano de intereses que puede 
expresarse en forma de nuevo convenio colectivo, con el 
carácter y eficacia que le corresponda en función de su 
procedimiento negociador, legitimación de quienes lo 
conciertan, etc...., o, en otras palabras, podrá tener 
valor de convenio estatutario, si como tal se negocia y 
tramita (263 ), limitando en caso contrario su valor al de 
mero convenio extraestatutario
263 . - Obviamente en estos casos las partes deberán tener en
cuenta los posibles problemas de concurrencia derivados del art. 84 
E.T., e incluso la posibilidad, si fuese precisa, de una denuncia total 
o parcial del convenio precedente, lo que en todo caso no plantea 
especiales dificultades en la medida que existe acuerdo entre los 
propios afectados.
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b) Los acuerdos negociados en el marco de los 
procedimientos de conflicto colectivo La segunda 
posibilidad es que las partes concierten un acuerdo 
negociado, en el marco de la tramitación del procedimiento 
de solución de conflictos previsto en el RDLRT, o en la 
LPL, o incluso en el marco de una huelga legal. En todos 
estos casos, la Ley quiere privilegiar el contenido de 
dicho acuerdo, y lo equipara al convenio colectivo (264 ), 
es decir, "es posible que el acuerdo de solución del 
conflicto jurídico no sea un verdadero convenio colectivo, 
pero por expresa asimilación de la Ley, estará dotado de la 
misma eficacia que comporta aquél" ( 265 ).
c) Los acuerdos informales Como tercera
posibilidad, es posible que las partes no quieran acudir al 
supuesto raro de negociar un auténtico convenio colectivo, 
ni, tampoco, al más habitual de concertar el acuerdo en el 
marco de los procedimientos legalmente establecidos para la 
solución de conflictos. En esos casos nada impide una 
negociación directa, sin más formalismos, y el posible 
acuerdo que se produzca tendrá un valor contractual entre 
sus firmantes, convirtiéndose en fuente de derecho al 
amparo del art. 3.1.c) ET, con los problemas que entonces
264 .- art. 24 RDLRT: "Dicho acuerdo tendrá la misma eficacia que
lo pactado en un convenio colectivo". Art. 8. 2 RDLRT : "El pacto que 
ponga fin a la huelga tendrá la misma eficacia que lo acordado en 
convenio colectivo". Art. 153. 2 LPL : "Lo acordado en conciliación
tendrá la misma eficacia atribuida a los Convenios Colectivos....".
.-GOERLICH PESET, "Los acuerdos...." op. cit. pag. 131.
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conllevará su aplicación a las relaciones individuales, 
ciertamente más fácil y clara si lo acordado es un convenio 
colectivo, o tiene eficacia de tal, como ocurría en las dos 
posibilidades anteriores.
d) La negociación en las Comisiones Paritarias .- Por 
otro lado, la negociación tiene una clara manifestación en 
la actuación de la comisión paritaria de los convenios a 
que alude el art. 85.2 ET. Es evidente que las partes, 
después de haber acordado un convenio, pueden solventar 
cuantas dudas o cuestiones suscite entre ellas su 
aplicación o interpretación, por vía de negociación y 
acuerdo en la comisión paritaria ( 266 ), que parece tiene, 
como una de sus funciones naturales, la de solventar estas 
controversias, realizando al efecto una interpretación
266 .- Como señala DEL REY GUANTER, SALVADOR, ("Arbitraje,
Comisiones Paritarias y Proceso", Temas Laborales ne 6/1986, pag. 119), 
las Comisiones Paritarias se convierten "en una de las manifestaciones 
más importantes de la introducción, necesaria e ineludible, de un 
cierto grado de dinamicidad en un sistema de negociación colectiva 
caracterizado durante años por su estaticidad".
En el mismo sentido, el propio autor, ("Negociación..." op. cit. 
pag. 257), "la designación de unas comisiones paritarias, auténticas 
expresiones orgánicas de la caracterización de la negociación colectiva 
como proceso continuo...".
También, por ejemplo, CRUZ VILLALON, JESUS, ("La intervención de 
las Comisiones Paritarias de convenios colectivos en la resolución de 
conflictos", Revista de Política Social n2 146/1985, pags. 203 y 204),
"Las Comisiones Paritarias  surgen y se desarrollan dentro de
aquellos sistemas de relaciones laborales donde predomina lo que se ha
venido en denominar un modelo de negociación colectiva estático.....
Unicamente en un modelo de este tipo resulta comprensible la separación 
entre dos fases en el desarrollo de la negociación colectiva. Una 
primera de elaboración y negociación del texto del convenio; una 
segunda, de administración y aplicación del resultado normativo de la 
fase precedente. Es precisamente en esta última donde entran en juego 
las Comisiones Paritarias y, además, actuando como un elemento de 
dinamización de una negociación colectiva estática".
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"...auténtica, por cuanto las Comisiones Paritarias no son 
sino una representación de las partes negociadoras: art.
85.2.d) E.T. En consecuencia la interpretación general 
dimanante de ellas se incorpora a la norma interpretada y 
vincula al Juez. En este sentido - y solamente en este - 
cabe decir que las Comisiones Paritarias resuelven 
conflictos" (267 ) .
Dejando al margen, por el momento (268 ), si esta 
interpretación se admite como auténtica y si, en principio, 
se incorpora al propio convenio, con igual naturaleza y 
eficacia que éste y resulta vinculante o no, parece claro 
que la negociación se puede prolongar en las comisiones 
paritarias y que las propias partes negociadoras son libres 
de plantear ante ellas, precisamente para darles solución, 
los conflictos que les enfrenten en relación con el 
convenio colectivo de referencia.
Ahora bien, obsérvese que se hace referencia a un 
supuesto absolutamente voluntario, es decir, la comisión 
paritaria actuará como órgano negociador, de solución de 
conflictos - en los términos indicados -, sólo si a ella 
acuden voluntariamente los propios firmantes del convenio, 
las propias partes representadas en la misma. En todo caso,
267 .- ALARCON CARACUEL, MANUEL RAMON "Los procesos especiales de 
clasificación profesional y conflictos colectivos en la Ley de 
procedimiento laboral de 1980 y normas concordantes" Revista de 
Política Social, 137/1983, pag.101
268 .- Véase al respecto en este estudio, 4.2.D.C. Las comisiones 
paritarias de los convenios colectivos.
pag. 209
la voluntariedad podría consistir, también, en un acuerdo 
proyectado hacia el futuro, de tal manera que los firmantes 
se obligarían ante cualquier conflicto posterior a intentar 
su solución ante la comisión paritaria, y aunque en ese 
momento debiese cualquiera de ellos acudir ante ésta de 
forma obligada, no puede negarse el carácter negocial de 
estas soluciones, pues el origen de la obligación estuvo en 
una decisión libremente acordada por los propios afectados, 
y además, éstos, obviamente, no tienen ninguna obligación 
de llegar a acuerdo en el citado trámite.
Es claro que si acuden terceros, aunque estén 
comprendidos en los ámbitos del convenio, la comisión 
paritaria, actuará como órgano mediador o arbitral (26S ) .
Por ello, al aludir a las comisiones paritarias como 
medios de solución negociada de los conflictos colectivos 
jurídicos, se está haciendo referencia, exclusivamente, a
269 .- Puede verse en tal sentido y "a sensu contrario", DEL REY
GUANTER, ("Arbitraje..." op. cit. pags. 120 y 121), "Ciertamente, 
cuando el conflicto colectivo suscitado por la administración del 
convenio colectivo tiene el mismo o similar ámbito que el convenio, y 
consiguientemente son las mismas partes, o una representación de ellas, 
que negociaron aquél, las que están llamadas a resolver definitivamente 
tal conflicto, parecería un tanto ficticio considerar su decisión como 
de carácter arbitral, por definición, el árbitro es un tercero... 
condición esta que sería difícil detectar en comisiones paritarias..".
HERNANDEZ VIGUERAS ("La solución " op. cit. pag. 161) señala
que "en los convenios de empresa difícilmente puede considerarse a la 
instancia paritaria como tercera neutrañ en los conflictos colectivos 
generales, puesto que se integra por la misma representación de las 
partes implicadas. Y tratándose de la institución paritaria del 
convenio sectorial, su intervención en una controversia que afecte 
exclusivamente al ámbito de una empresa podría reunir los rasgos 
propios de la mediación o la conciliación; pero de afectar al sector en 
su conjunto estaríamos en presencia de una negociación inter partes 
para la superación del conflicto..."
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ese supuesto de actuación absolutamente voluntaria y
referida a los firmantes del convenio y componentes de la 
comisión negociadora.
Lo anterior no excluye, por supuesto, que, en uso de 
sus poderes negociales, los agentes sociales lleguen a 
acuerdos en los que se establezcan procedimientos
convencionales de solución de conflictos colectivos en 
general, y en particular jurídicos, procedimientos que 
pueden pasar por conferir a estas comisiones facultades
conciliadoras, mediadoras, e incluso arbitrales (270 ) y 
también por acudir a sistemas más complejos mediante 
organismos diferenciados de estas comisiones. En estos 
casos, la negociación no actúa directamente para solucionar 
el conflicto, pues, quienes instituyen estos procedimientos 
o confieren estas facultades a la comisión paritaria, no 
tienen que coincidir con quienes se encuentran en 
conflicto; lo que hace la negociación es, desarrollando
plenamente las posibilidades que le confiere el art. 82.2 
del ET para regular la paz laboral, o, en parecido sentido, 
el art. 8.1 del RDLRT, y en general el art. 37.1. CE, 
establecer unos procedimientos de solución para los 
conflictos que afecten a trabajadores y empresarios
270 .- Obsérvese que en el supuesto anterior, es decir, cuando
los propios componentes de la Comisión Paritaria resuelven en estas 
cuestiones relativas a la interpretación o aplicación del convenio en 
cuestión, como razona ALARCON CARACUEL, ("Los procesos...." op. cit., 
pag. 101), dicha Comisión, "no tiene un carácter arbitral: primero
porque no es un "tercero" ajeno a las partes .... y segundo, porque su
función es, más que resolver un conflicto, prevenirlo mediante una 
interpretación "acordada"" .
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comprendidos en el ámbito de aplicación del acuerdo que los 
instituye. Estos procedimientos no serán de negociación 
directa, sino mediante el recurso a procedimientos de 
negociación asistida, o incluso sustitutorios de la propia 
negociación (271 ) .
#
Esta última posibilidad es de tal importancia y 
plantea problemas tan interesantes, que se abordará en este 
estudio separadamente, en un capítulo del mismo destinado 
a los procedimientos extrajudiciales de solución de 
conflictos colectivos jurídicos de origen convencional 
(272), y ello no sólo por la razón expuesta, sino por 
propia coherencia sistemática, pues ya se ha manifestado 
que no debe confundirse la solución del conflicto mediante 
la negociación directa, con la solución del conflicto a 
través de un procedimiento creado convencionalmente.
3 .- Una primera conclusión en cuanto a la
negociación.-En función de cuanto se ha expuesto, parece 
claro que la negociación colectiva es factor esencial de 
solución de los conflictos colectivos, no sólo de los de
271 .- Como indica PALOMEQUE LOPEZ, MANUEL CARLOS,
("Administración del convenio colectivo y solución de conflictos
laborales" en AA.W. "La Administración de los convenios y su valor 
normativo", Madrid (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 1991. 
pags. 42 y 43), "Por lo común los convenios colectivos suelen atribuir 
a las respectivas comisiones paritarias competencias o funciones
susceptibles de ser agrupadas en los siguientes apartados.....  5.
Composición de conflictos laborales, colectivos e individuales, a 
través de procedimientos de conciliación, mediación y arbitraje".
272 .- Véase en este estudio 4.2. Sistemas de solución de 
conflictos colectivo-jurídicos creados por la autonomía colectiva.
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intereses para los que resulta el medio más adecuado, sino 
también para los jurídicos, constituyendo "el procedimiento 
de autocomposición más elemental y frecuente para solventar 
conflictos" (273 ), y un medio que "nuestra legislación de 
conflictos colectivos intenta favorecer, por más que lo 
haga de una forma tosca, basada en la acumulación de 
inútiles trámites de encuentro entre las partes (para) que 
éstas lleguen a un acuerdo ..." (274), sin darse cuenta,
por otra parte, de que la existencia de un procedimiento de 
solución jurisdiccional, en los términos en que está 
regulado, conjugado con la falta de apoyos y asistencias a 
la negociación a que posteriormente me referiré, puede ser 
un contundente freno a la solución negociada de los 
conflictos jurídicos.
273 .-ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, "Derecho del Trabajo" op. 
cit. pag. 875.
274 .-GOERLICH PESET, " Los acuerdos...." op. cit. pag. 135.
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4.1.B.- PROCEDIMIENTOS BASADOS EN LA NEGOCIACION 
ASISTIDA (275 ).-
4.1.B.a.- Concepto. Diferentes Procedimientos.-
1 Los procedimientos concretos: sus elementos
comunes.- En la sistematización efectuada se incluyeron
aquí tres procedimientos: buenos oficios, conciliación y
mediación. Los tres se caracterizan por dos elementos
comunes; el primero, que es fundamental, es que, en sí, 
estos procedimientos no resuelven propiamente el conflicto, 
sino que ayudan a su solución. En efecto, en todos ellos, 
la solución se obtendrá por el acuerdo directo entre las 
partes, a través de la negociación.
El segundo elemento, es la intervención de un tercero 
(o varios, o de un órgano constituido al efecto), que 
intenta propiciar el acuerdo entre las partes, promoviendo 
el acercamiento entre sus respectivas posturas, o también, 
a veces, realizando algo todavía más elemental, conseguir 
que las partes se reúnan, lo que en muchos conflictos 
constituye el primer problema a resolver.
275 . - Aunque he utilizado el termino reiteradamente conviene,
ya, señalar que lo he tomado de BORRAJO DACRUZ, ("Sistemas " op.
cit. pag. 11), "En una frase gráfica podría hablarse de negociación 
colectiva asistida: las partes cuentan con la cooperación de un
tercero, que en ningún caso las sustituye".
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En esencia puede verse que el sistema es el mismo, 
intervención de un tercero que aproxima a las partes, pero 
que no sustituye la autonomía de éstas para dar solución al 
conflicto; por eso se habló de procedimientos de 
negociación asistida, por cuanto, todos ellos, se 
constituyen como un apoyo, un auxilio, una asistencia a la 
propia negociación de los interesados.
2 .- Las_____diferencias entre los_____distintos
procedimientos de negociación asistida .- La diferencia 
entre los tres sistemas es más de grado en la intervención 
del tercero, que de naturaleza propiamente dicha, por ello, 
en ocasiones se prescinde de la referencia a los buenos 
oficios, y en otras - como ocurre en algunos países, e 
incluso en el nuestro, como se verá - se resalta la 
dificultad extrema de separar entre conciliación y 
mediación, no tanto en cuanto al propio concepto doctrinal, 
sino por la dificultad de encontrar en la práctica sistemas 
de conciliación puros.
a) el concepto de los "buenos oficios" .- Intentando 
diferenciar entre los tres, se podría decir que el 
procedimiento de buenos oficios consiste en la intervención 
de un tercero que, espontáneamente, se ofrece a las partes 
para intentar una aproximación entre las mismas, sin que su 
actuación tenga al respecto ninguna formalidad, ni exista, 
por supuesto, obligación de aceptarla.
Se ha indicado que, si los afectados la aceptan, "su 
actuación se caracteriza por el antiformalismo y los
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criterios de solución que pueda proponer suelen basarse en 
la equidad y raramente en el Derecho" ( 276 ) .
Realmente puede verse que el procedimiento puede 
identificarse casi completamente con la mediación, y, de 
hecho, una vez aceptado el ofrecimiento, no existirán 
diferencias reales con ésta. Cabría considerar que la 
mediación puede establecerse obligatoriamente, mientras que 
esa obligatoriedad parece incompatible con la naturaleza de 
esta intervención de "buenos oficios" que, además, carece 
totalmente de formalismo, mientras que, en ocasiones, la 
mediación está reglada.
En la práctica, buenos oficios y mediación se suelen 
identificar y gran parte de nuestra doctrina ni siquiera 
menciona este posible sistema de solución.
b) El concepto de "conciliación" .- La conciliación se 
entiende, normalmente, como la intervención de un tercero, 
denominado conciliador, "con la única función de propiciar 
el diálogo entre las partes para que lleguen a un acuerdo"
( 277 ) es decir, "no tiene más cometido que presenciar el
276 .- DE LA VILLA GIL, y PALOMEQUE LOPEZ, "Introducción..." op. 
cit. pag 377.
277 .- SALA FRANCO, y ALBIOL MONTESINOS, ("Derecho Sindical" 
op. cit. pag. 528), o en palabras de BORRAJO DACRUZ, ("Sistemas...." 
op. cit. pag. 13), "si su actuación (la del tercero) se limita a 
propiciar las reuniones y el entendimiento entre las partes recibe el 
nombre de tercero conciliador".
En el mismo sentido, RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, ("La
intervención " op. cit. pag. 139), "...el conciliador se limita a
acercar las posiciones dispares de estas, sin aportar ningún elemento 
nuevo de negociación....".
También por citar otras de las muchas opiniones al respecto:
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intento de acercamiento entre las partes y, en su caso, 
procurar que no se cierren los canales de comunicación; en 
estrictos términos no le corresponde ni terciar entre las 
partes ni proponer soluciones" ( 278 ).
Los sistemas de conciliación son múltiples, y así el
conciliador puede ser una persona, o un órgano, de carácter
público o privado, e, igualmente, puede estar establecido 
con carácter permanente para todo tipo de conflictos, o 
crearse con carácter temporal para uno concreto. Su 
actuación puede estar más o menos reglada, así como quedar 
instituida la obligatoriedad de su intervención, que admite 
diversos grados, pudiendo resultar impuesta a ambas partes, 
sin necesidad de que lo solicite ninguna de ellas, o bien 
resultar obligatoria sólo cuando alguna de aquellas lo
pida, o, incluso, establecerse que se producirá sin previo
acuerdo entre los afectados. Igualmente puede estar
CONDE MARTIN DE HIJAS, VICENTE, "Conciliación y Mediación en 
Conflictos Colectivos de Trabajo (I)" Actualidad Laboral n2 10/1985, 
pag. 530.
CUEVAS LOPEZ, JOAQUIN, "La conciliación: su función con respecto
al proceso", Temas Laborales, n^ 8/1986.
Otras definiciones vinculan la conciliación a la posterior 
existencia de un procedimiento judicial, así por ejemplo ALONSO GARCIA, 
("La solución...." AA.W., op. cit. pags 25 y 26), define la 
conciliación como "aquel sistema de sustanciación de conflictos de 
trabajo (individuales o colectivos) por virtud del cual las partes del 
mismo, ante un tercero que ni propone ni decide, contrastan sus 
respectivas pretensiones, tratando de llegar a un acuerdo, que elimine 
la posible contienda judicial". Aunque es habitual la vinculación que 
se establece entre conciliación previa y posterior proceso judicial, la
misma no resulta obligada, y por ello se prefiere el concepto expuesto
que no la contempla necesariamente.
278 MARTIN VALVERDE, RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, y GARCIA
MURCIA, "Lecciones " op. cit. pag. 358.
pag. 217
regulada la obligatoriedad de acudir a la llamada del 
conciliador, con diversos efectos cuando no se acuda, o, 
por contra, admitirse que la inasistencia implica el 
rechazo de la posible intervención conciliadora, sin
mayores consecuencias (27S ) .
c) El concepto de "mediación".- Por su parte, la
mediación implica un paso más, ya que el tercero que 
interviene para ayudar a negociar, además de realizar todo 
lo anterior, tiene, como función añadida, "la de proponer 
una base de acuerdo" (2eo ), o en otras palabras, ofrecer 
"propuestas o soluciones opcionales a las partes en 
conflicto, sin valor decisorio, por tanto, eligiendo éstas 
en su caso la conveniente" (2B1)-
Puede verse que lo característico de la mediación es 
que el mediador no se limita a convocar a las partes y 
propiciar un acuerdo, sino que debe realizar una propuesta
de solución que, en los conflictos jurídicos, se basará
275 Los sistemas son innumerables al contener cada uno de
ellos varios de los aspectos que se han mencionado, para un análisis 
extenso de los que en la práctica existen remito a O.I.T. 
"Conciliación " op. cit. pags. 62 a 143.
280 SALA FRANCO, y ALBIOL MONTESINOS, "Derecho Sindical",
op. cit. pag.528.
261 .- PALOMEQUE LOPEZ, "Derecho Sindical..." op. cit. pag. 235.
En el mismo sentido, por ejemplo, CONDE MARTIN DE HIJAS,
("Conciliación " op. cit. pag. 530), "...lo característico de ella
es que el mediador proponga fórmulas concretas de solución del 
conflicto, fórmulas que, obviamente, las partes del mismo pueden 
aceptar o no".
En parecidos términos ALONSO GARCIA, "Curso..." op. cit. pag. 663.
O.I.T. "Conciliación " op. cit. pag. 19.
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sobre todo, pero no necesariamente, en el Derecho, pudiendo 
utilizar criterios de equidad o cualquier otro que estime 
oportuno, ya que, en definitiva, su propuesta no resuelve 
la controversia, siendo el acuerdo que realicen las partes 
al aceptarla el que realmente lo hace.
En la medida que el mediador debe hacer una propuesta 
y que el rechazo de la misma puede implicar una cierta 
censura social, es fundamental en la mediación, mucho más 
que en la conciliación o en los buenos oficios, la 
idoneidad del mediador y su imparcialidad frente a los 
afectados, por ello suele ser tradicional que se conceda 
mayor libertad a las partes para elegir quien debe realizar 
esa función, mientras que en la conciliación se suelen 
establecer órganos específicos, que actúan en todos los 
conflictos, con independencia de quienes se encuentren 
afectados y sin posibilidad de que éstos elijan un 
conciliador o un órgano de conciliación concreto. De todas 
formas, aunque ello es habitual, puede ocurrir lo 
contrario, y nada se opone a la existencia de órganos 
específicos de mediación.
Lo que si suele ser característico en la mediación es 
la capacidad investigadora de quien debe realizarla. En 
definitiva, si el mediador tiene que realizar una 
propuesta, destinada a ser aceptada, es lógico que pueda y 
deba investigar todos los hechos y cuestiones que rodean el
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conflicto en el que debe mediar ( 262 ), capacidad de 
investigación que se convierte, además, en elemento que 
acentúa la diferencia con los sistemas de conciliación 
( 283 ) . Hasta tal punto puede ser relevante la tarea 
investigadora que la O.I.T. la recoge como un posible 
procedimiento de solucionar conflictos colectivos, similar, 
aunque diferenciado, de la propia mediación (264 ).
282 .-"En efecto en la mediación puede hablarse de un predominio
del principio inquisitorio, en virtud, sobre todo, de la función 
encomendada al mediador, cuya tarea investigadora alcanza los más 
amplios dominios. El mediador tiene, no sólo la facultad, sino el deber 
de investigar todo el complejo de hechos y cuestiones sometidos a
consideración " ALONSO GARCIA, "Derecho Procesal..." op. cit. pag.
230 .
MARTIN VALVERDE, RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ y GARCIA MURCIA, 
("Lecciones...." op. cit. pag. 359) señalan, "En la mediación, el 
tercero (mediador) cuenta con mayores posibilidades de intervención en 
el arreglo, pues se le atribuyen facultades para recabar la opinión de 
las partes....".
También,entre otros, OLIET PALA, ALBERTO ("Neocorporativismo, 
Estado y Administración laboral", Revista de Trabajo, n2 95/1989, pag. 
77), indica, "Un criterio de eficacia es, desde luego, la atribución al 
mediador de amplias facultades para reunir a las partes, celebrar 
entrevistas con las mismas por separado, y, sobre todo, para recabar la 
información necesaria....".
263 Al respecto, por ejemplo, IGLESIAS CABERO, ("La
Administración " op. cit. pag. 65), "....y la distinción se
acentúa más cuando el mediador formula su recomendación previa una 
investigación o encuesta para la que esté especialmente autorizado, más 
aún si puede exponer y defender la misma públicamente".
284 .- En tal sentido, O.I.T. ("Conciliación ...." op. cit. pag. 
20), "Sin embargo en varios países la investigación se ha convertido en 
un procedimiento de solución en sí. La intervención en los conflictos 
laborales, en este caso, es generalmente más activa que en la 
conciliación y la mediación, pero, al igual que en esta última, tiene 
el propósito de hacer llegar a las partes una solución amigable o 
voluntaria".
En nuestra doctrina también hay opiniones que recogen este sistema 
como un procedimiento diferenciado de la mediación y así, por ejemplo, 
GARCIA ABELLAN, ("Derecho de Conflictos...." op. cit. pags. 210 a 214), 
alude a los procedimientos de "investigación y publicidad".
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Si el mediador resulta efectivamente persona idónea - 
como es de esperar si se desea que el procedimiento 
funcione» -, y, más aún, si ha sido elegido por los 
interesados y ha tenido capacidad de investigación de las 
respectivas posturas, es evidente que su propuesta tiene 
una fuerte autoridad moral, y suele ser habitual que, en 
caso de que las partes o alguna de ellas no acepte la 
solución ofrecida, se regule la obligación del mediador de 
dirigir un informe a las autoridades laborales, cuya 
publicación se permite en ocasiones, "llevando de esta 
manera a conocimiento de la opinión pública los términos en 
que la cuestión se ha planteado y el ofrecimiento de 
solución (que) ha sido hecho" (285), "de modo que la 
opinión pública ejerza presión sobre las partes para que 
sigan negociando y lleguen a un acuerdo" (2S5 ) . De todas 
maneras la publicidad de la mediación es una cuestión 
controvertida, pues, por un lado, puede resultar cierto que 
"la publicidad de la recomendación, de las manifestaciones 
expresas y motivadas de las partes, e incluso, del informe 
final de mediador, también sería muy útil a la hora de
En realidad, en general, como señala ALONSO GARCIA, ("Curso..." 
op. cit. pag. 669), "...ninguno de estos procedimientos constituyen
sistemas de resolución de conflictos de trabajo Comportan, más
bien, únicamente, medios a través de los cuales se consigue, - o puede 
conseguirse, cuando menos - el esclarecimiento de los hechos, 
necesarios para la obtención de una decisión ajustada a derecho".
285 ALONSO GARCIA, "Derecho Procesal..." op. cit. pag. 234.
.-O.I.T. "Conciliación " op. cit. pag. 136
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reforzar la responsabilidad de las partes y evitar 
actitudes oportunistas, de oposición en principio" (287 ), 
pero, por otra parte se señala que, "la condición
imprescindible para que exista la propia mediación es que 
las partes tengan plena confianza en el tercero, y que ello
genere una absoluta confidencialidad. Tal confidencialidad
es no ya difícil, sino prácticamente imposible que exista 
si las partes saben que están tratando con un mediador que 
desde e.1 principio esta llamado a hacer propuestas
públicas. En este caso........  las partes adoptan una
posición distante respecto al tercero, de no revelar sus 
pretensiones y tácticas" (288 ), por ello no debe 
establecerse sin más y por sistema la publicidad de la 
actuación mediadora, aunque como posibilidad existe, y cabe 
buscar fórmulas intermedias, como por ejemplo, secreto 
sobre las deliberaciones y posturas de las partes pero 
publicidad, no necesaria sino posible y limitada a 
determinados conflictos, de la recomendación final (289 ).
287 .-OLIET PALA, "Neocorporativismo...." op. cit. pag. 77.
268 .- DEL REY GUANTER, SALVADOR, "La nueva regulación de la
negociación colectiva y de la solución de los conflictos colectivos en 
la función pública", Relaciones Laborales, Tomo 1/1991, pag. 291.
289 . - DEL REY GUANTER, ("La nueva regulación..." op. cit. pag.
292), matiza esa posibilidad de establecer un diferente tratamiento y 
así, tras exponer su posición contraria a una amplia publicidad, señala 
que "puede ser que, en el caso de conflictos jurídicos colectivos de 
enorme trascendencia y que hayan provocado o vayan a provocar medidas 
de presión, tal publicidad pueda ser en ciertos casos conveniente".
También OLIET PALA, ("Neocorporativismo " op. cit. pag. 75),
pese a defender la publicidad de la propuesta final, matiza, bien que
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Por lo demás, cuanto se expuso de la conciliación, en 
cuanto al carácter reglado o no, voluntario o no, y demás 
aspectos, sería plenamente aplicable a este otro 
procedimiento.
La mediación se caracteriza, pues, por esa especial 
importancia de la propuesta de solución, pero, en realidad, 
es muy frecuente que los propios sistemas de conciliación 
permitan al conciliador efectuar propuestas (290 ), es
decir, es infrecuente encontrar una conciliación pura, en
la que el órgano de conciliación se limita a reunir a las 
partes acabando ahí su función, lo que le convertiría en un 
auténtico "convidado de piedra" (291 ).
d) El carácter de la propuesta como elemento 
diferenciador Posiblemente por ello, la diferencia
esencial entre conciliación y mediación, habría que
buscarla, no tanto en el hecho de que se hagan o no
en relación con la conciliación, que "en torno a la publicidad del 
procedimiento, se ha dicho con justicia que es adecuada, pues el objeto 
de los debates puede no ser propicio a ella...".
290 .- DIEGUEZ CUERVO, GONZALO, y DE LA VILLA GIL, LUIS ENRIQUE 
("Quince lecciones...." op. cit. pags. 85 y siguientes, y 96 y 
siguientes), entienden que el conciliador puede formular propuestas 
concretas de solución, no necesariamente basadas en el Derecho, 
reforzando así la conexión entre conciliación y mediación.
291 .- "Es evidente que en la práctica resulta muy difícil 
separar conciliación y mediación. El conciliador puro y simple, si 
existe, recibe muy pronto el calificativo peyorativo de convidado de
piedra, de mero certificante de las posiciones antagónicas  De ahí
que el conciliador actúe de hecho como mediador y haga propuestas y 
recomendaciones a las partes. Hay pues confusión real entre una y otra 
medida." BORRAJO DACRUZ, "Sistemas...." op. cit. pag. 12
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propuestas, cuanto en su carácter, pues las que haga el 
conciliador son fundamentalmente propuestas no estudiadas, 
que no derivan de una investigación de los hechos, y como 
tales no tienen excesiva fuerza moral, y que además, en 
todo caso, son opcionales, pues puede hacerlas, o limitarse 
a reunir a las partes.’Por contra el mediador debe hacer 
una propuesta, pues esa es la finalidad expresa de la 
mediación, propuesta que, además, debe ser estudiada y 
generalmente fruto de la investigación que haya podido 
hacer; por lo tanto tiene una fuerte autoridad moral. Las 
consideraciones anteriores situarían la diferencia entre 
ambos procedimientos más en una cuestión de intensidad en 
la intervención del tercero, que de naturaleza, 
especialmente si se toma en consideración que en los dos el 
elemento decisivo es el acuerdo entre los interesados 
( 252) -
En cualquier caso, conciliación y mediación, como 
también los buenos oficios, y los procedimientos de 
investigación y encuesta si se les considera con entidad 
propia, guardan mucha similitud (2S3 ). Es más, no es
292 .-En tal sentido O.I.T. "Conciliación " op. cit. pag.
19.
293 .-Y de hecho no es infrecuente señalar que la distinción, en
la práctica, resulta artificiosa, como indica, por ejemplo, CUEVAS 
LOPEZ, "La conciliación...." op. cit. pag.44.
Desde luego en ese terreno es sumamente compleja, muchas veces, la 
distinción, pues como señala RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, ("La 
intervención...." op. cit. pags. 139 y 140), "...desde el momento que 
el dato fundamental que separa ambos procedimientos no siempre recibe 
una formulación rígida: resulta en este caso muy difícil señalar hasta
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infrecuente que no se diferencie entre conciliación y 
mediación (294 ) y en muchas ocasiones se dan 
procedimientos mixtos, que adoptan aspectos de varios de 
ellos, o incluso de todos ( 295 ); también puede ocurrir que 
se produzcan escalonadamente, es decir, como distintas 
fases de un único procedimiento de solución de conflictos, 
que incluso derivará en soluciones arbitrales, 
administrativas o jurisdiccionales si fracasan las 
precedentes.
Para analizar la regulación que en nuestro Derecho 
existe sobre todos ellos debe tenerse en cuenta que el 
carácter absolutamente informal de los buenos oficios y su 
similitud, cuando se acepta la intervención del tercero, 
con la mediación, justifican que no se encuentre regulación
donde llega el mero acercamiento de las partes y donde empieza la 
proposición de una solución..."
294 Al respecto, por ejemplo, GLADSTONE, ALAN, ("Arbitraje 
Voluntario en los conflictos de intereses", Ginebra (O.I.T.) 1988, pag. 
2), "La mediación se parece mucho a la conciliación - y en la mayoría 
de los casos se emplean como palabras sinónimas -si bien en algunos 
sistemas de relaciones de trabajo se efectúa una distinción entre 
ellas".
295 por ejemplo el propio GLADSTONE, ("Arbitraje....", op.
cit. pag. 2), al definir la conciliación señala "La conciliación puede 
entrañar o no propuestas de solución, el conciliador intenta armonizar 
a las partes en el conflicto estudiando con ellas y consiguiendo en 
forma conjunta cambios en sus posiciones y exigencias respectivas", 
concepto que resulta, de mediar propuesta, absolutamente similar al de 
la mediación.
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diferenciada alguna de este procedimiento, por lo que 
evidentemente ningún estudio cabe al respecto.
Por contra, la conciliación y la mediación si que 
cuentan con una regulación concreta, cuyo estudio se aborda 
a continuación.
«
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4.1.B.b.- La conciliación.
1 . - L a  conciliación como mero trámite preprocesal 
Nuestro Derecho contempla la conciliación como un sistema 
de solución de conflictos colectivos no diferenciado, sino 
en el marco del concreto procedimiento jurisdiccional, y, 
precisamente, como un medio de evitar la posterior 
sentencia judicial.
En efecto, el art. 153.1 de la vigente LPL establece 
literalmente que "será requisito necesario para la 
tramitación del proceso el intento de conciliación ante el 
servicio administrativo correspondiente, o ante los órganos 
de conciliación que puedan establecerse a través de los 
acuerdos interprofesionales o los Convenios Colectivos a 
que se refiere el artículo 83 del Estatuto de los 
Trabaj adores".
Esa obligatoriedad era tradicional ( 296 ) en nuestro 
Derecho, produciéndose la conciliación en el seno de la 
extinguida organización sindical vertical (297 ),
296 .- Hasta el extremo de que HERNANDEZ VIGUERAS ("La
solución...", op. cit. pag. 385) señala que "dentro de la variedad de 
procedimientos estatales vigentes para la composición de conflictos 
laborales, el término legal de conciliación se asocia a la idea de 
obligatoriedad...".
297 .- Como señalaban DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, Y GARCIA-
PERROTE ("Instituciones " op. cit. pero 1§ edición (1983) pag.
273), "En todas las regulaciones legales del procedimiento de conflicto 
colectivo de trabajo (D.136/70, arts. 5 y 6; D-L 5/75 arts. 13.1 y 
15.1) anteriores a la vigente (1977) se establecían dos intentos de
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desaparecida ésta, seguía establecida la obligatoriedad de 
la conciliación, en general, en todo tipo de procesos 
laborales, y por ello también en los relativos a conflictos 
colectivos, como trámite preprocesal, conforme al art. 5
del Real Decreto Ley 5/79 de 26 de Enero sobre creación del
IMAC (BOE 6 - 2 - 79 )( 258 ). ,
No existía en el citado RDL 5/79, ninguna otra
regulación de la conciliación, lo que evidencia la 
vinculación con el procedimiento jurisdiccional a que antes 
aludí.
El RDLRT de 1977, al regular el procedimiento de
conflicto colectivo, había establecido, en sus arts. 23 y 
24 ( 293 ), otro intento conciliador, concretamente ante la
conciliación: en primer lugar el sindical (ante la desaparecida OSE) y 
únicamente si este fracasaba, un nuevo intento ante la autoridad 
laboral..”. Puede añadirse que también la regulación originaria de 
1962, contenida en el Decreto del Ministerio de Trabajo de 20 de
Septiembre de 1.962 contenía ese doble intento conciliador, pues su 
art. 2.c) establecía literalmente que "la comunicación a la 
Magistratura habrá de ser precedida por el intento sindical de
conciliación o mediación en el conflicto, y, si aquel se intentara sin
efecto, ante el Delegado de Trabajo".
En realidad, como expone CONDE MARTIN DE HIJAS,
("Conciliación...... " op. cit. pag. 529), en la situación anterior al
RDLRT el conflicto colectivo pasaba por "una triple fase: sindical,
ante la autoridad laboral y ante la Jurisdicción finalmente..... En la
fase sindical se procuraba la mediación y la conciliación....".
258 .- el citado precepto decía: "artículo 52 Conciliación
Obligatoria. Será requisito previo para la tramitación de cualquier 
procedimiento laboral ante la Magistratura de Trabajo el intento de 
celebración del acto de conciliación en el Instituto de Mediación, 
Arbitraje y Conciliación "
299 .- Literalmente establecían: "art. 23.......  y convocará a
las partes de comparecencia ante ella (la autoridad laboral), la que 
habrá de tener lugar dentro de los tres días siguientes, art. 24. En
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autoridad laboral, que también era tradicional en nuestro
i
Derecho. En la medida en que aún sigue siendo utilifcable, 
como alternativa al acceso directo a la Jurisdicción, el 
procedimiento administrativo regulado en el citado RDLRT, 
sigue siendo posible la conciliación ante la autoridad 
laboral.
Aparecen así tres posibilidades de conciliación: ante 
el servicio administrativo correspondiente; ante el órgano 
de conciliación que sustituya a aquél en virtud de acuerdos 
fruto de la autonomía colectiva; y ante la autoridad 
laboral.
2 . - L a  exigencia de un único intento conciliatorio .- 
Ya se ha expuesto que el procedimiento de conciliación se 
considera como un requisito preprocesal obligatorio y, por 
tanto, de carácter previo al propio planteamiento en sede 
jurisdiccional del conflicto colectivo, ahora bien, como se 
ha indicado, existen tres posibilidades distintas de 
órganos conciliatorios, pues bien, es evidente que no 
todas, o varias de ellas, deben seguirse necesariamente; en 
realidad, con la LPL se exige un único intento 
conciliatorio que puede adoptar cualquiera de las tres 
formas descritas (30G)/ pues las conciliaciones ante
la comparecencia, la autoridad laboral intentará la avenencia entre las 
partes........11.
300 .- "cuando se opta por el procedimiento administrativo dél
DLRT no es preciso efectuar una doble conciliación, pues por su 
inutilidad viene suprimida la ordinaria por la LPL. Se trata de un
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servicios administrativos y órganos creados por la 
autonomía colectiva son claramente alternativas en virtud 
del propio texto legal, y aunque ese carácter alternativo 
no es tan claro entre estos intentos conciliatorios y el 
que se produce ante la autoridad laboral, parece de toda
i
lógica que así sea, en función de un elemental principio de 
celeridad, al que debe ajustarse el procedimiento laboral 
conforme al art. 74 LPL, principio que pugnaría con la 
existencia de una doble instancia conciliadora.
Con la anterior LPL, se mantenía la obligatoriedad de 
un doble intento conciliatorio, pero, en ella, la 
regulación era clara, pues el procedimiento judicial se 
iniciaba siempre a continuación del administrativo, y para 
éste el .RDLRT establecía el intento ante la autoridad 
laboral, mientras que para aquél, el art. 145 de la LPL de 
1980 exigía el acto de conciliación ante el IMAC, y 
recordaba que, de no surtir efecto, debía reproducirse el 
trámite conciliatorio ante la autoridad laboral. Parece que 
ahora la regulación legal es sustancialmente diferente y, 
por ello, puede sostenerse que el intento conciliatorio
procedimiento de oficio para el cual se elimina la obligatoriedad de la 
conciliación ordinaria (art. 64.1) del mismo modo la conciliación 
ordinaria viene referida en el art. 153.1 a la vía directa del 
planteamiento del proceso de conflicto colectivo, no a la vía de oficio 
que se regula con posterioridad comenzando por la demanda y sin mención 
a la conciliación (art.155)." CRUZ VILLALON, JESUS en AA.W. 
("Instituciones de Derecho Procesal Laboral" Madrid (Editorial Trotta) 
1.991, pag. 237).
En el mismo sentido, GALIANA MORENO, JESUS M. en AA.W. "El nuevo 
procedimiento laboral" Madrid (Tecnos) 1990, pag. 125 y SALA FRANCO, 
TOMAS en AA.W. "Ley de Procedimiento Laboral" Bilbao (Deusto) 1990, 
pag. 356.
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debe ser único, interpretación que, en relación con la LPL 
de 1980, se había efectuado ya, doctrinal y 
jurisprudencialmente (301 ), cuando se daba identidad de 
personalidad administrativa entre el órgano encargado de 
realizar la conciliación y la autoridad laboral, como 
consecuencia de la extinción del IMAC como organismo 
autónomo.
Dejando al margen los procedimientos conciliatorios de 
origen convencional que como ya expuse se analizarán en 
conjunto con todos los restantes sistemas de idéntico 
origen, los aspectos más relevantes de las otras dos 
conciliaciones posibles, son los que a continuación se 
enumeran.
y
1) Procedimiento de la conciliación.
Como se avanzó, la conciliación se concibe como una 
forma de evitar el procedimiento jurisdiccional, que, 
además, entrará en juego siempre de forma rogada, esto es, 
a instancias de cualquiera de los legitimados para plantear 
conflictos colectivos. Ello no obsta a que una parte inste
301 .- ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, ("Derecho del Trabajo" op 
cit. pag. 882), "La integración del viejo IMAC en la estructura 
organizativa de la DG Trabajo (y en las Direcciones Provinciales) hace 
inútil el doble intento conciliatorio resultante del art. 24 DLRT y del 
art. 153.1 de la LPL".
En idéntico sentido CUEVAS LOPEZ, "La conciliación " op. cit.
pag. 45.
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el intento conciliatorio y luego no prosiga el 
procedimiento, utilizándolo de esta forma como sistema 
autónomo, pero es un medio de escasa eficacia, pues, aunque 
la asistencia a la conciliación parece obligatoria para 
todos los afectados (art. 66 LPL) y, en consecuencia, la 
solicitud de una de las partes podría tener una cierta 
utilidad para conseguir reunirse con su contraria y 
entablar un mínimo diálogo, lo cierto es que, como el 
incumplimiento de la obligación de asistencia es 
difícilmente sancionable y desde luego no está gravemente
i
penalizado (302 ), no resulta complejo oponerse al intento 
conciliador, incluso incompareciendo al trámite mismo.
Es obvio que al tratarse de una conciliación y pese a 
esa obligación de comparecer, poco coercitiva ciertamente, 
no existe ninguna obligación de llegar a un acuerdo, ni 
siquiera de entablar una auténtica negociación sobre el 
objeto del conflicto, por lo que, muchas veces, la 
conciliación no pasa de ser, en la práctica, un mero 
trámite formal, pese a que en teoría nuestro Derecho busca 
un procedimiento activo de conciliación, y por ello, en los 
dos sistemas que legalmente se regulan, que en lo que 
interesa al presente estudio pueden abordarse
302 .- El único efecto previsto por la LPL (art. 66.3 )es la
imposición de la multa de temeridad establecida en su art. 97.3 
(cuantía máxima de cien mil pesetas), pero ello sólo si la 
incomparecencia es injustificada y si quien no compareció pierde el 
pleito, lo que en su caso conllevará, si se trata del empresario el 
abono de los honorarios de los posibles abogados que hayan intervenido 
en el proceso.
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conjuntamente, no establece una conciliación pura, sino 
que, en el mismo trámite conciliatorio, permite un cierto 
intento de mediación, desde luego muy informal.
En efecto, por lo que hace a la conciliación ante el 
IMAC (303 ), el Letrado conciliador, ante quien se efectúe 
la misma, esta capacitado para "sugerirles (a las partes, 
que además pueden acudir acompañadas de "hombres buenos"
303 .- Es claro que las referencias al IMAC se refieren al órgano
equivalente de la Administración Central o Autonómica que haya asumido
sus funciones.
En relación con la cuestión debe señalarse un problema adicional, 
que tiene su importancia a la hora de considerar cumplido el trámite 
preprocesal de conciliación, pues en general los organismos 
administrativos de conciliación tienen una estructura provincial, 
mientras que un conflicto colectivo puede afectar a varias provincias y 
aún a varias comunidades autónomas, con lo que podrían suscitarse dudas 
acerca del órgano concreto ante el que debería producirse la 
conciliación. En mi opinión no cabe sino una solución racional, que 
cuando el conflicto no desborda el ámbito de una comunidad autónoma 
remite a la propia estructura orgánica que haya adoptado el IMAC en ese 
territorio, o en todo caso podría justificarse que se encargase de la 
conciliación el órgano provincial que radique en la misma localidad que 
el Tribunal que vaya a hacerse cargo de la tramitación del litigio.
Cuando el conflicto afecta a varias comunidades autónomas, o se 
acude a la Administración Central, en la medida que la misma asumió las 
funciones generales de los servicios centrales del IMAC, o se utiliza, 
también, el criterio de acudir al órgano conciliador que radique en la 
misma localidad que el Tribunal que va a hacerse cargo del litigio, lo 
que conduciría a los que radiquen en Madrid. Si ninguna de ambas 
soluciones resultase admisible, habría que convenir con CONDE MARTIN DE
HIJAS, ("La Conciliación " op. cit. pag. 533), que "nos hallaremos
ante la dificultad insalvable de que no exista un órgano estatal de
conciliación por lo que la conciliación resultaría imposible por
fallo del órgano adecuado para intervenir en ella".
Obsérvese que hasta la actual LPL el problema realmente no se
podía plantear, pues, en todo caso, habría habido un trámite de 
conciliación en el órgano administrativo ante el que se inició el 
conflicto que sería admisible, en general y como se vió- para entender 
cumplido el requisito procesal. Por contra el problema podría surgir 
ahora, al permitirse la iniciación directa del proceso ante el órgano 
jurisdiccional, como más adelante se examinará.
Ante la falta de previsiones legales, parece preciso acudir a 
cualquiera de las soluciones que se han indicado, simplemente por un 
problema de racionalidad.
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que faciliten la negociación) soluciones equitativas"
(304) / y en cuanto al intento conciliador ante la 
autoridad laboral (305 ), ésta debe intentar la avenencia 
entre las partes (306 ), es decir asumir un papel activo, 
característico del mediador más que del conciliador puro, 
por lo que se ha dicho que su actuación ha de consistir en 
"llevar a cabo una actividad y una gestión mediadora o 
conciliadora" ( 307 ), aunque se trata de una labor mediadora 
muy matizada, pues difícilmente se podrían reconocer a la 
autoridad laboral en este trámite, salvo conformidad 
expresa de las partes, facultades de investigación y
304 Art. 10 del Real Decreto 2756/79 de 23 de Noviembre (BOE 5 
de Diciembre) por el que el IMAC asumía parte de las funciones que 
tenía encomendadas. Obsérvese que dicho Decreto regulaba exclusivamente 
la conciliación en conflictos individuales (arts. 4 a 11) y no en los 
colectivos, pese a lo que en la práctica se les aplicaba idéntica 
normativa.
305 Autonómica, si el conflicto no desborda el ámbito de una 
comunidad autónoma con competencias transferida, órgano provincial del 
Ministerio de Trabajo, si se plantea en un ámbito igual o inferior al 
de una provincia perteneciente a comunidades sin transferencias en la 
materia y, en su caso, si el conflicto excede de los ámbitos 
mencionados, Dirección General de Trabajo.
306 art. 24 RDLRT: "En la comparecencia, la autoridad laboral, 
intentará la avenencia entre las partes "
307 DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y GARCIA-PERROTE
ESCARTIN, "Instituciones...." op. cit. pag. 416.
Posteriormente en la misma obra (pag. 440) se referirán a esta 
labor como "intento de mediación preceptiva ante la autoridad 
laboral....".
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encuesta que parecen características de la mediación
( 308 ).
2) Efectos de la conciliación, naturaleza y valor del 
acuerdo, impugnación.
1 .- Naturaleza valor y eficacia de los acuerdos
alcanzados en conciliación .- Al margen de los problemas de 
ejecutividad, que son comunes a toda la problemática del 
conflicto colectivo, nuestro Derecho concede un tratamiento 
unitario y, desde luego, coherente, a los posibles acuerdos 
que pudieran alcanzar mediante un procedimiento de 
conciliación, al indicar, en todos los casos contemplados, 
que tendrán la misma eficacia que lo pactado en convenio 
colectivo, conforme al art. 82 ET, o, en otras palabras, 
"eficacia normativa y erga omnes" ( 309 ).
300 .- En tal sentido CONDE MARTIN DE HIJAS, "Conciliación...",
op. cit. pag. 542.
309 .- Art. 153.2 LPL y art. 24 DLRT y CRUZ VILLALON,
"Instituciones..." op. cit. pag. 237.
Con la legislación precedente aún cuando no existía disposición 
legal expresa en tal sentido, como así se establecía para los acuerdos 
suscritos ante la autoridad laboral, ya se entendía que las posibles 
avenencias obtenidas ante el IMAC en conflictos colectivos debían 
equipararse a los convenios colectivos; en tal sentido, CONDE MARTIN DE
HIJAS, ("Conciliación " op. cit. pag. 53), ".. la cuestión es si a
tales acuerdos puede asignárseles la misma eficacia que a los Convenios 
Colectivos por extensión analógica de lo dispuesto en el artículo 24 
RDL 17/77 a los acuerdos ante la autoridad laboral. Creo que aquí 
existe una razón de total analogía... por lo que la solución más lógica 
es la de la identidad de los efectos en ambos casos, esto es conferir a 
este acuerdo la misma eficacia que lo pactado en Convenio Colectivo".
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Se trata, más que de una afirmación formal de su
carácter de convenios colectivos, de reconocer que tienen
idéntico fundamento (solucionar un conflicto laboral
mediante al acuerdo entre los directamente afectados), que
son expresiones de la negociación colectiva (que no queda
«
limitada al convenio formal), y que por tanto debe 
reconocérseles naturaleza convencional, valor y eficacia 
idénticos a los de los convenios colectivos, quedando, en 
definitiva, equiparados a los mismos (310), lo que lleva a 
considerar que en su contenido jugarán los mismos límites 
que sobre los acuerdos fruto de la negociación colectiva 
estatutaria (derecho necesario, concurrencia, etc....).
Lógicamente, la eficacia indicada, estará supeditada a 
los requisitos de legitimación, aceptación por mayoría 
cualificada y demás condiciones que para la negociación y 
firma de un convenio colectivo se exigen en el Estatuto de 
los Trabajadores; así lo dispone expresamente la LPL, en su 
art. 153.2. De no alcanzarse esa legitimación, o el 
conocido quorum mayoritario del 60%, o de incumplirse 
cualquier otro requisito que pueda ser aplicable, lo 
pactado no tendría ese valor y aunque la Ley no indica 
claramente el que habría que darle, debe equiparse al de
310 .- En tal sentido SALA FRANCO Y ALBIOL MONTESINOS, "Derecho
Sindical", op. cit. pags. 243 y 244.
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los convenios extraestatutarios (311), con la "eficacia 
que puedan otorgarle las partes que concilian en función de 
su representatividad, en todo caso, eficacia limitada a sus 
representados" (312) .
En cuanto a la vigencia es claro que las partes puedan 
acordarla, y, en su defecto, habrá que considerarla 
remitida a la de la norma o acuerdo sobre la que versen
511 En ese sentido, SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento" op. 
cit. pag. 354.
También GARCIA-PERROTE .ESCARTIN, IGNACIO, ("El Proceso de 
Conflictos Colectivos" Relaciones Laborales 2/1991, pag. 15), que 
resalta, "Es dudoso que lo anterior (el tenor literal del art.153.2 
LPL) implique que lo acordado en conciliación por representaciones que 
no se ajusten a lo establecido en el art. 153.2. LPL carezca de efectos 
de convenio colectivo, aun cuando el mismo pueda ser - claro es- de 
eficacia personal limitada".
En contra de esta posibilidad y negando la posibilidad de las 
conciliaciones preprocesales que carezcan de eficacia general se ha 
pronunciado, en trabajo aún no publicado, GONZALEZ-POSADA MARTINEZ, 
ELIAS ("El Proceso de conflicto colectivo de trabajo significación y 
contenido general" Valladolid 1991, ejemplar multicopiado, pag.112), 
afirmando que "la conciliación, o bien se produce con eficacia general, 
o no se produce, sin posibilidad de vías intermedias", los otros 
acuerdos conducirían, en su opinión, a un pacto interpretativo de 
eficacia limitada y al desistimiento del litigio".
312 .- CRUZ VILLALON, "Instituciones...." op. cit. pag. 238.
En el mismo sentido SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, ("Derecho 
Sindical", op. cit. pag. 544), que señalan, no obstante, "Lo que no 
deja, desde luego, de plantear dudas razonables si se piensa que el 
conflicto colectivo afecta a un grupo genérico de trabajadores que sin 
embargo vendría determinado por la afiliación al sindicato que planteó 
el mismo".
También al respecto DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS y GARCIA- 
PERROTE ESCARTIN, ("Instituciones...." op. cit. pag. 425) quienes tras 
resaltar la eficacia limitada a los representados en el supuesto que se 
contempla, indican que por ello debería garantizarse una suficiente 
representatividad en los sujetos presentes en la conciliación, y en 
concreto la presencia de los sujetos a que se refiere el art. 152 LPL.
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(313), lo que puede suponer tanto como reconocérsela
indefinida cuando se refieran a decisiones, prácticas o 
acuerdos informales de empresa que no tengan duración 
determinada, con los consiguientes problemas que ello 
plantea (falta de claridad en cuanto a las posibilidades de 
denuncia, posible problemas de concurrencia) que aconsejan, 
sin duda, que los afectados fijen en estos acuerdos, o bien 
una duración concreta, o un procedimiento claro de
denuncia.
En relación con todo ello se plantea un problema 
adicional, pues si en la LPL, para que el acuerdo tenga la 
eficacia establecida en el art. 82 del ET, está claro que 
deben cumplirse todos los requisitos negociales exigidos en 
dicha norma, el RDLRT permite que el acuerdo alcanzado ante 
la autoridad laboral se apruebe "por mayoría simple de las 
representaciones de cada una de las mismas (las partes)1 
(art. 24 RDLRT).
Es claro que si no se cumplen las normas de
legitimación previstas en el ET, el único valor y eficacia
que podrá darse al acuerdo es el de convenio
extraestatutario, pero puede suscitarse la cuestión de que 
se produzca una avenencia, cumpliendo las normas de 
legitimación del ET, pero aprobándose por una mayoría de 
alguna de las representaciones, o de ambas, que no llegue
313 .- Al respecto SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, ("Derecho
Sindical", op. cit., pag. 544), "Naturalmente, de tratarse de
conflictos de interpretación de normas, la duración de estos actos será 
la misma que la de la norma interpretada".
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al 60%. En este caso, el RDLRT parece atribuir a dicho 
acuerdo el valor legalmente reconocido al convenio 
colectivo, pero cabe pensar que el incumplimiento del 
quorum del 60%, establecido en el ET con posterioridad al 
RDLRT, debe prevalecer y por tanto en este caso nos 
hallaríamos ante un acuerdo con valor de convenio 
extraestatutario (314), es más, puede entenderse que, en 
este concreto aspecto, el RDLRT ha sufrido una derogación 
parcial por el artículo 153.2 LPL. En definitiva, si se 
quiere que el acuerdo alcanzado en conciliación, ante 
cualquiera de los órganos antes mencionados (autoridad 
laboral, IMAC, o el que pueda crearse por vía negocial) 
tenga eficacia de convenio colectivo estatutario, deberá 
suscribirse con los mismos requisitos que el ET exige para 
la validez de éstos, en cuanto a legitimación y quorum de 
aprobación (60% de cada representación).
Ratificando el valor de convenio colectivo estatutario 
que tiene este posible acuerdo, si se cumplen los 
requisitos antes mencionados, la LPL actual dispone que en
314 En tal sentido ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, ("Derecho
del Trabajo" op. cit. pag. 881), "pero es seguro que en tal caso 
(adopción por una mayoría inferior al 601) el resultado de la 
conciliación será un acuerdo extraestatutario, ya que el ET, art. 89.3 
exige para la adopción de acuerdos en la negociación la mayoría 
reforzada del 601 de cada una de las dos representaciones en la 
comisión negociadora".
Es más, las mismas razones analógicas que en su momento llevaron a 
sectores doctrinales a equiparar la eficacia del acuerdo obtenido ante 
la autoridad laboral con el que pudiera lograrse en el IMAC, a las que 
ya se hizo referencia, servirían ahora para exigir idénticos requisitos 
a los contemplados en la LPL, siempre que se quiera dotar al acuerdo de 
la eficacia de convenio estatutario.
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ese supuesto, no en otros, se remita copia de la
conciliación a la autoridad laboral, "se entiende que a 
efectos de registro y publicación como cualquier otro
convenio" (315), ahora bien, cabe plantearse ¿será posible 
la impugnación de dicho acuerdo por la autoridad labóral?.
2 La impugnación de los acuerdos alcanzados en
conciliación La pregunta anterior nos remite al cauce de 
posible impugnación del acuerdo al que se haya llegado en 
conciliación.
La posibilidad de impugnación es obvia, pues, con 
carácter general, la establece el art. 67 LPL, como acción 
de nulidad, interpuesta por las partes o por los terceros
lesionados, y sujeta a plazo de caducidad de 30 días desde
la firma, o desde que se conozca por los terceros 
perjudicados. Ahora bien ¿ese cauce es el aplicable a las 
impugnaciones de conciliaciones producidas en conflictos 
colectivos?.
Así lo entiende, por ejemplo, SAGARDOY BENGOECHEA
pero también considera "aplicable lo dispuesto en el art.
90.5 sobre control de la Autoridad Laboral ya que realmente 
lo interpretado se incorpora al convenio - si de convenio
se tratara - o tiene la eficacia de un convenio - si de
norma estatal o decisión de empresa se trata-" (316 ) .
315 .-CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 237.
316 .- SAGARDOY BENGOECHEA, JUAN A. ("El Proceso de Conflicto
Colectivo" en AA.W. "Puntos críticos de la Ley de Procedimiento 
Laboral" Madrid (ACARL) 1991, pag. 159), "..y desde luego rige en esta
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Parece acertado entender posible el control de legalidad 
por parte de la autoridad laboral, pues es coherente con el 
valor del acuerdo y la remisión de una copia a la misma, 
ahora bien, si tuviésemos en cuenta todo lo que se ha 
expuesto, resultarían dos vías diferentes de impugnación; 
si impugna la autoridad laboral, la vía de la modalidad 
procesal de "impugnación de Convenios Colectivos" (arts. 
160 a 163 LPL); por contra, si impugna cualquier otro, la 
vía del art. 67 LPL ya citado.
La solución no parece la mejor, pues si la impugnación 
de la autoridad laboral se basa en el valor y eficacia de 
convenio del acuerdo, y éstos remiten a un determinado 
proceso de impugnación, entiendo que esa sería la vía 
adecuada en todos los casos, especialmente si lo que se 
pretender es impugnar el "contenido" del acuerdo, es decir 
discutir, no tanto los problemas formales que pudieran 
afectar a la validez del propio título, sino el contenido 
que en él se refleja, que tiene valor de convenio colectivo 
a todos los efectos, como claramente resalta el art. 153.2. 
LPL, incluidos los de registro, publicación e impugnación.
Podría sostenerse, en todo caso, que las vías de 
impugnación se desdoblarían, pero no en atención a quien 
impugna, sino a lo que se cuestiona. Si lo que se impugna 
es la validez del título conciliatorio, por ejemplo por 
vicios de consentimiento, fraude, etc..., lo que no implica
materia lo previsto en el art. 67 según el cual puede ser impugnado el 
acuerdo....".
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una discusión sobre el contenido de lo acordado, aunque 
lógicamente la nulidad del título alcanzará a aquél, podría 
admitirse como adecuada la vía del art. 67 LPL, pues en 
realidad lo que se está impugnando es un acta de 
conciliación, prescindiendo de cualquier otro valor que se 
le pueda conceder; si, £>or contra, lo que se impugna es el 
contenido del título, que tiene valor de convenio 
colectivo, la impugnación sería la propia de cualquier otro 
convenio, es decir el cauce de los arts. 160 a 163 LPL, 
tanto por vía de control de legalidad por parte de la 
autoridad laboral, como a instancias de cualquier otro 
perjudicado por dicho contenido del acuerdo, con los mismos 
requisitos, efectos y limitaciones que implica la modalidad 
procesal de impugnación de convenios colectivos (337).
En una primera aproximación podría entenderse que la 
cuestión no tiene una especial relevancia, pues, aún siendo 
cuestionable la vía impugnatoria que se deba seguir, una 
vez admitida en el artículo 67 LPL la posibilidad de que se 
efectúe por parte de los terceros, y vistas las causas de 
posible impugnación, la diferencia de considerar aplicable 
una vía u otra no sería considerable, sobre todo si se 
admite que la acción de nulidad comprende las causas que 
"consisten en la falta de los requisitos establecidos en el
317 .- Podría pensarse que ello puede implicar una cadena de
sucesivas conciliaciones, pues la citada modalidad procesal remite al 
propio proceso de conflicto colectivo (arts. 160.3 y 162 LPL), pero en 
la medida que el impugnante no lo acepte ya no será posible una nueva 
conciliación, por lo que resulta bien fácil evitar la sucesión de 
posibles conciliaciones.
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artículo 1261 CC.... las causas de anulabilidad (que) serán 
las mencionadas en el art. 1300 del CC y las de rescisión 
(del) 1291 de este Código" (31S).
Ahora bien, aún siendo cierto lo anterior, existe una 
cuestión fundamental en la elección de la posible vía 
impugnatoria, pues, si se opta por el art. 67 LPL, parece 
difícil negar la legitimación para impugnar el posible 
acuerdo a un trabajador individual o a un empresario, ya 
que el citado precepto permite acudir a esa posibilidad a 
todo el que "pudiera sufrir perjuicio" por la conciliación.
Si tenemos en cuenta el carácter colectivo de la 
controversia, la naturaleza y eficacia de la conciliación 
obtenida, y todas las previsiones legales acerca de la 
imposibilidad de impugnación individual directa de los 
acuerdos colectivos, no parece que sea coherente abrir la 
puerta a que sujetos individuales cuestionen lo convenido, 
y ello se convierte en una importante razón para remitir el 
cauce impugnatorio a la modalidad procesal regulada en los 
arts. 160 a 163 LPL, que, con total claridad, contempla 
exclusivamente la impugnación por sujetos colectivos.
3) Una primera conclusión.
En resumen puede verse que nuestro Derecho ofrece amplias 
posibilidades de conciliación, a través de sistemas con 
aspectos próximos a la mediación, pero con el problema, que
318 .- VALDES DAL-RE, FERNANDO "Ley de Procedimiento " op.
cit. pag. 194.
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les resta gran efectividad, de enmarcarse siempre en el 
procedimiento de solución jurisdiccional de conflictos, 
perdiendo en consecuencia entidad propia como procedimiento 
diferenciado.
Por contra, resulta coherente, el tratamiento acerca 
del valor de los acuerdos alcanzados en conciliación, pues, 
fruto los mismos de una negociación colectiva, es lógico 
que se les equipare en valor y efectos al convenio 
colectivo (estatutario o extraestatutario) que las mismas 
partes, y en igualdad de condiciones, hubiesen podido 
suscribir.
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4.I.B.C.- La Mediación . -
Nuestro Derecho conoce dos supuestos de regulación 
expresa de la mediación. A diferencia de lo que ocurría con 
la conciliación, ninguno de ambos se regula vinculándolo al 
procedimiento jurisdiccional, aún cuando, como es evidente, 
también en su contexto puede acudirse, como se verá, a la 
mediación.
Los dos supuestos son:
a) Mediación de la Inspección de Trabajo.
b) Mediación del IMAC (o en su caso de la 
Administración que haya asumido sus funciones).
Seguidamente se realiza un estudio por separado, pues 
las características son notablemente diferentes, y también 
se analizará el supuesto de que los afectados acuerden 
sujetarse a una mediación voluntaria, por parte de otras 
personas o entidades.
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4.I.B.C.I.- Mediación de la Inspección de Trabajo . -
La Ley 39/62 de 21 de Julio, ordenadora de la 
Inspección de Trabajo, en su art. 32 IV. d), atribuyó a 
dicho cuerpo, entre otras, "funciones de mediación en 
conflictos laborales de carácter colectivo" que se 
ejercerían "complementando la acción de los organismos 
sindicales", que eran los de la ya desaparecida 
Organización Sindical de carácter vertical.
1) Procedimiento.
Como puede apreciarse, la regulación legal, que se 
limitaba a esa manifestación, no aclaraba nada acerca del 
procedimiento que debía seguirse, ni como iba a concretarse 
esa función mediadora, limitándose a reproducir lo que el 
Reglamento de desarrollo de la Ley de Convenios Colectivos 
de 1958 había establecido, al atribuir a la Inspección de 
Trabajo la función de "promover la conciliación de las 
partes o ejercer funciones de mediación en los conflictos 
colectivos que puedan suscitarse en relación con el 
cumplimiento o interpretación de un convenio...."(319) .
Lo cierto es que la Ley 39/62 encontró un pronto 
desarrollo, que no conviene olvidar por cuanto da algunas
319 .- Art. 28.32 del Reglamento de 22 de Julio de 1958, dictado
en desarrollo de la Ley de Convenios Colectivos de 1958.
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pistas sobre lo que realmente se pretendía. Vino ese
desarrollo del Decreto 2354/62 de 20 de Septiembre, ya 
aludido, sobre procedimiento de formalización, conciliación 
y arbitraje en las relaciones colectivas de trabajo, que en 
su artículo 42 (320 ) reiteraba la función de mediación
como propia de la Inspección de Trabajo en todo tipo de 
conflictos colectivos, y establecía que podría producirse 
"de oficio", o a instancias de parte, y la concretaba en la 
posibilidad de reunirse con los afectados, conjuntamente o 
por separado, y efectuar propuestas de solución.
Desde entonces ninguna otra regulación más concreta se 
ha producido, y, como señala MONTOYA MELGAR (321), las 
sucesivas normas que han regulado los conflictos o la 
propia actuación Inspectora, se han limitado a reiterar
esta función mediadora.
Puede citarse, como precepto más reciente que repite 
lo ya expuesto, el Reglamento de la Inspección de Trabajo,
32G .-El tenor literal del precepto es el siguiente: "art. 4. 18
En toda situación de conflicto colectivo, cualesquiera que sean su
naturaleza y características, compete a la Inspección de Trabajo, 
ejercer sus funciones de mediación y avenencia, de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de 21 de Julio de 1962, reuniendo a los 
representantes de ambas partes, conjuntamente o aisladamente, y 
tratando de obtener el correspondiente acuerdo de solución.
22 La Inspección de Trabajo ejercerá estas funciones de oficio o a 
instancia de cualquiera de las partes, dando cuenta de los resultados 
de la misma a la autoridad laboral de que dependa.
32 Conforme a lo dispuesto por el art. 20, apartado I, e), de la
citada Ley, el Ministerio de Trabajo podrá encomendar a funcionarios
del cuerpo de la Inspección el cometido especial de mediar en cualquier 
conflicto colectivo."
321 .-MONTOYA MELGAR, ALFREDO, "La Inspección de Trabajo y los 
conflictos laborales" Relaciones Laborales Tomo II, 1986, pag. 100.
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aprobado por Decreto de 23 de Julio de 1971, que en su 
artículo 22 enumera, como una de las funciones de este 
cuerpo comprendidas dentro de la "asistencia técnica", la 
de "ejercer de oficio o a instancia de parte interesada 
funciones de mediación y avenencia en los Conflictos
t
Laborales de carácter colectivo".
Por su parte, el RDLRT indica, en su art. 9, que "la 
Inspección de Trabajo podrá ejercer su función de mediación 
desde que se comunique la huelga hasta la solución del 
conflicto".
Se ha señalado que este precepto del RDLRT se presta 
a una regulación restrictiva (322), pues limita la 
mediación a los supuestos de huelga, cuando la Ley de 1962
atribuía una función de mediación genérica, y así lo
confirmaba el Decreto de 20 de Septiembre de 1.962, que
aludía a que, dicha función, podía producirse en "toda 
situación de conflicto colectivo, cualesquiera que sean su 
naturaleza y características" y también el reglamento
citado que habla, sin distinción, de conflictos laborales.
A mi juicio, el RDLRT lo único que hace es reiterar que la 
mediación puede producirse incluso estando convocada, o en 
desarrollo, una huelga, pero desde luego no excluye la 
capacidad genérica de mediación que compete a la Inspección 
de Trabajo, mediación que puede producirse "antes y después 
de ella (la huelga); es decir mientras se mantenga el
322 .-MONTOYA MELGAR, "La Inspección " op. cit. pag. 100.
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conflicto tanto en sus formas violentas como pacíficas"
( 323 ).
Es claro pues, que la mediación de la Inspección de 
Trabajo subsiste en todo tipo de conflictos, y que, 
derogado el Decreto de 1962, es una mediación nada 
formalista, y totalmente desregulada en cuanto al 
procedimiento, si bien es general la opinión de que se 
concreta en términos parecidos a los previstos 
inicialmente, por lo que hay que entender "como implícito 
en la función mediadora, que el inspector puede reunirse 
con las partes o sus representantes conjuntamente, o 
aisladamente con cualquiera de ellos, sin que nada le 
impida hacer propuestas de solución, aunque ésta, si se 
obtiene, resulta delacuerdo délas partesen conflicto" (324 ) .
323 BORRAJO DACRUZ, "Sistemas ..." op. cit. pag. 20; en el
mismo sentido ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, "Derecho del Trabajo", 
op. cit. pag. 880, y MONTOYA MELGAR, "La Inspección..." op. cit. pags 
100 y 101.
324 En tal sentido ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE, "Derecho del 
Trabajo" op. cit. pag 880.
En idéntico sentido, SALA FRANCO, TOMAS y PEREZ DE LOS COBOS 
ORIHUEL, FRANCISCO "Informe acerca de la Posibilidad de establecer un 
sistema valenciano de solución extrajudicial de conflictos colectivos", 
Valencia (Consejo Valenciano de Relaciones Laborales) 1990, pag. 23.
ALONSO GARCIA, ("Curso..." op. cit. pag. 673), entiende que 
incluso existiría una obligación de las partes de comparecer ante la 
Inspección de Trabajo, aunque luego podrían rechazar las propuestas 
concretas que se efectúen, afirmando, "..hay que admitir la obligación 
de comparecencia de las partes, a través de sus representantes, a los
cuales la Inspección podrá reunir  la Inspección puede obtener los
datos necesarios para formular la propuesta de mediación, que las 
partes pueden aceptar o no".
Como expondré, entiendo que cualquiera de las partes puede 
rechazar desde el principio esta mediación, y que, en tal sentido, sus 
obligaciones no llegarían más allá de contestar si aceptan o no la 
mediación una vez que se les haya hecho ofrecimiento formal de ella.
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En relación con esta función mediadora, al margen de 
las cuestiones relativas al posible acuerdo de los 
afectados, surge otra que parece de interés, la posibilidad 
de que la mediación se produzca de oficio, tal como aparece 
regulado en las normas que se citaron, y lo que eso 
implica.
Sobre esta posibilidad, parece claro que debe
admitirse, sin que ello suponga que no pueda producirse a 
petición de parte; es más, lo lógico es que así sea, pero 
nada impide que el Inspector por propia iniciativa, o 
instado por sus superiores ( 325 ), ofrezca su mediación sin 
solicitud alguna; ahora bien, su actuación de oficio, debe 
acabar ahí, es decir, no parece que exista, en estos 
momentos, una obligación de las partes de someterse a ella 
y, por otro lado, no creo que resulte efectiva una 
mediación contra la voluntad de los afectados (326 ) .
325 .-ALONSO GARCIA, ("Curso..." op. cit. pag. 672) señala que 
la mediación de la Inspección de Trabajo puede producirse: "a) por
propia iniciativa; b) por orden superior expresa; c) a instancia de 
cualquiera de las partes en conflicto.".
Es claro que la mediación de la Inspección de Trabajo puede ser 
solicitada por cualquiera de los enfrentados, como ya he indicado. En 
cuanto a los otros dos supuestos es cierto que pueden darse, pues la 
propia estructura jerarquizada de la Inspección de Trabajo posibilita 
que sus superiores encarguen a un Inspector la mediación en un 
conflicto concreto; En ambos casos puede hablarse de mediación de 
oficio, pues la mediación se inicia sin pedirlo los afectados y tomando 
la iniciativa, en ese sentido, la Administración.
326 .-Es de esa opinión MONTOYA MELGAR, ("La Inspección...." op. 
cit. pag. 101), "pero no lo es menos que tales buenos oficios no 
proceden cuando desde un principio son rechazados por los 
contendientes: mediar contra los deseos de estos es, sin más, un
contrasentido.
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2) Efectos de la mediación, naturaleza y valor del 
acuerdo, impugnación.
En cuanto al posible resultado positivo, como es 
característico de toda mediación, la solución del conflicto 
se producirá mediante un acuerdo entre los interesados, es 
decir, la propuesta del mediador no soluciona el conflicto; 
es el contrato que ambas partes suscriben, reproduciendo o 
aceptando dicha propuesta, el que pone fin a la
controversia. Por ello, la naturaleza y eficacia de dicha
solución hay que reconducirla a la del acuerdo de las 
partes, y, en tal sentido, puede darse por reproducido 
cuanto se indicó acerca de las soluciones obtenidas por vía 
de negociación o conciliación ( 327 ); en definitiva, si la 
mediación tiene éxito, lo que se ha producido es una
solución negociada, si bien las partes han necesitado una 
cierta asistencia en dicha negociación. En función del 
marco en el que se haya producido este acuerdo, de la 
legitimidad que ostenten quienes lo suscriben y los
requisitos que hayan cumplido para llegar al mismo, podrá
También CONDE MARTIN HIJAS ("La conciliación " op. cit. pag.
578), "...se destaca la posibilidad de la mediación de oficio, pero no 
parece que ello deba implicar sino la posible iniciativa de la 
Inspección, pero no que esa iniciativa de oficio deba ser aceptada por 
los destinatarios ".
327 .- Véase, específicamente, en este estudio 4.1.B.b. La
conciliación.
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equipararse en eficacia a los convenios estatutarios, o 
tener mero valor de convenio extraestatutario, como ya se 
expuso.
3) Algunas conclusiones en torno a la mediación de la 
Inspección de Trabaje.
Esta mediación, tal como está diseñada, tiene algunos 
aspectos positivos, pues una mediación, para ser efectiva, 
debe ser activa, es decir, no esperar a que los enfrentados 
la soliciten, y en efecto, el Inspector de Trabajo puede, 
como se ha visto, ofrecer su intervención mediadora, 
incluso, de oficio. Además, su carácter, escasamente 
formalista, es útil para adaptarse a cualquier tipo de 
controversia y a los propios intereses de las partes. Pese 
a ello, en la práctica, es escasamente eficaz y sumamente 
pasiva, al menos una vez que el conflicto se ha producido y 
como tal mediación formalizada. En cambio, en sus 
actuaciones de vigilancia, la Inspección de Trabajo realiza 
una función de mediación preventiva, o mediación cuando aún 
no se ha formalizado el conflicto, y hasta en las fases 
previas del mismo, cuando, por decirlo de alguna manera, 
aún no ha salido de la empresa, que tiene cierta eficacia 
( 528 ) .
328 . - Como se encarga de señalar el Informe de la Comisión de
expertos de la O.I.T. ( "Situación op. cit. pags. 104 y 105), que
tras constatar el hecho, indica "En razón de su carácter oficioso, este 
tipo de mediación no se refleja en las estadísticas de conflictos ni en
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Por contra, una vez producido el conflicto, si se 
produce esta mediación, las más de las veces se limita a 
"un trámite administrativo burocrático: el levantamiento 
por parte del Inspector de Trabajo de un acta en la que se 
constata la inexistencia de acuerdo entre las partes a 
efectos de informe a la Administración Laboral" (329 ) .
Pese a ello, es un sistema que, en ciertos casos,
puede ser útil, y sus problemas pueden venir más de la
falta de apoyo institucional y de pasividad personal, que 
de su diseño, que, por informal, es posiblemente acertado, 
y ello pese a que, en general, se admita que no es la 
Inspección de Trabajo el organismo más adecuado para 
realizar labores de mediación, pues no cabe olvidar que el 
Inspector que media es una autoridad, que incluso puede 
haber actuado en anteriores conflictos entre las partes 
como tal, o tener que hacerlo en el futuro, lo que puede
introducir un cierto elemento coactivo indirecto en las
las de soluciones; pero, según nos han señalado nuestros
interlocutores, gracias a ella un número importante de conflictos
colectivos se resuelve sin necesidad de acción directa ni de mayor 
recurso a un procedimiento formal".
HERNANDEZ VIGUERAS ("La solución..." op. cit. pag. 360) señala 
que esa mediación oficiosa se produce muchas veces con "ocasión del 
informe previo a la resolución de la autoridad laboral" en aquellos
conflictos que se denominaron mixtos.
529 .-SALA FRANCO y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, "Informe "
op. cit. pag. 24.
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propuestas que haga (330 ). Los problemas que plantea esa 
conjugación de papeles (mediador, autoridad que controla 
infracciones y propone sanciones) motivan que la O.I.T., en 
sus recomendaciones 81 y 133, considere inconveniente 
incluir estas labores de conciliación (y en consecuencia 
mediación) como función'propia de la Inspección de Trabajo, 
salvo supuestos excepcionales (331). Pese a todo ello, si 
se admite esta mediación como potestativa para las partes, 
no debe excluirse por principio, siempre y cuando contase 
con un decidido apoyo de la Administración.
330 .- DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y GARCIA-PERROTE
ESCARTIN, ("Instituciones...." op. cit. pag. 440), llegan a afirmar que 
esta mediación es criticable, pues existe "la posibilidad de que el 
funcionario imponga su criterio a las partes...", además de que inciden 
en la contradicción con la Recomendación 81 O.I.T.
331 . - Pese a que esas recomendaciones consideran inconveniente
la atribución de funciones mediadoras-conciliadoras a la Inspección de 
Trabajo, la O.I.T. a través de su Comisión de Expertos en aplicación de 
convenios y recomendaciones, recogía la opinión de que según las 
informaciones emanadas de los Gobiernos, en aquellos países donde la 
Inspección de Trabajo asumía funciones conciliadoras, el procedimiento 
resultaba útil y generalmente se consideraba imparcial y técnicamente 
capacitada su actuación. En tal sentido O.I.T. "La Inspección de 
Trabajo" Ginebra (O.I.T.) 1973, especialmente pag. 36.
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4.I.B.C.2.- Mediación efectuada por el Instituto de 
Mediación Arbitraje y Conciliación 
(IMAC).-
La desaparición del IMAC como organismo autónomo 
( 332 ) no implicaba una desaparición de las funciones que 
tenía encomendadas, pues pasaban a ser competencia de los 
organismos administrativos en los que aquél se integraba, 
normalmente como servicio sin personalidad diferenciada.
Esta continuidad venía exigida, en cuanto a la
conciliación, por la propia LPL de 1980 que seguía
requiriendo, como se analizó, una conciliación preprocesal; 
en cuanto a las otras funciones, si bien no existía una 
exigencia legal de continuidad, era lógica, pues ningún 
otro organismo las iba a realizar; por eso, el propio RD
530/85 que extinguió el IMAC, mantenía un servicio con
idénticas funciones, bien que integrado en la estructura de 
la Dirección General de Trabajo (servicios centrales) y 
Direcciones Provinciales del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social (servicios provinciales del citado IMAC),
332 .- prevista en la Ley Presupuestaria de 1.985, art. 85.8.e) y
confirmada en RD. 530/85 de 8 de Abril, reconvirtiéndolo en un Servicio 
de Mediación, Arbitraje y Conciliación (SMAC) de la Dirección General 
de Trabajo o de los correspondientes organismos en aquellas comunidades 
en que estaban transferidas sus funciones (Cataluña, País Vasco, 
Galicia, Andalucía, Comunidad Valenciana, Canarias) o se transfirieron 
con posterioridad (Navarra, en 1.986).
En lo sucesivo cuando se aluda al IMAC, se hará no en sentido 
estricto, sino en referencia al servicio o administración que en cada 
caso tenga transferidas las funciones de aquél.
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o, en todo caso, en la correspondiente estructura de las 
Consejerías o departamentos correspondientes, en cada una 
de las Comunidades Autónomas que habían recibido la 
transferencia de las competencias del citado organismo.
En función de lo anterior, la labor de mediación que 
estaba atribuida al IMAC no ha desaparecido, sino que 
subsiste en el marco del organismo o servicio que haya 
venido a sustituirle.
1) El procedimiento de la mediación. *
La labor mediadora del IMAC venía establecida en el 
art. 6 del RDL 5/79 que creaba el organismo. Dicho precepto 
no regulaba expresamente el procedimiento de mediación, 
confiando en un desarrollo posterior; en cambio, establecía 
la posibilidad de que entrase en juego en numerosos 
supuestos, pues, a diferencia de la conciliación, no la 
condicionaba, en modo alguno, a un posible procedimiento 
jurisdiccional; al contrario, indicaba que, efectuada por 
"un mediador imparcial", era procedente en "cualquier 
momento de una negociación o una controversia colectiva".
Es decir, se establecía tanto para conflictos de intereses 
como jurídicos, pero en relación con éstos, no sólo para 
los que posteriormente podían derivar en un procedimiento 
jurisdiccional, sino en toda controversia colectiva y en 
cualquier momento. Precisamente también, para que pudiese 
ser efectiva, se admitía que se produjese a petición de
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cualquiera de las partes (trabajadores o empresarios), o de 
la Administración Laboral, previa audiencia de los 
interesados, al mismo tiempo que se condicionaba a que se 
hiciese "sin perjuicio de las facultades que en materia de 
mediación tiene la Inspección de Trabajo", lo que era un 
mero recordatorio de aquellas funciones, pero no una 
subordinación de la mediación del IMAC a la de la 
Inspección de Trabajo, ya que, en ambos supuestos, sólo 
entraba en juego si las partes la admitían, por lo que era 
la aceptación por los afectados de una u otra, la que 
fijaba cual se iba a producir en la práctica.
En definitiva, como la propia exposición de motivos 
del RDL 5/79 indicaba, la mediación del IMAC se conceptuaba 
sobre dos presupuestos: imparcialidad y voluntariedad, y en 
el marco de unos sistemas de solución de conflictos que 
pretendían ser rápidos y poco formales, para adaptarse a 
las necesidades de cada conflicto ( 333 ).
La necesidad de concretar la regulación de esta 
mediación, que el RDL 5/79 se limitaba a establecer, fue 
abordada por el RD 2756/79 de 23 de Noviembre, al que ya se 
ha aludido. En este RD se regulaba en extenso la mediación 
en su art. 2, y con arreglo a él, y en términos que aún son
333 .- Decía la exposición de motivos del RDL 5/79, "... la
conflictividad laboral presenta una estructura muy compleja y unas 
peculiaridades muy acusadas que aconsejan ofrecer a los interesados un 
conjunto de institutos jurídicos diferenciados que, haciendo frente a 
la pluralidad de situaciones conflictivas, constituyan un sistema de 
decisiones rápido y justo."
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aplicables, la mediación del IMAC se producirá del modo que 
a continuación se expone.
1.- Iniciación: solicitud La regulación es
sumamente flexible, pues se permite que la mediación la 
soliciten las partes en conflicto, la ofrezca el propio 
IMAC, o la exija la autoridad laboral "cuando las 
circunstancias lo demanden".
Se puede decir que existe amplia flexibilidad, porque, 
si se analiza lo anterior, se aprecia que la iniciación no 
necesariamente ha de ser "pasiva", es decir solicitada por 
los afectados, pues, aunque ese sería el sistema normal y 
además del tenor legal parece que se exija petición 
conjunta de ambas partes, como es coherente con el carácter 
absolutamente voluntario en que tiene que moverse conforme 
al RDL 5/79, cabe, también, una mediación activa, es decir, 
ofrecida por el propio IMAC, bien de oficio, bien porque 
alguna de las partes en conflicto, sin acuerdo con la 
restante o restantes, demande esta actuación. Así pues el 
IMAC no tiene que esperar una solicitud conjunta de 
mediación, sino que puede adelantarse y ofrecerla, si bien, 
como ya se ha dicho, sólo entraría en acción cuando fuese 
aceptada por todos los interesados, los que el propio RD 
denomina "comparecientes en conflicto", (334 ). Aún más,
334 .- En igual sentido, DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, GARCÍA-
PERROTE ESCARTIN, ("Instituciones...." op. cit. pags. 440 y 441), "Por 
su parte, la iniciativa propia del SMAC respecto de la mediación se 
reduce, y ello es correcto, a la posibilidad de ofrecer la mediación 
que tampoco puede actuarse sin la aceptación de las partes..."
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buscando cubrir las máximas posibilidades, el propio art. 2 
RD 2756/79, concretando la posibilidad establecida en el 
art. 6 RDL 5/79, permite que sea la autoridad laboral la
que "exija" el nombramiento de un mediador imparcial 
"cuando las circunstancias lo demanden y previa audiencia 
de las partes". En la actualidad, en la medida que el IMAC 
será, en muchos casos, un servicio dependiente de la propia 
autoridad laboral, existiría una cierta asimilación entre 
el ofrecimiento de oficio realizado por el propio organismo 
y el efectuado a instancias de aquella. Esta posibilidad, 
como se ha señalado, es un supuesto residual de
"intervencionismo estatal puro" ( 335 ) pero que, como se 
verá, no rompe totalmente con la voluntariedad del 
procedimiento (336 ), y, por otra parte, cuando se
335 .- SALA FRANCO y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, ("Informe..... "
op. cit. pag. 21), que la califican de "mediación obligatoria que
contrasta incluso con el principio de rogación que dice inspirar el 
Real Decreto Ley (5/79) según la Exposición de Motivos del mismo".
En el mismo sentido MONTOYA MELGAR, ("Derecho del Trabajo" op.
cit. pags. 668 y 669), "esta formula de intervencionismo estatal pugna 
abiertamente con el principio de "libre aceptación" de la actuación del 
mediador por los interesados...".
Como posteriormente se razonará, ciertamente esta mediación no es 
inicialmente rogada, principio exigido en el art. 3.b) del RDL 5/79, 
pero tampoco es estrictamente obligatoria, y no cabe omitir que, el 
propio principio de rogación consagrado en el precepto aludido, admite 
excepciones como la propia norma señala, al decir que "El Instituto 
podrá actuar a iniciativa propia en los casos de carácter general o 
grave trascendencia".
336 .- Es más, aparte de los razonamientos que expondré sobre la
necesidad de acuerdo para la designación del mediador, se ha apuntado 
también que el hecho de que la Administración solicite esta mediación 
no obliga a las partes a aceptarla. En tal sentido CONDE MARTIN DE 
HIJAS, ("Conciliación...." op. cit. pag.- 579), "Al no regularse la 
posible oposición de las partes a la mediación y los efectos de la 
misma. Lo más adecuado ante la falta de contundencia de la legislación,
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estableció, resultaba menos intervencionista que otras 
soluciones entonces vigentes ( 337 ). Incluso en la 
actualidad, al subsistir en supuestos extremos la 
posibilidad de que el Gobierno imponga a las partes en 
conflicto un arbitraje obligatorio (33S), no sería 
incongruente que, anteé de acudir a tan extrema medida, 
intentase, a través de la autoridad laboral, que aquellas 
acepten una mediación, e incluso, sería lo lógico que 
actuase así. En todo caso, no puede por menos de señalarse 
la relativa arbitrariedad que supone aludir a "unas 
circunstancias (que) lo demanden", sin concretar ni en que 
consisten, ni cuando podrá considerarse que las mismas 
exigen esa mediación.
y lo más adecuado en esas circunstancias al marco de la autonomía es, 
sin duda, afirmar también aquí la posibilidad de rechazo de la 
mediación ofrecida...".
En el mismo sentido HERNANDEZ VIGUERAS ("La solución..." op. cit. 
pag 346} quien ante esa posibilidad de rechazo apunta que si se desea 
que ese ofrecimiento sea efectivo "la elección del momento del 
ofrecimiento será siempre un ejercicio de oportunidad política" .
También SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, "Derecho 
Sindical", op.cit. pag. 542, afirman que, "sin embargo, lo 
más probable es que las partes puedan oponerse a esta 
mediación".
337 .-En aquél momento no sólo era posible la imposición de un 
arbitraje obligatorio (aún vigente) sino los denominados laudos de 
obligado cumplimiento, emanados, directamente de la autoridad laboral, 
(arts. 10.1. y 25 b) RDLRT 17/1977).
338 Supuesto cuya constitucionalidad fue expresamente admitida 
en la STCO de 8 de Abril de 1981 (BOE 25-4-81) FJ 19 "in fine" y fallo, 
apartado 2.d).
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2.- designación del mediador.- Si en cuanto a la 
iniciación se ha visto que la mediación era voluntaria en 
dos supuestos (pedida por las partes, ofrecida por el IMAC 
pero sujeta a aceptación de las partes), y en otro incluía 
un cierto grado de obligatoriedad (exigida por la autoridad 
laboral), ahora, al estudiar la designación del mediador, 
se reafirma el carácter absolutamente voluntario de este 
procedimiento en todos los casos anteriores.
En efecto, pedida o aceptada por los interesados, o 
exigida por la autoridad laboral, el IMAC debe convocar 
inmediatamente a las partes para oírles sobre las 
características que debe tener el mediador, y, en función 
de ellas, ofrecerles diversos nombres. También parece 
posible que los afectados propongan directamente personas, 
pero la designación sólo puede hacerse por el IMAC si 
existe común acuerdo entre aquellos, por lo que cualquiera 
de las partes puede bloquear la mediación, no aceptando 
ninguno de los nombres propuestos, ya que no se prevé 
ningún sistema alternativo de designación del mediador. Por 
ello decía antes que esta mediación era siempre voluntaria; 
ni siquiera en el caso de que la exija la autoridad 
laboral, puede ser considerada obligatoria, pues "basta con 
que estas (las partes, o una de ellas) discrepen respecto 
de la persona del mediador para que la mediación no pueda 
tener lugar" ( 339 ) .
335 .- DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y GARCIA-PERROTE
ESCARTIN, "Instituciones...." op. cit. pag. 440.
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Es posible que en ese procedimiento de designación del 
mediador, muy poco coactivo, radique el principal problema 
para que esta mediación haya tenido efectividad, ya que no 
se establece ningún sistema que pueda solventar el 
desacuerdo, ni tampoco existen listas previas de las que 
las partes deban escoger. Por contra, la exigencia de 
acuerdo, reafirma el carácter voluntario de la mediación y 
permite que pueda realizarla cualquier persona, funcionario 
o particular, en quien las partes coincidan como mediador 
imparcial e idóneo (340 ) .
Esa amplitud, en cuanto a las personas que pueden ser 
mediadores, plantea un problema adicional, el del coste de 
su intervención. En efecto, si es un funcionario, no parece 
que se planteen excesivos problemas, sino, en todo caso, la 
previsión de la Administración de liberarle de otras 
funciones, pero si el mediador es una persona privada, se 
puede plantear el problema de quien retribuye los 
honorarios por su labor. Pues bien, aún cuando su 
designación se produce por acuerdo de las partes, no se 
puede olvidar que quien la efectúa es el propio IMAC, y que 
es una mediación del IMAC, por lo que debería ser éste 
quien se haga cargo de sus honorarios. Es más, esa es la 
solución acertada, si se quiere dar efectividad al
340 .- Al respecto, por ejemplo, CONDE MARTIN DE HIJAS, ("La
conciliación....", op. cit. pag. 580), "Como se ve el mediador no es un 
funcionario, que actúe en cuanto tal, a partir de una competencia 
formal, sino una persona de la confianza de las partes, a cuya 
designación coopera el Instituto".
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procedimiento, ya que, si implica un coste a los 
particulares, es muy posible que prefieran otros sistemas 
de solución gratuitos, que, en el marco de los conflictos 
colectivos jurídicos, existen en nuestro Derecho.
Al no haber listas de mediadores, y poder asumir tal 
función cualquier persona, el RD citado contemplaba la 
necesidad de que el mediador aceptase, expresamente y para 
cada conflicto, su designación.
3.- desarrollo de la mediación.- El procedimiento de 
mediación que diseña el RD 2756/79 es poco formalista en 
los detalles, como parece que debe exigirse a una labor 
mediadora si se pretende que sea efectiva, pero incluye 
todas las facultades que, doctrinalmente, se consideran 
esenciales para una eficaz actuación. Así, el mediador 
puede convocar a las partes y solicitarles documentos e 
informes; éstas, a su vez, están obligadas a comparecer a 
los llamamientos del mediador y, aunque no se diga 
expresamente en el RD, a facilitarle los datos, documentos 
e informes que solicite. Es decir, se reconocen al mediador 
amplias capacidades de investigación de la situación, del 
conflicto, y de las posturas de los implicados, al efecto 
de que la propuesta que haga pueda reunir un amplio 
fundamento.
Ahora bien, pese a que se establece esa obligatoriedad 
de comparecer ante el mediador "cuantas veces se estime 
oportuno" y la posibilidad de éste de pedir información, no
pag. 263
se regulan los efectos del posible incumplimiento de esas 
obligaciones.
En la medida en que la mediación se mueve, como se 
analizó, en términos absolutamente voluntarios, y que la 
propuesta que haga el mediador, por coherencia con la 
propia institución, solo surte efectos si se admite 
expresamente por los interesados, la consecuencia que debe 
suponerse a la incomparecencia de alguno de ellos a sus 
citaciones, o a la negativa a suministrarle información, 
debe ser considerar que se rechaza la continuidad de la 
labor mediadora y que debe darse por finalizada (341), sin 
perjuicio de que si el mediador lo considera conveniente y 
posible pueda ofrecer una propuesta de solución.
Es importante resaltar la obligación de "secreto 
profesional" que el citado RD 2756/79 impone al mediador, 
en justa correlación con la capacidad de investigación que 
la citada norma le confiere. Es lógico que el mediador no 
esté autorizado a comunicar las informaciones que le pueden 
haber facilitado las partes pues estaban destinadas 
únicamente a facilitarle su labor. En alguna opinión se ha 
considerado que esa obligación de secreto priva a aquél de
341 . - En ese mismo sentido CONDE MARTIN DE HIJAS, ("La
conciliación...." op. cit. pag. 580), "Pese a la obligatoriedad de la 
asistencia ante el mediador, y a la facultad de éste de solicitar datos 
e informes, no parece que ni la oposición de las partes a acudir a la 
comparecencia a que se les cite, ni a prestar los informes....pueda ser 
coactivamente eliminada....La consecuencia de esas posibles oposiciones 
no será, por tanto, otra que el fracaso de la mediación...".
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"gran parte de su fuerza de convicción ante las partes"
( 342 ), pero la solución es acertada, pues es evidente la 
tendencia de las partes a reservarse información, que aún 
se agudizaría si no existiese ese secreto, que, por otro 
lado, permite fomentar indirectamente la negociación, pues 
los interesados, amparados en él, pueden hacer llegar al 
mediador sus posturas auténticamente últimas, de tal manera 
que la propuesta puede ajustarse más a las posibilidades de 
los afectados, y, en esa medida, incrementar sus aspectos 
negociales. Piénsese que, aún cuando no se impusiese 
secreto a la labor del mediador, ello no llevaría a un 
mayor poder de convicción, sino a más posibilidades de 
rechazo de su labor, en cuanto solicitase una información 
que una de las partes desea no hacer pública, con la 
consiguiente negativa a suministársela, lo que, como ya se 
dijo, implicaría, por vía indirecta, el rechazo de la 
mediación y su final.
Por lo demás, el procedimiento, mantiene un amplio 
margen de libertad en cuanto a los trámites a desarrollar, 
lo que es positivo, pues permite una mayor flexibilidad 
para que se ajuste a las circunstancias de cada conflicto.
Tampoco existe un plazo específico de tramitación, ni 
siquiera un plazo máximo, aunque sí una obligación de 
celeridad, no sólo en función de las exigencias generales 
de la exposición de motivos del RDL 5/79, sino porque el
342
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En ese sentido OJEDA AVILES, "Derecho Sindical" op. cit.
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art. 2 del RD 2756/79 impone efectuar la propuesta "en el 
plazo más breve posible".
2) Efectos de la Mediación, valor del resultado, 
impugnación.
«
Como en toda mediación, existe un doble final; por un 
lado, el procedimiento, en sí, acaba con una propuesta de 
solución que el mediador somete a los afectados.
Por otro lado, conocida aquella, las partes se han de 
pronunciar, siquiera tácitamente, sobre la misma, a efectos 
de dar fin al conflicto que les enfrentaba si la aceptan, o 
considerar fracasada la mediación si rechazan la propuesta 
efectuada.
1 . - L a  propuesta del mediador . - En el supuesto de la 
mediación del IMAC, efectivamente se establece la 
obligación de someter a las partes una propuesta, en el 
plazo más breve posible. Esta propuesta no se regula más 
allá de decir que deberá ser considerada "justa" por el 
mediador. En función de ello, parece claro que se deja un 
amplio margen de libertad para fijar el contenido de la 
misma, y que pueden utilizarse, sin duda y pese al carácter 
jurídico del conflicto, criterios de equidad, pues, no en 
otro sentido cabe entender la referencia a que el mediador 
considere la propuesta "justa", y no simplemente, ajustada 
a Derecho. Obsérvese que la consideración de que la
pag. 266
propuesta sea "justa" se hace extensiva a todo tipo de 
conflictos en que se produzca esta mediación.
En todo caso, como quiera que la propuesta no surte 
efecto de solucionar el conflicto si no es aceptada por las 
partes, parece lógico que el margen amplio de libertad de 
que goza el mediador, pueda ser reducido por los afectados, 
en base a acuerdos entre ellos, y así parece que aquél 
debería respetar los acuerdos de las partes, en cuanto a 
mínimos y máximos, criterios a utilizar, o condicionantes 
que debe reunir la solución; lo contrario llevaría a una 
propuesta ineficaz al contrariar los deseos, expresamente 
manifestados de antemano por los interesados.
Una vez conocida la propuesta por las partes, a las
que deberá comunicarse por cualquier medio hábil, quedan en
plena libertad de aceptarla o no, sin que exista plazo 
previsto para comunicar su decisión, ni siquiera una 
obligación clara de pronunciarse en un sentido o en otro.
En todo caso, el mediador, o el acuerdo previo de las 
partes, pueden establecer obligaciones al respecto y es 
lógico que se fije un plazo de contestación, porque el 
fracaso de la mediación, como se verá, tendrá sus efectos.
Conocida la propuesta, caben las dos posibilidades que 
antes se indicaron, es decir, aceptación o rechazo.
2.- La aceptación de la propuesta .- Si la propuesta
se acepta, el conflicto que motivó la actuación mediadora 
ha quedado solucionado, solución que se ha producido dé 
forma paccionada, es decir, mediante un acto negocial entre
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las partes, aunque se haya obtenido con la ayuda del 
mediador ( 343 ) . Tratándose pues de un acuerdo negociado, 
cabe repetir cuanto se dijo en relación con las soluciones 
a los conflictos obtenidas por vía de conciliación y
negociación, incluso a efectos de impugnación (344 ). Es 
más, en este caso concreto, la consideración de que tiene 
un valor equivalente al de un convenio colectivo, se
refuerza por la propia regulación legal, pues el art. 2 RD 
2756/79, establece que "la aceptación por las partes de las 
propuestas del mediador tendrá la eficacia «de un convenio 
colectivo, si legalmente pudiera concertarse". Ello supone 
que "habrá de tenerse en cuenta a estos efectos la 
legitimación de las partes en conflicto - pudiendo en este 
sentido tener eficacia de convenio estatutario o
extraestatutario - y el contenido legal del acuerdo, que 
podrá ser impugnado en caso contrario" (345 ) .
Es lógico que el acuerdo tenga eficacia de convenio 
colectivo estatutario en función de que se produzca con 
idénticas condiciones a las que se exigen en la negociación
345 En tal sentido ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, "Derecho 
del Trabajo" op. cit. pag. 882.
344 .- Véase en este estudio, específicamente, 4.1.B.b. La
conciliación.
345 .- SALA FRANCO, y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL,
("Informe "op. cit. pag. 21). En el mismo sentido ALONSO OLEA, y
CASAS BAAMONDE, ("Derecho del Trabajo" op. cit. pag. 882), "eficacia 
que, de nuevo, será la propia de los convenios estatutarios o de los 
impropios "
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colectiva ordinaria, porque "si se aceptase que la 
mediación pudiese llevar a acuerdos sin que las partes 
implicadas en dicha medida se atuviesen a las exigencias 
propias de la legislación colectiva ordinaria, se estaría 
facilitando una cómoda vía alternativa, por no decir un 
fraude a la Ley. Los problemas de legitimación activa 
afectan, por tanto, al procedimiento de mediación 
voluntaria en los mismos términos que al procedimiento 
negociador colectivo ordinario " (346 ); de no cumplirse las 
citadas exigencias, el acuerdo que logren los interesados 
tendrá valor de convenio extraestatutario, como ya se 
razonó, al estudiar el procedimiento de conciliación.
En resumen, será el acuerdo de las partes, aceptando 
la propuesta del mediador, el que pondrá fin al conflicto, 
y dicho acuerdo no difiere, en cuanto a efectos, del que 
puedan alcanzar por negociación directa. Ese carácter 
condiciona otras posibilidades en cuanto a aceptación del 
mismo, como son la de, en base a la propuesta del mediador, 
iniciar una negociación que permita llegar a una 
aceptación parcial o a una reelaboración de sus términos. 
Obviamente todo ello es posible porque, en definitiva, el 
conflicto no quedará solucionado mientras no se produzca 
acuerdo entre los afectados, y la solución lo será en los 
términos que éstos acepten, con independencia de que se 
ajusten más o menos a la propuesta, que, como tal, es un
346 .-BORRAJO DACRUZ, "Sistemas " op. cit. pag. 22.
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mero marco de referencia que pretende propiciar la 
negociación, ofreciéndole un apoyo en forma de posible 
solución meditada y procedente de una persona imparcial, de 
relativa confianza para los enfrentados, pues ellos mismos 
le aceptaron como mediador.
3 . - E l  rechazo de la propuesta .- Si la propuesta no 
se acepta, parece claro que todo el procedimiento de 
mediación se da por finalizado y cuantos efectos hubiese 
producido su iniciación, por ejemplo acuerdo de abstención 
de huelga, preclusión de otros procedimientos de solución, 
o del recurso a la vía jurisdiccional, etc... 
desaparecerán. No habrá existido acuerdo y el conflicto 
subsistirá. Además de todo ello, el artículo 145 de la LPL 
de 19 8 0 (347 ), en el marco del procedimiento
jurisdiccional de solución de conflictos colectivos, 
consideraba que el intento de mediación ante el IMAC (y por 
extensión, que reitero, ante cualquier organismo que haya 
asumido sus funciones) amortizaba la obligación de realizar 
la conciliación ante dicho organismo.
Cabe plantearse si, en ese mismo marco del 
procedimiento jurisdiccional, ese intento de mediación 
continua eliminando la necesidad de realizar la 
conciliación preprocesal.
347 .-Art. 154 LPL de 1980, "La comunicación a la Magistratura 
(iniciando el procedimiento) habrá de ser precedida por el intento de 
conciliación o mediación en el conflicto ante el Instituto de 
Mediación, Arbitraje y Conciliación....
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En principio, la LPL vigente, en su artículo 153, 
habla exclusivamente de la obligatoriedad de intentar la 
conciliación, suprimiendo toda referencia a la mediación. 
Cabría entender que se ha producido una modificación legal, 
pero creo que subsiste la situación anterior, y, a estos 
efectos, siguen siendo equivalentes la conciliación y la 
mediación del IMAC. Existe justificación para ello en la 
similitud entre ambos procedimientos, no sólo en su 
esencia, sino también en su diseño, pues la conciliación 
ante el IMAC, como se analizó, participa de muchos aspectos 
de una mediación informal. Por otra parte, el intento de 
mediación ante el IMAC comprende todos los posibles 
trámites de la conciliación, incluso estableciendo la 
obligatoriedad de las partes de comparecer cuando sean 
citados, y además otros, por lo que se configura como "una 
conciliación y algo más", y, en ese sentido, de exigirse 
después del trámite de mediación, una conciliación, se 
estaría produciendo una duplicidad de procedimientos 
absolutamente ilógica y contraria al principio de 
"celeridad", que debe servir de criterio interpretativo 
(348) para todas las normas contenidas en el vigente texto 
de la LPL.
Cabe señalar pues que, aún fracasada, tiene unos 
ciertos efectos, no sólo de finalización en sí del 
procedimiento de mediación, sino también de amortización
348 .- Art. 74.1 y 2. de la LPL.
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del trámite preprocesal de conciliación ante el IMAC, si 
alguna de las partes insta, con posterioridad, el 
correspondiente procedimiento jurisdiccional de conflicto 
colectivo.
3) Algunas conclusiones sobre el procedimiento de 
mediación ante el IMAC.
Es interesante avanzar alguna valoración sobre el 
procedimiento de mediación en el IMAC, pues, por un lado, 
el diseño del mismo parece relativamente acertado, pero, 
por otro, parece un hecho admitido que son escasísimas las 
mediaciones producidas, hasta el extremo de que es un 
sistema prácticamente en desuso (349 ) . Ciertamente en 
numerosos conflictos se producen mediaciones informales, 
como ya se señaló al analizar la mediación de la Inspección 
de Trabajo, pero la mediación formalizada no es frecuente, 
lo que sólo es explicable desde la perspectiva de una 
profunda falta de tradición negociadora en las relaciones 
laborales, falta de práctica que condiciona el que, 
cualquier sistema de apoyo a la negociación de carácter 
pasivo, esto es, que espere que las partes recurran a él,
349 .- Las estadísticas del Ministerio de Trabajo constatan que
en 1989 sólo se produjeron (en general) 241 mediaciones, que afectaron 
a 17.402 empresas y 250.354 trabajadores. En 1990, el número de 
mediaciones descendió a 237, con sólo 11.635 empresas y 147.457 
trabajadores afectados, confirmando así una tendencia a la baja 
(Fuente: Estadística de Mediación, Arbitraje y Conciliación, año 1989, 
y año 1990, Dirección General de Informática y Estadística del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social).
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está destinado al fracaso, si no existe una fuerte 
implicación de sindicatos y asociaciones empresariales en 
su diseño, actuación y promoción. Ahí radica el problema de 
esta mediación; por un lado, es un procedimiento concebido 
al margen de los agentes sociales, porque estos no 
participaron en su elaboración ni en su desarrollo, y, por 
otro, pese a que no es pasivo por _ propia naturaleza, lo 
habitual es esperar a que las partes se dirijan al citado 
organismo, lo que, a lo sumo, ocurre cuando el conflicto ya 
se ha agudizado y una de ellas se ha planteado el recurso 
al procedimiento jurisdiccional; en ese momento, frente a 
la claridad y contundencia de esa vía judicial, tal como la 
diseña nuestro Derecho, y en posiciones claramente 
enfrentadas, los afectados no ven ya la utilidad de 
utilizar un medio poco conocido y de escasa tradición como 
es la mediación.
En definitiva, y es una conclusión que puede 
extenderse a otros sistemas, la mediación ante el IMAC, o 
ante el organismo que haya asumido sus funciones, cuyo 
procedimiento no encierra excesivos problemas, sólo podrá 
ser efectiva, si se concibe como una mediación activa, y no 
pasiva; en los orígenes del conflicto, y no en su fase 
terminal, y si cuenta, en todos sus aspectos, con una mayor 
implicación de los agentes sociales. Junto a ello sería 
necesario concretar más el sistema de elección del 
mediador, bien mediante listas, bien mediante sistemas a
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los que las partes puedan someterse si no alcanzan un 
acuerdo rápido en cuanto a la persona idónea.
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4.I.B.C.3.- Otros supuestos de Mediación que las 
partes puedan acordar.-
Es obvio que, ante un conflicto concreto, las partes 
pueden acudir a una mediación privada; es decir, someter 
sus diferencias a un tercero para que les haga una 
propuesta de solución.
Nuestro Derecho nada dice al respecto en relación con 
los conflictos jurídicos, sólo en los de intereses el art. 
89.4 E.T. establece que, "en cualquier momento de las 
deliberaciones (de un convenio colectivo) las partes podrán 
acordar la intervención de un mediador, designado por 
ellas".
Pese al silencio legal, si la negociación es el medio 
idóneo de solución de conflictos, y es prioritario sobre 
cualquier otro, parece lógico que las partes, en cualquier 
momento, puedan recuperar su iniciativa negocial, dotándose 
al respecto de los apoyos que crean conveniente, y 
especialmente de la mediación (350 ).
3‘° .- Como afirma BORRAJO DACRUZ, ("Sistemas....", op. cit.
pag.21), "Por un lado, los trabajadores y empresarios podrán dirigirse 
directamente a la persona o personas a designar (como mediadores)".
En definitiva, como señala HERNANDEZ VIGUERAS ("La solución..." 
op. cit. pag. 368) esta posibilidad de mediación "se inscribe como una 
consecuencia del principio de autonomía colectiva de los agentes 
sociales".
Es obvio que también cabe establecer sistemas de conciliación 
voluntarios,y ya se apuntó la posibilidad de su creación en convenio 
colectivo. En cuanto a la posibilidad de que las partes en conflicto 
decidan acudir a un trámite conciliatorio directamente acordado por 
ellas, es posible, aunque raro, y cuanto se afirma ahora valdría para
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No obstante lo anterior, los problemas que plantea 
esta mediación son serios, pues los interesados deben 
ponerse de acuerdo en todos los extremos de la misma, y ya 
se ha avanzado que otras más sencillas, como la del IMAC, 
normalmente no se utilizan, siendo, en todo caso, algunos 
convenios colectivos los que establecen la intervención 
como órgano mediador de la comisión paritaria (351 ), 
supuesto al que me referiré en el marco del conjunto de 
procedimientos de origen convencional.
De acudir las partes a esta mediación, ellas mismas 
deberán fijar el procedimiento, y en lo referente al 
acuerdo que pueda obtenerse, valdrá cuanto anteriormente se 
expuso para los supuestos de solución de conflictos 
mediante la negociación, que es lo que en definitiva se 
produciría (352 ) .
el mismo, pero como he dicho, no es usual que se establezca un trámite 
conciliatorio puro de carácter voluntario, distinto de los creados 
mediante negociación colectiva, ya que, generalmente, ante una 
controversia concreta, las partes, si deciden recurrir a ayudas en su 
proceso negociador, buscan un apoyo más intenso que el que les podría 
suponer el simple hecho de acudir a un tercero sin funciones 
mediadoras.
351 En tal sentido MONTOYA MELGAR, ("Derecho del Trabajo" op.
cit. pag. 669), "Aparte de los anteriores sistemas de mediación, a los 
que cabe denominar oficiales en atención a la naturaleza de los entes 
mediadores, existen procedimientos privados en los que la mediación se 
encomienda, a través de la negociación colectiva, a las comisiones 
mixtas o paritarias para la administración del convenio".
352 Al respecto, CONDE MARTIN DE HIJAS, ("La
Conciliación ", op. cit. pag. 582), "Creo que no existe obstáculo
alguno para admitir.... que dicho acuerdo tendrá el valor de convenio 
colectivo, naturalmente siempre que se adopte, ajustándose 
estrictamente a la pauta que en el mismo se marque, y por las partes
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Puede pensarse también que los interesados asuman un 
compromiso de mediación para sus conflictos posteriores, 
que, como tal compromiso, les vinculará, si bien su 
carácter coactivo es mínimo, pues por la esencia del 
procedimiento mediador, cualquiera de las partes puede 
darlo por finalizado, como se vio, cuando desee, 
oponiéndose a su continuidad. Todo lo más que produciría 
dicho compromiso es la imposibilidad de utilizar cualquier 
otro procedimiento, en tanto no se hubiese, al menos, 
intentado la correspondiente mediación. Sobre este supuesto 
me remito a cuanto expondré en relación con las comisiones 
paritarias de convenios, a las que, mayoritariamente, se 
atribuyen, cuando se pactan, estas funciones de mediación 
de futuro.
legitimadas que en él se precisen...".
También, aludiendo en general a cualquier solución adoptada en 
procedimientos no reglados y acordados por las partes enfrentadas, SALA 
FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, ("Derecho Sindical", op. cit. pag. 543),
"Para el resto de supuestos, aunque no exista norma expresa que
reconozca su naturaleza convencional, deberá ésta admitirse por
analogía con los supuestos anteriores, en la medida en que se trata de
supuestos amparados en el art. 37.1. de la C.E....".
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4.1.C.- PROCEDIMIENTOS QUE SUSTITUYEN A LA 
NEGOCIACION.-
4.1.C.a.- Concepto Diferentes procedimientos . -
1.- Procedimientos comprendidos, concepto general 
Al mencionarlos se citaron tres tipos de procedimientos:
arbitraje, decisión administrativa, decisión
jurisdiccional. Incluso, dentro del arbitraje, se
diferenció la posibilidad de que se estableciese por
acuerdo de las partes, o se impusiese a las mismas.
A continuación se analiza funcionalmente cada uno de 
estos medios (353 ), dejando al margen el supuesto de 
decisión jurisdiccional por las razones que ya quedaron 
expuestas, resaltando, en cualquier caso, que los tres (o 
cuatro al diferenciar los dos tipos de arbitraje), se
caracterizan porque la decisión de las partes se sustituye 
por la de un tercero ajeno al conflicto, que no sólo puede 
aproximar a los afectados y someterles propuestas, sino que
353 .- Obviamente el estudio que es fundamentalmente
instrumental, para contemplarlos bien en relación con el proceso 
jurisdiccional colectivo, bien como posible alternativa al mismo, bien 
para analizar las razones de su utilización o de su escasa utilización. 
Específicamente para un análisis más profundo del arbitraje laboral 
como institución me remito al estudio de MERINO MERCHAN, FERNANDO, 
"Arbitraje Laboral" Madrid (Instituto de la Empresa) 1977. En el 
derecho comparado puede verse O.I.T., "El Arbitraje de las 
reclamaciones de los trabajadores" Ginebra (O.I.T) 1978.
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está dotado de capacidad resolutoria, pudiendo establecer 
una solución obligatoria (354 ).
2 . - Los elementos diferenciadores La personalidad 
del tercero determinará el que nos encontremos ante un 
sistema u otro, pues si es un particular, o incluso un 
órgano administrativo o jurisdiccional, pero no actuando 
como tal, sino como particular, el procedimiento de 
solución será el arbitral; por contra, si el tercero que 
puede resolver es un órgano de la Administración, actuando 
con el poder que como tal ostenta, el procedimiento de
solución sería una decisión administrativa, y por último,
si quien actúa resolviendo el conflicto es un órgano dotado 
de potestad jurisdiccional, el procedimiento de solución 
adoptado será el de solución judicial.
La segunda diferencia, ya en referencia exclusiva a
los procedimientos que se analizan en este apartado, puede 
situarse en su iniciación.
En efecto, es característico al procedimiento de 
decisión administrativa su carácter de imposición a alguna 
de las partes, pues, aunque habitualmente es un sistema 
"rogado", para que entre en funcionamiento basta con que lo
354 .- Como señala MERINO MERCHAN, ("Arbitraje...." op. cit. pag.
105), la diferencia sustancial entre mediación y arbitraje radica en 
que mientras que el árbitro puede resolver, "el mediador tiene 
facultades para proponer y recomendar pero no puede imponer su decisión 
a las partes del conflicto".
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solicite una de aquellas (355 ), convirtiéndose entonces en 
obligatorio para la otra, u otras, someterse al 
procedimiento y a sus resultados.
El arbitraje obligatorio se impone a todos los 
afectados por un determinado conflicto, de tal modo que no 
es "voluntad de las partes someterse o no a la decisión del 
tercero y tener que acatar no obstante esa decisión"
( 356 ), sino que ambas vienen obligadas legalmente a ello.
Si el arbitraje obligatorio se realiza por un funcionario o 
autoridad, sería, en buena medida, asimilable a la decisión 
administrativa, pero cabe también que el arbitraje sea 
obligatorio pero realizado por un particular, o un 
funcionario o autoridad pero actuando como particulares y, 
en ese caso, sería más nítida la diferencia entre ambos 
procedimientos.
Como se expuso, los dos sistemas que se acaban de 
nombrar son parecidos, y son residuos intervencionistas, 
por lo que tienden a ceder en favor de vías autónomas; 
además, la decisión administrativa (que es en definitiva 
una especie de arbitraje público obligatorio), y el
3=5 .- Así lo confirma la O.I.T. ("Conciliación...." op. cit.
pag. 20), señalando, "Este procedimiento no se instauró específicamente 
para resolver conflictos, sino como medio de facultar a las autoridades 
administrativas para aplicar políticas protectoras de los intereses 
públicos.... a solicitud de las partes interesadas. Estas cuestiones, 
sin embargo, pueden comprender las que atañen a reclamaciones o 
intereses opuestos del SOLICITANTE y de las demás partes en el 
proceso...".
356 .- ALONSO GARCIA, "La solución..." AA.W. op. cit. pag. 51.
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arbitraje obligatorio, propiamente dicho, entran en clara 
contradicción con la recomendación 92 de la O.I.T., 
adoptada el 29 de Junio de 1951, que aconseja el carácter 
absolutamente voluntario de los arbitrajes, y, en el mismo 
sentido, con la Carta Social Europea (Turín, 18 de Octubre
de 1961), cuyo art. 6.3. establece que los Estados
signatarios se comprometen a "fomentar el establecimiento y 
utilización de procedimientos adecuados de conciliación y 
arbitraje voluntarios para la solución de los conflictos 
laborales" (357 ) . Esas contradicciones, y ^la importancia 
creciente que cobra la autonomía colectiva en el Derecho 
del Trabajo, reducen los supuestos de decisión
administrativa y arbitraje obligatorio a casos
excepcionales o conflictos muy específicos, aunque la
propia O.I.T. constata un cierto desarrollo, en algunos 
países, del procedimiento de decisión administrativa 
(35e).
El arbitraje voluntario se caracteriza porque, a 
diferencia de los dos sistemas anteriores, nace de la
387 .- Como señala RODRIGUEZ PIÑERO, MIGUEL, ("La Carta Social
Europea y la problemática de su aplicación", Revista de Política 
Social, n2 118/1978, pag. 17), "La referencia al carácter voluntario 
del arbitraje resulta obvia en el marco europeo dada la difícil
compatibilidad de la libertad sindical con un sistema de arbitraje 
obligatorio".
358 .- "Este método (la decisión administrativa) ha adquirido
importancia debido a la creciente complejidad de los asuntos de 
Gobierno en la sociedad industrial. En el campo laboral se utiliza hoy 
en día en algunos países particularmente con motivo de la observancia 
de ciertos derechos sindicales" O.I.T. "Conciliación...." op. cit. pag. 
20.
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negociación, pues las partes, aunque no logran alcanzar una 
solución de fondo, si que son capaces de establecer, por 
acuerdo entre ellas, un procedimiento que permita solventar 
la controversia, encargando a un tercero la adopción de 
dicha solución; así pues, esta "institución nace de la 
voluntad conjunta de las partes en conflicto" (359 ). El 
elemento negociado es esencial, pues los afectados deberán 
acordar a quien encargan la solución del conflicto y bajo 
que condiciones lo hacen; es decir, pueden establecer los 
temas exactos sobre los que ha de versar el arbitraje, el 
procedimiento a seguir, y el plazo en el que el árbitro o 
árbitros deben dictar su resolución, generalmente 
denominada laudo, e incluso condicionar los criterios con 
arreglo a los que debe producirse la solución, que pueden 
ser de Derecho o de equidad, y dentro de esos dos grandes 
bloques, fijar otros muchos condicionantes como: 
oportunidad económica o social, comparación de las medidas 
con otras adoptadas en otros ámbitos, fijación de mínimos y 
máximos, e incluso si debe producirse sobre los hechos, 
sobre el derecho o sobre ambos, etc....
En definitiva, el arbitraje voluntario implica 
"existencia de un tercero que decide, decisión que se
359 .- GARCIA ABELLAN, "Derecho de Conflictos...." op. cit. pag.
218.
0 como expone MUÑOZ CAMPOS, JUAN, ("A vueltas con el arbitraje 
laboral" Revista de Trabajo, n^ 77/1985, pag. 15), "Estamos ante 
manifestaciones de voluntad de las partes, que dan vida a una 
institución jurídica privada, a la que atribuyen facultades plenas, 
sometiéndose, además, a los resultados que puedan derivarse del 
ejercicio por el tercero-árbitro de tales facultades".
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impone, y compromiso de las partes que condiciona de 
antemano los límites de la decisión y crea para ellas la 
obligación de someterse a aquella" ( 360 )
3.- Algunas peculiaridades del arbitraje voluntario 
En relación con el arbitraje voluntario hay que hacer una 
distinción, sobre la que se volverá al abordar los 
procedimientos existentes en nuestro Derecho, pues cabe que 
las partes pacten un arbitraje voluntario ante un conflicto 
concreto, una vez éste ha surgido, pero es posible también 
que, especialmente en el marco de la negociación colectiva, 
lleguen a compromisos de futuro, estableciendo sistemas 
arbitrales a los que deban someterse los conflictos que 
entre las mismas se produzcan con posterioridad (361)-
En esencia, no hay diferencia entre ambos sistemas, en 
los dos casos estamos ante un procedimiento de solución por 
arbitraje voluntario, si bien es un tema sobre el que se ha 
de volver (362 ) . De todas formas es evidente que, surgido
360 ..-ALONSO GARCIA, "Derecho procesal..." op. cit. pag. 239.
361 .- Compromisos que, como señala MARTINEZ GIRON, ("Los
Pactos " op. cit. pag. 130), generalmente se producen como
cláusulas incluidas en un acuerdo más amplio, y a los que denomina 
"enclausulados" distinguiéndolos de los "acuerdos autónomos" de 
arbitraje, en los que se contempla exclusivamente el sometimiento a 
solución arbitral de una cuestión.
Al respecto también y comentando esa distinción en la doctrina y 
la práctica norteamericana, DIEGUEZ CUERVO, GONZALO, "Deducción y 
solución de los conflictos laborales de intereses" Pamplona 
(Universidad de Navarra) 1967, pag. 33.
562 .- Al respecto MERINO MERCHAN, ("Arbitraje.... ", op. cit.
pag. 164), quien, aún diferenciando un arbitraje convencional
(preestablecido por las partes para un eventual conflicto futuro) y
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un conflicto concreto, puede ser tan difícil solucionarlo, 
como llegar a un compromiso arbitral, por la propia 
situación de tensión que puede darse entre las partes, y 
por ello, la eficacia del arbitraje voluntario, está más en 
el arbitraje convencional, es decir en la existencia de 
compromisos o sistemas arbitrales de carácter general, 
establecidos negociadamente para la solución de conflictos 
futuros, que en el arbitraje concreto que haya de pactarse
una vez surgido el conflicto.
Por otro lado, en la institución arbitral, hay que
hacer alusión a otras dos peculiaridades que pueden darse:
a) Laudos arbitrales sin carácter vinculante. Como 
pone de relieve MATIA PRIM (363 ) existen sistemas en los
otro voluntario (pactado después de una desavenencia para su solución), 
matiza, ”Sin entrar en polémica sobre esta cuestión, lo que resulta 
evidente es su valor tangencial y residual a nuestros efectos. Lo único 
interesante es comparar el arbitraje laboral con presupuestos de 
voluntariedad inmediata o sin causa con el arbitraje laboral 
obligatorio, la circunstancia de que el consentimiento expreso al 
juicio de árbitros sea "ex-ante" o "ex-post" al nacimiento del 
conflicto resulta irrelevante".
Al respecto de estos compromisos arbitrales para posteriores 
conflictos, veáse en este estudio 4.2.C.b Obligatoriedad de los 
procedimientos arbitrales.
363 .- MATIA PRIM, JAVIER, ("El arbitraje en el Derecho
comparado" en CLARIDAD (UGT), N2 19, pag.19), "En el derecho comparado 
es, sin embargo, casi más frecuente el arbitraje indicativo, es decir, 
aquel en el que la decisión arbitral constituye una propuesta que las 
partes pueden aceptar o no", y en el mismo sentido en AA.W. "Huelga, 
cierre patronal y Conflictos Colectivos" Madrid (Civitas) 1982, pags 
196 y 197, citando expresamente como ejemplos de arbitrajes no 
vinculantes los de la mayoría de Estados Alemanes o en el Derecho 
Inglés, los del A.C.A.S. (advisory conciliation and arbitration 
Service) que coexisten con otros vinculantes como algunos del C.A.C 
(Central Arbitration Comitte).
Existen diversos estudios de Derecho comparado que analizan este 
supuesto de arbitraje no vinculante, frente a la tradicional idea que
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que el árbitro formula una propuesta no vinculante, sujeta 
en consecuencia a aceptación de los afectados, y que sólo 
tiene efectividad si es ratificada por todas las partes en 
conflicto. Pese a que ese sistema se denomina como 
"arbitraje", parece claro que en sus consecuencias no pasa 
de ser una mediación, si se quiere, reforzada por un mayor 
formalismo en la propuesta final (364 ).
b) Arbitraje de ofertas finales. Este sistema reduce 
la facultad discreccional del árbitro, que debe resolver el
en nuestro Derecho se tiene. Es bastante reciente y completo el ya 
aludido "Sistemas de Relaciones Laborales y solución de Conflictos 
Colectivos en Occidente" del Consejo de Relaciones Laborales del País 
Vasco, que analiza estos sistemas en Alemania, Bélgica, Suecia, Italia, 
Estados Unidos, Francia, Canadá y Reino Unido, detectando arbitrajes no 
vinculantes en Alemania (pag. 60), Bélgica en la que el arbitraje tiene 
escasa práctica, y menos el vinculante (pag. 112), Estados Unidos, con 
escasa incidencia en el sector privado y mayor en el sector de los 
empleados públicos federales (pags 244 y 245) y el Reino Unido, todos 
los del A.C.A.S. y también bastantes del C.A.C., (pags 464 y 467).
Puede verse pues que, en el Derecho comparado, no es infrecuente 
este tipo de arbitraje con laudo no vinculante.
Expresamente lo contempla la O.I.T. ("Conciliación " op. cit.
pag. 22), distinguiendo dos grados de voluntariedad en el arbitraje, 
"En la primera situación, el procedimiento se inicia voluntariamente - 
es decir, por acuerdo entre las partes -, y la aceptación del laudo es 
voluntaria. En el segundo caso, el procedimiento se inicia por voluntad 
de las partes, pero el laudo es obligatorio".
Aún se señala en el mismo texto un supuesto más infrecuente en el 
que el inicio del procedimiento es obligatorio y el laudo, por contra, 
de aceptación voluntaria.
364 .- Aunque en algunos sistemas se califican estos
procedimientos sin laudo vinculante de arbitraje, me parece más 
clarificador sostener lo contrario; como señala MERINO MERCHAN,
("Arbitraje " op. cit. pag. 166), "Pero la voluntariedad a que nos
referimos sólo ha de calificar la posibilidad de acudir o no a este 
procedimiento, pues una vez aceptado estimamos que el laudo debe ser
obligatorio para las partes  algo análogo ocurre con el laudo
arbitral, que de no ser obligatorio y aún coactivo para los interesados 
no merece tal denominación".
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conflicto con una decisión vinculante, pero no elaborada 
por él, sino escogiendo una de las propuestas últimas 
formuladas por las partes, bien globalmente, bien por 
temas, eligiendo en cada uno de ellos, la propuesta que 
sobre él haya formulado uno de los afectados ( 365 ).
En líneas muy generales se ha establecido un concepto 
aproximado de cada uno de los procedimientos aludidos en 
este apartado. Seguidamente se va a realizar un análisis 
de todos ellos en el marco de nuestro Derecho.
565 .- En tal sentido DEL REY GUANTER, SALVADOR, ("Los medios
extrajudiciales de solución de conflictos colectivos", estudio 
realizado para el CONSEJO ANDALUZ DE RELACIONES LABORALES, publicado en 
ejemplares multicopiados por este organismo).
Señala DEL REY que la utilidad de esta institución esta en que, 
como el árbitro ha de aceptar necesariamente una de las últimas 
propuestas efectuadas por alguna de las partes, éstas intentan que su 
última propuesta sea razonable, y de esa manera se fomenta la 
negociación directa en base a propuestas realistas que llevan, en 
muchos casos, a que el propio arbitraje resulte innecesario.
Un ejemplo de este sistema arbitral, prácticamente desconocido en 
nuestro Derecho, se da en el Derecho de los Estados Unidos, en relación 
con los empleados públicos estatales y locales (es decir los no 
federales), pues el sistema usual de arbitraje, obliga al árbitro a 
escoger una de las posturas presentadas por las partes, o si coexisten 
con las de una persona a quien se haya encomendado la investigación de 
los hechos (fact-finder), entre las posturas de las partes y la 
recomendada por éste. En tal sentido puede verse AA.W (CRL-País 
Vasco)"Sistemas op. cit. pags. 245 y 246.
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4.1.C.b.- El arbitraje voluntario.-
Dejando al margen los sistemas arbitrales de origen 
convencional que se abordarán con posterioridad, nuestro 
Derecho conoce dos posibilidades de arbitraje laboral 
voluntario:
- La que se produce en el marco del procedimiento de 
conflicto colectivo regulado por el RDLRT.
- La que creaba el DL 5/79 en el 'marco de las 
competencias del IMAC, al establecer unos Tribunales 
Arbitrales Laborales.
Junto a ellas, es evidente que cabe un arbitraje 
privado, libremente decidido por las partes.
Pese a esas posibilidades de arbitraje, lo cierto es 
que su utilización es escasa, e incluso, como se analizará, 
alguna ni siquiera puede considerarse vigente.
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4.1.C.b.l.- Arbitraje voluntario del RDLRT . -
El artículo 24 del RDLRT ( 366 ) establece la 
posibilidad de un arbitraje voluntario e informal, al que 
podían acogerse las partes en el marco del procedimiento 
que regulaba para la solución de conflictos como 
alternativa, en los jurídicos, al proceso judicial.
Se trata de un arbitraje absolutamente voluntario, 
tanto en el recurso al mismo como en la fijación del número 
y designación de las personas que van a actuar como 
árbitros, sin más requisito que "el obvio de la 
imparcialidad del árbitro, asegurado, por lo demás, por la 
propia elección bilateral" (36?).
Este procedimiento "no es, evidentemente, un arbitraje 
institucional, en cuanto que no reposa sobre órganos 
arbitrales permanentes, sino un arbitraje ad hoc"(368 ), 
que entrará en juego en cada conflicto concreto y en los 
términos que las partes acuerden, pudiendo éstas
366 .- El tenor del segundo párrafo del art. 24 RDLRT en el que 
se alude a este arbitraje es el siguiente: "Las partes podrán designar 
a uno o varios Arbitros. En tal caso, estos, que cuando sean varios 
habrán de actuar conjuntamente, deberán dictar su laudo en el término 
de cinco días. La decisión que adopten tendrá la misma eficacia que si 
hubiera habido acuerdo entre las partes".
367 .-DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN, "Instituciones...." op. cit. pag. 444.
368 .- MONTOYA MELGAR, ALFREDO, "El arbitraje en los conflictos 
colectivos" Revista Española de Derecho del Trabajo, 5/1981, pag. 14.
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condicionar la actuación arbitral mediante el compromiso de 
sometimiento al mismo al que lleguen.
1) Procedimiento.
El RDLRT contiene algunas, muy escasas, disposiciones 
en relación con este arbitraje.
En primer lugar establece un plazo muy breve para que 
el árbitro o árbitros dicten el laudo, solamente cinco 
días, aunque parece que debe considerarse como una norma 
dispositiva, por lo que las partes, en el compromiso de 
sometimiento a arbitraje, pueden establecer uno superior. 
Ello es coherente con la propia finalidad del RDLRT de
fomentar el arbitraje, y con la diversidad de conflictos
que pueden tramitarse, que pueden hacer aconsejable, e 
incluso necesaria en algún caso, la concesión de un plazo 
superior.
Por otro lado el RDLRT deja libertad a los interesados
para la designación de las personas que deben ejercer la
función arbitral (una o varias), pero dispone que, si se 
eligen varias, actuarán conjuntamente, es decir como órgano 
colegiado que decidirá por mayoría. Esa libertad de 
elección permite que se acuda a cualquier persona pública o 
privada, que lógicamente deberá aceptar su designación, lo 
que plantea dos cuestiones; la primera, indicar que, si las 
partes recurren a un funcionario o autoridad pública, no 
intervendrá con tal carácter, sino como particular, y el
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arbitraje seguirá siendo privado; es posible, pues, acudir 
a un arbitraje de la autoridad laboral, de la Inspección de 
Trabajo o de cualquier otro organismo público laboral 
( 369 ) / pero no como instituciones, sino como particulares 
a los que las partes atribuyen unos especiales 
conocimientos técnicos ( 370 ) .
La segunda cuestión es el coste del arbitraje, ya que 
si se recurre a un funcionario, es posible que la 
Administración lo asuma, liberando al funcionario de otras 
tareas para que pueda dedicarse a las arbitrales, siempre y 
cuando aquél esté de acuerdo, pues se requerirá su 
conformidad con la designación. Por contra, si se recurre a 
particulares, éstos, normalmente, aceptarán su designación 
como un ejercicio profesional, sujeto en consecuencia a 
honorarios que deberán ser sufragados por los afectados, 
salvo que la Administración estableciese algún mecanismo, 
hoy por hoy inexistente, para asumirlos directamente. La 
cuestión, que podría parecer anecdótica, es trascendental,
369 .- Pese a ello se señala que el papel arbitral no debería ser
atribuido a la Inspección de Trabajo, pues desarrollaría una doble 
función incompatible, establecer el derecho a través de su decisión y 
luego hacerlo respetar. OIT "La Inspección " op. cit. pag. 37.
En cambio, MONTOYA MELGAR ("La Inspección....” op. cit. pag. 23) 
considera que "Si el Inspector de Trabajo es un agente de paz social, 
no hay duda de que el desempeño de funciones arbitrales libremente 
encomendadas por las partes en discordia contribuirá de modo importante 
a tal misión pacificadora".
370 .- En esos casos "el funcionario público interviene como
autoridad moral y no como autoridad pública; y cuando dicte el laudo 
desarrollará las facultades que al efecto han delegado en él las 
partes, y no competencias propias de la Administración Pública" BORRAJO 
DACRUZ, "Sistemas...." op. cit. pag.27.
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y una causa de la escasa práctica de este tipo de 
arbitrajes, pues, si se ha de recurrir a un funcionario 
público, los interesados pueden preferir que sea el Juez, y 
para ello continuar el procedimiento por la vía 
jurisdiccional; por contra, si deseasen optar por un 
arbitraje de unos privados, el coste sería un elemento 
claramente disuasorio, frente a la existencia de un 
procedimiento jurisdiccional gratuito.
En cuanto al procedimiento no hay más normas y ello ha 
llevado a que se le califique de "un auténtico arbitraje 
"irritual1 en el que la falta de formalidades pretende 
dotar de la máxima celeridad al procedimiento" (371 ), lo 
que, en principio, parece acertado, pues, al igual que 
sucedía en la mediación del IMAC, permite una adaptación a 
las necesidades del conflicto concreto a solucionar.
2) Naturaleza y eficacia de la solución. Impugnación 
de la misma.
1 Naturaleza y eficacia .- El RDLRT opta por un
laudo vinculante, lo que es coherente, pues el sistema de 
laudo indicativo, al que en su momento me referí, no guarda 
profundas diferencias con la mediación que puede 
desarrollar el IMAC.
.- MONTOYA MELGAR, "El arbitraje..." op. cit. pag.14.
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Igualmente, y en coherencia con todas las soluciones 
negociadas que ya se han analizado, y a la vista del origen 
pactado de este arbitraje, el RDLRT da al laudo el mismo 
valor que tendría el posible acuerdo entre las partes, al 
que en definitiva ha venido a sustituir; en otras palabras, 
tendrá naturaleza convencional, eficacia de convenio 
colectivo, pues ese es el valor que daba el art. 24 RDLRT, 
en su primer párrafo, a la avenencia entre los afectados; 
esta eficacia será la de convenio estatutario o
extraestatutario en los mismos términos establecidos al 
contemplar las soluciones negociadas, o alcanzadas en
conciliación y mediación (572 ) .
Por otro lado, estos laudos como los restantes que se 
analizarán, no tienen reconocida en nuestro Derecho
ejecutividad alguna ante los tribunales laborales, lo que 
según algunas opiniones les resta eficacia frente a las 
partes, y dificulta la opción por las soluciones arbitrales 
( 373 ); ciertamente un laudo ejecutivo es más práctico, 
pero, en realidad, el problema de la ejecutividad en las 
soluciones de conflictos jurídico-colectivos no es
privativo de los laudos, sino, como se verá, común a todas
ellas. La eficacia del laudo, aún no ejecutiva, será pues
372 Específicamente me remito a este estudio 4.1.B.b. La
conciliación.
373 En ese sentido, MUÑOZ CAMPOS, ("A vueltas..." op. cit. pag 
20), "La eficacia de los laudos arbitrales debe ser garantizada 
plenamente. Es de desear que, una vez ganada firmeza, fueran 
ejecutables por medio de la Jurisdicción Social....".
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similar a la de los acuerdos negociados, obtenidos en 
conciliación, e incluso no muy diferente de la que pueda 
tener la propia sentencia judicial en esta materia. Lo 
único que realmente tiene mayor trascendencia es que, en un 
acuerdo conciliatorio, nada impide que las partes, además 
de resolver la cuestión colectiva, fijen repercusiones 
concretas e individualizadas - por ejemplo al mismo tiempo 
que se reconoce un derecho en el plano colectivo puede 
acordarse el abono de una cantidad en concepto de atrasos a 
cada trabajador -, repercusiones que estarán dotadas de
i
ejecutividad, mientras que si esos mismos efectos se 
contienen en un laudo no gozarán de esa especial 
protección. Fuera de esta concreta cuestión, la falta de 
ejecutividad no conduce a una situación sustancialmente 
distinta de otros posibles acuerdos de solución de 
conf1ictos.
2.- El recurso contra el laudo arbitral .- Un problema 
adicional es la posibilidad de recurso frente al laudo 
arbitral; generalmente se apunta por la doctrina que su 
carácter de convenio impide cualquier recurso sobre el 
fondo, salvo decisión "ultra vires" o con vicios de 
procedimiento, admitiéndose únicamente un recurso de 
nulidad ante la Jurisdicción Social ( 374 ); ese recurso de
374 .- En tal sentido MONTOYA MELGAR, ("El arbitraje...",
op.cit. pag. 14), BORRAJO DACRUZ, ("Sistemas...." op. cit. pag. 28),
HERNANDEZ VIGUERAS ("La solución..." op. cit. pag. 483) y también SALA 
FRANCO, y ALBIOL MONTESINOS, ("Derecho Sindical", op. cit. pags. 544 
y 545), con la matización, en general, de que procederá recurso cuando 
el laudo contravenga normas vigentes de Derecho Necesario.
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nulidad debería ser el procedimiento de los arts. 160 a 163 
de la LPL, sobre impugnación de convenios colectivos, ya 
que es lo coherente con la eficacia de convenio que se 
reconoce al laudo arbitral (375 ). En esos términos, el 
laudo sería impugnable igual que cualquier otro acuerdo con 
valor de convenio, pero ello no supone permitir un recurso 
de fondo, que en realidad tampoco se permite en los 
convenios, lo que ocurre es que aquél, igual que éstos, 
será recurrible por lesividad a terceros, por cuestiones de 
procedimiento, incluyendo la falta de imparcialidad del 
árbitro y el carácter "ultra vires" de la resolución, y por 
ilegalidad, pero no por cualquier contravención a la Ley, 
sino por contravenir normas de Derecho necesario. Obsérvese 
que ello coincide en esencia con las posiciones 
doctrinales, pues un laudo que contravenga normas de 
procedimiento es claramente admitido como recurrible; en 
cuanto a uno que contravenga normas de Derecho necesario, 
sería contrario al orden público y por tanto estaría 
viciado de nulidad. En definitiva si el laudo sustituye a 
la negociación entre las partes y tiene el mismo valor que 
el posible acuerdo de éstas, admite también las limitadas 
posibilidades de recurso o impugnación que existirían
375 .- Al respecto, ALONSO OLEA Y CASAS BAAMONDE ("Derecho del 
Trabajo" op. cit. pag 884) "Precisamente porque el laudo se equipara a 
lo pactado en convenio colectivo, es impugnable para conseguir su 
ineficacia a través del proceso especial de impugnación de convenios 
colectivos regulado en la LPL" y SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, 
("Derecho Sindical", op. cit. pag. 545), "El procedimiento de 
impugnación sería el de impugnación de convenios colectivos de los 
arts. 160 y ss. de la L.P.L.".
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frente al pacto directo de aquellas, es decir, el 
procedimiento jurisdiccional de impugnación de convenios 
colectivos que establece la LPL, lo que, al tramitarse por 
la vía de conflicto colectivo, produciría el peculiar 
efecto de que un acuerdo de solución de un conflicto 
colectivo sería recurrible mediante otro procedimiento de 
conflicto colectivo, pero limitado a las posibles 
cuestiones antes matizadas.
3) Una primera conclusión.
En la práctica parecen muy poco numerosos estos 
arbitrajes voluntarios, posiblemente por las mismas razones 
que se analizaron en relación con los procedimientos cuyo 
estudio se abordó con anterioridad; los problemas de coste, 
la falta de tradición arbitral frente a la existencia de un 
procedimiento jurisdiccional claro y conocido, y el hecho 
de que se prevén en la fase terminal del conflicto, momento 
en el que las partes pueden tener ya muy decidido el 
recurso a la Jurisdicción (376 .
375 .- HERNANDEZ VIGUERAS ("La solución " op. cit. pag. 521)
señala además que los arbitrajes voluntarias en nuestro sistemas se 
producen en general para solventar desacuerdos en la negociación, lo 
que los haría aún más infrecuentes en los conflictos jurídico- 
colectivos.
pag. 295
4.1.C.b.2.- Arbitraje voluntario del IMAC . -
El DL 5/79 de 26 de Enero que creaba el IMAC, preveía 
en su art. 4 el funcionamiento de unos Tribunales 
Arbitrales Laborales, integrados en la estructura del 
propio organismo, y a los que trabajadores y empresarios 
podían someter voluntariamente sus conflictos tanto 
individuales como jurídicos.
La composición de estos tribunales era tripartita, 
pues los integraban un representante de los Sindicatos de 
Trabajadores y otro de las Asociaciones de Empresarios y 
estaban presididos por un funcionario público, Licenciado 
en Derecho, actuando como secretario del tribunal, sin 
voto, otro funcionario público.
Se establecía así "un sistema de arbitraje público, 
institucional y facultativo" ( 377 )/ pensando que un 
sistema de estas características, moderadamente reglado y 
permanente, podía merecer más confianza a las partes por
377 .-MONTOYA MELGAR, "Derecho del Trabajo" op. cit. pag. 670.
OLIET PALA, ("Neocorporativismo " op. cit. pag. 79), señala
que "Parece que la norma se orienta adecuadamente hacia un sistema
arbitral público y permanente..........  El grado de
"institucionalización" de la normativa sobre los Tribunales Arbitrales 
parece bastante avanzado....".
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cuanto "ofrece (éste tipo de arbitraje) unas garantías de 
seguridad de las que carece el arbitraje "ad hoc"" (378 ) .
El citado art. 4 establecía escasas reglas de 
funcionamiento, limitándose a fijar la estructura 
territorial de los Tribunales Arbitrales, ajustada a la de
las Magistraturas de Trabajo; a permitir, en los casos que
se estableciesen, recurso contra el laudo ante la
Magistratura de Trabajo en los conflictos individuales, y 
ante el Tribunal Central de Trabajo en los colectivos, 
apartándose así de otros sistemas que crean un Tribunal 
Superior de Arbitraje que resuelva las posibles 
impugnaciones del laudo ( 379 ); a establecer la
ejecutividad del laudo, que se equiparaba a estos efectos a 
la sentencia judicial, y a habilitar al Gobierno para 
regular el procedimiento de actuación de estos Tribunales, 
con arreglo a principios de rogación (reafirmando así su 
carácter voluntario), oralidad, concentración, celeridad y 
gratuidad.
Lo cierto es que, al dejarse en manos del Gobierno la 
regulación del funcionamiento de estos tribunales, la
378 MONTOYA MELGAR, "El arbitraje " op. cit. pag. 9.
En el mismo sentido MUÑOZ CAMPOS ("El Arbitraje Laboral" 
Relaciones Laborales, Tomo 1/1988, pag. 85, y también en "A 
vueltas...." op. cit. pag. 12), "se orienta hacia un sistema 
institucional o permanente, como en los países anglosajones, pensando, 
sin duda, que la estabilidad e institucionalización deparará más 
ventajas que las que reportaría el arbitraje ad hoc".
379 .- Al respecto MUÑOZ CAMPOS, "A vueltas...." op. cit. pag 13 
y "El Arbitraje..." op. cit. pag. 86.
pag. 297
Disposición final segunda del propio DL 5/79 indicaba que, 
las previsiones del mismo relativas a la Conciliación y a 
los Tribunales Arbitrales Laborales, entrarían en vigor 
cuando se dictasen las normas reglamentarias 
correspondientes, y ese fue el final de estos Tribunales, 
pues el RD 2756/79 de 23 de Noviembre por el que el IMAC 
asumía algunas de las funciones que tenía encomendadas, 
ignoraba totalmente la regulación de su funcionamiento, y 
aunque, con posterioridad, la Orden de 22 de Diciembre de 
1979 (BOE 29-12), al estructurar orgánicamente el IMAC, 
establecía, expresamente, los Tribunales Arbitrales que 
existirían, e incluso, en su art. 5, llegaba a permitirles 
dividirse en secciones, cuando lo aconsejase el volumen de 
asuntos que tenían que resolver, lo cierto es que, pese a 
que la habilitación del DL 5/79 al Gobierno para regular el 
funcionamiento de estos órganos le daba un margen amplísimo 
de discreccionalidad, ninguna otra disposición se adoptó al 
respecto, por lo que, ya en 1983, se afirmaba que "en el 
ejercicio de dicha discreccionalidad, el Gobierno ha 
ignorado el presupuesto habilitante de cualquier decreto 
ley: la necesidad y la urgencia; y no ha constituido hasta 
la fecha dichos Tribunales Laborales Arbitrales. Es muy 
dudoso, pues, que se pueda mantener como eficaz la 
autorización otorgada al Gobierno en Enero de 
1979......." (3eo ), y, por otro lado, aún cuando en diversas
.- BORRAJO DACRUZ, "Sistemas...." op. cit. pag. 29.
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fechas se transfieren a diversas Comunidades estas 
funciones, haciendo expresa alusión a los Tribunales 
Arbitrales, se puede decir que "ante la falta de desarrollo 
reglamentario se trata de una transferencia sin contenido 
real" (3B1).
Así pues, estos Tribunales Arbitrales jamás 
funcionaron, posiblemente, y además de las razones que se 
expusieron en relación con el supuesto anterior de 
arbitraje, ante las reticencias de algunos agentes sociales 
al hecho de que el poder decisorio quedara,* muchas veces, 
en manos de un funcionario público, con lo que el 
procedimiento no difería sustancialmente de las 
posibilidades que brindaba la Jurisdicción Social, aún 
cuando, la participación de representantes de los 
trabajadores y empresarios, suponía un paso adelante en 
relación con la tradición de nuestro país, y podía haber 
demostrado la viabilidad de otros procedimientos, distintos 
del jurisdiccional, para la solución de conflictos 
colectivos jurídicos.
381 SALA FRANCO, y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, "Informe 
op. cit. pag. 25.
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4.1.C.b.3.- Otros supuestos de arbitraje voluntario . -
Se alude a otros supuestos de arbitraje voluntario 
pues, al margen de los sistemas que puedan establecerse 
mediante la negociación colectiva, parece claro que los 
enfrentados en un conflicto pueden instituir, por acuerdo 
entre ellos, un procedimiento de arbitraje voluntario; como 
expone BORRAJO DACRUZ, "la formula arbitral, también puede 
utilizarse fuera del procedimiento regulado en el RDL(RT) 
17/1977, a tenor de lo previsto en el convenio colectivo de 
cuya interpretación se trata o mediante una actuación ad 
hoc, específica" (3BZ ), o, en palabras de LINARES LORENTE, 
"otro cauce posible (para el arbitraje voluntario) es a 
través de un simple contrato privado de compromiso fuera 
del marco de conflicto colectivo, fuera de convenio, en 
donde las partes se ponen de acuerdo en que.... árbitros se 
pronuncien sobre el problema" (383 ) .
382 .- BORRAJO DACRUZ, "Sistemas " op. cit. pag. 26.
383 .- LINARES LORENTE, "El Arbitraje..." op. cit, pag. 9.
Como exponen ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE ("Derecho del Trabajo" 
op. cit. pag. 883), "Supone esta forma de solución que las partes del 
conflicto han convenido previamente, en virtud de un contrato o pacto 
de compromiso, someter el conocimiento de aquél al árbitro o árbitros 
que designen o hayan designado...".
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1) Procedimiento.
En estos casos nuestro Derecho nada regula, existiendo 
una gran libertad de los interesados para acordar cuanto 
deseen, máxime si se tiene en cuenta que, en principio y 
salvo remisión expresa, no resulta aplicable la Ley 36/1988 
de 5 de Diciembre sobre Arbitraje Privado, en virtud de la 
exclusión que hace el art. 2.2 de la misma (384 ).
La base de estos arbitrajes está, pues, en la 
capacidad contractual de que gozan las partes en conflicto, 
que no es sino una derivación del reconocimiento del 
derecho a la negociación colectiva en el art. 37 CE, que se 
reafirma en ese mismo precepto, al reconocer a trabajadores 
y empresarios el derecho a la adopción de medidas de 
conflicto, lo que, al margen de otros significados, 
implica, como se analizó, "el derecho de promover 
procedimientos voluntarios (en buena parte extrajudiciales) 
de solución de conflictos colectivos" ( 385 ).
Todos estos posibles arbitrajes se originan en un 
contrato arbitral libremente aceptado por las partes, que 
puede tener dos formas claramente diferentes: una, "el
acuerdo inicial de someter a uno o varios árbitros el
384 .- Como se indica, cabe perfectamente que las partes
voluntariamente se acojan a ella, incluso, podrían utilizarse algunos 
de sus principios analógicamente. En tal sentido ALONSO OLEA y CASAS 
BAAMONDE "Derecho del Trabajo" op. cit. pag. 884.
.- M0NT0YA MELGAR, "La Constitución ___ " op. cit. pag. 116.
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conflicto que pueda surgir; (otra) nacido éste (el 
conflicto), el pacto o compromiso designando el o los 
árbitros y señalando con precisión las cuestiones que se 
sometan a su decisión y la fecha-término antes de la cual 
deberá ser emitida" ( 366 ); es decir caben dos tipos de 
contratos, uno, que normalmente será, como se avanzó, una 
cláusula de otro más general, por el que se asume el 
compromiso de someter a arbitraje los posibles conflictos 
que entre las partes puedan existir, generalmente sobre la 
interpretación del propio contrato; es, en definitiva, un 
compromiso de posible arbitraje futuro; el otro es aquél en 
virtud del cual, ante un conflicto concreto, las partes se 
someten a un arbitraje, es decir un compromiso de presente.
El contrato de sumisión a un arbitraje admite muchas 
posibilidades, pues se puede acudir a cualquiera de las 
modalidades arbitrales que se enunciaron; puede ser 
realizado por un sólo árbitro o por un colegio arbitral; 
los árbitros pueden ser personas privadas o autoridades 
públicas, pero que no actuarán como tales, sino como 
privados, y, en general, es un contrato complejo, que 
deberá contener, cuando menos: "12 Enunciación de las
partes, con rigurosa precisión de la representación que 
ostenta cada una de ellas.
22 Descripción concreta de la discrepancia surgida, 
enumerando, con el debido rigor, sus diferentes extremos.
.- MUÑOZ CAMPOS, "A vueltas ". op. cit. pag. 15.
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32 Designación del árbitro o del tribunal arbitral....
42 Precisión de los términos dentro de los cuales el 
árbitro recibirá las alegaciones escritas de las partes; y, 
asimismo, y en su caso, del plazo máximo que tendrán para 
aportar las pruebas que estimen pertinentes....
52 Fecha límite para la emisión del laudo o sentencia 
arbitral, con precisión de si deberá, o no, ser motivado."
( 387 )
Aún podrían añadirse otras cuestiones, como por 
ejemplo: la compatibilidad o no de las medidas de presión
con el procedimiento arbitral, el abono de los gastos del 
procedimiento, y otras similares. Igualmente, las partes 
pueden acudir a muy diferentes alternativas de regulación 
de cada uno de los extremos indicados, especialmente en una 
de las cuestiones esenciales cual es la designación del 
árbitro o árbitros, pues puede hacerse en concreto, es 
decir, nominalmente, indicando unas determinadas personas, 
o, en su lugar, fijando un procedimiento claro de 
designación en base a unas determinadas características de 
quienes deban ejercer la función. Por supuesto, los 
interesados tienen la posibilidad de pactar el tipo de 
arbitraje, bien con laudo vinculante y con posibilidad para 
el árbitro de moverse entre las posturas de las partes, 
como suele ser entendido en nuestro Derecho, bien acudiendo
387 .- MUÑOZ CAMPOS, "A vueltas..." op. cit. pag. 18.
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a otro sin laudo vinculante, o con laudo vinculante pero de 
ofertas finales, etc...
Puede apreciarse la complejidad de un contrato, que, 
además, debe ser especialmente claro y dotado de
suficientes garantías, por sus propias características, por 
lo que ha llegado a postularse la necesidad de
confeccionarlo en "escritura pública notarial" (308 ), lo
que no parece estrictamente obligatorio. En todo caso, si
que es exigible que el compromiso arbitral sea
suficientemente explícito, redactado en términos
vinculantes, y con garantías de imparcialidad en cuanto a
la persona o personas que vayan a ejercer de árbitros, y de 
contradicción e interdicción de cualquier indefensión en 
cuanto al procedimiento arbitral, para lo que las partes 
pueden acudir a remisiones concretas a la Ley de Arbitraje 
Privado, que, aún no aplicable directamente, puede serlo en
virtud de esa sujeción parcial y expresa (3es).
Esa complejidad del compromiso arbitral, que exige un 
fuerte componente negocial, hace difícil que, en sistemas 
laborales con clara inexperiencia en la materia, como el 
nuestro, se llegue a este tipo de acuerdos ante un
388 .- BORRAJO DACRUZ, "Sistemas..... " op. cit. pag. 27.
389 .- En tal sentido ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, "Derecho de
Trabajo" op. cit. pag. 884, con cita de la STCT de 6 de Febrero de 1987
y de STCT 2 de Junio de 1987 que aplica analógicamente las normas de la
Ley de Arbitraje Privado.
En igual sentido DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y GARCIA-
PERROTE ESCARTIN, "Instituciones..." op. cit. pag 443.
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conflicto concreto (39°), especialmente porque, al igual 
que ocurre en otros procedimientos, en el momento en que el 
conflicto se exterioriza, el grado de tensión puede ser 
fuerte, y los afectados pueden preferir acudir a 
procedimiento más coactivos, que, en el caso de los 
conflictos jurídicos, están claramente representados en la 
solución jurisdiccional.
La posibilidad de estos arbitrajes pasa, pues, por los 
compromisos de futuro, que, acordados en situaciones de 
distensión social, entrarán en vigor, necesariamente, ante 
las situaciones de conflicto, sin que por ello puedan 
• considerarse obligatorios, dada su naturaleza originaria 
absolutamente contractual (391 ) .
En relación con el procedimiento poco más puede 
decirse, pues se trata, por falta de regulación, de un
390 .- La O.I.T. ("Arbitraje de las reclamaciones.... " op. cit.
pag. 12) constata en relación con este arbitraje otros problemas, 
señalando que no es probable que se aplique "donde no existan 
sindicatos fuertes, capaces de asesorar y asistir al trabajador o a 
grupos de trabajadores.... y de costear los gastos junto con el 
empleador" así como (pag 23) que "la parte que no se sienta muy segura 
de sus derechos probablemente se resistirá a concluirlo (el compromiso 
arbitral)".
391 .- Así lo entiende la O.I.T. ("Arbitraje de las
reclamaciones...." op. cit. pag. 23) señalando que "en los países que 
tienen cierta experiencia en el arbitraje de reclamaciones, lo normal
es que este se prevea en el convenio colectivo  así pues el acuerdo
de arbitraje está contenido en un instrumento destinado a regir las 
relaciones entre las partes durante cierto período y consiste en un 
convenio de someter a arbitraje todas las reclamaciones que se formulen
en el curso de ese período  en general es preferible acordar por
anticipado el arbitraje de todos los conflictos que puedan surgir
durante el período que se convenga, antes de que conflicto alguno
aparezca en el horizonte".
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arbitraje irritual, correspondiendo a las partes, llenar 
esa laguna mediante el compromiso a que he venido 
aludiendo. En todo caso señalar que el árbitro o árbitros 
deberán dictar su laudo en el plazo fijado, y con arreglo a 
los límites y condicionantes acordados por los afectados, 
comunicándolo a éstos del modo que igualmente se haya 
previsto, y, en el supuesto de no haberse acordado que sea 
vinculante, recabando su conformidad o no.
2) Efectos, naturaleza y eficacia de la resolución. 
Impugnación.
En cuanto a los efectos del procedimiento arbitral, 
hay que distinguir los del compromiso arbitral, de aquellos 
otros que produce el laudo una vez dictado.
1 .- Los efectos del compromiso arbitral El
compromiso arbitral implica la obligatoriedad de las partes 
de someterse al arbitraje establecido, y, desde luego, 
"excluye el conocimiento del asunto por parte de los 
órganos jurisdiccionales, debiendo declararse, si se 
plantea la pretensión, la incompetencia de jurisdicción"
( 392 ), sin que ello implique merma alguna de la 
exclusividad jurisdiccional de los tribunales, ni del
392 .- DURAN LOPEZ, FEDERICO, "Medios de solución no 
jurisdiccionales de los conflictos laborales: el arbitraje" Revista
Española de Derecho del Trabajo, 41/1990, pag. 35. La citada 
conclusión la razona en la pag. 34 con cita de las STCT, ya aludidas, 
de 6 de Febrero de 1987 y 2 de Junio de 1987.
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derecho a la tutela judicial efectiva, pues la exclusividad 
reconocida en el art. 117.3 CE, lo es de la función 
"jurisdiccional" y dicho artículo "no atribuye en exclusiva
a Juzgados y Tribunales la solución de conflictos  Esa
interpretación deja abierta la puerta, es claro, a vías de 
solución no judicial, o de desjudicialización incluso, de 
los conflictos y de los conflictos laborales en particular" 
( 393 ) Y/ por contra, el derecho a la tutela judicial 
efectiva, reconocido en el art. 24.1 CE, es un derecho a 
promover voluntariamente la actuación jurisdiccional, 
siendo por tanto posible acudir a otros sistemas de 
solución de conflicto, "si el sujeto interesado no ejercita 
voluntariamente su derecho constitucional a plantear las 
pretensiones  ante los Tribunales de Justicia" ( 394 ) .
353 PALOMEQUE LOPEZ, MANUEL CARLOS, "Solución no
jurisdiccional de conflictos laborales y tutela judicial efectiva" en 
AA.W. "Cuestiones actuales de Derecho del Trabajo, Estudios ofrecidos 
en Homenaje al Profesor Alonso Olea" Madrid (Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social) 1990, pag.494.
En parecidos términos en "Administración ..."op. cit. pags. 38 y 
39, aunque con una mayor insistencia en que el instrumento adecuado 
para establecer soluciones no judiciales, sería el legislativo.
394 .- PALOMEQUE LOPEZ, "Solución " op. cit. pag. 496.
Como señala MARTINEZ EMPERADOR, RAFAEL, ("Interpretación general 
de los convenios colectivos", Documentación Laboral, n2 12/1984, pag. 
70), "... la competencia jurisdiccional en materia de conflictos
colectivos de carácter jurídico no es de carácter excluyente, lo que 
significa que la sentencia judicial, en cuanto medio de solución .de 
tales conflictos, no se ofrece a los interlocutores sociales como único 
medio de solución de los mismos. Estos pueden utilizar, si lo desean, 
otros medios de solución: la negociación, la conciliación, la
mediación, el arbitraje".
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Debe entenderse, también, que el compromiso arbitral 
implica un deber de colaboración de las partes con el 
árbitro, a efectos de que este pueda tener la suficiente 
información para emitir su laudo. En cuanto a otros 
aspectos, dependerán de los acuerdos de los propios 
afectados, pues pueden haber pactado el cese de medidas de 
presión o cualquier otra cuestión, y entonces, la puesta en 
marcha del procedimiento arbitral, conllevará dichas 
consecuencias.
2 . - L a  naturaleza, eficacia y efectos del laudo .- 
Los efectos que producirá el laudo, si es vinculante, serán 
los propios de haberse solucionado el conflicto; en caso 
contrario, de haberse pactado un laudo no vinculante, sus 
efectos serán abrir el plazo previsto para que las partes 
manifiesten su aceptación o no de la propuesta arbitral, 
similares pues a los que produce la del mediador.
Para determinar otras consecuencias del laudo, hay que 
delimitar su naturaleza y eficacia, y, sin duda, lo más 
adecuado es, una vez más, reconducirlas a la que podría 
tener el acuerdo directamente alcanzado por las partes. No 
puede olvidarse, al abordar este problema, que, en 
definitiva, ese laudo nace de un acuerdo de los 
interesados, que delegan por propia voluntad la posibilidad 
de alcanzar una solución de su controversia; el laudo 
sustituye el acuerdo de las partes, pero lo hace llamado 
por éstas, y por tanto su intencionalidad es, precisamente, 
que surta los mismos efectos que el acuerdo que pudieran
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alcanzar, lo que aún es más claro en los supuestos de laudo 
no vinculante. En principio, pues, la eficacia del laudo 
será convencional, es decir de acuerdo colectivo, y su 
eficacia, general o limitada, en los mismos términos que ya 
se analizaron en los procedimientos precedentes. Esa es la
t
conclusión más habitual en la doctrina, pues pese a que 
"los conflictos de aplicación o interpretación del Derecho, 
se prestan al laudo de eficacia cuasi-judicial" ( 395 ), y 
de hecho en alguna opinión se defiende la equiparación del 
laudo a la sentencia ( 396 )/ lo cierto es que es más 
general la "asimilación - por no decir simplemente,
analogía - entre laudo arbitral y convención colectiva.....
-incluso en los conflictos de orden jurídico-" (39? ).
395 .- M0NT0YA MELGAR, "El arbitraje..." op. cit. pag. 18. Como
propuesta "de lege ferenda" la formula MUÑOZ CAMPOS, ("A vueltas...." 
op. cit. pag. 21), "El laudo que resuelve mediante la aplicación y la 
interpretación de la norma (legal o convencional) debería asimilarse a 
la sentencia judicial".
395 .- MERINO MERCHAN, ("Arbitraje " op. cit. pags. 379 y
380), sostiene que el laudo arbitral, especialmente en los conflictos 
jurídico-colectivos, es un acto jurisdiccional (sic), equiparable a la 
sentencia. En mi opinión es más correcto reconducir la naturaleza del 
laudo a la convencional, y, en cualquier caso, me parece que esa es la 
solución de nuestra legislación; otro problema distinto, y en eso 
coincido, con la opinión precedente (que además me parece que resalta 
el carácter de sentencia para insistir en la equiparación de efectos) , 
es que ese laudo tenga efectos procesales, que dependerán de la 
regulación positiva (preclusión de la solución jurisdiccional, efectos 
de cosa juzgada, ejecutividad, etc....) y que pueden resultar, incluso, 
equiparables a los de la sentencia, como reconocimiento del Estado a 
las soluciones de conflictos conseguidas por los propios particulares.
397 .- MUÑOZ CAMPOS, "A vueltas...." op. cit. pag. 18.
En tal sentido HERNANDEZ VIGUERAS ("La solución..." op. cit. pag. 
479, quien también considera el laudo equiparado al convenio.
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Así pues, los efectos constitutivos de derechos y 
obligaciones que emanan del laudo, se equiparan a los que 
en tal sentido producían los acuerdos de solución negociada 
de conflictos colectivos jurídicos.
3 .- La impugnación del compromiso y el laudo .- El 
compromiso arbitral en sí no es impugnable, dado su 
carácter voluntario, o, en todo caso y mejor dicho, sería 
impugnable por cualquier vicio de nulidad en el 
consentimiento o causa de nulidad contractual, como 
cualquier otro acuerdo; es decir, no existirían unas 
especiales condiciones de impugnación, en relación con ese 
compromiso contractual.
En cuanto al laudo, al tratarse en realidad del 
equivalente a un acuerdo de las partes, se sostiene que 
sólo cabe un recurso de nulidad ( 398 ) que deberá 
tramitarse ante la Jurisdicción Social (399 ), y que en
396 .- En tal sentido, por ejemplo, MONTOYA MELGAR, "El
arbitraje..." op. cit. pag. 18.
599 .- Además de cuanto se expuso en relación con el arbitraje
pactado en el marco del RDLRT que sería plenamente aplicable, puede 
citarse a BORRAJO DACRUZ, "Sistemas " op. cit. pag. 28.
Esta posibilidad de recurso jurisdiccional viene, además, y como 
señala QUESADA SEGURA, ROSA,("Las comisiones creadas en convenios 
colectivos y la resolución de conflictos individuales de trabajo", 
Relaciones Laborales n2 3/1992, pag. 13), a salvar "... el escollo de 
la posible lesión del derecho a la tutela judicial efectiva que señala 
el art. 24,1 de la Constitución, al considerar que el derecho 
constitucional a la acción judicial se otorga en tal caso al mantenerse 
siempre abierta la posible impugnación del laudo arbitral ante los 
órganos jurisdiccionales correspondientes en los casos de resolución 
ultra vires o de infracción de normas esenciales de procedimiento".
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ningún caso procederá que entre a discutir el contenido en 
sí del laudo, salvo que sea contrario a normas de Derecho 
Necesario, o "ultra vires", cuestiones que, junto a los 
posibles vicios de procedimiento, serán las únicas que 
puedan discutirse en el posible proceso jurisdiccional, e 
incluso se han sostenido posturas aún más restrictivas en 
cuanto al recurso (400 ) .
El procedimiento a seguir en la impugnación sería, 
desde luego y dada la naturaleza del problema, y en
i
igualdad con todos los restantes sistemas de solución de 
carácter voluntario, el específicamente dispuesto para la 
impugnación de convenios colectivos en los arts. 160 a 163 
LPL, a la vista de la eficacia que se ha reconocido al 
laudo (401 ) .
400 MUÑOZ CAMPOS, ("A vueltas..." op. cit. pag. 21) señala 
que frente al laudo de Derecho sólo cabría recurso de nulidad si el
árbitro se pronuncia "sobre extremos no sometidos a su decisión  o
se pronuncia más allá del término concedido para su emisión", y en el 
mismo sentido BORRAJO DACRUZ, ("Sistemas...." op. cit. pag.28); si 
bien entiendo que estos autores, admiten implícitamente todos los 
motivos de recurso expuestos, y, el carácter restrictivo que dan a las 
posibilidades de impugnación, es para dar a entender que la 
Jurisdicción Social no puede entrar a reexaminar el contenido de fondo 
del laudo, más que en esos contados supuestos que citan.
401 . - En tal sentido, y en doctrina que resultaría aplicable a
todos los sistemas de solución de conflictos jurídicos basados en 
acuerdo de las partes o en sustitución de este por un arbitraje 
voluntario, STSJ (Madrid) 5-9-89, Ar. 61, ha establecido con toda 
claridad en relación con un supuesto de arbitraje voluntario que, "Si 
como consecuencia de las discrepancias surgidas, las partes nombraron 
voluntariamente árbitros, ciertamente el laudo que éstos dictaron 
tiene un valor asimilable a lo pactado en convenio colectivo. Ello 
supone que el laudo es susceptible de ser combatido, para conseguir su
ineficacia, de igual forma que podría ser combatido aquél  En
definitiva, el laudo cuestionado puede ser impugnado, por imperativo 
del art. 24 de la C.E  siguiendo en su integridad el procedimiento
pag. 311
3) Una conclusión inicial.
En resumen, cabe afirmar que es posible que las partes 
en conflicto se sometan a un arbitraje "ad hoc", creado por 
ellas, de forma contractual, para un conflicto concreto, o 
para conflictos que les enfrenten en el futuro. Estos 
arbitrajes no tienen una regulación específica en nuestro 
Derecho y, al carecer de una legislación de apoyo, e 
incluso de una regulación clara, no suelen ser utilizados 
por los interesados, que prefieren acudir a procedimientos 
más regulados, sobre todo por la dificultad, especialmente 
en momentos de tensión laboral, de alcanzar acuerdos al 
respecto. El desarrollo de fórmulas arbitrales habrá que 
buscarlo, sin duda, por otras vías, especialmente por la 
regulación en base a la autonomía colectiva de sistemas 
arbitrales flexibles, pero más claros, y desde luego, por 
una decidida voluntad de utilizarlos, por parte de los 
agentes sociales, cuestiones sobre las que se volverá.
por conflicto colectivo...".
pag. 312
4.I.C.C.- El arbitraje obligatorio del art. 10 
RDLRT.-
1) Concepto.
Como medida excepcional, utilizable sólo en conflictos 
extraordinariamente agudizados ( 402 ), el art. 10 RDLRT, en 
su primer párrafo, permitía que el Gobierno impusiese a las 
partes enfrentadas el sometimiento a un arbitraje 
obligatorio. Esta medida se enmarcaba en la posibilidad de 
que se forzase a la reanudación de la actividad laboral 
temporalmente, durante dos meses como máximo, en cuyo caso 
no se adoptaba ninguna otra medida, tratándose, 
aparentemente, de una pausa de reflexión para los 
afectados; o definitivamente, en cuyo caso debía acordarse 
de modo simultáneo la imposición del citado arbitraje 
obligatorio.
1 .- Los supuestos en que puede darse el arbitraje 
obligatorio .- Con arreglo al art. 10 RDLRT, los supuestos 
en los que el Gobierno podía actuar de una u otra forma
402 .- Esa utilización sumamente restrictiva se desprende no sólo
del propio estudio del concepto y de la realidad práctica de la escasa 
utilización de la figura, sino incluso de la voluntad de las propias
autoridades, al respecto O.I.T. "Situación .... " op. cit. pag. 106,
"En el curso de nuestras entrevistas con las autoridades públicas se 
nos indicó que de parte de éstas existe una firme voluntad de evitar al 
máximo el arbitraje obligatorio, reservándolo sólo a casos 
extremadamente graves".
Obviamente esa voluntad podría cambiar, pero no creo que se 
alterase el carácter excepcional de estos arbitrajes.
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eran los mismos y se regulaban con cierta ambigüedad, 
abiertamente criticada por la doctrina (403 ), pues se 
dejaba en manos del Gobierno valorar cuando se daban 
circunstancias que aconsejasen adoptar alguna de esas 
medidas (reanudación del trabajo, arbitraje obligatorio), 
sin más obligación que atender a la duración y consecuencia 
de la huelga, a las posiciones de las partes y al perjuicio 
grave para la economía nacional. Aunque se daban estos 
puntos de referencia, no se establecía en qué medida debían 
influir para que procediese acudir a tan excepcionales 
procedimientos, y, como no eran datos objetivables, quedaba 
en manos de la discreccionalidad gubernamental considerar 
que, ponderadas las circunstancias anteriores en atención 
al propio baremo subjetivo del Gobierno, la situación 
aconsejaba limitar el derecho de huelga. En todo caso "la 
discreccionalidad que conlleva la determinación de la 
presencia de las condiciones legales no puede, en modo 
alguno, impedir un control de la decisión gubernativa" 
(404), control que, evidentemente, se podrá llevar a cabo
403 .-DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN, ("Instituciones..." op. cit. pag. 445), "Adicionalmente ha 
de indicarse que los parámetros en base a los cuales el Gobierno puede 
instituir el arbitraje obligatorio son excesivamente indeterminados, y 
ofrecen un evidente margen de arbitrariedad".
En el mismo sentido, por ejemplo, ALONSO GARCIA, ("Curso..." op. 
cit. pag. 654), "razones todas de muy vaga formulación que introducen 
indudablemente un factor de inseguridad jurídica en el problema".
404 .- MATIA PRIM, "Huelga, Cierre Patronal..." op. cit. pag.
135.
En idéntico sentido, ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, ("Derecho del 
Trabajo", op. cit. pag. 886), "Con seguridad se debe entender que el
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mediante el procedimiento jurisdiccional especial de 
protección de los derechos fundamentales y el posterior 
recurso de amparo (405 ), en defensa, no sólo del derecho 
de huelga, sino también del de libertad sindical ( 406 ).
2 La excepcionalidad del arbitraje obligatorio
De lo dicho puede desprenderse que estas excepcionales 
facultades, especialmente el arbitraje obligatorio que se 
analiza, sólo entran en juego en el marco de una huelga que 
resulte ciertamente aguda, por ello es difícil que se 
produzcan en un conflicto jurídico, ya que suelen ser los 
conflictos de regulación, de intereses, los que dan origen 
a huelgas de mayor importancia, pero no es imposible si se 
toma en consideración que en nuestro Derecho no hay 
limitaciones especiales para él recurso a medidas de 
presión en las controversias jurídico-colectivas. Es cierto 
que la existencia de otros procedimientos de solución 
claros, y relativamente coactivos, al menos para una de las 
partes si la otra recurre a ellos, disminuye la posibilidad
acto del Gobierno que decrete la sumisión al arbitraje y fije la
materia objeto de éste  es impugnable en vía contencioso-
administrativa....".
También, por ejemplo, ALONSO GARCIA, "Curso..." op. cit. pag. 654.
405 En este sentido, por ejemplo, BAYLOS GRAU, ANTONIO,
("Derecho de huelga y servicios esenciales" 2§ edición, Madrid (Tecnos)
1988, pag. 227), "Desde luego, la decisión de someter una huelga a un
arbitraje obligatorio se halla sujeta al control de los tribunales de
Justicia y al propio Tribunal Constitucional a través del recurso de
amparo".
406 SALA FRANCO, y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, "Informe  "
op. cit. pags. 25 y 26.
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de huelgas de grave repercusión en conflictos jurídicos, 
pero no las imposibilita, y por ello debe citarse como 
posible medio de solución este arbitraje obligatorio, pese 
a que ciertamente no sea, ni pueda ser habitual. En efecto, 
no son frecuentes los casos de arbitraje obligatorio, y, 
por ello, puede entenderse la excepcionalidad de la medida 
que se estudia, pese a que el Comité de Libertad Sindical 
(CLS) ha considerado admisible, en algún caso, una 
conciliación o arbitraje obligatorio como alternativa a la 
huelga, pero matizando con claridad que ello debía 
entenderse, no como una prohibición absoluta del derecho de 
huelga, sino como una posible restricción del mismo en los 
servicios esenciales o en la función pública (407 ) y que, 
además, cualquier restricción debía llevar, como 
contrapartida, garantías suficientes, pues de lo contrario 
podría resultar contraproducente, creando un mayor clima de 
tensión en las relaciones laborales (40B ) . También hay que
407 .- CLS, Caso 958, informe 207, párrafo 214: "Una legislación
que impone la obligación de recurrir a los procedimientos de 
conciliación y arbitraje en los conflictos colectivos como condición 
previa a la declaración de huelga no podría considerarse como 
atentatoria a la libertad sindical". Pero, como se aclara (CLS, Caso 
958, informe 208, párrafo 305), "esta recomendación (la relativa a la 
admisibilidad de restricciones al derecho de huelga si van acompañadas 
de medidas obligatorias de conciliación o arbitraje) no concierne a la 
prohibición absoluta del derecho de huelga, sino a la restricción de 
este derecho en los servicios esenciales o en la función pública".
408 .- CLS, caso 793, informe 149, párrafo 136, relativo a una
ley que facultaba a un Gobierno para decidir si un asunto debía ser 
sometido a arbitraje, el Comité opinó: "Que las garantías destinadas a 
compensar la prohibición de la huelga no eran suficientes. Semejante 
situación puede crear un clima de tensión poco propicio para el 
desarrollo de relaciones de trabajo armoniosas".
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admitir que en los conflictos jurídicos, como ya se expuso,
el CLS no entendía incompatible con el derecho de libertad
sindical que se encomendase su solución a tribunales
laborales, con restricción en este caso del derecho de
huelga (40S ), si bien consideraba inadmisibles aquellos
sistemas en que se podía obligar al sometimiento a
arbitraje, con prohibición de la huelga, todo tipo de
conflictos (4I0 ) .
Tratándose, pues, el arbitraje obligatorio existente
en nuestro Derecho de una situación excepcional, no es
«
abiertamente contrario a la práctica internacional.
3 La adecuación del arbitraje obligatorio a la
Constitución Más dudosa resultaba la adecuación del
conjunto del párrafo primero del art. 10 RDLRT a la
Constitución Española, en cuanto ésta reconocía el derecho 
de huelga y permitía limitaciones al mismo exclusivamente 
para mantener los servicios esenciales de la comunidad 
(28.2), y no en otros supuestos, frente a la generalidad 
del citado art. 10. Por ello, esta facultad gubernamental 
fue impugnada en el recurso interpuesto contra el RDLRT, 
que motivó la STCO de 8 de Abril de 1981.
409 .- CLS Caso 611, informe 119, párrafos 97, y 98.
410 .- CLS, Informe 112, caso 385, párrafo 76, CLS, Informe 123, 
caso 614, párrafo 35, o el ya citado Informe 149.
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Dicha sentencia (411 ) razonaba la imposibilidad del 
Gobierno de acordar el fin de la huelga, sobre la base de 
que las circunstancias en las que el RDLRT ampara esa 
facultad eran de gran inconcrección, dejando un margen 
excesivo de discreccionalidad que podía ser arbitrario, 
además de que para el Tribunal Constitucional, ni la 
duración de la huelga, ni la posibilidad de que las partes 
se encuentren en posturas alejadas, justifican una 
restricción de este derecho, razonando además que, en sí, 
no es la huelga la que puede ocasionar los graves 
perjuicios a que se refiere el art. 10 RDLRT, sino otras 
acciones u omisiones que vayan aparejadas.
En cambio, el mismo apartado del fallo de la citada 
sentencia (2.d.) que consideraba inconstitucional la 
facultad gubernamental de ordenar la reanudación del 
trabajo, admitía la constitucionalidad de imponer un 
arbitraje obligatorio, y el razonamiento en que se 
fundamentaba esa conclusión (FJ 19) era, no demasiado 
elaborado, pues, simplemente, se aludía a que "no por ser 
obligatorio deja de ser verdadero arbitraje, siempre que se 
garanticen las condiciones de imparcialidad del árbitro y 
es medio idóneo de solución posible en tan excepcionales 
casos como los que el precepto prescribe".
Sorprende esta argumentación, pues, los "tan 
excepcionales casos", son, precisamente, aquellos que el
411 .- STCO 8 de Abril de 1981, FJ 19.
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mismo fundamento había considerado que, o bien no eran 
valorables, o eran tan inconcretos que dejaban un margen de 
discreccionalidad excesivo (412).
En cualquier caso, la solución del TCO era clara, 
inconstitucionalidad de la orden de reanudación del 
trabajo, con alcance que luego analizaré, y 
constitucionalidad del establecimiento de un arbitraje 
obligatorio, en supuestos excepcionales, y en términos que 
sean un auténtico arbitraje, con especial incidencia, en 
consecuencia, de la imparcialidad de quien deba efectuarlo.
2) Procedimiento.
Cualquier arbitraje voluntario descansa sobre la 
existencia de un contrato que acuerdan los particulares 
afectados, y en el que, además de someterse voluntariamente 
al procedimiento, fijan las condiciones a que la actuación 
arbitral ha de ajustarse, pues bien, en este arbitraje 
obligatorio, dicho contrato se sustituye por una actuación
412 .- Por ejemplo, BAYLOS GRAU, ("Derecho de ...." op. cit.
pag. 226) apunta que "se ha destacado la "falta de armonía 
interpretativa" de la sentencia en este punto, de forma que los mismos 
elementos que no permiten una suspensión temporal de la huelga, 
permiten, en cambio, su definitiva supresión mediante el arbitraje 
obligatorio".
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del Gobierno, que es la que le confiere precisamente ese 
carácter obligatorio (413).
En la medida que no existe contrato de arbitraje, 
cabría plantearse cómo se determinan los temas que deben 
resolverse, cómo se designa al árbitro, y cual es el 
procedimiento y los plazos a los que éste debe ajustar su 
actuación. Igualmente cabe plantearse cual es el 
procedimiento que debe seguir el Gobierno para establecer 
el arbitraje.
Pues bien, el RDLRT nada, o muy poco, dice, ni sobre 
el procedimiento a seguir por el Gobierno, ni sobre la 
posterior actuación del árbitro. Es más, lo que dice, 
suscita dudas como se verá.
1.- La autoridad que puede acordarlo Las
previsiones de procedimiento se limitan a indicar que el 
órgano que ha de acordar esta solución es el Gobierno, y 
que habrá una propuesta del Ministro de Trabajo; pero, con 
posterioridad al RDLRT, se han producido toda una serie de 
transferencias a las CC.AA., y entre ellas las de ejecución 
de la legislación laboral, en las que podría incluirse la
413 .- En tal sentido SALA FRANCO, y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL,
("Informe...." op. cit. pag. 25), "... será acordado por el Gobierno a 
propuesta del Ministerio de Trabajo - no existiendo contrato de 
compromiso arbitral de las partes, de ahí su carácter obligatorio..".
Igualmente, y por ejemplo, ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE, ("Derecho
del Trabajo", op. cit. pag.886), "el acto del Gobierno.....
sustituyendo al contrato de compromiso, inexistente por hipótesis".
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de establecer este arbitraje obligatorio (414 ), resultaría 
así que, no sólo el Gobierno de la Nación, sino también los 
Gobiernos de algunas CC.AA. tendrían competencia para 
acordarlo.
Al respecto podría suscitarse alguna duda, no porque
«
el tenor literal del art. 10 RDLRT no cite a las CC.AA., 
que jurídicamente no existían en aquél momento, ni tampoco 
porque deba dudarse del carácter de acto de ejecución de la 
legislación laboral de la resolución que establezca el 
arbitraje obligatorio, sino porque, entre las 
circunstancias que deben darse para que pueda acordarse, se 
encuentra la de que exista un "perjuicio grave para la 
economía nacional" cuya valoración parece corresponder más 
al Gobierno de la Nación que al de una CC.AA. (41s); pese
414 .- Así lo entienden SALA FRANCO, y PEREZ DE LOS COBOS
ORIHUEL, ("Informe...." op. cit. pags. 27 y 28), por similitud con la 
consideración de actos de ejecución que el Tribunal Constitucional ha 
dado a los Decretos de servicios mínimos, lo que llevaba la posibilidad 
de las CC.AA., que tuviesen transferida la materia de establecerlos.
Sobre la cuestión remito al análisis que realiza BALLESTER PASTOR, 
AMPARO, "Competencias de las Comunidades Autónomas en materia laboral: 
Actos ejecutivos de carácter normativo", Revista de Treball, n2 
10/1989, pags. 68 a 70, concluyendo con el inequívoco carácter de acto 
ejecutivo de la resolución que establece el sometimiento al arbitraje 
obligatorio.
415 .- En alguna opinión se ratifica la idea de que el perjuicio 
para la Nación debe ser apreciado por el Gobierno de ésta, pero que 
cabe establecer el arbitraje obligatorio por los Gobiernos Autonómicos 
en atención al perjuicio para la economía de la respectiva comunidad. 
Al respecto GARCIA ORTEGA, JESUS, RAMIREZ MARTINEZ, JUAN M. y SALA 
FRANCO, TOMAS, ("Curso de Derecho del Trabajo" Valencia (Tirant Lo
Blanch) 1992, pag. 213), "Por Gobierno cabe entender  también a los
Gobiernos de las Comunidades Autónomas. Pero, lógicamente, en tal caso 
el perjuicio grave debería de serlo para la economía autonómica 
correspondiente, no para la nacional, el cual correspondería apreciarlo 
en exclusiva al Gobierno de la Nación".
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a ello, ciertamente hay, al menos, un precedente, en que se 
ha considerado adecuado, como posibilidad y aunque tal 
decisión se anulase por otras razones, que el órgano 
ejecutivo de una CC.AA. establezca este arbitraje
obligatorio; me estoy refiriendo a la STS (5§) de 9 de Mayo 
de 1988, dictada en relación con la Resolución de 23 de 
Octubre de 1987 de la Conselleria de Treball i Seguretat 
Social de la Comunidad Valenciana, por la que se establecía 
un arbitraje obligatorio, para poner fin a la huelga en el 
sector de Transportes Internacionales de Mercancías por 
Carretera de la Provincia de Valencia (416 ) . Esta 
sentencia no cuestiona en ningún momento la posibilidad de 
que dicha autoridad establezca el arbitraje obligatorio, y 
es confirmatoria de la dictada en fecha 19 de Diciembre de 
1987 por la Sala Segunda de lo Contencioso Administrativo 
de la Audiencia Territorial de Valencia, que llegaba a 
afirmar que "la resolución recurrida será concorde con el 
ordenamiento constitucional en el supuesto de recaer 
justificadamente, sobre un servicio esencial a la 
comunidad" (FJ 3 2 ), concluyendo luego que, como no era así, 
procedía anular la citada resolución. Evidentemente, de lo 
dicho, parece desprenderse que se admitía, implícitamente,
La solución pese a no ajustarse a la literalidad del precepto 
parece razonable para justificar la intervención de las Comunidades 
Autónomas en la materia.
416 .- La resolución en cuestión se publicó en el DOGV ns 688 de
26 de Octubre de 1987.
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la posibilidad de que las autoridades de la Comunidad
Valenciana estableciesen este arbitraje obligatorio (417 ), 
pese a las dudas que al respecto puedan suscitarse.
2 .- Otras reglas de procedimiento .- A l margen de lo 
anterior, el RDLRT no establecía ninguna otra regla 
procedimental, salvo la propuesta del Ministro de Trabajo o
del órgano equivalente de la CC.AA. respectiva, pero creo
que pueden deducirse algunas de la propia STCO de 8 de 
Abril de 1981. En efecto, ésta admitía como constitucional 
el arbitraje obligatorio, pero sentaba dos driterios: que 
se tratase de un verdadero arbitraje y que, en coherencia 
con lo anterior, se garantizase la imparcialidad del 
árbitro (FJ 19); de esos dos criterios cabe extraer algunas 
conclusiones que afectan al procedimiento.
a) audiencia previa a los interesados y designación 
del árbitro.- En primer lugar, su establecimiento
obligatorio no altera el carácter arbitral de la 
institución y, en tal medida, las imposiciones a las partes 
deben ser las mínimas posibles. Es decir, la autoridad 
podrá imponer el arbitraje obligatorio pero, previamente, 
debería consultar a los afectados sobre todas aquellas 
cuestiones que implique dicha decisión, esto es,
í17 .- De hecho en el proceso de transferencias a la Comunidad
Valenciana, se le habían transferido las funciones que correspondían al 
Gobierno de la Nación en materia de "declaraciones de huelga y cierre 
patronal" en relación con las cuales ostentará "facultades de 
conciliación, mediación y arbitraje" Anexo I, B) 3.2. del RD 4105/82 de 
29 de Diciembre, y para aclarar que ello incluía las facultades del 
RDLRT, el Anexo II del mismo RD, citaba como disposición afectada por 
las transferencias del punto anterior, expresamente la citada norma.
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conveniencia de la medida, temas a someter a arbitraje, 
condiciones del árbitro o árbitros, procedimiento a seguir, 
etc..., y, en todo aquello en que estén de acuerdo deberá 
respetarlo. En consecuencia, el trámite de audiencia de la 
Ley de Procedimiento Administrativo, debe cumplirse, pero 
aún con mayor intensidad, pues las partes no podrán negarse 
al arbitraje obligatorio, pero sí, si están de acuerdo en 
algunos puntos, condicionar sus términos. A la misma 
conclusión, sobre la necesidad de consulta previa, se llega 
si se tiene en cuenta que, el propio art. 10 RDLRT, exige 
que este arbitraje se establezca tomando en consideración, 
entre otras cuestiones, "las posiciones de las partes", por 
lo que deberán tener alguna oportunidad de expresarlas en 
el marco del procedimiento de adopción de la aludida 
decisión. También abunda en esta posibilidad la exigencia 
de imparcialidad de la persona o personas que realicen el 
arbitraje, requisito de "imparcialidad que exige una 
consulta de las partes previa a la designación del árbitro"
(418) . Es más, parece claro que, de existir un acuerdo 
entre los afectados acerca de la persona que debe arbitrar, 
éste es vinculante para la Autoridad Gubernativa, e incluso 
se ha apuntado que "no existe nada en la norma que se
418 .- SALA FRANCO, y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL,
("Informe...." op. cit. pag. 25) y en el mismo sentido STS (5^) de 9 de 
Mayo de 1988, FJ 5^  que dice, "... falta cualquier referencia a la 
imparcialidad del árbitro, como bien denunció el Fiscal en su informe 
ante la Audiencia de Valencia, dado que se designa al arbitro 
unilateralmente ".
También, por ejemplo, BAYLOS GRAU, "Derecho ..." op. cit. pag.
226.
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oponga a que el Gobierno permita a las partes elegir el
árbitro, en cuyo caso estamos ante una interesante
combinación de arbitraje obligatorio con notas
privatísticas" (419 ) . En mi opinión es difícil que se deje
directamente en manos de los afectados, sin otras
previsiones, la designación del árbitro ( 420 ) pues, de esa
forma, no alcanzando un acuerdo al respecto, podrían
bloquear el funcionamiento del procedimiento; lo que es
exigible, desde luego, es la consulta, y el respeto al
posible acuerdo que puedan alcanzar, a cuyo efecto podría,
incluso, acudirse por el Gobierno a un doble sistema,
estableciendo directamente la persona que va arbitrar, pero
con carácter subsidiario, es decir, permitiendo a las
}
partes que durante un breve plazo de negociación puedan 
llegar a una designación conjunta del árbitro, de tal 
manera que sólo actuaría el designado por el Gobierno, si, 
en ese plazo, los afectados no son capaces de designar 
otro. Podría, incluso, el Gobierno reservarse temporalmente 
el nombre de la persona designada, o demorar su 
designación, hasta el transcurso del plazo concedido a los 
interesados.
419 .- DEL REY GUANTER, " Los medios extrajudiciales..." op. cit.
pag. 117.
420 .- BORRAJO DACRUZ, ("Sistemas..." op. cit. pag. 30),
considera que "Las partes interesadas mantienen su libertad plena para 
la designación del árbitro o árbitros".
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b) La consulta del árbitro a las partes Una vez
designado el árbitro, que puede ser cualquier persona 
pública o privada, siempre que mantenga esa imparcialidad 
exigida por el Tribunal Constitucional, vendrá obligado a 
mantener un contacto con las partes, para conocer sus 
posturas sobre el conflicto y sobre los términos en que 
debe arbitrarse (421) y, desde luego, su resolución deberá 
ser fundada y ajustada a cuantos condicionantes puedan 
haber acordado los afectados.
Así pues, aún con muy escasa regulación, pueden
avanzarse las cuestiones expuestas acerca del procedimiento 
a seguir en este arbitraje.
3) Efectos, naturaleza y. valor de la resolución. 
Impugnación.
Quedan tres cuestiones fundamentales, relativas a este 
supuesto, son: el carácter, o naturaleza, de la resolución 
que emane del árbitro; los efectos que produzca la
iniciación del procedimiento y la resolución que se adopte; 
y los posibles recursos que las partes puedan efectuar
frente a las decisiones que se adopten.
1.- La naturaleza del laudo arbitral.- En relación con 
el carácter de la resolución, para establecerlo, debe
421 .- En idéntico sentido DEL- REY GUANTER, "Los medios
extrajudiciales...." op. cit. pag. 117; también, por ejemplo, SALA 
FRANCO, y ALBIOL MONTESINOS "Derecho Sindical" op. cit. pag. 493 y 494.
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acudirse a los propios términos de la STCO del 8 de Abril 
de 1981, que califica a este supuesto de "verdadero
arbitraje", por lo que su naturaleza no será distinta, por 
el simple hecho de su establecimiento como obligatorio por 
una autoridad pública, de la que hubiese tenido un
arbitraje voluntario, al que el propio RDLRT equipara al
acuerdo entre las partes ( 422 ); la naturaleza y eficacia 
de este arbitraje obligatorio se reconduce pues a los 
acuerdos de solución de conflictos obtenidos en
procedimientos de negociación, por lo que a lo expuesto al 
referirme a ellos me remito ( 423 ).
422 art. 24, segundo párrafo RDLRT, al hablar del arbitraje 
voluntario dice: "La decisión que adopten tendrá la misma eficacia que 
si hubiera habido acuerdo entre las partes".
423 Se ha expuesto también que "resulta más correcto plantear
la naturaleza del laudo arbitral desde la perspectiva de la naturaleza 
del conflicto que viene a solucionar: integrándolo en la norma
disentida - si el conflicto es de interpretación o asignándole el 
valor de convenio colectivo - si el conflicto es de intereses — SALA 
FRANCO, y ALBIOL MONTESINOS, ("Derecho Sindical", op. cit. pag. 493). 
Lo que en definitiva revierte a un carácter convencional en la mayor 
parte de conflictos jurídicos o de interpretación, que giran en torno a 
interpretaciones de convenios colectivos.
Por su parte se ha sostenido también la naturaleza reglamentaria 
del laudo arbitral, en tal sentido por ejemplo, BALLESTER PASTOR,
("Competencias ” op. cit. pag. 70), "En este contexto lo único que
es posible constatar es la naturaleza administrativa singular del acto 
de "establecimiento" y "designación".... y la naturaleza administrativa 
reglamentaria del laudo que corresponde al árbitro....".
MERINO MERCHAN, ("Arbitraje...." op. cit. pag. 376), hablando en 
términos genéricos, y no referidos a éste supuesto específico y pese a 
sostener en general, como se vió, la naturaleza de sentencia para los 
laudos, afirma, "El laudo adopta la formulación de acto administrativo 
cuando es la propia Autoridad administrativa laboral la que resuelve el 
conflicto colectivo" y más adelante, en relación con estos supuestos, 
concluye, pag. 379, afirmando que "el acto es reglamentario en cuanto 
al fondo y jurisdiccional en cuanto a la forma"; pero también afirma, 
pag. 377, la dificultad de admitir un auténtico arbitraje de naturaleza 
reglamentaria puesto que "no existe una actividad arbitral de la
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2.- Los efectos del arbitraje obligatorio Ahora
bien, cabe plantearse que efectos tienen estos acuerdos, y 
para determinarla, hay que distinguir dos momentos 
diferentes, pues, en un primer momento, la decisión del 
Gobierno de establecer el arbitraje obligatorio produce 
unos efectos, y, posteriormente, el laudo arbitral 
ocasiona, a su vez, otros.
a) Efectos de la decisión gubernativa Los de la
decisión gubernativa no son excesivamente claros; en 
efecto, inicialmente parece que la citada resolución 
vincula a ambas partes a un arbitraje, que no pueden 
rechazar y que acabará con un laudo vinculante, pero ello 
no obsta a que aquellas recuperen su capacidad autónoma de 
solución del conflicto, y alcancen por otras vías un 
acuerdo negociado que haga innecesario el arbitraje 
obligatorio. Es decir, puede simultanearse perfectamente el
administración pública, y en consecuencia no puede haber laudo arbitral 
en sentido técnico o específico, por mucho que nominalmente al acto 
administrativo.... se le llame laudo".
No creo en esa naturaleza reglamentaria del laudo (obviamente la 
naturaleza administrativo del acto que impone el arbitraje obligatorio, 
parece fuera de duda), no sólo por las razones expuestas, sino porque, 
como la doctrina afirma, "la actuación del árbitro no se rige por las 
normas procesales administrativas, ni tiene por qué ser ejercido el 
arbitraje por una autoridad administrativa laboral", GONZALEZ DE LENA, 
("La intervención...." op. cit. pag. 981).
En este sentido frente a los argumentos en favor de la naturaleza 
reglamentaria (decisión administrativa de existencia del arbitraje, y 
designación administrativa del árbitro), me parecen de más peso las 
razones que conducirían a una naturaleza convencional del laudo (no 
sujeción a las normas de procedimiento administrativo, carácter privado 
- y no de autoridad administrativa- del árbitro, respeto a la voluntad 
de los afectados en todo lo que coincidan, y, en cuanto sea posible, 
naturaleza de "auténtico arbitraje" de la institución - que como ya se 
vió no parece posible cuando éste procede de una autoridad laboral en 
cuanto tal - , etc...).
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procedimiento que se analiza, con otros a los que acudan 
voluntariamente las partes. La idea que se pretende exponer 
es clara, el arbitraje obligatorio, pese a venir impuesto 
por el Gobierno, sigue siendo un medio de solución 
subsidiario frente a cualquier otro al que acudan 
voluntariamente los interesados.
Otra cuestión de interés es determinar si, en la 
medida que la imposición del arbitraje obligatorio está 
condicionada a la existencia de una huelga, la 
desconvocatoria voluntaria de ésta implica ¿a perdida de 
efectos de la resolución que lo establecía, al resultar ya 
innecesario. Aunque a primera vista pudiera parecer así, el 
tenor del art. 10 RDLRT está aludiendo a una "reanudación
de la actividad laboral...... de modo definitivo", y, en
consecuencia, la simple desconvocatoria de la huelga, en la 
medida que puede ser temporal, o incluso una mera táctica 
para reanudar el conflicto con más fuerza, no cumple la 
finalidad prevista en la norma y no impediría que se 
produjese el arbitraje. Ahora bien, el carácter subsidiario 
que debe mantener, si que justifica sobradamente que la 
desconvocatoria de la huelga, si va acompañada del acuerdo 
de las partes de acogerse a un procedimiento de solución, o 
simplemente de iniciar negociaciones sobre los problemas 
objeto del conflicto, juegue un efecto suspensivo sobre el 
arbitraje obligatorio, de tal modo que no debería 
producirse, mientras no fracasen los medios de solución 
alternativos que los interesados hayan puesto en actuación
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o se volviese a convocar la huelga, pues, a mayor 
abundamiento, la desconvocatoria de ésta priva de urgencia 
a la posible solución arbitral, que, en estos supuestos, 
tendrá más que nada la utilidad de impedir la reanudación 
del conflicto.
Otro efecto posible del acuerdo gubernativo sería la 
ilegalidad de mantener la huelga una vez notificado aquél.
En favor de esta ilegalidad de la huelga desde que se 
produce el sometimiento del conflicto a un arbitraje 
obligatorio se han pronunciado SALA FRANCO y PEREZ DE LOS 
COBOS (424); en otras opiniones el momento en que se 
convierte en ilegal la continuación de la huelga suscita 
dudas, y así, para DEL REY GUANTER, ésta debería cesar, sin 
duda, desde que se produzca el laudo arbitral, y quizás 
desde la decisión de la Administración de imponer el 
arbitraje obligatorio ( 425 ), HERNANDEZ VIGUERAS, por su 
parte entiende que sólo desde que se produzca el laudo 
deberá cesar la huelga ( 426 ).
424 SALA FRANCO, y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, ("Informe___
" op. cit. pag. 26), "por lo demás, a partir de la existencia del 
decreto arbitral los trabajadores afectados no podrán mantener la 
huelga legalmente ".
425 . - DEL REY GUANTER, ("Los medios extrajudiciales..." op. cit.
pag. 118), "Se entiende que, desde el momento de tal decisión ( el 
laudo), cuando no desde la decisión administrativa de imponer el 
arbitraje, ha de cesar la huelga ".
426 HERNANDEZ VIGUERAS ("La solución..." op. cit. pag. 456),
"la terminación de la huelga en el caso excepcional contemplado, habrá 
de derivarse del pronunciamiento del laudo arbitral...pero no de la 
mera designación del árbitro o árbitros...".
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Pese a que, las especiales circunstancias que 
aconsejan al Gobierno el establecimiento de este arbitraje 
obligatorio, harían comprensible que no fuese posible la 
huelga legal desde que se adopta la decisión de 
establecerlo, parece más ajustado sostener que aquella sólo 
se convertirá en ilegal desde que se produzca el laudo 
arbitral, conclusión mantenida en la STS (5^) de 9 de Mayo 
de 1988, (FJ 42) ya aludida, que afirma que, "la 
institución del arbitraje es un cauce, una vía o medio para 
poner fin a la huelga, lo que viene a suponer que no basta 
la designación del árbitro para que inmediatamente se 
decrete el fin de la huelga, sino que a lo más, la 
finalización del conflicto derivará del laudo que se 
dicte...". Esta solución es coherente con la posibilidad de 
las partes de seguir negociando, aún establecido el 
arbitraje obligatorio, y también con la STCO de 8 de Abril 
de 1981, que declara inconstitucional la posibilidad de que 
el Gobierno decida la reanudación del trabajo (427 ), sin 
distinguir entre la orden de reanudación temporal o la 
definitiva, con lo que parece el TCO abonar la idea de que 
el Gobierno puede imponer el arbitraje obligatorio, pero no 
ordenar, sin más, el fin de la huelga que se producirá por 
vía del laudo arbitral; pese a todo, la excepcionalidad de
427 .- apartado 2.d) del fallo, y FJ 19.
También recientemente SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, ("Derecho 
Sindical", op. cit. pag. 493), entienden que "A partir de la existencia 
del laudo arbitral los trabajadores afectados no podrán mantener la 
huelga legalmente".
I
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las circunstancias en que se produce este arbitraje, no 
deja de suscitar dudas al respecto, pues parecen exigir una 
rápida reanudación de la actividad laboral.
b) Los efectos del laudo arbitral .- Si los anteriores 
son los efectos principales que produce la decisión del 
Gobierno, el laudo arbitral produce a su vez otros, pues 
además de que, por su equiparación a la eficacia del 
posible acuerdo que alcanzasen las partes, será equivalente 
a un convenio estatutario o extraestatutario, en los 
términos ya reiteradamente expuestos, y como tal, fuente de 
derechos y obligaciones para ellas, también supondrá, como 
se ha visto, el fin del conflicto, y la imposibilidad de 
hacer huelga legal por los mismos motivos a los que el 
arbitraje ha dado ya solución, imposibilidad a la que el 
propio RDLRT se refiere directamente, calificando de 
ilegales las huelgas o cierres patronales que se produzcan 
a partir de ese momento ( 428 ) .
En los conflictos jurídicos la imposibilidad de acudir 
a la huelga, se convierte en definitiva en relación con el 
tema objeto de litigio, pues el laudo establece una 
interpretación de la norma, acuerdo o práctica, sobre la 
que se suscitó el conflicto, con una duración que se 
integra en la que tenga el Derecho interpretado, y así,
428 .- art. 10 RDLRT: "El incumplimiento de este acuerdo podrá
dar lugar a la aplicación de lo dispuesto en los artículos 15 y 16". 
art. 15 RDLRT: "El empresario que procediera al cierre del centro de
trabajo  será sancionado ...."; art. 16 RDLRT: "Los trabajadores
que participaren en huelga ilegal ".
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para los afectados por el procedimiento, tendrá vigencia 
mientras la tenga la citada norma, acuerdo o práctica, por 
lo que, en relación con ella, las mismas partes, y si la 
decisión ha tenido eficacia general, cualquier otra, ya no 
podrán plantear conflictos de interpretación en los
t
términos ya resueltos, ni tampoco acudir a huelgas por ese 
mismo motivo (429 ) .
3 Las posibilidades de impugnación En cuanto a
la impugnación del procedimiento de arbitraje obligatorio, 
debe señalarse que, en principio, los afectados han de 
tener posibilidades impugnatorias que permitan una revisión 
jurisdiccional de la decisión del Gobierno, que si fuese 
absolutamente discreccional sería atentatoria contra la 
libertad sindical (’3C ). Ahora bien, igual que en cuanto a 
efectos había que distinguir dos momentos, ahora, también 
en cuanto a impugnación, debe establecerse la misma
diferenciación, pues, si el acto del Gobierno es un acto 
administrativo, y como tal impugnable ante la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, el laudo arbitral, en la medida 
que tiene una naturaleza y una eficacia equiparables a los
429 En tal sentido SALA FRANCO, y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL,
("Informe....'' op. cit. pag. 26) que consideran que la prohibición de 
la huelga durará, "En caso de conflicto de interpretación, hasta que 
finalice la vigencia del convenio interpretado"; lo que sin duda debe 
extenderse a la interpretación de cualquier otro norma, acuerdo o 
práctica empresarial, en los términos de la actual LPL.
430 . - En tal sentido, además de las opiniones que ya se
expusieron, SALA FRANCO, y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, ("Informe.." 
op. cit. pags. 25 y 26), con cita de las resoluciones del CLS 334, y 
418-420.
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acuerdos o pactos entre las partes, será impugnable ante la 
Jurisdicción Laboral.
a) La impugnación de la decisión gubernativa Es
decir, las partes pueden impugnar la decisión del Gobierno 
ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, bien por 
entender que no se dan los supuestos que legalmente le 
habilitan para establecer el arbitraje obligatorio, bien 
por defectos de procedimiento, como falta de audiencia o 
similares, bien porque no se respeta el requisito esencial, 
en la doctrina del TCO, de imparcialidad del árbitro. Esa 
impugnación la podrán efectuar, como se analizó, además de 
por el procedimiento ordinario, por el procedimiento 
jurisdiccional, preferente y sumario, de protección de los 
derechos fundamentales, con posibilidad posterior de 
recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, en 
defensa de la libertad sindical y del derecho de huelga, 
procedimientos en los que podrá pedirse, incluso, la 
suspensión del propio acto impugnado (431). La impugnación 
de la decisión del Gobierno, de ser estimada, arrastrará, 
como es lógico, todas las actuaciones posteriores, incluso 
el propio laudo que pudiera haberse dictado, al anularse el
431 .- ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, "Derecho del Trabajo" op.
cit. pag. 886.
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fundamento jurídico en que se sustentaba la actuación 
arbitral en ese caso concreto (432 ) .
b) La impugnación del laudo Ahora bien, puede
ocurrir que las partes acepten el establecimiento de un 
arbitraje obligatorio, pero no el resultado, es decir, el 
laudo que se haya producido, o, incluso, que se haya 
recurrido la decisión del Gobierno por los posibles motivos 
que antes se expusieron, pero que luego, ambas o alguna de 
ellas, desee impugnar el laudo arbitral por motivos 
intrínsecos al mismo, como problemas de procedimiento de 
la propia actuación arbitral, o por su contenido. En este 
sentido, a la vista de la naturaleza y eficacia del laudo 
arbitral, la competencia de esta segunda impugnación, que 
ya no se dirige contra una actuación de la administración, 
sino contra un laudo con valor de pacto colectivo laboral, 
corresponderá a la Jurisdicción Laboral (433 ) y se 
planteará por el procedimiento de impugnación de convenios,
432 .- Puede verse esa consecuencia en la Sentencia de la Sala 
Segunda de la Audiencia Territorial de Valencia, de fecha 19 de 
Diciembre de 1987, a la que ya rae he referido, que en su fallo disponía 
literalmente: declarando nulo el acto recurrido (resolución de la
Consellería de Trabajo estableciendo el arbitraje obligatorio) y el 
laudo arbitral por el originado....'1.
433 .- En tal sentido DEL REY GUANTER, ("Los sistemas
extrajudiciales..." op. cit. pag.118), "Dicha Jurisdicción habrá de ser 
seguramente la laboral, en cuanto no se trata de una decisión 
administrativa".
También ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE, ("Derecho del Trabajo", op. 
cit. pag. 886), que desdoblan la impugnación señalando que "el laudo 
dictado es también impugnable por motivos de fondo ante la Jurisdicción
social  0 ante la Jurisdicción contencioso-administrativa por
vicios que afecten a la validez del nombramiento del árbitro...".
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contemplado en los arts. 160 a 163 LPL, que remite al de 
conflicto colectivo del art. 150 LPL.
Los motivos de impugnación serían sustancialmente: los 
vicios de procedimientos en la actuación arbitral, incluida 
la inexistencia de audiencia a las partes; la falta de 
imparcialidad sobrevenida del árbitro (434 ); el contenido 
"ultra vires" (435 ) o contrario al orden público, en el 
sentido de infringir normas de Derecho necesario, del 
posible laudo ( 436 ).
434 .- La falta de imparcialidad originaria, cuando el árbitro
venga establecido en la propia resolución administrativa, supone un 
vicio de la propia resolución y será alegable en vía contencioso- 
administrativa como motivo de impugnación de la propia resolución del 
Gobierno. Tan sólo cuando el Gobierno no haya establecido directamente 
la persona que ha de realizar el arbitraje, fijando por ejemplo un 
procedimiento subsidiario para el caso • de que las partes no alcanzasen 
acuerdo, podría entenderse que la falta de imparcialidad originaria 
sería alegable como motivo de impugnación del propio laudo.
433 . - No puede olvidarse que las materias sobre las que ha de
versar el arbitraje pueden ser establecidas por las propias partes como 
antes razoné, o en todo caso, deberán venir establecidas en la 
resolución del Gobierno, debiendo el árbitro o árbitros atenerse a 
ellas.
436 . - Generalmente se señalan como motivos de impugnación del
laudo los siguientes: "motivos de fondo.... (falta de audiencia o
contenido ultra vires o ilegal o lesivo de intereses de terceros, por 
ejemplo)" ALONSO OLEA,y CASAS BAAMONDE, ("Derecho del Trabajo" op. 
cit. pag.811), que diferían, como señalé, las cuestiones relativas al 
nombramiento del árbitro a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
En parecidos términos en cuanto a la impugnación en vía laboral, 
SALA FRANCO, y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, "Informe..." op. cit. pag. 
26.
También se suele añadir a las anteriores la posibilidad de 
impugnar el laudo por "ilegalidad de su contenido por atentar contra 
normas imperativas", SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, "Derecho 
Sindical", op. cit. pag. 493.
DEL REY GUANTER, "Los medios extrajudiciales...." op. cit. pag. 
118, señala como motivos de impugnación: "violación de Ley o decisión
ultra vires".
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4) Conclusión inicial sobre el arbitraje obligatorio.
En resumen, de cuanto se ha expuesto (437 ), puede
verse que el arbitraje obligatorio que diseña nuestro 
Derecho positivo, es un sistema ciertamente excepcional de 
solución de conflictos colectivos, difícilmente compatible 
con el resto del sistema de relaciones laborales, y, por 
ello, reservado para casos extremos como demuestra su
prudente y escasa utilización por el Gobierno, casos 
extremos que, además, generalmente no se dan en los 
conflictos colectivos jurídicos.
Es cuestionable incluso si un arbitraje obligatorio, 
con independencia de solucionar el conflicto concreto,
pacifica realmente las relaciones laborales o, por contra,
agudiza más la situación de enfrentamiento, que estallará
437 . - Obviamente estas conclusiones y cuanto se ha expuesto
están sujetas a las modificaciones que pudieran derivarse del "Proyecto 
de Ley Orgánica de Huelga", que mantiene el supuesto de arbitraje 
obligatorio (incluso contemplando dos supuestos diferenciados : uno 
cuando existan perjuicios graves para la economía nacional; otro cuando 
se afecten a los servicios esenciales o bienes y derechos 
constitucionalmente protegidos -arts. 12 y 25) y coincide con algunas 
de las ideas expuestas, como por ejemplo:
a) Iniciativa de las partes (en ambos casos) en la designación de 
la persona/s que deben actuar como árbitros, de tal manera que sólo 
subsidiariamente lo nombra la autoridad que impuso el arbitraje.
b) Concesión al laudo de valor de convenio colectivo.
c) Se especifica que en el primer supuesto antes aludido la 
decisión de instaurar el arbitraje corresponde al Gobierno de la 
Nación, mientras que en el segundo se admite la capacidad, al respecto, 
de los Gobiernos Autonómicos.
En cambio el proyecto estima, a diferencia de lo expuesto, que 
desde el nombramiento del árbitro (no desde el laudo) quedará en 
suspenso el derecho de huelga.
pag. 337
en un conflicto posterior. Esas dudas justifican que siga 
siendo un medio excepcional, como hasta ahora lo ha sido, y 
que se busque la solución de las controversias laborales, 
facilitando medios menos autoritarios y basados en la 
negociación de las partes.
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4.1.C.d.- Decisión Administrativa . -
En nuestro Derecho, caracterizado en las etapas 
preconstitucionales por un fuerte intervencionismo estatal,
t
no puede considerarse extraña la aparición de 
procedimientos de solución de conflictos colectivos basados 
en una resolución administrativa, que impone a las partes 
unas determinadas condiciones que deben forzosamente 
cumplir.
1 Algunos precedentes En toda la legislación
precedente al RDLRT (43e), y en concreto en su precedente 
inmediato el Decreto-Ley 5/1975, de 22 de Mayo, sobre 
regulación de los conflictos colectivos, existía, en todos 
los conflictos colectivos, la posibilidad de una resolución 
administrativa como final de la tramitación de aquél, 
resolución que adoptaba una formula de laudo arbitral, en 
una referencia a unas funciones arbitrales realmente 
inexistentes (439), pues se trataba de una intervención 
administrativa pura y simple, actuando la Administración 
"no como árbitro, sino como poder público en ejercicio de
438 . ~ Al respecto en este estudio véase 5.2. Precedentes en el
Derecho español.
435 De "peculiar forma de arbitraje" más que de intervención 
administrativa lo califica GARCIA ABELLAN, ("Derecho de Conflictos..." 
op. cit. pag.334), pero señalando el carácter de acto administrativo 
del laudo que en él se produzca (pag. 335).
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auctoritas, a través de un puro acto de autoridad" (440 ) . 
Esa posibilidad, en los conflictos colectivos jurídicos se 
planteaba como una alternativa a la remisión del conflicto 
a la Jurisdicción; es decir, la autoridad administrativa 
podía optar por judicializar el conflicto, o por resolverlo 
directamente, mediante un laudo de obligado cumplimiento 
(441), cuyo carácter de resolución administrativa venía 
claramente manifestado en la posibilidad de recurso de 
alzada y posterior impugnación ante la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, y no en vía laboral (442 ) . En 
todo caso, es cierto que, en el diseño de dicho DL 5/1975, 
las partes podían evitar la resolución administrativa, 
mediante un acuerdo o el sometimiento a un arbitraje 
voluntario ( 443 ), apareciendo así la decisión 
administrativa con un carácter subsidiario de las 
soluciones negociadas o voluntariamente asumidas.
2.- La inexistencia actual de decisión administrativa 
en los conflictos colectivos iurídico-laborales .- En el 
diseño del RDLRT de 1977, la posibilidad de decisión 
administrativa en los conflictos colectivos jurídicos
4’° .-DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN, "Instituciones...", (pero 1^ edición), op. cit. pag. 266.
441 .-Art. 15. a) del DL 5/1975.
442 .-Art. 16 DL 5/1975.
443 .- Art. 17 DL 5/1975.
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desaparece, de tal modo que la única opción posible, si no 
se alcanza una solución voluntaria o negociada, es la
judicialización de la controversia (444 ) . Es más la STCO 
de 8 de Abril de 1981, ya aludida, cerraba ampliamente las 
posibilidades de resolver los conflictos colectivos 
mediante decisiones administrativas, al considerar 
inconstitucional el laudo de obligado cumplimiento, que aún 
subsistía en el RDLRT en relación con los conflictos 
colectivos de intereses, por contravenir el derecho de
negociación colectiva (445 ) . *
No parece pues que existan, en estos momentos, 
posibilidades para resolver, mediante decisión
administrativa, conflictos colectivos jurídicos.
3 La pervivencia de la decisión administrativa en
les conflictos mixtos No obstante lo anterior, en los
conflictos que antes califiqué de mixtos, es decir, 
aquellos que, versando sobre la aplicación de una norma, 
requieren un juicio de oportunidad para saber si realmente
444 .- art. 25 a) del RDLRT. Esta solución, es especialmente bien
recibida por la doctrina, sobre todo, la procesalista, y así para 
MONTERO AROCA, ("El Proceso ...." op. cit. pag. 272), "se ha llegado,
por fin, a la solución correcta.... (pues)  excluir de la
competencia de los tribunales los conflictos colectivos de derechos, 
supone una ingerencia inadmisible en las atribuciones de la 
Jurisdicción...".
445 . - STCO 8 de Abril de 1981, FJ 24, en el que se afirma que
este procedimiento de decisión administrativa "no es genuino arbitraje, 
porque en modo alguno lo es el que reúne al mismo tiempo las
características de ser público y de ser obligatorio...... ni (para
admitirlo) concurren los elementos justificativos de la restricción que 
al derecho de negociación pueden establecerse sin afectar al contenido 
constitucional definido en el artículo 37 de la Constitución".
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se está utilizando o interpretando correctamente, nuestro 
Derecho mantiene la decisión administrativa como formula de 
solución (446 ) .
Así puede verse, por ejemplo y entre los restantes 
casos que ya con anterioridad se citaron, en los conflictos 
sobre modificación sustancial de condiciones de trabajo del 
art. 41 ET, o en los derivados de medidas de regulación de 
empleo por circunstancias económicas, tecnológicas o de 
fuerza mayor, del art. 51 ET, etc....
Se trata, obviamente, de supuestos residuales, en los 
que la decisión administrativa subsiste como residuo 
intervencionista (447 ), y no tanto por considerarse que 
estos conflictos no pueden judicializarse, ya que, si la 
resolución administrativa se recurre, al final, los órganos 
jurisdiccionales, bien que los contencioso-administrativos, 
acabarán pronunciándose sobre la existencia o no de las 
razones organizativas, técnicas, productivas o de fuerza
446 . - Como señala GONZALEZ DE LENA, ("La intervención " op.
cit. pag. 979), "....estas resoluciones administrativas suponen una 
valoración sobre si determinadas circunstancias de hecho justifican o 
no una determinada actuación empresarial.... la actuación administrativa
no consiste en precisar el alcance o contenido de una norma sino en
comprobar si se dan o no las circunstancias a las que la norma 
condicionó la posibilidad de producción de determinados efectos 
jurídicos".
447 .- HERNANDEZ VIGUERAS ("La solución..." op. cit. pag. 308) 
apunta que su mantenimiento se debe a razones de "ciclo económico y la 
debilidad sindical ...". A lo que también puede señalarse que, salvo 
que se admitiese la decisión unilateral del empresario, puede ser un 
medio con mayor celeridad que otros.
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mayor, que tuvieron que ser valoradas en la resolución 
administrativa.
En todos estos supuestos, la decisión administrativa 
es subsidiaria de la negociación entre las partes, y sólo 
entra en juego ante su fracaso ( 440 ) .
El procedimiento que se seguirá será el que 
expresamente disponga la legislación laboral (449 ) y, en 
su defecto y como norma supletoria, el de la Ley de 
Procedimiento Administrativo.
Como quiera que, propiamente, no se trata de 
soluciones a conflictos jurídicos, tal como los conceptúa, 
en sentido estricto, nuestro Derecho, y a salvo de optar, 
como se propuso, por un doble concepto sobre los mismos, 
puede afirmarse que no existen posibilidades de resolver 
conflictos interpretativos, estrictamente de Derecho,
448 .- art. 41.1. ET, que dice: "La Dirección de la empresa,
cuando existan razones técnicas, organizativas o productivas podrá
acordar modificaciones  que de no ser aceptadas por los
representantes legales de los trabajadores, habrán de ser aprobadas por
la autoridad laboral..."; art. 51.3 y 51.5 ET : "El empresario....
estará obligado a abrir un período de treinta días naturales de 
discusión y consultas con los representantes legales de los
trabajadores........... en caso de no lograr acuerdo, el empresario
solicitará de la autoridad laboral.......... ".
Como señala GONZALEZ DE LENA, ("La intervención " op. cit.
pag. 979), "La segunda característica es que se trata de procedimientos 
administrativos de carácter contradictorio, nota ésta que se presenta 
tanto en el origen del procedimiento, al derivarse el mismo de la 
existencia de una discrepancia, individual o colectiva, entre las 
partes de la relación laboral...".
449 . - En la mayor parte de los casos el procedimiento será el
establecido en el Real Decreto 696/1980 de 14 de Abril.
mediante procedimientos 
administrativa.
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que acaben con decisión
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4.2.- SISTEMAS DE SOLUCION DE CONFLICTOS COLECTIVO- 
JURIDICOS CREADOS POR LA AUTONOMIA COLECTIVA.-
4.2.A. .- CONSIDERACIONES PREVIAS .-
Para abordar este tema, hace falta precisar conceptos, 
pues, no se trata de analizar la posibilidad de las partes 
de establecer un medio de solución desconocido, distinto de 
los tradicionales que ya se han mencionado (conciliación, 
mediación arbitraje), sino de analizar si, al margen de los 
que el Estado crea, es posible a los agentes sociales, en 
uso de su autonomía colectiva, diseñar nuevos 
procedimientos, de carácter obviamente convencional, que 
establezcan posibilidades de conciliación, mediación y 
arbitraje distintas de las que tengan origen legal.
1 .- Las criticas a la necesaria judicialización del 
conflicto laboral Las tradicionales críticas a las
insuficiencias de nuestro sistema de solución de conflictos 
colectivos laborales, se concretan, en cuanto se refiere a 
los jurídicos, en la consideración de que es excesiva la 
judicialización de los mismos, crítica de la que participan 
los agentes sociales, la doctrina y hasta las propias 
instancias judiciales.
Así, por los agentes sociales, se ha manifestado que 
"hay que terminar en España con la filosofía de la
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necesaria 1 judicialización" del conflicto, porque esta 
sitúa el problema "fuera" de la empresa, lo desgaja del 
marco industrial natural y lo desvirtúa, colocando su 
solución en manos de terceros ajenos a las relaciones 
laborales" (450 ) .
Por su parte, en la doctrina se afirma que "la 
desjudicialización del actual modelo de composición de 
controversias derivadas de las relaciones de trabajo viene 
aconsejada legislativamente en razón a un doble orden de 
consideraciones. En primer lugar, el ofrecimiento de 
fórmulas no judiciales y el efectivo seguimiento de las 
mismas por parte de los sujetos en conflicto para componer 
sus diferencias producirá de modo significativo, como se ha 
apuntado, una desviación de buena parte de las cuestiones 
litigiosas de las que venían conociendo invariablemente los 
órganos judiciales hacia las nuevas instancias no 
jurisdiccionales, y, con ello, una reducción considerable 
del actual y, por momentos insostenible, volumen de trabajo
450 .- FALGUERA I BARO, MIGUEL, "MECANISMOS ALTERNATIVOS DE
SOLUCION DE LOS CONFLICTOS", Comunicación presentada en nombre del 
Gabinete Jurídico de la Comisión Obrera Nacional de Catalunya a las II 
Jornadas Catalanas de Derecho Social en AA.W. (Alarcon Caracuel, 
Manuel Ramón, coordinador), "Estudios sobre la Ley de Procedimiento 
Laboral de 1990" Madrid (Marcial Pons) 1991, pag. 85.
En parecidos términos ZUFIAUR, JOSE MARIA, ("El sindicalismo 
español en la transición y la crisis" en Papeles de Economía Española, 
n2 22/1985, pag. 225), quien, tras constatar la saturación de los 
tribunales laborales por el alto grado de judicialización existente, 
indica "Resulta, por lo tanto, necesaria una profunda reforma de todo 
el sistema establecido que cumpla al menos con tres requisitos básicos: 
garantizar la participación de los interlocutores sociales, establecer 
la uniformidad de los procedimientos y potenciar al máximo las formas 
de autocomposición de los conflictos".
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de los recientemente en funcionamiento Juzgados de lo 
Social y Tribunales Superiores. Y, además, la articulación 
de un sistema no judicial de solución de conflictos 
permitirá agrandar la zona de influencia de la autonomía 
colectiva" (451 ) . En el mismo sentido, cabe citar la 
opinión de RODRIGUEZ PIÑERO (452 ) que afirma que " en 
estas críticas al papel de los jueces frente a los aspectos 
contractuales de las relaciones colectivas hay algo de 
verdad, sobre todo cuando los tribunales convierten la 
independencia de su papel constitucional en un escaso
a
respeto a los equilibrios y a los compromisos logrados en 
la negociación colectiva y cuando se utilizan, incluso, 
conceptos y definiciones generales que tratan de corregir 
o hasta de romper esos delicados equilibrios, llegando a 
soluciones, en base a la normativa contractual, claramente
451 . - PALOMEQUE LOPEZ, "Solución..." op. cit. pag. 490.
452 .- RODRIGUEZ PIÑERO, MIGUEL, ("Reforma del proceso laboral y
vías alternativas al proceso" Relaciones Laborales, 7/1986, pags. 3 y
4, y en parecidos términos, en "Una nueva fase de la Jurisdicción del 
trabajo" Relaciones Laborales 2/1985, pag. 6), "..un sistema que
reconoce la libertad sindical, el derecho de huelga, las medidas de
conflicto y el derecho de negociación colectiva, ha de conceder un 
papel mucho más marginal y complementario a la eventual intervención 
judicial en el proceso colectivo, y ha de asegurar la prioridad de las 
soluciones que son producto de la propia autonomía colectiva.
Podrían citarse otras muchas opiniones doctrinales que, en mayor o 
menor grado, se refieren a la situación; por ejemplo, DURAN LOPEZ,
("Negociación ...." op. cit. pag. 134) "Entre nosotros, todo ello
exigiría la introducción de algunas reformas importantes que (me)
limito a enunciar:....3. Y la revisión de los actuales mecanismos de
tutela de los derechos laborales, en los que predomina ampliamente la 
tutela judicial. También se hace necesaria una reforma legislativa de 
los sistemas de solución de los conflictos individuales y, sobre todo, 
colectivos de trabajo, introduciendo procedimientos de solución 
dinámicos basados en fórmulas de autocomposición y arbitraje.".
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excluidas del consenso de las partes...... Cuestión a
resolver, en consecuencia, es la de ver de qué manera, 
asegurándose evidentemente el respeto a la tutela judicial 
y a la función jurisdiccional, se pueden introducir 
correcciones en nuestro ordenamiento, medidas que hagan 
menos necesaria la intervención judicial y más compatible 
esta con el ejercicio de la autonomía colectiva....".
También se ha señalado que en una sociedad pluralista 
"son los propios grupos sociales y en concreto los 
profesionales quienes deben articular los sistemas de 
solución de conflictos" ( 453 ).
En general, para nuestra doctrina se "plantea con 
especial urgencia la cuestión de determinar el papel que 
corresponde a las propias partes en la solución de los 
conflictos que les afecten a través de fórmulas pactadas"
r54).
A su vez, críticas en idéntico sentido se han 
manifestado desde instancias judiciales, por ejemplo 
manifestando que "el Derecho Laboral está absolutamente 
judicializado, es decir, cualquier conflicto que surja en 
el seno de una empresa termina en Magistratura de Trabajo. 
Pienso que eso no es lógico. Creo que hay una serie de
453 .- CREMADES SANZ-PASTOR, BERNARDO M. "El arbitraje en los 
conflictos de trabajo", en AA.W. "Sindicatos y relaciones colectivas 
de trabajo" Murcia (Colegio de Abogados) 1978, pag. 81.
454 .- GONZALEZ ORTEGA, SANTIAGO, "La difícil coyuntura del
Derecho del Trabajo" Relaciones Laborales, n2 21/1987, pag. 19.
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sistemas para cuando los Sindicatos y las organizaciones 
patronales adopten el papel que realmente la sociedad les
tiene otorgado en este momento............. que haya unos
medios de solución extrajudicial, entre ellos creo que es 
fundamental el que algún día aparezcan o vuelvan a aparecer 
esos comités mixtos o paritarios..." ( 455 ).
2 . - Las razones que justifican la existencia de
sistemas extrajudiciales de solución.- Puede apreciarse 
que, indudablemente, está extendido el convencimiento de la 
necesidad de otros sistemas de solución de los conflictos 
laborales distintos del judicial. Las razones de ese 
convencimiento son muy diversas y siguiendo, en esencia, a 
DURAN LOPEZ (436 ) se pueden señalar las siguientes:
a) La intervención judicial se proyecta hacia el 
pasado y no puede acoplarse a la dinámica cambiante y en 
permanente evolución de las relaciones laborales.
b) La intervención judicial es estrictamente jurídica, 
y aunque pueda atemperarse, muy levemente, por criterios de 
equidad, no puede tomar en consideración las consecuencias 
sindicales, sociales y económicas de sus decisiones.
455 .- TORRES ANDRES, JUAN MIGUEL en "Inauguración como
Magistrado Decano de San Sebastian de las Jornadas de Estudio del 
Proyecto de Ley de Bases del Procedimiento Laboral" en AA.W. "Estudios 
sobre el Proceso Laboral. El nuevo Proceso Laboral" Bilbao (Instituto 
Vasco de Derecho Procesal) 1989, pags. 13, 14 y 15.
456 .- DURAN LOPEZ, "Medios de solución .." op. cit. pags 28 a
30.
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c) La solución judicial no puede equilibrar totalmente
sus decisiones de manera que ante un conflicto no se
produzca un total vencimiento de una de las partes, que 
puede generar una latente situación conflictiva que más 
tarde estallará. En ocasiones, la solución más justa y 
razonable, la que puede pacificar las relaciones laborales, 
no es la más ajustada a Derecho, pero ello, generalmente, 
ni siquiera es percibido por el Juez, y aún cuando lo
advierta, difícilmente podrá escaparse de la estricta 
aplicación de la norma.
d) La intervención judicial está presidida, en muchos 
casos, por criterios "civilistas", sobrevalorando el papel 
de la Ley y de las relaciones individuales, frente a la 
importancia que en el Derecho del Trabajo tienen las 
relaciones y la negociación colectivas.
e) No todas las controversias laborales son
susceptibles de someterse a la intervención judicial, y en 
aquellos casos, harto frecuentes, en que el conflicto 
jurídico encierra una carga notable de conflicto de 
intereses, evidentemente encubierto, el Juez no podrá 
solucionar el auténtico problema, porque no se le puede 
plantear con arreglo a las normas procesales.
f) La intervención judicial acostumbra a las partes a 
confiar en soluciones externas a sus propios problemas, y, 
como tal, es un profundo narcótico de la negociación 
colectiva, cuando los medios de ■solución de conflictos
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deberían jugar el papel contrario, es decir, de fomento de
i
la negociación. '
Por supuesto podrían señalarse muchas otras razones, 
desde la tardanza de los procedimientos judiciales, hasta 
el innegable derecho de las organizaciones sindicales y 
empresariales a intervenir en la solución de unas 
controversias cuya realidad conocen mejor que nadie (457 ), 
pero las expuestas son suficientemente ilustrativas de la 
conveniencia de adoptar sistemas extrajudiciales de 
solución de conflictos colectivos laborales (45B).
3 .- Una matización en la crítica a la
judicialización.- Que se constate todo cuanto precede, no 
quiere decir ni que se esté considerando que estos sistemas 
extrajudiciales sean una "panacea", especialmente si se 
tiene en cuenta la escasa tradición de que gozan en nuestro 
sistema de relaciones laborales, ni que se esté criticando
457 .- La filosofía de la necesaria judicialización del conflicto
colectivo jurídico parte de una noción errónea cual es la de contemplar 
la aplicación del pacto colectivo como un acto ejecutivo realizado por 
terceros, con olvido del papel que en esa aplicación corresponde a la 
propia autonomía colectiva. Al respecto RODRIGUEZ PIÑERO, MIGUEL, "El 
valor cuasi-legal de los convenios colectivos", Relaciones Laborales, 
ns 6/1987.
458 .- DE LA VILLA GIL, ("Algunas reflexiones...." op. cit. pag.
98), señalará también, abundando en el tema, que la solución judicial 
conducirá a una individualización y rigidez en el tratamiento de los 
conflictos, desplazando sus aspectos colectivos.
Las opiniones que en tal sentido podrían reflejarse son numerosas,
por ejemplo, OLIET PALA ("Neocorporativismo " op. cit. pag. 70)
expone, "La "judicialización" del conflicto social satura los 
tribunales y lo que es peor, incrementa la rigidez del sistema de 
relaciones laborales, un alto nivel de litigiosidad laboral es poco 
conveniente ante la flexibilidad de las soluciones extrajudiciales, más 
dinámicas y abiertas".
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la labor subjetiva de las instancias judiciales/ sino
señalando unos concretos y específicos problemas objetivos 
que, sin salirse del marco jurisdiccional, difícilmente 
tendrán solución; tampoco se está considerando mala por 
definición la decisión de judicializar una controversia
laboral, es más, no puede dejar de considerarse que, un 
cierto grado (sin duda bastante elevado) de judicialización 
de los conflictos colectivos jurídicos, puede ser una nota 
característica de nuestro sistema laboral actual y futuro, 
a la vista, pese a todos los problemas e ¿insuficiencias 
expuestos, del "profundo arraigo y prestigio alcanzados en 
nuestras relaciones laborales por una vía judicial que, 
además, se ha mostrado procedimentalmente como eficaz, 
rápida y poco costosa para las partes" (459 ). Lo que si es 
negativo es que, por sistema, tenga que acudirse al 
procedimiento judicial al no existir otras vías
alternativas, o bien porque las que existan sean poco 
adecuadas y concebidas en términos muy pasivos, ajenos a 
las partes enfrentadas, y de aplicación, solamente, en las 
fases terminales de los conflictos, como ocurre con los 
sistemas de conciliación, mediación, y arbitraje, que 
regula nuestro Derecho (460 ); es más, mientras no se
459 DEL REY GUANTER, "Los medios extrajudiciales....", op. 
cit. pag. 235.
460 . - Es en definitiva lo que constató el informe de la Comisión
de expertos de la O.I.T. ("Situación ...." op. cit). que al referirse 
a los conflictos colectivos, tras indicar (pag. 104) que "en 
definitiva, al igual que en los conflictos individuales, el órgano por
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ofrezca de forma clara la posibilidad de acudir a eficaces 
sistemas de solución extrajudicial de conflictos,
obviamente seguirán careciendo de toda tradición en nuestro 
país.
Por otra parte un sistema de relaciones laborales 
basado en la autonomía colectiva debe permitir a los 
agentes sociales diseñar sus propios procedimientos de 
solución de las controversias que les opongan, en ese 
sentido no debe existir un antagonismo entre
procedimientos convenidos y procedimientos estatales, pues 
ambos tienen su sitio en el sistema de relaciones
laborales, y deben ser diferentes alternativas por las que 
las partes, o sus representantes en uso de su capacidad 
negocial, encaucen cada uno de los conflictos en atención a 
sus específicas condiciones.
Por lo expuesto, parece razonable sostener la
necesidad de unos sistemas extrajudiciales de solución de 
conflictos colectivos juridicos alternativos al 
procedimiento de la LPL, pero alternativos en el sentido 
expuesto, es decir, no con una pretensión de sustitución 
global de aquél, sino de ofrecer otras vías, para que las 
partes puedan elegir la que más convenga a su conflicto.
excelencia de solución de conflictos colectivos jurídicos es la 
Magistratura de Trabajo” se parte de que existe un vacío institucional 
en el sistema de solución de conflictos y se afirma (pag. 108) que "Tal 
vez una forma de llenar tal vacío institucional pudiera estar dada por 
el establecimiento de procedimientos por parte de los propios 
interesados", señalándose en las observaciones finales la necesidad de 
"colmar rápidamente ese vacío" (pag. 130).
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A la vista de la pasividad de la Administración, por 
lo menos hasta el momento, a la hora de crear nuevos 
sistemas de solución de conflictos, y del escaso éxito de 
los que por vía heterónoma se han establecido, a lo que 
cabe añadir la necesidad de una fuerte implicación de los 
propios agentes sociales en su diseño, y la conveniencia de 
que así sea, hay que plantearse las posibilidades 
existentes en nuestro Derecho de alcanzar, mediante la 
autonomía colectiva, acuerdos al respecto.
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4.2.B.- POSIBILIDADES LEGALES PARA ALCANZAR ACUERDOS 
NEGOCIADOS SOBRE SISTEMAS DE SOLUCION DE 
CONFLICTOS.-
Para analizar las posibilidades que ofrece nuestro 
Derecho positivo a los agentes sociales de, en uso de su 
autonomía colectiva, acordar procedimientos, más o menos 
complejos, de solución de conflictos colectivos jurídicos, 
hay que partir, sin duda, del propio texto constitucional.
1_____ El fundamento constitucional de esta
posibilidad.-Ya se expusieron las dos opiniones que al 
respecto del art. 37.2. CE podían sustentarse y la 
consideración de que, en él, cabía entender comprendidos 
los procedimientos de solución de conflictos laborales que 
pudieran acordar empresarios y trabajadores.
También se avanzó, que una interpretación sistemática 
de la Constitución puede, desde luego, llevar a esta misma 
conclusión, pues "si el art. 7 de la Constitución reconoce 
como fin del Sindicato la defensa y promoción de sus 
intereses, el art. 28.2 delimita el medio de presión 
clásico para articular esa defensa (el derecho de huelga), 
mientras que el art. 37 procede a acoger las dos grandes 
vías de composición de los intereses contrapuestos de 
trabajadores y empresarios: la negociación colectiva y las 
que, con expresión sincopada (que repite el art. 4.1.d. ET) 
denomina "medidas de conflicto colectivo". Dentro de estas
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medidas se incluye/ desde luego, el derecho de promover 
procedimientos voluntarios (en buena parte extrajudiciales) 
de solución de conflictos colectivos" (461)»
En definitiva, en el texto constitucional, puede 
encontrarse amparo, como luego se verá matizado por otros 
preceptos constitucionales, a la posibilidad de establecer 
sistemas autónomos de solución de conflictos laborales. 
Este amparo se situaría en el art. 37.2 CE, pero también, 
como se vió, en el 37.1. CE, que reconoce el derecho a la 
negociación colectiva laboral, y que justifica, por su 
amplitud de contenido, la posibilidad de que por ese cauce 
se regule un tema, indiscutiblemente laboral y de tanta 
trascendencia para los propios negociadores, como es, la 
solución de las controversias que les afecten (462 ).
2 .- Otros fundamentos en la legalidad ordinaria 
Además de en la Constitución, pueden encontrarse amparos 
legales a esta posibilidad tanto en textos 
preconstitucionales, pero vigentes, como en textos 
posteriores.
a) Fundamentos en el RDLRT .- Así, por ejemplo, el 
art. 8.1 del RDLRT permite regular en los convenios 
colectivos normas complementarias relacionadas con los
461 . - MONTOYA MELGAR, "La Constitución ...." op. cit. pag. 116.
462 . - Además de que como señala PALOMEQUE LOPEZ, 
("Administración....1 op. cit. pag. 38), el propio derecho de 
negociación colectiva "se ejercita habitualmente como instancia o 
procedimiento autónomo de autocomposición de conflictos colectivos de 
trabajo".
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procedimientos de solución de conflictos que den origen a
¡
la huelga, o, aunque la dicción del texto no sea clara', que 
puedan darlo, entre los que, en nuestro Derecho, se 
encuentran los conflictos jurídicos, y, por tanto, sus 
procedimientos de solución serían susceptibles de 
regulación a través de esas "normas complementarias" a que 
alude el RDLRT.
Es más, el propio RDLRT, en el mismo art. 8.1., 
establece la posibilidad de que en convenio colectivo se 
haga una renuncia al derecho de huelga (463); pues bien, 
si se puede establecer, en un convenio colectivo, una 
limitación tan fuerte al derecho de huelga, mucho más 
posible ha de resultar limitarlo más matizadamente, 
estableciendo procedimientos de solución previos o 
alternativos, especialmente si son de carácter voluntario.
Así pues, de un texto preconstitucional, aunque de 
gran importancia en nuestras relaciones laborales como el 
RDLRT, cabe deducir una cierta posibilidad de regulación de 
sistemas autónomos de solución de conflictos colectivos, y 
lo mismo hay que decir de los textos postconstitucionales.
b) Fundamentos en el E.T..- En efecto, el Estatuto de 
los Trabajadores no sólo reitera, en su artículo 4.1.d), el 
derecho a la adopción de medidas de conflicto colectivo, 
que, en la lectura que se ha propuesto con anterioridad,
463 .- que la STCO de 8 de Abril de 1981, considera acorde con la
Constitución en su FJ 14, aún matizando que no se trata de una "genuina 
renuncia".
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incluiría la adopción de sistemas de soluciones negociadas, 
sino que, expresamente, cuando aborda el contenido de la 
negociación colectiva, se refiere, en el artículo 82.2, a 
la posibilidad de que los convenios colectivos regulen la 
paz laboral, lo que puede conseguirse, tanto mediante la 
limitación del recurso a medidas de presión, como 
estableciendo procedimientos de solución de conflictos 
( 464 ). El propio ET establece una vía para dar la mayor
eficacia a esos pactos, al contemplar, en su artículo
83.3., los denominados "Acuerdos sobre materias concretas" 
que, suscritos en ámbito estatal o de comunidad autónoma, 
pueden regular, sin duda, procedimientos de solución como 
los que se estudian en este apartado (465 ). No acaban ahí 
las referencias del ET a posibles procedimientos de
solución, pues, en el marco de la administración e
interpretación del convenio colectivo, establece la 
obligatoriedad de existencia de una Comisión Paritaria, a 
la que, según el artículo 85.2.d. ET, las partes pueden 
atribuir las funciones que consideren oportunas, y desde
464 .- Que también sería admisibles en atención al principio de
libertad de negociación que establece el art. 85.2. E.T., como
recuerda, por ejemplo, BARREIRO GONZALEZ, GERMAN, "Ensayo crítico sobre 
la paz laboral en el convenio colectivo con especial referencia a su 
carácter inmanente", Revista Española de Derecho del Trabajo, n2 
4/1980, pag. 479.
465 . - En definitiva como afirman FALGUERA I BARO y el Gabinete
Jurídico de la CONC, ("Mecanismos 1 op. cit. pag. 86), "No existe,
pues, impedimento legal para regular mecanismos alternativos a los 
actuales de solución de los conflictos, por la vía de la negociación 
colectiva, antes, al contrario....".
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luego, como matiza el artículo 91, las de interpretación 
del propio convenio y de prevención y solución de los 
conflictos que con motivo de aquella se originen ( 466 ).
Se derivan, pues, del ET dos grandes vías para amparar 
estos acuerdos: una, en el marco de la propia
administración del convenio, la atribución a las comisiones 
paritarias o a cualquier otra establecida específicamente 
en el convenio colectivo, de funciones resolutorias de 
conflictos (467 ); otra, la que trae causa de la regulación
466 Al respecto RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, FERMIN ,
("Comisiones Paritarias de Convenios Colectivos y Competencia de la 
Jurisdicción del Orden Social" en AA.W. "VII Jornadas Universitarias 
Andaluzas del Derecho del Trabajo y Relaciones Laborales", Sevilla 
(C.A.R.L.) 1991, pag. 124), señala como funciones que pueden ostentar 
las comisiones paritarias: "constituirse en órganos de actuación
directa en la solución ante otros órganos o instancias; pueden actuar 
como medio de auxilio a las partes del conflicto con meras funciones 
mediadoras o como órganos arbitrales con funciones decisorias; pueden 
incluso - en la medida en que son órganos "internos" en el ámbito del 
propio convenio, constituidos por los negociadores de éste - cumplir 
funciones de previsión y prevención de conflictos, seguramente con 
mayor eficacia que otros situados a extramuros del cuadro de 
negociación".
En el mismo sentido, por ejemplo, MUÑOZ CAMPOS, JUAN, ("La
Justicia en lo laboral a través del convenio colectivo", Revista 
Española de Derecho del Trabajo ns 34/1988, pag. 176), "También tengo 
reiterado que los convenios colectivos deberían dotar a la Comisión
Paritaria...de facultades para resolver, mediante laudo arbitral, los 
conflictos individuales y colectivos, que se dieran entre empresarios y
trabajadores El artículo 85,2,d), del ET faculta para que una de
las atribuciones de la Comisión Paritaria sea precisamente ésta".
También MARTINEZ GIRON, ("Los pactos " op. cit. pag. 241), "La
posibilidad de que una comisión paritaria pueda conocer y resolver 
litigios laborales aparece implícitamente confirmada en la legislación 
vigente por el artículo 85.2.a) ET...11.
467 .- Como afirma QUESADA SEGURA, ("Las comisiones ...." op.
cit. pag. 10), "La iniciativa de los sujetos negociadores, en 
definitiva, puede conformar, a través de una mejor regulación de las 
comisiones paritarias de los convenios, el modelo no jurisdiccional de 
solución de conflictos que de forma más idónea - por su amplitud, 
flexibilidad y eficacia - pueda adaptarse a las peculiaridades de su
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de la paz laboral, bien en un convenio concreto, bien 
mediante acuerdos más generales, destinados a regular
procedimientos de solución de conflictos alternativos a los 
legalmente establecidos.
c .- Fundamento en la LOLS Avanzando aún más en
estas referencias, la Ley Orgánica de Libertad Sindical, 
alude, expresamente, en su artículo 6.3.d. a la posibilidad
de sistemas no jurisdiccionales de solución de conflictos
de trabajo (por cierto, no sólo colectivos), al establecer
el derecho de los sindicatos representativos a participar 
en los que se creen (468 ); participación que no debe 
comprender sólo la presencia en los que puedan establecerse 
heterónomamente, sino también el derecho a introducir
dichos procedimientos mediante acuerdos logrados a través 
de la autonomía colectiva.
d Fundamentos en la LPL Por último, la
referencia más reciente, y por ello, más clara, viene 
recogida en la vigente Ley de Procedimiento Laboral, pues 
su artículo 63 mantiene la exigencia de una conciliación 
preprocesal, pero ya no obliga a que se realice en el 
servicio administrativo correspondiente, es decir, en 
cualquiera de los órganos o servicios que hayan sustituido
ámbito de vigencia".
468 MONTOYA MELGAR, ("La Constitución " op. cit. pag. 117)
manifiesta al respecto, "Es, pues, plenamente congruente la Ley 
Orgánica de Libertad Sindical cuando reconoce abiertamente la 
existencia de "sistemas no jurisdiccionales de solución de conflictos 
de trabajo" (art.6.2.d)". (la referencia es sin duda al art. 6.3.d)
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al IMAC, sino que establece que podrá realizarse ante el 
"órgano que asuma estas funciones, que podrá constituirse 
mediante los acuerdos interprofesionales o los Convenios 
Colectivos a que se refiere el artículo 83 del Estatuto de 
los Trabajadores", equiparándose, en su totalidad, la 
conciliación que en él pueda producirse con la que se 
realiza en los correspondientes servicios administrativos.
Posteriormente, la misma Ley, en su artículo 153.1., 
reitera idéntica norma, al referirse, en concreto, al 
procedimiento de solución de conflictos colectivos 
jurídicos.
Es evidente de lo dicho que, con la actual legislación 
procesal, cabe establecer sistemas de solución de 
conflictos mediante la negociación colectiva, y, 
especialmente, mediante los acuerdos interprofesionales y 
los convenios marco, supuesto en el que el intento de 
conciliación que pueda celebrarse en los órganos por ellos 
creados, como declara la Ley, "cumple la condición de 
requisito previo para la tramitación del proceso" (469 ).
Las posibilidades del Estatuto son ciertamente más 
amplias, pues en cualquier convenio se podrían pactar 
sistemas de solución de conflictos, ahora bien, los mismos, 
en base al tenor literal de la Ley, no amortizarían el 
intento de conciliación a que se refiere el artículo 63 
LPL, que seguiría resultando obligatorio después de haber
469 .- VALDES DAL-RE, "Ley de Procedimiento Laboral " op.
cit. pag. 189.
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acudido a los procedimientos establecidos en convenio 
( 470 ), lo que encierra una cierta contradicción con el 
principio de celeridad, característico del procedimiento 
laboral (471)/ y sólo puede comprenderse, por una cierta 
prevención legal ante la multiplicidad de sistemas que 
pueden diseñarse en los’distintos convenios, de ahí que la 
Ley intente concentrar la negociación en la materia, 
reforzando muy específicamente los sistemas que puedan 
establecerse en ámbitos amplios, estatal o de comunidad 
autónoma, y no los restantes (472 ).
En cierto modo, los preceptos citados de la LPL, son 
la confirmación más clara de que la negociación colectiva, 
y no sólo los acuerdos que expresamente señala, pueden 
crear procedimientos negociados de solución de conflictos, 
especialmente de conciliación y mediación, ya que nada 
obsta a que el trámite conciliatorio se convierta en una 
auténtica mediación, a la vista del propio diseño mixto que 
tiene la conciliación ante los órganos administrativos.
470 . - En tal sentido VALDES DAL-RE, "Ley de Procedimiento 
Laboral...." op. cit. pag. 189.
471 .- Expresamente establecido en el artículo 74.1. de la LPL.
472 .- Solución que de todas maneras ha merecido ciertas
críticas; SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, ("Derecho Sindical", op.
cit. pag. 522), no le encuentran otra razón que "la pretensión de
promoción pedagógica de éste tipo de acuerdos", por lo que señalan, "La 
misma razón material existía para atribuir tal capacidad a los
convenios ordinarios.... ".
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Puede sostenerse, pues, que nuestro Derecho permite 
crear negocialmente estos sistemas, pero lo que ya nó es
i
tan claro es el alcance y obligatoriedad de los que puedan 
establecerse y ello es lo que a continuación debe 
analizarse, ya que, de las conclusiones al respecto puede 
depender, en buen grado, su eficacia.
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4.2.C.- OBLIGATORIEDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS DE
SOLUCION DE CONFLICTOS QUE PUDIERAN CREARSE 
MEDIANTE LA NEGOCIACION COLECTIVA.-
No hay obstáculo legal alguno para que todos los 
sistemas citados en los apartados precedentes se puedan 
crear, mediante la negociación colectiva, con carácter 
absolutamente voluntario, es decir, requiriendo un 
compromiso expreso de las partes para acogerla a ellos; en 
estos casos no existirían diferencias con los supuestos de 
negociación, conciliación, mediación y arbitraje 
voluntarios a los que ya se hizo referencia, ni habría 
obstáculos para su admisión, a la vista de las 
consideraciones, que también se establecieron, sobre la no 
exclusividad de la competencia de los órganos 
jurisdiccionales sociales en la solución de los conflictos 
laborales, por ello si los afectados, voluntariamente, 
someten su controversia a un sistema autónomo de solución, 
la Ley nada tiene que decir, pues los sistemas legalmente 
diseñados, en general, son opciones ofrecidas a las partes, 
a las que pueden acogerse o no, requiriéndose, cuando 
menos, la voluntad de una de ellas para que entren en 
juego, como claramente recuerda el Tribunal Constitucional 
al referirse al procedimiento de solución de conflictos del 
RDLRT, pues "debe observarse que la posibilidad de acudir a 
la vía denominada de procedimiento de conflicto colectivo,
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lejos de ser imperativa, en la Ley está considerada como
facultativa......  Si la opción es facultativa, no puede
considerarse que limite ningún derecho, en la medida en que 
lo único que hace es ampliar las posibilidades de acción de 
los interesados" ( 473 ), y aunque la referencia se hace en 
relación con la huelga, nada obsta a que sea aplicable a 
otros derechos, como el de resolver de forma acordada los 
propios conflictos.
En definitiva, parece claro que "pueden y deben 
existir instrumentos de concordia y de solución de 
conflictos a través de fórmulas de autocomposición...."
( 474 ) .
Los problemas , surgen cuando el recurso a los 
procedimientos de solución establecidos negociadamente, se 
produce sin necesidad de acuerdo entre los propios 
afectados, y, en estos casos, para analizar su 
obligatoriedad, hay que estudiar dos aspectos: en primer
lugar, la de las partes en conflicto de someterse al citado 
procedimiento; en segundo lugar, la de aceptar la solución 
que en él se produzca, o, en otras palabras, la posibilidad 
o imposibilidad de acudir, después del citado
473 .- STCO de 8 de Abril de 1981, FJ 23.
474 . - MARTINEZ EMPERADOR, RAFAEL, "Los Organos Jurisdiccionales 
y la Constitución", en AA.W. "Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social en la Constitución" Madrid (Centro de Estudios Constitucionales) 
1980, pag. 247.
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procedimiento, al previsto por la LPL para la solución de 
conflictos colectivos jurídicos.
La última de las consideraciones anteriores, produce 
una clara necesidad de estudiar en dos grandes grupos los 
sistemas que puedan establecerse: por un lado, aquellos 
que, por definición, no pretenden sustituir al 
procedimiento jurisdiccional; se trataría, obviamente, de 
los supuestos de conciliación o mediación, que se 
constituyen como trámites que, de resultar infructuosos, al 
no imponerse ninguna resolución a las partes, no impiden, 
sino tan solo postergan, el acceso a otras vías de 
solución.
Por otro lado, están los procedimientos arbitrales con 
laudo vinculante, pues los restantes se asimilan a la 
mediación; en estos supuestos, la existencia de esa 
decisión vinculante, parece destinada a acabar el conflicto 
en ese trámite, impidiendo así el acceso a otros medios de 
solución; en definitiva, se estaría ante una alternativa, 
pues el sistema arbitral sería incompatible con el 
procedimiento jurisdiccional, lo que, como se puede 
entender, conduce a una situación distinta a la que 
plantean los que mencioné con anterioridad, y por ello, es 
aconsejable ese estudio separado.
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4.2.C.a.- Obligatoriedad de los sistemas de 
conciliación y mediación
Desde la vigencia de la Ley de Procedimiento Laboral 
existe claro apoyo legal para sostener la obligatoriedad de 
algunos de los sistemas de conciliación, y también de 
mediación, que puedan establecerse mediante negociación 
colectiva.
1 .- Los procedimientos creados en Convenio Marco o 
Acuerdo Interprofesional En efecto, ya se vió que, 
cuando se había creado mediante Convenio Marco, y, en este 
caso, con la lógica incorporación posterior al convenio 
concreto, o mediante Acuerdo Interprofesional con 
aplicación directa e inmediata, un órgano que asumiese 
labores de conciliación-mediación, su intervención se 
equipararía a la conciliación preprocesal que en los 
servicios administrativos pudiera realizarse. En 
consecuencia, el intento de conciliación ante ese órgano de 
origen convencional, o su mediación, será obligatorio para 
las partes si posteriormente desean acudir al procedimiento 
jurisdiccional de solución de conflictos (475 ), e incluso 
la asistencia a él será, igualmente, obligatoria, aunque, 
como se vió, esa obligación es escasamente coactiva para el 
demandado.
475 .- artículos 63 y 153 de la LPL.
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2 . - Los procedimientos creados en convenio ordinario: 
aplicación de la jurisprudencia consolidada en torno a las 
comisiones paritarias Ahora bien, como se avanzó, cabe 
establecer estos mismos procedimientos en convenios 
estatutarios ordinarios, y en este supuesto también debe
i
sostenerse la obligatoriedad general de los mismos, no sólo 
por la eficacia que da a los citados convenios el artículo 
82.3 ET, sino porque sería plenamente aplicable la doctrina 
y jurisprudencia consolidada al respecto de la intervención 
de las comisiones paritarias en la solución de conflictos.
a) La jurisprudencia ordinaria En efecto, aún
cuando el establecimiento de procedimientos autónomos pueda 
haber cobrado nuevos bríos, es lo cierto que, ya desde hace 
años, distintos convenios colectivos venían concediendo a 
las comisiones paritarias, o a otras creadas "ad hoc", 
facultades más o menos amplias de intervención en la 
solución de conflictos laborales, hasta el punto de que 
esas atribuciones habían sido calificadas de "punto máximo 
de fricción en nuestro sistema de negociación colectiva 
entre autonomía colectiva y jurisdicción, y ello en base a 
una disparidad de criterios respecto al papel que ha de 
corresponderle a una u otra en la solución de los 
conflictos de aplicación e interpretación de los convenios 
colectivos" (476 )/ y es que, en efecto, en torno al 
problema mencionado se suscitaron numerosos procedimientos
476 .-DEL REY GUANTER, "Arbitraje..." op. cit. pag. 119.
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judiciales que, inicialmente, se resolvieron en sentido
j
negativo a la obligatoriedad de esta previa intervenci¿n de 
las comisiones paritarias, entendiendo que la regulación 
procesal era materia de orden público y que, por tanto, no 
podían establecerse limitaciones al acceso a la 
Jurisdicción ( 477 ); de esta manera "el problema de la 
falta de efectividad de estos organismos debido a su 
deficiente regulación en los propios convenios, ya de por 
sí, bastante serio como es fácil de suponer, se vió 
agravado por la actitud restrictiva que frente a su 
actuación adoptó la Jurisdicción" (47B), e incluso, por la 
actitud reticente de una parte de la doctrina, sustentada a 
su vez en aquellos criterios judiciales (479 ).
477 Esta línea jurisprudencial, relativa a supuestos
producidos una vez vigente el ET, se inicia con la STCT de 15-1-81 
(ref. 581), recogiendo la jurisprudencia anterior al propio ET, por 
ejemplo STCT 2-4-79, Ar. 2702), y 20-5-80 Ar. 2885. Posteriormente se 
producirían las STCT 9-2-81, 6-3-81 y 31-3-81. Ar. 1402, 2289, 2315, y
también, 22-4-82, 3-5-82, 22-7-82 y 13-9-82, Ar. 2563, 3233, 4615, y
4736.
478 RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, FERMIN, "Comisiones Paritarias 
...." op. cit. pag. 127.
479 Obviamente más acusada en los sectores más dedicados al
análisis de las instituciones procesales, como señala VALDES DAL-RE, 
FERNANDO, ("Tutela Judicial y autotutela colectiva en la solución de 
los conflictos colectivos (I)" Relaciones Laborales, n2 4/1992, pag. 
1), "En los países en los que secularmente se ha impuesto como modelo 
principal de solución de conflictos el modelo judicial, y no siempre ni 
necesariamente como consecuencia de concretas opciones de política de 
derecho, el grueso de la doctrina procesalista ha mantenido y sigue 
manteniendo un acentuado recelo hacia las fórmulas extrajudiciales, 
incluidas aquellas que no comportan un impedimento definitivo en el 
acceso a la prestación jurisdiccional; actitud ésta, por otra parte, 
que a menudo ha venido y viene apoyada o estimulada desde los propios 
sectores judiciales".
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Posteriormente la jurisprudencia cambió de posición 
( 480 ) / Y/ en una interpretación que parece plenamente 
consolidada, entendió que era perfectamente legal que se 
atribuyese a las comisiones paritarias funciones de 
intervención en los conflictos colectivos (481), si bien 
matizando, en general, que esa intervención no cerraba la 
posibilidad de recurso a la Jurisdicción, aunque "no cabría 
acudir (a ésta) sin que previamente la comisión paritaria 
haya emitido su parecer sobre el conflicto planteado" 
( 482 ).
480 MARTINEZ GIRON, JESUS, ("Puntos críticos en la aplicación 
del convenio colectivo" en Actualidad Laboral, Tomo 11/1988, pag 2532), 
apunta que este cambio y posterior consolidación de la doctrina 
jurisprudencial "ha sido propiciada por el hecho de que trabajadores y 
empresarios, repetidamente, esgrimen en los pleitos cuando son 
demandados la excepción procesal de falta de agotamiento del trámite 
convencional previo".
481 . - Se inicia esta nueva dirección jurisprudencial con STCT
13-12-82 Ar.7931, y 9-3-84 Ar. 3039 y se continuó con STCT 12-9-84, 
19-12-84 Ar. 7253 y 10023, 25-1-85 y 11-10-85, Ar. 659 y 5896, ó 
también, 16-12-86 y 17-12-86, ref. 14644 y 14648, etc....
En ese mismo sentido más modernamente, por ejemplo:
STCT 7-2-89, 5-4-89, 9-5-89, Ar. 74, 171, 211.
STSJ (Madrid) 7-11-89, 14-11-89, 21-11-89, Ar. 145, 152, 148 
STSJ(Valencia) 21-9-89 (40/89) y 20-12-89 (189/98).
STSJ (País Vasco) 23-5-91 y 24-6-91, Ar. 3285 y 3592.
482 .- MUÑOZ CAMPOS, "La Justicia " op. cit., pag. 176.
Por ejemplo, muy clara al respecto, STSJ (País Vasco) 23-5-91, Ar.
3285.
STCT 7-2-89, Ar. 74, sintetiza muy claramente la posición 
jurisprudencial al respecto estableciendo que "aquel requisito 
(intervención previa de la Comisión Paritaria), que no representa, como 
el recurrente sostiene, vulneración al derecho de tutela efectiva 
reconocido en el art. 24.1 de la Constitución, pues no se niega esa 
tutela, aunque se condicione, por libre decisión de las partes que 
suscribieron el convenio, a la observancia previa de la formalidad 
dicha, y una vez cumplimentada queda expedita la vía 
jurisdiccional...".
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Se entendía jurisprudencialmente que esa actuación es 
posible al amparo del artículo 82.2 ET, que de hecho está 
implícita en el artículo 85.2.d. ET, y que, desde luego, 
pactado un convenio en esos términos tiene plena vigencia 
y, al amparo de los arts. 3.1.b, y 82.3 del ET, resulta de 
obligado cumplimiento ( 483 ), citándose incluso el art. 
37.1 CE (484 ) como garantía de la fuerza vinculante de 
cualquier pacto lícito que existiese en un convenio 
colectivo, e incluso, el art. 37.2. CE, admitiendo que de 
él se deriva, en una lectura aceptable, el derecho a 
instaurar procedimientos de solución de conflictos, tal 
como se expuso (485 ).
La única exigencia jurisprudencial es que la 
atribución de estas facultades sea inequívoca, pues, en
483 .- Por ejemplo, STCT 13-12-82, Ar. 7931.
Más recientes, también, a título de ejemplo, STCT 9-5-89, Ar. 211, 
y STSJ (Madrid) 7-11-89, Ar. 145.
484 .- Además de las citadas en la nota precedente, por ejemplo,
STCT 9-3-84 Ar. 3039 ó STSJ (País Vasco) 23-5-91, Ar. 3285.
485 .- Es clara STCT 5-4-89, Ar. 171, que establece que "Una de 
las lecturas aceptables del artículo 37.2. de la Ley Fundamental 
autoriza a que.... los negociadores mismos instrumenten modos de 
composición o sustitutivos procesales dirigidos a superar y corregir 
ciertos inconvenientes ....de una judicialización excesiva de los 
conflictos de grupo que no es incondicionalmente aconsejable o que, al 
menos, debe alternar con el ensayo de otras opciones pacificadoras".
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caso contrario, no existirá obligación de sometimiento 
previo de las diferencias (486 ).
En la medida que esta jurisprudencia relativa a las 
comisiones paritarias resulta aplicable a cualquier otro 
sistema de solución negociado colectivamente (487 ), parece 
claro que no hay obstáculo legal para admitir que éstos
486 . - En tal sentido de no existencia de obligatoriedad, por no
venir expresamente establecida en el pacto colectivo, se pueden citar 
las STCT de 26-3-85, 28-3-85, 25-4-85, 10-6-85, 16-10-85, 29-10-85, y
5-11-85, Ar. 2278, 2285, 4361, 5902, 5929 y 6626, ó también, 6-2-86,
15-4-86 y 10-6-86, Ar. 687, 2980, 5312 entre otras muchas.
Más recientemente, por ejemplo, STCT 8-3-89, 29-3-89, Ar. 114,
151,
La citada doctrina ha sido plenamente asumida por los Tribunales 
Superiores de Justicia, y así por ejemplo STSJ (Valencia) 8-11-89 
(117/89) y 14-12-89 (182/89), STSJ (Sevilla) 17-5-91, Ar. 3236, STSJ 
(Madrid) 26-9-89, Ar. 81.
La elaboración reciente matiza aún más el tema, pues hay casos en 
que se distingue en atención al propio tenor del convenio examinado, y 
así se aprecian algunas sentencias que consideran no obligatoria la 
intervención de la comisión paritaria en conflictos que no guarden 
relación con el convenio de referencia, al haber establecido éste la 
intervención obligatoria, únicamente, en las cuestiones que afectasen 
al contenido del propio acuerdo colectivo. Por ejemplo, STSJ (Madrid) 
5-12-89 y 19-12-89, Ar. 185 y 212; STSJ (Valencia) 20-12-89 (188/89) y 
4-7-91 (955/91).
En alguna opinión doctrinal se señala, con fundamento, que la
distinción acerca de si el convenio establece con carácter obligatorio 
o no la intervención de la comisión paritaria, en la mayor parte de los 
casos, carece de sentido, y así VALDES DAL-RE, FERNANDO, ("Tutela 
judicial y autotutela colectiva en la solución de los conflictos
colectivos (y II)" Relaciones Laborales, ns 5/1992, pag. 5), expone, 
"...en aquellos casos en los que el convenio colectivo asigna a la 
comisión paritaria la función de conocer de las discrepancias o 
controversias relativas a la interpretación y aplicación de la norma 
pactada, la finalidad ya inmediatamente pretendida por las partes ha 
sido la de dotar de contenido real y no meramente ficticio o formal a
la actividad del órgano paritario.....La configuración "ex contractu"
de la comisión paritaria como un órgano funcionalmente activo en la 
solución de los conflictos colectivos crea ya una presunción en favor 
del carácter obligatorio de su intervención....".
487 .- En tal sentido GOERLICH PESET, "Los acuerdos ...." op.
cit. pag.136, concretamente en la nota 46.
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pueden obligar a todos los comprendidos en su ámbito 
( 488 )/ y no sólo a los firmantes, para los que en 
definitiva la voluntariedad es obvia, pues ellos mismos 
negocian y acuerdan el procedimiento.
b) La Jurisprudencia Constitucional El propio
Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de abordar el 
problema, al analizar un recurso de amparo, interpuesto 
frente a la decisión de los órganos jurisdiccionales 
laborales de no entrar a conocer del fondo de unas demandas 
sobre clasificación profesional, como consecuencia de no 
haber acudido previamente los demandantes a plantear su 
pretensión ante una comisión creada al efecto por el 
convenio colectivo aplicable, y que se había configurado, 
con claridad, como trámite de inexcusable cumplimiento y 
como requisito preprocesal que, si no cerraba el acceso a 
la Jurisdicción, sí lo postergaba hasta que se diese 
cumplimiento al mismo.
480 .- La doctrina jurisprudencial así lo había entendido, en
relación con conflictos colectivos promovidos para la interpretación o 
aplicación de un convenio colectivo por sindicatos no firmantes del 
mismo, por ejemplo STCT 28-9-88 y 18-10-88, Ar. 432 y 476, haciendo 
derivar esa obligatoriedad de la fuerza vinculante que otorga a la 
negociación colectiva el art. 37 CE. La doctrina, como se verá, fue 
confirmada en STCO 217/1991, de 14 de Noviembre, resolutoria, 
precisamente de recurso de amparo formulado contra la primera de las 
dos STCT citadas.
También puede citarse, al respecto, SAN 24-10-91, Ar. 5950, que 
contempla la obligación para un sindicato de someter el conflicto 
colectivo que plantea a la Comisión Paritaria del convenio de empresa, 
con carácter previo a su tramitación jurisdiccional. El conflicto 
versaba sobre interpretación de un convenio de empresa no firmado por 
el citado sindicato, sino por el comité de empresa.
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Pues bien, el Tribunal denegó el amparo (489 ), 
entendiendo que resultaba constitucional la exigencia del 
citado requisito preprocesal, que podía ser establecido 
validamente por la negociación colectiva y que ello no 
afectaba al derecho a la tutela judicial efectiva, 
ratificando así la doctrina jurisprudencial que en el mismo 
sentido se había consolidado en los órganos 
jurisdiccionales sociales.
Con mayor claridad, más recientemente, y en relación 
con un conflicto colectivo, ha tenido ocasión de 
pronunciarse también el Tribunal Constitucional en la 
citada STCO 217/1991, de 14 de Noviembre, sobre la 
obligatoriedad de un sindicato no firmante de un convenio 
colectivo de acudir con carácter previo a someter el 
conflicto a la interpretación de la comisión paritaria del 
convenio colectivo, al versar el objeto del mismo sobre el 
propio convenio, reiterando el Tribunal Constitucional su 
doctrina sobre la posibilidad de establecer vías previas al 
proceso siempre que no quede cerrado el acceso a la 
solución jurisdiccional (49° ), iniciativa que, además, 
considera el propio Tribunal beneficiosa en el sistema de
489 STCO 162/1989, de 16 de Octubre, BOE de 7-11-89.
490 . - Así ocurría en el supuesto contemplado en el que la 
cláusula examinada, disposición complementaria 4§,5, del convenio 
Básico de ámbito nacional para las industrias cárnicas para 1987 
establecía esa obligación "con carácter previo a cualquier medida de 
presión o vía judicial o administrativa, sin perjuicio del ejercicio 
posterior de los derechos individuales o colectivos".
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relaciones laborales (FJ 5 2 ), admitiendo que, esos
i
trámites preprocesales de obligado cumplimiento, encuentran
i
amparo en el sistema de negociación colectiva de eficacia 
general que se deriva del Estatuto de los Trabajadores, en 
aplicación del art. 37.1. CE (FJ 62).
En todo caso, la obligatoriedad que no plantea 
problemas, y que se admite sin obstáculos por el propio 
Tribunal Constitucional, se refiere al sometimiento a 
sistemas de conciliación, mediación y arbitraje sin laudo 
vinculante, es decir, a todos aquellos que no excluyen el 
recurso al proceso jurisdiccional, salvo acuerdo libremente 
aceptado por las partes (491).
3 .- La utilidad de estos sistemas .- Otro problema 
diferente, pero que no cabe obviar, es cuestionarse la 
utilidad de establecer con carácter obligatorio estos 
procedimientos de conciliación o mediación; en tal sentido 
se ha señalado que "conviene distinguir al crearse formas 
paccionadas de solución de los conflictos de trabajo, 
cuales sean de naturaleza conciliatoria o arbitral, y
491 .- Como señala CRUZ VILLALON, ("La intervención de las
Comisiones...." op. cit. pag. 212), ese carácter absolutamente
voluntario de la solución, excluye cualquier objeción que pudiera 
hacerse a estos sistemas desde la perspectiva tradicional de considerar 
las normas procesales como materia de orden público, absolutamente 
reservada a la Ley, pues, como él señala, "La perspectiva debe ser la 
opuesta, se trata de establecer vías de solución pacífica y amigable a 
un conflicto, antes de acudir al remedio judicial. Con ello no se 
soslaya el ejercicio del derecho a la tutela judicial, que en
definitiva, constituye el elemento justificante en este punto de la 
construcción de la idea del orden público laboral. El propio
ordenamiento jurídico favorece el cumplimiento y aplicación de las 
normas jurídicas por vías no conflictivas antes de acudir a la 
intervención de los Tribunales de Justicia".
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respecto a las primeras, plantearse si interesa o no 
atribuirles un alcance obligatorio preprocesal, pese a no
ofrecer una solución segura del conflicto" ( 492 ). Del
conjunto de cuanto se ha expuesto puede apreciarse que
existen razones sobradas para justificar una mayor 
intervención de los agentes sociales y de los propios 
afectados en la solución de los conflictos laborales 
( 493 )/ por lo que encontraría pleno sentido establecer 
sistemas de conciliación o mediación obligatorios, 
especialmente referidos a las comisiones paritarias y a  la 
negociación colectiva; ahora bien, que ello sea posible y 
aún aconsejable, no puede llevar a que estos procedimientos 
se conviertan en una "moda", que sólo contribuya a crear un 
innumerable conjunto de órganos absolutamente ineficaces, 
que no consigan sino retrasar el acceso a la solución
jurisdiccional, sin ninguna utilidad a cambio.
.- CUEVAS LOPEZ, "La conciliación " op. cit. pag. 51.
493 . - Comparto plenamente la posición que, por ejemplo,
manifiesta VALDES DAL-RE, ("Tutela....... " op. cit. pag 8), quien
comentando la ya citada STCO 217/1991, y la llamada de atención que 
contiene en el FJ 62 para articular una más compleja relación entre 
soluciones judiciales y extrajudiciales, afirma que, "Desde hace ya 
bastantes años se viene denunciando como uno de los defectos más 
acusados de nuestro sistema de relaciones laborales la ausencia de un 
sistema autónomo de composición de conflictos, de la que a su vez 
deriva el no menos conocido defecto de la exagerada judicialización a 
la que está sometida el propio sistema. Hora es ya de que los actores 
sociales logren poner en marcha los compromisos tantas veces anunciados 
e incumplidos y de que los tribunales laborales se liberen de los
históricos y residuales recelos que mantienen hacia los sistemas
autónomos de solución de conflictos, colaborando aquéllos y éstos a dar 
vida a esa "nueva y más compleja relación" entre derecho a la tutela 
judicial y autotutela de la que se ha hecho eco, con toda razón, el 
TC".
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Cualquier sistema que se establezca, distinto de los 
que ya existen, alcanza sentido si va a tener alguna 
efectividad real, si va servir, en definitiva, para 
promocionar la negociación colectiva en cuanto medio de 
solución de conflictos, y por ello, los acuerdos colectivos 
deben considerar seriamente la conveniencia y utilidad 
práctica que puede tener la implantación de medios 
convencionales de composición de conflictos, y no crearlos, 
ni convertirlos en obligatorios, por sistema y al margen de 
la propia realidad laboral en la que han de incidir (494 ).
Puede concluirse, pues, que cabe establecer por vía 
negocial sistemas de solución de conflictos colectivos 
jurídicos, obligatorios para las partes en litigio, basados 
en la conciliación y mediación, que, además, cuando vengan 
pactados en Convenio Marco o Acuerdo Interprofesional de 
los regulados por el art. 83 ET, tendrán el valor y 
eficacia del intento de conciliación preprocesal que regula 
la vigente LPL.
494 . - Poco sentido tiene realizar un gran esfuerzo para crear
sistemas autónomos que queden faltos de uso, y no es buen precedente al 
respecto los reiterados pactos que en la materia no han encontrado 
desarrollo y a los que posteriormente se hará referencia. Por ello como
indican DE LA VILLA GIL, y MONTOYA MELGAR, ("Problemas " op. cit.
pag. 30), la efectividad de estos sistemas implica que "los 
interlocutores sociales habrán de hacer un gran esfuerzo de adaptación 
que les permita confiar crecientemente en los medios voluntarios de 
solución de los conflictos e irse apartando paulatinamente de la 
excesiva (y cómoda) tendencia a someterse a procedimientos oficiales".
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4.2.C.b.- Obligatoriedad de los procedimientos 
arbitrales .-
Es éste un punto central a la hora de examinar las 
soluciones que en nuestro Derecho se deparan a los 
conflictos colectivos jurídicos.
El problema se plantea en términos muy claros, 
"¿podría un convenio colectivo - acuerdo interprofesional, 
convenio marco o convenio ordinario establecer un
procedimiento extrajudicial de solución de los conflictos
colectivos jurídicos que obligase a ......  acudir a él
impidiendo la utilización del procedimiento judicial de 
conflicto colectivo establecido por la LPL...... ?" (495 ).
Parece evidente que la pregunta hay que formularla en 
este punto del estudio, pues, aunque el posible sistema que 
se diseñase podría incluir, junto al arbitral, otros 
procedimientos de solución como la conciliación o la 
mediación, el problema no se plantearía hasta que, agotadas 
las posibilidades de acuerdo en ellos, se diesen por 
fracasadas las vías previas, y las partes se encontrasen 
imposibilitadas de acudir al procedimiento jurisdiccional, 
teniendo como única alternativa posible acudir al arbitraje 
o, lógicamente, desistir de la continuación del conflicto.
495 .-SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento..1 op. cit. pag. 347.
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De este modo irían indisolublemente vinculadas la 
alternativa arbitral con la imposibilidad de acudir a la 
Jurisdicción, y ello porque, como es obvio, lo que no sería 
admisible es que se impidiese acudir al proceso de la LPL, 
pero sin ofrecer ninguna otra vía de solución; como tampoco 
parece posible que se establezca otro tipo de procedimiento 
sustitutivo de la negociación que no sea el arbitral, ya 
que, de los tres que podrían existir (arbitraje, decisión 
administrativa y decisión jurisdiccional), es evidente que 
la autonomía colectiva no puede otorgar nuevas competencias 
ni a los órganos administrativos, ni a los 
jurisdiccionales, además de que carecería de todo sentido 
excluir el recurso al proceso de conflicto colectivo de la 
LPL, para, en su sustitución, atribuir, igualmente, la 
capacidad resolutoria a un funcionario o a un órgano 
judicial.
Es clara, pues, la razón que lleva a plantearse el 
problema de hasta qué punto puede la autonomía colectiva 
excluir el recurso al procedimiento jurisdiccional de 
conflicto colectivo, al mismo tiempo que se analiza el 
posible establecimiento, por esa misma vía, de sistemas 
arbitrales obligatorios.
No puede ignorarse que los problemas para instaurar 
estos sistemas con solución vinculante, son las posibles 
limitaciones al derecho a la tutela judicial efectiva, 
reconocido en el artículo 24 de la Constitución,
limitaciones que, en una primera aproximación, parecen
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obvias si tenemos en cuenta que forma parte esencial de ese 
derecho el de acceso al proceso ( 496 ), que quedaría 
excluido en los presentes supuestos; igualmente se podría 
analizar la incidencia del artículo 117.3 CE, en la medida 
que establece la atribución exclusiva de la potestad 
jurisdiccional en todo tipo de procesos exclusivamente a 
los Jueces y Tribunales (497 ), aspecto sobre el que ya se 
avanzaron conclusiones, distinguiendo entre atribución en 
exclusiva de la competencia jurisdiccional para la solución 
de conflictos y atribución en exclusiva de la competencia 
para solucionar conflictos.
Para abordar el problema, hay que diferenciar tres 
supuestos:
1.- Establecimiento de un sistema arbitral que no sea 
de utilización obligatoria, pero que, si las partes optan 
por acogerse a él, suponga la imposibilidad de utilizar 
posteriormente el procedimiento jurisdiccional de conflicto 
colectivo.
2.- Establecimiento de un sistema arbitral que 
resulte obligatorio, pero exclusivamente para las 
organizaciones sindicales y empresariales que hayan 
suscrito el convenio en que así se establezca, y que, en
496 . - Por ejemplo, STCO 4/1988, de 21 de Enero, BOE 5-2-1988, 
establece con toda claridad que el derecho de tutela judicial efectiva 
comprende; "...el derecho de acceso al proceso....".
497 .- Estos dos problemas son los que fundamentalmente señala la 
doctrina, y así en tal sentido puede verse a DURAN LOPEZ, "Medios de 
solución..." op. cit. pags. 32 y 33.
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consecuencia, les impida acudir al procedimiento
i
jurisdiccional de conflicto colectivo. 1
J  t
3.- Establecimiento de un sistema arbitral que resulte 
obligatorio para todos los comprendidos en el ámbito del 
convenio o acuerdo interprofesional en que así se 
establezca, excluyendo, en consecuencia, la posibilidad de 
que cualquiera de ellos se acoja al procedimiento de 
conflicto colectivo regulado por la LPL.
Se trata de tres situaciones tan claramente 
diferenciadas y con problemas tan distintos que deben ser 
abordadas por separado.
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4.2.C.b.l.- Procedimientos arbitrales que no sean de 
utilización obligatoria.-
No debe existir ningún problema para admitir que la 
autonomía colectiva puede ofertar a empresarios y 
trabajadores, y a sus respectivas organizaciones 
profesionales, estos sistemas, impulsando así que 
voluntariamente se vayan desjudicializando los conflictos y 
se acuda a procedimientos arbitrales. <
El supuesto no difiere de cuanto ya con anterioridad 
se expuso en relación con el arbitraje voluntario, pues la 
puesta en funcionamiento de los mecanismos arbitrales se 
produce por la propia voluntad de las partes, que suscriben 
un compromiso arbitral, con la única matización de que, en 
lugar de diseñar ellas mismas el procedimiento, se acogen a 
uno creado previamente mediante la negociación colectiva, 
pero sin que ello altere en nada la voluntariedad de la 
sumisión a aquél.
Es, pues, un arbitraje voluntario y como tal debe ser 
tratado, remitiéndome a cuanto al abordar tal procedimiento 
se expuso y reiterando que "en nuestro ordenamiento no 
existe obligación alguna de acudir a la jurisdicción 
laboral para obtener la resolución de la controversia 
jurídica" (498 ), dado el carácter opcional del
498 .-GOERLICH PESET, " Los acuerdos ...." op. cit, pag. 135.
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procedimiento establecido en el RDLRT y posteriormente en 
la LPL ( 499 ).
Precisamente por lo expuesto, no puede considerarse 
que exista una tensión con el derecho constitucional a la 
tutela judicial efectiva, pues, "en la medida en que lo que 
se reconoce en la Constitución a las partes en el proceso 
de trabajo es una libertad de acceso, siempre será posible 
que con un compromiso de solución amistosa las propias 
partes den por solventado el litigio surgido entre las
mismas con el mismo no se renuncia al ejercicio del
derecho fundamental, sino tan sólo a su ejercicio en una 
coyuntura concreta de aceptación por las propias partes de 
superación de la discrepancia jurídica entre las 
mismas" ( 500 ), obsérvese que esta opinión de CRUZ VILLALON, 
enlaza, de algún modo, con la construcción que sobre 
diferenciación entre renuncia a un derecho constitucional y 
renuncia temporal al mero ejercicio del mismo se elaboró 
por el Tribunal Constitucional en su sentencia de 8 de 
Abril de 1981, FJ 14, lo que parece, desde luego, acertado, 
no sólo porque la formulación del citado Tribunal se hacía 
en términos generales, sino por la íntima vinculación del 
tema que nos ocupa con el propio derecho de huelga.
499 .- STCO 8 de Abril de 1981, FJ 23.
500 .- CRUZ VILLALON, JESUS "Constitución y Proceso de Trabajo"
en AA.W. "VII Jomadas Universitarias Andaluzas de Derecho del Trabajo
y Relaciones Laborales" Sevilla (C.A.R.L.) 1991, pag. 44. Puede verse
también en Revista Española de Derecho del Trabajo n2 38/1989, pags. 
209 a 261, y en concreto, la cita en pag. 220.
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Por otro lado, en modo alguno puede considerarse que 
derive de la Constitución una judicialización obligatoria 
del conflicto laboral, en contra, incluso, de la voluntad 
de las partes (501 ), y por ello la doctrina acepta 
plenamente esta posibilidad de arbitraje voluntario de 
creación convencional, y así, por ejemplo, PALOMEQUE LOPEZ 
indica que "el recurso a sistemas no jurisdiccionales de 
solución de conflictos laborales de carácter jurídico sólo 
será posible, así pues, y a la vista del alcance del 
derecho a la tutela judicial efectiva, si el sujeto 
interesado no ejercita voluntariamente su derecho 
constitucional a plantear las pretensiones relativas a sus 
derechos e intereses legítimos ante los Tribunales de 
justicia" ( 502 ).
Como tampoco pretenden estos sistemas dar una solución 
jurisdiccional al litigio, y me remito a la diferencia que 
entre potestad jurisdiccional y solución de conflictos se 
expuso (503 ), no puede sostenerse que existe una tensión
501 . - Como señala VALDES DAL-RE, (" Tutela judicial...." op.
cit. pags. 2 y 3), "En resumen, la Constitución no consagra un modelo 
cerrado y único de solución de las controversias jurídicas o, lo que es
igual, no judicializa el conflicto   ni impide a los interesados
solventar sus diferencias mediante fórmulas amistosas o con el auxilio 
de órganos no integrados en la actividad jurisdiccional......".
502 .-PALOMEQUE LOPEZ, "Administración...." op. cit. pag. 40.
503 .-Además de cuanto ya quedó expuesto y entre otras muchas 
opiniones, VALDES DAL-RE, ("Tutela judicial..." op. cit. pag. 2) señala 
que " el monopolio de la Jurisdicción no lleva aparejada la privación a 
los particulares o a los grupos sociales organizados de la posibilidad 
de instituir procedimientos privados de composición de los conflictos,
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con la exclusividad jurisdiccional del artículo 117.3 de la 
Constitución y por tanto no aparecen especiales problemas 
para que se admitan como perfectamente posibles.
La negociación colectiva habría jugado así un papel de 
completar el ordenamiento, ofreciendo a los afectados por 
una controversia laboral nuevas vías de solución, pero sin 
imponérselas.
sustitutivos de la actividad jurisdiccional pública".
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4.2.C.b.2.- Procedimientos arbitrales que resulten
obligatorios exclusivamente para quienes 
hayan suscrito el convenio en que así se 
ha establecido.-
En estos supuestos, como ya he tenido ocasión de 
exponer (504)/ el arbitraje, aún cuando previsto para 
controversias aún no surgidas, y pese a que, producida una 
de ellas, entrará en aplicación de manera obligatoria, en 
la medida que sólo vincula a quienes lo crearon y le 
dotaron de ese carácter, no deja de ser un arbitraje 
voluntario, y como tal no entraría en tensión con el 
derecho constitucional a la tutela judicial efectiva 
( 505 ).
504 Al respecto véase en este estudio 4.1.B.b. El Arbitraje
voluntario, concretamente el apartado 3.- otros supuestos de arbitraje 
voluntario.
505 Como señala RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, FERMIN, ("Sobre la 
intervención del Orden Jurisdiccional Laboral en la Solución de los 
Conflictos Colectivos", Temas Laborales, ns 6/1986, pag. 134), en 
opinión aplicable a todos los supuestos de arbitraje voluntario, "Se 
entiende así que una decisión convenio de las partes - se insiste, sea 
para un conflicto concreto y para una sola vez, cuando ese conflicto se 
presente, sea como norma de aplicación indiferenciada para todos los 
conflictos que pudieran surgir entre ellas en el futuro - por la que se 
evite la vía jurisdiccional por utilización de otras técnicas que 
atribuyen facultades decisorias a otros órganos distintos no constituye 
en modo alguno violación de la garantía contenida en el artículo 24.1 
de la Constitución”.
En ese mismo sentido HERNANDEZ VIGUERAS, ("Solución..." op. cit. 
pags. 508 y 509) quien resalta además, como parece claro, que ese 
arbitraje se acomoda perfectamente a la parte obligacional del 
convenio, por lo que encuentra plena licitud en nuestro ordenamiento.
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Es más, se ha indicado que lo anterior resulta
i
coherente con la incardinación del proceso laboral en un
i
sistema de libre iniciativa privada y de reconocimiento, 
por consiguiente, del principio dispositivo, principio que 
"abre la puerta a que las propias partes privadas puedan 
comprometerse libremente a acudir a determinados sistemas
de conciliación, mediación o arbitraje  compromiso, por
otra parte, que en principio es lícito que se lleva a cabo 
tanto con carácter previo como con posterioridad a la 
exteriorización de la discrepancia de interpretación 
jurídica. . . " (506 ).
La doctrina no encuentra especiales problemas para 
considerar posibles y admisibles jurídicamente estos 
acuerdos, y así, comentando el proyectado acuerdo de 
solución de conflictos de la Comunidad Valenciana (507 ), 
RAMIREZ MARTINEZ expone que "desde este punto de vista la 
obligatoriedad del arbitraje, tanto en los conflictos de 
interés como en los conflictos jurídicos, encuentra límites 
salvo para las organizaciones sindicales o empresariales o 
las empresas afiliadas a las organizaciones confederales 
firmantes del Acuerdo interprofesional proyectado" (508 ),
506 .-CRUZ VILLALON, "Constitución ...." op. cit. pag. 44.
507 .- El proyecto en estudio en el seno del Consejo Valenciano
de Relaciones Laborales se analiza con posterioridad.
508 .- RAMIREZ MARTINEZ, JUAN MANUEL, "Reflexiones en torno al 
anteproyecto de acuerdo sobre procedimiento de solución de conflicto 
colectivo en la Comunidad Valenciana", pag. 10, informe multicopiado
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o, en otras palabras, las organizaciones firmantes pueden 
quedar vinculadas, sin problemas, por el posible acuerdo 
arbitral.
Las dudas que sobre la validez de estos acuerdos que, 
aún pactados voluntariamente, imponen después un arbitraje 
a los propios firmantes, han sido abordadas por la 
Jurisdicción, especialmente en una importante sentencia del 
TCT de 2-6-87 (509 ) que establece que, en estos supuestos, 
la opción arbitral excluye el sometimiento del problema a 
decisión jurisdiccional, de tal manera que, s¿ se solicita 
ésta, deberá resolverse mediante la declaración de la 
incompetencia de jurisdicción.
dirigido a las JORNADAS SOBRE MEDIOS EXTRAJUDICIALES DE SOLUCION DE 
CONFLICTOS, organizadas los pasados 2 y 3 de Mayo de 1991, por el 
Consejo Andaluz de Relaciones Laborales.
509 .- STCT de 2-6-87 Ar. 14.691, comentando precisamente la
obligatoriedad de someterse al procedimiento arbitral instaurado por el 
denominado PRECO 1, ó "acuerdo sobre procedimiento de resolución de 
conflictos colectivos y de la negociación colectiva", suscrito en el 
País Vasco y que estuvo en vigor entre 1985 y 1987. La sentencia parte 
de que el sometimiento a dicho procedimiento había sido instaurado 
mediante un pacto expreso acordado en convenio colectivo, por lo que 
debe entenderse que "las partes intervinientes en el pacto.... 
declinaron la solución judicial para situaciones conflictivas que 
surgieran por la aplicación del mismo".
También la STCT de 6-2-86 Ar.4539 había establecido la
obligatoriedad de un sistema arbitral de creación convencional y para 
los firmantes del convenio correspondiente, sobre la base de que se 
trataba de un compromiso arbitral libremente asumido, resaltando que la 
única posibilidad de acceso posterior a la Jurisdicción es que se 
hubiese producido alguna violación legal o convenida en la resolución 
que se dictase.
Por su parte, STCT 31-10-86, Ar. 10778, establecía, igualmente, la 
obligación de una empresa de respetar un previo compromiso de 
sometimiento de una discrepancia al arbitraje de la autoridad laboral.
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En definitiva, se sigue planteando un procedimiento 
voluntario, y por tanto cabe aplicar cuanto se expuso en el 
apartado anterior y hacer una remisión a lo comentado sobre 
los posibles arbitrajes voluntarios en el marco de nuestro 
Derecho. En especial me remito a aquellas consideraciones, 
tanto para este tipo de compromisos como para el anterior, 
en dos aspectos esenciales: la naturaleza del laudo, y las
posibilidades de impugnación que sobre el mismo existen.
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4.2.C.b.3.- Establecimiento de un procedimiento 
arbitral obligatorio para todos los 
sujetos comprendidos en el ámbito del 
acuerdo que lo instaura.-
1 Planteamiento del problema . - Ya se hizo alusión 
a opiniones que consideran que la posibilidad de 
establecer, mediante la negociación colectiva, un sistema 
arbitral que obligase, no sólo a los firmantes, sino a 
todos los sujetos comprendidos en el ámbito del convenio 
correspondiente, es uno de los problemas centrales que 
plantea nuestro Derecho de conflictos laborales, 
especialmente a la hora de contemplar las posibilidades de 
que dicho sistema excluya la utilización del proceso 
colectivo.
La posibilidad de establecer procedimientos de 
solución voluntarios en convenio ya se ha visto que es 
claramente admisible, ahora bien, "problema distinto - y de 
enorme interés y trascendencia - será el de si esos 
convenios colectivos podrán vincular, no sólo a los sujetos 
firmantes, sino también a otros sujetos colectivos no 
firmantes del mismo" (510).
Vaya por delante que avanzar una conclusión terminante 
es difícil, pues la novedad del tema, la ausencia de
510 .-SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 348.
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precedentes jurisdiccionales al respecto, y desde luego el 
choque que esta posibilidad produce en nuestra doctrina, 
especialmente la procesalista, en parte por la fuerte carga 
civilista presente en la misma, pero en gran parte también, 
por la existencia de un derecho constitucional a la tutela 
judicial efectiva que no puede desconocerse, sin olvidar 
tampoco toda la doctrina internacional, ya expuesta, acerca 
de la voluntariedad intrínseca al arbitraje laboral (y 
cabría decir a todo arbitraje), hacen presagiar 
dificultades para que la posibilidad se abra camino*, y 
desde luego es indiscutible que encontrará problemas 
aplicativos en los tribunales.
Debe señalarse también que es, desde luego, preferible 
la introducción de procedimientos voluntarios, y que se 
fomente la utilización de los mismos mediante una 
legislación de apoyo y la fuerte implicación de los agentes 
sociales en cuanto a su uso (511), pero ello no excluye 
que se contemple, en un momento dado, la introducción de un
511 .- En parecido sentido DEL REY GUANTER, ("Los medios
extrajudiciales...." op. cit, conclusiones), "La segunda vía para 
limitar el protagonismo excesivo de la jurisdicción laboral en el 
ámbito de los conflictos de trabajo es promover una implantación
progresiva y selectiva del arbitraje voluntario privado ........  dicha
promoción ha de correr a cargo tanto de los interlocutores sociales 
como de los poderes públicos. Los primeros mediante la inclusión de
cláusulas de arbitraje en los convenios colectivos los
segundos.... mediante la consecución de un consenso con los 
interlocutores sociales en la confección de una lista de árbitros, la 
ayuda para su conveniente formación en las técnicas arbitrales y la 
configuración de un procedimiento arbitral básico que pudiera servir 
de referencia a los convenios colectivos...".
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arbitraje obligatorio y por lo tanto es una posibilidad a 
estudiar (512).
2 .- Problemas que se plantean . - Los problemas que 
plantea esta solución pueden ser de muy diversos tipos, y 
así, por ejemplo, se ha apuntado que este tipo de sistemas
r
serían imposibles, pues un sujeto comprendido en el ámbito 
del convenio "no puede ver restringida su libertad 
fundamental de acceso a la Justicia en virtud de un 
convenio establecido por otros sujetos, sujetos que es 
cierto que actúan como sus representantes, pero en virtud 
de una representación legal o institucional que no de 
carácter civil" (513), o, también, "lo dudoso es si tales 
obligaciones pueden llegar a imponer un arbitraje 
obligatorio, que suponga el recurso necesario a un árbitro 
o árbitros en caso de fracaso de la negociación o en caso 
de fracaso de la intervención de la comisión paritaria del 
convenio a interpretar. Porque las disposiciones del 
Acuerdo pueden ser obligatorias, pero ellas mismas deben de 
respetar el derecho a la negociación colectiva (que aparece 
vulnerado si se impone obligatoriamente el recurso al 
arbitraje) o el derecho a la tutela judicial (que aparece 
vulnerado si la exclusión de la intervención judicial, no
512 . - El sistema en estudio en la Comunidad Valenciana incluye,
como se verá, un supuesto de arbitraje obligatorio en los conflictos 
colectivos jurídicos.
513 .-CRUZ VILLALON, "Constitución op. cit. pag. 47.
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su mero retraso, se impone obligatoriamente)" (514 ). Aún
i
cabrían otros argumentos, como, por ejemplo, la cita' del 
artículo 2.2.d de la LOLS, que incluye como contenido 
esencial de la libertad sindical - en coherencia con la 
interpretación del propio Tribunal Constitucional - el 
derecho al planteamiento de Conflictos Colectivos, o el 
carácter, aparentemente obligacional, que parecen tener las 
cláusulas de paz laboral, entre las que podría incluirse, 
en una primera aproximación, la que contemplamos, en 
función de los arts. 82.2 del ET, que habla expresamente de 
que los convenios "podrán regular la paz laboral a través 
de las obligaciones que se pacten", y del 82.3 ET que 
indica que los convenios obligan a "todos los empresarios 
y trabajadores ...", y, por lo tanto, podría entenderse que 
no se puede extender esa obligación, en los concretos 
aspectos que se analizan, a los sujetos colectivos no 
firmantes (515).
Por todo lo anterior se ha señalado que "el recurso a 
sistemas no jurisdiccionales de solución de conflictos 
laborales de carácter jurídico sólo será posible, así pues, 
y a la vista del alcance del derecho a la tutela judicial 
efectiva, si el sujeto interesado no ejercita 
voluntariamente su derecho constitucional a plantear las
514 .-RAMIREZ MARTINEZ, "Reflexiones..." op. cit. pags. 9 y 10.
515 .-En ese sentido SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. 
cit. pag. 348.
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pretensiones relativas a sus derechos e intereses legítimos 
ante los Tribunales de Justicia. En otro caso el acceso a 
la vía judicial ha de quedar garantizado" (516).
Si además se añade que la actual Ley de Procedimiento 
Laboral permite C517 ) que se sustituya convencionalmente 
la conciliación previa al proceso por otros tipos de 
conciliación-mediación pero nada dice sobre el arbitraje, e 
incluso ha desaparecido la referencia que, en el artículo 
241 del Anteproyecto, se hacía a la ejecutividad de los 
laudos arbitrales dictados por los órganqs que puedan 
constituirse en base a convenios colectivos o acuerdos 
interprofesionales, se puede comprender que se hace difícil 
sostener la posibilidad de un procedimiento arbitral 
excluyente de la vía jurisdiccional, instaurado mediante la 
autonomía colectiva.
3 .- Un examen más detenido de los problemas
expuestos.-Ahora bien, dicho todo lo anterior, hay que 
matizar que el problema no es tan claro.
a) Carácter obligacional o normativo de este tipo de 
cláusulas El carácter obligacional y vinculante, en 
consecuencia, sólo para los sujetos firmantes del convenio, 
de las cláusulas de paz laboral tiene matizaciones que se 
aprecian, con toda claridad, al examinar la renuncia al
516 .-PALOMEQUE LOPEZ, "Solución .... " op. cit. pag.496.
En parecidos términos, también en "Administración...." op. cit. 
pags. 39 y 40.
517 .-arts. 63 y 153 LPL.
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ejercicio del derecho de huelga, perfectamente posible al 
amparo de los artículos 8.1 del RDLRT y 82.2 ET, renuncia 
que alcanza a los trabajadores individuales pero también a 
los sujetos colectivos no firmantes, pues, como expone 
SALA FRANCO (518 ), "¿qué sentido tiene admitir la 
legalidad de las huelgas convocadas por sujetos colectivos 
no firmantes del convenio donde se hubiese renunciado al 
derecho de huelga si los trabajadores que deben seguirlas 
incurren en ilegalidad a juicio del Tribunal 
Constitucional?".
Por otro lado, no puede afirmarse, sin matizaciones, 
que todas las cuestiones relativas a la paz laboral y a la 
solución de conflictos que se establezcan en los acuerdos 
colectivos sean de carácter obligacional (519), no sólo en 
cuanto al establecimiento de trámites preprocesales como 
los que ya se han analizado, cuyo carácter normativo parece
518 .-SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 348.
519 .- No sólo por la evidencia de que cada vez se hace más
imprecisa la línea divisoria entre parte obligacional y parte normativa 
del convenio, como señala, por ejemplo, GARCIA-PERROTE ESCARTIN, 
IGNACIO, ("Cláusulas Obligacionales y Cláusulas normativas en los 
convenios colectivos" Documentación Laboral, ns 25/1988, pag. 32) ante 
la existencia de cláusulas "propiamente normativas que no tienen como 
destinatorias los sujetos del contrato de trabajo, sino sujetos 
colectivos", sino también porque, como señala GONZALEZ ORTEGA, ("La
difícil " op. cit. pag. 18), sigue abierta "la cuestión relativa a
la naturaleza de este tipo de acuerdos, verdadera negociación 
sostenida, que proporcionan al convenio los mecanismos aplicativos de
carácter práctico ", y que por tanto parece que deben dotarse de la
mayor eficacia y generalidad posible.
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indiscutible (520 ) / sino incluso en el posible 
establecimiento de sistemas arbitrales alternativos al 
proceso de conflicto colectivo, y así MONTOYA MELGAR, 
sostiene inequívocamente el carácter normativo de las 
"cláusulas que instituyen procedimientos voluntarios de 
sometimiento de diferencias a arbitraje, conciliación o 
mediación" (521 ), y sin duda hay que admitir que las 
cláusulas sobre solución de conflictos, inclusive los 
pactos arbitrales, pueden integrarse en el contenido 
obligacional o normativo del convenio, en función de la 
propia intencionalidad de los sujetos negociadores y del 
contenido que den a las mismas ( 522 ).
520 .-Si se analiza la doctrina jurisprudencial, confirmada como 
se vio por el Tribunal Constitucional (STCO 217/1991), en el sentido de 
que, la obligación de someter los litigios planteados en relación con 
un convenio a conocimiento previo de la Comisión Paritaria, alcanza 
incluso a los sindicatos que no negociaron el citado convenio, habrá
que convenir con VALDES DAL-RE, ("Tutela ", op. cit. pag. 7), en
que lo anterior supone que "la doctrina judicial está aceptando las dos 
siguientes ideas, al menos implícitamente: de un lado, que el contenido 
normativo de un convenio puede imponer derechos y obligaciones a las 
partes del contrato individual de trabajo, pero también contener 
acuerdos cuya función sea la de regular la relación jurídica colectiva; 
de otro, que estos acuerdos, entre los que se ubica el aquí debatido, 
pueden desplegar una eficacia normativa y "erga omnes"".
En definitiva se abre, aunque no ilimitadamente, el camino a 
cláusulas normativo-colectivas que pueden regular materias relativas a 
la conflictividad colectiva.
521 .- MONTOYA MELGAR, ALFREDO, "El contenido de los convenios
colectivos" Relaciones Laborales, Tomo 11/1989, pag. 180. En el mismo 
sentido en AA.W. "El contenido de los convenios colectivos: contenido 
normativo y contenido obligacional", Madrid (Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social) 1989.
522 .- Al respecto la doctrina Italiana ya se ha referido al
problema, por ejemplo, MAGNANI, MARIELLA, ("Contrattazione Collettiva e 
Govemo del Conflitto" en Giornale di Diritto del Lavoro e di Relazioni
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b) Los problemas que plantea el derecho a la tutela 
judicial efectiva .- Generalmente se señala como uno de los 
problemas fundamentales para la admisión de este tipo de 
cláusulas su posible contradicción con el derecho 
constitucional a la tutela judicial efectiva, pero en ese 
sentido, cabe plantearse, si es lógico que se permita una 
renuncia al ejercicio temporal de un derecho constitucional 
fundamental como el de huelga, y, en cambio, se planteen 
tantas resistencias a la simple limitación temporal al 
ejercicio de otro derecho fundamental como el de tutela 
judicial efectiva, que quedaría mucho menos afectado que el 
anterior, pues, obsérvese que un convenio colectivo jamás 
puede excluir totalmente el derecho de tutela judicial 
efectiva, en la medida que, aún cuando se instaurase un 
sistema arbitral que excluyese la utilización del 
procedimiento jurisdiccional de conflicto colectivo, nada 
impediría que un sindicato o unos representantes unitarios 
promuevan reclamaciones individuales, que nunca quedarían 
imposibilitadas; incluso, después de emitido el laudo
Industrian, n2 48/1990, pag. 707), "el problema de la eficacia 
obligacional o (también) normativa de las cláusulas de paz no puede ser 
resuelto en abstracto, sino que esencialmente es en primer lugar un 
problema de interpretación de la voluntad contractual.
También, GIUGNI, GINO, "La obligación de paz: valoraciones de 
derecho comparado" Rivista di Diritto del Lavoro, ns 1/1973, pag. 23.
Si analizamos en nuestro Derecho la STCO 217/1991, ya 
reiteradamente aludida, no creo que pueda sostenerse que el carácter 
normativo y "erga omnes" de las cláusulas de solución de conflictos no 
resulta extensible a los pactos arbitrales. El problema para su 
admisión no vendrá, pues, por su carácter de pactos obligaciones, pues 
pueden no tenerlo, sino de su conjugación con otros derechos 
constitucionales.
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vinculante, existiría una posibilidad, más limitada que la 
inicial, pero aún bastante amplia, de acceso a la tutela 
judicial, mediante el recurso de nulidad que podría 
interponerse, tanto por cuestiones de procedimiento (falta 
de imparcialidad, indefensión, no ajustarse al 
procedimiento establecido), como de contenido (ultra vires, 
o contrario al orden público por desconocer normas de 
Derecho Necesario Absoluto o Relativo), y que sería 
idéntico al que cabría en los otros supuestos de arbitraje 
que se examinaron con anterioridad ( 523 ).
Además de lo expuesto, el derecho a la tutela judicial 
efectiva, no es un derecho absoluto e intocable pues, como 
reiteradamente ha declarado el Tribunal Constitucional, es 
un derecho prestacional, es decir, que se tiene en los 
términos establecidos por las Leyes y que puede 
restringirse, en la medida en que dicha restricción actúa 
en servicio de la efectividad o promoción de otros bienes o 
derechos fundamentales y libertades públicas
523 Así lo expone, además de otras opiniones ya citadas,
RIVERO LAMAS, JUAN, ("La aplicación del Derecho del Trabajo: tutela 
jurídica de los derechos y protección jurisdiccional", Revista Española 
de Derecho del Trabajo, ns 42/1990, pag. 202), que no considera 
incompatibles estos sistemas obligatorios para terceros con el derecho 
a la tutela judicial pues, "la solución extrajudicial del conflicto, no 
priva a las partes - así lo entiendo- del derecho a impugnar el laudo 
por el procedimiento de conflicto colectivo o de impugnación de los 
convenios, por lo que permanece abierta la vía de acceso a la 
Jurisdicción Laboral para que ésta revise si el órgano arbitral se 
ajustó en el laudo a los términos en que se delimitó la discrepancia 
por las partes, o también si se han lesionado los términos del propio 
convenio, los derechos irrenunciables o aquél es contrario al orden 
público laboral".
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constitucionalmente protegidas (524 ), por lo que podría
i
sostenerse su restricción en beneficio de la eficacia y
i
promoción del derecho a la negociación colectiva.
Me parece interesante observar también que el derecho 
constitucional de tutela judicial efectiva se establece
para la defensa de unos determinados intereses, y, aún 
reconociendo al sindicato como titular de intereses 
colectivos y legitimado para su defensa, en el conflicto 
colectivo los que se tutelan en último extremo, en general 
y en las consecuencias aplicativas prácticas del proceso, 
no son los del promotor del conflicto, sino los de los 
trabajadores afectados, sobre los que recaerán las 
consecuencias de la sentencia dictada, lo que aún hace más 
difícil entender que con una solución como la que se 
plantea se vulnera ese derecho constitucional, pues los 
auténticos receptores de las consecuencias finales del
proceso pueden seguir defendiendo sus legítimos intereses y 
derechos por la totalidad de los cauces procesales a su 
alcance, ya que el proceso colectivo no lo está (525 ). 
Cuando menos habrá que convenir en que, desde esta
perspectiva, no puede asimilarse la situación contemplada a
524 Por ejemplo STCO 3/1983 de 25 de Enero, BOE 17 de febrero.
525 . - Ni siquiera cabría pensar en que los trabajadores podrían
vincular a sus representantes mediante un acuerdo asambleario, pues no 
parece que, ante la imprevisión legal en la materia, pueda sostenerse 
que estos tienen carácter vinculante para los comités de empresa o 
delegados de personal. Al respecto, GARCIA BECEDAS, GABRIEL,
"Asambleísmo y representatividad sindical", Documentación Laboral, n2 
25/1988, pag. 18.
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la privación, al directo titular de un derecho o interés, 
del único cauce procesal adecuado para su defensa; en 
definitiva no parece que pueda contemplarse con el mismo 
criterio la imposición de un arbitraje, de origen 
convencional, en los litigios individuales, que plantea 
grandes problemas de admisibilidad (526 ), con el 
establecimiento de ese mismo procedimiento arbitral en las 
controversias colectivos.
c) Los problemas que suscita el derecho de libertad 
sindical En relación con lo anterior,» los mayores 
problemas, para la admisión de estos acuerdos, vendrían del 
derecho a la libertad sindical (en su vertiente colectiva) 
pero, al respecto, se ha apuntado una opinión interesante 
por GOERLICH PESET ( 527 ) que señala que, frente a las 
eventuales alegaciones de lesión a la libertad sindical que 
podrían formularse, al excluirse la posibilidad de plantear 
conflictos colectivos a un sujeto colectivo no firmante del 
convenio, no puede olvidarse que, sin reproche de 
constitucionalidad, es posible la imposición de un deber de 
paz absoluto, como ya antes se expuso, o "el control de la 
negociación por los sindicatos de mayor nivel" al amparo 
del artículo 83.2 ET.
526 .- Pese a que recientemente se ha defendido su posibilidad,
con extensos razonamientos, concretamente en QUESADA SEGURA, "Las 
comisiones " op. cit. pags. 14 a 31.
527 . - GOERLICH PESET," Los acuerdos  " op. cit. pag. 138.
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También puede sostenerse, al respecto, que un pacto de 
las características que se analizan no excluye el derecho 
de ningún sindicato al planteamiento de conflictos 
colectivos, sino que se limita a sustituir una de las 
formas posibles (de origen legal) por otra (de origen 
convencional).
No obstante es evidente que no puede excluirse una 
fuerte tensión entre el derecho de libertad sindical y esta 
posibilidad.
4 .- Una solución que conjugue los diferentes derechos 
constitucionales afectados . - A mi entender pues, puede ser 
muy precipitado afirmar, sin más, la posibilidad de estos 
acuerdos que instauren un procedimiento arbitral 
obligatorio para sujetos no firmantes, pero tampoco puede 
negarse de raíz su posibilidad, y es que en el problema se 
produce una tensión entre tres derechos protegidos 
constitucionalmente; por un lado, el de negociación 
colectiva con eficacia vinculante; por otro, los de tutela 
judicial efectiva y de libertad sindical.
Esa tensión no puede ser resuelta con el sacrificio 
total de ninguno de ellos, y por eso habrá que intentar 
conjugarlos, a efectos de que cada uno limite a los demás 
en términos razonables y no les deje desprovistos de 
sentido.
En definitiva, para afirmar que un sujeto colectivo no 
firmante de un convenio no pueda acudir al procedimiento 
jurisdiccional de solución de conflictos colectivos, "hay
pag. 401
que salvar previamente un escollo, el de saber que
justifica el sacrificio de su derecho de acción y, en 
último término, de su propia libertad sindical..." (52B ).
Hay que buscar pues un equilibrio razonable entre los 
derechos afectados, y desde luego, la posibilidad de
sacrificar parcialmente los de tutela judicial, en el 
supuesto de que se admita que queda afectado, y de libertad 
sindical sólo puede encontrarse en el de negociación
colectiva, a efectos de garantizar la mayor eficacia a lo 
convenido en ejercicio de ese derecho. Ello lleva a 
considerar que podría existir una posibilidad para 
introducir estos procedimientos de arbitraje obligatorio 
con un carácter limitado, única y exclusivamente, a los 
conflictos derivados de la interpretación de convenios 
colectivos en los que se haya acordado establecerlos, bien 
por referencia directa en su articulado, bien por venir así 
establecido en un convenio o acuerdo interprofesional 
negociado al amparo del artículo 83 ET, aún cuando en estos 
últimos casos, sería aún más clara la posibilidad de
aplicación si, en cada uno de los convenios colectivos a 
los que pudiera afectar el procedimiento arbitral, se 
hiciese una remisión, siquiera genérica, a la sumisión al 
mismo.
Sería pues admisible el establecimiento de un 
procedimiento arbitral obligatorio, excluyente del recurso
528 .- GOERLICH PESET, "Los acuerdos ...." op. cit. pag. 138.
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al procedimiento jurisdiccional de conflicto colectivo, 
cuando viniese a conferir la mayor eficacia posible a la 
negociación colectiva, pretendiendo los negociadores del 
convenio "que su aplicación no pueda desvirtuar lo que fue 
el sentido otorgado por ellas a su clausulado" (529 ); al 
respecto es clarificadora la postura de OJEDA AVILES en 
defensa del mantenimiento del equilibrio interno alcanzado 
en el convenio colectivo, en el sentido de que, en este 
ámbito, la capacidad normativa de las partes sociales 
permite englobar en los convenios colectivos múltiples 
aspectos de la relación laboral, cediendo en los derechos 
que la ley reserva a algunos para poder obtener superiores 
ventajas en otros, por lo que han de cumplirse en sus 
propios términos, dada la comunicabilidad de sus normas, 
gestadas unas en función de otras (530 ); aunque esta
posición tenga dificultades para su admisión, las mismas
que en otro plano plantean las cláusulas de vinculación a 
la totalidad, no puede ignorarse que refleja la realidad 
del convenio y que es una buena justificación, en cuanto 
reflejo de aquella, de la intencionalidad de las partes de 
controlar, en cuanto sea posible, la interpretación y
aplicación del convenio.
529 .-CRUZ VILLALON, "Constitución ..." op. cit. pag. 48.
530 .- OJEDA AVILES, ANTONIO, "La doctrina del equilibrio interno
del convenio" Revista Española de Derecho del Trabajo n2 31/1987, con 
cita de STCT de 28-11-84, 15-4-85, y 20-6-85 (Ar. 9018, 2456, y 4386).
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A la cuestión se ha referido, también, CRUZ VILLALON, 
señalando que las partes firmantes del convenio no pueden 
perder la capacidad interpretativa plena del mismo en 
función de su fuerza normativa vinculante, establecida 
precisamente, no en detrimento, sino en refuerzo de su 
capacidad negocial (531 )*.
Ese deseo de dotar de la mayor eficacia a la 
negociación colectiva, impidiendo que una aplicación ajena 
no tuviese en cuenta esos difíciles equilibrios, 
justificaría unas limitaciones, tan parciales y matizadas 
como las que implica el establecimiento de un procedimiento 
arbitral obligatorio, al derecho de acceso al proceso, que 
sólo quedaría retrasado y reducido en cuanto a las posibles 
cuestiones a dilucidar en él, y de libertad sindical, que 
sólo quedaría afectado en cuanto a la posibilidad de 
plantear un determinado y muy específico tipo de conflictos 
colectivos por vía jurisdiccional, pero ni se limitaría, en 
sí, el planteamiento de los mismos, bien que por otras 
vías, ni el planteamiento jurisdiccional de otros 
conflictos colectivos de tipo distinto, ni se dejaría, al
531 . - CRUZ VILLALON, ("La intervención de las Comisiones...."
op. cit. pag. 217), "El convenio colectivo es un híbrido de contrato y 
norma. Su naturaleza de norma se le concede como elemento de seguridad 
jurídica y de amparo estatal de lo negociado. La fuerza normativa 
vinculante del convenio no se puede volver contra las partes 
negociadoras, limitando en términos absolutos sus posibilidades de
desarrollar una negociación colectiva dinámica  Por ello, en cuanto
que contrato, las partes que negociaron el convenio colectivo son las
más autorizadas para interpretarlo con carácter general Para algo
está precisamente la referencia dentro del artículo 91 a las Comisiones 
Paritarias, para posibilitar que se le encomienden a estas funciones 
interpretativas singulares de los convenios".
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sindicato o representación afectados, desprovisto de otros 
elementos de acción sindical, como el recurso a medidas de 
presión o la promoción de demandas individuales.
La solución vendría dada por esa conjugación, 
imposibilidad de un sistema arbitral obligatorio, de origen 
convencional, en todo tipo de conflictos colectivos 
jurídicos -a los que se refiere cuanto se ha dicho-, y una 
cierta posibilidad de establecer dicho sistema para los 
conflictos de interpretación y aplicación de un convenio, 
bien cuando así lo imponga el propio acuerdo, bien cuando 
este se remita a otro de ámbito superior en que así se 
establezca, bien cuando dicho acuerdo exista y sea de 
eficacia general para el ámbito del convenio en cuestión 
( 532 ).
La imposibilidad de un sistema de carácter general, o 
que abarcase conflictos jurídicos distintos de los de 
interpretación de un convenio, vendría dada por la ausencia
532 .- En esta posición se sitúa CRUZ VILLALON, ("Constitución
..." op. cit. pag. 47), "Incluso cabría efectuar todavía una excepción 
en relación con el arbitraje obligatorio y vinculante, pues éste sí que 
se podría convertir en aceptable desde la perspectiva constitucional en 
aquellos casos en que la discrepancia jurídica afectara a la propia 
interpretación del convenio colectivo".
También GOERLICH PESET, ("Los acuerdos op. cit. pag. 138),
"En consecuencia, hay que afirmar que, si así lo desea y lo hace 
constar expresamente, la autonomía colectiva dispone la posibilidad de 
cerrar el acceso de los sujetos colectivos a la acción judicial (está 
aludiendo a los conflictos de interpretación de convenios)".
En ambos casos se admite, fundamentalmente, que sea un convenio 
ordinario que regule diversas materias el que establezca ese arbitraje 
obligatorio y vinculante sobre el conjunto de las cuestiones que 
comprende el propio acuerdo. Pienso, no obstante, que cabría aplicar 
plenamente esa misma solución en relación con un Acuerdo 
Interprofesional destinado específicamente a establecer un 
procedimiento de solución de conflictos laborales.
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de una justificación aceptable, en términos 
constitucionales, para admitir el sacrificio de los 
derechos de tutela judicial y libertad sindical (533 ).
La posibilidad de un sistema aplicable a los 
conflictos citados podría venir dada, precisamente, por lo 
contrario* la existencia de una limitación muy matizada que 
encuentra justificación constitucional suficiente, por lo 
que puede sostenerse, aún con todas las matizaciones 
posibles, que "nada impide que las cláusulas de los 
convenios ... puedan establecer fórmulas* de arbitraje 
obligatorio y vinculante en los conflictos colectivos de 
interpretación.... las decisiones arbitrales aparecen así
533 . - El argumento del respeto a la fuerza vinculante de la
negociación colectiva parece débil en este caso, por tratarse de 
interpretaciones de normas no convenidas colectivamente y no estar, en 
consecuencia, claras las razones para sustraer su conocimiento de los 
órganos judiciales, como no sea por la voluntad simple de privarles de 
sus facultades en estas cuestiones, lo que constitucionalmente, sin 
otras razones, no parece claramente admisible.
En cambio sigue existiendo un fuerte argumento en favor de esta 
posibilidad, que no se debe excluir pese a lo manifestado, y que no es 
otro que la posibilidad de pactar en convenio un deber de paz absoluto; 
si ese deber conlleva la imposibilidad de la medida conflictiva más 
fuerte eh manos de los trabajadores, la huelga, es difícil justificar 
que no puede pactarse la renuncia a otra medida conflictiva, como el 
planteamiento del proceso colectivo. Podría argumentarse que el deber 
de paz no es claro que afecte a sujetos colectivos distintos de los 
firmantes del convenio, pero remito a cuanto se manifestó con 
anterioridad acerca de que esa distinción, en la práctica, no tiene 
consecuencias, pues, si se admite, como parece claro, que los 
trabajadores comprendidos en el ámbito del convenio si que quedan 
imposibilitados de sumarse a la huelga ¿qué sentido tiene insistir en 
el derecho de un sindicato no firmante a convocar una huelga a la que 
no podrían sumarse los trabajadores llamados a ella?.
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como una continuación de la negociación colectiva por otros 
medios" ( 534 ).
Al respecto, los precedentes en la jurisprudencia son 
escasos, si bien puede citarse la STCT de 17-12-86 (Ar. 
14649) que estableció la obligatoriedad de un comité de 
empresa de someterse al procedimiento diseñado por un 
convenio, no suscrito por él (535 ).
En aquellos casos en que pudiera establecerse este 
arbitraje obligatorio, las garantías del procedimiento, la 
naturaleza del laudo, su eficacia y las posibilidades de 
impugnación del mismo deben equipararse a las ya comentadas 
para los arbitrajes voluntarios, pues, en esencia, la 
institución arbitral es siempre la misma, produciéndose la 
diferenciación únicamente en el carácter voluntario u 
obligatorio, de presente o de futuro, del compromiso de 
sumisión a dicho procedimiento.
5 .- La importancia de una reforma legislativa en la 
materia .- Por último es preciso hacer referencia al papel 
que en este sentido podría jugar una reforma legislativa en
534 .- RIVERO LAMAS, "La aplicación " op. cit. pag. 202.
535 .- De todas formas, la sentencia no es totalmente categórica, 
pues, con cierta incongruencia, el propio convenio disponía que 
finalizado el trámite quedaba a salvo "la libertad de las partes
para  acudir a la autoridad o jurisdicción competente", lo que
puede interpretarse tanto como que la posible solución no era 
vinculante, como que después cabría recurso en los términos ya 
expuestos. Obviamente el valor del precedente sería distinto en cada 
uno de los dos casos citados. También la STCT de 2-6-87, Ar.
14691, ya citada, contempla la obligatoriedad de sujetarse al arbitraje 
previsto en el Acuerdo suscrito en el País Vasco y conocido como PRECO.
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materia de conflictos colectivos, pues, si se parte de las 
ventajas que podría implicar una mayor intervención de los 
propios negociadores en la administración del convenio, tal 
como parece coherente con el sistema de relaciones 
laborales que se desprende de nuestra Constitución y a la 
vista de que la configuración del proceso puede ser 
alterada por la Ley, nada impediría que esa hipotética 
reforma normativa confiriese al proceso jurisdiccional de 
conflicto colectivo un carácter subsidiario en relación con 
otros posibles procedimientos creados por la negociación 
colectiva ( 536 ).
Una reforma de estas características haría 
desaparecer, como es claro, la mayor parte de las 
objeciones de Derecho que puedan hacerse a las cláusulas de 
arbitraje convencional, vinculante para todos los sujetos 
comprendidos en el ámbito de un convenio; subsistirían sin 
embargo las objeciones de política sindical y de relaciones 
laborales que cuestionan muy seriamente la introducción de 
fórmulas arbitrales que no se asuman voluntariamente por
536 De algún modo la idea la apunta RODRIGUEZ-SAÑUDO
GUTIERREZ, FERMIN, ("Sobre la intervención op. cit. pag. 131),
"Una de las ideas básicas sobre las que construir el nuevo sistema de 
resolución.... podría ser la del establecimiento por parte de la ley de 
un procedimiento general utilizable por las partes en conflicto que no
se encuentran vinculadas por un procedimiento autónomo  Frente a la
regulación anterior a la Constitución.... la que se propone está 
basada.... en el reconocimiento de la preferencia de los procedimientos 
creados por los interesados, de tal forma que el sistema legal no se 
aplicaría sino de forma subsidiaria...".
Es claro de todas maneras que en el texto citado se está pensando 
siempre en que en último término la opción final por acudir al 
arbitraje o al proceso jurisdiccional es voluntaria (pag. 132).
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los directamente afectados, pero, la multiciplidad de 
situaciones que pueden darse, aconseja dejar en manos de 
los propios sujetos colectivos la valoración de oportunidad 
sobre los posibles acuerdos que al respecto adopten.
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4.2.D.- SISTEMAS DE SOLUCION CREADOS MEDIANTE LA
NEGOCIACION COLECTIVA EXISTENTES EN NUESTRO 
DERECHO.-
Pese a todos los’ problemas que con anterioridad he 
mencionado, nuestro Derecho conoce, y sin duda conocerá 
todavía más, algunas experiencias y bastantes intentos de 
creación de procedimientos de solución de conflictos por 
los agentes sociales en uso de su autonomía colectiva. La 
característica de todos ellos es que los que se han 
negociado en ámbito estatal no han tenido vigencia 
práctica, en cambio, han contado con alguna aplicación 
otros que se refieren a ámbitos más concretos, en las 
experiencias conocidas, a dos muy específicos: al de un 
convenio concreto, mediante la atribución de funciones de 
conciliación, mediación y arbitraje a las comisiones 
paritarias; o al autonómico, mediante un acuerdo suscrito 
por las organizaciones sindicales y empresariales más 
representativas en dicho ámbito.
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4.2.D.a.- Los intentos de una regulación en acueridos 
de carácter estatal.-
En los diversos acuerdos que con carácter general se 
han suscrito a nivel estatal, entre las organizaciones 
sindicales y empresariales, se han introducido frecuentes 
referencias a la necesidad de regular procedimientos de 
solución extrajudiciales de los conflictos colectivos, 
ninguna de las cuales ha llegado a concretarse y así se ha 
señalado que, "la creación de un amplio sistema de 
procedimientos de solución de conflictos colectivos fue 
empeño, repetidamente frustrado, de los sucesivos Acuerdos 
Interconfederales" ( 537 ) que pretendieron que estos 
"mecanismos de solución de conflictos en la línea de la 
negociación permanente....(fueran)... la primera medida que 
completara (el) sistema español de solución de conflictos" 
(53B).
Un breve repaso por los intentos que al respecto han 
existido (539 ) revela lo siguiente:
537 .- M0NT0YA MELGAR, "La Constitución..." op. cit. pag.119.
538 .- BAYLOS GRAU, ANTONIO, " La institucionalización de la
actuación sindical como elemento • de mediación frente a la crisis",
Revista Española de Derecho del Trabajo, n2 21/1985, pag.35.
539 .- Se recogen todos los textos tal como se publican en el
libro "De los pactos de la Moncloa al AES" elaborado y editado por la
Secretaria Confederal de Formación de CC.00., Madrid 1989.
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1.- Acuerdo Básico Interconfederal, suscrito entre UGT 
y CEOE, en 10 de Julio de 1979.
En su apartado 6, se pronuncian los firmantes, en 
consonancia con el principio de la autonomía de las partes, 
por la supresión, salvo casos excepcionales, de los laudos 
y arbitrajes obligatorios, y, al mismo tiempo, por la 
necesidad de potenciar órganos propios de conciliación, 
mediación y arbitraje voluntario, a nivel intersectorial. 
No se establecen mayores desarrollos, por lo que se trata 
de una mera declaración programática. i
2.- III Acuerdo Interconfederal suscrito entre CC.OO. 
y CEPYME en 30 de Julio de 1979.
En él, simplemente, se alude a la necesaria
desaparición del laudo (entonces vigente plenamente pues no 
se había producido aún la parcial declaración de
inconstitucionalidad del RDLRT), y a la necesidad de agotar 
los sistemas de mediación y conciliación, y, si los mismos 
fracasan, los firmantes se declaran partidarios de un 
arbitraje voluntario. Al igual que en el acuerdo antes 
citado no se recogen mayores concrecciones.
3.- Acuerdo Marco Interconfederal, (A.M.I.) suscrito 
entre UGT y CEOE en 1980.
Dicho acuerdo es el primero que recoge, en extenso,
una referencia a estos procedimiento y, en su apartado X
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dedicado a la Mediación, Conciliación y Arbitraje, crea un 
Comité Paritario Interconfederal de Mediación Arbitraje y 
Conciliación, con funciones, fundamentalmente, de 
seguimiento del propio acuerdo (540 ), así como de
resolver los conflictos que sobre él se planteen, todo ello 
con independencia de los organismos públicos constituidos a 
tal efecto, y con un funcionamiento a desarrollar en un 
futuro reglamento, que nunca se elaboró. Se llegaba a 
contemplar incluso la existencia de Comités Paritarios 
Interfederativos, y también Territoriales, que tampoco 
llegaron a funcionar jamás.
4.- Acuerdo Interconfederal (A.I.) suscrito entre UGT, 
CC.OO. y CEOE y CEPYME, en 1983.
Después que el Acuerdo Nacional sobre Empleo suscrito 
en 1982 no recogiese medidas al respecto, el Acuerdo 
Interconfederal dedicaba el capitulo IX a la mediación 
arbitraje y seguimiento del acuerdo, reiterando lo
establecido en el AMI, sin duda, como se ha señalado, ante
540 .- RODRIGUEZ PIÑERO, MIGUEL, ("Negociación Colectiva y
Acuerdos Sociales" en Papeles de Economía Española, ns 22/1985, pag.
296), expone, "El AMI  se limitó a constituir un "comité paritario
interconfederal de mediación, conciliación y arbitraje" que, pese a ese 
ambicioso título, se configuró más bien como una comisión de 
seguimiento del propio acuerdo, sin que se pusiera en práctica la 
posibilidad prevista de "interponer su mediación, interpretar lo 
acordado y ofrecer su arbitraje"...".
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la falta de desarrollo de las previsiones de aquél (541 ), 
pero, al mismo tiempo, era más ambicioso, porque abordaba, 
por primera vez en este tipo de acuerdos, la necesidad de 
establecer procedimientos extrajudiciales de solución de 
conflictos colectivos, y así, en el punto 52 del citado 
capítulo IX, se establecía la conveniencia de potenciar 
procedimientos voluntarios de mediación y arbitraje para 
solventar esos conflictos, y se acordaba que el propio 
Comité Paritario Interconfederal de seguimiento del A.I., 
elaboraría un reglamento de mediación y arbitraje 
voluntario y una lista de árbitros y mediadores que se 
pondría a disposición de las partes en conflicto (542 ). 
Ninguna de todas esas previsiones llegó a realizarse.
5.- Acuerdo Económico y Social, (AES) suscrito entre 
UGT y CEOE y CEPYME para 1985 y 1986.
El AES, pese a los reiterados fracasos de las 
tentativas anteriores, dedicaba todo su capítulo VI a los 
"procedimientos voluntarios para la solución de
541 .- En tal sentido MONTOYA MELGAR, "La Constitución ..." op.
cit. pag. 119.
542 .- RODRIGUEZ PIÑERO, ("Negociación...." op. cit. pag. 297),
señalaba, "Se trata, evidentemente, de un paso cualitativo que propone
no tanto la creación de compromisos puntuales para su puesta en
práctica a través de los convenios colectivos de empresa o sector, sino 
un instrumento de apoyo a las eventuales iniciativas que las partes de 
esos convenios puedan asumir, consistente tanto en ofrecer una lista de 
personas mutuamente aceptadas por las respectivas centrales, como en la 
elaboración de un llamado Reglamento que podría contener una normativa 
procedimental a ser utilizada como modelo de referencia....".
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conflictos", recordando que su ausencia era una de las 
principales omisiones de las estructuras laborales 
españolas. El AES mencionaba todos los anteriores intentos 
y concluía en la necesidad de elaborar, en el más breve 
plazo posible, y en cualquier caso antes del 31 de 
Diciembre de 1985, un Acuerdo Interconfederal específico 
sobre procedimientos voluntarios para la solución de 
conflictos, que se basarían en la recomendación 92 de la 
OIT y el art. 6 de la Carta Social Europea.
Ese compromiso se calificó como uno de los aspectos 
más novedosos respecto a acuerdos anteriores ( 543 ).
El AES establecía algunos principios de lo que sería 
el desarrollo posterior, como:
Simplicidad, celeridad y publicidad de los 
procedimientos.
- Carácter voluntario, salvo supuestos excepcionales.
- Procedimiento basado en el respeto a principios de 
contradicción, e igualdad, y también garantía de la 
imparcialidad de los árbitros.
- Libertad en la designación de los árbitros, si bien 
se ofrecería una lista consensuada por las organizaciones 
firmantes.
543 .- En tal sentido ROJO TORRECILLA, EDUARDO y PEREZ AMOROS,
FRANCISCO, ("El Acuerdo Económico Social" Revista de Política Social
145/1985, pag. 77), "Realmente lo más novedoso  y que puede tener
repercusiones significativas en las relaciones laborales si llega a 
prosperar, es la firme voluntad de las partes de concluir en breve 
plazo un "Acuerdo.... sobre procedimientos voluntarios para la solución
de los conflictos"  Sería realmente de desear que esta voluntad se
llegará a plasmar en algo real y no cayera en el olvido".
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Proyección territorial de los procedimientos (es 
decir establecimiento, no por ramas de industrias, sino por 
zonas territoriales).
Exigencia de motivación del laudo arbitral, y
clarificación de sus efectos y su valor jurídico.
*‘
Exigencia al Gobierno de las infraestructuras 
necesarias, y de soluciones legales para que no se privase 
de valor a estos procedimientos por la vía del 
planteamiento de conflictos individuales ( 544 ).
Se establecía que el sistema iría dirigido a los 
conflictos surgidos de la interpretación de convenios 
(jurídicos) y que se estimularía a los respectivos 
afiliados a su utilización.
Pese a que llegó a existir, ya en Abril de 1985, un 
reglamento casi consensuado bajo la forma de "borrador de 
esquema" ( 545 ) nunca se llegaron a concretar estos pactos,
544 . - Lo que implicaba como señalaba RODRIGUEZ PIÑERO,
("Negociación " op. cit. pag. 298), "... un cambio particularmente
profundo, puesto que esta preferencia de los mecanismo privados sobre 
la maquinaria oficial, sobre los procedimientos legales, es justamente 
lo contrario de lo que hoy existe...".
545 . - En tal sentido BAYLOS GRAU, "La institucionalización
....",op. cit., pag. 35 y nota 20. También HERNANDEZ VIGUERAS "La 
solución..." op. cit. pag. 191.
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( 546 ) que fueron los últimos que sobre la materija se
í
establecieron en acuerdos estatales.
6.- Propuesta Sindical Prioritaria (PSP) e Iniciativa 
Sindical de Progreso (ISP).
Aunque propiamente no sean acuerdos estatales, pueden 
citarse como demostrativas del reiterado interés de las 
organizaciones sindicales en la regulación, por vías 
autónomas, de estos procedimientos.
a.- La Propuesta Sindical Prioritaria .- Así, la PSP, 
suscrita por CC.OO. y UGT y que pretendía negociarse con el 
Gobierno en 1990 y 1991, recogía en su apartado 18, que 
debían establecerse procedimientos de solución para los 
conflictos colectivos basados en:
1- Las comisiones de interpretación en los convenios 
colectivos.
546 . - En lo que pudo tener su importancia la necesidad de
incorporar a CC.OO. en el posible acuerdo si se quería dotarle de 
eficacia general, e incluso el posible derecho de dicho sindicato a 
estar presente en la correspondiente Comisión, que parecía 
jurídicamente claro como señalan SALA FRANCO, TOMAS, y RAMIREZ 
MARTINEZ, JUAN MANUEL, "Problemas Jurídicos en la aplicación del AES", 
Actualidad Laboral n2 14/1985, pags. 751 y 752.
De hecho CC.OO. partició en algunas de las negociaciones de la 
Comisión, pero las posturas de los interlocutores quedaron distantes 
especialmente en relación con las posibilidades de arbitraje 
obligatorio en procesos negociales bloqueados, defendida por CC.OO, Al 
respecto HERNANDEZ VIGUERAS ("La solución..." op. cit. pag. 191).
En otras opiniones se señalaba que el citado acuerdo podía 
funcionar a espaldas de CC.OO. pero que "los problemas pueden 
suscitarse cuando los representantes de las organizaciones firmantes... 
pretendan llevar al ámbito de sus convenios colectivos los compromisos 
que en materia de mediación y arbitraje alcances sus Organizaciones 
cúpula...", al respecto, ANALISTAS DE RELACIONES INDUSTRIALES, "El AES: 
Una política para la crisis", Relaciones Laborales, Tomo 11/1985, pag. 
112.
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2- La mediación, con mediadores de una lista 
consensuada.
3- Los arbitrajes, también con árbitros libremente 
designados de una lista consensuada.
4- El carácter voluntario de estos procedimientos.
La PSP recogía la necesidad de negociar estos acuerdos 
con las organizaciones empresariales, y manifestaba la 
importancia de regular también procedimientos de solución 
para los conflictos individuales.
b .- La Iniciativa Sindical de Progreso Por su parte 
la ISP, documento elaborado conjuntamente por ambas 
centrales y suscrito en Noviembre de 1991, reiteraba en su 
apartado 1.2.4., denominado "Procedimientos de solución de 
conflictos laborales", la necesidad de un nuevo sistema de 
mediación conciliación y arbitraje que afectaría a todos 
los conflictos laborales, tanto colectivos como 
individuales, jurídicos o de intereses, a la vista de lo 
que los firmantes consideraban como ineficacia práctica de 
los actualmente vigentes.
Como principios básicos se señalaban los de gratuidad, 
oralidad, inmediatez y voluntariedad, contradicción e 
igualdad de las partes, con expresa remisión a la Carta 
Social Europea y a la Recomendación 92 de la O.I.T., y se 
indicaba que dicho sistema funcionaría mediante órganos 
paritarios, con representantes designados por las 
organizaciones sindicales y asociaciones empresariales.
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En cualquier caso es evidente que las previsiones de 
la ISP, como antes las de la PSP, no han fraguado en ningún 
acuerdo concreto, por lo menos, hasta el momento.
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4.2.D.b.~ Los acuerdos en ámbitos autonómicos
4.2.D.b.l.- Los acuerdos de la Comunidad Vasca
1.- Preco I . - La Comunidad Vasca conoció un primer 
acuerdo sobre solución de conflictos colectivos, bajo el 
nombre abreviado de PRECO, que se suscribió el 26 de Julio 
de 1984 por dos de las tres organizaciones sindicales que 
componían el Consejo Vasco de Relaciones Laborales (ELA-STV 
y CC.OO.) y la organización empresarial representada en el 
mismo (CONFEBASK) C547 ).
Este acuerdo contemplaba fórmulas de conciliación, 
mediación y arbitraje, y se refería tanto a conflictos 
jurídicos como de intereses, con la peculiaridad de que 
establecía un sistema de arbitraje obligatorio para estos 
últimos cuando, fracasada la negociación de un convenio 
colectivo, transcurrían 6 meses sin que se hubiese 
alcanzado un acuerdo entre los afectados ( 548 ).
547 . - Para el análisis de la génesis del acuerdo y de las
razones de U.G.T. para no suscribir el mismo me remito al estudio de
CASAS BAAMONDE, MARIA EMILIA, "Sobre el Marco Autónomo Vasco de
relaciones laborales y el Acuerdo sobre procedimiento de resolución de 
conflictos colectivos y la negociación colectiva", Relaciones 
Laborales, Tomo 11/1985, pags. 152 a 159, seguidas del texto del
acuerdo y del voto reservado formulado por U.G.T. al mismo.
548 .- Posibilidad que era uno de los aspectos más polémicos del
citado acuerdo, al respecto Analistas de Relaciones Industriales 
("Negociación colectiva y conflictividad" Relaciones Laborales, Tomo
11/1985, pags. 105 y 106), exponían ".... sin embargo CC.OO....
probablemente trate de utilizar la vía abierta........para reproducir
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Como se trataba de un acuerdo del Consejo Vasco de 
Relaciones Laborales, la vía para su aplicabilidad jurídica 
era la obligación, asumida por las partes firmantes, de 
incluirlo en los Convenios Colectivos (artículo 2 del
acuerdo); al mismo tiempo, en función de su origen,
diseñaba unos procedimientos gratuitos, pues se financiaban 
con cargo a los presupuestos del propio Consejo Vasco de
Relaciones Laborales.
Lo cierto es que el acuerdo no tuvo los resultados 
positivos esperados, ya que sólo se acudió a sus
procedimientos en, aproximadamente, un 14% de los 
conflictos planteados (549 ) y, de ellos, la mayor parte 
fueron de intereses (550 ) para los que, no conviene
en Madrid las mismas tesis que en el País Vasco llevaron a firmar el 
PRECO. Con anterioridad nos hemos referido al deseo reiteradamente 
manifestado por CC.OO. de ofrecer una vía de solución a los llamados 
"convenios podridos"; es decir un arbitraje obligatorio previamente
/establecido en un Acuerdo Marco Los representantes empresariales
han manifestado reiteradamente su opinión contraria a tal tesis.... UGT 
no ha suscrito el PRECO Vasco, por lo que no es difícil imaginar que 
acerca de esta materia apoyará las tesis empresariales....".
549 SALA FRANCO, y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL,
"Informe " op. cit. pag. 33.
550 Informe del Consejo Vasco de Relaciones Laborales a las
Jomadas sobre Medios extrajudiciales de solución de Conflictos 
Colectivos (Torremolinos, Mayo 1991), ejemplar multicopiado.
La sumisión al PRECO, durante la vigencia del mismo, se 
estableció en aproximadamente un 17% de los convenios a los que podía 
resultar aplicable afectando, en promedio, a un 36% de los 
trabajadores, según la Memoria de 1986 del Consejo Vasco de Relaciones 
Laborales. Al respecto, también, HERNANDEZ VIGUERAS, "La solución..." 
op. cit. pag. 205.
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olvidar, existía, en ciertos supuestos, un arbitraje 
obligatorio.
El acuerdo no fue prorrogado al finalizar en 1987.
Además de la novedad del sistema, dos son las causas 
que se han señalado como explicativas de su escasa 
utilización, "...la falta de apoyo de todas las fuerzas 
sociales. En este sentido la exclusión de UGT del mismo 
representó una hipoteca inicial de su viabilidad. En 
segundo lugar, su excesiva ambición que probablemente 
resultó poco pragmática... " (551).
2.- Preco II La tarea de adoptar un acuerdo sobre
solución extrajudicial de conflictos colectivos fue 
retomada en la Comunidad Vasca en 1989, y dió fruto a un 
acuerdo, suscrito el 22 de Junio de 1990, y conocido 
vulgarmente como PRECO II.
Este acuerdo, a diferencia del anterior, fue suscrito 
por UGT y todas las organizaciones representadas en el 
Consejo de Relaciones Laborales del País vasco excepto LAB, 
pero, y es una característica destacable, no se trataba ya 
de un acuerdo del propio Consejo, sino de un acuerdo 
interprofesional sobre una materia concreta, suscrito al 
amparo del artículo 83.3 ET, que fue registrado y publicado
551 SALA FRANCO, y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, "Informe 1
op. cit. pag. 33.
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como tal ( 552 )/ lo que le confería naturaleza de convenio¡I
colectivo/ con eficacia general, dada la representatividad 
de los firmantes que "ostentan legitimación suficiente para 
dotar a este acuerdo de la eficacia normativa de los 
Acuerdos del art. 83.3..." ( 553 ).
Dejando al margen las soluciones para los conflictos 
de intereses, aunque es conveniente resaltar que desaparece 
el supuesto de arbitraje obligatorio sustituido por un 
intento de mediación solicitada a instancias de una parte 
afectada y obligatoria para las restantes (disposición 
final tercera del acuerdo), siendo todos los restantes 
procedimientos voluntarios, y realizando un bosquejo de las 
soluciones que se proponen para los conflictos colectivos
jurídicos se pueden señalar las notas siguientes:
a) Antes de acudir a los procedimientos establecidos 
en el propio acuerdo, es obligatorio, en cualquier 
conflicto que derive de la interpretación o aplicación de 
un convenio o pacto que haya instaurado una comisión 
paritaria, solicitar la actuación de la misma para resolver 
el conflicto.
b) La comisión paritaria adoptará sus acuerdos por 
mayoría, y si la alcanzada permite dotar al acuerdo de
eficacia general (se supone que se alude a que se obtenga
552 .- Informe del Consejo Vasco de Relaciones Laborales, op. 
cit. pag. 2.
553 .- DEL REY GUANTER, "Los medios extrajudiciales...." pag.
145.
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el voto favorable del 60% de cada parte), la solución se 
incorporará al convenio, teniendo su misma eficacia, y será 
objeto de registro y publicación. En todo caso se concede 
carácter de derecho dispositivo a estas normas, contenidas 
en el art. 4 del acuerdo mencionado, pues se permite el 
pacto en contra, al efecto de que pueda conferirse en el 
propio convenio que instaura la comisión paritaria otros 
efectos a sus resoluciones.
c) Se entenderá cumplido este trámite previo cuando 
la comisión paritaria certifique su fracaso o transcurran 
30 días naturales desde que se solicitó su actuación. El 
intento de solución ante las comisiones paritarias se 
equipara a la conciliación preprocesal exigida por la LPL 
(disposición final primera del acuerdo), utilizando así la 
posibilidad permitida por los arts. 63 y 153 LPL.
d) Finalizado el trámite previo ante las citadas 
comisiones y de no haberse alcanzado acuerdo por ellas, 
pueden iniciarse los procedimientos de conciliación, 
mediación y arbitraje previstos en el acuerdo, pero con una 
diferencia básica, pues la mediación y conciliación pueden 
ser solicitadas por cualquier afectado, si bien eso no 
implica que se inicie el procedimiento propiamente dicho,
pues ello sólo ocurrirá si 11 se hacen parte los que
bastarían para legitimar a una comisión negociadora.... En 
definitiva el Acuerdo acoge, sin citarlas las reglas de los
arts. 87 y 88 del Estatuto....... artículos que el PRECO II
no cita expresamente porque también afecta a conflictos
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surgidos a propósito de pactos o convenios 
extraestatutarios. . . 1 (554 ) . Por contra, el inicio del
procedimiento arbitral exige la solicitud por los sujetos 
legitimados cuya representatividad bastaría para atribuir 
eficacia general en dicho ámbito a un posible pacto (art.
t
16 del Acuerdo).
e) Los acuerdos alcanzados en conciliación, mediación 
y los laudos arbitrales, se equiparan en eficacia a un 
convenio colectivo, y la tendrán general si los firmantes 
del acuerdo o del compromiso arbitral (lo que en este 
último caso parece necesario al amparo del art. 16 antes 
citado) reúnen los requisitos de legitimación necesarios al 
efecto y adoptan el acuerdo por la mayoría exigida para dar 
validez a un convenio colectivo (es decir 60% de cada una 
de las dos representaciones).
f) Los procedimientos de conciliación y mediación se 
consideran compatibles con el recurso de las partes a 
medidas de presión, concretamente huelgas y cierres 
patronales, incluso convocados con posterioridad a la 
iniciación de aquellos, aunque esa convocatoria puede 
implicar el fin del procedimiento de mediación salvo 
acuerdo en contra de los afectados (art. 14 ). El arbitraje 
es incompatible con el recurso a medidas de presión, pues 
se exige que en el compromiso de sujeción se refleje la
554 . - Informe del Consejo Vasco de Relaciones Laborales
cit. pag. 5 y arts. 8 y 11 del Acuerdo.
op.
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desconvocatoria de las huelgas o cierres patronales que se 
estén desarrollando o que hayan sido convocadas.
g) Los procedimientos de conciliación y mediación 
(como antes la intervención de la comisión paritaria) no se 
consideran incompatibles con el recurso a posteriores 
procedimientos administrativos o jurisdiccionales de 
solución de conflictos colectivos, e, incluso, en relación 
con el procedimiento jurisdiccional, la conciliación o la 
mediación sustituyen a la conciliación preprocesal 
establecida por la LPL, en los mismos términos que antes se 
analizaron para la intervención de la comisión paritaria 
(disposición final primera del acuerdo). En cambio, el 
compromiso arbitral, debe reflejar la renuncia a la 
utilización de procedimientos administrativos o 
jurisdiccionales para solucionar ese mismo conflicto (art. 
16 del acuerdo), configurándose así el arbitraje, como es 
lógico dado el carácter vinculante del laudo, como 
procedimiento alternativo y excluyente de cualquier otro.
h) Por último, se contempla la creación de un Colegio 
de Conciliadores-Mediadores y otro de Arbitros, 
diferenciados, cuyos miembros serán designados por acuerdo 
unánime de las organizaciones firmantes, que, igualmente, 
solicitan la cobertura y apoyo material y económico del 
Consejo de Relaciones Laborales del País Vasco para que sea 
efectivo el acuerdo entre ellas suscrito.
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Al margen de estas notas, cabe aludir a la posibilidad 
de que tengan cabida en los procedimientos de solución 
establecidos en el PRECO II, conflictos de los que antes se 
denominaron mixtos, como los relativos a modificación de 
condiciones de trabajo o medidas de regulación de empleo 
( 555 )
Obviamente es pronto para valorar el resultado que 
pueda tener este acuerdo, pero es posible resaltar algunas 
notas por comparación con el anterior:
1- Mayor implicación de los agentes « sociales, al 
firmar UGT el acuerdo.
2- Reforzamiento de la voluntariedad absoluta de los 
procedimientos.
3- Intento de simplificar la tramitación del PRECO I, 
posiblemente no conseguido en su totalidad.
4- Intento de dotar al acuerdo de eficacia general, y 
de utilizar al máximo las posibilidades que la legislación 
vigente concede a estos procedimientos.
5- Reforzamiento absoluto del papel de las comisiones 
paritarias en la solución de conflictos colectivos 
jurídicos.
En todo caso, el éxito del sistema, a la vista de la 
voluntariedad sobre la que se sustentan todos sus 
procedimientos, dependerá de la propia intencionalidad de
555 .- Se pronuncia categóricamente por esta posibilidad el
Informe del Consejo de Relaciones Laborales del País Vasco, op. cit. 
pag. 9.
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los firmantes por acudir a estos procedimientos, desechando 
otras vías de solución de conflictos colectivos.
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4.2.D.b.2.- Un intento de acuerdo en Canarias.-
En Canarias, en el seno de un acuerdo marco sobre 
negociación colectiva, suscrito el 9 de Marzo de 1984 por 
UGT y una de las patronales canarias, COREICA, se aludía a 
un procedimiento voluntario de solución de conflictos 
colectivos de intereses y jurídicos (556 ), que se basaba 
en la voluntad de las partes de someter sus diferencias a 
un arbitraje de una comisión tripartita, compuesta por un 
asesor de cada parte y un tercer árbitro designado de común 
acuerdo, o por la Comisión de interpretación y seguimiento 
del propio acuerdo, de entre una lista que figuraba en el 
mismo. Los conflictos jurídicos podían versar sobre la 
interpretación de cualquier convenio de ámbito no superior 
al de la Comunidad Autónoma, y el posible laudo arbitral 
tenía eficacia de convenio colectivo.
Este acuerdo no parece que tuviese especial 
repercusión, pues, en la medida que tenía que ser recogido 
en los convenios colectivos y que no estaba suscrito por la 
totalidad de los agentes sociales canarios, es previsible 
que no se incluyese en demasiados convenios, y de hecho es 
revelador que los propios representantes de esta Comunidad 
Autónoma, entre los que se encontraba UGT, firmante del 
citado acuerdo, lo ignorasen y no aludiesen a él, en su
556 .- Al respecto, SALA FRANCO, y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL,
1 Informe...." pag. 34.
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informe verbal en la reunión de Consejos Autonómicos de 
Relaciones Laborales celebrada en Torremolinos en Mayo de 
1991, llegando a afirmar que, en Canarias, no había habido 
experiencia alguna sobre acuerdos de solución de conflictos 
colectivos por vías extrajudiciales.
Pese a ello, en apariencia era uno de los acuerdos más 
sencillos, y, por ello, de los que más posibilidades 
prácticas hubiese tenido de conseguir resultados efectivos 
si hubiese contado con mayor apoyo de los agentes sociales, 
tanto en su implantación, como en su posterior utilización.
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4.2.D.b.3.- El acuerdo de Cataluña
El 7 de Noviembre de 1990, CC.OO., UGT y FOMENTO DEL 
TRABAJO NACIONAL, suscribieron un acuerdo interprofesional 
de aplicación en la Comunidad Autónoma Catalana, al amparo 
del art. 83.3 ET, que fue publicado en el DOGC de 23 de 
Enero de 1991. Dicho acuerdo contemplaba diversas materias, 
y en sus arts. 3, 4 y 5 aludía a unos procedimientos de 
conciliación, mediación y arbitraje.
Las partes le concedían, expresamente, naturaleza de 
convenio colectivo de eficacia general, pero establecían 
que, para su efectividad y desarrollo, su contenido total o 
parcial debería insertarse en la negociación colectiva, con 
lo que diferían la aplicación de lo pactado a su efectiva 
constancia en cada uno de los convenios que se 
suscribiesen, lo que "no es propio de los acuerdos con 
eficacia normativa del art. 83.3." X 557 ).
En la materia a que alude este estudio, las 
previsiones aún quedaban más diferidas, pues la mayor 
parte de ellas se remitían a un posterior Reglamento de 
Desarrollo, que debía ser confeccionado en un plazo de seis 
meses desde la entrada en vigor del acuerdo y que, 
efectivamente, fue suscrito el 7 de Mayo de 1991 por el 
Comité Paritario de Interpretación, Aplicación y
557 .- DEL REY GUANTER, "Los medios extrajudiciales..." op. cit.
pag. 153.
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Seguimiento del propio acuerdo, si bien, desde entonces, la
i
efectiva aplicación de su contenido parece estar paralizada 
por problemas de financiación de sus costes y, de hecho, el 
propio Reglamento demora, como es lógico, la entrada en 
vigor de todos los procedimiento hasta la publicación
formal de la constitución del propio Tribunal y sus 
respectivas Delegaciones (Cláusula transitoria segunda del 
Reglamento).
Las notas generales del acuerdo y del reglamento son 
las siguientes:
a) Creación de un tribunal laboral de conciliación, 
mediación y arbitraje, basado en una doble estructura; por 
un lado se establece un Tribunal Laboral de Cataluña, cuya 
composición se regula simplemente indicando que será
paritaria entre las organizaciones de trabajadores y
empresarial firmantes, debiendo adoptar sus acuerdos por 
unanimidad (art. 5 del Reglamento), y que tendrá un 
Presidente elegido de entre sus integrantes por plazo de un 
año y sin posibilidad de reelección hasta tanto no haya 
desempeñado dicha función todos los restantes miembros del 
Tribunal (art. 6 del Reglamento). Por otro lado, existirán 
unas Delegaciones territoriales y sectoriales, cuyo número 
será establecido por los propios firmantes del acuerdo. 
Estas Delegaciones tendrán un número de miembros 
comprendido entre 4 y 12, designados por mitades por las 
organizaciones sindicales firmantes del acuerdo y por.
Fomento Nacional del Trabajo (art. 5 del Reglamento),
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contando cada una de ellas, también, con un Secretario, con 
voz y sin voto, designado por el Tribunal, por unanimidad, 
entre personas ajenas a las respectivas representaciones y 
de formación jurídico-laboral (art. 7 del Reglamento).
b) Realización, por los órganos mencionados, de 
funciones de conciliación, mediación y arbitraje, tanto en 
conflictos colectivos (incluyendo los de aplicación e 
interpretación -jurídicos - y los de intereses), como 
individuales, si bien, transitoriamente, t se excluyen 
determinados conflictos individuales: resolución de 
contratos, régimen disciplinario, reclamaciones de 
cantidad, de pensiones o prestaciones de organismos 
públicos, y demandas de tutela de derechos fundamentales 
(Disposición Adicional Primera del Reglamento), así como se 
alude a una posterior regulación más concreta de la 
actuación a seguir, en general, en las controversias 
individuales (art. 8 del Reglamento).
c) La regulación de los procedimientos de actuación 
del Tribunal Laboral de conciliación, mediación y arbitraje 
se difería en el Acuerdo al Reglamento posterior, 
resaltando las partes la necesidad de una legislación de 
apoyo, especialmente en cuanto se refiere a los conflictos 
individuales (arts. 3.1, 3.3.C. y 3.3.d. del acuerdo). El 
Reglamento contempla los citados procedimientos en dos 
fases, una primera de conciliación-mediación y otra de
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arbitraje. Una característica notable es que, a diferencia 
de otros sistemas, no separa la tramitación que deba darse
a los conflictos colectivos en atención a que sean
jurídicos o de intereses.
El procedimiento de conciliación-mediación tiene una 
regulación muy similar a la del que actualmente se produce 
en los organismos administrativos que han sustituido al 
IMAC, y sólo requiere dos matizaciones:
- El Reglamento señala (art. 9.8.) que lo acordado en 
este trámite tendrá idéntica eficacia a lo estipulado en 
convenio colectivo, referencia que parece debe entenderse 
en relación con los conflictos colectivos.
- Se establece que de no llegarse a un acuerdo entre
los afectados se les hará por el Tribunal una oferta
expresa de arbitraje (art. 9.7. del Reglamento).
El procedimiento de arbitraje es algo más complejo, 
pues puede adoptar una doble iniciación; por un lado puede 
ser consecuencia de que las partes, en el trámite de 
conciliación-mediación, acepten el ofrecimiento de 
arbitraje; por otro lado cabe acudir a él mediante un 
compromiso expreso de trabajadores y empresarios que no se 
hayan sometido previamente a la conciliación-mediación. En 
ambos casos se exige un compromiso escrito de sometimiento, 
con expresión de las cuestiones que deben resolverse (art.
11 del Reglamento), remitiéndose la legitimación para 
acordar el arbitraje a "los términos de la legitimación 
para postular previstos en la Ley rituaria laboral" (art.
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10.1. del Reglamento), lo que puede plantear problemas de 
eficacia del laudo en los conflictos colectivos, si quienes 
solicitan el arbitraje no tienen legitimación negocial 
suficiente para suscribir un convenio estatutario de 
eficacia general en el ámbito afectado.
La designación del árbitro o árbitros queda en todo 
caso garantizada, y ese es uno de los aspectos claramente 
positivos del acuerdo, pues el Reglamento, como ya hacía el 
acuerdo inicial, crean un Cuerpo de Arbitros compuesto por 
personas expertas en Derecho Laboral o en las relaciones de 
trabajo, que serán designados en una lista consensuada 
entre los firmantes del acuerdo, y que podrá modificarse 
por acuerdo unánime de las citadas representaciones (art.
10.5. del Reglamento). El Tribunal, al solicitarse un 
arbitraje, ofrecerá a las partes la citada lista para que 
puedan designar uno o varios árbitros, siempre en número 
impar. De no producirse acuerdo, se establece que el 
Tribunal presentará una lista compuesta por un número de 
árbitros igual al doble del consensuado por las partes, al 
efecto de que éstas vayan descartando alternativamente 
nombres hasta que quede el número justo que debe actuar, 
siendo estos restantes los que actuarán como árbitros (art. 
11. 3 y 4. del Reglamento), garantizándose así que el 
desacuerdo en la designación de las personas que deben 
asumir la función no impedirá nunca que el arbitraje se 
realice.
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En cuanto al desarrollo del arbitraje, se establece 
una primera labor mediadora del o de los árbitros, 
intentando el acercamiento entre los afectados (art.
11.5.c. del Reglamento), y se indica que todo el 
procedimiento se ajustará a los principios de audiencia 
bilateral, contradicción e igualdad (art. 10.4. del 
Reglamento) e incluso al de celeridad, pues el laudo deberá 
producirse, en todo caso, en un plazo de 20 días desde la 
solicitud (art.11.7. del Reglamento). Se concede al 
árbitro/s facultades de investigación, así como 
posibilidades de solicitar documentaciones, peritajes y 
otras asistencias que puedan considerar necesarias (art.
11.6. del Reglamento), si bien no se establece el efecto de 
la negativa de una de las partes a cooperar.
En cuanto al laudo, se indica que debe adoptarse por 
unanimidad de los árbitros o, en su defecto, por mayoría y 
que tiene carácter vinculante para los afectados (art.
11.8 del Reglamento), omitiéndose, en cambio, cualquier 
referencia a su eficacia, sin duda equiparable a la del 
acuerdo de las partes, y a los problemas de su impugnación, 
pues sólo se dice que el compromiso arbitral excluye el 
recurso a la Jurisdicción en relación con las cuestiones 
sometidas a arbitraje.
d) Absoluta voluntariedad de los procedimientos 
establecidos, pero con una importante matización; la 
sumisión a los de conciliación y mediación, puede hacerse
pag. 436
en convenio colectivo, en cuyo caso obliga a todos los 
incluidos en el ámbito personal del citado convenio 
(art.3.3.a. del acuerdo y 9 del Reglamento), siendo posible 
también una adhesión de los trabajadores y empresarios, o 
de sus representantes en el ámbito correspondiente, a los 
contenidos del acuerdo. Por contra, la sumisión al 
arbitraje requiere, en cada conflicto concreto, una expresa 
voluntad en tal sentido de los afectados, mediante un 
compromiso escrito "ad hoc1 (art. 10.1 y 2 del Reglamento).
En cualquier caso, como se ha visto, pueden acogerse a 
estos procedimientos, tanto los trabajadores y empresarios 
afectados por un convenio, incluso estatal, que se remita a 
los términos del acuerdo interprofesional, como 
cualesquiera otros que de mutuo acuerdo se adhieran a él, o 
que, simplemente, soliciten la intervención del Tribunal 
Laboral de conciliación, mediación y arbitraje. En 
cualquier caso el ámbito al que afectan los procedimientos 
se fija en las empresas y trabajadores cuyas relaciones de 
trabajo se desarrollen en centros ubicados en el ámbito 
territorial de Cataluña (art. 2.2. del Reglamento).
e) El acuerdo interprofesional no regulaba la 
intervención de las comisiones paritarias en estos 
procedimientos, si bien establecía el principio de que, 
dicha intervención, se producirá según'el desarrollo que 
los firmantes acuerden y que deberá estar presidido por la 
idea de dotar de la máxima operatividad a las mismas (art.
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4 del acuerdo) (55B), lo que se ha concretado en el 
Reglamento en la cláusula transitoria primera, que 
establece que la intervención previa de las comisiones de 
interpretación, cuando el propio convenio la haya 
establecido como preceptiva, será requisito indispensable 
para que pueda iniciar sus actuaciones el Tribunal Laboral.
f) Se establece la gratuidad de estos procedimientos 
(art. 3.3.e. del acuerdo), lo que hace pensar en que las 
partes contemplan la financiación pública del 
funcionamiento del Tribunal Laboral de conciliación, 
mediación y arbitraje (559 ).
g) Por último se establece una duración del acuerdo de 
funcionamiento hasta el 31-12-92, por lo que prácticamente 
en éste período inicial casi no entrará en vigor, si bien 
se establece la prórroga tácita por períodos anuales, y se 
concede al Comité Paritario de Interpretación, Aplicación y 
Seguimiento del Acuerdo Interprofesional de Cataluña que, 
por unanimidad, pueda modificar el Reglamento de 
funcionamiento y resolver las dudas interpretativas que su
558 .- Antes de suscribirse el citado acuerdo CC.OO. había 
señalado como uno de los puntos esenciales y necesarios del posterior 
pacto el "Refuerzo del carácter decisorio de las comisiones de 
vigilancia e interpretación de los convenios colectivos", Gabinete 
Jurídico de la C.O.N.C. "Mecanismos alternativos...." op. cit. pag. 89.
559 .- Las partes, al parecer, contemplaban la colaboración
administrativa de la Generalidad Catalana; al respecto Gabinete 
Jurídico de la C.O.N.C. "Mecanismos alternativos..." op. cit. pag. 89.
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aplicación plantee (art. 3 y Disposiciones Adicionales 
Primera y Tercera del Reglamento).
Hacer una valoración clara del acuerdo en estos 
momentos, sin conocer su funcionamiento, parece prematuro, 
si bien, se evidencia, al menos, lo siguiente:
1- Un carácter bastante ambicioso, y con decidida 
voluntad de eficacia general, como ya se vió también en el 
PRECO II.
2- En una visión general, aún cuando « el Reglamento 
establezca procedimientos de solución para conflictos 
individuales y colectivos, tanto de intereses como 
jurídicos, lo cierto es que todo el sistema establecido 
parece estar pensado en atención a los conflictos 
colectivo-jurídicos.
3- En el procedimiento de conciliación-mediación la 
mayor novedad es su realización ante un órgano paritario 
trabaj adores-empresarios.
4- El procedimiento de arbitraje parece bastante 
complejo y costoso, y cuenta con la característica de 
introducir elementos previos de mediación. En su regulación 
se observa la ausencia de tratamiento de algunos problemas 
concretos, eficacia, impugnación del laudo, negativa a 
colaborar de los afectados, etc... En cambio se ha cuidado 
al máximo el procedimiento de designación de árbitros que 
queda garantizado siempre.
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5- No existen referencias a la incompatibilidad de 
estos procedimientos con la huelga, por lo que parece que 
será posible su utilización simultánea, si bien es lógico 
que en los compromisos de sometimiento a arbitraje se
acuerde la no realización de medidas de presión durante ese 
trámite que, además, resulta bastante rápido.
6- Llama también la atención que la regulación de la
actuación de las comisiones paritarias de los convenios es
mínima, si bien se refuerza la obligatoriedad de su
intervención cuando así se establezca en el convenio
respectivo.
7- El problema fundamental de los procedimientos
establecidos radica en que implican una estructura bastante
compleja y, por tanto, económicamente costosa, lo que hace
absolutamente necesario un fuerte apoyo de la 
Administración y explica las dificultades que hasta el 
momento ha encontrado la puesta en práctica de todos ellos.
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4.2.D.b.4.- El acuerdo de Galicia
En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Galicia, y 
promovido por su Consejo de Relaciones Laborales, la 
Confederación de Empresarios de Galicia y las 
organizaciones sindicales UGT, CC.OO, y CIG (Convergencia 
Intersindical Gallega) han suscrito a principios de 1992 el 
más reciente acuerdo sobre solución de conflictos 
colectivos, que tiene vigencia desde el 1 de Junio de 1992 
hasta el 31 de Diciembre de 1993, con posibilidad de 
prórrogas anuales (art.5.1. y 5.2. del acuerdo).
El citado acuerdo se suscribe, en términos que como 
puede apreciarse son los habituales, al amparo del artículo 
83 ET, como un Acuerdo Interprofesional sobre una materia 
concreta con ámbito de comunidad autónoma, y adoptado por 
las organizaciones legitimadas estatutariamente al efecto, 
por lo que se configura como un auténtico convenio 
colectivo de eficacia general.
Sus aspectos más destacados son los siguientes:
a) Contempla procedimientos de solución para tres 
tipos de conflictos colectivos laborales distintos (art. 
4):
- los de intereses.
- los de interpretación o aplicación de norma estatal 
o de comunidad autónoma (con la duda de que a tipo de 
normativa autonómica se está refiriendo, aunque podría
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comprender, por ejemplo, la relativa al personal laboral o 
estatutario de la propia Comunidad Autónoma), de convenios 
o pactos colectivos de cualquier eficacia (general o 
limitada), y de decisiones o prácticas de empresas.
- los de determinación de servicios de mantenimiento 
en caso de huelga.
Estos conflictos quedarán afectados por el acuerdo en 
tanto en cuanto el ámbito en el que vaya a producir efectos 
la solución no supere el territorio de la Comunidad 
Autónoma de Galicia (art. 3 del acuerdo).
La solución de los conflictos individuales queda 
diferida a un acuerdo posterior, si bien existe un 
compromiso formal de elaboración del mismo (disposición 
final primera, en la que también se asume el compromiso de 
negociar con la Administración un procedimiento para la 
fijación de servicios mínimos en servicios esenciales).
b) Los procedimientos son idénticos para todos los 
conflictos, excepto para los de fijación de servicios de 
mantenimiento, con la única matización de que, en los 
conflictos de aplicación o interpretación de convenios y 
pactos colectivos, se regula la posibilidad de un trámite 
obligatorio ante la comisión paritaria del propio convenio.
c) La gestión de todos los procedimientos se 
encomienda a un Servicio de Solución de Conflictos del 
Consejo Gallego de Relaciones Laborales, cuya creación se 
solicitaba, en el propio acuerdo, al citado Consejo (arts.
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7, 11 y 29), del que también se demandaba la financiación 
precisa para las funciones mediadoras y arbitrales, lo que 
implicaba que, hasta tanto no se produjese esa cobertura, 
las propias partes entendían inviable el funcionamiento del 
sistema diseñado, apareciendo así una vez más el problema 
que plantea el coste de' estos procedimientos.
d) En los conflictos derivados de la interpretación y 
aplicación de convenios o pactos colectivos, el acuerdo 
ratifica la obligatoriedad de someterse, con carácter 
previo a los procedimientos previstos, a la comisión 
paritaria del convenio siempre que éste así lo haya 
establecido. Además establece un procedimiento subsidiario 
para el caso de que el convenio no haya fijado reglas de 
funcionamiento de la propia comisión paritaria. En tal 
sentido se indica que la solicitud de intervención podrá 
dirigirse a aquella o al Servicio antes mencionado, que el 
acuerdo se adoptará por mayoría de cada una de las 
representaciones de la comisión y que se entenderá 
inexistente transcurridos 20 días desde la solicitud de 
intervención. Se regula también que el acuerdo de la 
comisión paritaria se incorpora al propio convenio o pacto 
interpretado, lo que es tanto como decir que se le atribuye 
idéntico valor, y de ahí que se establezca que sea objeto 
de inscripción y publicación si la mayoría obtenida en su 
adopción permite dotarle de eficacia general, si bien se 
permite que las partes pacten lo contrario, es decir
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acuerden la no publicación y registro (arts. 6 a  9 del
i
acuerdo).
e) En todos los restantes procedimientos el acuerdo 
parte de una legitimación activa restringida, y así esta se 
reconoce en cualquier ámbito a cualquiera de los firmantes 
del Acuerdo Interprofesional. En el ámbito supraempresarial 
se legitima, también, a las asociaciones empresariales que 
cuenten con el 10% de los trabajadores y empresarios 
afectados por el conflicto, siempre y cuando su ámbito de 
actuación sea igual o más amplio que el del conflicto. En 
cualquier ámbito se legitima al sindicato que cuente con el 
10% de los miembros de comités de empresa y delegados de 
personal existentes en el ámbito geográfico y funcional 
afectado por el conflicto; por último, en los conflictos en 
el ámbito de empresa o inferior, se legitima al empresario 
y a los órganos de representación unitaria de los 
trabajadores así como a las representaciones sindicales de 
los sindicatos que reúnen alguno de los requisitos antes 
mencionados (firmantes del acuerdo, ó 10%....) (art. 12).
No acaban ahí las restricciones en cuanto a la
legitimación, pues, si cualquiera de los citados con
anterioridad puede instar que se inicien los procedimientos 
de conciliación-mediación y arbitraje, éstos no se 
tramitarán si no se reúne el acuerdo de la mayoría absoluta 
de las respectivas representaciones de trabajadores y
empresarios en el ámbito del conflicto.
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Todas estas restricciones encuentran su justificación 
en que el acuerdo está pensando en soluciones con eficacia 
general en el ámbito del conflicto y, para ello, pretende 
garantizar, ya desde el principio, la mayoría suficiente 
para su posible adopción.
f) Si el procedimiento se promueve con la legitimación 
suficiente, se establece un primer trámite de conciliación- 
mediación. Lo más característico es que no existe un
organismo permanente que asuma estas funciones, sino que el 
Servicio de Solución de Conflictos convoca a todos los 
interesados para que constituyan una Comisión de 
Conciliación y Mediación, que estará compuesta por no más 
de 14 personas, 7, como máximo, en representación de los 
empresarios (3 designados por la Confederación de 
Empresarios de Galicia y 4 por las asociaciones 
empresariales afectadas en proporción a su
representatividad, sin que se contemple el supuesto de 
conflicto que afecte a una única empresa, en el que ese
sistema de elección parece discutible) y 7, también como 
máximo, en representación de los trabajadores (designados 1 
por cada uno de los sindicatos firmantes del acuerdo y los 
4 restantes en atención a la representatividad en el ámbito 
del conflicto de todos los sujetos colectivos interesados). 
Esta Comisión elige un Conciliador-Mediador, que actúa como 
presidente de la misma, con voz y sin voto, regulándose 
que, en caso de desacuerdo, el Servicio antes aludido
ofrecerá una lista impar de la que las partes,
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alternativamente, irán descartando hasta que no quede más 
que un nombre que será el elegido (art. 15).
El acuerdo, preocupado nuevamente por la eficacia 
general de la solución, exige que, al componerse la 
Comisión de Mediación-Conciliación, cada una de las dos 
partes represente, respectivamente, la mayoría absoluta de 
los miembros de comités de empresa y delegados de personal 
y de trabajadores y empresarios en el ámbito del conflicto 
(art.15.1.).
El procedimiento de conciliación-mediación es bastante 
flexible y, en él, el conciliador mediador realiza una 
mediación informal (art.16).
Los posibles acuerdos deben adoptarse por el 60% de 
cada una de las dos representaciones, y pueden consistir en 
alcanzar una solución, someter el conflicto a mediación 
formal o a arbitraje.
El trámite se da por finalizado si transcurren diez 
días hábiles desde la primera reunión sin alcanzar acuerdo 
o si las partes constatan su imposibilidad. Si se alcanza 
un acuerdo con representatividad suficiente conforme al 
Estatuto de los Trabajadores se le equipara, como parece 
lógico, a los convenios colectivos estatutarios (art. 17).
g) El segundo procedimiento posible es una mediación 
formal (se duplican las posibles mediaciones), solicitada 
por la propia Comisión, y a cargo del Conciliador-Mediador 
que, en ese supuesto, hará una propuesta formal en 5 días, 
exigiéndose contestación por escrito de cada parte a la
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misma, y un acta final del mediador con el resultado de la 
mediación, que de existir acuerdo se equipara al obtenido 
en el trámite precedente (art.18).
h) El arbitraje, que es el tercer procedimiento 
previsto, puede solicitarse después de los trámites 
anteriores, si así lo acuerdan el 60% de cada una de las 
representaciones afectadas, aunque también puede 
solicitarse directamente del Servicio de Solución de 
Conflictos, en cuyo caso la legitimación se regula por los 
criterios que antes se analizaron con carácter general 
(art. 21). Se admite tanto el arbitraje de derecho como de 
equidad, conforme a lo que soliciten los afectados, que 
pueden designar el árbitro (se habla siempre en singular, 
por lo que se parte, aparentemente, de un arbitraje 
unipersonal); en caso de falta de acuerdo se procede igual 
que para la designación del conciliador-mediador (art.
21.4. y 21.5.). En cuanto al procedimiento se regula muy 
escuetamente, señalándose simplemente que se garantizarán 
los principios de audiencia, igualdad y contradicción, 
prohibiéndose la indefensión y permitiéndose al árbitro 
recabar información a las partes (art. 24.1.). Se fija un 
plazo breve para el arbitraje, 10 días hábiles prorrogables 
a 25 (art. 24.2.) y se equipara la eficacia del laudo a la 
del acuerdo de las partes, en los términos ya analizados, 
disponiéndose, en plena coherencia con lo anterior, que su 
impugnación se realizará por el procedimiento de
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impugnación de convenios, regulado en la LPL (art. 24.3. y
24.4.).
i) En cuanto a los conflictos para la determinación de 
servicios de mantenimiento, se establece la obligación de 
acompañar a la convocatoria de huelga una propuesta de 
cobertura, que puede ser negociada en los dos días 
siguientes, finalizados los cuales, si no se ha obtenido 
acuerdo, se solventará la discrepancia por el sistema 
arbitral que ya se ha expuesto, pero acortándose el plazo 
para emitir el laudo a dos días (arts. 25 y 26).
j ) Un aspecto muy positivo del acuerdo es que todos 
los procedimientos de conciliación y mediación previstos, e 
incluso la intervención de las comisiones paritarias de 
convenios, se consideran intento de conciliación, 
excluyendo por tanto la necesidad de cualquier otro, a los 
efectos previstos en el art. 153 LPL (Disposición Final 
2S).
k) El acuerdo parte de considerar incompatibles los 
procedimientos que establece con las acciones judiciales, 
el procedimiento del RDLRT, y con la huelga y cierre 
patronal, si bien lo anterior se establece con total 
claridad en cuanto al arbitraje (arts 22 y 23), pero en 
relación con la conciliación-mediación, además de que 
obviamente la incompatibilidad desaparece al finalizar el 
trámite, se dice que el procedimiento "impedirá la 
convocatoria de nuevas huelgas", con lo que parece 
entenderse que las ya convocadas o en ejercicio pueden
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mantenerse, lo mismo cabe entender en cuanto al cierre 
patronal, pues se habla de impedir "la adopción .. .", por 
lo que tampoco parece aludirse a los ya convocados o 
ejercitados (art. 19).
I) Se establece un registro de Conciliadores- 
Mediadores y otro de ‘Arbitros en cada provincia y uno 
central, designándose sus componentes por acuerdo unánime 
de los firmantes, que además pueden rechazar cada dos años 
a un máximo de dos integrantes del conjunto de los 
registros (art. 28), no obstante lo anterior, las partes 
pueden designar conciliadores-mediadores y árbitros no 
incluidos en el Registro si así lo prefieren (arts. 15.5. y
21.5.).
II) Por último se crea una Comisión Paritaria 
encargada de la interpretación, aplicación y revisión del 
propio acuerdo, dotada en consecuencia de una cierta 
capacidad negocial, que se ratifica por la exigencia de 
adopción de acuerdos por mayoría del 60% de cada una de las 
dos representaciones (art. 30).
De lo expuesto puede observarse que se trata de un 
acuerdo bastante complejo, en relación con el que puede 
destacarse:
1- La opción generalizada por un Acuerdo 
Interprofesional con eficacia general en ámbito autonómico.
2- La exclusión de los conflictos individuales.
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3- El acertado reforzamiento del papel de , las 
comisiones paritarias de los convenios, con el 
establecimiento, incluso, de un procedimiento subsidiario 
para su funcionamiento y la equiparación de su 
intervención, al intento previo de conciliación a los 
efectos establecidos en la LPL.
4- En general parece acertada la opción por reforzar 
las posibilidades de mediación, y también, si se analiza el 
acuerdo, se aprecia que requiere una infraestructura y, en 
consecuencia, implica un coste, inferior al de otros que se 
examinaron con anterioridad, en lo que incide la 
inexistencia de una amplia estructura de conciliación 
permanente, pues ésta se produce en comisiones "ad hoc " . 
Pese a todo se observa una vez más la dependencia de todos 
estos sistemas de la financiación pública.
5- El procedimiento arbitral también parece sencillo 
en sus trámites, y es acertado que se garantice el sistema 
de elección del árbitro.
6- En cambio el procedimiento de conciliación- 
mediación resulta algo complejo, y una vez hecha la opción 
por una comisión "ad hoc", podía haber sido más conveniente 
reforzar el papel de las comisiones paritarias 
atribuyéndoles esa función, pues la mayor parte de los 
conflictos colectivos se plantean en torno a la 
interpretación y aplicación de los convenios; reservando, 
en todo caso, un servicio mínimo, o la propia fórmula del 
acuerdo, para otros supuestos.
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7- Es muy destacable que los sindicatos hayan aceptado 
un procedimiento para la designación de servicios de 
mantenimiento en huelgas (distintos de los servicios 
mínimos fijados en servicios esenciales), pues éste tipo de 
conflictos tienen, a salvo de lo que disponga la futura Ley 
Orgánica reguladora del derecho de huelga, muy escasas 
posibilidades de solución efectiva.
8- Un aspecto cuestionable es la rigidez en la 
legitimación para iniciar todos los procedimientos, incluso 
los de conciliación y mediación, comprensible» por la opción 
en favor de una eficacia general de las soluciones siempre 
que sea posible, pero que choca con la amplia legitimación 
para promover el proceso colectivo regulado en la LPL y con 
las amplias posibilidades de negociación extraestatutaria 
existentes en nuestro Derecho. Posiblemente hubiese sido 
más práctico reconocer una amplia legitimación para instar 
los procedimientos, y supeditar después la eficacia general 
o limitada de la solución a la representatividad que 
ostentasen quienes la hubiesen aceptado.
Si la LPL peca, en opinión que se razonará 
posteriormente, por defecto, el acuerdo que se examina, 
posiblemente, peca por exceso, si bien su solución, como se 
verá, es más coherente que la de la propia LPL.
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4.2.D.b.5.- El proyecto de la Comunidad Valenciana.-
En la medida que en la Comunidad Valenciana existe un 
proyecto en debate en el Consejo Autonómico de Relaciones 
Laborales, conviene hace unas precisiones sobre el mismo, 
si bien hay que señalar que, previsiblemente, experimentará 
importantes modificaciones (560 ) por dos motivos 
fundamentales:
1) la necesaria adaptación a los términos de la nueva 
LPL y a las nuevas posibilidades que brinda, ya que el 
proyecto de acuerdo es anterior.
560 .- De hecho, me constan reticencias de algunos de los agentes
sociales en determinadas cuestiones; así, CC.OO. ha comunicado por 
escrito al C.V.R.L., objeciones sobre la obligatoriedad de acudir al 
procedimiento previsto en el acuerdo en los casos de conflictos de 
interpretación; igualmente, y entre otras cuestiones menores, ha 
planteado objeciones a la incompatibilidad con la huelga, que en todo 
caso parecía a admitir desde que el conflicto se sometiese a arbitraje, 
pero no antes.
Es más, el 52 Congreso de CC.OO. del País Valenciano, incluía en 
los materiales congresuales, dentro del apartado 5 dedicado a Política 
Institucional, la siguiente propuesta:
”4.2.- Mediación Arbitraje y Conciliación. Para CC.OO. es evidente la 
necesidad de un sistema extrajudicial de solución de conflictos 
colectivos con intervención de Sindicatos y Asociaciones Empresariales. 
El mencionado procedimiento sustituiría la conciliación obligatoria 
ante el SMAC y debería tener las siguientes características:
a) Acuerdo de eficacia general.
b) La Administración correría con los gastos de financiación del 
desarrollo del acuerdo.
c) Principio de voluntariedad en el sometimiento al procedimiento.
d) Ninguna renuncia a los derechos de los trabajadores: huelga o 
posibilidad de recurso por lesividad o ilegalidad.".
Si se analiza esa propuesta se verán aspectos coincidentes pero 
también discrepantes con el anteproyecto en estudio.
Por su parte, la representación empresarial, aún no explicitado, 
por cuanto no se ha entrado en esa fase de la discusión, ha estudiado, 
con conclusiones que se ha reservado por el momento, la posibilidad de 
que el acuerdo se remitiese a un ámbito provincial.
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2) los problemas para aceptar el acuerdo planteados 
por uno de los negociadores, CC.OO., en el terreno de 
valoración política sindical, desde la que, en estos 
momentos, no se acepta el carácter obligatorio que tendrían 
los procedimientos diseñados en los conflictos de 
interpretación.
Pese a lo anterior, es importante resaltar algunas 
notas del citado proyecto (561 ):
a) Se opta, al igual que en los restantes que ya se 
han analizado, por un acuerdo interprofesional, suscrito al 
amparo del art. 83.3 ET, con eficacia directa y general, 
con la única exclusión de las empresas y trabajadores 
afectados por un convenio de ámbito supracomunitario. Se 
plantean así, al igual que en los acuerdos de otras CC.AA. 
pero agudizados por la existencia de un supuesto de 
arbitraje obligatorio, los problemas de la eficacia que 
dicho acuerdo pueda tener frente a otros sujetos colectivos 
no firmantes.
b) El acuerdo afectaría a dos tipos de conflictos ( 
art. 5 del proyecto):
561 . - Me limitaré a señalar algunas notas que se deducen del
propio texto de síntesis elaborado con participación de las 
organizaciones negociadoras. Un estudio más a fondo del proyecto, puede 
hacerse consultando el informe de sus propios redactores SALA FRANCO, 
y PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, "Informe.... " op. cit. especialmente 
pags. 37 a 51.
Sobre el texto citado han existido intentos de reelaboración por 
parte de alguno de los negociadores, pero parece lógico atenerse a él, 
como único documento con un cierto carácter de oficialidad que vaya más 
allá de las meras propuestas de una de las partes.
pag. 453
- los de interpretación de convenios que afecten a un 
ámbito igual o inferior a la Comunidad Valenciana.
- los de ruptura de las negociaciones en relación con 
convenios de los mismos ámbitos.
En cualquier caso quedan comprendidos, pues el 
proyecto no distingue, tanto los conflictos que afecten a 
convenios estatutarios como extraestatutarios.
c) Los procedimientos diseñados entrarían en juego 
obligatoriamente (art. 4 del proyecto), si bien, en los 
conflictos de ruptura de negociación, dicha obligación se 
produce a los 90 días de producirse aquella, y cabe que 
cualquiera de las partes se oponga al inicio del 
procedimiento, lo que produce que éste no puede llevarse a 
cabo. Por contra, en los conflictos de interpretación no 
cabe oponerse a la iniciación. Resulta así que en los 
conflictos de intereses los procedimientos son voluntarios, 
aunque con una cierta compulsión al exigirse una negativa 
expresa a su aplicación (art. 6 del Proyecto).
d) En los conflictos de intereses, que se mencionan 
para comparar su regulación con la establecido para los 
jurídicos, pues esas semejanzas y diferencias parecen un 
aspecto interesante del proyecto, éste prevé, únicamente, 
la posibilidad de la existencia de un Presidente de 
Comisión Negociadora que realice funciones mediadoras, y, 
después, la posibilidad de acudir al arbitraje voluntario 
por acuerdo del 60% de cada una de los dos representaciones
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negociadoras, o al obligatorio (aunque también voluntario 
como se vio) a los 90 días desde la ruptura.
e) En los conflictos de interpretación (jurídicos) se 
establece una intervención previa de la comisión paritaria 
del convenio, cuyo Presidente, que debe existir 
obligatoriamente, y que será el de la propia comisión 
negociadora o el que las partes acuerden, realizará 
funciones de mediación. En caso de no lograr acuerdo la 
comisión, el conflicto se somete obligatoriamente a 
arbitraje, que lo realiza un colegio arbitral compuesto por 
el Presidente de la comisión paritaria y una persona 
designada por cada una de las dos representaciones (obrera 
y patronal) de la propia comisión (art.7 del proyecto).
f) Los procedimientos se consideran incompatibles con 
el recurso a medidas de presión, y en cuanto se refiere a 
los conflictos jurídicos se establece que, desde que se 
someta el conflicto a la comisión paritaria, los 
trabajadores no podrán ejercer el derecho de huelga (art. 
7.6. del proyecto).
g) Los acuerdos de las comisiones paritarias, y los 
laudos arbitrales, se equiparan en eficacia a los convenios 
colectivos (art.8 del proyecto), por lo que tendrán la de 
convenio estatutario o extraestatutario en función del 
propio convenio afectado y de la legitimación que ostenten 
los participantes en el procedimiento, ya que la que se 
exige para iniciar los relativos a conflictos jurídicos es
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muy amplia, e incluye, por ejemplo, a las asambleas de
I
trabajadores (art. 7.7. del proyecto).
h) Se establece un recurso de legalidad y lesividad 
contra los acuerdos de comisiones paritarias y laudos, es 
decir, prácticamente una impugnación en términos idénticos 
a la existente contra convenios colectivos, y que, sin 
duda, tendría que plantearse por ese mismo procedimiento 
(art. 8 del proyecto).
i) Se difiere la regulación de los costes del 
procedimiento a un acuerdo en el seno del Consejo de 
Relaciones Laborales.
Es, naturalmente, imposible una valoración de un 
acuerdo que se encuentra en fase de anteproyecto, pero como 
notas más destacables pueden anticiparse las siguientes:
1- La opción, como se ve generalizada, por la vía de 
un acuerdo interprofesional sobre materias concretas (art.
83.3 ET), con la consiguiente pretensión de eficacia
p
general.
2- La importancia que se confiere a las comisiones 
paritarias en los conflictos jurídicos.
3- La problemática opción por el arbitraje obligatorio 
en los conflictos de interpretación.
4- La incompatibilidad, absolutamente radical, de los 
procedimientos establecidos con la huelga.
5- La equiparación de las posibles soluciones a la- 
eficacia de los convenios colectivos.
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6- Una cierta ambigüedad en el sometimiento a 
arbitraje de los conflictos de interpretación, ya que del 
texto no se desprende claramente si son los afectados o la 
comisión paritaria quienes han de acudir al procedimiento 
arbitral.
7- La recuperación del papel del presidente de la 
comisión negociadora, o al menos de la comisión paritaria, 
atribuyéndole funciones mediadoras, reguladas con carácter 
ampliamente informal en aras a su mayor efectividad y con 
la finalidad indudable de que al ser, pnevisiblemente, 
quien decidiría un arbitraje, las partes den mayor valor a 
sus propuestas mediadoras.
Cualquier otro análisis queda evidentemente diferido 
al texto definitivo del acuerdo que pueda suscribirse.
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4.2.D.C.- Las comisiones paritarias de convenios.-
En diversas partes de este trabajo se ha hecho 
referencia a las posibilidades de las comisiones paritarias 
en cuanto a solución de conflictos, bien como procedimiento 
de negociación, cuando a ella acudían los propios 
componentes, bien por la posibilidad de atribuirles 
facultades de composición de los conflictos que afecten a 
terceros, dada la amplitud de su regulación legal, que 
permite, al amparo del artículo 85.2 ET, conferirles 
cuantas funciones acuerden las partes, y entre las que, 
desde luego, puede estar la interpretación del convenio 
como confirma el artículo 91 ET. (562 ).
En realidad, el análisis de sus posibles actuaciones 
en la solución de conflictos laborales se ha hecho ya en 
los apartados precedentes, pues, como en la realidad 
ocurre, se han tomado como ejemplo paradigmático de los 
posibles sistemas de origen convencional; por ello, sin
562 . - Pueden verse al respecto de las funciones mencionadas,
entre otros, los estudios "Los convenios de mayo y las funciones de la 
Comisión Paritaria" de MERINO SENOVILLA, HENAR y ROMAN DE LA TORRE, 
MARIA DOLORES en Relaciones Laborales n2 7/86, pags. 100 y siguientes, 
"Arbitraje, Comisiones Paritarias y Proceso" op. cit. DEL REY GUANTER, 
SALVADOR; "Las Comisiones Paritarias de los Convenios Colectivos" 
VALDES DAL-RE, FERNANDO en Revista de Política Social n2 109/76, pags. 
55 a 900, y "Comisiones Paritarias de Convenios Colectivos y 
competencia de la Jurisdicción del Orden Social" RODRIGUEZ-SAÑUDO 
GUTIERREZ, FERMIN en "VII Jornadas Andaluzas...." op. cit., pags.123 a 
138.
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repetir las cuestiones ya expuestas, me limitaré a añadir 
algún aspecto y realizar una pequeña recapitulación.
En primer lugar es evidente que al nombrarlas, por 
extensión se alude a cualquier otra comisión creada por el 
convenio, con la finalidad específica de entender de la 
solución de cualquier tipo de problemas relativos a la 
interpretación o aplicación del mismo.
Por otro lado, ya se señaló que las funciones de las 
comisiones paritarias en esta materia pueden ser múltiples.
1 .- Intervención en conflictos que afecten a sujetos 
distintos de los firmantes del convenio .- Estas comisiones 
pueden asumir funciones en relación con las soluciones de 
conflictos que afecten a empresarios y trabajadores 
comprendidos en el ámbito del convenio; en este caso, en su 
momento quedó expuesto el carácter de trámite preprocesal 
obligatorio que podía conferirse al previo sometimiento a 
la conciliación-mediación de dichos conflictos, que puede 
completarse incluso con la emisión de una opinión no 
obligatoria por parte de la comisión (laudo o dictamen no 
vinculante).
La posibilidad de que se establezca para esos mismos 
sujetos un arbitraje obligatorio a cargo de la citada 
comisión, plantea los problemas que ya se analizaron para 
cualquier otro arbitraje obligatorio de origen 
convencional.
En todos estos supuestos, en cuanto a la tramitación, 
eficacia y naturaleza de los posibles acuerdos, etc...,
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resultaría plenamente aplicable cuanto en cada uno de los 
respectivos procedimientos de solución se analizó.
Por supuesto cabe también que no se establezca ninguna 
intervención obligatoria de la comisión paritaria, sino que 
simplemente se ofrezca la posibilidad de acudir a la misma, 
lo que nos remite directamente a los sistemas de mediación 
o arbitraje libremente acordados por las partes y a cuanto 
en relación con ellos se expuso.
2.- Intervención en conflictos de los sujetos 
firmantes: negociación o arbitraje.- Por otro lado cabe, y 
es mucho más claro en términos jurídicos, establecer la 
intervención de la comisión paritaria en relación con los 
conflictos que enfrenten a los propios firmantes del 
convenio, lp que encontraría pleno amparo en la parte 
obligacional del convenio colectivo.
a) arbitraje o negociación y labor interpretativa 
general Ahora bien, numerosas opiniones doctrinales
señalan que se hace difícil considerar que esa intervención 
pueda revestir un carácter de mediación, y especialmente, 
de arbitraje, por cuanto esta comisión, realmente, no puede 
considerarse, en estos conflictos a los que se hace 
referencia, como un tercero ajeno a las partes enfrentadas 
( 563 ) .
563 . - En tal sentido, ya se expuso la opinión de ALARCON
CARACUEL ("Los procesos " op. cit. 101), quien además de negar ese
carácter de tercero, señala que la función' de la Comisión Paritaria, en 
estos casos, es "más que resolver un conflicto, prevenirlo mediante una 
interpretación acordada....".
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Otras opiniones, en cambio, sostienen que, en ciertos 
casos, cabría atribuir a la comisión paritaria esas 
funciones arbitrales o entender que su actuación tiene tal 
naturaleza (564 ).
El problema debe ser abordado tomando en consideración 
que la comisión paritaria puede adoptar múltiples funciones 
y por eso habrá que distinguir, pese a tratarse del mismo 
órgano, su actuación como tal comisión, con capacidad, 
delegada por las partes negociadoras, para interpretar el
También es claro al respecto VALDES DAL-RE, ("Las Comisiones
 " op. cit. pag. 82), que afirma, "El órgano paritario no es
asimilable a la figura de un tercero ajeno y neutral a las partes....En 
definitiva cabe concluir señalando que los pronunciamientos de la 
Comisión Paritaria son el resultado de una negociación directa, de un 
acuerdo, no siendo exacto retener su carácter de laudo arbitral"; en el 
mismo sentido, exponiendo que sus soluciones son el fruto de una 
negociación directa ("Quince lecciones sobre convenios colectivos", 
Madrid (Universidad de Madrid) 1976).
También puede citarse, por ejemplo, a DEL REY GUANTER, 
("Arbitraje..." op. cit. pag. 121), "Por definición, el árbitro es un 
tercero en relación a la parte empresarial y a  la laboral, condición 
ésta que sería difícil detectar en comisiones paritarias que van a 
pronunciarse sobre cuestiones que afectan a ellas mismas y que muchas 
veces están formadas por las mismas personas que negociaron el convenio 
colectivo.
564 .- DE LA VILLA GIL, ("Quince Lecciones...." op. cit. pag. 88)
señala, "Problema difícil es el de resolver si cabe considerar como 
tercero a un ente creado y constituido por las partes en oposición, 
pero con personalidad jurídica propia o al menos con autonomía 
funcional... pienso que en estos supuestos es necesario adoptar una 
postura amplia para calificar como terceros neutrales a estos órganos".
En el mismo sentido OJEDA AVILES, ("Derecho Sindical" op. cit. 
pag. 561), "creemos más adecuado pronunciarnos por la naturaleza 
arbitral de estas Comisiones en nuestro ordenamiento".
Alguna opinión matiza la imposibilidad de confundir a la Comisión 
Paritaria con los negociadores, y así, MARTINEZ EMPERADOR,
("Interpretación " op. cit. pag. 63), expone que "La comisión
paritaria aún cuando haya de ser "de la representación de las partes 
negociadoras", es órgano distinto a la comisión negociadora, tanto en 
su naturaleza, cuanto en su composición y funciones".
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convenio con decisiones a las que se busca equiparar en 
eficacia al propio acuerdo colectivo, y, por tanto, con 
unas ciertas funciones de negociación continua o dinámica, 
de otra posible función arbitral, amparada en el derecho de 
las propias partes en conflictos en sujetarse a un 
arbitraje voluntario, previamente convenido, y en el que 
gozan de plena capacidad para designar como árbitro a la 
persona o institución que deseen, sin que exista 
imposibilidad alguna, aunque no sea lo usual, de que dicha 
designación recaiga en personas vinculadas a las propias 
partes enfrentadas (asesores, dirigentes sindicales o 
empresariales, etc...) pero que les merezcan garantías 
suficientes para resolver el litigio. En el caso de 
producirse esa atribución de funciones arbitrales, se 
trataría de un auténtico arbitraje voluntario equiparable 
en todo a los que se examinaron, y debería contemplarse a 
la comisión no como tal, sino como un tercero al que las 
partes han considerado imparcial y capacitado para emitir 
el arbitraje. Es más, aún no pactado en convenio, nada 
impediría tampoco que, ante un conflicto concreto, quienes 
negociaron el acuerdo colectivo se sujetasen a un arbitraje 
voluntario de la comisión paritaria creada en el mismo.
Aún admitiendo ese supuesto arbitral, lo cierto es 
que, precisamente por la vinculación con los interesados en 
el conflicto, no suele ser habitual, sino más bien todo lo 
contrario, que se conceda a esa comisión una auténtica 
función arbitral, y lo que más bien se le otorga es una
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facultad interpretativa general del convenio, en la 
perspectiva que se expuso de una cierta negociación más 
dinámica, que podría ir pareja, incluso, con la posibilidad 
de acabar o completar la regulación de algún aspecto 
contemplado en el acuerdo colectivo.
b) Eficacia vinculante de la labor interpretativa 
general .- Centrándome en la primera de esas dos funciones, 
es decir, la interpretativa que es la que propiamente 
afecta a los conflictos jurídicos, pues la segunda remite, 
en su caso, a la negociación y conflictos de «intereses o de 
regulación, el problema central que se plantea es el del 
valor que tendrán esas soluciones negocíales estableciendo 
determinadas interpretaciones del convenio colectivo, o, en 
otras palabras, si dichos acuerdos formarán parte, de algún 
modo, del propio convenio y vincularán por lo tanto a los 
órganos jurisdiccionales a la hora de aplicar el mismo 
( 565 ).
Son numerosas las opiniones que sostienen la necesidad 
de establecer esa vinculación y así se ha expuesto que, "la
565 . - Como señala DEL REY GUANTER, ("Arbitraje..." op. cit. pag.
120), "Cuando empieza a surgir la posibilidad de una relación
controvertida entre autonomía colectiva y vía judicial es cuando las 
partes muestran el deseo de que la voluntad del órgano paritario tenga 
una mayor incisividad para ellas mismas, como es el caso cuando
expresamente declaran que "los acuerdos de esta Comisión Paritaria 
tendrán carácter vinculante" o más específicamente cuando establecen 
que "los acuerdos a que se lleguen en las Comisiones Paritarias en 
cuestiones de carácter general, se considerarán parte del presente 
Convenio Colectivo y tendrán su misma eficacia obligatoria". La
cuestión que surge entonces es si tales acuerdos, en ausencia
lógicamente de clara ilegalidad, pueden ser ignorados por una de las 
partes al replantear el mismo tema conflictivo en la vía judicial".
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Comisión Paritaria, por muchas diferencias que se quieran 
marcar, es la institucionalización con carácter permanente 
durante todo el tiempo de vigencia del convenio colectivo
de su comisión negociadora....... Dicho en otros términos,
los acuerdos interpretativos de las Comisiones Paritarias 
merecen la consideración de interpretación auténtica del 
convenio colectivo, porque se toman por las mismas partes 
que lo elaboraron a través de un organismo constituido a 
iniciativa de y compuesto por ellos mismos con la finalidad 
específica de solventar los conflictos interpretativos que 
surjan durante su vigencia" ( 566 ).
En otras opiniones doctrinales se ha sostenido que el 
acuerdo interpretativo de la comisión (567 ) no tendría 
carácter vinculante para los órganos judiciales, al menos 
no superior a la importancia que las reglas interpretativas 
de los contratos atribuyen a la voluntad auténtica de las
566 . - CRUZ VILLALON, "La intervención de las Comisiones..." op.
cit. pag. 216.
En el mismo sentido, la opinión ya citada de ALARCON CARACUEL,
"Los procesos....... " op. cit. pag. 101, y también DEL REY GUANTER,
"Arbitraje..." op. cit. pag. 120, HERNANDEZ VIGUERAS, "La solución..." 
op. cit. pag 171.
En parecidos términos OJEDA AVILES ("Derecho Sindical", op. cit. 
pag. 560), se remite a esa vinculación al señalar, "La LET se preocupa 
únicamente de armonizar la actuación de la Comisión Paritaria con la 
posible judicial, asignando a aquella la interpretación abstracta, o 
uti universi, del convenio, y a ésta la individual, o uti singuli, que 
habrá de respetar la postura general de la Comisión".
567 . - Siempre y cuando se produzca en uso de esas facultades
negociales de interpretación general del convenio y no en realización 
de funciones arbitrales, como se encarga de señalar MARTINEZ EMPERADOR, 
("Interpretación...." op. cit. pag. 62). Sin duda porque en el supuesto 
arbitral el carácter vinculante resultaría mucho más claro.
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partes (568 )/ razonándose en el sentido de que ese 
carácter vinculante podría implicar amparar
interpretaciones que supusiesen auténticas novaciones del 
convenio, efectuadas, además, por órgano sin capacidad 
negocial y que no puede confundirse con la auténtica 
comisión negociadora, señalándose, también, la
incongruencia que supondría defender ese carácter 
vinculante, cuando a los tribunales corresponde el control 
de legalidad del propio convenio colectivo interpretado 
(56s).
Jurisprudencialmente se ratifica, en general, ésta 
última opinión, asimilándose esta labor interpretativa a 
una especie de dictamen, próximo a un arbitraje sin laudo 
vinculante, de tal forma que las partes conozcan el parecer 
de la comisión paritaria o del órgano que al respecto 
actúe, pero pudiendo luego no acatarlo y acudir a los 
tribunales, que, en principio, no quedarían vinculados por
568 En tal sentido SALA FRANCO, TOMAS, "Comentario al artículo 
91 ET" en AA.W. "El Estatuto de los Trabajadores. Comentarios a la Ley 
8/1980 de 10 de Marzo" Madrid (Editorial Revista de Derecho Privado) 
1981, pag. 611. También en AA.W. (Director SALA FRANCO, TOMAS) 
"Derecho del Trabajo" 6§ edición, Valencia (Tirant Lo Blanch) 1991, 
pag. 215.
Igualmente MARTINEZ EMPERADOR, "Interpretación " op. cit. pag.
62.
Lo cierto es que generalmente las formulaciones de los convenios 
colectivos suelen respetar la posibilidad de acudir después de la 
intervención de la Comisión Paritaria a los órganos jurisdiccionales.
569 .- Al respecto MARTINEZ EMPERADOR, "Interpretación " op.
cit. pags. 63 y 64.
pag. 465
el citado dictamen o interpretación (570 ), pese a
570 Por ejemplo, en esos términos, STCT 14-1-81, Ar. 580, 14-
5-82, Ar. 3250, 9-3-84, y 23-3-84, Ar. 3039 y 3074.
Sobre la vinculación de los tribunales a una posible
interpretación de la comisión paritaria, cuestión de la que ya se 
anticipó alguna crítica doctrinal, creo que puede apreciarse una cierta 
evolución, al respecto, en alguna sentencia aislada.
Así STSJ (Madrid) 21-11-89, Ar. 161, razonará que un determinado
acuerdo de la comisión paritaria "debe ser vinculante para las partes
firmantes del convenio colectivo por mor de su art. 7-4....; pues
bien, ante el carácter vinculante del propio convenio colectivo, en 
virtud de lo dispuesto en el art. 37-1 de la Constitución y por 
consiguiente de sus cláusulas, entre las que está la recogida en el 
apartado 4 del art. 7 del convenio en litigio debe vincular a las 
partes, y por ello es plenamente aceptable la petición concreta
formulada.... ".
Se puede apreciar que aún muy matizadámente, y en relación con una 
cuestión muy particular, se admite una cierta vinculación por un camino 
indirecto, pues si la interpretación resulta vinculante para las
partes, la Jurisdicción debe resolver conforme a la misma, con lo que
indirectamente se asume que queda vinculada también por aquella 
interpretación.
Es evidente que es un caso aislado, pero demuestra una creciente 
receptividad y preocupación hacia el funcionamiento de las comisiones 
paritarias.
También me parece muy significativa la STS (43) 3-6-91, Ar. 5127, 
dictada en recurso de casación para unificación de doctrina, que aborda 
el problema del alcance de las interpretaciones de la comisión 
paritaria. La sentencia llega a la conclusión de la no vinculación de 
dicha interpretación, pero, significativamente, no sienta esa doctrina 
con carácter general, que lo podía haber hecho si se atiende al 
problema planteado, sino en atención a que la Comisión Paritaria se ha 
extralimitado, lo que deja la duda de si en el caso contrario se 
hubiese considerado vinculante su interpretación, e incluso si se 
atiende a los razonamientos, cabe pensar en que un cierto efecto 
vinculante se hubiese producido, pues el Tribunal razona que "Si se 
reconoce que la comisión paritaria del convenio se ha excedido de los 
límites propios de la interpretación la función jurisdiccional debe 
jugar de acuerdo con lo establecido en el art. 91 E.T. En cambio, si se 
estima que la comisión paritaria se ha mantenido dentro de sus 
atribuciones no podrá reconocerse infracción de la norma colectiva
controvertida......... " señalándose a continuación el carácter de
interprete institucionalizado del Derecho que tiene la comisión 
paritaria y que esa interpretación "se desarrolla habitualmente con 
apreciables márgenes de elección entre opciones interpretativas 
diversas....", señalándose, no obstante, que en todo caso debe respetar 
unas reglas interpretativas mínimas que es lo que en el caso no 
ocurría.
Puede verse que de una construcción' doctrinal como ésta podría 
concluirse en que la interpretación es vinculante salvo extralimitación 
en las funciones propias de la Comisión, o ilegalidad o lesividad, en
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reconocerse su importancia como un elemento de convicción 
de notable valor (571)*
En este sentido MARTINEZ GIRON ( 572 ) señala que, aún 
cuando en la Jurisprudencia se ha consolidado esa solución 
sobre el carácter no vinculante, ello no priva de valor a 
estas interpretaciones pues, "si el convenio colectivo 
establece que el eventual acuerdo de su comisión paritaria 
es "vinculante para las partes", el Magistrado, aunque 
reexamine todas y cada una de las cuestiones que ya 
hubieran sido por ella consideradas, deberá fallar en 
sentido "coincidente" con el mismo si no aprecia en él 
vicio de ningún tipo", con lo que, de alguna manera, se 
reintroduce una cierta vinculación.
Es posible que, aún cuando las dos posturas expuestas 
pudieran parecer absolutamente contradictorias, en muchos 
casos no estén tan sumamente distantes, pues, quienes 
defienden el carácter vinculante de las resoluciones de la 
comisión paritaria no niegan, por supuesto, que dichas 
interpretaciones sean susceptibles de los mismos controles 
jurisdiccionales (legalidad y lesividad) que cabrían en
los mismos términos que se plantean en relación con el propio convenio 
colectivo.
En definitiva, lo que me interesa constatar es una incipiente 
evolución en la posición jurisprudencial al respecto.
571 En tal sentido, por ejemplo, las citadas STCT 14-5-82, Ar.
3250 y 23-3-84, Ar. 3074.
.- MARTINEZ GIRON, "Los pactos...." op. cit. pags. 294 y 295.
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relación con el convenio del que derivan, pero además,
i
generalmente, se señala uno adicional, que es el propio 
control sobre la normativa convencional (573 ), esto es, 
que la interpretación se ajuste al tenor del convenio y no 
constituya novación del mismo (574 ).
Admitido ese control, parece que la mayor parte de las 
objeciones que pueden hacerse al carácter vinculante de las 
interpretaciones de las comisiones paritarias desaparecen, 
por cuanto esa labor interpretativa no tiene que conducir 
necesariamente a una novación del convenio, y si así 
ocurre, por supuesto, tal criterio no vincularía al órgano 
judicial, que podría apreciar su nulidad por 
extralimitación de aquella en las funciones que se le
573 En tal sentido DEL REY GUANTER, ("Arbitraje..." op. cit. 
pag. 120), "Desde la perspectiva colectiva, que es la que estamos 
considerando, creemos acertada la posición doctrinal que se ha 
pronunciado en sentido negativo, esto es, que los acuerdos adoptados en 
el seno de la comisión paritaria, siempre que no violen la normativa 
estatal o la propiamente convencional, ha de poner fin a la 
controversia suscitada".
574 . - CRUZ VILLALON, ("La intervención de las Comisiones..." op.
cit. pag. 216), "Distinto es que la Comisión Paritaria realice un uso 
desmedido de las funciones que le han sido encomendadas, introduciendo 
nuevos contenidos en el convenio colectivo bajo la apariencia de una 
pura actividad interpretativa. Para ello si que están los Tribunales, 
en cuanto que es cometido suyo controlar los posibles excesos de las 
Comisiones Paritarias tomando decisiones más allá de las misiones que 
le han sido atribuidas".
De darse esa novación obviamente se produciría la nulidad de la 
resolución de la comisión paritaria, como señala inequívocamente, por 
ejemplo, la citada STS (4§) 3-6-91, Ar. 5127, dictada en recurso de 
casación para la unificación de doctrina, que establece al respecto: 
"... suponiendo en realidad no una interpretación sino una modificación 
de lo pactado en el convenio, que resulta incompatible con el tipo de 
negociación formalizada y a intervalos periódicos que ha escogido el 
legislador español....".
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atribuyeron, a semejanza de lo que puede hacerse con los 
laudos arbitrales "ultra vires"; por otro lado, la posible 
vinculación, lo sería en términos idénticos al propio 
convenio colectivo interpretado, al que en definitiva se
íj
incorporaría, manteniendo así los órganos jurisdiccionales 
la misma capacidad de control que sobre el texto original.
Matizado en estos términos el carácter vinculante de 
la citada interpretación, parece que debe ser admitido como 
una más de las posibles soluciones negociales a los 
conflictos colectivos jurídicos, incluso áún cuando su 
carácter sea preventivo ( 575 ).
Lo que ocurre, obviamente, y por ello se decía antes 
que las posturas doctrinales, al menos en su mayor parte, 
no están tan alejadas, es que una vinculación expresada en 
esos términos es bastante limitada, y en realidad se 
centraría simplemente en la necesidad de que el órgano 
jurisdiccional, cuando existan varias interpretaciones 
posibles, todas ellas legales y admisibles conforme al 
texto del convenio, no escoja la que en su criterio se 
ajuste mejor a lo convenido, sino que acepte la de la 
comisión paritaria, con tal de la que la misma encaje en el 
precepto interpretado y aún cuando, como se ha dicho, 
existiesen otras igualmente aceptables; es decir la
575 .- Pues aún en ese caso no dejaría de versar como indican
ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE, ("Derecho del Trabajo" op. cit. pag. 
877), sobre "la solución de conflictos jurídicos en torno al mismo (el 
convenio), conflictos en general primarios o no formalizados, por 
llamarlos de algún modo".
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vinculación se limitará a respetar a la comisión paritaria 
esos "apreciables márgenes de elección entre opciones 
interpretativas diversas" a que la jurisprudencia se
refiere (576 ), solución que no se oculta que es
problemática, pues exige una autolimitación consciente del 
órgano judicial para no entender, por sistema y sin mayores 
consideraciones, que cualquier interpretación que no 
coincida con la que considera acertada, suponga 
extralimitación o novación del texto convenido (577 ).
También debe señalarse que la atribución de las 
funciones indicadas a la comisión paritaria no es 
radicalmente incompatible con la actuación jurisdiccional, 
que seguiría encontrando un amplio campo de actuación para,
por un lado, controlar los excesos de aquella a través de
las impugnaciones contra sus resoluciones o de los procesos 
que en relación con las mismas se susciten, y, por otro 
lado, seguir realizando labores interpretativas cuando el 
convenio en cuestión no las haya atribuido a la comisión, o
576 .- Al respecto la ya citada STS (4^) 3-6-91, re. ar. 5127, 
dictada en recurso de Casación para la Unificación de doctrina.
577 . - Es manifiesto como señala DÁUBLER ("Diritto
Sindacale 1 op. cit. pag. 192) que "el juez dispone de un margen
enorme para determinar lo que el considera la voluntad "reconocible" de 
las partes contratantes. Su "soberanía" es aquí tan amplia como en el 
caso de las leyes y consiguientemente no puede tenerse la certeza de 
que en definitiva se imponga el resultado querido por las partes", por 
ello sólo una autolimitación de ese amplio margen garantiza unos 
efectos ciertamente vinculantes de las interpretaciones que emanen de 
las comisiones paritarias.
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lo haya hecho sin darles carácter vinculante (578 ), o, por 
supuesto, cuando la comisión paritaria, aún gozando de esa 
capacidad interpretativa, sea incapaz de llegar a un 
acuerdo (579 ).
3 . - L a  postura de los agentes sociales .- Al margen 
de los problemas expuestos, lo cierto es que los propios
agentes sociales perciben que la actuación de estas
comisiones puede ser efectiva para conseguir ese 
mantenimiento del equilibrio interno del convenio al que
antes se aludió, y por ello, la mayoría de los sistemas que
se establecen mediante la negociación colectiva para la 
solución de conflictos colectivos jurídicos, giran en torno 
a ellas, hasta el extremo de que se puede afirmar que "se 
convierten en la institución adecuada en nuestro país para 
desarrollar esa evolución paulatina a la que hacíamos 
referencia en relación a la intención de los interlocutores 
sociales de acentuar la importancia de las soluciones 
autónomas y disminuir el protagonismo de la Jurisdicción" 
(5eo), tampoco es, pues, casual que la Propuesta Sindical 
Prioritaria, recogiese en su apartado 18 la necesidad del
578 . - En cuyo caso los posibles dictámenes de la comisión serán 
como señala MARTINEZ GIRON, ("Los pactos...." op. cit. pag. 295), "un 
elemento de juicio adicional que puede facilitar la resolución del 
litigio por el Magistrado de Trabajo", elemento además cualificado, 
como él mismo señala.
579 .- Al respecto CRUZ VILLALON, "La intervención de las
Comisiones...." op. cit. pag. 218.
580 .-DEL REY GUANTER, "Arbitraje..." op. cit. pag.122.
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"establecimiento de procedimientos voluntarios para la 
solución de conflictos colectivos basados en : a.l)
comisiones de interpretación de los convenios 
c o l e c t i v o s , o que la Iniciativa Sindical de Progreso, 
establezca en su apartado 1.2.1 que, "para garantizar el 
cumplimiento de las disposiciones convencionales, los 
instrumentos más eficaces son la dotación de mayores 
competencias a las comisiones paritarias....".
4 . - Conclusiones acerca de las Comisiones
Paritarias.- En definitiva, cabe atribuir a estas 
comisiones funciones de solución de conflictos colectivos 
jurídicos y parece conveniente que así se haga, por 
tratarse de un órgano cercano a las partes en conflicto, en 
el que participan los agentes sociales, y con un 
conocimiento directo del contenido de lo negociado. Esas 
funciones comprenderían tanto la de promover y alcanzar 
soluciones negociales entre los propios firmantes del 
convenio y componentes de la comisión, como otras más 
generales de conciliación, mediación e, incluso, arbitraje.
Desde luego la actuación que se comenta de la comisión 
paritaria tiene sentido en la solución de conflictos 
derivados de la interpretación y aplicación del propio 
convenio que la constituyó, que es la función que 
habitualmente se le atribuye (581 ) y, en cambio, no lo
581 . - Como señala PALOMEQUE LOPEZ, ("Administración..." op. cit.
pags. 42 y 43), una de las funciones que h'abitualmente se atribuye a la 
Comisión Paritaria es la "interpretación general del convenio o, mejor 
dicho, resolución arbitral de los conflictos (colectivos y jurídicos)
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tiene con tanta claridad, en la solución de otros 
conflictos no vinculados al convenio de referencia, que 
constituye el marco natural de actuación de aquella.
Para no repetir cuanto en diversos momentos de este 
trabajo se ha afirmado, se puede hacer un resumen 
señalando:
a) La comisión paritaria resuelve conflictos mediante 
la negociación cuando, las propias partes que la componen, 
acuden a ella para solucionar controversias derivadas del 
convenio colectivo de referencia. Esta actuación puede 
estar establecida con carácter obligatorio y su resultado, 
si existe un compromiso muy claro al respecto, debería ser 
vinculante, en los términos ya expuestos.
b) Nada se opone, e incluso resulta aconsejable que, 
en conflictos colectivos derivados de la interpretación del 
propio convenio, se atribuyan a la comisión paritaria 
funciones de conciliación, mediación e incluso arbitraje 
con laudo no vinculante. En todos estos casos, dichos 
trámites siempre que vengan establecidos con toda claridad 
se constituirán como actuaciones preprocesales de obligado 
cumplimiento, que retrasarán el posible ejercicio de la 
reclamación en vía jurisdiccional, pero no la impedirán una
derivados de la interpretación en todo o en parte del convenio 
colectivo, dentro de las posibilidades abiertas por el artículo 91 E.T. 
en materia de "aplicación e interpretación" de los convenios. Se trata, 
en realidad, de interpretación para la aplicación del propio convenio" 
y otra, la "composición de conflictos laborales, colectivos e 
individuales, a través de procedimientos de conciliación, mediación y 
arbitraje".
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vez producida la intervención de la comisión. Su actuación 
en conflictos no derivados o relacionados con el convenio 
colectivo, que es su marco natural de actuación y 
referencia, sin ser imposible no parece tener excesivo 
sentido.
c) Es posible atribuir a la comisión paritaria 
funciones arbitrales con laudo vinculante, en el marco del 
propio convenio en que actúa y con los problemas que 
plantea en general este tipo de arbitraje.
d) En todo caso, para que estas atribuciones puedan 
tener efectividad, se requiere una redacción en el convenio 
muy clara y concreta, y un funcionamiento, de la comisión, 
ajustado a los criterios que se expusieron para cada uno de 
los procedimiento de solución (502 ).
e) La atribución de estas funciones a las comisiones 
paritarias plantea algunos problemas y así pueden 
señalarse:
- Coste del procedimiento.
582 .- Precisamente se ha señalado que las reticencias sobre el
correcto funcionamiento de las mismas o de su regulación convencional 
justifican la actitud reservada de la jurisprudencia hacia el carácter 
vinculante de las interpretaciones que de ellas emanan. En tal sentido 
RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, ("Comisiones Paritarias...." op. cit. pag. 
131), "Las limitaciones observadas en esta línea de evolución
jurisprudencial tiene su explicación, muy probablemente, en diversas
causas. Entre ellas hay una que no es posible olvidar : se trata
de las comprobadas deficiencias en la regulación de las comisiones 
paritarias por parte de los convenios colectivos. No parece demasiado 
arriesgado pensar que un más correcto diseño del órgano paritario y de 
sus funciones hubiera encontrado una diferente reacción por parte de la 
jurisprudencia".
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- No amortizan el trámite obligatorio de conciliación 
previa al proceso, salvo que venga así establecido en 
convenios o acuerdos negociados al amparo del artículo 83 
del Estatuto.
- Las soluciones arbitrales de la comisión no son 
ejecutivas.
f) Se plantea, así, la necesidad de un marco 
heterónomo que refuerce las posibilidades de actuación de 
estas comisiones, sirviendo como una especie de 
"legislación de apoyo". ,
g) Pese a todo lo anterior es destacable el interés de 
los agentes sociales por dotar a estas comisiones 
paritarias de mayores competencias e intervención en la 
solución de los conflictos laborales derivados de los 
convenios colectivos.
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4.2.D.d.- Algunas conclusiones sobre los 
procedimientos que tienen origen en la 
autonomía colectiva
Por todo lo expuesto creo que es claro el interés de 
los agentes sociales por regular procedimientos de solución 
de conflictos basados en la autonomía colectiva, pues, pese 
a las reiterados intentos frustrados, se sigue insistiendo 
en el tema.
Es de destacar que aún cuando ninguno de los acuerdos 
estatales se ha desarrollado, no puede negarse que han 
servido de pauta para los que, en algunas comunidades, se 
han pactado, y ello revela que, posiblemente, ese sea el 
marco adecuado para realizarlos, en lo que sin duda 
influyen las diferentes características de la
conflictividad en cada zona geográfica, e incluso las 
posturas, no unánimes, que al respecto sostienen, sobre 
todo, las asociaciones empresariales en cada Comunidad 
Autónoma.
Por otro lado, se hace evidente la necesidad de una 
legislación de apoyo a estos procedimientos, que aclare el 
valor de las soluciones alcanzadas y que fomente su 
carácter alternativo al jurisdiccional. Sin esa legislación 
de apoyo pueden desarrollarse también, pero con mayores 
dificultades.
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Igualmente hay que significar el importante papel que, 
en cualquiera de estos sistemas, debe atribuirse a las 
comisiones paritarias de interpretación del convenio, en 
relación con las que se ha señalado que "el indudable 
fracaso de los reiterados intentos de crear un vasto 
sistema interconfederal.... para la solución de los 
conflictos colectivos, contrasta con la efectividad de las 
"comisiones paritarias" creadas en los convenios 
colectivos" (583 ), por lo que, lo más aconsejable, parece 
ser "reforzarlas, considerarlas como órganos de 
conciliación y arbitraje, preceptivos, obligatorios y 
vinculantes, y que fueran una instancia prejudicial 
forzosa" (5S4).
Por último, es claro que cualquier desarrollo que se 
haga, siempre que esté basado en principios de 
voluntariedad, como parece ser aceptado en la mayoría de 
los casos, sólo puede tener efectos prácticos si existe una 
decidida implicación de las organizaciones sindicales y 
empresariales, tanto en el desarrollo de los 
procedimientos, como en su utilización, descartando otras 
fórmulas, y fomentando entre sus afiliados la confianza en 
los mismos.
583 . - MONTOYA MELGAR, "La Constitución ..." op. cit. pag.120.
584 .- LINARES LORENTE, "El arbitraje ___" op. cit. pag. 14.
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4.3 COMPATIBILIDAD ENTRE LOS PROCEDIMIENTOS DE
SOLUCION DE CONFLICTOS COLECTIVOS ANALIZADOS Y 
LAS MEDIDAS DE PRESION.-
1.- Planteamiento del problema . - Sin entrar en el
análisis de la regulación concreta en nuestro Derecho de 
las medidas de presión que pueden utilizar trabajadores y 
empresarios, análisis que no tendría sentido en este
trabajo, es imprescindible referirse a las posibilidades
que existen de simultanear procedimientos de solución de 
conflictos con las medidas de presión que se admitan 
legalmente, y de entre ellas, fundamentalmente, con la 
huelga, que es la que mayores problemas puede plantear, ya 
que las medidas de conflicto empresariales se conceptúan 
generalmente, en nuestro ordenamiento y en cuanto sean 
lícitas, como defensivas, por lo que no suelen entrar en 
conflicto con los procedimientos de solución. En cuanto a 
otras medidas de los trabajadores o son ilícitas, en cuanto 
supongan infracciones de deberes básicos o entrañen
actuaciones violentas, o no se conciben propiamente como de 
una intensidad suficiente para obstaculizar el 
funcionamiento de los procedimientos de solución, como 
ocurre, por ejemplo, con la publicidad del conflicto.
En definitiva, en términos de hechos, la 
incompatibilidad entre medidas de conflicto y
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procedimientos de solución puede producirse con mucha 
amplitud, pues, en todos aquellos sistemas en los que se
requiera conformidad de las partes para acogerse al
procedimiento de solución, cualquiera de ellas puede 
condicionar la aceptación del mismo a que la otra cese
t
totalmente en cualquier presión que haya iniciado.
Ahora bien, en términos de Derecho, los problemas se 
plantearán generalmente con la relación huelga
procedimientos de solución de conflictos, al considerarse, 
de algún modo, que el recurso a medidas extremas de
autotutela, excluye la utilización de otros procedimientos.
En general, ya se ha expuesto reiteradamente que
cualquier procedimiento de solución de conflictos
colectivos es subsidiario de la negociación directa entre
los afectados, y que es imprescindible que ambas partes, 
pero especialmente los trabajadores, conserven esa
capacidad de presión que el ordenamiento jurídico les 
reconoce, precisamente, para equilibrar sus posiciones en 
los procesos de negociación.
También se indicó que las medidas de presión no debían 
considerarse, propiamente, como un sistema de solución de 
conflictos, por lo que su utilización simultánea con uno de 
éstos, no implicaría en modo alguno una duplicidad que, por 
otra parte, tampoco cabe excluir de por sí (585 ).
585 .- Véase en este estudio 2.1.A Concepto, enumeración y
clasificación de los procedimientos de solución y 2.2. Las medidas de 
presión en los conflictos colectivos jurídicos.
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Ahora bien, ¿ ocurre así en nuestro Derecho ?.
i
2 Las soluciones en el Derecho vigente En primer 
lugar hay que señalar que el artículo 28.2 CE ampara, sin 
ningún genero de dudas, la huelga en conflictos colectivos 
jurídicos, pues la reconoce, en general, para la defensa de 
los intereses de los trabajadores, e incluso no la vincula 
con la negociación colectiva, sino que le da un contenido 
más amplio; es más, "la huelga motivada por conflictos 
jurídicos o de interpretación y aplicación de una norma 
laboral vigente, ya sea estatal o convencional, no venía 
prohibida expresamente por el art. 11 del RDL(RT)" ( 586 ) y 
de hecho, el Tribunal Constitucional (587 ) estableció 
expresamente que "nada impide la huelga durante el período 
de vigencia del Convenio Colectivo cuando la finalidad de 
la huelga no sea estrictamente la de alterar el Convenio, 
como puede ser reclamar una interpretación del
mismo.......". Es claro pues que, ni en términos
constitucionales, ni legales, puede considerarse que, por 
esencia, sean incompatibles las medidas de conflicto y los 
procedimientos de solución, máxime si la anterior 
interpretación del Tribunal Constitucional puede 
extenderse, analógicamente, a las huelgas por
586 .-SALA FRANCO, "Huelga, Cierre Patronal...." op. cit. pag.
91.
587 .- STCO de 8 de Abril de 1981, FJ 14.
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interpretación de norma estatal o por aplicación de 
cualquier tipo de normas (58S ) .
a) Admisión de la incompatibilidad en cuanto derive de 
la iniciación de un procedimiento voluntario . - Pese a 
ello, al analizar alguno de los acuerdos que los agentes 
sociales han alcanzado o tienen en proyecto, se ha podido 
ver que era habitual que, bajo determinadas circunstancias, 
se condicionasen algunos procedimientos de solución al cese 
en las medidas de conflicto adoptadas, y, por su parte, el 
RDLRT, en cuanto siga vigente, y dejando ©1 margen las 
consideraciones que en su momento se expondrán acerca del 
actual proceso jurisdiccional y su relación con éste, "se 
configura como absolutamente incompatible con la huelga, no 
pudiendo coexistir ambos por ser aquél (el procedimiento 
del RDLRT) precisamente alternativo de ésta” (589 ).
En efecto, el RDLRT establece que si los trabajadores 
acuden al procedimiento de conflicto colectivo no pueden 
recurrir a la huelga, y, por contra, si eran los 
empresarios los que habían acudido al procedimiento de
588 . - En tal sentido SALA FRANCO, " Huelga, Cierre Patronal..."
op. cit. pag. 91.
589 DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, Y GARCIA-PERROTE
ESCARTIN, "Instituciones..." op. cit. pag. 410.
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conflicto colectivo, éste se archivaría tan pronto los 
trabajadores decidiesen recurrir a la huelga ( 590 ).
En principio esa incompatibilidad, por lo menos hasta 
tanto se alcanza el proceso jurisdiccional, no parece 
especialmente conflictiva si se tiene en cuenta que los 
procedimientos de solución que ofrece nuestro Derecho, 
hecha excepción del arbitraje obligatorio del art. 10 
RDLRT, son voluntarios pues los interesados pueden acudir a 
los mismos o no, según sea su voluntad, por lo que ningún 
obstáculo legal hay a que se condicione su utilización al 
cese de las medidas de presión; ese fue, precisamente, el 
fundamento que llevó al Tribunal Constitucional a 
considerar acorde a la Constitución la prohibición del 
recurso a la huelga, una vez que los trabajadores decidían 
acudir al procedimiento de conflicto colectivo del RDLRT 
(591), solución que, por otra parte, mereció críticas 
doctrinales, señalándose que "a pesar del pronunciamiento
590 . - Arts. 17.2 y 18.2 del RDLRT, e incluso conforme al art.
17.3 los trabajadores podían iniciar la huelga y posteriormente desear 
acudir al procedimiento de conflicto colectivo, pero ello sólo lo 
podían hacer si, previamente, desconvocaban la huelga. La
Jurisprudencia, por ejemplo STCT de 15-9-79 (Ar. 5275) ratificaba esa 
incompatibilidad, entendiendo que al optar por el procedimiento de 
conflicto colectivo los trabajadores decidían implícitamente no acudir 
a la huelga.
591 .- STCO 8 de Abril de 1981, FJ 23, señala que: "Aparte de lo
anterior, debe observarse que la posibilidad de acudir a la vía 
denominada de procedimiento de conflicto colectivo, lejos de ser 
imperativa, en la Ley está considerada como facultativa. Los 
trabajadores pueden utilizar el procedimiento de conflicto colectivo. 
Si la opción es facultativa, no puede considerarse que limite ningún 
derecho, en la medida que lo único que hace es ampliar las 
posibilidades de acción de los interesados.".
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del Tribunal, habría que replantear la revisión legislativa
de este punto.......  en efecto, cada vez se impone con
mayor claridad la posibilidad de recurso contemporáneo a 
medidas de lucha o presión y a mecanismos de solución
pacífica de los conflictos" ( 592 ).
También, en relación con el RDLRT, pero en opinión que 
puede extenderse a los restantes procedimientos, se
apuntaba en contra de su relación de exclusión con las
medidas de presión, la dificultad de admitir que una
actuación sindical implicase una imposibilidad de ejercer 
un derecho de titularidad individual como es el de huelga 
( 593 )/ pero este argumento ha perdido valor práctico, en 
función de las conclusiones sentadas por el Tribunal 
Constitucional en la aludida sentencia de 8 de Abril de 
1981, admitiendo la incompatibilidad entre procedimiento de 
conflicto colectivo y huelga, y la posibilidad de negociar 
limitaciones al derecho a esta última en convenio 
colectivo.
592 . - DURAN LOPEZ, FEDERICO, "Los procedimientos de solución de
conflictos colectivos tras la sentencia del Tribunal Constitucional de 
8 de Abril de 1981", Revista Española de Derecho del Trabajo, ne 
7/1981, pag. 364.
593 Así lo han expuesto numerosos autores, bien directamente
al estudiar el propio procedimiento de conflicto colectivo, bien al 
analizar el artículo 8.1 del RDLRT, es decir la posible limitación del 
derecho de huelga en convenio colectivo.
Entre los primeros, por ejemplo, DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS,
y GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "Instituciones " op. cit. pag. 410.
0 también DURAN LOPEZ, "Los procedimientos.... " op. cit. pag.
364.
Entre los segundos, por ejemplo, SALA FRANCO, "Huelga, Cierre
Patronal..." op. cit. pags. 92 y 93.
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En definitiva, y pese a esas críticas doctrinales, 
nada se opondría, constitucional ni legalmente, a que un 
procedimiento de solución voluntario, tanto de origen legal 
como convencional, condicionase su utilización a que quien 
lo inste no pueda recurrir a medidas de presión.
Esa conclusión es más difícil en los sistemas 
obligatorios, pues entender que un sujeto colectivo, aún en 
contra de su voluntad, si quiere gestionar una controversia 
colectiva la tiene que someter a un procedimiento de 
solución obligatorio, sin posibilidad de recurrir a la 
huelga por ese mismo problema, sería difícilmente encajable 
en nuestro sistema de relaciones laborales y plantea serios 
problemas de admisibilidad.
En efecto, si ese sistema obligatorio se estableciese 
por el Estado, sería de plena aplicación cuanto se expuso 
en relación con el arbitraje obligatorio del art. 10 RDLRT, 
y, por tanto, parece que tal posibilidad sólo sería 
admisible en circunstancias excepcionales. Además, la 
doctrina del Tribunal Constitucional admitía, como se acaba 
de exponer, la incompatibilidad entre el procedimiento de 
conflicto colectivo del RDLRT y la huelga sobre la base de 
la voluntad en la iniciación del mismo, por lo que resulta 
dudoso que esa incompatibilidad pudiera mantenerse cuando 
no se de esa voluntariedad en el recurso al procedimiento 
en cuestión.
Si el sistema obligatorio se estableciese mediante la 
autonomía colectiva, para lo que ya se expuso que existían
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algunas limitadas posibilidades, además de las anteriores 
consideraciones, habría que añadir que, al conjugarse la 
limitación a la libertad sindical y al derecho de tutela 
judicial efectiva, en la medida que se entienda afectado, 
con otra tan excepcional de la huelga, es muy posible que 
el derecho de negociación colectiva no fuese suficiente 
justificación para una tan amplia repercusión en otros 
derechos constitucionales. Pese a todo, tampoco cabe 
olvidar al respecto, pues parece abrir cauces para que un
acuerdo de ese tipo fuese viable, la posibilidad de que se
negocie en convenio el deber de paz laboral (594 ).
En cualquier caso los problemas constitucionales que 
plantea la admisibilidad del establecimiento de un
procedimiento de solución que, además de obligatorio,
excluya el recurso a medidas de autotutela y, especialmente 
a la huelga, salvo supuestos excepcionales, son 
difícilmente salvables.
b) Los límites de la incompatibilidad: los sujetos
afectados por la misma.- Ahora bien,la incompatibilidad en 
los sistemas voluntarios, que puede aceptarse en cuanto 
nace de la propia voluntad de los afectados , plantea un 
problema de límites, pues si cualquiera de los sistemas de
594 . - Ya se expuso que aún cuando se entendiese que se tratan de
cláusulas obligaciones y por tanto no afectan a un sujeto colectivo no 
firmante, las consecuencias prácticas de ello son mínimas, pues si se 
admite que vincula a los sujetos individuales comprendidos en el ámbito 
del convenio, la posible huelga convocada por aquél sujeto colectivo no 
podría ser seguida por nadie.
pag. 485
solución que se declare como incompatible con el recurso a 
medidas de presión, admite la posibilidad de que el 
conflicto lo inicie un sindicato no representativo ni 
mayoritario ( 595 )/ no cabe sostener que ese sindicato 
minoritario pueda excluir el recurso a la huelga por parte 
de otros más representativos, o por los propios 
trabajadores afectados. En estos casos, lo lógico es 
considerar que la prohibición de simultanear ese 
procedimiento con el recurso a medidas de presión debe 
entenderse referida únicamente a quien insta aquél, pero no 
alcanza a otros sindicatos, o a los propios trabajadores 
( 595 ).
Admitir lo contrario, sería tanto como aceptar la 
posibilidad de excluir casi totalmente la huelga, pues 
bastaría que un sindicato minoritario (o incluso amarillo) 
fuese acudiendo a procedimientos de conflicto colectivo, 
para impedir que los mayoritarios o los trabajadores 
recurriesen a la huelga por esos mismos temas, además de 
que parece contrario a toda lógica sindical que aquél pueda 
imponer su voluntad, en orden a como debe tramitarse un 
conflicto, frente a otros sindicatos más representativos.
595 . - Posibilidad admitida por el Tribunal Constitucional desde
su sentencia de 29 de Noviembre de 1982, BOE 29-12-82.
596 .- En tal sentido DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, GARCIA- 
PERROTE ESCARTIN, ("Instituciones...", op. cit. pag. 410) señalan que 
"a lo más, serán el o los concretos sujetos... que hayan promovido el 
procedimiento de conflicto colectivo los que no podrán convocar ni 
tratar de ejercitar las facultades de la huelga".
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Incluso cabría añadir que, como ya se analizó, los 
procedimientos de solución deben ir destinados a fomentar 
la negociación y no a impedirla. Pues bien, de admitirse 
que la actuación de un sindicato minoritario priva a los 
mayoritarios del recurso a la huelga, se estaría aceptando 
que, aún cuando estrictamente no les suprime sus 
posibilidades de negociación, si se las reduce 
considerablemente, al privarles de un elemento esencial en 
ella, como es el recurso a medidas de presión que 
equilibren las fuerzas, constituyéndose así el 
procedimiento de solución en un fuerte obstáculo a la 
solución negociada del conflicto.
Por otro lado, no puede olvidarse que de acudir un 
sindicato minoritario a un procedimiento de solución, los 
posibles acuerdos que se alcancen no tendrán efectos 
generales, salvo el caso de la posible sentencia judicial 
que plantea al respecto problemas más importantes que se 
analizarán. Así pues, si en el supuesto contemplado la 
solución del procedimiento va a tener efectos limitados, 
parece lógico que la prohibición del recurso a medidas de
presión alcance sólo a los, en teoría, posibles afectados
por aquella, pero no a otros, situación sobre la que se
volverá en extenso al abordar el proceso judicial en el que
este problema alcanza su mayor interés.
En esos términos la incompatibilidad analizada queda 
muy matizada, pues si otros sindicatos o representaciones 
de los trabajadores pueden convocar medidas de presión, no
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parece que pueda negarse a ningún trabajador, ni siquiera a 
un afiliado al sindicato que promueve el concreto 
procedimiento en trámite y en atención a la titularidad 
individual del derecho en cuanto a la participación o no en 
las mismas, la posibilidad de sumarse a aquellas.
Cabe pues admitir, limitadamente como se ha visto, que 
un procedimiento de solución, en cuanto sea voluntario, se 
manifieste como incompatible con el recurso a medidas de 
presión porque así se haya acordado con carácter general en 
relación con el mismo, o cuando, ante un concreto 
conflicto, así lo decidan los propios afectados, e incluso, 
puede entenderse como lógica esa incompatibilidad siempre 
que las partes hayan depositado la capacidad de decisión en 
un tercero, abandonando así, al menos temporalmente, la 
negociación directa, que es la que dota de razón de ser a 
las propias medidas de presión.
3 . - U n  principio general de compatibilidad entre 
huelga y procedimientos de solución .- Pese a que ya se ha 
dicho que es posible establecer la incompatibilidad entre 
procedimientos de solución y medidas de presión, lo que no 
resulta lógico es entender que por naturaleza, es decir, 
sin necesidad de pacto o norma expresa que así lo 
establezca, deben considerarse aquellos como incompatibles.
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Es decir, no sería acertado "plantear como recursos 
alternativos lo que son posibilidades superpuestas" (huelga 
y procedimientos de solución) (597 ).
En este sentido, como señala DEL REY GUANTER (598 ), 
"es importante que ya desde un principio se establezca 
claramente las líneas directrices de la interrelación entre 
procedimientos de solución de los conflictos colectivos y 
medidas de presión. En efecto ...los primeros tienen en 
común su incidencia sobre los segundos, pero no se ha dicho 
que tal incidencia tenga que ser de total exclusión, sino 
limitativa. Ello es muy importante tenerlo en cuenta en 
tanto que puede existir una tendencia a considerar en el 
estudio de la paz laboral que los procedimientos de 
solución de conflictos tienen siempre como efecto el 
excluir el ejercicio de medidas de presión una vez que se 
han iniciado tales procedimientos. No obstante, la 
experiencia comparada nos demuestra que no es éste el caso, 
en tanto que pueden existir procedimientos que pueden ser 
previos o incluso simultáneos a tal ejercicio ".
La O.I.T. tampoco contempla, por naturaleza, esa 
incompatibilidad, aunque la estime aconsejable en algún 
supuesto, y esa doble consideración puede comprobarse con
597 .- SUAREZ GONZALEZ, FERNANDO, "El Proyecto de Ley del
Estatuto de los Trabajadores (cuatro aspectos sorprendentes)1 en AA.VV. 
"Estudios de Derecho del Trabajo en memoria del profesor Bayón Chacón" 
Madrid (Tecnos) 1980, pag. 133.
.- DEL REY GUANTER, "Negociación..." op. cit. pags 73 y 74.
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toda claridad en su Recomendación 92 de 6 de Junio de 1951, 
que indica que, si un conflicto ha sido sometido a 
arbitraje con el consentimiento de todas las partes 
interesadas, debería estimulárseles para que se abstengan 
de recurrir a huelgas y lockouts en tanto dure el citado 
procedimiento. Puede verse, pues, que se entiende razonable 
esa posibilidad, pero que en todo caso se deja a la 
decisión de los propios afectados.
Incluso podría citarse que el artículo 94 del Proyecto 
de Estatuto de los Trabajadores, después desaparecido de la 
redacción definitiva junto con toda la regulación de los 
conflictos colectivos, permitía recurrir a la huelga aún en 
el supuesto de que se hubiese iniciado un procedimiento de 
solución de conflictos (599 ).
Así pues el principio general, que debería admitirse, 
es el de la compatibilidad entre procedimientos de solución 
y medidas de presión, unido a la posibilidad y conveniencia 
de que, en la práctica, las propias partes autolimiten el 
recurso a aquellas, especialmente cuando deleguen 
voluntariamente la solución en un tercero.
Si se parte de esa idea se revalorizan plenamente los 
compromisos contractuales de paz que en el marco de los 
procedimientos de solución de conflictos laborales, o en
599 .- Precisamente por no considerarlos excluyentes, Como
señala SUAREZ GONZALEZ, "El Proyecto..." op. cit. pag. 132.
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relación con ellos, pueden establecerse (60° ), y en ese
sentido, esos compromisos o pactos de paz, de exclusión de
medidas de presión, pueden convertirse en un fuerte
incentivo, especialmente dirigido hacia los empresarios,
para que admitan sistemas convencionales de solución de
«
conflictos laborales basados en la conciliación, mediación 
y, especialmente, en el arbitraje, o para que, ante un 
conflicto concreto, acepten su solución a través de los 
indicados sistemas, ya que, a cambio, pueden obtener ese 
compromiso de paz en relación con el objeto del conflicto, 
que de otra manera no les vendría garantizado de por sí.
4 . - Conclusiones .- Como conclusión de todo lo dicho
cabría indicar que:
Nuestro Derecho no tiene un principio general de 
incompatibilidad entre procedimientos de solución y medidas 
de conflicto colectivo (601)«
Sólo cuando expresa y claramente se establezca, 
legal o convencionalmente, la citada incompatibilidad en
600 .- Al respecto DEL REY GUANTER, ("Negociación...” op. cit. 
pag. 74), "Así, pues, no sería justificable una lógica reductivista que 
de forma apriorística determinara como única forma de interrelación 
entre procedimientos de solución de conflictos y medidas de presión, la 
de mutua exclusión. Este punto es esencial dado que permite poner de 
relieve por su trascendencia para la paz laboral compromisos 
contractuales entre las partes negociadoras que, de seguir aquella 
lógica de exclusión, pasarían inadvertidos....11.
601 .- Al respecto y en referencia al arbitraje, pero en opinión 
que puede generalizarse, HERNANDEZ VIGUERAS "La solución..." op. cit. 
pags. 466 y 467.
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relación con algún procedimiento voluntario concreto, podrá 
entenderse vigente la misma, pues no será inconstitucional.
- Parece natural que, desde el momento en que ambas 
partes han delegado voluntariamente su capacidad 
resolutoria en un tercero (arbitraje voluntario), se admita 
la imposibilidad de acudir a medidas de presión. 
Establecerla antes de ese momento, y, por tanto, cuando las 
partes deben mantener plena capacidad negocial, no parece 
tan lógico.
En todo caso, los efectos de la imposibilidad del 
recurso a medidas de presión sólo podrían entenderse como 
generales, y desde luego no necesariamente, cuando la 
solución que pueda alcanzarse en el procedimiento en 
cuestión pueda tener eficacia "erga omnes". En caso 
contrario los efectos quedarán limitados exclusivamente a 
quienes inicien o participen en dicho procedimiento.
La posibilidad de admitir un procedimiento de 
solución que, además de ser obligatorio, se constituyese 
como incompatible con el recurso a la huelga, y, por tanto, 
la excluyese en aquellos problemas que obligatoriamente 
deban someterse al mismo, es difícilmente admisible, y, en 
último extremo, sólo podría encontrar cauce a través de la 
regulación del deber de paz en los convenios colectivos.
- En general, y como más adelante se reiterará con 
mayor detalle, las conciliaciones, mediaciones, y 
arbitrajes que se acuerden en el marco del procedimiento* 
previsto en el RDLRT, conllevarán, en los limitados
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términos que se han analizado, la imposibilidad del recurso 
simultáneo a la huelga. Igualmente, en algunos de los 
procedimientos de origen convencional puede existir, si así 
se establece expresamente, dicha incompatibilidad.
En los restantes procedimientos, de por sí, no existe 
prohibición de recurrir a medidas de presión, aunque cabe 
siempre que las partes lo acuerden.
Por último, la especial situación que plantea el 
procedimiento jurisdiccional a este respecto, se abordaré 
en el estudio global que sobre el mismo * se inicia a 
continuación.
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V .- EL PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL DE SOLUCION DE 
CONFLICTOS COLECTIVOS VIGENTE EN EL DERECHO 
ESPAÑOL
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Como reiteradamente se ha venido exponiendo, una 
característica acusada de nuestro sistema de solución de 
conflictos colectivos jurídicos es la existencia de un 
procedimiento jurisdiccional que, en la actualidad, se 
regula, sustancialmente, en los arts. 150 a 159 de la 
vigente LPL y por el que, puede afirmarse, se encauzan la 
mayoría de los mismos, habiendo jugado sus precedentes 
regulaciones un papel predominante en la propia 
configuración doctrinal del conflicto colectivo; a su 
estudio destino la parte fundamental de este trabajo, 
entendiendo que su importancia, y los específicos problemas 
que plantea, justifican sobradamente un análisis por 
separado, pese a la indudable relación que tiene, y ya se 
ha podido advertir, con la globalidad de los procedimientos 
estudiados.
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5.1.- EL PROCESO JURISDICCIONAL DE SOLUCION DE 
CONFLICTOS JURIDICO-LABORALES COMO UNA 
PECULIARIDAD ESPECIFICA DEL SISTEMA DE 
RELACIONES LABORALES ESPAÑOL.-
A la hora de analizar el procedimiento jurisdiccional 
de solución de conflictos colectivos laborales, existente 
en nuestro pais, resulta difícil buscar referencias o 
similitudes en otros países, al menos en los «que nos pueden 
resultar más próximos, pues se constata que, al respecto, 
en la legislación procesal laboral de nuestro país, "el 
hecho más llamativo es la existencia en sí misma de una 
regulación positiva de un procedimiento de conflicto 
colectivo, desconocido como tal en otros ordenamientos" 
( 502 ).
Esa inexistencia de un procedimiento similar se 
produce en atención a dos concepciones distintas: una, la 
que limita la actuación de los tribunales laborales a las 
controversias individuales; otra, que atribuye a los 
tribunales laborales la competencia de controversias que 
entre nosotros serían jurídicos-colectivos, pero lo hace 
sin darles un tratamiento específico.
1.- Los sistemas Alemán y Sueco.- Esta última 
solución es la que se produce, en cuanto afecta a
602 .- CRUZ VILLALON, "La Justicia..." op. cit. pag. 93.
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cuestiones derivadas de los acuerdos colectivos vigentes, 
en aquellos países, a los que ya se hizo referencia, en que 
se contraponían conflictos colectivos y jurídicos, y por 
tanto no se prestaba atención a la distinción en estos 
últimos entre conflictos individuales y colectivos, lo que 
explica que pueden tener solución ante los tribunales 
laborales pero sin diferencias de tramitación.
a) Alemania .- Así, por ejemplo, los tribunales de 
trabajo de la República Federal Alemana, que son 
considerados como tribunales civiles especiales, tienen 
jurisdicción sobre conflictos jurídicos tanto individuales 
como colectivos, pues, además de ocuparse de litigios 
derivados del contrato de trabajo, entienden también de 
litigios relativos a los convenios colectivos (603 ), si 
bien más eventualmente porque las partes de un convenio 
puedan atribuir la competencia en los litigios jurídicos 
que entre ellas surjan, en relación con el citado pacto
603 . - Al respecto, por ejemplo, se afirma que "los
tribunales laborales germanos extienden su jurisdicción tanto a las 
contiendas de trabajo individuales como a las colectivas". LORD 
WEDDERBURN OF CHARLTON, "II diritto del lavoro in Europa negli anni'80" 
en Giornale di Diritto del Lavoro e di Relazioni Industriali" n9 
19/1983, pags. 522 y 523.
En los mismos términos SINAY, ("La gr^ve" op. cit. pag. 433), 
"En Alemania la interpretación de las convenciones colectivas se 
confían a los tribunales de trabajo en todo tipo de procedimientos...."
También AARON, ("La risoluzione...." op. cit. pag. 359), y 
BLASCO SEGURA, BENJAMIN, ("Esquemas de solución de 
conflictos de trabajo en los países de la Comunidad 
Económica Europea", Revista de Política Social n^ 115/1977, 
pag. 30) quien señala (pag 32) que esa competencia alcanza 
"conflictos derivados tanto de la parte contractual del 
pacto colectivo -obligación de paz- como de la 
interpretación de la parte normativa".
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colectivo, a un tribunal arbitral, con la consiguiente 
exclusión de la competencia jurisdiccional (604 ).
Ciertamente, los tribunales de trabajo alemanes tienen 
competencia, además de en los litigios individuales (605 ), 
en los "Conflictos de Derecho colectivo: es decir, los 
conflictos derivados de los convenios colectivos y los 
conflictos entre partes con capacidad para concertar tales 
convenios o entre éstas y terceros »( 606 ) que podrían
604 En tal sentido ADAM, G, y REYNAUD, J.D. "Conflictos de
trabajo y cambio social" (traducción Antonio Saenz de Miera), Madrid 
(Ibero-Europea de Ediciones) 1979, pag. 64) "Los firmantes de un 
convenio pueden dejar los primeros (conflictos de derecho 
sobre la interpretación de las disposiciones de un 
convenio) fuera de la competencia de los tribunales de 
trabajo", supuesto que no es infrecuente si se tiene en
cuenta que la O.I.T. ("Conciliación " op. cit. pag.
89), señala que como muestra de los mismos analizó "unos 
140 acuerdos de arbitraje" sobre conflictos de derechos.
605 .- Al respecto, HUECK y NIPPERDEY, "Compendio " op.
cit. pags. 547 y 548.
Ciertamente el artículo 12.2.(1)32, del "texto refundido de la Ley 
relativa a los tribunales de trabajo" aprobado por notificación de 2 de 
Julio de 1979 (O.I.T., Serie Legislativa, 1979-AL(RF) 2) les atribuye 
esas competencias en conflictos derivados del contrato de trabajo, 
junto a las relativas a la documentación de trabajo, y otras más 
específicas o de prestaciones, en el artículo 12, apartados 2 .(1).42 a 
92, y apartados 2(2), 2(3), 2(4).
606 .- HUECK y NIPPERDEY, "Compendio " op. cit. pag. 548.
En el mismo sentido AA.W. (CRL-País Vasco), "Sistemas...." op. 
cit. pag. 25.
El texto refundido aludido en nota precedente, atribuye esa 
competencia en el artículo 12 2.(1)12 disponiendo, literalmente, la
competencia exclusiva de los tribunales laborales "en los litigios de 
derecho civil entre partes de convenios colectivos o entre éstas y 
terceros, emergentes de un convenio colectivo o de la existencia o no 
existencia de tal convenio".
Además el artículo 12 2.(1)22, les atribuye también competencia
entre litigios entre esas mismas partes derivados de actos ilícitos 
relacionados con las medidas adoptadas a efectos de un conflicto de 
trabajo o en relación con la libertad de asociación. Es decir,
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asimilarse a algunos de nuestros conflictos jurídicos 
colectivos pero cuya solución ni recibe un tratamiento 
específico o diferenciado ( 607 ) ni admite soluciones que 
desborden los efectos tradicionales de la cosa juzgada como 
se desprende del texto legal ya citado (60S ).
b) Suecia La situación anterior puede generalizarse 
en el ámbito de los países que comparten la misma 
concepción sobre los conflictos colectivos, y así, por 
ejemplo, en Suecia, la jurisdicción especializada laboral 
también se ocupa, sin diferenciarlos de los conflictos 
individuales, de los conflictos que puedan derivarse de 
convenciones colectivas, si bien puede señalarse como dato 
peculiar que los tribunales laborales suecos empezaron 
asumiendo competencias exclusivas en estos últimos y sólo 
más adelante extendieron su competencia a otros litigios de
conflictos sindicales, algunos de los que podrían equipararse, también, 
a otros de nuestros conflictos colectivos jurídicos.
607 . - La especialidad que puede señalarse es la posibilidad de
que se excluya la Jurisdicción de Trabajo en los conflictos entre 
partes de convenios en relación con los mismos (es decir en conflictos 
colectivos jurídicos) mediante un compromiso de las propias partes, 
general, o particular para casos especiales, de sometimiento a 
arbitraje, posibilidad que, en cambio, en los litigios individuales es 
muy limitada, y sólo se admite en relación con algunas profesiones 
específicas (actores, tripulaciones de buques, etc...), conforme se 
desprende de los artículos 4 y 101(1) y (2) del texto refundido ya 
mencionado.
608 Como señala CRUZ VILLALON ("La Justicia..." op. cit. pag.
101), "en la práctica totalidad de los países rige el principio 
"sagrado" de la limitación de la resolución al litigio entre las partes
que han intervenido como actores en el proceso...... Ello supone que en
la mayoría de los países no es concebible una eficacia erga omnes de la 
sentencia. La única excepción vendría representada por España.... ".
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carácter individual (609 ). Si bien la solución de
609 Al respecto LORD WEDDERBURN OF CHARLTON, ("II Diritto "
op. cit. pag. 522), "La Corte del trabajo tripartita sueca se ha 
ocupado de controversias colectivas (referentes principalmente a la 
interpretación de los convenios colectivos) y solo recientemente ha 
adquirido competencia sobre la individuales....".
Ciertamente la Ley de 9 de Junio de 1977, modificatoria de la ley 
(núm. 371, de 1974) sobre solución judicial de los conflictos 
laborales, que establece el texto codificado de la citada Ley, (O.I.T. 
Serie Legislativa, 1977-Sue.3.) dispone en su Capítulo 1, artículo 12 
que "La presente Ley será aplicable al procedimiento judicial que 
deberá seguirse en los conflictos que se planteen en el campo de las 
relaciones entre empleadores y trabajadores (conflictos laborales)" y 
atribuye competencia en primera instancia a los tribunales laborales 
sólo en los conflictos con respecto a los cuales haya sido entablado un 
procedimiento por una asociación de empleadores, una asociación de 
trabajadores, o por un empleador que haya celebrado un convenio 
colectivo, y siempre que el asunto concierna a cuestiones derivadas de 
un convenio colectivo, cuestiones sobre participación en las decisiones 
del trabajo (enmarcadles en algunos de nuestros conflictos colectivos 
sobre materias sindicales) o se plantee entre partes vinculadas por un 
convenio, o en relación con trabajadores a los que les sea de 
aplicación un convenio vinculante para el empleador. Gran parte de 
estos conflictos, si hubiese una diferenciación entre colectivos e 
individuales# se equipararían a los que nosotros conocemos como 
colectivos jurídicos, y, además, se añadiría a ellos la posibilidad de 
que cualquier asociación que haya celebrado un convenio puede entablar, 
en nombre de toda persona que sea o haya sido miembro de la citada 
asociación, cualquier acción derivada de aquél convenio colectivo 
(artículo 5 del Capítulo 4).
Por contra, el artículo 2, del Capítulo 2, atribuye la competencia 
en primera instancia a los tribunales de distrito en los restantes 
conflictos, entre los que se enmarcarían los que se hayan planteado por 
reclamación individual, que sólo accederán al tribunal de trabajo como 
tribunal de última instancia (es decir, entre nosotros, en vía de 
recurso) o por la decisión de una asociación de empleadores o de 
trabajadores de gestionar colectivamente el conflicto, que pueden 
comunicar al tribunal de distrito en ciertos casos, en los que, 
notificada dicha decisión, se da preferencia a la gestión colectiva y 
se remite el litigio al tribunal laboral.
En el mismo sentido, AA.W. (CRL-País Vasco), ("Sistemas...." op. 
cit. pags. 122 y 123), que señalan la similitud del sistema con otros 
países como Dinamarca, donde los tribunales laborales sólo tienen 
competencia (art. 9 de la Ley de 1973 sobre el Tribunal de trabajo), en 
litigios relativos a violaciones de convenciones colectivos o 
ilegalides de acciones reivindicativas, mientras que otras cuestiones 
de Derecho del Trabajo son de competencia de los tribunales civiles de 
derecho común; al respecto AA.W. "Jura Europae, Droit des pays de la 
Communauté Economique Européenne" Paris-Munich (Beck - Editions 
Techniques Juris-classeurs) 1991, Tomo III, Dinamarca, pags. 70.00, 4 y 
5)
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conflictos en Suecia se orienta en gran medida hacia el 
arbitraje (610) y hacia las soluciones negocíales, hasta 
el extremo de que, en numerosos casos, la Ley permite que, 
sobre un litigio que les enfrente, las asociaciones de 
trabajadores o empleadores y el empresario pueden solicitar 
la apertura de negociaciones, lo que diferirá la posible 
competencia del órgano judicial hasta la finalización de 
dichas negociaciones (611).
En resumen de cuanto se ha expuesto, podría decirse 
que estos sistemas no pueden equipararse al nuestro, no
610 Expresamente indica el artículo 3 del Capítulo 1, del
texto codificado aludido, que "todo conflicto que deba examinarse de 
conformidad con las disposiciones de la presente ley podrá, con el 
acuerdo de las partes, someterse a la decisión de un árbitro....".
Al respecto AARON ("La risoluzione...." op. cit. pag. 365), "Otra 
ventaja del sistema de tribunales laborales suecos es su compatibilidad 
con el arbitraje privado, sistema que tiene sólidas raíces en Suecia".
También O.I.T. ("Conciliación...." op. cit. pag. 73), señala esa 
posibilidad de utilizar el arbitraje en cualquier conflicto competencia 
de los tribunales laborales, reseñando incluso la existencia de 
numerosas Juntas arbitrales, y la competencia de algunas de ellas 
incluso sobre los despidos.
611 .- AA.W. (CRL-Paí$ Vasco), ("Sistemas___ " op. cit. pags.123
y 124) señalan como la gran peculiaridad del sistema sueco, "la 
absoluta prioridad que reconocen a la negociación colectiva, como medio 
de solución de todo conflicto laboral, tanto individual como colectivo. 
"El Tribunal de Trabajo no examinará ninguna causa hasta que las 
negociaciones que pueden solicitarse....se celebren en cuanto al punto 
litigioso"... El derecho a exigir negociaciones es amplísimo, atañe a 
todo sindicato y empresario o asociación empresarial....".
El texto codificado mencionado, establece, en efecto, en el 
artículo 7 del Capítulo 4, que "El tribunal no examinará ninguna causa 
hasta que las negociaciones que puedan solicitarse en virtud de la ley 
sobre la participación en las decisiones del trabajo o que prevea el 
convenio colectivo se celebren en cuanto al punto litigioso", 
referencia que se extiende a los conflictos laborales sometidos a los 
tribunales de distrito,por disposición del artículo 12 del Capitulo 5.
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porque los tribunales laborales no conozcan, o puedan 
conocer, litigios relativos a interpretación de convenios o 
cuestiones sindicales que entre nosotros se considerarían 
jurídico-colectivos, especialmente relativos a la 
interpretación de convenios, sino porque no les conceden un 
tratamiento claramente específico, ni efectos similares a 
los de nuestras sentencias colectivas.
2) Los sistemas Italiano, Belga y Francés. La 
posibilidad de un tratamiento diferenciado mé^s parejo al de 
nuestro sistema, podría aparecer en aquellos países que, al 
regular los conflictos jurídico-laborales, diferencian 
claramente los individuales de los colectivos, y al 
respecto podrían señalarse tres casos muy claros, Bélgica, 
Francia e Italia, pero pese a ello, en ninguno de los tres 
puede encontrarse un procedimiento similar al existente en 
España, si bien por razones distintas.
a) Italia En este pais se da el supuesto más
excepcional, pues ni siquiera existe un tribunal laboral 
atribuyéndose la resolución de los litigios laborales al 
Pretor que tiene competencia en todos los asuntos de 
carácter civil y que actúa en los primeros en funciones de 
juez laboral, al igual que el tribunal civil que resulte 
territorialmente competente al que se encomienda la
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resolución de los recursos contra decisiones del pretor 
(612). La razón de la inexistencia de una Jurisdicción 
laboral especializada se sitúa en el art. 102 de la 
Constitución italiana que afirma que "no podrán nombrarse 
jueces extraordinarios o especiales" (613)/ lo que 
implicaba la desaparición de las Magistraturas de Trabajo, 
características de la época corporativa. Esa misma reacción 
que llevó a eliminar las Magistraturas de Trabajo, implicó 
el rechazo a cualquier formula de sindicato como 
organización con trascendencia de derecho público, y, por 
tanto, a la figura de la "asociación sindical jurídicamente 
reconocida" y a las facultades que de ella se derivaban, 
entre las que figuraba la del art. 443 del Código de 
Procedimiento Civil que amparaba un procedimiento similar
612 .- Al respecto MAGRINI, SERGIO, ("Procedimenti
Giurisdizionali del lavoro" en MAZZONI, GIULAN0, "Manuale di Diritto 
del Lavoro" Volumen II, 6^ edición revisada, Milán (Giufré Editore) 
1990), pag. 690, en cuanto a la actuación del Pretor "en funciones de 
Juez laboral" y pag. 712, en cuanto a los recursos "El juez de 
apelación contra las sentencias pronunciadas en los procesos relativos 
a los litigios laborales....es el Tribunal, en funciones de "juez 
laboral" territorialmente competente....".
En tal sentido, también, por ejemplo, LORD WEDDERBURN OF CHARLTON 
("II Diritto...." op. cit. pag. 523), "Italia puede ser considerada 
como una excepción puesto que no hay ningún Tribunal Laboral
especializado...."; AARON, ("La risoluzione " op. cit. pag. 379),y
CRUZ VILLALON, "La Justicia..." op. cit. pag.98.
Los conflictos los resuelve, pues, el Juez civil, pero a través 
de un procedimiento especial, denominado proceso laboral, que 
modernamente data de la Ley n^ 533, 11 de Agosto de 1973.
613 .- El rigor en la prohibición de tribunales especializados, 
que no especiales, habituales en otros países, se justifica por 
reacción hacia la época fascista. En tal sentido, por ejemplo, AARON,
("La risoluzione "op. cit. pag. 380), afirma, "La inexistencia de
tribunales especializados es una reacción frente a los abusos de su 
utilización en el régimen fascista".
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al de nuestro conflicto colectivo, al permitir la 
intervención de aquellas asociaciones reconocidas en 
cualquier estado y grado del proceso para la tutela de los 
intereses de categoría (614).
No existe, pues, en Italia posibilidad ninguna de 
tramitación en el proceso laboral de un litigio colectivo
(615) lo que conduce a un papel muy secundario de los 
sindicatos en el proceso, limitado en general a emitir 
informes orales y escritos a petición de las partes, 
conforme al art. 425 del Código de Procedimiento Civil
(616), o a las acciones frente a los comportamientos 
antisindicales del empresario, que encuentran cauce 
procesal al amparo del procedimiento especial del art. 28
614 . - Al respecto GRANDI, MARIO, ("La funzione del Sindacato nel
proceso del lavoro" en AA.W. "La rizoluzione conciliativa arbítrale e 
giurisdizionale delle controversie di lavoro" op. cit. pag. 197), ó, en 
idéntico sentido MAGRINI, (en Mazzoni, "Diritto..." op. cit. pag. 704), 
PERA, ("Diritto...." op. cit. pag. 290), etc..
615 .- En definitiva como señala CARINCI, FRANCO, ("Diritto del
Lavoro, Volumen 1, II Diritto Sindacale" AA.W. (Carinci, Franco; Tosi, 
Paolo; De luca Tamayo, Raffaele; Treu, Tiziano), Turín (UTET) 1985, 
pag. 159) en el sistema italiano "el principio de rigurosa correlación 
entre legitimación para accionar y titularidad del interés sustancial 
debatido en el juicio, excluye, por principio, que el sindicato pueda 
hacer valer en el proceso en nombre propio derechos o intereses 
(incluso de relevancia colectivos) de los trabajadores" ó (pag 160) 
intentar solucionar jurisdiccionalmente "la violación de cláusulas del 
contrato colectivo que impongan derechos y obligaciones para las partes 
de los contratos individuales".
En parecidos términos, GHEZZI, GIORGIO, "Riflessioni sul processo 
del lavoro" en "Rivista Giuridica del Lavoro" 1986, pag. 259.
616 Al respecto, MAGRINI, en Mazzoni, "Diritto...." op. cit. 
pag. 705. También, GRANDI, "La funzione " op. cit. pag. 196
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de la Ley 1970, 300, es decir, el Estatuto de los
Trabajadores, que si bien no cabe calificar de colectivo,
permite una cierta protección de intereses colectivos del 
sindicato (617) .
Pese a las afirmaciones anteriores la doctrina ha
intentado una reconstrucción de la posibilidad del
planteamiento de conflictos colectivo-jurídicos ante la 
Jurisdicción (61B ) pero, aún cuando se admitiese 
teóricamente la posibilidad, existe un obstáculo en el 
ordenamiento italiano que dificulta su admisión y que desde 
luego excluyen cualquier parecido con el procedimiento que 
en nuestro Derecho se conoce y que es es la dificultad para 
que la sentencia que recaiga en un proceso colectivo tenga 
reflejo en las relaciones individuales, lo que no parece
617 En este sentido MAGRINI, (Mazzoni, " D i r i t t o . " op. cit.
pag. 707), "...en base al art. 28 ......  el sindicato puede hacer
valer una acción propia, ejercitable, incluso, en un proceso separado 
puesto que el interés tutelado no es un interés exclusivamente 
individual, sino colectivo, aunque indudablemente privado".
618 ROMAGNOLI, UMBERTO ("Le associazioni sindacali nel
processo", Milán (Giufré) 1969, pag. 65 a 79) analiza una posible
reconstrucción doctrinal en la que se reconociese la legitimación 
sindical - si bien con alcance limitado como se verá - entendiendo que 
no todos los elementos existentes en el sistema laboral fascista 
participaban de esa ideología y que por tanto aquellos que no la 
tuviesen, entre los que incluye la intervención sindical en el proceso, 
son plenamente compatibles con el sistema postcorporativo, basado en la 
libertad sindical.
En nuestro doctrina, estudiando el sistema italiano llega a esa
misma conclusión GOERLICH PESET, ("La administración ..." op. cit.
pags. 37 a 39), pese a que, como el mismo señala y como se ha expuesto, 
la jurisprudencia, en posición que entiende criticable y anacrónica 
(pag. 44 y notas 36 y 37), persista en su negativa a la admisión en 
sede judicial de conflictos laborales colectivo-jurídicos.
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posible y muchos menos si los efectos pretendidos son 
generales (619).
Puede afirmarse, pues, que el proceso laboral italiano 
no conoce ningún procedimiento de conflictos colectivos 
similar al español.
b) Bélgica Este sistema presenta algunas
particularidades, pues, por un lado, la existencia de unas 
Comisiones Paritarias de carácter permanente, introduce un 
evidente factor dinámico a su sistema de negociación 
colectiva, en la medida que es habitual que estas 
Comisiones establezcan, en los convenios que concluyen, 
procedimientos conciliatorios para los conflictos que 
surjan con posterioridad (620 ) y, de hecho, prácticamente 
todas las Comisiones Paritarias poseen su propia oficina de 
conciliación y atraen hacia sí numerosos conflictos (621)-
619 .- Al respecto R0MAGN0LI, "Le associazioni...." op. cit.
pags. 78 y 79.
También GOERLICH PESET "La administración...." op. cit. pag. 41.
620 .-En tal sentido O.I.T. "Conciliación " op. cit. pag.
89.
621 .- ADAM y REYNAUD, "Conflictos " op. cit. pag. 70.
De hecho la creación de estas oficinas de conciliación 
dependientes de las Comisiones Paritarias está prevista en el Real 
Decreto de 6-11-69, arts. 19 y 21, en función de que la Ley de 5 de 
Diciembre de 1968 sobre los convenios colectivos de trabajo y las 
comisiones paritarias (O.I.T. Serie Legislativa, 1968-Bel.l.) atribuye, 
en su art. 38.2., a las Comisiones y subcomisiones paritarias el 
cometido de "prevenir o conciliar todo litigio entre empleadores y 
trabajadores".
La propia doctrina Belga así lo señala, y por ejemplo, DISPERSYN, 
MICHEL, (AA.W. "Les conflits collectifs en Droit du Travail.
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En cuanto a la jurisdicción laboral sus competencias
i
se ciñen a los litigios individuales (622 ) pues aunque se 
les atribuye competencia en cuestiones derivadas de los 
convenios colectivos, sólo alcanza a los litigios de orden
Solutions négociées ou interventions judiciaires?" Bruselas 
(Publicaciones de la Facultad Universitaria Saint-Louis) 1989, pag. 
35), señala, "Las Comisiones Paritarias tienen evidentemente como 
misión prevenir o conciliar todo litigio entre empleadores y 
trabajadores. La Comisión puede crear en su seno una oficina de 
conciliación para prevenir o conciliar todo litigio ".
En el mismo sentido WANTIEZ, CLAUDE, "Droit Social", Louvain-La- 
Neuve (Cabay Libraire-éditeur) 1986, pag. 28.
También GALIANA MORENO, "Medidas..." op. cit. pag. 35.
622 .- Al respecto, DEMEZ, GILBERT, (AA.W. "Les Conflits "
op. cit. pag. 52), "Hasta muy recientemente la totalidad de la doctrina 
y de la jurisprudencia en Bélgica consideraba que las Cortes y 
Tribunales no podían juzgar los conflictos colectivos como tales, a 
consecuencia de que los conflictos colectivos de trabajo son a menudo 
conflictos de intereses cuya solución debe ser adoptada tomando en 
consideración imperativos sociales, económicos y políticos".
En esos términos AA.W. (CRL-País Vasco) ("Sistemas...." op. cit. 
pag. 72), que indica sobre los tribunales laborales belgas que "fueron 
creados para los conflictos de trabajo surgidos en el ámbito de las 
relaciones individuales. Los contendientes han de ser empresarios 
frente a obreros o empleados... sujetos siempre individuales".
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individual (623 ) y de hecho no existe ningún procedimiento 
judicial específico de conflictos colectivos.
No obstante lo anterior, como ocurre en otros países, 
en realidad se conceptúan algunas cuestiones sindicales 
como litigios individuales, cuando entre nosotros se 
tramitan como colectivos, y así el artículo 582 del Código 
Judicial atribuye a los tribunales de trabajo competencia 
para conocer de demandas relacionadas con la creación, 
composición y funcionamiento de los consejos de empresa, 
los comités de seguridad e higiene y órganos similares, e 
incluso litigios derivados de convenios (624 ).
En general, pues, se reserva la solución 
jurisdiccional para los litigios individuales, y se abre a
623 . - Así lo dispone el art. 578.32 del Código
Judicial Belga.
Al respecto, por ejemplo, OST, FRANCOIS, en AA.W. "Les
Conflits " op. cit. pag. 110 y WANTIEZ, "Droit..." op. cit. pag.
194, que incluyen como competencia del tribunal laboral "Los litigios 
de orden individual relativos a los convenios colectivos".
DEMEZ, (AA.W. "Les Conflits...." op. cit. pag. 50), se refiere 
al problema apuntando la posibilidad de una cierta contradicción, pues 
tras reseñar que los tribunales laborales "pueden conocer también de 
los contenciosos nacidos de la conclusión, interpretación y ejecución 
de los convenios colectivos de trabajo y más particularmente de las 
cláusulas normativas colectivas y de las cláusulas obligatorias 
contenidas en tales acuerdos", reitera que sin embargo es claro el art. 
578.3. del Código Judicial (ya citado) al aludir a "litigios de orden 
individual".
La atribución de competencias en esas materias derivadas de la 
negociación colectiva se deriva del art. 66 de la Ley 5-12-68 (O.I.T.,
Serie Legislativa, 1968-Bel.l.) pero no conduce a ningún proceso 
colectivo, aunque si existe una acción en justicia en defensa de los 
derechos de los afiliados a una asociación sindical (art. 4), similar a 
la que en la actualidad contempla nuestra LPL, y por tanto de carácter 
individual.
624 . - En ese sentido DEMEZ, en AA.W. "Les Conflits.... " op.,
cit. pag. 50.
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los colectivos las vías conciliatorias en las Comisiones 
Paritarias, e incluso mediante conciliadores sociales 
(funcionarios dependientes del Ministerio de Trabajo) 
( 625 ), a través de una serie de procedimientos poco 
formalistas, y que, posiblemente por ello, se revelan como 
relativamente eficaces ( 626 ).
c) Francia Por último queda aludir a la situación
en Francia, y tampoco aquí se contempla la solución de los 
conflictos colectivo-jurídicos por los tribunales laborales 
(consejos prudomales) que tienen competencia exclusivamente 
en los litigios individuales (627 ) como claramente se 
desprende del Código de Trabajo que, en su art. L.511.1, 
les atribuye competencia en los litigios que surjan en
625 .-Al respecto AA.W. (CRL-País Vasco), "Sistemas " op.
cit. pags. 113 y 114.
626 .- Así lo indican ADAM y REYNAUD ("Conflictos...." op. cit.
pag. 72), "De hecho, la fuerza esencial del sistema de conciliación 
belga reside en su carácter poco formal...".
627 .- Al respecto, y sólo por ejemplo, VERDIER, ("Droit du
travail" op. cit. pag. 336), que señala como su competencia abarca "los 
litigios individuales relativos al contrato de trabajo o de 
aprendizaje".
AARON, ("La risoluzione...." op. cit. pag. 359), "Los tribunales 
de trabajo franceses son competentes para tratar únicamente los 
conflictos individuales y no los conflictos colectivos...."
También, por ejemplo, COHEN, MAURICE, "Le Droit des Comités 
d'entreprise et des comités de groupe", Paris (librairie Générale de 
Droit et de Jurisprudence) 1984, pag. 957.
En nuestra doctrina, por ejemplo, CRUZ VILLALON, "La Justicia..."
op. cit. pags. 90 y 92., AA.W. (CRL-País Vasco) "Sistemas...." op.
cit. pag. 275-279. BLASCO SEGURA, "Esquemas " op. cit. pag. 21,
ORDOVAS BLASCO, "Contribuciones " op. cit. pag. 149, etc...
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relación con todo contrato de trabajo, y, obviamente, entre 
las partes del mismo.
El propio Código de Trabajo matiza claramente, por su 
simple estructura, que la solución jurisdiccional-laboral 
se reserva a los conflictos individuales, pues el Libro 
Quinto reserva su titulo primero a los litigios 
individuales, regulando en él la intervención de los 
Consejos Prudomales, y destina el segundo a los conflictos 
colectivos, que es de hecho la denominación que se da al 
propio titulo, sin hacer alusión alguna a una posible 
intervención jurisdiccional, regulando exclusivamente la 
huelga y diversos procedimientos de conciliación, mediación 
y arbitraje.
Ahora bien, nada impide que cuestiones que se suscitan 
con ocasión de una controversia colectiva pueden ser 
planteadas ante los Consejos Prudomales, pero siempre en 
forma de acciones individuales, de tal modo que éstas no 
quedan excluidas porque exista un trasfondo de 
conf lictividad colectiva ( 628 )/ en la medida que la 
"competencia judicial depende del objeto de la demanda y no 
de la naturaleza de la cuestión jurídica que puede
628 . - Es decir la competencia prudomal existe "incluso cuando
hay conflicto colectivo, desde el momento que existe demanda 
individual" como señala VERDIER, "Droit...." op. cit. pag. 336.
También COHEN, ("Le Droit..." op. cit. pag 957), "El consejo 
prudomal no puede declararse incompetente en razón de que el litigio 
individual tenga su causa última en un conflicto colectivo".
En igual sentido JAVILLIER, "Manuel de Droit..." op. cit. pag.
422.
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encontrarse en el origen del litigio" (629 ), 
relativizándose así al máximo la diferencia entre las 
nociones de conflicto colectivo e individual.
Existe, conforme al art. L. 135-4. del Código de 
Trabajo, una intervención sindical en el proceso similar a 
la que contempla el art. 20 de nuestra vigente LPL, (63°) 
y que, al igual que ocurre en nuestro Derecho, no hace que 
la acción pierda su carácter individual, pues lo que la Ley 
permite es "que un sindicato ejerza, sin mandato, la acción
629 JEAMMAUD, ANTOINE, "Les contentieux des conflits du
travail", Droit Social, n2 9-10/1988, pag. 697.
Se permite así a las partes en litigio escoger entre 
las dos vías procedimentales, bien considerar el conflicto 
colectivo e intentar resolverlo definitiva y globalmente 
por las comisiones de conciliación y los árbitros, bien 
presentarlo como un litigio o una suma de litigios 
individuales sujetos a la tradicional jurisdicción 
prudomal. En tal sentido, SINAY ("La Gréve" op. cit. pag
429), VERDIER ("Droit " op. cit. pag. 368), SAVATIER,
JEAN, "L’expertise ordonnée en référé sur les données et la 
solution possible d'un conflit collectif", Droit Social, 
2/1985, pag. 119.
630 .- El citado precepto dispone expresamente que "Las
organizaciones o agrupaciones que tengan capacidad para comparecer en 
juicio como demandantes o demandadas, cuyos miembros estén ligados por 
un convenio o un acuerdo colectivo de trabajo, podrán ejercitar todas 
las acciones que nazcan en favor de sus miembros de dicho convenio o
acuerdo sin necesidad de probar la posesión de un mandato del
interesado, siempre que éste hubiere sido advertido y no hubiere 
formulado oposición". Sucesivas reformas han extendido esta posibilidad 
a otros litigios (trabajadores a domicilio, igualdad profesional, 
empleo de emigrantes, trabajadores temporales, grupos de empresas, 
despidos por causas económicas, etc....
Al respecto SUPIOT, ALAIN, "La protection du droit d'agir en
justice" Droit Social, n2 11/1985. pag. 775.
En idéntico sentido, por ejemplo, JAVILLIER, "Manuel...." op. cit. 
pag. 293.
También WAGNER, EMMANUEL, "El papel de los sindicatos y 
asociaciones en la defensa de los derechos y el acceso a la Justicia de 
los asalariados" Le Droit Ouvrier, n2 501, 1990, pag. 293.
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individual de un trabajador, en su lugar y en su beneficio 
por sustitución" (631).
Existen, también, algunas posibilidades de 
planteamiento procesal de cuestiones colectivas, si bien 
generalmente, al margen de la Jurisdicción laboral 
(Prudomal) y con características bien diferentes al proceso 
colectivo español.
En este sentido una primera y notable diferencia es 
que, en general, al comité de empresa sólo se le reconoce 
capacidad para litigar en cuanto parte de una convención 
colectiva, en defensa de sus propios derechos ( 632 ), o en 
vía civil, en solicitud de reparación de los perjuicios que 
le ocasionan las decisiones del empresario adoptadas con 
incumplimiento del deber de consulta al citado órgano o
631 . - WAGNER, "El papel " op. cit. pag. 293.
MATHIEU, BERTRAND, Y DION-LOYE, SOPHIE, ("Le syndicat, le 
travailleur et l'individu: trois personnages en quete d'un role
constitutionnellement défini", Droit Social, ne 6/1990, pag. 530), 
reiteran el carácter individual de la acción, si bien señalan (pag. 
531) que la justificación de este reconocimiento del derecho de acción 
a los sindicatos tiene matices colectivos que no son otros que "De 
lejos o de cerca, directa o indirectamente, un asunto particular 
cuestiona un interés común para el conjunto de los trabajadores".
Sobre el carácter individual de la acción también, SUPIOT, ("La 
protection ..." op. cit. pag. 778), quien señala que como es 
obvio la acción sólo aprovecha al trabajador en cuyo nombre 
se ejercita, aún cuando pueda ser un precedente para casos 
parecidos.
632 .- En demanda civil y en procedimiento urgente, por ejemplo,
por la inobservancia de sus derechos a información, como señala 
MASANOVIC, PIERRE, "Un substitut au déclenchement des gréves: les
procédures judiciaires de défense collective", Droit Social, n2 9- 
10/1988, pag. 640.
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desconociendo sus derechos (633 )/ obviamente muchas de 
esas acciones interesarán a los trabajadores y tendrán 
repercusiones indirectas sobre ellos, pero, directamente, 
no se le reconoce que pueda actuar, de por sí, 
representando, ni los intereses individuales de los 
trabajadores, ni los colectivos de la profesión ( 634 ).
Posibles acciones con matices colectivos son las que 
conoce la Justicia Civil relacionadas con los conflictos 
colectivos, especialmente cuando se utilizan medidas de
presión, y así no es infrecuente el planteamiento de
acciones de responsabilidad civil contra los sindicatos 
como consecuencia de convocatorias de huelga ( 635 ) o la
633 . - Al respecto es clarificador el cuadro de competencias
judiciales en relación con litigios que afectan al comité de empresa 
que expone COHEN, ("Le Droit...." op. cit. pags. 928 y 929). Si se 
analiza se apreciará que la mayor parte de las acciones que puede 
ejercer el comité lo son ante los tribunales de instancia o instancia 
superior (Gran instancia), sólo las acciones que afectan a sus miembros 
a titulo individual (sanciones, despidos, indemnizaciones derivadas del 
contrato de trabajo....) tienen acceso a la Jurisdicción Prudomal.
634 .- Al respecto SAVATIER, JEAN "A propos de l’action en
justice des comités d'entreprise", Droit Social, n2 2/1987, pags. 103 y 
104.
La resolución de la Sala Social de la Corte de Casación de 23-10- 
85 (Cté. de la empresa c/ Sociedad Draftex) (Droit Social, n22/1987, 
pag. 105) establece literalmente: "que en ausencia de una convención 
(colectiva) suscrita entre el empleador y el comité de empresa, éste, 
que no tenía competencia para representar los intereses individuales de 
los trabajadores ni los intereses colectivos de la profesión, no estaba 
legitimado para litigar ".
635 .- Al respecto BERNARD, ALAIN, "La gréve, quelle
responsabilité ?", Droit Social, ns 7-8/1986, pag. 636.
También JEAMMAUD, ("Les contentieux....", op. cit. pag. 692), que 
señala la competencia de los tribunales de instancia, con independencia 
de la persona que solicite la reparación (empresario, trabajadores no 
huelguistas, e incluso clientes o usuarios de la empresa).
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solicitud de nombramiento de un mandatario en Justicia que 
fomente y organice la negociación y que puede contribuir 
indirectamente a desbloquear una situación de desacuerdo 
( 636 ) o otras relativas a expulsión de huelguistas, 
libertad de acceso, noción de huelga, condiciones de su 
licitud, cierre del centro de trabajo, etc... (637 ).
También, puede señalarse que el art. L.135.5. del 
Código de Trabajo permite que las organizaciones o 
agrupaciones ligadas por un acuerdo colectivo pueden 
entablar acciones entre ellas, contra si^ s miembros o 
contra cualquier persona vinculada por el acuerdo, al 
efecto de obtener la ejecución de los compromisos 
contraídos o en su caso la consiguiente reparación de daños 
o perjuicios, acción que no puede asimilarse a nuestro 
proceso de conflicto colectivo pues se ejercita en nombre e 
interés propio de la organización que la entabla (63B), y
636 .- Al respecto JEAMMAUD, ANTOINE, y LE FRIANT, MARTINE, ("La
gréve, le juge et la négociation", Droit Social n2 2/1990, pag. 167) 
quienes señalan que esta medida puede ser adoptada incluso de oficio y 
que tiene como finalidades "aclararles (a los Magistrados) de la 
situación exacta sobre el terreno, recoger los elementos de una posible 
solución negociada o, mejor, provocar y orientar una negociación".
Sobre estas acciones, JEAMMAUD, ("Les contentieux " op. cit.
pags. 699 a 701), SAVATIER, ("L'expertise...." op. cit. pags.119 y 
120), MASANOVIC, ("Un substitut " op. cit. pag. 642).
.- JEAMMAUD, "les contentieux...". op. cit. pags. 692 y 693.
638 . - Al respecto BRICHET, ROBERT, ("Associations et Syndicats",
52 edición, Paris (Librairies Techniques) 1986, pag. 519), señala entre 
las posibles acciones sindicales la "Acción del sindicato en su propio 
nombre - fundada en el artículo L.135-5 del Código de Trabajo....".
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generalmente no da lugar más a que reparaciones de daños, 
que se establecen además, en general, por los tribunales de 
instancia, no por los prudomales.
También se conoce una acción con una mayor similitud, 
al menos inicial, a nuestro conflicto colectivo, regulada 
en el art. L.411-11 del Código de Trabajo. En virtud de 
dicho artículo los sindicatos, debidamente constituidos, 
"pueden ejercitar ante todas las Jurisdicciones todos los 
derechos reservados a la parte civil en relación con los 
hechos que impliquen un perjuicio directo o indirecto al 
interés colectivo de la profesión que representan". Esta 
acción se conceptúa con un carácter muy amplio, pues puede 
plantearse, incluso, en relación con un litigio individual 
si de él se deriva una cuestión de principio, que, como 
tal, interese a la profesión en su conjunto ( 639 ), por 
otro lado el perjuicio colectivo puede ser tanto directo 
como indirecto, material como simplemente moral (640 ) y,
639 .- WAGNER, "El papel " op. cit. pag. 295.
MAYAUD, YVES, ("Le recours au juge répresif", Droit Social, ne
6/1987, pag. 518), lo matiza claramente, "los sindicatos no están
habilitados para defender los intereses personales (individuales) de
sus miembros. Pero eso no quiere decir, desde luego, que exista una 
incompatibilidad de principio. Antes al contrario, el atentado al
interés individual es a menudo el elemento visible de un perjuicio
latente sentido por la totalidad de la profesión.".
640 . - Al respecto, y con abundante cita de precedentes
jurisprudenciales, BRICHET, "Associations " op. cit. pags. 522 a
524.
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además, es ejercitable ante cualquier Jurisdicción Civil o 
Penal (641).
Cuando esa acción se ejercita ante la Jurisdicción 
Civil pueden aparecer semejanzas con nuestras acciones 
colectivas. En efecto, en general, la acción se contempla 
en la Jurisdicción Civil común, si bien también se señala 
doctrinalmente que es necesario admitir en la Jurisdicción 
Prudomal la posibilidad de "intervención (art. L.411-11 C. 
trav.) de una organización sindical sosteniendo una cierta 
interpretación de una disposición convencional o 
estatutaria" ( 642 ). Si esta acción se produjese, la 
interpretación que diese el tribunal prudomal, no podría 
desbordar, en modo alguno, los efectos de cosa juzgada, 
pues no hay en el Derecho francés norma alguna que permita 
tal posibilidad, además de que la interpretación se habría 
fijado instrumentalmente, a modo de fundamentación de la
641 .- Las acciones penales no resultan infrecuentes,
al respecto MAYAUD, ("Les recours...." op. cit. pag. 517) y GAUDU, 
FRAN£OIS ("L'execution des conventions d'entreprise", pags 616 y 617) y 
se interponen en ocasiones sobre obstáculos a las representaciones de 
los trabajadores o en materias sindicales
También sobre el tema, CRUZ VILLALON, ("La Justicia..." op. cit. 
pag. 101) que afirma, "En esos términos, en Francia la comprensión de
la legislación laboral suele ser más incisiva en el ámbito
jurisdiccional penal que en otros órdenes jurisdiccionales, lo que
probablemente justifique en este país el uso reiterado por los
sindicatos de la vía penal en detrimento de la vía civil".
642 .- Al respecto JEAMMAUD, "Les contentieux...." op. cit. pag.
689., con cita de algún precedente jurisdiccional.
También admite la posibilidad, pese a las dudas que al respecto 
plantea la competencia prudomal limitada a los conflictos individuales, 
BRICHET, "Associations...." op. cit. pag. 528, citando un precedente en 
el que la Corte de Casación la admitió en un litigio entre un Sindicato 
y Air France.
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resolución judicial, pues sus efectos son esencialmente 
indemnizatorios, y en favor del sindicato como 
representante de la colectividad ( 643 ) pero, pese a todo, 
de algún modo se sentaría una especie de principio, que 
podría dar lugar de persistir el empresario en incumplir 
esa interpretación a otras acciones, sindicales, o de los 
propios trabajadores afectados.
Esta es la acción más similar a nuestro proceso de 
conflicto colectivo y como se ve las diferencias son 
notables.
3 . - L a  solución jurisdiccional de conflictos 
colectivos a través de un procedimiento diferenciado es una 
característica específica del sistema español De lo
expuesto puede decirse que, sin que sea una situación 
absolutamente excepcional en el marco de Europa, la 
existencia de nuestro proceso de conflicto colectivo, y más 
que eso, su regulación concreta, reviste un carácter 
singular, lo que reitero que, en modo alguno, es un aspecto
643 .- Al respecto WAGNER, ("El papel " op. cit. pag. 295)
expone, "Otra dificultad resulta de la concepción restrictiva que la 
Jurisprudencia hace acerca de los derechos que el Sindicato puede 
ejercer en cuanto parte civil. De momento esos derechos se limitan a la 
reparación pecuniaria de los perjuicios...".
También son esos los efectos comunes a los que se refiere BRICHET, 
("Associations...." op. cit. pag. 529), señalando que incluso cabe que 
"se produzcan varias condenas en provecho de distintos sindicatos, por 
un mismo hecho".
Al respecto del carácter estrictamente indemnizatorio, SUAREZ 
FERNANDEZ, ALEJANDRO, ("La responsabilidad de los sindicatos en 
Francia", Revista de Trabajo, ne 64/1981, pag. 50), y CRUZ VILLALON, 
("La justicia..." op. cit. pag. 90).
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negativo, de por sí, de nuestro sistema de solución de 
conflictos laborales ( 644 ), sino todo lo contrario, 
siempre y cuando se conceptúe ese proceso como una 
alternativa más que se ofrece a los agentes sociales en el 
marco de un sistema global de solución de conflictos 
colectivos y no se convierta en un obstáculo a la propia 
negociación entre los interesados, tal y como se expuso con 
anterioridad ( 645 ).
644 . - Pese a que en algunas opiniones se señale que "frente a la
autonomía colectiva la intervención judicial en la resolución de 
controversias de aplicación e interpretación de convenios colectivos 
significa con frecuencia una disfunción del sistema", al respecto 
HERNANDEZ VIGUERAS ("La Solución..." op. cit. pag 17).
En muchos casos puede ocurrir así, pero se trataría de una 
errónea configuración de la intervención jurisdiccional en el conflicto 
tal y como debe producirse en un sistema respetuoso de la autonomía 
colectiva.
645 . - De hecho en algunos sistemas se evidencia una cierta 
reconsideración de la intervención judicial en el conflicto colectivo.
Ya se analizaron los intentos doctrinales en Italia de
reconstruir el proceso colectivo.
También en Bélgica se aprecia una cierta evolución, pues, por un 
lado, se admite que las competencias de las Comisiones Paritarias en
modo alguno sustraen, de por sí, los litigios colectivos de la
competencia jurisdiccional y por otro lado se cita alguna resolución 
que no considera imposible el planteamiento de conflictos colectivos 
ante los tribunales. En tal sentido DISPERSYN, (AA.W. "Les
Conflits...." op. cit. pag. 36), que cita en su apoyo el precedente de 
una resolución de la Corte de Apelación de Gante de 12-3-81; también 
DEMEZ, (AA.W. "Les Conflits...." op. cit. pag. 53) señala 
expresamente como indicativa de la evolución al respecto la resolución 
de 3-12-87 de la Corte de Apelación de Bruselas que indica que "ninguna
disposición ni ningún principio general del Derecho sustrae, por
principio, los conflictos colectivos sean de trabajo o no de la 
competencia del poder judicial".
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5.2.- PRECEDENTES EN EL DERECHO ESPAÑOL .-
En la medida que se buscan los antecedentes del actual 
proceso de conflictos colectivos, que como se verá es, en 
nuestro Derecho, una creación del régimen precedente, se 
remonta el análisis a las etapas posteriores a la 
prohibición de todo tipo de conflictos colectivos que se 
produjo en el sistema franquista, y para ello parece 
necesario distinguir tres etapas claramente diferenciadas, 
una primera de prohibición del conflicto (1936-1958); una 
segunda de intento de encauzar el conflicto sin admitir la 
libertad sindical y de huelga (1958-1975); y una tercera, 
la de transición cuyo comienzo puede fijarse en 1975 y su 
final relativo con la LPL de 1980, pues aún no se ha 
producido el desarrollo constitucional en la materia.
1.- La prohibición de los conflictos colectivos .- La 
prohibición del conflicto laboral se produjo a raíz de la 
declaración XI-2 del Fuero del Trabajo de 1938, que 
consideraba delictivo cualquier acto que turbara la 
normalidad de la producción o atentara contra ella (646 ), 
y se ratificó en la Ley de Seguridad del Estado de 29-3-41, 
que entendía (arts. 44 y 45) delictivas las huelgas, y
646 .-Se ha señalado que "no todos los conflictos colectivos 
quedaron sancionados penalmente.... (pero) o eran delito o quedaban 
bajo la facultad disciplinaria de las Delegaciones de Trabajo (Decreto 
de 5 de Enero de 1939)" MONTERO AROCA, "El Proceso Laboral" op. cit. 
pag. 269.
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especialmente, en el art. 222 del Código Penal, según la 
redacción del texto refundido aprobado por Decreto de 23- 
12-44, que regulaba como delitos de sedición las 
coligaciones de patronos dirigidas a paralizar la 
producción y las huelgas de obreros.
La prohibición de las manifestaciones de conflicto 
laboral era un aspecto más de una concepción comunitaria de 
las relaciones de producción, en las que se suponía que los 
intereses de trabajadores y empresarios debían ser comunes 
( 647 ), además, en la medida que no s e « reconocía la 
negociación colectiva y que la fijación de condiciones 
laborales era monopolio del Estado, cualquier tipo de 
reclamación colectiva implicaba una "posición de conflicto 
frente al Estado mismo" (648 ), que no tenía cabida en las 
bases ideológicas y políticas del sistema totalitario.
En aquella etapa, caracterizada por la prohibición de 
los conflictos colectivos, que no se diferenciaban de la 
huelga o de otras medidas de presión ( 649 ), y por la
647 .- Como señala PALOMEQUE LOPEZ, ("Derecho Sindical..." op. 
cit. pag. 236) esa prohibición era "coherente con la concepción 
comunitaria de las relaciones de producción..." lo que llevaba a que el 
el conflicto laboral quedará "expulsado ideológicamente de las 
declaraciones programáticasy textos normativos del nuevo régimen 
político".
648 .- Al respecto RODRIGUEZ PIÑERO, MIGUEL, "El nuevo
procedimiento de formalización, conciliación y arbitraje en las 
relaciones colectivas de trabajo", Revista de Política Social 56/1962, 
pag. 18.
649 .- En tal sentido ALONSO GARCIA, "Derecho Procesal..." op.
cit. pag. 397.
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inexistencia de sistemas de negociación colectiva, la 
función de los tribunales laborales (Magistraturas de 
Trabajo) era únicamente la solución de los conflictos 
individuales ( 650 ), mientras que "La Ley de 10 de 
Noviembre de 1942 sobre Delegaciones de Trabajo y su 
reglamento de 21 de Diciembre de 1943, insistían en que 
correspondían a los delegados la resolución (o proponerla 
al Ministerio) de las cuestiones que se suscitaran en 
aplicación de la legislación laboral que no estuvieran 
específicamente atribuidas a las Magistraturas" (651)-
Hasta tal extremo llegó esa consideración de que los 
tribunales laborales se ocupaban exclusivamente de 
conflictos estrictamente individuales, que las
Magistraturas de Trabajo se declaraban incompetentes para 
resolver despidos producidos por haber participado en 
huelgas (652 ).
En definitiva, se ha señalado que lo característico de 
esta primera etapa es la coherencia de la legislación en la 
represión del conflicto laboral en los tres planos
650 Art. 1 Ley Orgánica de las Magistraturas, de 17-10-40, 
"intervendrán (las Magistraturas de Trabajo) en cuantos CONFLICTOS 
INDIVIDUALES se originen entre los diversos elementos de la 
producción".
651 .- MONTERO AROCA, "El Proceso Laboral" op. cit. pag. 269.
652 .-ALONSO GARCIA, "Derecho Procesal..." op. cit. pag. 397.
Al respecto con reproducción de sentencias en tal sentido
CORNIERO SUAREZ, ALEJANDRO y ALVAREZ DE MIRANDA, JOSE MARIA, "El
Tribunal Central de Trabajo y su doctrina" Barcelona (Hispano Europea) 
1959, pags. 134 a 136.
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posibles: penal (considerándolo delictivo), administrativo 
(atentado al orden público) y laboral (incumplimiento 
contractual) ( 653 ).
2.- la introducción de un procedimiento de conflicto 
colectivo como exigencia del desarrollo de la negociación 
colectiva.- Esta situación se alteró, notablemente, con la 
introducción de una relativa negociación colectiva que se 
operó como consecuencia de la Ley de Convenios Colectivos 
Sindicales de 24 de Abril de 1958, y, más en concreto, de 
su Reglamento de 22 de Julio de 1958, pues, la citada Ley 
"vino a dar virtualidad, por la propia naturaleza del 
sistema de regulación de condiciones que introducía en el 
ordenamiento laboral español, a la institución de la 
relación de conflicto colectivo de trabajo" (6£4 ).
a) El Decreto de 1962 .- Los problemas que a partir de
ese momento ( 655 ) empezaron a plantearse, forzaron la 
necesidad de regular algún procedimiento de solución de 
conflictos colectivos distinto del recurso a medidas de
presión, pues la huelga y los cierres patronales
653 Al respecto DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y GARCIA-
PERROTE ESCARTIN, "Instituciones..." op. cit. pag. 396.
654 . - GARCIA ABELLAN, "Derecho de Conflictos..." op. cit, pag.
277.
655 . - Y  a partir de antes pues como señala PALOMEQUE LOPEZ 
("Derecho Sindical..." op. cit. pag. 236) pese a la prohibición, el 
conflicto laboral "no desaparece naturalmente de la realidad social".
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continuaban prohibidos ( 656 )/ pero, al mismo tiempo, "el 
reconocimiento de la autonomía reguladora de los grupos 
profesionales quedaba carente de sentido al faltar una 
orientación adecuada de las situaciones de conflicto"
( 657 ), esa orientación es la que, urgentemente, se intentó 
dar mediante el Decreto de 20 de Septiembre de 1962, que 
regulaba los procedimientos de solución de los conflictos 
colectivos, y que, en su art. 11, atribuía, por primera 
vez, a las Magistraturas de Trabajo competencia para 
resolver las citadas controversias.
El citado Decreto, según señalaba la doctrina,
abandonaba la confusión entre conflicto colectivo y disputa 
laboral ( 658 ), pero seguía manteniendo un concepto
represivo hacia la conflictividad laboral y de hecho se
656 .- La Ley de Orden Público de 30-7-59, consideraba en su art.
2, c) como actos contrarios al orden público: "los paros colectivos y 
los cierres o suspensiones ilegales de empresas, así como provocar o 
dar ocasión a que se produzcan unos u otros".
657 . - ALONSO GARCIA, "Derecho Procesal..." op. cit. pag. 409.
En definitiva como señala PALOMEQUE LOPEZ, ("Derecho Sindical..." 
op. cit. pag. 236) "La puesta en marcha de los procesos de negociación 
colectiva, al amparo de la Ley de convenios colectivos sindicales de 24 
de Abril de 1958, y la tímida autonomía colectiva que la misma 
reconoce.... pondrá de manifiesto la presencia generalizada del 
conflicto de trabajo....".
658 .- Al respecto RODRIGUEZ PIÑERO, MIGUEL, "El nuevo
procedimiento ...." op. cit. pag. 17.
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mantuvo la prohibición del recurso a las medidas de presión 
( 659 ).
Es destacable que, pese a que el Decreto de 1962 
diferenciaba entre conflictos jurídicos (o de 
interpretación) y económicos (o de intereses), la
i
competencia de los tribunales laborales abarcaba a ambos, y
de hecho se ha calificado de "  completa y supletoria.
Completa porque podían conocer de todos los conflictos 
colectivos, tanto de los de derechos como de intereses.
Supletoria porque la autoridad laboral  podía optar o
bien por dictar laudo de obligado cumplimiento o bien por 
remitir comunicación a la Magistratura, iniciando así el 
proceso" ( 660 )/ lo que revela que en último extremo se 
desconfiaba, incluso, de una atribución total de 
competencia a la Jurisdicción Social; es más, el Decreto 
instauraba una amplia variedad de trámites previos o 
alternativos y así se establecían intentos de solución ante 
las propias comisiones de interpretación de los convenios, 
ante Juntas Sindicales de conciliación e, incluso, un 
Arbitraje Sindical, posibilidades que se desarrollaron en 
una Orden de la Secretaria General del Movimiento de 16-11-
659 .- La única matización real al respecto era la atribución de 
competencias a la Jurisdicción Social para entender de las demandas que 
se planteaban frente a despidos por participación en huelgas, como
señalan ALONSO GARCIA ("Curso " op. cit. pag. 644) y RODRIGUEZ
PIÑERO ("El nuevo procedimiento..." op. cit. pag. 51).
660 .- MONTERO AROCA, "El Proceso Laboral...." op. cit. pag.
271.
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62 y otra de la Secretaria General de Sindicatos de 17-1- 
63.
En su momento se plantearon no pocos problemas acerca 
de la legalidad de las disposiciones de este Decreto, y la 
doctrina, que aceptaba el contenido del mismo y aún lo 
consideraba corto (661)/ señalaba, al mismo tiempo, su
posible ilegalidad, por el rango jerárquico de la norma y
su contradicción con otras de rango superior ( 662 ), pero
lo cierto es que sus disposiciones tuvieron desarrollo en 
el texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral 
aprobado por Decreto 149/1963 de 17 de Enero, especialmente 
en sus arts. 148 a 154 y 197 a 203.
b) El proceso colectivo en la LPL de 1963.- Las
características del proceso que configuraban las normas
citadas y que se encuentran en el texto refundido del
661 . - Es de destacar al respecto la opinión de RODRIGUEZ PIÑERO,
("El nuevo procedimiento....", op. cit. pags. 24 a 26) que señala que 
una intervención judicial, y en general cualquier supuesto de decisión 
coactiva, es difícilmente comprensible en sistemas basados en libertad 
de coalición obrero-patronal, ahora bien esa intervención no podía 
merecer el mismo tratamiento en un sistema como el del ordenamiento 
español de aquél momento, que partía de principios contrapuestos a los 
citados, en función de los que "el nuevo sistema es entre nosotros 
incluso progresivo y ampliativo de la autonomía social".
662 .- En tal sentido, y por ejemplo, MONTERO AROCA, "El Proceso 
Laboral" op. cit. pag. 270, ALONSO GARCIA, "Derecho Procesal..." pags. 
411 a 416.
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procedimiento laboral de 1963, son básicamente las
siguientes (663 ):
Iniciación del procedimiento mediante comunicación 
de oficio dirigida por la autoridad laboral a la 
Magistratura de Trabajo (art. 148 del citado texto 
refundido de 1963).
Exigencia de un previo intento de conciliación o 
mediación (art. 149 TRLPL 1963) que inicialmente se
realizaba ante la Organización Sindical (regulado por la 
Orden ya citada de la Secretaria General de, Sindicatos de 
17-1-63 sobre conciliación, mediación y arbitraje). Existía 
también, como se expuso, la posibilidad de acudir a un 
arbitraje sindical voluntario, regulado por las normas que 
se acaban de citar, y el art. 2.1 del decreto de 20-9-62, 
establecía una intervención previa y preceptiva de las 
comisiones del convenio, cuando el conflicto derivara de 
discrepancias sobre un convenio colectivo.
- Designación obligatoria de representante de cada una 
de las partes (art. 150 TRLPL 1963)
- Carácter sumario, preferente y urgente (arts. 152 y 
153 TRLPL 1963).
663 .- Un estudio más profundo del sistema regulado en el decreto
de 1962, puede hacerse, en lo relativo a conflictos jurídicos en 
M0NT0YA MELGAR, "Quince lecciones...." op. cit. pags. 79 a 81 y DE LA 
VILLA GIL, en la misma obra, pags. 92 a 103, así como en las obras más 
generales ya citadas de ALONSO GARCIA, "Derecho Procesal..." pags. 419
a 440, y GARCIA ABELLAN, "Derecho de Conflictos " pags. 285 a 361.
En estas dos obras ( pags. 461 a 508 y 343 a 404, respectivamente) 
pueden analizarse, en detalle, las características del proceso tal como 
se configuró en 1963 y que son sustancialmente iguales a las que 
pervivieron hasta la actual reforma del procedimiento laboral.
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- Archivo de las actuaciones sin más trámite, incluso 
en fase de recurso, tan pronto se reciba comunicación de la 
autoridad laboral de haber quedado solventado el conflicto 
(art. 154 TRLPL 1963).
- Existencia de un recurso específico con una especial 
celeridad en su tramitación (art. 197 a 203 TRLPL 1963)
c) Las reformas posteriores hasta 1975 Con
posterioridad a las normas citadas y hasta el inicio de la 
transición laboral en la materia, la regulación del proceso 
judicial de conflicto colectivo no sufrió prácticamente 
variaciones pues "el proceso ha permanecido invariable en 
los textos (del procedimiento laboral) de 1966 y 1973"
( 664 ).
Es destacable incluso que ambas Leyes - la de 1966, 
aprobada por Decreto de 21-4-66 - y el texto refundido de
1973 - por Decreto de 17-8-73 - destinaban los mismos
preceptos a la regulación del conflicto colectivo (arts. 
144 a 150) y no introducían variaciones en la redacción que 
ya se conocía desde 1963.
Pese a ello, y aún cuando no encontrasen reflejo en la 
legislación adjetiva, se produjeron reformas en la 
legislación sustantiva que afectaron al proceso.
En efecto, los escasos resultados que para el control 
de la conflictividad laboral produjo el Decreto de 1962,
.- MONTERO AROCA, "El Proceso Laboral" op. cit. pag. 270.
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condujeron a una reforma mediante el Decreto 1376/1970 de 
22 de Mayo, que, pese a lo dicho, en materias sustantivas 
no aportaba "ninguna desviación cualitativa del esquema 
conocido" ( 665 ).
En cuanto al proceso, el citado Decreto de 22 de Mayo 
de 1970 fué el que excluyó del conocimiento de los 
tribunales los conflictos de intereses, pues su art. 7, 
establecía que sólo podrían remitirse a la Magistratura de 
Trabajo los conflictos colectivos "si las cuestiones 
planteadas derivaran de discrepancias en la interpretación 
de normas legales o convencionales", es decir si eran 
controversias jurídicas.
En todo caso es de apreciar que seguía siendo una 
potestad de la Administración actuar así, pues la autoridad 
laboral podía optar por dictar, en estas mismas 
controversias, un laudo (art. 8.1).
La otra reforma que en materia procesal
indirectamente - se operó por el citado Decreto fué la 
atribución de valor de convenio colectivo a los acuerdos 
obtenidos en conciliación, mediación o arbitraje sindical, 
conforme al art. 16 del citado Decreto.
Indirectamente incidía también en la legislación 
procesal relativa a conflictos colectivos la Ley 28/1973, 
de 19 de Diciembre, por cuanto su artículo 6 disponía que 
la determinación del convenio aplicable en caso de
665 .- Como señala PALOMEQUE LOPEZ, "Derecho
Sindical..." op. cit. pag. 237.
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concurrencia, de no lograrse acuerdo entre las partes se 
solventaría por la autoridad laboral, a la que también se 
atribuía la interpretación general de los convenios 
colectivos, conforme al art. 18 de la citada Ley, medidas 
que "suponían una muy acusada intromisión de la autoridad 
laboral en cuestiones suscitadas entre las partes 
implicadas en un convenio colectivo, y afectadas por el 
conflicto, de matiz claramente jurídico" ( 666 ) y que, de 
algún modo, limitaban la competencia de los tribunales 
laborales en estas controversias.
3.- La fase de transición Se ha situado el inicio
de la fase de transición, en esta materia, en 1975, pues el 
BOE de 28-5-75, publicaba el Decreto-Ley 5/1975 de 22 de 
Mayo sobre regulación de los conflictos colectivos de
trabajo, y, si bien el mismo no modificaba en absoluto la 
regulación procesal, iniciaba una evolución en la 
consideración del conflicto, en la medida que venía a 
realiza una admisión muy limitada de las presiones 
laborales, en concreto de la huelga y el cierre patronal,
si bien la primera se excluía en relación con los
conflictos jurídicos (art. 3.2.), lo que confirmaba que el
proceso administrativo y jurisdiccional se configuraba como 
un elemento limitativo y represor del conflicto laboral,
666 .- Al respecto IGLESIAS CABERO, MANUEL, "El Proceso
de Conflictos Colectivos" en AA.W.' "Comentarios a las Leyes 
Laborales" Tomo XIII, Volumen 2, "La nueva Ley de Procedimiento 
Laboral", Madrid (Edersa) 1991), pag. 1073
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pues conforme al art. 4.2. del propio Decreto esas huelgas 
serían ilegales y conducirían al despido procedente.
En todo caso, la auténtica evolución en la materia no 
se producirá hasta el RDLRT 17/1977 de 4 de Marzo, pues, en 
realidad, el Decreto Ley 5/1975 hacía depender la huelga
t
"de la superación de tal número de obstáculos y cortapisas 
que, a buen seguro, desnaturalizaban la institución, que se 
convertía así en un remedo de huelga" (667 ) y seguía
considerando la administración del convenio, la solución de
las controversias laborales derivadas de esos acuerdos, 
como algo totalmente ajeno a la autonomía de las partes y 
sujeto a solución administrativa o, si la autoridad laboral 
así lo decidía, jurisdiccional (art. 15), a lo que debe 
añadirse la corta vida del citado Decreto-Ley, sin duda 
desbordado por los acontecimientos sociales (668 ).
Así pues, fué el RDLRT de 1977, el que realmente
inició la transición en la materia pues, por un lado vino a
legalizar, aunque con numerosas limitaciones, las medidas 
de presión y concretamente la huelga, introduciendo así un
667 ,-PALOMEQUE LOPEZ, "Derecho Sindical..." op. cit. pag. 237.
668 .- Como señala ALONSO GARCIA, ("Curso..." op. cit. pag. 644)
el complejo proceso que establecía el citado Decreto-Ley para la 
legalización de la huelga "unido al hecho de la subsistencia de una 
Organización Sindical que desconocía el principio de libre sindicación, 
determinaron la escasa virtualidad práctica de la norma discurriendo la 
realidad por cauces distintos".
MONTOYA MELGAR ("Derecho..." op. cit. pag. 679) señala que "el 
exceso de trabas impuestas por la Ley explica que los innumerables 
movimientos huelguísticos producidos durante la vigencia del D.L. 
5/1975 ignorasen sistemáticamente las prescripciones de éste".
pag. 530
cambio en la filosofía con que se contemplaban las 
controversias laborales. El citado RDLRT no alteraba, 
esencialmente, el proceso jurisdiccional de conflicto 
colectivo, ni siquiera su tramitación previa, si bien, como 
es lógico, excluía ya cualquier referencia a trámites 
sindicales, pero introducía una sensible matización 
estableciendo que la actuación jurisdiccional, en relación 
con las controversias jurídicas, ya no era supletoria, pues 
la autoridad laboral debía remitirlos a la Jurisdicción 
para su solución, sin que pudiese dictar laudo sobre los 
mismos -art. 25. a)-, lo que produjo que se considerase que 
por fin se había llegado a la solución correcta, pues ni 
tenía sentido atribuir competencias a los tribunales 
laborales en conflictos de intereses, ni excluirla 
mediante laudo de la autoridad laboral - en los conflictos 
jurídicos ( 669 ).
El análisis de la regulación concreta del RDLRT de 
1977 se ha ido haciendo y se hará en diversos apartados de 
este estudio, pero es importante reseñar que, el cambio de 
filosofía que implicaba la citada norma, se confirmó con el 
nuevo sistema de relaciones laborales que instauró la 
vigente Constitución, admitiendo la libertad sindical, la 
negociación colectiva, el derecho de huelga y el derecho al 
ejercicio de medidas de conflicto, lo que, en buena lógica, 
hacía pensar en una reconsideración del proceso
669 .- En ese sentido MONTERO AROCA, "El Proceso
Laboral" op. cit. pag. 272.
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jurisdiccional de solución de conflictos colectivos (670 ), 
que tuvo origen en una situación notablemente diferente y 
con finalidades limitadoras, e incluso excluyentes, de los 
derechos enunciados.
Pese a lo anterior, la Ley de Procedimiento Laboral de 
1980, aprobada por Real Decreto Legislativo 1568/1980, 
reiteró en su totalidad la regulación del proceso ya 
conocida (®71 ), incluso con la misma numeración de 
artículos que las Leyes de 1966 y 1973, arts. 144 a 150, 
limitándose, en materia de recursos, a cambiar el nombre 
del recurso que pasó a denominarse de Suplicación Especial, 
en lugar de Recurso de Alzada como hasta entonces, pero 
manteniendo situaciones tan peculiares como la iniciación
670 .- De hecho como señala PALOMEQUE LOPEZ, ("Derecho
Sindical..." op. cit. pag. 238) "la promulgación de la Constitución 
habría de determinar que buena parte de la doctrina considerara
derogado el RD-L 17/1977, de 4 de Marzo, por oposición de dicha
normativa preconstitucional al reconocimiento por aquella de los 
derechos de huelga... y de adopción de medidas de conflicto", pero pese 
a ello el Tribunal Constitucional en la ya aludida STCO 8-4-81, sólo 
parcialmente consideró inconstitucional el citado DLRTR y, desde luego, 
dejó prácticamente intacto el procedimiento de solución de conflictos 
colectivos jurídicos.
La necesidad de una modificación del sistema de solución de
conflictos parece evidente si se tiene en cuenta que, como señala
HERNANDEZ VIGUERAS ("La solución..." op. cit. pag. 281) "La fuerte 
intervención administrativa en los conflictos de trabajo, típica del 
régimen jurídico-político anterior, resulta incompatible con el diseño 
constitucional....".
671 .- Así, por ejemplo, HERNANDEZ VIGUERAS ("La solución..." op.
cit. pag. 539) afirmará que esa"sustanciación procesal resulta
objetable desde el fondo y la forma, precisamente por este origen 
preconstitucional", señalando (pag.540) que el proceso colectivo se 
asienta sobre un principio de "exclusividad jurisdiccional del Estado. 
Concepción que contradice los supuestos constitucionales y lógicos del 
sistema de relaciones laborales".
pag. 532
del proceso, exclusivamente, por intermedio de la autoridad 
laboral, y no aludiendo para nada a los sindicatos y 
asociaciones empresariales, que debían ser los principales 
actores de este proceso. Lo anterior puede tener una 
explicación técnica en la medida que se trataba de un texto 
refundido que, por lo tanto, pocas alteraciones podía 
introducir, pero causa sorpresa que una regulación tan 
importante en las relaciones de trabajo, no haya 
experimentado casi variaciones a lo largo de cerca de 20 
años (1962-1980) , pese a la considerable evolución social 
producida en ese mismo período.
La situación mencionada, es decir, la existencia de un 
proceso de conflicto colectivo basado en principios 
intervencionistas y con un origen contrario a la autonomía 
colectiva, coexistente con un sistema de relaciones 
laborales que se basaba en aquella, produjo no pocas 
disfunciones algunas de las cuales condujeron a que la 
jurisprudencia - incluso la Constitucional - introdujese 
modificaciones de importancia en la regulación del proceso, 
especialmente la relativa a la posibilidad de los 
sindicatos para plantear conflictos colectivos, que fue 
admitida, inicialmente, por el Tribunal Constitucional 
( 672 ) y posteriormente recogida, aún sin desarrollo 
específico, en el art. 2.2.d) de la Ley Orgánica de 
Libertad Sindical.
.- Por ejemplo SSTCO de 29-11-82, 6 y 30-6-83.
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Por otro lado, como se ha visto, en toda la 
legislación precedente ha sido tradicional la vinculación 
entre la regulación material del conflicto colectivo y su 
regulación procesal, de tal modo que, las sucesivas Leyes 
de Procedimiento Laboral, regulaban una fase terminal, la 
judicial, de una controversia que antes había pasado por 
otras etapas, caracterizadas por un fuerte intervencionismo 
estatal, no existiendo una auténtica regulación procesal 
independiente del conflicto colectivo, que sólo la vigente 
Ley de 1990 aborda.
Pese a esa independencia de la regulación vigente, el 
actual proceso colectivo es heredero de los precedentes y 
no parece concluida la evolución que debe llevarlo a 
situarse en el marco del sistema global de solución de 
controversias laborales, apareciendo problemas que son, 
precisamente, consecuencia de ese origen del proceso 
colectivo y de la finalidad que se le concedió, tan
distinta a la que hoy debe cumplir; algunos de esos
problemas ya se han abordado: relación con otros sistemas
de solución de conflictos, especialmente los 
convencionales, necesidad de alternativas de solución
extrajudiciales, relación con la actuación de las 
comisiones paritarias; otros, no menores, se analizarán 
posteriormente: objeto del proceso, relación con la huelga, 
legitimación, efectos de la sentencia.
Este estudio se mueve, precisamente, en la perspectiva 
que ya se dejó expuesta, de situar el proceso de conflicto
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colectivo en el marco de un sistema de conflicto laboral 
basado en el reconocimiento de la autonomía colectiva del 
que no debe quedar excluido (673 ), pero que debe conducir 
a una reconsideración de algunos de sus aspectos y, 
también, de algunas de las posturas que tradicionalmente 
sostienen los propios órganos jurisdiccionales.
673 .- pese a que su pasada configuración y determinadas
interpretaciones jurisprudenciales han contribuido a hacer real el 
problema al que alude HERNANDEZ VIGUERAS ("La Solución..." op. cit. 
pag. 583) al indicar que la solución jurisdiccional "ha reducido la 
autonomía colectiva a una función subsidiaria en la resolución de las 
controversias de aplicación e interpretación de las normas pactadas.... 
(además de)..ignorar la relación de poder que subyace en la relación 
colectiva de trabajo".
Una labor fundamental debe ser pues recuperar ese papel de la 
autonomía colectiva y hacerlo compatible con el proceso jurisdiccional.
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5.3.- CONCEPTO Y CONSIDERACIONES GENERALES ACERCA DEL 
PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL DE SOLUCION DE 
CONFLICTOS COLECTIVOS DE LA LPL DE 1990.-
Para iniciar el estudio concreto del proceso de 
conflicto colectivo conviene delimitar lo que se entiende 
como tal; en este sentido como señala CRUZ VILLALON (674 ), 
el origen de los procesos sobre conflictos colectivos se 
encuentra en la constatación de que "la juridificación del 
hecho sindical comporta la admisión de la existencia de 
conflictos de naturaleza colectiva, que manifiestan la 
presencia de intereses sindicales, diferenciados de los 
propios de cada trabajador o empleador singularmente 
considerados", obviamente esos intereses colectivos, para 
cuya gestión se crean asociaciones sindicales y patronales, 
debían tener acceso al proceso, pues, especialmente, cuando 
las discrepancias colectivas derivaran de la interpretación 
de una norma, eran susceptibles, como en su momento se 
expuso, de tener una adecuada respuesta en sede 
jurisdiccional.
674 .- CRUZ VILLALON, JESUS, "La intervención de. las
representaciones colectivas en el proceso de trabajo" en ÁA.W. 
"Lecturas sobre la Reforma del Procedimiento Laboral", Madrid
(Ministerio de Justicia) 1991, pag. 296.
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De este modo, el proceso de conflicto colectivo, se
i
puede caracterizar como el conjunto de trámites que 
establecen las Leyes procesales, para la solución judicial 
de determinadas controversias, que la Ley considera 
colectivas.
Se trata de un concepto relativo, pues el 
procedimiento de conflicto colectivo ni puede conceptuarse 
como el único medio de solución de conflictos colectivos, 
ni tiene porque ceñirse a su regulación concreta en un 
momento dado, ni tiene que contemplarse como un medio útil 
para la solución de la totalidad de los conflictos 
colectivos. Es un proceso que, en cada momento, puede 
configurarse conforme a la realidad social, al menos en la 
forma que la legislación la perciba.
En la actualidad ese proceso se contempla en los arts. 
150 a 159 de la vigente Ley de Procedimiento Laboral, en la 
forma de una modalidad procesal específica, limitada, 
exclusivamente, a la solución de los conflictos jurídicos.
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5.3.A.- LA IMPORTANCIA DEL PROCESO SOBRE CONFLICTOS 
COLECTIVOS.-
La importancia de este proceso es un elemento que se 
destaca con general unanimidad (675 ) , y así, por ejemplo, 
se afirma que su "fuerte enraizamiento adquirido en nuestro 
sistema de relaciones laborales lo ha convertido en un 
instrumento clave y utilizado con notable frecuencia por 
las representaciones colectivas de trabajadores y 
empresarios. . . . " ( 676 ) .
El volumen de asuntos tramitados a través de él, y la 
importancia que los agentes sociales dan a la configuración 
del propio proceso y a las alternativas al mismo, como 
anteriormente se ha visto, ratifican la conclusión 
anterior.
Las razones de esta importancia son significativas y 
hasta cierto punto contradictorias, pues no puede olvidarse 
que el proceso jurisdiccional de conflictos colectivos nace 
con una fuerte carga de intervencionismo en las relaciones
675 .- Pese a que HERNANDEZ VIGUERAS ("La solución..."op. cit. 
pag. 541 y cuadros estadísticos de pags. 542 y 543X destaca que sólo un 
0,5% de los litigios resueltos por los tribunales laborales son 
conflictos colectivos, pero es claro que ello no da una imagen real de 
la importancia del proceso, por razones obvias, pues como él mismo 
señala ese dato no toma en consideración circunstancias como número de 
trabajadores afectados, sectores productivos, tipología de las
cuestiones debatidas etc....
676 .- CRUZ VILLALON "Instituciones..." cp. cit. pag. 222.
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laborales, en una época de prohibición de la libre 
asociación sindical y patronal, y como una alternativa 
frente a la autotutela, y, por ello, con pretensión de 
excluir totalmente el recurso a la utilización de medidas 
de conflicto ( 677 ). Pese a todo lo anterior, el cambio de 
régimen constitucional, y la consiguiente recuperación de 
la libertad sindical y del respeto a la autonomía 
colectiva, no trajo consigo una regulación del acceso al 
proceso de las asociaciones sindicales y patronales. Se 
producía así el contrasentido de admitir la existencia de 
unos intereses colectivos, que podían tutelarse mediante 
asociaciones creadas a tal efecto, pero que no tenían un 
cauce adecuado para defenderse en sede jurisdiccional 
(67B). De este modo, sindicatos y asociaciones 
empresariales, acudieron al único proceso que les permitía
677 . - A  esta paradoja se refiere, por ejemplo, GARCIA-PERROTE
ESCARTIN, ("El proceso de conflictos op. cit. pag. 5), "merece ser 
señalada la paradoja de que un proceso ... que nace como válvula de 
escape de la represión y negación del Derecho de Huelga, y que acompaña 
a un modelo de relaciones laborales felizmente superado ... ha jugado 
un papel de primer magnitud en la interpretación de los derechos 
constitucionales, en el desarrollo de la Constitución, y muy 
especialmente, en la aplicación e interpretación del ET y luego de la 
LOLS."
678 .- Al respecto, LINARES LORENTE, JUAN ANTONIO, ("Los
sindicatos en el proceso" en AA.W. "Estudios sobre la nueva Ley de 
Procedimiento Laboral" Madrid (CGPJ) 1991, pag. 569), "En el Derecho 
español, el sindicato en los últimos decenios no ha tenido posibilidad 
de actuar en el proceso laboral, y sólo a partir de las sentencias del 
Tribunal Constitucional de 23 de Noviembre de 1982 y 5 de Mayo de 1983, 
se establece que el sindicato genéricamente representa a los 
trabajadores, revocando sentencias del Tribunal Central de Trabajo que 
negaban a los sindicatos presencia en el proceso para la defensa de 
intereses colectivos".
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el acceso a esa tutela, el de conflicto colectivo, pese a 
que su configuración no era la más adecuada al efecto. Esa 
peculiar situación ha provocado que los problemas que 
suscitaba esa utilización del proceso, hayan dado lugar a 
una abundante doctrina y jurisprudencia que ha servido para 
reinterpretar constantemente el Derecho Colectivo del 
Trabajo, hasta el punto de que se ha destacado "el 
importantísimo papel que dicho proceso.... ha jugado en la 
construcción del Derecho colectivo postconstitucional del 
trabajo" (679 ).
Resulta así que el proceso de conflicto colectivo 
tiene una doble y destacada importancia:
a) En el plano práctico porque, pese a sus 
limitaciones y defectuosa regulación, ha sido el medio por 
el que sindicatos y asociaciones empresariales han buscado 
el acceso a la Jurisdicción Laboral.
b) En el plano teórico porque la reelaboración del 
propio proceso y de los problemas que iba planteando, han 
sentado un notable cuerpo doctrinal y jurisprudencial que 
ha tenido destacada influencia en la configuración del 
propio Derecho del Trabajo.
La actual LPL, en este concreto aspecto, es tributaria 
de esa importancia y pretende, con eficacia que luego se 
abordará, responder a los problemas que en toda la
679 .- GARCIA-PERROTE "El Proceso de conflictos.... " op. cit.
pag. 5.
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anterior etapa se han ido planteando en torno a la 
tramitación jurisdiccional de los conflictos colectivos.
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5.3.B.- LA RELACION DEL PROCESO DE CONFLICTO 
COLECTIVO DE LA LPL CON EL RDLRT
Hasta la actual LPL el proceso jurisdiccional de 
solución de conflictos colectivos era siempre la fase 
terminal de un previo procedimiento administrativo, de tal 
modo que, si la controversia no se resolvía por otros 
medios y era jurídica (en las últimas regulaciones), se 
remitía a la Jurisdicción Laboral para su solución. De este 
modo se configuraba una división en la regulación 
normativa: las normas sustantivas regulaban el conflicto
colectivo y todas sus fases previas a la judicial, y las 
disposiciones adjetivas o procesales se ocupaba de los 
trámites judiciales, pero como una continuidad de los 
prejudiciales.
En cambio, "como novedad más destacada, dentro de una 
valoración general del texto articulado, cabe hablar de una 
acentuación de la autonomía del proceso judicial respecto 
del correlativo procedimiento administrativo de conflicto 
colectivo" (680 ). Esa acentuación de la autonomía estaba 
ya presente en la Ley de Bases, pues la regulación de la 
LPL de 1980 que "impone en todo caso la intervención de la 
Administración Laboral, contrasta con la contenida en la
.- CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 222.
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Ley de Bases de Procedimiento Laboral" (681) que permitía
i
una doble iniciación, ya que, al disponer la Base 27.2 que 
"el proceso podrá iniciarse también mediante comunicación 
de la Autoridad Laboral....", estaba estableciendo -"a 
sensu contrario"- que la iniciación podía hacerse 
directamente ante los órganos judiciales, sin necesidad de 
acudir a la vía previa del RDLRT, como han ratificado los 
arts. 154 y 155 de la vigente LPL.
Esa autonomía del procedimiento jurisdiccional plantea 
un doble problema:
a) ¿Qué influencia tiene la normativa del RDLRT sobre 
la actual LPL, cuando el proceso jurisdiccional se inicie 
directamente, sin acudir a la vía administrativa?.
b) ¿Puede considerarse que la actual LPL ha derogado 
el procedimiento administrativo de conflicto colectivo del 
RDLRT, o, por contra, el mismo sigue vigente 
obligatoriamente cuando el procedimiento se inicie por la 
autoridad laboral?.
1.- Relación entre LPL y RDLRT en los casos de 
iniciación directa en sede jurisdiccional del proceso .- En 
relación con el problema a) parece evidente que actualmente 
aunque "... no se deroga ni se suprime el procedimiento
681 .- MONTOYA MELGAR, ALFREDO, "El ámbito sustantivo del orden
social de la Jurisdicción y la Ley 7/1989 de Bases del Procedimiento 
Laboral" en AA.W. "Cuestiones actuales de Derecho del Trabajo 
(estudios en homenaje al profesor Alonso Olea)", Madrid (Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social) 1990, pag. 154.
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administrativo, que pervive como sistema al que pueden 
acudir voluntariamente las partes.... (se perfila) una 
regulación más completa y cerrada del proceso especial
dentro del texto de la LPL" ( 682 ), que hace pensar que, 
cuando se acude directamente al procedimiento 
jurisdiccional, la normativa del RDLRT no resulta de
aplicación.
Se ha expuesto que el RDLRT seguiría parcialmente 
vigente y aplicable, incluso en el supuesto de acceso 
directo a la Jurisdicción, al menos en todas aquellas 
materias que no regule expresamente la LPL ( 683 ), pero no
debe ser así, porque no tendría sentido aplicar una
normativa pensada para unos trámites cuya utilización se 
excluye expresamente por los afectados, en coherencia con 
la interpretación constitucional, que ya se expuso, y que 
recordaba que dicho procedimiento no es obligatorio, sino 
una opción más de solución de conflictos a la que las
partes pueden acogerse voluntariamente. Si los interesados, 
optan por otra posibilidad, la que crea la LPL, esto es, 
acudir directamente a la Jurisdicción, no existe razón 
legal para establecer esa comunicación de normas entre
682 .- CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 223.
683 .- En tal sentido SAGARDOY BENGOECHEA, ("Puntos
críticos____ "op. cit. pag. 149), considera que "en todo lo que no haya
sido regulado por la nueva Ley sigue vigente lo dispuesto en el RDL". 
En concreto cita como vigentes los arts. 17 y 18.2 sobre compatibilidad
(más bien incompatibilidad) del derecho de huelga con el conflicto
colectivo, y 20 (ilicitud de conflicto para alteración de lo pactado).
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sistemas de solución distintos, y aún excluyentes, pues en 
la actualidad, o se acude directamente a la Jurisdicción o 
a través de la autoridad laboral, pero desde luego no a 
través de ambos procedimientos a la vez. Así pues puede 
sostenerse que, en el supuesto de que se opte por el acceso 
directo a la Jurisdicción, la única normativa que regulará 
la tramitación, en sí, del proceso, será la de la actual 
LPL (684 ).
2 . - L a  posible derogación del RDLRT .- En cuanto al 
problema b), y en coherencia con lo anterior, no creo que 
pueda sostenerse que se ha producido una derogación del 
procedimiento administrativo del RDLRT, ya que se podrá 
seguir utilizando el mismo como una opción más, a la que 
podrán acudir voluntariamente los afectados (685 ). Pese a
684 .- Esa misma opinión la expresa IGLESIAS CABERO, MANUEL, en
("El Proceso de Conflictos..." op. cit. pag. 1106), "Lo que si parece 
claro es que ahora son dos los modos de iniciación del proceso. Los 
legitimados para promover conflictos colectivos pueden optar por 
presentar la demanda directamente ante el órgano jurisdiccional 
competente, o instar de la autoridad laboral que curse comunicación en 
tal sentido. En este último supuesto nada parece oponerse a que el 
trámite preprocesal a seguir sea el previsto en los artículos 21 y 
siguientes del R.D.-L., pero no cuando el conflicto colectivo se inicia 
por demanda directamente presentada ante el Juez o Tribunal 
competente".
685 .- En tal sentido por ejemplo, GARCIA-PERROTE ESCARTIN, ("El
Proceso de Conflictos " op. cit. pag. 16), "Parece claro, no
obstante, que el RDL 17/1977 sólo podrá aplicarse en principio cuando 
los legitimados hayan optado por instar la comunicación de la autoridad 
laboral (art. 155 LPL) en vez de formular directamente la demanda".
En idéntico sentido, SALA FRANCO, en "Ley de Procedimiento.." op. 
cit. pag. 356; IGLESIAS CABERO, en "El Proceso de Conflictos..." op. 
cit. pag. 1106; CRUZ VILLALON "Instituciones..." op. cit. pag. 236, DE 
LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, Y GARCIA-PERROTE ESCARTIN, 
"Instituciones..." op. cit. pag. 408.
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lo anterior, es evidente que algunos aspectos del RDLRT 
pueden haber sido derogados por la nueva LPL, pues, como 
aquella norma contemplaba la fase procesal como una 
continuación de la previa vía administrativa, regulaba 
cuestiones que afectaban a ambas; en esos aspectos, entre 
los que, por ejemplo, se encuentra la legitimación para 
iniciar el procedimiento, deberá entenderse que allí donde 
haya contradicción entre RDLRT y LPL, prevalecerá la 
última, por el lógico juego de la sucesión normativa. En 
todo caso, serán siempre aspectos muy puntuales, aunque no 
por ello menos importantes (basta aludir al ya citado de la 
legitimación) y desde luego serán temas en los que la 
regulación del RDLRT afecte también a la fase 
jurisdiccional, pues, en caso contrario, la autonomía de 
las dos vías (administrativa y jurisdiccional) impediría 
entender que se produce contradicción entre ellas (686 ).
Al respecto causa una cierta sorpresa que el Proyecto 
de Ley Orgánica reguladora del derecho de huelga, contemple 
una derogación del RDLRT, cuando en el mismo se contempla 
una cuestión, precisamente la que se examina, es decir, la 
solución de conflictos colectivos jurídicos, que el 
mencionado proyecto no aborda. Si no se tratase de una 
imprecisión habría que pensar o que se pretende la 
supresión, sin más, del procedimiento del RDLRT, o que se 
está pensando, en mi opinión de manera equivocada, que éste 
se derogó ya, tácitamente, por la LPL.
686 .- GARCIA-PERROTE ESCARTIN, ("El Proceso de Conflictos
 " op. cit. pags. 16 y 17) aborda el problema, y considera
vigentes, siempre, por supuesto, que el conflicto se inicie por 
decisión voluntaria de las partes por la vía del RDLRT todos los 
preceptos de aquel excepto, y dejando al margen lo que se refieren a la 
huelga a los que en su momento aludiré, los siguientes: Los arts. 17.1 
y 25 a) que han de entenderse sustituidos por el art. 150.1 LPL 
(relativos al objeto del procedimiento). El art. 18.1 sustituido por el
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3 . - L a  utilización obligatoria del procedimiento del 
RDLRT en los casos de iniciación del proceso mediante la 
autoridad laboral . - Ahora bien, el problema que se enumeró 
como b), plantea una segunda cuestión, pues, admitido que 
no puede considerarse derogado tácitamente el RDLRT (687 ), 
hay que analizar si, en el supuesto de que las partes 
insten de la autoridad laboral el planteamiento del proceso 
colectivo, será necesario tramitar dicha solicitud por el 
cauce del RDLRT, o podrá acudirse a otro procedimiento. En 
algunas opiniones se ha considerado que "cuando la LPL 
permite que el proceso se inicie también mediante 
comunicación de la autoridad laboral (art. 155), 
implícitamente se está efectuando una remisión al 
procedimiento administrativo de conflictos colectivos 
regulado en el título II del DLRT." ( 688 ), lo que
151 LPL (legitimación para iniciar el procedimiento) y el art. 21, 
sustituido por el 154 LPL en conexión con el 155 (contenido de la 
demanda).
687 .- Es obvio que expresamente no se había producido dicha
derogación ya que la disposición derogatoria del RD Legislativo 
521/1990 de 27 de Abril que aprobó el Texto Articulado de la nueva LPL, 
se limitaba a derogar la LPL de 1980 y las disposiciones modificativas 
de la misma, por lo que no podía considerarse que quedase incluido el 
RDLRT.
688 .- CRUZ VILLALON "Instituciones..." op. cit. pag. 236.
Ya se expuso con anterioridad la opinión de SAGARDOY BENGOECHEA, 
"Puntos críticos..." op. cit. pags. 149 y 150, que considera vigente el 
RDLRT en todo lo que no haya sido modificado por la LPL.
También parecen pronunciarse en ese sentido GARCIA-PERROTE
ESCARTIN, "EL Proceso de Conflictos " op. cit. pag. 16 e IGLESIAS
CABERO, "El Proceso de Conflictos " op. cit. pag. 1106, pues en las
opiniones que en nota anterior he recogido parecen entender que la 
alternativa es: opción por iniciación directa del proceso, o iniciación
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conllevaría la obligatoriedad de que dichas solicitudes se 
tramiten por el cauce que en él se establece. En alguna 
otra opinión se completa lo anterior, exponiendo que la LPL 
deja la puerta abierta a una triple vía de iniciación, 
pues, además de la directa y de acudir a la autoridad
t
laboral por el procedimiento del RDLRT que serán las 
normales, no queda abiertamente excluido que se acuda "a 
través de cualquier otro procedimiento, incluido el más 
simple de instar de la autoridad laboral la iniciación del 
procedimiento" (689 ).
Sin duda, la LPL, al no aludir directamente al actual 
RDLRT, lo hace para cubrir cualquier otro procedimiento que 
le sustituya, o cualquier modificación de dicha norma que 
pudiera producirse, pero, en el momento actual, y aún 
cuando ciertamente la dicción legal es muy amplia, es 
difícil admitir que la autoridad laboral pueda iniciar el 
conflicto colectivo por vía distinta al RDLRT, pues en el 
supuesto de que recibiese una petición en tal sentido, 
tendría que darle una tramitación administrativa conforme a 
algún sistema reglado, y, o se aplica la propia Ley de 
Procedimiento Administrativo, o bien, ante la manifiesta 
inadecuación de la misma, algún procedimiento
mediante la autoridad laboral con utilización en tal caso del 
procedimiento del RDLRT en cuanto siga vigente.
En el mismo sentido y en referencia a la situación actual ("hoy 
por hoy"), DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS y GARCIA-PERROTE ESCARTIN, 
"Instituciones..." op. cit. pag.411.
.- SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 356.
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administrativo especial, considerando como tal el que el 
propio RDLRT regula. En caso contrario nos encontraríamos 
ante una actuación no reglada, que tendría muy poco sentido 
pues, la Administración, sería una simple mensajera de las 
partes en función cuyo alcance no se llega a entender.
En todo caso, es evidente, que la falta de remisión 
abierta al RDLRT tiene la ventaja de dejar la puerta 
abierta a cualquier modificación que al respecto pueda 
introducirse.
4 .- Conclusión .- Así pues hay que considerar que el 
RDLRT sigue vigente, en términos generales y con una 
derogación parcial de algunos aspectos, pero con 
aplicabilidad sólo si una de las partes decida acudir 
voluntariamente a la autoridad laboral, para que sea ésta 
la que inste posteriormente el proceso de conflicto 
colectivo, en cuyo caso, aquella dará a tal solicitud, en 
todo en cuanto siga vigente y mientras no se derogue o 
modifique, el trámite del citado RDLRT (690 ) .
690 .- En ese sentido, por ejemplo, ALVAREZ SACRISTAN, ISIDORO,
(AA.W. (Coordinador LORCA NAVARRETE, ANTONIO M^), "Comentarios a la 
Ley de Procedimiento Laboral" Madrid (Dykinson) 1991, pag. 543), "La 
iniciación por la autoridad laboral a que se refiere éste artículo, es 
la continuación de lo previsto en el artículo 25. a) del RDLRT....".
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5.3.C.- COMPATIBILIDAD ENTRE EL PROCESO DE CONFLICTOS 
COLECTIVOS DE LA LPL Y LA HUELGA.-
1 Planteamiento del problema Es este un aspecto
importante de la actual regulación del conflicto colectivo.
Es conocido que, conforme al RDLRT, existía una clara 
incompatibilidad entre el procedimiento de conflicto 
colectivo y el ejercicio de la huelga, pues, con arreglo a 
su art. 17.2, si los trabajadores iniciaban qquél no podían 
acudir a la huelga con idéntica pretensión. En la misma 
medida, si los trabajadores convocaban un paro, los 
empresarios no podían iniciar o conseguir que prosiguiese 
la tramitación de un conflicto colectivo por los mismos 
motivos, en virtud de lo dispuesto en el art. 18.2 RDLRT.
Con anterioridad se expuso que la incompatibilidad 
entre sistemas de solución de conflictos y recurso a 
medidas de presión no es imprescindible e incluso puede ser 
negativa, aunque tampoco es inconstitucional ni ilegal su 
establecimiento (691)/£ incluso el Tribunal Constitucional 
tuvo oportunidad de ratificarlo, como ya se indicó, al 
rechazar la tacha de inconstitucionalidad hacia el art. 
17.2, pese a que en numerosas opiniones doctrinales se 
considerase que esa regulación podía afectar al contenido
691 . - Al respecto puede verse en este estudio 4.3.
Compatibilidad entre los procedimientos de solución de conflictos 
colectivos analizados y las medidas de presión.
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esencial del derecho de huelga (692 ) o, cuando menos, se 
plantease la necesidad de una modificación legislativa que 
excluyese esa incompatibilidad ( 693 ).
2 El silencio de la LPL Sobre esas bases hay que 
valorar la omisión que hace la actual LPL a cualquier 
referencia sobre la cuestión. Dicha omisión ha recibido 
tres valoraciones diferentes, que reflejo en una opinión 
doctrinal para cada una de ellas.
Para SAGARDOY BENGOECHEA ( 694 ) siguen en pleno vigor 
las normas al respecto contenidas en el RDLRT y por ello, 
el proceso de conflictos colectivos regulado en la LPL es 
incompatible con el ejercicio del derecho de huelga en las 
dos vertientes antes mencionadas.
692 .- En ese sentido, y por ejemplo, PEREZ ESPINOSA SANCHEZ,
FERNANDO, ("El arbitraje laboral" en AA.W. "Jurisprudencia 
Constitucional y relaciones laborales" Madrid (CEC) 1983, pag. 329), 
"Por otro lado el Decreto-Ley de relaciones de trabajo declara la 
incompatibilidad de la puesta en marcha del procedimiento de conflictos 
y el ejercicio del derecho de huelga, lo que supone un grave atentado 
al contenido esencial del Derecho".
693 .- Al respecto DURAN LOPEZ ("Los procedimientos..." op. cit.
pag. 364), "De todas formas el tema es enormemente complejo y 
discutible, y, en todo caso, a pesar del pronunciamiento del Tribunal, 
habría que replantear la revisión legislativa de este punto: hay que
tener en cuenta que en Europa ya prácticamente nadie sostiene la tesis 
anteriormente difundida de que el recurso a medidas de lucha (sobre 
todo la huelga) es incompatible con la búsqueda simultánea de 
soluciones pacíficas para poner fin a las controversias. En la 
evolución reciente de los sistemas europeos de relaciones industriales, 
en efecto, cada vez se impone con mayor claridad la posibilidad de 
recurso contemporáneo a medidas de lucha o presión y a mecanismos de 
solución pacífica de los conflictos".
694 .-SAGARDOY BENGOECHEA, "Puntos críticos..." op. cit. pag.149.
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Para CRUZ VILLALON (695 ) las prescripciones al 
respecto del RDLRT sólo serán aplicables cuando las partes 
acudan al procedimiento en él regulado, pero no rigen 
cuando optan por la iniciación directa del proceso ante la 
Jurisdicción.
En posición parecida, pero matizando aún más, se sitúa 
GARCIA-PERROTE ESCARTIN ( 696 ) quien, partiendo de la base 
de la vigencia y aplicabilidad de las disposiciones del 
RDLRT cuando los legitimados acudan a instar el 
procedimiento ante la autoridad laboral, pues en el caso 
contrario no lo considera aplicable, vincula dicha 
vigencia, en este aspecto concreto, con la amplia 
legitimación para iniciar el procedimiento que la LPL 
introduce, entendiendo que no podrá acudir a la huelga el 
o los concretos sujetos que hayan iniciado el procedimiento 
ante la autoridad laboral, pero considera muy discutible 
que los restantes sujetos, que no promovieron el conflicto, 
queden impedidos de convocar aquella.
a) La inaplicación de las disposiciones del RDLRT .- 
Para analizar el problema hay que partir de la amplia 
independencia con que en la actualidad se configuran los 
procedimientos previstos en la LPL y en el RDLRT 
respectivamente. Es cierto que, desde este último, puede
695 .- CRUZ VILLALON "Instituciones..." op. cit. pag. 240.
696 .- GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "El Proceso de Conflictos "
op. cit. pag. 17.
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accederse al primero, pero ello no implica que se esté ante 
el mismo procedimiento de solución, porque puede acudirse 
al proceso judicial sin necesidad de utilizar las
previsiones del RDLRT, como ya antes se indicó; tratándose 
en la actualidad de procedimientos de solución distintos, 
aunque en el pasado estuviesen vinculados, no puede 
sostenerse, con carácter general, la aplicación de
preceptos establecidos para uno en el otro, aunque también 
es cierto que así podía ocurrir en algunos que por afectar 
a puntos de conexión entre ambos procedimientos resultaban 
aplicables en los dos. Sin embargo no parece que pueda 
sostenerse que la incompatibilidad entre el trámite de 
conflicto colectivo del RDLRT y la huelga sea uno de esos 
puntos de conexión; además de que "la huelga durante el 
desarrollo del proceso no puede valorarse como limitativa o 
condicionante de la independencia judicial sino como medida 
de presión frente a la parte empresarial dirigida a 
alcanzar un acuerdo entre las partes al margen de la
intervención judicial" ( 697 ), máxime cuando la actual LPL, 
como también hacia ciertamente la anterior, están pensando, 
en todo momento, que dichas negociaciones pueden seguir, y 
por eso regula expresamente los efectos del posible acuerdo 
extrajudicial que en las mismas se alcance (art. 159 LPL). 
La posibilidad de continuar las negociaciones, pese a estar 
en marcha el proceso de conflicto colectivo, e incluso la
697 .-CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 240.
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prevalencia de aquellas frente a éste, es coherente con la
idea, reiteradamente expuesta, de que el medio natural de
solución de conflictos colectivos es la negociación
directa, teniendo todos los restantes procedimientos un
carácter subsidiario. Por otro lado, y a  la vista de esa
*
prioridad de la negociación, es normal que no se prive a 
los trabajadores de la huelga, cuando la idea legal es que 
ésta es un medio equilibrador de su posición de relativa 
inferioridad negocial; o, en otras palabras, si las 
negociaciones pueden y deben seguir, lo han de hacer con 
plenitud, y en consecuencia con la posibilidad de recurso a 
medidas de presión legales que son elementos esenciales en 
el propio proceso negociador (69B ).
b) La influencia que tiene el reconocimiento de una 
legitimación amplia Por otro lado la opinión antes
expuesta de GARCIA-PERROTE (699 ) debe destacarse, e 
incluso extender el razonamiento para justificar la 
imposibilidad de mantener la incompatibilidad entre huelga
698 .- La similitud de la negociación colectiva con los
procedimientos de solución de conflictos colectivos es utilizada 
incluso como argumento para reiterar lo inadecuado del RDLRT al 
establecer una incompatibilidad entre el procedimiento que regula y la 
huelga.
En ese sentido PEREZ ESPINOSA SANCHEZ, ("Jurisprudencia
Constitucional y .... " op. cit., pag.330), "....de ahí que resulte
injustificable que en el primer caso se admita la presencia compatible 
en el tiempo de huelga y proceso de negociación, y rechazarla en los 
casos en que se ha iniciado el procedimiento de conflicto colectivo".
699 .- Que es también compartida, e incluso desarrollada más en
extenso, por SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, "Derecho Sindical", op. 
cit. pag. 551.
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y proceso de conflicto colectivo de la LPL. En efecto/ ya 
con anterioridad, y en relación al RDLRT, se expuso la 
dificultad de sostener dicha incompatibilidad, en términos 
generales, desde el momento en que se abrió la legitimación 
para iniciar el procedimiento a cualquier sindicato, aunque 
no fuese mayoritario, siempre que tuviese alguna 
implantación. Desde la STCO de 29-11-82 (BOE 29-12), ya se 
produjeron opiniones doctrinales en el sentido de que la 
imposibilidad de acudir a la huelga afectaba solamente a 
quien había iniciado el conflicto, pero no a los restantes 
sujetos o trabajadores, significándose incluso que sostener 
lo contrario podría legitimar prácticas antisindicales 
evidentes (70°).
No puede olvidarse que el diseño del RDLRT estaba 
pensando en un procedimiento iniciado por los 
representantes de "todos" los trabajadores, no contemplando 
el hecho de la pluralidad sindical y de las diferentes 
posturas que podían derivarse de ella, con unos sindicatos 
partidarios del procedimiento de conflicto y otros de la 
huelga; desde ese esquema de legitimación restringida que 
establecía el RDLRT, tenía algún sentido la 
incompatibilidad entre huelga y conflicto colectivo, 
cuestionable de todos modos; pero cuando se rompe ese
700 .- En tal sentido DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y
GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "Instituciones..." op. cit. pag. 410.
Puede pensarse además, en la posibilidad de un sindicato amarillo*, 
planteando conflictos colectivos en todos aquellos temas en que los 
trabajadores o sindicatos diferentes estén estudiando o planteando la 
posibilidad de acudir a la huelga.
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esquema global, ampliándose la legitimación, ya no parece 
tan claro que un sindicato minoritario pueda excluir la 
opción mayoritaria por acudir a la huelga (701 ). Si el 
problema era discutible en el marco del RDLRT, mucho más lo 
es en la propia LPL, pues en aquél, aún cuando se pudiese 
defender lo contrario, los arts. 17.2 y 18.2 seguían 
vigentes y establecían dicha incompatibilidad, pero en la 
actual LPL, en la que la legitimación es, como luego se 
analizará, más amplia aún de la existente en el marco del 
RDLRT, y en la que no existe disposición alguna que 
establezca esa incompatibilidad, parece evidente que debe 
admitirse la posibilidad de simultanear proceso judicial de 
conflicto colectivo y huelga legal, siempre y cuando el 
procedimiento se inicie al margen del RDLRT, aún 
reconociendo que quien plantea el conflicto debería, en 
buena lógica, abstenerse de acudir a medidas de presión 
simultáneas, pero sin que en realidad pueda sostenerse 
obligación legal en tal sentido.
701 .- SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, ("Derecho Sindical", op.
cit. pag. 551), exponen al respecto: "12) Es lógico y razonable que dos 
sistemas de solución de conflictos colectivos no puedan simultáneamente 
coexistir: la huelga y el procedimiento judicial, en este caso. 22) sin 
embargo, el pluralismo representativo de los trabajadores en la 
empresa... y el pluralismo sindical reconocido y existente tiene 
también sus exigencias. 32) El único modo de cohonestar ambas
exigencias sería interpretar que únicamente pierden el derecho a
convocar la huelga los sujetos colectivos promotores de un 
procedimiento de conflicto colectivo, ya sea por la vía de la 
comunicación de la autoridad laboral, ya sea por la de la demanda
directa y no los demás sujetos que no hayan promovido".
Como se verá sólo parcialmente comparto la idea.
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Debe tenerse en cuenta también que la pretensión que 
se formula en conflicto colectivo podría tramitarse, 
normalmente, mediante reclamaciones individuales, y en ese 
supuesto no habría impedimento legal para que se convocase, 
por los mismos motivos, una huelga legal, por lo que no 
debe resultar extraña la posibilidad de simultanear 
acciones judiciales con medidas de presión.
3 La incompatibilidad con la huelga si el
procedimiento se inicia en el marco del RDLRT: sus
límites.- Ahora bien, si el procedimiento se inicia en el 
marco del RDLRT, y en la medida que así viene expresamente 
establecido en esta norma, parece que subsistirá dicha 
incompatibilidad, pero reducida sobre las previsiones del 
RDLRT, pues, por un lado es acertada la opinión de GARCIA- 
PERROTE ESCARTIN, antes aludida, en el sentido de que sólo 
afectará a quien haya instado el conflicto, y por otro, en 
la medida que el proceso judicial ya no es una fase más del 
procedimiento del RDLRT, sino otro distinto al que puede 
accederse desde aquél, pero con dinámica y regulación 
diferenciada, la imposibilidad de recurrir a la huelga 
cesará tan pronto se acceda al proceso judicial, habiendo 
finalizado en consecuencia la tramitación realizada al 
amparo del RDLRT ( 702 ) .
702 .- Se ha criticado la opción de entender que la
incompatibilidad entre huelga y conflicto colectivo se sostenga sólo si 
el conflicto se inicia por el procedimiento del RDLRT mientras que se 
sostenga lo contrario si se inicia directamente ante la Jurisdicción.
Esa crítica puede verse en SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, 
("Derecho Sindical" op cit. pag. 551), y la considero acertada, pero
pag. 557
Podría dudarse de la operatividad de una solución como 
la expuesta, pero aparte de que es la que más se ajusta al 
tenor legal, tiene una finalidad que conviene resaltar y 
que revaloriza las alternativas de mediación y arbitraje 
que puedan aceptarse en el marco del procedimiento del 
RDLRT, pues las mismas garantizan la imposibilidad de 
recurso simultáneo a la huelga, y, por tanto, puede 
existir, en algunos casos, un interés adicional para la 
parte empresarial al efecto de mantenerse en el marco del 
citado procedimiento, aún a costa de excluir la 
judicialización del conflicto, aceptando soluciones, 
incluso, arbitrales, ya que irían acompañadas de una 
obligación de paz que, en el momento en que se acuda al 
procedimiento jurisdiccional, desaparece.
Pese a lo expuesto, la solución de entender que pierde 
la posibilidad de convocar huelgas únicamente quien 
promueve el conflicto colectivo es poco operativa, pues no 
tendría ningún efecto práctico, ya que si otros órganos 
representativos de los trabajadores pueden convocar 
huelgas, como ya se dijo, no habría ninguna razón que 
impidiese al conjunto de los trabajadores adherirse a la 
misma, con lo que no se aprecia que papel tendría la 
mencionada limitación.
obsérvese que la alternativa no necesariamente ha de ser sostener la 
incompatibilidad en ambos casos, sino que puede ser justo lo contrario, 
es decir sostener que desde el momento en que se acuda al proceso 
jurisdiccional desaparece cualquier incompatibilidad entre huelga y 
proceso de conflicto colectivo, tal como propongo.
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4 .- Conclusión En resumen, de la LPL deriva
claramente (703 ) que es perfectamente posible
simultanear dos procedimientos de solución distintos,
concretamente el proceso de conflicto colectivo y la 
negociación entre las partes, y precisamente en éste
último es en el que tiene sentido la utilización de medidas
de presión, y, en concreto, la huelga como forma de hacer 
avanzar las negociaciones.
En conexión con lo anterior, habría que entender que 
no resulta incompatible el proceso judicial de conflicto 
colectivo con el recurso a medidas de presión, y habría que 
reinterpretar el art. 18.2 RDLRT en el sentido de que, 
planteada una huelga por los trabajadores, los empresarios 
no podrán acudir al procedimiento de conflicto del RDLRT, 
pero si a instar directamente el proceso judicial (704 ).
Podría objetarse a las soluciones precedentes que 
tampoco la LPL de 1980 contenía disposición alguna,
relativa a la incompatibilidad del proceso judicial con el 
ejercicio de medidas de autotutela, y en cambio se admitía 
la misma, aún con las opiniones doctrinales contrarias a 
que anteriormente hice mención. La objeción es cierta, pero 
no excluye cuanto se ha expuesto, porque la LPL de 1980
703 .-Esa es sin duda la razón de ser del artículo 159 LPL.
704 .- En ese sentido CRUZ VILLALON ("Instituciones..." op. cit. 
pag. 240), quien expone, "Por otro lado, . el ejercicio del derecho de 
huelga por los trabajadores no puede impedir el libre acceso de los 
empresarios al planteamiento del conflicto interpretativo en sede 
judicial....".
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estaba contemplando un proceso judicial que no era autónomo 
respecto del RDLRT, sino, precisamente, la fase terminal de 
la tramitación regulada en dicha norma. Esa íntima
vinculación entre el RDLRT y la LPL de 1980, permitía una 
similar conexión de preceptos entre ambas normas, que hoy, 
rota ya aquella con la nueva LPL, carece de sentido.
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5.4.- EL OBJETO DEL PROCESO DE CONFLICTOS COLECTIVOS.-
Uno de los temas más polémicos del proceso de 
conflictos colectivos es determinar las materias, las 
pretensiones, que pueden tramitarse a través de él.
En su momento ya se mencionaron los problemas que 
planteaba esta cuestión a la hora de definir el conflicto 
colectivo jurídico, si se utilizaba como referencia la 
legislación procesal ( 705 ). Pues bien, ahora dichos 
problemas van a ser analizados en el marco de la LPL.
El art. 150.1 dispone las materias que pueden 
tramitarse por el procedimiento de "conflicto colectivo y 
admite como tales, literalmente, las siguientes: "las
demandas que afecten a intereses generales de un grupo 
genérico de trabajadores y que versen sobre la aplicación e 
interpretación de una norma estatal, convenio colectivo, 
cualquiera que sea su eficacia, y decisión o práctica de la 
empresa". En el número 2 del mismo artículo se indica que 
el procedimiento será utilizable también en los procesos 
sobre impugnación de convenios colectivos, pero no se trata 
tanto de incluirlos en el propio concepto procesal de
705 .- Véase en este estudio 3.2. El concepto de "conflicto
colectivo jurídico de trabajo" en el actual Derecho español.
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conflictos colectivos jurídicos, cuanto de aplicarles 
similar tramitación procesal (706 ).
Centraré, pues, el estudio en las materias que se 
señalan en el art. 150.1.
Al respecto del mismo se ha expuesto, con general 
unanimidad, que no hace sino recoger la definición del 
RDLRT, matizándola con las correcciones jurisprudenciales 
que se habían ido produciendo a lo largo del tiempo (707 ), 
pues no puede olvidarse que había una "jurisprudencia de 
los Tribunales, muy abundante y, desde luego,,no definitiva 
y concluyente en orden a distinguir con claridad las 
diferencias entre un conflicto colectivo y uno plural ante 
el caso concreto" ( 708 ). Así pues, con arreglo a lo 
expuesto, para delimitar el objeto del conflicto colectivo
706 .- Solución que ha merecido alguna crítica doctrinal, por
ejemplo, ALARCON CARACUEL, MANUEL RAMON, ("Un proceso de conflicto 
colectivo sin sentencia normativa", en AA.W. "Estudios sobre la Ley de 
Procedimiento Laboral de 1990" (Coordinador Alarcon Caracuel, Manuel 
Ramón), Madrid (Marcial Pons) 1991, pag. 226), "haré una breve alusión 
al artículo 150.2. de la L.P.L./1990, para mostrar mi disconformidad 
con el mismo por dos razones. En primer lugar, porque la impugnación de 
un convenio colectivo es una acción completamente distinta a la de
conflicto colectivo: en aquella se trata de eliminar una norma....
mientras que en el conflicto colectivo la validez de la norma no se 
cuestiona. Y, en segundo lugar, porque la reconducción del proceso de 
impugnación de convenios al proceso de conflictos colectivos, lo único 
que hace es plantear engorrosos problemas de coordinación - a veces 
casi imposible- entre los capítulos octavo y noveno de la L.P.L./1990".
707 .- Son numerosas las opiniones en tal sentido, por ejemplo
SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 349; GARCIA- 
PERROTE ESCARTIN, "El Proceso de Conflictos..." op. cit. pag. 12. CRUZ 
VILLALON "Instituciones..." op. cit. pag. 225.
.- SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 349.
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será aplicable, casi en su totalidad, la Jurisprudencia 
anterior (709 ), y también lógicamente se plantearán 
idénticos problemas interpretativos.
Para resolver la cuestión se necesita el examen de los 
siguientes aspectos:
1) El conflicto debe ser "colectivo" por afectar a 
intereses generales de un grupo genérico de trabajadores.
2) El conflicto ha de ser jurídico, pues ha de versar 
sobre problemas de interpretación y aplicación.
3) Ha de existir una situación real de conflicto, es 
decir auténtica oposición entre las partes.
4) Las disposiciones y preceptos sobre los que verse 
la controversia deben quedar comprendidos entre los citados 
en el art. 150.1. LPL.
Seguidamente se analizan cada una de estas cuestiones.
709 .- En el presente estudio se ha pretendido trabajar con los
criterios judiciales más actualizados, para un análisis más detallado 
de jurisprudencia precedente en esta materia y en general sobre el 
conflicto colectivo, me remito, entre otros, a:
RODRIGUEZ DEVESA, CARLOS "La Ley de Procedimiento Laboral y su
jurisprudencia" Madrid, 1991.
RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, FERMIN, "Jurisprudencia sobre
relaciones colectivas de trabajo" Revista de Política Social, n2
137/83, y "La delimitación del conflicto colectivo de trabajo en la 
Jurisprudencia" Actualidad Laboral, Tomo 1/1985.
RODRIGUEZ SANTOS, BALTASAR, "Análisis especial de la actividad del 
Tribunal Central de Trabajo en materia de convenios y conflictos 
colectivos" Revista de Trabajo, n2 74/84.
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5.4.A.- CONFLICTO COLECTIVO.-
En su momento ya se aludió a la distinción entre 
conflicto individual y colectivo, así como a la existencia 
de unos conflictos intermedios, con afección de una 
pluralidad de trabajadores pero en base a sus intereses 
individuales, los denominados conflictos plurales. 
Igualmente se aludió a la dificultad de diferenciación en 
la práctica. Pese a ello, la LPL recoge la noción de 
conflicto colectivo tradicional "cuando se refiere a 
demandas que afecten a "intereses generales" de un "grupo 
genérico" de trabajadores" (710).
La LPL esta acudiendo a la caracterización del 
conflicto como colectivo en base a un doble elemento: 
subjetivo y objetivo; lo que supone "la concurrencia, en el 
seno de la situación contradictoria entre las dos partes de
las relaciones de trabajo, de un elemento personal - la
pluralidad de sujetos, al menos del lado de los 
trabajadores - y de un elemento material - la pretensión 
unitaria de tales sujetos -" (711 ).
710 .- CRUZ VILLALON "Instituciones..." op. cit. pag. 226.
711 .- RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, FERMIN "La delimitación del
conflicto ..." op. cit. pag. 1363.
En la Jurisprudencia son múltiples las referencias, por citar sólo 
algún ejemplo: STS (43) 9-5-91, Ar. 3796, insistiendo en la exigencia 
de un doble requisito, subjetivo: grupo genérico y objetivo: interés
general e indivisible.
En el mismo sentido:
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5.4.A.a.- El elemento subjetivo
El elemento subjetivo hace referencia a la presencia 
de un grupo genérico de trabajadores, y ese concepto legal 
de "grupo genérico" remite a dos requisitos; el primero, la 
pluralidad; deben haber varios afectados, aunque esta 
exigencia ha sido muy matizada jurisprudencialmente.
Por otro lado, se exige una cierta indeterminación de 
los afectados, pero indeterminación en cuanto que el 
conflicto les afecte como y a todos quienes compongan dicho 
grupo definido por una circunstancia objetiva, y sin que 
obste a ello el que fuese posible una determinación 
individualizada de los intereses afectados, si no se 
contemplasen de forma colectiva C12 ) •
Esa atenuación de la indeterminación explica que la 
jurisprudencia admita sin ningún problema los conflictos
STSJ (Madrid), 18-7-89, Ar. 36, que afirma: "En el conflicto
colectivo concurre el doble presupuesto de subjetividad, en cuanto a la 
afectación a una pluralidad de trabajadores, y objetividad, radicante 
en el interés general del grupo....".
También STCT 12-9-86, y 2-6-87, Ar. 8717 y 14693, STSJ (Madrid) 3- 
10-89, 24-10-89, 31-10-89, Ar. 85, 108, 133.
712 .- En tal sentido MONTERO AROCA, ("El Proceso Laboral" op.
cit. pag. 273), "Ha de afectar más que a una pluralidad de sujetos 
considerada como suma de sus respectivas individualidades, a intereses 
de categoría, clase o grupo de trabajadores, que aún determinables 
individualmente sean en principio considerados genérica o 
indeterminadamente".
Al respecto, como matiza STS (4a) 10-7-91, Ar. 5881, puede existir 
un interés de grupo aunque, luego, sea posible dividir y diferenciar el 
derecho subjetivo de cada afectado, circunstancia esta última que no 
impide un planteamiento inicial como grupo mediante el procedimiento de 
conflicto colectivo.
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colectivos en relación con condiciones más beneficiosas, 
que, por su carácter personal, están atribuidas a 
trabajadores concretos, por lo que, en principio, siempre 
sería determinable la identidad exacta de los afectados 
(7,3>.
Además de lo expuesto, hay que añadir que este 
elemento subjetivo, esto es, la pluralidad de los 
trabajadores, no resulta determinante por dos razones:
a) Existen conflictos colectivos en los que la 
pluralidad de trabajadores es muy reducida.
713 . - Son numerosas las sentencias que aceptan la tramitación
como conflicto colectivo de cuestiones relativas a derechos adquiridos 
y condiciones más beneficiosas. A título de ejemplo, pueden citarse 
STCT 7-2-89, Ar. 70, (sobre derecho a jomada continuada), 15-3-89, Ar. 
125, (con doctrina general sobre los requisitos para la existencia de 
una condición más beneficiosa); 15-3-89, ref. 133, (sobre descuentos 
por razón de baja) 26-4-89, Ar. 185 (sobre mantenimiento de un plus por 
comida fuera del domicilio), 3-5-89, Ar. 190 (sobre jomada laboral de 
verano constitutiva de condición más beneficiosa); 3-5-89, Ar. 196 
(sobre salida anticipada del trabajo), 16-5-89, Ar. 250 (sobre jornada 
reducida) que establece la siguiente doctrina general: "se alega en 
recurso, asimismo, inadecuación de procedimiento, entendiendo que la 
cuestión relativa a derechos adquiridos es una cuestión 
individualizada, y no generalizada, que además, no se regula en el 
Estatuto de los Trabajadores ni en Convenio Colectivo, motivo que 
tampoco puede tener acogida pues la invocación de condición más 
beneficiosa que atañe a un grupo de trabajadores como tal y no a 
personas individuales debe tener su cauce por el procedimiento aquí 
referido (el de conflicto colectivo) al tener su fundamento en el art. 
3.1.c. del Estatuto de los Trabajadores, tratándose de una cuestión que 
afecta a una colectividad y que exige la interpretación de una norma 
convenida en cuanto la concesión inicial por la empresa llega a formar 
parte de los contratos de trabajo".
En idéntico sentido SAN 19-4-90, y 20-11-90, Ar. 75 y 134.
También resolutorias de procesos de conflicto colectivo en 
relación con derecho adquiridos y condiciones más beneficiosas son, 
entre otras, las siguientes sentencias:
STSJ (Madrid), 27-6-89, 18-7-89, 19-9-89, 21-11-89 Ar. 17, 34, 62,
157.
STSJ (Valencia) 4-10-89 (62/89), 24-9-90 (745/90) 9-11-90
(946/90), 19-1-91 (28/91), 22-2-91 (198/81) 19-9-91 (1118/91).
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Cabe pensar en situaciones extremas, deriyadas
t
generalmente de la pluriofensividad de algunas medidas 
empresariales, que se concretan en conflictos colectivos 
que sólo afectan directamente a una persona. El ejemplo más 
claro se da en cuestiones que implican a los representantes 
de los trabajadores, entendiendo la jurisprudencia que los 
obstáculos que a ellos se les pongan repercuten sobre la 
colectividad y justifican el planteamiento del proceso 
colectivo (714 ). Precisamente esas consideraciones sobre 
los efectos indirectos que las cuestiones sindicales o 
representativas producen en la colectividad de los 
trabajadores, han llevado a la jurisprudencia a admitir 
como conflictos colectivos, controversias intersindicales, 
es decir litigios en los que un sindicato o asociación 
empresarial defiende derechos propios, más que derechos de
714 . - En este sentido puede citarse STCT 15-7-81, Ar. 5021, que
contempla el supuesto de sustitución de un trabajador en el comité de 
empresa.
También STSJ (Madrid) 24-10-89, Ar. 113, admite el proceso de 
conflicto colectivo para discutir una decisión asamblearia de 
revocación de dos miembros de un comité de empresa.
La doctrina general al respecto se expone muy claramente, aunque 
referida a un supuesto de tres trabajadores, en STCT 25-1-89 Ar. 41, 
que literalmente señala: "pero siendo el tema planteado el de si
determinadas horas pueden definirse o no como horas sindicales, 
afectando, por tanto a las garantías de los miembros del comité de 
empresa para cumplir con su competencia, es evidente que el conflicto 
afecta a los intereses generales de los trabajadores a través de sus 
órganos de representación y exige una interpretación de los art.s 64 y
68 del Estatuto de los Trabajadores", por lo que concluirá la sentencia 
en el carácter colectivo del conflicto. En el mismo sentido STSJ 
(Madrid) 19-9-89, Ar. 66.
En el mismo sentido STSJ (Valencia) 6-4-90, (269/90) resuelve en 
conflicto colectivo sobre los requisitos para la utilización del 
crédito de horas para funciones representativas.
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los trabajadores, entendiendo, sin duda, que estas 
cuestiones tienen naturaleza colectiva de por sí (715).
Por otro lado, aún siendo evidente que se exige una 
cierta repercusión, que ya se ha visto que puede ser 
incluso indirecta, en los intereses de una colectividad, 
ésta no tiene que ser amplia, ni desde luego afectar a la
715 . - Véase por ejemplo STCT 29-3-89, Ar. 155, que desestima la
pretensión que en vía de conflicto formula una Federación Sindical 
solicitando integrarse en determinadas comisiones creadas en un pacto 
suscrito entre una empresa y otros sindicatos.
En idéntico sentido, STCT 25-1-89, Ar. 51 sobre derecho de un
sindicato a cubrir una determinada vacante en un comité de empresa y 
también STCT 7-2-89, Ar. 59, acerca de la reclamación de un sindicato 
para estar presente en un Comité Intercentros, o SAN 18-6-90, Ar. 95 y 
STSJ (Madrid) 21-11-89, Ar. 164, sobre derecho de un sindicato a formar 
parte de una comisión paritaria, o STSJ (Valencia) 24-7-91 (1085/91)
sobre derecho de una asociación empresarial a formar parte de una mesa 
negociadora de un convenio.
También SAN 16-1-90 y 10-9-90, Ar. 10 y 117, acerca del derecho de
un sindicato a constituir secciones y designar delegados sindicales;
sobre el mismo tema STSJ (Madrid) 27-6-89, Ar. 14, SAN 23-3-90, Ar. 63 
sobre nombramiento de delegados sindicales y STSJ (Valencia) 24-1-92 
(84/92) sobre derecho a constituir sección sindical, a elegir delegado 
sindical y a disfrutar de local adecuado.
SAN 13-1-90, Ar. 8, sobre derechos y garantías de un delegado
sindical de una entidad bancaria.
Igualmente STSJ (Madrid) 21-11-89, Ar. 167, considera adecuado el 
proceso de conflicto colectivo para discutir el posible derecho de los 
sindicatos más representativos a recibir una copia de un plan de
seguridad e higiene de una empresa.
STSJ (Valencia) 26-4-90 (321/90) resuelve sobre la inexistencia de 
discriminación entre dos sindicatos en atención al número de delegados 
sindicales que les reconoce la empresa (en exceso sobre los que les 
corresponderían conforma a la L.O.L.S).
En general sobre derechos de los sindicatos a recibir ciertas
informaciones de la empresa, SAN 16-7-90 y 17-7-90, Ar. 105 y 107.
Doctrina general al respecto se sienta en STCT 22-2-89, Ar. 81 que 
indica, "pues resulta innegable que la cuestión controvertida afecta a 
intereses generales y abstractos de los trabajadores, ya que el derecho 
sindical es por su propia naturaleza un derecho colectivo cuando se 
encarna en una Asociación Sindical o en un sindicato...".
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totalidad de la plantilla (716)/ de tal suerte que, aún 
siendo muy pocos los afectados, puede existir conflicto 
colectivo (717).
Es pues claro que la pluralidad de afectados puede ser 
muy reducida e incluso, en supuestos extremos, estar 
afectada sólo de modo indirecto, mientras que la afectación 
directa, en esos casos, alcanzaría a un sólo trabajador o 
asociación sindical o empresarial.
b) Hay conflictos en los que aún existiendo pluralidad 
de afectados no se produce un conflicto colectivo.
1 .- La insuficiencia de la "pluralidad" para 
calificar una controversia como colectiva .- Efectivamente, 
para la Jurisprudencia, la pluralidad es un elemento 
indiciarlo, pero lo determinante es que el interés afectado 
por el conflicto no sea el individual o personal de cada 
trabajador, sino el de un grupo considerado en abstracto, 
de una categoría (en sentido amplio) que va a estar
716 .- STCT 16-5-89, Ar. 253, o STSJ (Madrid) 18-7-89, Ar. 59,
"pese a que el problema suscitado no afecte a la totalidad de los 
trabajadores que componen la plantilla....".
717 .- STCT 27-5-83, Ar. 5051; STCT 22-2-88, Ar. 84, STSJ
(Madrid) 31-10-89, Ar. 127, que admite que "basta que exista un 
colectivo de trabajadores afectados aunque, según la empresa, sean 
menos de diez...".
STSJ (Madrid) 11-7-91, Ar. 4662, en conflicto colectivo que afecta 
a sólo 8 trabajadores.
E incluso aunque al estar afectados muy pocos trabajadores fuese 
sumamente fácil plantear conflictos individuales, nada impide plantear 
conflicto colectivo mediante una pretensión "abstraída de 
individualidades concretas de los afectados" STSJ (Valencia) 26-10-90 
(884/90).
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indivisiblemente afectada por la solución que se adopte, 
con independencia de que todos sus componentes hayan 
intervenido o no en la gestión del conflicto (718 ), es 
más, ese grupo vendría determinado, fundamentalmente, por 
el interés en defender una pretensión común (719 ), de tal 
modo que el propio planteamiento del conflicto se convierte 
en una circunstancia aglutinante (72°) e incluso podría 
decirse (721 ) que el "grupo genérico", que es el afectado,
718 .- En tal sentido STS (63) 27-2-80 y 7-10-80, Ar. 1072 y
3972.
La doctrina al respecto se sintetiza en STCT 16-5-89, Ar. 253 que 
literalmente dice: "la nota esencial del conflicto colectivo es que la 
cuestión que en él se suscita afecte indistintamente a grupos de 
trabajadores considerados en abstracto, en cuanto el interés debatido 
no se corresponde con las particulares circunstancias de cada 
trabajador en concreto".
En parecidos términos, por ejemplo:
STSJ (Madrid) 13-6-89 y 18-7-89, Ar. 6 y 59.
STSJ (Albacete) 28-1-91, Ar. 1044.
STSJ (Aragón) 15-5-91, Ar. 3048.
Por tanto cuando no existe ese "interés indiferenciado, abstracto 
e indivisible" no existe conflicto colectivo como expone STSJ 
(Valencia) 18-10-91 (1335/91).
En el mismo sentido, por ejemplo, STCT 20-7-88, Ar. 4966, STSJ 
(Murcia) 13-2-91, Ar. 1607, STSJ (País Vasco) 14-3-91, Ar. 1738.
719 .- En tal sentido STSJ (Madrid) 18-7-89, Ar. 49, " en la
que una de las partes ha de estar constituida por una pluralidad de 
trabajadores, afectada de un mismo interés, cuyos miembros participan 
de él, no por razón de sus individuales circunstancias, sino en cuanto 
componentes de un grupo, conformado por la común voluntad de defensa de 
dicho interés...".
720 .- Al respecto sentencia citada en nota anterior y también,
por ejemplo, STSJ (Madrid) 27-6-89, Ar. 13, que matiza: en cuanto
componentes de un grupo, conformado por la voluntad de defensa de dicho 
interés...".
En idéntico sentido STSJ (Madrid) 3-10-89, 24-10-89, 19-12-89 Ar.
85, 99, 203.
721 .- ALARCON CARACUEL,"Un proceso .." op. cit. pags. 219 y 220.
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no existe hasta tanto no se plantea el conflicto y, en 
realidad, se constituye en la medida en que es calificado 
como tal y por tanto como afectado por el litigio, por 
quienes promueven el proceso, lo que aún hará más complejo 
determinar cuando se encuentra afectado un "grupo" como tal 
y cuando un grupo de personas a título individual.
2.- El conflicto "plural".- De esa doble posibilidad 
surge, como ya se expuso, la necesidad de "admitir la 
existencia del conflicto plural, entendido como aquél en 
que varios trabajadores son afectados singular y 
simultáneamente, aunque no en virtud de causa o interés que 
afecte a los conjuntos de los que forman parte" (722 ), 
conflicto plural ampliamente admitido por la 
Jurisprudencia, y que no puede tramitarse por el 
procedimiento colectivo, sino por el adecuado a los 
litigios individuales, §in perjuicio de una posible 
acumulación de autos que no alterará el carácter individual 
del proceso (723 ).
722 .- Al respecto, ya citados con anterioridad, ALONSO OLEA, y
CASAS BAAMONDE, "Derecho del Trabajo" op. cit. pag. 869.
723 . - La diferencia entre el conflicto colectivo y el
individual-plural se ve clara en STCT 15-3-89, Ar. 134, que 
literalmente dice: ".... de donde resulta que no a todos los implicados 
en el proceso les va a corresponder el mismo grado de clasificación 
profesional, que en cada caso estará condicionada por las cualidades y 
características concurrentes en las ‘ distintas personas, de suerte que 
la sentencia recaída en este proceso, si fuera estimatoria habría de 
reflejar esa diferencia de matiz, y precisamente esas circunstancias 
privativas de cada caso, vienen a configurar un conflicto individual o 
plural...".
Es clara STS (43) 9-5-91, Ar. 3796, que contempla una reclamación 
por conflicto colectivo de un complemento salarial, como razona la
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Precisamente, la distinción entre el conflicto plural 
y  el colectivo es una de las cuestiones que mayores 
problemas prácticos plantea y que se resuelve, como se 
avanzó, con una aplicación que atiende, casi
exclusivamente, a las circunstancias del caso concreto.
t
3 . - La necesidad de que la pluralidad sea de
trabajadores: los conflictos en materias de Seguridad
sentencia el mismo debe reconocerse en atención a situaciones 
individualizadas y por tanto no es conflicto colectivo pues falta un 
interés general e indivisible, existiendo simplemente una pluralidad de 
intereses individualizados.
En parecidos términos STCT 11-5-88, Ar. 205, y SAN 28-9-90, Ar.
122.
También STSJ (Madrid) 3-10-89, Ar. 87, sobre solicitud de que 70 
horas se consideren como extras para un determinado grupo de 
trabajadores, lo que según el tribunal exigiría concretar 
individualizadamente los días, turnos y jornadas y por tanto debe 
tramitarse por conflicto individual o plural, pues no existe una 
pretensión que puede omitir el estudio de situaciones personales; en el 
mismo sentido, STSJ (Extremadura) 30-4-91, Ar. 2504, insistiendo en que 
la reclamación de un determinado número de horas extras concretas debe 
realizarse como conflicto individual.
En parecidos términos STSJ (Madrid) 31-10-89, Ar. 133, que 
considera que un "pedimento, relativo a la concesión de los permisos no 
disfrutados, que tiene claros tintes individuales, por estar 
condicionado a las condiciones de cada cual y que, por ello, queda al 
margen del conflicto colectivo".
En general son múltiples las sentencias que como STSJ (Galicia) 1- 
4-91, ó 17-9-91 Ar. 2379 y 5056, insisten en que la diferencia entre 
conflicto colectivo y conflicto individual plural está en la presencia 
de un interés colectivo o general o en su ausencia.
Especialmente claros son los órganos jurisdiccionales en rechazar 
la posibilidad de plantear como conflicto colectivo reclamaciones 
concretas de cantidades individualizadas, distintas para cada afectado, 
en ese sentido, entre otras muchas, STSJ (Madrid) 21-10-89, Ar. 170, 
STSJ (Extremadura) 10-5-91, Ar. 3182. STSj (Madrid) 18-6-91, Ar. 4089.
Ahora bien nada impide, por supuesto, plantear un 
conflicto colectivo del que después se derive la 
posibilidad de que, en atención a su solución, se proceda a 
reclamar cantidades concretas en los correspondientes 
procesos individuales, STSJ (Valencia), 20-7-90, (lp/90).
También resulta admisible una pretensión de que se 
declare el derecho a una compensación económica fija e 
igual, para un determinado grupo de trabajadores, STSJ 
(Madrid) 27-6-89, Ar. 10.
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S o c i a l Por otro lado, lo que si aparece claro en el £exto
í
de la LPL, es que la colectividad de afectados ha de' ser 
"de trabajadores" (724)/ lo que, aún entendiendo el 
concepto en sentido amplio tal como hace la jurisprudencia 
al extenderlo al personal estatutario (725 ), impide el 
planteamiento de conflictos colectivos en materia de 
Seguridad Social, si afectan exclusivamente a beneficiarios 
de las correspondientes prestaciones en calidad de tales 
( 726 ), confirmando así la desaparición de esta posibilidad
724 STSJ (Galicia) 24-9-91, Ar. 5067, matiza que en
consecuencia no cabe conflicto colectivo sólo entre asociaciones 
empresariales o empresarios, necesariamente una de las partes habrá de 
ser la social.
725 .- Por ejemplo y contemplando expresamente la cuestión STS
(43) 7-6-91, Ar. 5138 que afirma directamente la posibilidad de
utilizar el proceso de conflicto colectivo en relación con el personal 
estatutario de la seguridad social.
Directa o indirectamente contemplan esa posibilidad numerosas 
sentencias, pudiendo señalarse además de otras que se citan en relación 
con distintas cuestiones, por ejemplo, SAN 8-5-90, Ar. 82, STSJ 
(Valencia), 7-5-91 (584/91), 20-7-90, (lp/90), 29-10-90, (4p/90), 4-3-
91 (6p/91), 29-4-91 (10p/91), 27-5-91 (llp/91).
726 . - Alguna opinión ha entendido que cabría el proceso 
colectivo en materia de seguridad social, pues debería interpretarse 
que "la genericidad significaría que el estado social de trabajador no 
sólo subsiste durante la adscripción a la población activa, sino que 
constituye una cualificación indeleble que imprime carácter.... y 
perdura durante toda la vida de quienes lo ostentan" ZORRILLA RUIZ, 
MANUEL, "Uso sindical del proceso" en AA.W. "Estudios sobre la nueva 
Ley de Procedimiento Laboral" Madrid (CGPJ) 1991, pag. 133.
No me parece tan claro ese carácter permanente de la condición de 
trabajador, y en cualquier caso pienso que la Ley está atendiendo no a 
un carácter abstracto, sino a la efectiva y presente condición de tal; 
al respecto son escasos los precedentes que se pueden señalar, pero ya 
existe alguno, y así STSJ (Sevilla) 21-6-91, Ar. 3630, señala que no 
cabe el conflicto colectivo en materia de prestaciones de seguridad 
social, pues el procedimiento colectivo está "limitado a las 
situaciones conflictivas que afecten a intereses generales de los 
"trabajadores", esto es, a las relaciones de trabajo y no de Seguridad
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que llegó a estar incluida en el Anteproyecto de Texto 
Articulado (727 ). Ahora bien, cabe hacer dos matizaciones.
Por un lado se ha afirmado que "ello no implica una
negación automática de la posibilidad de plantear este tipo 
de conflictos de Seguridad Social, sino tan sólo que su
tramitación queda excluida del presente proceso de
conflictos colectivos. Por contra......el ámbito material
del proceso de Seguridad Social no sufre ninguna limitación 
específica... lo que permite por esa vía el planteamiento
Social, según se infiere claramente del art. 17.1. R.D-Ley 17/77 de 4 
de Marzo, lo que se ha corroborado posteriormente por el art. 150.1. de 
la Ley Procesal Social de 1990".
727 .- ALARCON CARACUEL, ("Un proceso " op. cit. pag. 234),
entiende, al contrario, que cabe el conflicto colectivo en materia de 
Seguridad Social, sus palabras son: "Lo cual (la alegación de no ser 
necesaria la conciliación), dicho sea de paso, reintroduce la 
posibilidad de conflictos colectivos en materia de Seguridad Social. 
Nada que objetar: piénsese, si no, cuan preferible hubiera sido un
conflicto colectivo - al modo diseñado en este ensayo - que no el 
procedimiento contencioso-administrativo que se ha debido seguir para 
impugnar el Reglamento de Prestaciones de Desempleo...... ".
En el mismo sentido ya se citó, en la nota precedente, la posición 
de ZORRILLA RUIZ, "Uso sindical...." op. cit. pag. 133.
Desde luego es tremendamente acertada la conclusión acerca de la 
utilidad que hubiese tenido un proceso de conflicto colectivo en 
materia de seguridad social, especialmente en los tan frecuentes casos 
de reclamaciones repetitivas que en la materia se dan, pese a ello, la 
exclusión expresa de tal posibilidad del texto definitivo parece 
confirmar su imposibilidad. En cualquier caso parece un error de la Ley 
haber actuado de esta forma, y es más, posiblemente la única materia en 
la que realmente tuviese sentido plantear interpretaciones generales de 
normas estatales, a efectos de fijar criterios aplicativos claros y 
uniformes, hubiese sido precisamente en materia de seguridad social.
Es posible que la exclusión de las cuestiones de seguridad social 
en el objeto del proceso de conflicto colectivo haya obedecido a la 
utilización de un criterio uniforme de éste, en el que no tendrían 
cabida esas cuestiones, pues el concepto genérico parte de la 
controversia entre un grupo de trabajadores y un empresario, 
circunstancia que no se da, normalmente, en las reclamaciones en 
materia de seguridad social.
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de los citados procesos colectivos de Seguridad Social"
( 728 ). Esta posibilidad resulta, cuando menos, dudosa, 
pues, aunque pudiera alegarse la representación 
institucional de los sindicatos para la defensa de los 
intereses colectivos que les son propios, no es claro quien 
estaría legitimado para plantear esa reclamación colectiva, 
ni como podría extenderse la cosa juzgada a los concretos 
beneficiarios, en la medida que no fueron parte en el 
proceso y que no hay previsiones legales al respecto, a 
diferencia de lo que, como se verá, ocurre en el proceso de 
conflicto colectivo.
La segunda matización, que parece más clara, es la * 
posibilidad de utilizar el procedimiento de conflicto 
colectivo en cuestiones de Seguridad Social, en relación
con grupos afectados en su condición de trabajadores, como 
ocurre, por ejemplo, en materia de prestaciones 
complementarias (jubilaciones anticipadas pactadas en 
convenio o acuerdos con la empresa con complementos a cargo 
de esta, prestaciones complementarias a los trabajadores 
incluidos en Fondos de Promoción derivados de la
reconversión industrial, etc....); esta posibilidad que 
permite el planteamiento de algunas cuestiones de Seguridad 
Social, si bien referidas a los aspectos complementarios 
mencionados, por el procedimiento jurisdiccional de
solución de conflictos colectivos, es aludida por algún
728 . - CRUZ VILLALON "Instituciones..." op. cit. pag. 228.
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sector doctrinal (729 ) y desde luego tiene claros ejemplos 
en la Jurisprudencia (73°).
5.4.A.b.- El elemento objetivo.-
1 El "interés de grupo" como determinante del
carácter colectivo de la controversia De cuanto se ha 
dicho es claro que, el elemento determinante para la 
existencia de un conflicto colectivo es, no la pluralidad, 
sino que la situación conflictiva afecte a intereses 
generales de un grupo (731), y no a intereses individuales 
( 732 ). Con anterioridad ya se hizo referencia a los
729 Por ejemplo, IGLESIAS CABERO, "El Proceso de
Conflictos....'1 op. cit. pags. 1083 y 1084.
730 .- SAN 12-1-90, Ar. 7, contempla un conflicto colectivo sobre
cantidades a abonar a sus beneficiarios por el Fondo de Promoción de 
Empleo del sector de Metalurgia.
SAN 29-3-90, Ar. 67, se refiere por su parte a un conflicto 
colectivo planteado en relación con los complementos que en las 
pensiones de invalidez y jubilación paga una determinada empresa, sobre 
el mismo tema STSJ (Madrid) 26-9-89, Ar. 80. También STSJ (Valencia) 
30-1-92 (138/92) sobre mejora de pensiones a cargo de la empresa.
731 . - Aunque como matiza ALARCON CARACUEL, ("Un proceso..." op.
cit. pag. 221), los términos no son exactos pues "tampoco se están 
dilucidando en el conflicto colectivo derechos o intereses del "grupo 
genérico" como tal - que carece de ellos pues... no es más que una 
ficción jurídica creada para determinar objetivamente a un determinado 
grupo de trabajadores...."; es absolutamente cierto que los derechos e 
intereses sobre los que se litigan son, en todo caso, los de los 
trabajadores componentes del grupo, por más que resulten comunes a 
todos ellos.
732 .- Al respecto SAGARDOY BENGOECHEA, JUAN ANTONIO, ("El
proceso sobre conflictos colectivos e impugnación de convenios
colectivos" en AA.W. "Estudios sobre la nueva Ley de Procedimiento
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problemas que plantea esa distinción, en la doctrina
general, y a la hora de definir en concreto el conflicto 
colectivo en nuestro Derecho, hasta el extremo que se ha 
afirmado que ese elemento esencial, se concreta en la 
jurisprudencia en "las alusiones genéricas al "interés
colectivo, indiscutible, indiferenciado o indeterminado por 
oposición a la "suma de intereses individuales 
concurrentes"...(que) no pasan de ser una "cortina de humo" 
que permite conclusiones jurisprudenciales vacilantes e 
incluso contradictorias ante el caso concreto" (733 ).
2 .- Una cierta evolución jurisprudencial Los
problemas que en la práctica ha ido planteando la 
diferenciación entre interés individual - interés
colectivo, han movido a la jurisprudencia a situarse en 
planos más abiertos, con una cierta recepción de algunas 
posturas doctrinales que ya se analizaron, y que 
priorizaban la gestión colectiva sobre el carácter del 
interés en juego, y así, algunas sentencias vienen 
admitiendo que debe considerarse como conflicto colectivo 
al que tenga apariencia razonable de tal (734 ), o
Laboral" Madrid (CGPJ) 1991, pag. 268), "En definitiva lo que importa
es que el interés debatido sobrepase al individual en suma, que se
trate de un interés de categoría general, colectivo".
733 .- SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 349.
734 .- STCT 7-2-89, Ar. 66, que literalmente indica que "el 
principio de igualdad de las partes en el proceso exige calificar de 
colectivo aquel conflicto cuyo modo de suscitarse o traza externa - 
instintiva e intuitivamente apreciada ofrezca caracteres de
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relativizando la diferencia entre ese pretendido interés 
colectivo y el individual, permiten la opción por la vía de 
conflicto individual o colectivo, con la única matización 
de que, aún siendo facultativa la elección, la opción que 
se haga determinará la posible pretensión a realizar, y 
dependerá, más que de ésta en sí misma, de la habilidad del 
sujeto promotor para dotarle de un suficiente grado de 
generalidad, pues podrá ser más concreta en los conflictos 
individuales y, por contra, en los colectivos tendrá que 
plantearse una pretensión genérica, con un suficiente grado 
de abstracción, que permita su resolución sin necesidad de 
acudir al estudio individualizado de cada una de las 
situaciones personales de los afectados (735 ), resultando
verosimilitud y coincidencia con el estado de cosas subyacente, 
incumbiendo a los que impugnen dicha presunción la carga de alegar y 
probar los hechos aptos para desvirtuarla".
En el mismo sentido STCT 27-4-88, y 11-10-88, Ar. 186 y 458.
735 . - Con total claridad se pronuncian por la posibilidad de
elección de la vía colectiva o la del conflicto individual, las STCT de 
4-4-86, Ar. 2183, y 5-4-88, y 20-7-88, Ar. 2701 y 4966, STSJ (Valencia) 
14-12-89 (179/89), 25-4-90 (315/90) (aunque estas dos sentencias lo que 
resaltan fundamentalmente es la posibilidad de que el trabajador 
demande individualmente sin esperar a que se plantee un conflicto 
colectivo) y 26-10-90, (884/90) que alude expresamente a la posibilidad 
de plantear conflicto colectivo con una pretensión "abstraída de 
individualidades concretas" en lugar de conflictos individuales o 
plurales.
STSJ (Valencia) 26-9-91 (1153/91) explica con claridad la posición 
jurisprudencial al respecto, al admitir unas demandas individuales por 
cuanto que "....el objeto del proceso aparece plenamente singularizado 
respecto de cada uno de los demandantes, sin que quepa admitir responda 
la actuación de estos, cual se pretende por las empresas recurrentes, a 
la exigencia propia del interés general, abstracto e indivisible que 
cualifique la vía del conflicto colectivo, aunque no existe óbice para 
que el objeto debatido pueda actuarse, concurriendo los pertinentes 
requisitos, por esta última vía, pues sabido es que ambas formas 
procedimentales no resultan excluyentes".
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así que lo determinante es la opción de un sujeto colectivo
i
por asumir y tramitar el conflicto colectivamente, y| que 
juega en su favor una presunción de existencia de tal 
carácter.
3.- La presunción de "colectividad11 de las materias 
que afectan a las representaciones colectivas y otras 
materias sindicales Además de lo anterior, cuantos
conflictos se refieren a cuestiones propias del Derecho 
Colectivo del Trabajo, especialmente el Derecho Sindical, 
contarán con esa misma presunción en favor de la 
posibilidad de tramitarse como conflictos colectivos, y de 
hecho así los viene admitiendo la jurisprudencia (736 ),
En la doctrina se contempla claramente esta cuestión, a la que ya 
se hizo referencia, por CRUZ VILLALON, ("Instituciones..." op. cit. 
pag. 227), "Una misma discrepancia entre las partes puede plantearse 
judicialmente bien como conflicto colectivo o bien como conflicto 
individual o plural. Ello depende tan solo de como queda configurada la 
pretensión procesal. Si se procede a una nominación de los trabajadores 
concretamente afectados y a la correspondiente individualización de los 
derechos particulares que se reclaman respecto de cada uno de los 
trabajadores accionantes, estaremos frente a un proceso plural. Si por 
el contrario, ello no se produce, pues la pretensión presenta la 
discrepancia en abstracto entre las partes, sin enumeración de los 
trabajadores particulares sobre los que se individualiza la 
reclamación, estaremos en presencia de un conflicto colectivo.".
736 .- En efecto se admite jurisprudencialmente que se tramiten 
como conflicto colectivo, entre otras, y además de las que ya se 
citaron, las siguientes cuestiones:
- las competencias generales del comité de empresa. STSJ (Madrid) 
19-12-89, Ar. 220.
- la necesidad de audiencia previa en determinadas cuestiones a 
los representantes de los trabajadores o a los órganos establecidos en 
materia de salud laboral. STSJ (Valencia) 19-1-90 (829/90)
- los conceptos que computan como crédito de horas sindicales.- 
STCT 25-1-89, Ar. 41.
- las cuestiones relativas a la acumulación de horas sindicales. 
STCT 15-3-89, Ar. 126
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entendiendo/ como se avanzó, que, por propia naturaleza, 
los intereses generales de los trabajadores se ven 
afectados por cuantas cuestiones afecten al funcionamiento 
de sus órganos representativos.
4.- Una limitación: la imposibilidad de presencia de 
sujetos individuales en el proceso Se aprecia, pues, una 
considerable ampliación de los límites de lo que deba 
entenderse por interés de grupo, revelando una tendencia 
del proceso especial de conflicto colectivo a su expansión
- la forma en que debe facilitarse la información económica o 
sobre otras cuestiones a los representantes. STCT 26-4-89, Ar. 184, 
STSJ (Madrid) 5-12-89, Ar. 191, STSJ (Valencia) 17-1-90 (1/90).
- la distribución del crédito horario de los representantes de los 
trabajadores. STCT 9-5-89, Ar. 219.
- la designación de miembros para el Comité Nacional de Empresa. 
SAN 26-1-90, Ar. 17.
- La composición del Comité Intercentros. SAN 30-1-90, Ar. 26.; 
también SAN 23-3-90, y 19-4-90 Ar. 62, y 74
- El derecho a formar parte de una comisión negociadora de 
condiciones de trabajo. SAN 27-2-90, Ar. 50.
- El derecho de los representantes de los trabajadores a formar
parte en órganos gobiernos de un centro dependiente de las Mutuas
Patronales. STSJ (Valencia) 14-6-90, (546/90).
- El derecho a la creación de un Comité de Seguridad e Higiene.
STSJ (Madrid), 18-7-89, Ar. 48.
- STSJ (Sevilla) 3-6-91, Ar. 3603, ha señalado que el 
procedimiento que debe seguirse para solicitar la anulación de un 
acuerdo de una Comisión Provincial de Elecciones Sociales (competencia 
de la Jurisdicción Social, conforme al Auto de la Sala Especial de 
Conflictos del T.S. de 28-3-90), es el de conflicto colectivo por 
afectar a los intereses generales de los trabajadores de la empresa ( 
Frente a esa posición, STS (43) 26-10-91, Ar. 7674, remite al proceso 
ordinario, aunque lo hace, específicamente para excluir la remisión de 
estos litigios a la modalidad procesal sobre elecciones regulada en los 
arts. 127 a 136 LPL; posiblemente haya que atender al artículo 136 LPL 
para apreciar en cada caso si la acción se configura como singular o 
colectiva, si bien, de aplicarse dicho precepto,lo normal es que, 
ciertamente, estas acciones tengan indudable repercusión colectiva).
Y en general cuestiones que afectan a derechos de los sindicatos 
como las que ya cité con anterioridad.
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( 737 ) que, en cambio, se limita, a mi juicio con dudoso 
fundamento, impidiendo que junto a los intereses colectivos 
se diluciden otros de carácter individual que se 
contraponen a aquellos. En estos casos la jurisprudencia 
entiende que la necesidad de la presencia en el proceso de 
personas individuales, que defienden sus propios intereses 
particulares, impide que el litigio se tramite como 
conflicto colectivo, subordinando de esta manera el interés 
colectivo al individual, cuando sería más razonable lo 
contrario (73B).
737 .- Como indican ALONSO OLEA, y MIÑAMBRES PUIG, "Derecho
procesal.." op. cit. pag. 49.
738 .- El ejemplo más claro, lo constituyen todo un moderno
bloque de sentencias que aluden a las impugnaciones colectivas de 
concursos, procedimientos de ascensos, y actuaciones similares. En 
todas ellas, cuando hay trabajadores individualmente afectados por 
haber conseguido o solicitar la plaza, el ascenso, etc..., la 
conclusión es que el litigio debe plantearse por el trámite del 
procedimiento ordinario establecido para los conflictos individuales. 
Ejemplos de estas soluciones pueden verse en STCT 7-2-89 (2), y 22-2-
89, Ar. 53, 71 y 93, STSJ (Madrid) 18-7-89, 31-10-89, y 28-11-89, ref 
ar. 54, 125 y 179; STSJ (Valladolid) 24-6-91, Ar. 3829. STSJ (Galicia)
8-8-91, y 17-9-91, Ar. 4809 y 5056....
No sólo en esas cuestiones se aprecia la citada circunstancia, 
también, por ejemplo, cuando se discute la jornada que afecta a cuatro 
trabajadores de nueva contratación, como indica STCT 16-5-89, Ar. 223 
que establece que "es evidente que la petición formulada afecta no sólo 
a la empresa sino también a sus cuatro trabajadores que, en su 
consecuencia, deben ser demandados para dar debido cumplimiento al art. 
24 de la Constitución tutelando su derecho por lo que en principio 
procedería estimar mal formada la relación jurídico procesal por falta 
de litisconsorcio pasivo necesario, pero como no cabe olvidar que en 
procedimiento de conflicto colectivo no pueden ser parte trabajadores 
sino es a través de sus representantes y en cuanto colectivo, esta Sala 
viene reiterando.... que debiéndose haber seguido procedimiento 
ordinario .... debe declararse la inadecuación del procedimiento".
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El elemento objetivo se convierte, pues, en general y 
a salvo de aspectos concretos como los que se han 
enumerado, también en una abstracción que se apreciará en 
cada caso concreto y en función del momento social y la 
importancia que quiera darse a la gestión colectiva de los 
conflictos laborales.
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5.4.B.- CONFLICTO JURIDICO
1.- El concepto de "controversia jurídica'1: la
imposibilidad de tramitar jurisdiccionalmente conflictos de 
"intereses" En su momento ya se analizó la diferencia
entre conflicto colectivo jurídico y de intereses; pues 
bien, al hablar de los antecedentes del actual proceso se 
expuso que las modernas regulaciones conferían a la 
Jurisdicción, únicamente, competencia en los conflictos 
colectivo-jurídicos; así lo hacía el RDLRT y así lo hace la 
actual LPL, ya que refiere la controversia susceptible de 
tramitarse judicialmente a las cuestiones de interpretación 
y aplicación de diversas normas, pactos y prácticas 
preexistentes, excluyendo las pretensiones novatorias de 
las relaciones jurídicas vigentes (739 ).
La definición del conflicto colectivo susceptible de 
tramitarse judicialmente, que se contiene en el art. 150 
LPL, coincide con la que la doctrina establece del 
conflicto colectivo jurídico, entendido como el que "se 
plantea en torno a la interpretación o cumplimiento de una 
norma.... cuya existencia y validez no se discute. Parte de 
la existencia de una norma previa, de la que se aspira a su
739 .- Al respecto, por ejemplo, BLANCO MARTIN, JOSE MARIA ("Los
órganos y competencias del orden jurisdiccional social" en Revista de 
Trabajo ns 96/1989, pag. 48), "Es decir se limita la competencia a los 
conflictos colectivos que denominamos jurídicos, quedando por completo 
excluidos los conflictos colectivos o de intereses, que son los que 
tienden al establecimiento de nuevas condiciones de trabajo".
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cumplimiento, por lo que el conflicto se desarrolla dentro
del orden jurídico existente" (740 ); precisamente porque
no pretende alterar la situación de Derecho vigente, 
"consiente y hasta pide una solución en Derecho estricto y 
positivo.... esto es, a través de la aplicación de la
norma" (741), aplicación* que obviamente corresponde, en 
principio, a la Jurisdicción, por lo que encuentra pleno 
sentido la atribución a ésta de competencias para su 
resolución, mientras que, como ya se expuso, los conflictos 
de intereses, por sus pretensiones novatorias del orden 
jurídico preexistente, no pueden ser solucionados sin 
alterar éste (o en todo caso rechazando la alteración
pretendida) y ello obliga a "acudir para solventarlos a las 
consideraciones de ética, posibilidad socioeconómica y 
ponderación de intereses que presiden .... la toma de 
acuerdos en la negociación colectiva.." (742 ), criterios 
que no son propios de la función jurisdiccional ( 743 ).
740 .- MONTERO AROCA, "El Proceso " op. cit. pag. 271.
741 .- ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, "Derecho del Trabajo" op.
cit. pag. 870.
742 .- ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, "Derecho del Trabajo" op.
cit. pag. 870.
743 .- Si bien alguna sentencia alude al art. 3.2. como posible 
fundamento de un conocimiento en equidad de algunos litigios, en tal 
sentido STCT 19-4-89, Ar. 180, "... no obstante el apoyo que aquel 
precepto prestaría a la posibilidad de conocer - como el artículo 3.2. 
del Código Civil tiene previsto-, en equidad de las controversias de 
intereses....", si bien la sentencia por el estudio conjunto de la 
normativa sobre conflictos colectivos, acaba rechazando el posible
pag. 584
La jurisprudencia es clara al rechazar la tramitación
¡
por este procedimiento de controversias que puedan 
calificarse como "de. intereses", ratificando que la 
competencia jurisdiccional se ciñe exclusivamente a los 
conflictos jurídicos (744 ), mientras que la negociación
conocimiento jurisdiccional de los conflictos que no sean jurídicos.
Otras sentencias ratifican, en cambio, la imposibilidad de conocer 
en equidad, en tal sentido STCT 15-3-89, Ar. 139 que establece que, tal 
conocimiento en equidad, supondría que "los deberes judiciales de 
someterse al imperio de la legalidad y fallar a tenor del sistema de 
fuentes prefijado (arts. 117.1 de la Constitución y 1.7 del Código 
Civil) quedarían excepcionalmente en suspenso, y, en su lugar, 
intervendría un fuero de albedrío, que, por ahora, pugna con el destino 
dado al artículo 25 b del Real Decreto-Ley de 4 de Marzo de 1977 por la 
Sentencia del Tribunal Constitucional de 8 de Abril de 1981".
Coinciden estas sentencias con numerosas opiniones doctrinales, 
por ejemplo ALARCON CARACUEL, ("Los procesos ..." pag. 78), quien 
afirma "Por el contrario, los conflictos llamados de intereses parten 
de la hipótesis de ausencia de norma, o, a lo sumo, de la pretensión de 
cambiar la norma vigente. En ambos casos se aspira a obtener una 
regulación nueva: decidir el contenido de esta, a falta de acuerdo 
entre las partes, supone la utilización de criterios de oportunidad y 
no de legalidad, lo que concuerda mal con la función propia de los 
órganos judiciales".
En idéntico sentido, por ejemplo, GARCIA FERNANDEZ, MANUEL, 
("Jurisdicción y competencia" en AA.W. "Estudios sobre la nueva Ley de 
Procedimiento Laboral" Madrid (CGPJ) 1991, pag. 26), "La función de la 
jurisdicción es, según repetida jurisprudencia, aplicar la Ley (en 
sentido amplio), no reglamentar condiciones de trabajo, de ahí la vieja 
distinción entre conflictos jurídicos y conflictos de intereses o de 
reglamentación. Los primeros a resolver, en su caso, por la 
Jurisdicción; los segundos, mediante la autocomposición o la 
heterocomposición voluntaria".
En cambio y pese a los problemas que tal solución plantea, y que 
en mi opinión casi la imposibilitan, recientemente se ha sostenido que 
debería crearse un sistema judicial de solución de conflictos laborales 
económicos. Al respecto ZORRILLA RUIZ, ("Uso sindical...." op. cit. 
pag. 130), "...es inaplazable idear una técnica - ciertamente original 
y arriesgada - con que arbitrar la judicialización de los conflictos 
económicos. Los argumentos para desjudicializarlos han perdido 
peso.....".
744 .- En tal sentido, STCT 22-2-89, Ar. 90; STCT 5-4-89, Ar.- 
166, con doctrina clara en la que se expone: "ya que basta su enunciado 
- sustitución del actual sistema de calculo de primas por otro más 
sencillo y susceptible de comprensión para los operarios - para
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entre las partes (autonomía colectiva y autotutela) es la 
que debe resolver los primeros, sin que pueda el Juez 
invadir el terreno propio de las libertades inherentes a la 
autonomía colectiva ( 745 ).
2.- La exclusión del proceso de conflicto colectivo de 
las controversias "mixtas" . - En el mismo sentido la
determinar que existe un conflicto de intereses y no de interpretación 
de normas jurídicas legales o pactadas, que ni se citan, conflicto, por 
tanto, que puede tener solución por cauces distintos del intentado, 
pues no tiene encaje en el art. 25 del citado Real Decneto de 1977”.
Muy amplia es la doctrina contenida en STCT 19-4-89, Ar. 180, que 
aborda incluso el problema de que la LOPJ atribuyese competencias 
genéricas a la Jurisdicción Social en materia de conflictos colectivos 
sin diferenciar entre los diferentes tipos; la sentencia afirma, 
considerando que una modificación tan sensible de la función 
jurisdiccional como sería la resolución de conflictos de intereses 
debería haber encontrado un reflejo más explícito, concluyendo que de 
momento el art. 24.1 de la Constitución "dista de proteger, al menos de 
momento, el derecho del grupo afectado a exigir y en su caso obtener 
una declaración judicial que rehaga o modifique la condición o 
condiciones de trabajo supuestamente injustas o causantes de una 
perdida de conmutatividad de las prestaciones pactadas. Esfuerzo que, 
como se ha indicado, corresponde a las acciones de autonomía y 
autotutela colectivas....".
A "sensu contrario", STCT 29-3-89, Ar. 145, que considera el 
conflicto jurídico "pues no trata el demandante de introducir 
variaciones en el texto del convenio colectivo vigente, sino que 
pretende interpretar su artículo 8 en un determinado sentido". En igual 
sentido, por ejemplo, SAN 26-1-90, 26-3-90, y 26-11-90, Ar. 19, 65 y 
135 y STSJ (Valencia) 12-3-92 (483/92).
STSJ (Valencia) 14-6-91, (833/91), 26-10-90 (2p/90) 29-10-90
(4p/90), y STSJ (Galicia) 28-5-91, Ar. 3114, son claras a la hora de 
reafirmar la imposibilidad de que los conflictos de intereses tengan en 
la actualidad solución jurisdiccional.
STSJ (Madrid) 29-1-91, Ar. 931, incide con claridad, también en la 
distinción y diferente solución para los conflictos jurídicos y de 
intereses.
STSJ (País Vasco) 4-2-91, Ar. 1052, excluye la posibilidad de 
utilizar el proceso de conflicto colectivo cuando lo que se pretenda 
sea, directa o indirectamente, modificar un convenio colectivo, 
pretensión que entraría claramente en la dinámica del conflicto de 
intereses.
.-CAMPOS ALONSO, "Ley de Procedimiento..." op. cit. pag. 40.
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jurisprudencia rechaza que tengan solución jurisdiccional, 
al menos inicial, los conflictos que con anterioridad se 
calificaron de mixtos, en los que, junto a aspectos 
jurídicos, la aplicabilidad de la norma se ampara en 
razones de oportunidad económica,tecnológica y similares, 
tales como los derivados de la aprobación de modificaciones 
sustanciales de condiciones de trabajo, o de expedientes de 
regulación de empleo o similares, por considerarlos 
esencialmente conflictos de intereses, y en todo caso 
sometidos a resolución administrativa y posterior recurso 
ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (746 ), 
bien entendido que las cuestiones que en el estricto 
terreno jurídico-laboral se deriven de ellos, y cuyo 
conocimiento no esté atribuido a la autoridad 
administrativa, podrán tramitarse como conflictos 
colectivos (747 ).
746 Es clara al respecto STCT 3-5-89, Ar. 203 relativa a una 
pretensión modificativa de la jomada anual de trabajo.
En el mismo sentido STSJ (Valencia) 30-3-91 (354/91).
747 . - Por ejemplo, e incluso, determinar si ha existido
modificación sustancial de las condiciones de trabajo o no, y por tanto 
si resultaba aplicable o no el procedimiento del artículo 41 del 
Estatuto de los Trabajadores. STSJ (Madrid) 18-7-89 y 18-6-91, Ar. 40 y 
4089. STSJ (Valencia) 1-2-92 (157/92).
También si resulta aplicable el procedimiento del artículo 41 o 
debe entenderse modificado por otro establecido en convenio, STSJ 
(Valencia) 8-6-90 (530/90).
Sobre cuestiones derivadas de esos conflictos mixtos, por ejemplo, 
STSJ (Madrid) 24-10-89, Ar. 108, que examina las consecuencias que debe 
tener un traslado autorizado por la autoridad laboral de toda la 
plantilla, encontrándose afectado un grupo de 180 trabajadores, que 
emplean más tiempo en desplazamientos hasta el nuevo centro de trabajo, 
ó, por ejemplo, STSJ (Valencia) 24-2-90 (126/90) y 17-10-90 (817/90) y 
STSJ (Madrid) 28-5-91, Ar. 2991, sobre efectos de las modificaciones
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Es de destacar que en algún supuesto en el que también 
la solución toma en consideración criterios de oportunidad, 
como es el caso de la fijación de fechas de vacaciones, la 
jurisprudencia viene admitiendo la posibilidad de utilizar 
el procedimiento de conflicto colectivo ( 748 ), que también 
se ha admitido en relación con los problemas que suscita la 
designación de servicios de mantenimiento ante una huelga,
introducidas sin ajustarse al procedimiento establecido en el art. 41 
E.T.
748 . - En tal sentido, por ejemplo, STSJ (Madrid) 27-6-89 y 28-
11-89, Ar. 18 y 181; STSJ (Valencia) 12-12-90 (1122/90), 19-1-91
(30/91), 14-6-91 (833/91), 11-10-91 (1269/91) y 28-11-91 (1666/91);
STSJ (Málaga) 25-1-91, Ar. 432, STSJ (Galicia) 11-3-91, Ar. 1759, STSJ 
(País Vasco) 22-10-91, Ar. 5703.
En todo caso es evidente que en este supuesto el conflicto 
individual también tiene cauce de solución ante la Jurisdicción Social 
(arts. 125 y 126 LPL) a diferencia de los problemas que plantean esos 
otros conflictos mixtos a los que me he referido.
La doctrina en general no contempla el problema y lo asume 
pacíficamente, sólo en algún caso se hace referencia concreta a la 
posibilidad de tramitar conflictos colectivos en materia de vacaciones, 
por ejemplo, ALARCON CARACUEL, ("Un proceso...." op. cit. pag. 234), 
"La posibilidad de alegar que la conciliación previa no es
necesaria........nos lleva necesariamente a tener que integrar dicho
precepto con el artículo 64 LPL/1990, lo que tiene una consecuencia
importantísima: que los procesos enumerados en el artículo 64 (sobre
todo vacaciones ) deben sustanciarse a través del proceso de
conflictos colectivos cuando la pretensión tenga naturaleza 
colectiva..... ".
En contra de la posibilidad de utilizar el procedimiento colectivo 
para los litigios sobre fijación de fechas de vacaciones, STSJ 
(Extremadura) 1-6-91, Ar. 3840, solución que plantea numerosos 
problemas prácticos (posibilidad de sentencias contradictorias, 
existencia o no de recurso en asuntos que afecten a colectivos amplios, 
inexistencia de legitimación de los órganos representativos...etc...) y 
que implica una reducción sobre el precedente concepto del proceso 
colectivo que en modo alguno se desprende de la intencionalidad de la 
LPL.
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al amparo del artículo 6.7. del RDLRT de 4 de Marzo de 1977 
( 749 ).
3 . - U n  examen más concreto del concepto de conflicto 
jurídico según la LPL Ahora bien, pese a todo lo 
anterior, el concepto de conflicto colectivo jurídico que 
utiliza la LPL, no es el estricto que definía el art. 25 a) 
del RDLRT, que lo ceñía a las cuestiones interpretativas de 
normas, sino el que doctrinal y jurisprudencialmente se 
elaboró, con criterios extensivos, estableciendo, ya en 
relación con el propio RDLRT, "que el alcance del precepto 
debía ser entendido con mayor amplitud, de manera que el 
conflicto colectivo jurídico comprende tanto a los de 
estricta interpretación como a los de aplicación, pues, en 
la práctica judicial, ha de considerarse artificiosa la 
distinción entre ambas categorías" ( 750 ).
De este modo quedarían incluidos tres tipos de 
conflictos:
a) Los relativos a la interpretación de una norma que 
ambas partes consideran aplicable al caso. Los 
tradicionales conflictos de interpretación.
749 .- STCT 9-7-85, Ar. 5089, y STSJ (Madrid) 31-10-89, Ar.118.
También se contempla la cuestión en STSJ (Madrid) 31-10-89, Ar.
129, si bien se rechaza el conflicto por entrañar una pretensión de 
futuro ante situaciones aún no acaecidas, pero sin cuestionarse, en sí, 
la posibilidad de utilizar el procedimiento ante conflictos presentes.
750 .- IGLESIAS CABERO, "EL Proceso de Conflictos...." op. cit.
pag. 1081.
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b) Los relativos a la determinación de la norma 
aplicable a un supuesto concreto, al no estar de acuerdo
las partes sobre la que resulta aplicable (751 ). Estos 
conflictos quedarían incluidos entre los conflictos de 
aplicación, y podrían hacer referencia, tanto a la 
determinación de la norma sectorial establecida
reglamentariamente, como a la establecida mediante la 
negociación colectiva (752 ).
c) Los relativos a la forma concreta de actuación de 
una empresa en un supuesto determinado (practica
empresarial). En éstos tendrían cabida controversias que se 
podrían calificar de estricta aplicación, de las que hay 
amplias referencias en las sentencias que se han ido 
citando y en otras que posteriormente se indicarán sobre
751 .- En este sentido ALARCON CARACUEL, ("Los procesos ...."
op. cit. pags. 79 y 80), "Se trata de una serie de supuestos que el TCT
entiende pertenecen a la modalidad de conflictos jurídicos "de
aplicación" recogiendo la terminología del antiguo Decreto-Ley de
Conflictos Colectivos de 22-V-75. Se podrían definir estos conflictos
como aquellos en los que  lo que se discute, lo que no esta claro
es, precisamente, la vigencia de la norma o, en todo caso, su
aplicabilidad al caso concreto".
752 . - En tal sentido STCT 22-12-87, ref. 29649, admite conflicto
colectivo para determinar la Ordenanza sectorial aplicable.
STSJ (Madrid) 11-7-89, Ar. 33, sobre determinación de la 
Reglamentación laboral sectorial aplicable.
STCT 29-3-89, Ar. 150, admite conflicto colectivo para determinar 
el convenio aplicable. En idéntico sentido, por ejemplo, STSJ 
(Valencia) 18-9-89 (25/89), 9-4-90 (277/90), 20-9-90 (732/90), 19-10-90 
(833/90), 6-2-92 (209/1992); STSJ (País Vasco) 14-3-91, Ar. 1739.
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cuestiones concretas (753 ). En realidad, en ellas, aunque
¡
obviamente se persigue una interpretación, el planteamiento 
es más directo, pues se parte abiertamente de un posible 
incumplimiento empresarial (susceptible de reclamación 
individual, pero también y como se razonó, colectiva - por 
abstracción de lo reclamado-).
Los tres tipos de controversias, si cumplen las 
condiciones para ser consideradas colectivas, serán también 
admitidas como jurídicas y encontrarán cauce de solución 
por la modalidad procesal analizada.
753 .- Un claro ejemplo en STSJ (Málaga) 8-11-91, Ar. 6374, que
señala que "el conflicto de aplicación surge, cuando pese a la nitidez 
de un mandato legal o convencional el empleador no cumple alguno de sus 
pactos...(en relación) ... con un grupo... portador de un interés 
colectivo acreedor a su tutela; pues bien, incluso esta pretensión se 
puede calificar de colectiva y jurídica....".
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5.4.C.- CONFLICTO REAL
Cuando la LPL alude a la posibilidad de tramitar
cuestiones relativas a la interpretación de normas, no está 
aludiendo a una labor interpretativa abstracta, sin un 
fundamento de contradicción real entre los llamados a 
aplicar la citada disposición, pues es claro que "la 
actividad jurisdiccional tiene como .... presupuesto
ineludible la presencia de un conflicto social entre las
partes............ Esta es la razón por la que la
jurisprudencia ha reiterado que el presente proceso de 
conflicto colectivo no puede convertirse en un instrumento 
para solicitar un "dictamen o parecer"" (754 ), y por tanto, 
si no se da esa controversia, cierta y presente, no podrá 
seguirse el procedimientojurisdiccional que seestudia (755 ).
754 .- CRUZ VILLALON "Instituciones..."op. cit. pag.225.
755 .- En tal sentido SAN 2-2-90 y 20-7-90, Ar. 27 y 110,
estableciendo la última de estas sentencias una doctrina clara en el 
sentido de que "La función de los órganos jurisdiccionales, según 
aquellos preceptos constitucionales, consiste en aplicar la Ley en las 
controversias ya nacidas, reales y verdaderas, pero no les corresponde 
evacuar consultas, emitir dictámenes o declaraciones genéricas sobre 
hipotéticas situaciones que pueden surgir en el futuro....".
En idéntico sentido, entre otras, STCT 26-9-86 y 4-2-87, Ar. 8739 
y 4529; STSJ (Madrid) 27-6-89 y 18-7-89, Ar. 11 y 42.
STSJ (Madrid) 31-10-89, Ar. 129, ya citada, incide en la materia, 
especificando que dicho carácter de consulta o dictamen, y por tanto 
sin posible solución jurisdiccional, tienen los conflictos de futuro, 
que más que atender a una situación sobrevenida, pretenden prevenir 
otras que posteriormente pueden ocurrir (se pretendía predeterminar el 
personal de mantenimiento en posibles huelgas que pudieran convocarse 
con posterioridad).
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De esta manera encuentra sentido no diferenciar entre 
conflictos de interpretación y aplicación, pues, en 
realidad, los primeros han de versar sobre interpretaciones 
que se hayan revelado como conflictivas en el momento de su 
aplicación, ya que, en caso contrario, quedarían en esa 
nebulosa del "conflicto hipotético" cuyo conocimiento no 
corresponde a la Jurisdicción (756 ). Así pues los dos 
tipos de conflictos que antes se diferenciaron 
(interpretación de norma - pronunciamiento sobre una 
conducta empresarial), en realidad, aluden al carácter de 
la interpretación, más genérico en unos, más concreto y 
práctico en otros, pero en todo caso, ambos con necesarios 
efectos aplicativos (75?).
En parecidos términos STSJ (Galicia) 28-5-91, Ar. 3114, señalando 
también que no cabe acudir a una sentencia declarativa cuando no hay 
necesidad práctica alguna de formular la citada declaración en relación 
con una situación presente.
En el mismo sentido STSJ (Valencia) 30-3-91, (354/91), y "a sensu 
contrario", pues admite a trámite el conflicto ya que hay una 
controversia real y por tanto no puede estimarse que se pida un mero 
dictamen o consulta al órgano judicial, STSJ (Valencia) 5-12-90, 
(1089/90).
756 Es clara la opinión de MARIN CORREA, JOSE MARIA, ("Notas
sinópticas sobre el procedimiento de conflicto colectivo en la nueva 
Ley de Procedimiento Laboral" en AA.W. "Estudios sobre la nueva Ley de 
Procedimiento Laboral" Madrid (CGPJ) 1991, pags. 711 y 712), para
quien se trata de una ""interpretación práctica" y no teórica.....
además sin que sea útil la simple prevención futura, porque no se puede 
actuar sobre "futuribles", que pudieran no alcanzar nunca la cualidad 
de reales".
757 . - Por ejemplo SAN 6-6-91, Ar. 4016, niega la posibilidad de
tramitar conflicto colectivo para anular acuerdos de una comisión que 
no tienen trascendencia práctica pues eran documentos de trabajo que se 
no evidencia que hayan llegado a aplicarse, lo que excluye la 
existencia de un conflicto real y presente.
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Pese a todo, es cierto que cabría pensar en 
interpretaciones muy generales de normas estatales, con la 
duda de "hasta que punto esto no supone atribuir a los 
jueces y tribunales una "facultad reglamentaria" que va más 
allá de la función judicial de interpretar y aplicar la 
norma en el caso concreto..." (758 ), duda que sólo puede 
deshacerse con una aplicación estricta de la exigencia de 
que aquellas se basen en un conflicto absolutamente real 
( 759 ) / pero claro, entonces sería más apropiado que se 
hablase de determinación de como se aplica la norma en un 
caso concreto, más que aludir a una "interpretación 
general" de aquella, pues mientras lo primero es función 
jurisdiccional clara, lo segundo sería más bien competencia 
de un órgano consultivo.
.-SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 350.
759 .- En definitiva como afirma ALARCON CARACUEL, ("Un
proceso...." op. cit. pag. 223), "La mera declaración interpretativa de 
una norma nunca puede constituir el objeto de un proceso judicial....".
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5.4.D.- CONFLICTO SOBRE LAS NORMAS, ACUERDOS Y
DECISIONES A LAS QUE SE REFIERE EL ART. 150 
LPL .-
1 Una aparente ampliación sobre lo establecido en 
el RDLRT .- Uno de los aspectos en que la LPL introduce una 
cierta ampliación sobre la regulación del RDLRT, es, 
precisamente, al delimitar las "normas", por llamarlas así 
de momento, en relación con las cuales puede plantearse el 
conflicto colectivo.
En efecto, el art. 25 a) del RDLRT establecía que éste 
debía versar sobre una interpretación de norma 
preexistente, estatal o convenida colectivamente. En 
interpretación literal cabía considerar excluidos 
conflictos derivados de un convenio no estatutario, que 
"según tesis jurisprudencial muy polémica, no tiene 
eficacia normativa" ( 760 ), así como cuestiones derivadas 
de otro tipo de acuerdos y pactos, condiciones más 
beneficiosas y contratos, que tampoco tienen eficacia 
normativa.
Por contra, el art. 150 LPL es más amplio.
2.- Conflicto sobre norma estatal . - En efecto si se
analiza el citado art. 150 LPL se aprecia que se refiere, 
en primer lugar, a las cuestiones que se deriven de la
760 . - GARCIA-PERROTE ESCARTIN "El proceso de conflictos " op.
cit. pag. 12.
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interpretación de una norma estatal, concepto en el que se 
englobarían, aunque no se indiquen expresamente, vista la 
finalidad de la norma, "los convenios de la OIT y las 
normas y tratados internacionales ( art.96.1 CE). Asimismo 
las ordenanzas laborales y . ... las normas de origen
inferior al Estado...en el supuesto de que....... afecte a
intereses generales de los trabajadores" (761 ), también 
podrían quedar comprendidas cuestiones de aplicación de 
normas comunitarias. Es decir, el concepto de norma estatal 
no debe ser entendido en un sentido estricto, aunque 
también se puede apuntar que la mayoría de las normas que 
se tengan que interpretar, lo serán por aplicarse como 
Derecho interno, cuando por su origen no lo sean, o en
relación con alguna norma estatal (762 ). No parece pues
que el concepto de norma estatal tenga especiales 
dificultades en concretarse; en todo caso pueden plantear 
problemas los conflictos que versen sobre disposiciones 
internas sin valor normativo cpmo circulares, notas de 
servicios, etc....
En estos casos la aplicación de las mismas podrá
suscitar ,un conflicto colectivo, pero no tanto de
interpretación de norma, sino en relación con lo que
761 . - SAGARDOY BENGOECHEA, "Puntos críticos..." op. cit. pag.
154.
762 .- Así lo evidencia, por ejemplo, SAN 30-1-90, Ar. 23, que 
interpreta el convenio 132 OIT, pero poniéndolo en relación con la 
normativa sobre vacaciones contenida en el propio convenio colectivo.
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serían en definitiva "prácticas o decisiones empresariales"
t
Claro que, en relación con lo anterior y enlazando con 
la exigencia de que exista una situación de conflicto real, 
se hace harto difícil pensar en un proceso colectivo en el 
que se pretenda interpretar una norma estatal sin 
vincularla con una aplicación concreta de la misma, por muy 
general que sea. En realidad, pues, lo que se pueden 
promover son conflictos sobre los problemas aplicativos que 
plantean las normas estatales.
3.- Conflictos sobre convenios colectivos .- El mismo 
artículo incluye, en general, a todos los convenios 
colectivos cualquiera que sea su eficacia, esto es 
normativa o contractual (764 ), general o limitada, y por 
lo tanto comprende cuestiones interpretativas referidas 
"tanto a los convenios colectivos celebrados de conformidad
763 . - STSJ (Valencia) 4-3-91 (6p/91) no admite un conflicto
colectivo de interpretación de una nota de servicio de determinado 
órgano de la Generalidad Valenciana, por carecer de rango normativo y 
no constar que haya ocasionado problemas concretos de aplicación.
En cambio STSJ (Valencia) 7-5-91 (584/91), lo admite en relación 
con una nota de régimen interior de un organismo, también, de la 
Generalidad Valenciana, pero con el dato de que aparecen claros 
problemas de aplicación práctica. ,
764 .- Aunque se ha apuntado la idea de que la LPL está
reconociendo el carácter normativo de todos los convenios, aunque 
algunos de ellos tuviesen eficacia limitada; al respecto, SAGARDOY 
BENGOECHEA, ("El proceso sobre conflictos..." op. cit. pag. 269), "Al 
decir la Ley "convenio colectivo cualquiera que sea su eficacia", está 
indirectamente dando un espaldarazo a la tesis de que los convenios 
extraestatutarios también son convenios colectivos dimanantes del 
artículo 37 de la CE, también tienen eficacia normativa, aunque 
limitada no "erga omnes"...".
v
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con el Estatuto de los Trabajadores como también los 
denominados extraestatutarios; así mismo hay que entenderlo 
extensivo a otros acuerdos menos formalizados entre 
representantes de trabajadores y empresarios, como serían a 
título ejemplificativo los acuerdos efectuados con las 
representaciones unitarias en materia de reestructuración 
empresarial y similares (arts. 41,47 y 51 ET), o bien los 
pactos que ponen fin a una huelga (art. 8.2 DLRT) 11 (765 ),
además de que estos últimos, propiamente, tienen valor de 
convenio colectivo. «
La falta de eficacia general de que normalmente 
adolecen todos estos acuerdos, ha llevado a alguna opinión 
doctrinal a considerar que la Ley debía hablar con más 
propiedad de "interés o intereses colectivos en vez de 
intereses generales" ( 766 ), expresión que ciertamente 
hubiese sido más afortunada, pero que en cualquier caso no 
ocasiona problemas interpretativos porque la Ley, 
expresamente, se remite a que esos intereses generales 
pueden ser de un grupo de trabajadores y no los identifica 
necesariamente con los intereses generales de clase.
La dicción de la LPL, en el plano real, no es 
totalmente innovadora, pues ya la jurisprudencia había 
venido admitiendo la posibilidad de plantear conflictos
765 . - CRUZ VILLALON "Instituciones..." op. cit. pag. 229.
766 .- GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "El proceso de conflictos..." op. 
cit. pag. 12.
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colectivos en relación con convenios extraestatutarios 
( 767 ).
4 Conflictos sobre prácticas o decisiones
empresariales Por otro lado la LPL hace referencia
también a la posibilidad de plantear conflictos colectivos 
en relación con las decisiones o prácticas de la empresa 
( 768 )# considerando SAGARDOY BENGOECHEA (765 que ello 
incluye tanto las que aparecen formalmente comunicadas 
(decisiones), como lo que realmente se ordena (práctica), 
y, por supuesto, los Reglamentos de Régimen Interior y todo 
tipo de circulares internas de empresa. Se ha apuntado
767 . - STCT 15-3-89, Ar. 124, contempla un conflicto sobre
convenio extraestatutario.
En el mismo sentido, por ejemplo, STSJ (Valencia) 8-11-89 
(118/89), 15-12-89 (185/89), 17-5-90 (418/90) y 13-6-90 (540/90). Por
su parte STCT 8-3-89, Ar. 109, se refiere a un conflicto sobre un pacto 
colectivo sin valor de convenio colectivo. STSJ (Valencia) 2-3-90 
(138/90), contempla un conflicto colectivo contra un acuerdo empresa- 
comité.
En todos los casos se admite la posibilidad de tramitar conflicto 
colectivo.
768 . - Cuyo concepto, obviamente, no ha podido ser elaborado
todavía jurisprudencialmente.
Sólo alguna sentencia aislada ha calificado una actuación de 
práctica o decisión de empresa, y así, por ejemplo, planteado un 
conflicto sobre modificación de la organización del servicio de 
autobuses que una empresa tenía establecido para sus trabajadores STSJ 
(Valencia) 31-10-91 (1454/91) dirá que ".. la materia litigiosa
(citada) versa sobre el discrepante criterio de las partes acerca de la 
aplicación de una decisión o práctica de la empresa...... ".
769 .- SAGARDOY BENGOECHEA, " Puntos críticos..." op. cit. pag.
154.
ALARCON CARACUEL, ("Un proceso " op. cit. 226), alude en
términos parecidos a la distinción, exponiendo que "la "decisión de 
empresa" (que se diferenciaría de la "práctica de empresa" en su 
carácter explícito y no necesitado de consolidación a lo largo del 
tiempo) ".
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también que encontrarían encaje los conflictos sobre usos 
interpretativos ( 770 ); en otras opiniones suscita dudas la 
referencia legal y así se afirma que, "o el artículo 150 
del TA ha de entenderse en el sentido de que la decisión o 
práctica implican para, la resolución del conflicto, la 
interpretación o aplicación de un convenio, en cuyo caso 
sobraba la referencia... o bien que la decisión o práctica 
están en total desconexión con el convenio.... y entonces 
probablemente el conflicto colectivo será de
intereses.......  De no entender así las cosas habría que
pensar que el legislador se está refiriendo a la condición 
más beneficiosa.... aún cabría entender otras alternativas 
posibles, como serían la modificación unilateral de las 
condiciones de trabajo, o también que por decisión o
práctica deba comprenderse el reglamento de régimen 
interior, los reglamentos de taller o normas de régimen 
interior" (771)«
También se ha apuntado que sólo podrá tramitarse el
conflicto colectivo en estos casos si existe una "decisión
o práctica de empresa que sea contraria, total o
770 .- SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 350.
771 . - IGLESIAS CABERO, "El Proceso de Conflictos..." op. cit. 
pags. 1084 y 1085.
En un sentido parecido GARCIA FERNANDEZ, ("Jurisdicción y..." op. 
cit. pag. 26) afirma, "Se supone que el enjuiciamiento habrá de versar 
sobre la adecuación a la Ley o al convenio aplicable de la práctica o 
decisión cuestionada (aunque el T.A.P.L. no lo diga); de otra forma 
jueces y tribunales de lo social van a tener que resolver auténticos 
conflictos de intereses....".
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parcialmente, a una fuente reguladora del contrato..."
( 772 ).
Alguna opinión, por último, admite un concepto más 
extenso y global del término, señalando que "su naturaleza 
jurídica es difícil de precisar en abstracto. Podría 
tratarse de un uso de empresa (de naturaleza contractual) o 
de la aplicación de la norma estatal o convencional de 
ámbito superior en la empresa (de naturaleza normativa)"
r73).
Según creo, la interpretación más lógica es considerar 
que la LPL ha pretendido cubrir todo el campo de fuentes de 
la relación laboral, pues, incluso los usos y costumbres 
podrían considerarse incluidos indirectamente en las 
referencias del art. 150 LPL ( 774 ); en este sentido, la 
alusión a prácticas o decisiones de la empresa, juega un 
papel de cláusula de inclusión residual C7S )f Y así 
comprende los conflictos que se desprendan de aplicaciones 
concretas de normas y convenios de ámbito superior,
772 .- MARIN CORREA, "Notas sinópticas...." op. cit. pag. 712.
773 .- SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, " Derecho Sindical", op. 
cit. pag. 535.
774 . - En ese sentido ALARCON CARACUEL, ("Un Proceso....." op. 
cit. pag. 226), "En definitiva, el art. 150.1. L.P.L./1990 se refiere
a "fuentes de las obligaciones" - tanto normativas como contractuales - 
de manera unitaria, del mismo modo que lo hace el artículo 3.1. del 
E.T ".
775 .- En ese sentido CRUZ VILLALON "Instituciones..." op. cit.
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í
i condiciones más beneficiosas, reglamentos y normas de 
i régimen interno, usos interpretativos, prácticas 
discriminatorias, conflictos sobre condiciones más 
beneficiosas, e incluso sobre algunas condiciones 
contractuales de repercusión colectiva ( 776 ), pues todos 
ellos pueden ser considerados como derivados de decisiones 
o prácticas empresariales, pese a que la mayoría también 
podrían interponerse como interpretativos de alguna norma. 
Pero, además, ese párrafo de la LPL, conjuntamente con los 
anteriores, implica que cualquier conflicto que sea 
colectivo y que pretenda la aplicación o interpretación de 
la situación jurídica preexistente, y no su alteración, 
puede ser tramitado por el procedimiento regulado en la 
LPL, y ello con independencia de que el origen de esa 
situación jurídica haya sido normativo, convencional o 
proceda de la voluntad unilateral del empresario ( 777 ).
776 .- No en general, como es obvio, sobre el contenido normal
del contrato individual de trabajo, pues normalmente, como indica
ALARCON CARACUEL,("Un Proceso...." op. cit. pag. 226), "no se puede 
fundamentar una pretensión colectiva en una fuente individual".
Tampoco sobre los posibles vicios de voluntad que afecten al
contrato de trabajo, que tienen una proyección individualizada como
recuerda STSJ (Valencia) 17-1-92 (46/92).
777 .- Quedarían al margen del conflicto colectivo únicamente
aquellas condiciones contractuales de carácter estrictamente 
individual.
Como ejemplos de esas cláusulas de carácter estrictamente 
individual, pueden citarse, STSJ (Madrid) 4-7-89, Ar. 24, sobre la 
propia calificación del tipo de contrato suscrito. STSJ (Madrid) 19-12- 
89, Ar. 211, sobre pretensión en conflicto colectivo de declarar a un 
grupo de trabajadores fijos de plantilla en determinada empresa por 
existir cesión de personal. El tribunal entiende que la opción concreta 
debe ser ejercitada individualmente.
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Pese a todo lo anterior, aún cuando la dicción legal
I
sea novedosa, la práctica totalidad de los conflictos que 
podrían encajarse como basados en prácticas o decisiones 
empresariales ya venían siendo admitidos por la 
jurisprudencia como susceptibles de tramitarse por el 
procedimiento jurisdiccional, pues, en realidad, es 
difícilmente imaginable una práctica de empresa que no 
puede relacionarse con otra norma o acuerdo en base al que 
pudiera plantearse el conflicto, y así, por ejemplo, se 
admitían sin problemas, pese a que en muchos casos estarían 
motivados por esas prácticas empresariales, los conflictos 
relativos a:
- La existencia de discriminaciones hacia grupos de 
trabajadores (778 ).
La existencia de absorción y compensación de
conceptos reclamados, siempre que se pueda discutir
colectivamente (779 ).
Las circulares e instrucciones escritas similares, 
emanadas de las empresas (78° ).
778 En tal sentido, STCT 7-2-89 (2), Ar. 64 y 78.
SAN 25-7-90, Ar. 111. STSJ (Madrid) 18-7-89, 3-10-89, Ar. 52, y 84. 
STSJ (Valencia), 20-9-89 (2) (36/89 y 37/89), 27-10-89 (97/89), 9-2-91 
(149/91), 3-10-91 (1219/91).
779 .- STCT 7-2-89, y 3-5-89, Ref ar. 76 y 198 y SAN 19-4-90 y 
18-7-90, Ar. 75 y 109. STSJ (Valencia) 21-10-89, (101/89), 19-1-91 
(28/91).
780 SAN 1-10-90, Ar. 123, sobre circular emanada de un Banco,
por no citar los numerosos sobre circulares de Renfe.
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- La conducta particular de una empresa sobre los 
conceptos que computan para la determinación del "tronco", 
concepto salarial a que se refiere la Ordenanza de 
Hostelería (7S1 ).
- La práctica que sigue una empresa en relación con 
las fechas de disfrute de las excedencias por cuidados de 
hijos ( 782 ).
La nulidad de determinadas cláusulas que figuran 
genéricamente en los contratos de trabajo y que tienen 
trascendencia colectiva ( 783 ).
«
Y esas por citar sólo algunas cuestiones de las que 
podrían incluirse como decisiones o prácticas 
empresariales, y cuyo planteamiento era admitido, sin 
dudas, a través del procedimiento jurisdiccional de 
conflicto colectivo, pues, si se analizan todas ellas, es 
fácil pensar en un planteamiento del conflicto poniendo en 
relación la actuación empresarial con alguna norma, y así 
se hacía de hecho.
Con anterioridad me referí a sentencias sobre notas interna.s de 
órganos administrativos a las que me remito.
STSJ (Valencia) 19-10-90 (829/90), sobre escrito de la. empresa 
(Ministerio de Defensa) fijando condiciones a las que debían ajustarse 
las peticiones de permisos por asuntos propios.
781 .- SAN 12-2-90, Ar. 38. También en parecidos términos STSJ 
(Canarias) 21-5-91, Ar. 3403.
782 .-SAN 8-3-90, Ar. 54.
783 .-SAN 2-1-90, Ar. 4.
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A la vista de cuanto se acaba de exponer, puede 
afirmarse que la LPL, más que innovar, lo que hace es 
adaptar el texto legal a la ampliación del concepto 
procesal de conflicto colectivo que, previamente, había 
efectuado la Doctrina y la Jurisprudencia, y que 
prácticamente permite suscitarlo en relación con cualquiera 
de las fuentes de la relación laboral.
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5.5.- LA INICIACION DEL PROCESO DE CONFLICTO 
COLECTIVO.-
Analizado el objeto del proceso de conflicto 
colectivo, parece coherente abordar cuantas cuestiones 
plantea el inicio del procedimiento, y, al respecto, tres 
son los problemas fundamentales que se plantean:
a) Los relativos a la legitimación, tanto activa como 
pasiva.
b) Los relativos a las diferentes formas de iniciar el 
proceso y a como se efectúan cada una de ellas.
c) Los actos previos que con carácter obligatorio 
preceden al planteamiento del propio proceso.
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5.5.A.- LA REGULACION DE LA LEGITIMACION EN EL
PROCESO DE CONFLICTOS COLECTIVOS DE LA LPL
Los problemas relativos a la legitimación para instar 
o comparecer en el proceso de conflicto colectivo, además 
de que constituyen uno de los puntos doctrinalmente más 
interesantes, son objeto, en la vigente LPL, de una
regulación novedosa, como no podía ser menos, si tenemos en 
cuenta que el RDLRT era anterior al reconocimiento 
constitucional y legal de la libertad sindical y,
lógicamente, no contemplaba los problemas planteados por la 
legitimación sindical (784 ).
Cabía esperar que la LPL abordase en profundidad la 
cuestión, si se tiene en cuenta que se había producido en 
la normativa precedente una situación disfuncional, ya 
mencionada en este estudio, en la medida que el RDLRT 
diseñaba un procedimiento partiendo de que era instado por 
la representación elegida por todos los trabajadores,
mientras que en la realidad, a partir de la STCO 70/1982,
de 29 de Noviembre, un sindicato, no necesariamente dotado
784 De hecho como señala GARCIA-PERROTE ESCARTIN, IGNACIO,
("Legitimación sindical, procedimiento de conflicto colectivo y litis 
consorcio pasivo necesario", Relaciones Laborales ns 7/1985, pags. 88 y 
89), aún cuando el Tribunal Constitucional abrió camino a la 
legitimación sindical para el planteamiento de conflictos colectivos, 
lo hizo "admitiendo la "estricta legalidad ordinaria" y "corrección 
formal" del planteamiento del TCT (que la negaba)".
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de una especial representatividad, podía iniciar el 
procedimiento ( 785 ).
Para analizar este conjunto de problemas es necesario 
diferenciar entre los que afectan a la legitimación activa 
y aquellos otros que se refieren a la legitimación pasiva.
785 .- Al margen de otros estudios que se citan en el presente,
el análisis del proceso que siguió la admisión de la legitimación de 
los sindicatos para plantear conflictos colectivos y la detallada 
exposición del T.C.T. para negarla y del Tribunal Constitucional para 
admitirla, puede verse, en CASAS BAAMONDE, MARIA EMILIA y ESCUDERO 
RODRIGUEZ, RICARDO, "Representación sindical en el sistema español de 
relaciones laborales11, Revista Española de Derecho del Trabajo, n2 
17/84, y en concreto, en las pags. 66 a 83.
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5.5.A.a.- Legitimación activa !
El art. 151 LPL regula la legitimación activa en tres 
apartados, distinguiendo entre: supuestos de legitimación 
en general, supuestos de legitimación en el ámbito 
supraempresarial, y supuestos de legitimación en el ámbito 
empresarial o inferior.
La mejor forma de analizar esa regulación es 
distinguir dos ámbitos tradicionales:
- ámbito supraempresarial.
- ámbito empresarial, o inferior.
Dentro de cada uno de ellos parece lógico analizar por 
separado las cuestiones que se refieren a la legitimación 
empresarial, de las relativas a la legitimación de las 
representaciones de los trabajadores.
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5.5.A.a.l.- Ambito supraempresarial.
El principio general que sigue la LPL es la absoluta 
sindicalización de la legitimación activa en el plano 
supraempresarial, pues, como se verá, se reconoce 
exclusivamente a las asociaciones sindicales de 
trabajadores y a las asociaciones de empresarios, con 
exclusión de cualquier otra estructura asociativa o de 
coaliciones de empresarios o de trabajadores, que, con la 
actual regulación, carecen de esta legitimación con 
absoluta claridad, pese a las dudas que al respecto 
pudieron existir en otro momento.
La atribución de legitimación a las organizaciones 
representativas se ampara en lo que el Tribunal 
Constitucional definió como representación institucional, 
es decir, aquella que confiere el ordenamiento jurídico a 
determinados sujetos colectivos para la defensa y gestión 
de los derechos e intereses de categorías o grupos de 
personas (786 ) y se concreta del siguiente modo:
1) Empresarios.
El art. 151. b) LPL equipara, en la práctica y en este 
ámbito supraempresarial, la legitimación que se concede a 
los empresarios con la que, como posteriormente se
786 . - Por ejemplo STCO 70/82, de 29 de Noviembre, FJ 22.
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analizará, se otorga a las asociaciones sindicales,
legitimando para instar el procedimiento a las asociaciones
empresariales cuyo ámbito de actuación se corresponda, o 
sea más amplio, que el del conflicto.
En la medida que la LPL no introduce ninguna
matización acerca de la representatividad, esa regulación
legal "es tanto como reconocer el derecho a plantear
conflictos colectivos .... sin exigencia alguna de 
representatividad" (787 )/ aunque con respeto a lo que se 
ha denominado el "principio de correspondencia" (7BB ), que 
exige una equivalencia de ámbitos entre el conflicto y los 
de actuación (funcional y territorial) de la asociación 
empresarial que lo inste, o que estos últimos sean
superiores a los de aquél.
Debe destacarse que la LPL alude a la correspondencia 
con el ámbito del conflicto, no con el ámbito de la norma a 
interpretar, cuestión que se examinará al estudiar la 
legitimación sindical que plantea problemas más complejos.
Es de destacar que, además de las propias razones de
política legislativa que hayan llevado a no exigir a las
asociaciones empresariales representatividad alguna para 
instar conflictos colectivos, sobre la cuestión incide un 
problema suficientemente conocido en nuestro Derecho, como 
es la ausencia de criterios eficaces * de medición de la
787 .- SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 351.
788 .- CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 234.
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representatividad empresarial que podría conllevar serios 
problemas procesales si, en cada caso, se tuviese que 
determinar, en concreto, la legitimación de la asociación 
que insta el conflicto.
Así pues, en los términos legales, cualquier 
asociación empresarial que cumpla ese principio de 
correspondencia de ámbitos, podrá instar el procedimiento 
de conflicto colectivo en el ámbito supraempresarial, pues 
"no precisará del concurso de otras representaciones para 
litigar, no será preciso ningún tipo de litisconsorcio 
activo" ( 789 ).
2) Trabaj adores.
1 .- Una legitimación sindical amplia Ya se
manifestó que la amplitud con que la LPL trata la 
legitimación activa de los empresarios, era equiparable a 
la regulación en cuanto hace alusión a los trabajadores. En 
este ámbito, manteniendo el criterio de sindicalización, se 
reconoce en la LPL, art. 151. a), el derecho a instar 
conflictos, sin hacer distinción entre ámbito 
supraempresarial y empresarial o inferior, a cualquier 
sindicato cuyo ámbito de actuación (territorial y 
funcional) se corresponda o sea más amplio que el del 
conflicto.
789 .- CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 234.
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Al igual que en el supuesto de la legitimación 
empresarial, la LPL omite cualquier referencia a una
exigencia de representatividad y por ello, desde esa
perspectiva, "será difícil, tras el art. 151 LPL, negar 
legitimación a un sindicato por no acreditar implantación 
en el ámbito del conflicto" (790 ) teniendo en cuenta, 
además, que esa previsión se ajusta a la generalidad del
art. 2.2.d) que reconocía a todas las organizaciones 
sindicales el derecho al planteamiento de conflicto 
colectivo, derecho que, aún cuando sujeto a "los términos 
previstos en las normas correspondientes", al ser 
inseparable del propio derecho de libertad sindical que
implica la libertad para el ejercicio de la acción 
sindical, entre la que obviamente se encuentra esta 
facultad (791)/ no debe limitarse en base a una 
interpretación amplia o extensiva de la Ley.
En ese sentido, puede afirmarse que "ni la LOLS ni la 
LPL restringen la legitimación procesal en función de la
790 .- GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "El Proceso de Conflictos..."
op. cit. pag. 9.
En el mismo sentido, DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y GARCIA- 
PERROTE, "Instituciones...." op. cit. pag. 420.
791 .- En tal sentido puede verse GONZALEZ HUNT, CESAR "El
contenido esencial del derecho de libertad sindical en la doctrina del 
Tribunal Constitucional" Revista Española de Derecho del Trabajo, n2 
34/88, pags. 283 y 284.
• En el mismo sentido, por ejemplo y entre otras muchas opiniones, 
DURAN LOPEZ y SAEZ LARA, "Libertad sindical ", op. cit. pag. 171.
Tal doctrina parte de STCO 70/1982, FJ 52 y 62 y 37/1983 de 11 de 
Mayo, FJ 22.
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representatividad sindical ni de la implantación notoria"
( 792 )/ Y/ por tanto, un sindicato (con cualquier ámbito 
funcional y territorial, es decir: Confederaciones,
Federaciones, Uniones, Sindicatos, etc..., tanto 
sectoriales como intersectoriales, y de ámbito geográfico 
estatal, de comunidad 'autónoma, provincial, comarcal, o 
local) podrá plantear conflictos colectivos que afecten a 
los trabajadores comprendidos en su ámbito de actuación, o 
en otros inferiores, "sin que resulte exigible ningún nivel 
de implantación" ( 793 ).
Esa amplísima legitimación plantea serios problemas en 
relación con la tradicional eficacia general de que gozan 
las sentencias dictadas en proceso de conflictos 
colectivos, cuya posible pervivencia se analizará 
posteriormente, aunque la propia configuración del proceso 
tiende a ella. Estos problemas pueden llegar a supuestos 
de "amarillismo", al permitirse a cualquier sindicato 
plantear un conflicto que, en principio, va a tener 
efectos, no sólo sobre sus afiliados, sino sobre el 
conjunto de los trabajadores, lo que se presta a soluciones 
incorrectas por una defectuosa defensa (794 ).
792 CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 234.
793 .- ALBIOL MONTESINOS, IGNACIO, "El Sindicato en la empresa",
Bilbao (Deusto) 1990, pag. 105.
794 . - A  ese problema, aunque referido a los acuerdos,
posibilidad que no existe en la actualidad, se refiere ALARCON 
CARACUEL, ("Los procesos especiales..." op. cit. pag. 96),"Piensese en
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En todo caso, esos problemas no son tanto de
i
legitimación activa como de legitimación pasiva, pues "no 
importa tanto quien plantee el conflicto colectivo como 
quien deba necesariamente ser oído antes de resolverlo"
( 795 ), así como de efectos de la sentencia que se dicte
2.- La desaparición del requisito de implantación . - 
Podría argumentarse, para exigir una determinada 
representatividad al sindicato que promueve el conflicto, 
la reiterada construcción doctrinal del Tribunal 
Constitucional sobre el "sindicato con implantación"
( 797 ), que fue recogida en una numerosa jurisprudencia
los peligros de manipulación que surgirían si cupiese la posibilidad de 
que un sindicato - que en la hipótesis sería "amarillo" - con una 
representatividad del 10% pudiese acordar con la patronal, en el marco 
de un conflicto colectivo, una interpretación del convenio con eficacia 
"erga omnes"".
795 .-ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, "Derecho del Trabajo" op. 
cit., pero 115 edición 1989, pag. 814.
796 .- Esos mismos son los problemas que se planteó la doctrina
desde el momento en que se reconoció la legitimación sindical, como 
señala GARCIA-PERROTE ESCARTIN ("Legitimación...." op. cit. pag. 89), 
"La doctrina científica observará de inmediato que la STC 70/82 no se 
planteaba ni por tanto, resolvía determinados problemas. Un sector 
doctrinal hará hincapié en los posibles problemas consorciales 
derivados del reconocimiento de legitimación para promover el 
procedimiento de conflicto colectivo al sindicato con implantación, 
mientras que otro sector se detendrá particularmente en la eficacia de 
la sentencia....".
797 STCO 70/1982 de 29-11, y 37/1983 de 11 de Mayo.
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( 798 )/ pero no creo que resulte de aplicación esa 
exigencia de una "cierta implantación" a un sindicato para 
instar un conflicto colectivo, pues, la doctrina y 
jurisprudencia a que me he referido, se elaboraron para 
posibilitar la actuación en tal sentido de los sindicatos, 
pese a que no les venía reconocida por el RDLRT. En este 
sentido, lo que establecían era la inconstitucionalidad de 
impedir a un sindicato con implantación plantear conflictos 
colectivos, y, "a sensu contrario", podría entenderse que 
sería constitucional impedir tal planteamiento a1 un 
sindicato carente de implantación, pero lo que en modo 
alguno se deduce de esa doctrina es que fuese exigible, 
necesariamente, ese requisito en una futura legislación que 
habilitase a los sindicatos a plantear conflictos 
colectivos, tal y como hace en la actualidad la LPL.
En algunas opiniones doctrinales se alude a que 
"siempre será precisa alguna implantación en la empresa 
como resaltó la sentencia del Tribunal Constitucional de 29 
de Julio de 1985" (799 ), e incluso, en otras, se recupera
un cierto requisito de implantación, siquiera mínimo,
798 . - En tal sentido, en la Jurisprudencia más reciente, SAN 8-
2-90, Ar. 36 estableciendo que "los sindicatos tienen capacidad y poder
de representación para plantear conflictos colectivos, a condición de 
que pueda reconocérsele una relación directa con lo que es objeto del 
litigio, bien por su carácter de más representativo, bien por su
notoria implantación en el centro de trabajo o marco general al que el 
conflicto se refiera".
En idéntico sentido SAN 20-3-90, y 12-6-90, Ar. 59 y 94.
799 .- IGLESIAS CABERO, "El Proceso de Conflictos...." op. cit.
pag. 1100, aludiendo a STCO 98/85 de 29 de Julio, FJ 8 y 13.
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vinculándolo a la exigencia legal de correspondencia de 
ámbito de actuación, entendiendo que ésta implica alguna 
actividad real en dicho ámbito C800 ); debe destacarse, no 
obstante, que la noción de "implantación suficiente" carece 
de precisión y su mantenimiento llevaría a que, en cada 
caso, tuviera que decirse, en concreto, si existe o no 
(801), situación poco deseable.
No parece que pueda sostenerse la exigencia de ninguna 
implantación, por mínima que sea, ni que resulte necesaria 
para establecer una relación del sindicato actuante con el 
objeto del conflicto, otorgándole en consecuencia el 
interés legítimo que parece necesario para litigar, y ello 
no sólo por el tenor literal de la Ley, muy claro, máxime 
cuando, siendo conocida la figura del sindicato con 
implantación, se podía haber aludido expresamente a ella si 
se quería mantener esa exigencia, sino porque incluso, ante 
las conclusiones de la STCO antes citada, cabría sostener 
que, precisamente, las mismas se hacían para rechazar la 
exigencia de cualquier otro requisito de representatividad
800 .- SAGARDOY BENGOECHEA, ("Puntos críticos___ ", op. cit. pag.
155), expone, "¿Qué es ámbito de actuación?. Creo que se trata de que
en ese ámbito tenga alguna actividad, algún delegado, algún miembro de
comité, promueva una huelga, etc...".
801 .- ALONSO OLEA, y MIÑAMBRES PUIG, ("Derecho Procesal..." op.
cit, pag. 190), "Reiteradamente se ha utilizado, con especial 
referencia al sindicato, para su legitimación activa, la expresión con 
implantación suficiente, noción que carece de la precisión que fuere 
menester y sobre la que se ha decidir en cada caso según reglas de buen 
sentido...", pese a ello entienden que algún requisito de implantación 
será exigible "evitando que representaciones mínimas o ínfimas puedan 
promover un conflicto colectivo".
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más estricto. Por otro lado, de alguna otra sentencia del 
Tribunal Constitucional, como la de 11 de Mayo de 1983, se 
podría extraer la conclusión de que se admite como 
implantación suficiente la propia existencia de un 
sindicato, debidamente registrado, entre cuyos fines 
figuren la defensa de los intereses de los trabajadores en 
un ámbito igual o más amplio al afectado por el conflicto 
( 802 ).
Si a todo lo anterior se une que el requisito de 
implantación se había ido difuminando, y, si se analiza la 
jurisprudencia antes citada, se verá que se admitía como 
tal la existencia de afiliación en el ámbito del conflicto, 
pese a no haberse obtenido presencia alguna en los órganos 
de representación sindical existentes en el mismo (803 ), 
no parece incoherente que la LPL, en aras a la seguridad 
jurídica, buscase un criterio delimitador claro y objetivo 
y, por tanto, optase por prescindir de cualquier requisito 
de representatividad o de implantación. No existe, pues, 
base para reinterpretar lo que con tanta claridad dice el 
texto legal.
802 .- STCO 37/1983 de 11 de Mayo, FJ 3, en el que literalmente
se dice, haciendo referencia a la implantación, "difícilmente cabe
negarla a la... asociación sindical debidamente registrada  cuya
finalidad, de conformidad con sus estatutos, consiste en la defensa de 
los intereses profesionales de los sujetos sobre los que precisamente 
recae el conflicto colectivo".
803 En tal sentido,la citada SAN 20-3-90, Ar. 59.
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Frente a la no exigencia de representatividad alguna 
al sindicato que inicia el conflicto, podría argumentarse, 
también, que, siendo posible la conciliación y estando 
limitados sus efectos en este caso, al no existir la 
legitimidad negocial establecida en el Estatuto de los 
Trabajadores, a los representados por los firmantes, si no 
hay un mínimo de implantación en quien insta el conflicto, 
entendida como existencia de afiliados (a04)/ la 
conciliación no afectaría a ningún trabajador, pero, aún 
siendo así, no parece que éste argumento baste para exigir 
ese mínimo de implantación al que la Ley no alude. En todo 
caso se trataría más bien de un supuesto teórico, pues es 
dudoso que unos empresarios firmasen una conciliación que 
no se aplicaría a ninguno de sus trabajadores, supuesto que 
serviría, eso sí para evidenciar una disfuncionalidad de la 
regulación legal, derivada de la amplia legitimación activa 
que contempla la LPL sin acompañarla de más acusadas 
exigencias litisconsorciales pasivas. Por otro lado cabría 
considerar que esa misma situación puede darse en la 
negociación extraestatutaria, al no existir control alguno 
de representatividad en los negociadores, y no sólo eso, 
pues cabe pensar, incluso, en que la propia conciliación 
fomente el que colectivos de trabajadores se adhieran a la
804 .- Por ejemplo SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS ("Derecho
Sindical", op. cit. pag. 537), entienden que todo sindicato está 
legitimado para el planteamiento de conflictos colectivos, si bien : 
"....habrá un límite natural a este derecho: el que el sindicato de que 
se trate posea algún afiliado en el ámbito del conflicto y que su 
ámbito funcional y territorial esté en conexión con el mismo".
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misma, o se afilien al sindicato que la suscribió si esa 
afiliación conlleva su aplicación, lo que las partes pueden 
acordar. También debe tenerse en cuenta que hasta el 
momento, y a salvo de lo que pueda disponer la futura 
regulación - que parece conllevará restricciones al
i
respecto — , un sindicato, igualmente sin control de 
representatividad o afiliación, puede convocar huelga legal 
en cualquier sector. Incluso podría señalarse que no es 
infrecuente, vistas las bajas tasas de afiliación sindical, 
que trabajadores no afiliados acudan a los sindicatos a 
solicitar defensa frente a actuaciones empresariales. 
Resulta así que no parece incoherente, en el marco actual 
de nuestro sistema de relaciones laborales, entender que se 
posibilita el planteamiento del proceso de conflicto 
colectivo a cualquier sindicato capacitado para actuar en 
el ámbito afectado por aquél. Es más, no debe ignorarse que 
si se pretende favorecer la intervención sindical en el 
proceso colectivo - finalidad que parece persigue la LPL - 
y si no se quiere desgajar éste del propio proceso de 
negociación colectiva, no deja de tener su lógica una 
amplia legitimación, pues, por ejemplo, un sindicato puede 
haber negociado un convenio en un ámbito superior y luego 
encontrarse en otro inferior - por ejemplo pequeñas 
empresas - problemas interpretativos, y puede ocurrir que 
en esos ámbitos restringidos donde la interpretación del 
convenio se revela conflictiva, el citado sindicato no 
tenga implantación ninguna - careciendo incluso de
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afiliación -. Esa situación, de mantenerse el requisito de
!
"alguna implantación", plantea un nuevo problema, donde
buscar la implantación: en el ámbito estricto del
conflicto, en otro más amplio, en el de la norma con la que 
se relaciona el conflicto,.... Si se remite al ámbito 
estricto del conflicto podría darse el caso, en supuestos
como el que se acaba de exponer, de que se negase a un
sindicato que ha negociado en determinado ámbito la 
capacidad de plantear conflictos sobre aplicaciones del 
acuerdo por él negociado en algunos ámbitos inferiores; se 
produciría así una desvinculación total entre negociación y 
administración de lo negociado. Si se admite la posibilidad 
de que la implantación se remita otros ámbitos superiores, 
prácticamente lo que se está haciendo es difuminar 
totalmente la citada exigencia.
3 .- La solución de la LPL .- Así pues, desde la 
perspectiva de la LPL, en este proceso, el interés legítimo 
para litigar, al que específicamente hacía referencia la 
LBPL en su Base 27.1., por parte de un sindicato con 
implantación mínima, debería situarse en la función propia 
y genérica de defensa de los.trabajadores en el ámbito que 
establezcan los estatutos de aquél, lo que le confiere un 
evidente interés de defender cuantos derechos puedan
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corresponderías, con independencia de que en ese momento 
exista una relación de afiliación o no (80s ).
Cabe concluir de todo lo dicho que la LPL concede a 
todos los sindicatos, sin más requisito que el respeto a la 
"correspondencia de ámbito" (806 ), el derecho a plantear
805 Como indica ALBIOL MONTESINOS, ("El Sindicato " op.
cit. pag. 105), "Al límite estaría legitimado, incluso, aquel sindicato 
que con una estructura funcional adecuada al ámbito del conflicto - y 
ello va a depender exclusivamente de su propia libertad de 
autoorganización - no contase con ningún miembrq de órganos de 
representación unitaria de trabajadores en dicho ámbito, ni tampoco con 
ningún trabajador en ese ámbito afiliado al sindicato.".
Por otro lado la Jurisprudencia es clara en el sentido de que la 
actuación sindical en el proceso de conflicto colectivo se produce en 
atención al interés general del grupo afectado y no sólo de los
afiliados al sindicato que promueve el conflicto. Me remito a la que se 
cita más adelante sobre los problemas litisconsorciales.
Específicamente sobre el problema ha existido algún 
pronunciamiento y así SAN 14-2-91, Ar. 1911, señala en relación con un 
conflicto colectivo promovido por un sindicato del que no consta que 
tenga más de un afiliado en un sector, que debe reconocerse su 
legitimación, pues "consta por notoria la personalidad jurídica del., 
(sindicato demandante)... y su ámbito estatal de actuación, con lo que 
cumple los requisitos del art. 151 a) de la vigente Ley de
Procedimiento Laboral", bien es cierto que constaba, como se ha 
indicado, la presencia de al menos un afiliado, por lo que la propia 
sentencia constataba, tras los razonamientos anteriores, la existencia 
de un mínima implantación.
806 Al respecto es interesante destacar una postura similar a
la que sostengo, pero más matizada y que sería, en mi opinión, la única 
que resultaría compatible con la LPL si se entendiese la necesidad de 
mantener algún requisito de implantación. Esa posición es la que 
refleja STSJ (Granada) 14-10-91, Ar. 5725, que entiende, por principio, 
que la única exigencia para otorgar legitimación a un sindicato es que 
su ámbito de actuación se corresponda o sea más amplio que el del 
conflicto. La sentencia considera que existe en favor de cualquier 
sindicato que actúe en dicho ámbito una presunción de relación directa
con el objeto del conflicto. Por lo tanto no se necesitaría acreditar
ninguna implantación, pero el requisito de implantación subsistiría, 
pues como puede apreciarse lo que hace la sentencia comentada es 
entender que la implantación se presume en favor del sindicato (por 
obra incluso de la LOLS - art. 2.2.d)-), por tanto, como en ella misma 
se admite, la legitimación existiría siempre (con las condiciones
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conflictos colectivos, concibiéndolo como un supuesto 
especial de sustitución procesal, que se refuerza por la no 
exigencia de ningún requisito de representatividad (B07 );
expuestas de correspondencia de ámbito) "salvo si se destruye la 
presunción surgida del art. 2.2.d) LOLS y se demuestra que, por falta 
de relación directa con el objeto de la controversia carece de la dosis 
de interés legítimo en que el art. 24.1. de la CE autoriza a fundar su 
legitimación activa".
Aunque sostengo una postura distinta la interpretación que acabo 
de exponer, aún sosteniendo el criterio de implantación, podría 
encajar en la LPL, pero aún así plantea problemas, que la sentencia 
elude, pues no matiza como podría destruirse aquella presunción, 
encontrándonos nuevamente con el problema del umbral en el que debe 
fijarse la implantación y de hasta qué punto no basta con la simple 
existencia en un ámbito, como tal sindicato, para justificar el derecho 
al planteamiento del conflicto colectivo.
En cualquier caso, y enlazando esta interpretación con alguna de 
las doctrinales que anteriormente se expusieron y que exigían un mínimo 
de implantación, podría entenderse que un conflicto planteado por un 
sindicato sin ninguna implantación difícilmente pasaría de ser un 
conflicto hipotético, que no se sabe concretamente si versa sobre un 
problema real y que podría introducir un factor de conflictividad donde 
a lo mejor no existe. Resultaría así que habría que exigir que el 
conflicto se base en una circunstancia real, que se concretaría en la 
un mínimo de implantación, siquiera un afiliado, que justifique la 
realidad de la situación conflictiva que se plantea y la utilidad 
social y jurídica de la actuación sindical. Cabría presumir ese mínimo 
de implantación, pero se trataría de una presunción "iuris tantum", y 
por tanto, como afirma la sentencia antes mencionada, sería posible 
destruirla.
Se trata, como puede verse de una construcción compleja, pero es 
la única que permitiría sostener el mantenimiento de algún requisito de 
implantación.
807 . - El carácter de sustitución procesal, bien que con
especialidades, que conlleva la intervención de las asociaciones 
sindicales y empresariales en el proceso de conflicto colectivo ha sido 
puesto de relieve por la doctrina reiteradamente, en referencia a los 
sindicatos, pero en doctrina claramente aplicable a las asociaciones 
empresariales.
En tal sentido ALARCON CARACUEL, ("Los procesos ...." op. cit. 
pag. 94), "A mi juicio, no cabe duda que estamos ante un supuesto 
típico de sustitución procesal".
En los mismos términos VALDES DAL-RE, FERNANDO, ("El nuevo 
Proceso Laboral" Relaciones Laborales ns 14/1990, pag. 9), señalando 
las peculiaridades de esta sustitución pues permite "celebrar negocios 
jurídicos transaccionales con la parte contraria al margen de los 
trabajadores (o empresarios) sustituidos".
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por ello, los sindicatos "actúan como partes en el proceso,
intervienen en nombre propio, si bien la resolución
judicial va a producir efectos inmediatos sobre los
intereses de los trabajadores y empresarios afectados por
el conflicto" (80B).
Se entiende la figura de la sustitución en el sentido 
tradicional, es decir como aquel caso, incluido en los supuestos de 
legitimación extraordinaria, en que "la legitimación corresponde a 
persona que no afirma ser titular de la relación jurídico material, 
actuando el sustituto en nombre propio, en una relación jurídico 
procesal propia pero afirmando derechos subjetivos ajenos", tal y como 
la definen MONTERO AROCA, JUAN, ORTELLS RAMOS, MANUEL y GOMEZ COLOMER, 
JUAN LUIS ("Derecho Jurisdiccional", Tomo II, Proceso Civil 12, 23
edición, Barcelona (Bosch) 1989, pag. 37).
La especialidad de la sustitución nace, además de los aspectos 
señalados, de que esta actuación podría enmarcarse, sin más, en los 
supuestos de legitimación extraordinaria, pues tal como los propios 
autores señalan (pag. 38) en ocasiones "por razones no técnicas sino 
políticas, para ampliar la presencia social de asociaciones, 
corporaciones y grupos, se les concede legitimación para la defensa de 
intereses colectivos (art.7.3. LOPJ)". Se trataría de xana legitimación 
extraordinaria por voluntad legal, con independencia de cualquier 
relación de sustitución, aunque con evidente similitud con ella.
También se ha señalado recientemente por GONZALEZ-POSADA 
MARTINEZ, ("El proceso...." op. cit. pags. 121 a 127), que se trata de 
un supuesto de legitimación ordinaria en el que el sujeto colectivo 
actúa como titular directo del "interés colectivo".
En cualquier caso, y aún cuando la posibilidad que más adelante 
se analizará de elección de la forma del planteamiento de la pretensión 
en conflicto individual por los directamente afectados, o en colectivo 
por el sindicato o los órganos representativos, parece compaginarse 
mejor con los supuestos de legitimación extraordinaria y sustitución, 
todas las situaciones que se admiten conducen a entender que no se 
trata de un simple supuesto de representación y a reconocer al sujeto 
colectivo la auténtica condición de parte, con todas las facultades a 
ello inherentes.
808 .- CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 233.
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3) El ámbito del conflicto.
Otro problema a analizar es la legitimación en 
relación con el requisito de correspondencia de ámbito, 
pues habrá que delimitar, en consecuencia, lo que se 
entiende por ámbito del conflicto.
1 .- Planteamiento del problema: dos posibles
soluciones.- El problema no es artificial, porque si 
tenemos en cuenta que este proceso, conforme a la LPL, se 
plantea para interpretar o resolver problemas de aplicación 
de una norma estatal, un convenio colectivo o una decisión 
o práctica de empresa, cabría una primera interpretación en 
el sentido de hacer corresponder el ámbito de la norma 
interpretada con el ámbito del conflicto, es decir, el 
ámbito de éste sería estatal si la norma es estatal, se 
equipararía al del convenio si se trata de una 
interpretación del mismo, etc... Es decir estaría 
predeterminado por la propia norma o acuerdo a interpretar, 
y quien lo inste, tanto sindicato como asociación 
empresarial, pues las reflexiones que aquí se hacen valen 
en ambos supuestos, no podría reducirlo artificialmente 
para ajustarlo al suyo, manteniéndose así el criterio 
sustentado al respecto de la anterior LPL por la 
jurisprudencia (809 ).
609 .- Por ejemplo, por su claridad, STCT 25-2-82, Ar. 1249, que
dice: "sin que este ámbito pueda ser • fraccionado y reducirse o
ampliarse a voluntad de los órganos de representación para acomodarlo a 
su representatividad territorial, sino que debe ser respetado en su
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Frente a esa posible interpretación existe otra, que 
insiste en la necesidad de diferenciarlos, afirmando que 
"deben mantenerse perfectamente deslindados el ámbito del 
conflicto colectivo y .el ámbito del convenio colectivo, que 
es el tipo de norma que en la mayoría de los casos es 
objeto de conflicto, bebiendo quedar claro que es el 
primero y no el segundo de dichos ámbitos el que determina 
la legitimación. De ahí que sea perfectamente admisible 
que, por ejemplo, un comité de empresa plantee un conflicto 
colectivo sobre una cláusula de un convenio colectivo de 
ámbito superior a dicha empresa" (810), que no tiene por 
qué ser conflictiva en otros ámbitos (811 ). Esta última
integridad".
810 .- ALARCON CARACUEL, MANUEL RAMON, "Una valoración crítica
global de la Ley de Bases de Procedimiento Laboral" en AA.W. "La 
Reforma del Procedimiento Laboral" Madrid (Marcial Pons) 1989, pag. 18.
811 .- En realidad la posición de ALARCON CARACUEL va más allá, 
pues parte de que la sentencia no ha de tener efectos generales, y por 
tanto invierte los términos del problema, de tal manera que será la 
mayor o menor representación que ostenten las partes del conflicto la 
que condicione el ámbito de este. Al respecto manifiesta ("Un
proceso " op. cit. pag. 228) que "... en lugar de argumentar que
puesto que la sentencia - o la conciliación -ha de tener una eficacia 
erga omnes, estarán legitimados aguellos sujetos colectivos dotados de 
una representación suficiente para permitir esa eficacia general, hay 
que decir que según sea el ámbito de dicha representación de los 
sujetos potencialmente legitimados, así será el ámbito del conflicto, 
que será el que delimite el alcance de la conciliación o sentencia que 
ponga fin al mismo".
De este modo se subjetiviza el ámbito del conflicto, que no vendrá 
determinado por circunstancia objetiva ninguna, sino por los sujetos 
presentes en la tramitación del conflicto.
Como se verá más adelante no comparto totalmente la idea, pues, 
por un lado incide en un aspecto que es absolutamente cierto y que se 
impone en la Jurisprudencia, la relativa independencia entre ámbito de 
la norma y ámbito del conflicto que se plantea eh relación con la
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opinión conectaría con la que, basándose en un Auto de la
¡
Audiencia Nacional de 30-12-89, mantiene SAGÁRDOY
i
BENGOECHEA, al aludir a la competencia territorial de los 
órganos judiciales en la materia, que, para él, hay que 
separarla de la que se derivaría de la norma interpretada, 
para referirla al territorio donde producirá efectos el 
conflicto, que no tiene que coincidir con el de la norma en 
cuestión (812 ) y, desde luego, es una posición que cuenta 
con precedentes doctrinales (813).
2 . - L a  solución legal .- La LPL abre camino parcial a 
esta segunda interpretación, al menos para reducir el
misma; pero por otro lado el ámbito del conflicto, y en eso disiento de 
lo expuesto, debe fijarse objetivamente, y debe corresponderse con
aquél en el que la norma se haya revelado conflictiva (una categoría,
una empresa, un sector, etc....), en él la sentencia tendrá efectos
generales y, por tanto, desde esa perspectiva y condicionada por ese
ámbito debe fijarse la legitimación.
812 .- SAGARDOY BENGOECHEA, "Puntos críticos " op. cit.
pags.157 y 158.
El Auto de la Audiencia Nacional de 30-12-89, dispone 
literalmente que "... no será el ámbito de aplicación de la norma a 
interpretar o aplicar el que decida la del conflicto colectivo, sino el
territorio en que haya de surtir efecto la resolución que recaiga....
y como en este caso el actor, en virtud del principio dispositivo que 
rige sobre la determinación del objeto del proceso ha localizado el del 
presente a dos centros de trabajo ubicados en la misma Comunidad 
Autónoma, obviamente esta Sala carece de competencia...".
813 .- Al respecto RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, ("La
intervención " op. cit. pag. 241), "En el caso de que el ámbito
personal del conflicto coincida con el de aplicación de la norma objeto 
de éste, la sentencia del Magistrado tiene efectos respecto de la 
totalidad de las relaciones jurídicas reguladas por esa norma. En los 
demás casos, cuando el conflicto se plantee en un ámbito más reducido 
que el de la norma controvertida (por ejemplo, conflicto de empresa por 
aplicación de un precepto de la Reglamentación de Trabajo) la sentencia 
limita sus efectos a un sector de las relaciones jurídicas reguladas 
por la norma...".
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ámbito del proceso al de empresa o inferior, al permitir 
plantear el conflicto colectivo en base a una decisión o 
práctica empresarial, lo que, por lógica coherencia, 
permite que se plantee un conflicto frente a la aplicación 
que en una empresa o en un centro de trabajo se haga de una 
norma estatal o de un convenio de ámbito superior (814 ); 
es claro que la solución del conflicto exigirá una previa 
interpretación de la norma de ámbito superior, pero ello se 
produce igualmente en todos y cada uno de los litigios 
individuales, y no por eso se cuestiona su planteamiento. 
El ámbito del conflicto será, en estos casos, el de la 
empresa o centro respectivo, y la sentencia afectará 
únicamente a empresario y trabajadores comprendidos en ese 
ámbito reducido, como ya ha entendido algún pronunciamiento 
judicial (81S). Ello podrá producir "y habrá que ver (lo)
814 .- Al respecto, por ejemplo, RODRIGUEZ SANTOS, BALTASAR,
(AA.W. "Comentarios a la Ley de Procedimiento Laboral", Tomo III, 
Valladolid (Lex Nova) 1991, pag. 296) expone, "tampoco debe negarse la 
posibilidad de que la disparidad en la aplicación o interpretación del 
Convenio sea tan sólo con relación a un determinado sector del mismo, 
en cuyo caso no resultan asimilables el concepto de "ámbito de 
actuación del conflicto" con el de "ámbito de actuación del convenio"".
815 . - Los casos en. que indirectamente se admiten
interpretaciones de normas en ámbitos más reducidos serían muy 
numerosos, en cambio el tratamiento directo del problema es escaso, por 
ejemplo, STSJ (Valencia) 4-3-91 (7p/91) estima que puede plantearse el 
conflicto en el ámbito de una empresa y que no es preciso incluir en el 
pleito la organización empresarial sectorial porque no se pide una 
interpretación general del convenio, sino dirimir su aplicación en 
función de la actuación concreta de la empresa demandada.
En parecidos términos STSJ (Valencia) 19-10-90 (829/90), que
establece que aún cuando se tenga que interpretar para resolver el 
conflicto un convenio colectivo interprovincial, la situación 
conflictiva sólo se da en un centro de trabajo por lo que cabe plantear 
conflicto únicamente en relación con él y a través del comité de dicho
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como completamente normal que en una empresa se aplique una 
cláusula de un convenio de sector de una determinada forma 
y en otra empresa de ese mismo sector, cuyo comité ha 
planteado un conflicto colectivo sobre esta cláusula, se 
aplique de una forma distinta porque así lo haya resuelto 
la sentencia correspondiente" (816 ), si bien habrá que 
matizar que ello se producirá de un modo indirecto, pues no 
se habrá podido plantear el conflicto abiertamente como una 
interpretación de la norma o convenio, sino como un 
problema aplicativo derivado de una determinada actuación 
de la empresa, en relación con la citada norma o convenio 
(817).
Lo anterior no puede dar lugar a sentencias que se 
califiquen de contradictorias, pues, en todas ellas, de 
plantearse el conflicto como se ha dicho, lo que se estará 
valorando es una actuación particular de una determinada 
empresa; podrían aparecer contradicciones muy matizadas,
centro que ostentaría en ese ámbito legitimación activa.
En relación con una Ordenanza sectorial STSJ (Valencia) 26-10-90 
(884/90), establece que cabe reducir el ámbito a una empresa, pues 
aunque deba interpretarse la citada norma, lo que se plantea en el 
conflicto es la determinación de las funciones concretas de los 
dependientes en la empresa en cuestión.
816 ALARCON CARACUEL, "Una valoración..." op. cit. pag. 18.
0 incluso que en ambos casos se hayan planteado conflictos pero 
con resoluciones firmes contradictorias, como razona el propio ALARCON 
CARACUEL, "Un proceso...... " op. cit. pags. 229 y 230.
817 Como señala CRUZ VILLALON, ("Instituciones..." op. cit.
pag. 231), "...en esos supuestos el objeto del conflicto no es 
directamente el texto del convenio sino la decisión o práctica de la 
empresa aplicativa del acuerdo....".
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que derivarían de las fundamentaciones en que se base la 
sentencia y no del fallo, por el carácter particular de la 
situación que contemplaría, contradicciones, pues, como las 
que se producen sin mayores problemas en litigios 
individuales, y a las que la legislación ordinaria da 
solución, bien mediante el Recurso de Suplicación que 
permitirá al Tribunal Superior de cada Comunidad Autónoma 
unificar criterios, o bien, si el problema se plantea en 
comunidades distintas, mediante el Recurso de Casación para 
Unificación de Doctrina (818).
Otras restricciones de ámbito resultan difíciles de 
admitir, pues no parece que se pueda plantear, por ejemplo, 
la interpretación de una norma o convenio estatal, reducida 
a una Comunidad Autónoma (®19 ), con la única finalidad de 
que, así, un sindicato o asociación empresarial de dicho
818 . - En ese sentido (si bien referido siempre a estos mismos
problemas pero en relación con la competencia territorial) SAGARDOY 
BENGOECHEA, (" Puntos críticos..." op. cit. pag. 157) manifiesta, 
"Ello puede llevar a que otro comité.... promueva otro conflicto en 
otra Comunidad Autónoma y se llegue a solución distinta. Para obviar 
tal posibilidad, nada remota por otra parte, está el recurso de 
unificación de doctrina.".
819 . - En alguna resolución judicial se señala que ni siquiera
cabría reducir el conflicto al ámbito de empresa si lo que se pide es 
directamente la interpretación de un convenio de ámbito superior, sin 
vincular dicha interpretación con ninguna circunstancias específica de 
la empresa, o con una situación conflictiva exclusiva de ese ámbito 
empresarial. En tal sentido STSJ (Granada) 22-1-91, Ar. 464. También 
STSJ (Valladolid) 25-6-91, Ar. 3838, que señala que cuando el conflicto 
lo que tiende es a interpretar un convenio estatal la competencia 
corresponde a la Audiencia Nacional sin que para evitarlo puede 
reducirse el ámbito a una única provincial, cuando se evidencia que la 
situación conflictiva sobre la interpretación se plantea en general en 
todo el ámbito del convenio.
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ámbito pueda solicitarla, y lo mismo en cualquier otro 
inferior ( 820 ), todo ello, salvo que pudiera vincularse 
esa restricción de ámbito a una práctica especifica, 
empresarial, sectorial, territorial, etc... como ocurre con 
los supuestos relativos a actuaciones empresariales a que 
se hizo referencia. En caso contrario, lo que se estaría 
produciendo es un auténtico intento de eludir la aplicación 
de una norma que establece unas correspondencias de ámbitos 
claras y terminantes, y ese supuesto de pretendido fraude 
de leyr haría inviable la operación, además de que, la 
carencia de cualquier circunstancia específica en los
820 Como expone CRUZ VILLALON, ("La intervención de las
representaciones...." op. cit. pag. 305) ".... no es posible aislar un
sector parcializado de trabajadores a efectos de que sea igualmente 
parcial el efecto de cosa juzgada de la sentencia. Si vía un 
procedimiento de conflicto colectivo se interpreta un convenio 
sectorial estatutario, al ser aquí abstracta la actividad judicial, no 
es posible que el fallo sólo vincule a una determinada empresa o a los 
trabajadores afiliados al sindicato recurrente.".
En este sentido STSJ (Madrid) 28-11-89 y 12-12-89, Ar. 172 y 196, 
estableciendo esta última que "no puede fraccionarse o reducirse el 
ámbito del conflicto a voluntad para acomodarlo a la representatividad 
territorial, ya que no es posible fraccionar en varios lo que por su 
propia naturaleza es un conflicto único".
En idéntico sentido STSJ (Valencia) 16-1-92 (38/92), relativa a
conflicto que afecta a varios centros de una empresa radicados en 
distintas comunidades autónomas. La sentencia establece la 
imposibilidad de reducir el ámbito del conflicto a uno sólo de ellos.
También en el mismo sentido STSJ (Galicia) 24-6-91, Ar. 3725, 
entendiendo que ello altera el alcance personal y territorial con el 
que realmente se produce el conflicto.
STSJ (Galicia) 30-8-91, Ar. 4816, establece con total claridad que 
el ámbito no tiene que coincidir necesariamente con el de la norma, 
pero que tampoco cabe reducirlo artificiosamente a ámbitos inferiores a 
aquellos en que se plantea el conflicto.
En parecidos términos STSJ (Granada) 29-7-91, dirá que un 
empresario no está legitimado para plantear un conflicto colectivo en 
relación con una cuestión que por su alcance general va a afectar a 
otros empresarios, pues esa circunstancia evidencia que el litigio debe 
plantearse en un ámbito superior al de empresa.
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diferentes conflictos que pudieran plantearse, abriría la 
posibilidad de sentencias abiertamente contradictorias, 
situación que, aún cuando existirían como se ha dicho vías 
de unificación, la regulación de la LPL parece querer 
evitar (621) .
Es cierto que se ha defendido, también y ya vigente la 
actual LPL, la independencia entre ámbito del conflicto y 
de la norma, en base a que el conflicto no debe afectar a 
ámbitos donde la aplicación de la norma sobre la que versa 
es pacífica, pudiendo existir empresarios que la aplican 
correctamente y otros que no ( 822 ), pero obsérvese que en 
esos casos se da la existencia de una práctica aplicativa, 
individualizada en concreto en uno o varios empresarios, y 
el conflicto no pretenderá tanto la interpretación general 
de la norma o acuerdo, aunque ésta tenga que hacerse, como 
la declaración de ilicitud, con sus consiguientes efectos, 
de la forma concreta en que ese empresario o empresarios la 
están aplicando. Es decir, parece claro que en esos 
supuestos se podrá reducir el ámbito del conflicto a aquél 
en el que se plantee realmente, pero, precisamente, por no 
tratarse de un conflicto de interpretación general de una 
norma o acuerdo.
821 .- En ese sentido CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit.
pag. 231.
822 . - En ese sentido IGLESIAS CABERO, "El Proceso de Conflictos
..." op. cit. pag. 1088.
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3 .- Un supuesto peculiar: conflicto único contra
varias empresas . - Lo anterior plantea la posibilidad de un 
proceso de conflicto único contra varias empresas concretas 
( 823), cuya admisión es difícil pues, además de que 
tendría que justificarse en una práctica o aplicación común 
en todas ellas, la LPL distingue solamente dos ámbitos, 
empresarial y supraempresarial; por lo tanto esa 
controversia, tendría que plantearse como diversos 
conflictos, uno contra cada empresa afectada, pues su 
planteamiento como un conflicto de ámbito supraempresarial 
plantearía claros problemas de legitimación pasiva 
(¿empresarios? ¿asociación empresarial, cual?) (824 ). En 
todo caso cabría, en ciertos supuestos, el conflicto en un 
ámbito de empresa yuxtapuestas, si entre éstas existiese 
una circunstancia objetiva que les vinculase y crease ese 
específico ámbito, como, por ejemplo, ser los empresarios 
firmantes de un convenio extraestatutario y por tanto los 
únicos afectados por él, o, posiblemente, en algunos
823 . - Estos conflictos podrían darse, especialmente, en los
grupos de empresas, un ejemplo se aprecia en STSJ (Valencia) 8-7-91 
(12p/91), que resuelve conflicto planteado por un sindicato contra las 
tres empresas que componen la Radiotelevisión Valenciana. El conflicto 
se plantea en relación con la aplicación de una revisión salarial en 
atención al IPC que no se hizo por ninguna de las tres empresas 
afectadas a un determinado grupo de personal.
824 RODRIGUEZ SANTOS ("Comentarios " op. cit. pag. 291)
admite la posibilidad, optando por las normas de legitimación 
establecidas para el ámbito empresarial, y así señala que "cuando éste 
(el conflicto) afecte a distintas empresas.... tienen que actuar como 
demandantes y demandados, todos los emprésarios afectados y por los 
trabajadores, los Comités de Empresa de cada una de las referidas 
empresas..".
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conflictos relacionados con actuaciones conjuntas de un 
grupo de empresas, etc...; salvo estos supuestos 
excepcionales, que como se ha visto cuentan con algún 
precedente, resulta difícil encajar en la LPL el 
planteamiento de un único conflicto colectivo contra varias 
empresas concretas.
4 .- Conclusión .- Al margen de este último problema y 
como conclusión, el ámbito del conflicto será, en
principio, el de la norma o acuerdo sobre la que verse, 
salvo que una situación específica, en un ámbito inferior, 
justifique una reducción del mismo, lo que casi siempre 
podrá ocurrir en el empresarial o inferior, al poder 
plantearse el conflicto en base a una práctica aplicativa 
concreta de esa empresa de la norma de ámbito superior, o, 
en otras palabras, la excepción de que el ámbito de la 
norma y del conflicto no coincidan se convierte, casi, en 
la regla; fijado el ámbito del conflicto, y siendo éste 
supraempresarial, cualquier sindicato o asociación
empresarial cuyo ámbito de actuación, según sus propios 
estatutos, sea igual o superior a aquél, ostentará 
legitimación activa.
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5.5.A.a.2.- Ambito empresarial o inferior.-
1) Empresarial . -
La legitimación activa por parte empresarial en el 
ámbito de empresa o inferior (centro, franja de 
trabajadores, etc...) corresponde exclusivamente al 
empresario (art. 151. c. LPL), y "a diferencia de lo que 
sucede con los sindicatos, la asociación empresarial en 
ningún caso podrá plantear un conflicto de ámbito 
empresarial o inferior (art. 151.b.)" ( 825 ), lo que no
impide que el empresario delegue en ella, o en cualquier 
otro representante, apoderándolos al efecto, pero, al 
existir esa relación de representación voluntaria, sigue 
siendo el empresario, bien que a través de un mandatario, 
quien interpone el conflicto.
2) Trabajadores
Por parte de los trabajadores la legitimación es muy 
amplia, pues, por un lado, la LPL regula en la letra c) del 
art. 151 unos supuestos específicos, pero al mismo tiempo, 
en la letra a), permite a cualquier sindicato interponer 
conflictos en ámbitos que se correspondan o sean inferiores 
al de su de actuación, sin excluir, a diferencia de lo que
825 .- CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 234.
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antes se expuso en relación con las asociaciones 
empresariales, el de empresa.
La interpretación conjunta de esos preceptos lleva a 
diferenciar los siguientes supuestos aludidos por la LPL:
1.- Organos de representación legal de los 
trabajadores.- El concepto parece claro pues, al hablarse 
posteriormente de representaciones sindicales, es claro que 
la LPL está aludiendo a la representación unitaria, es 
decir, a los comités de empresa y delegados de personal 
regulados en los arts. 62 y 64 ET.
a) Comités de empresa .- En el supuesto de que la 
representación unitaria la ostente un comité de empresa, la 
decisión de interponer el conflicto colectivo deberá 
acordarse por mayoría (826 ), aunque no será necesario 
acreditar expresamente un acuerdo formal, bastando, en tal 
sentido, la firma o actuación de la mayoría de los miembros 
del comité de empresa en el escrito que promueva el 
conflicto (827 ) . Esa necesidad, unida al carácter
826 .- art. 65.1. ET "se reconoce al comité de empresa capacidad, 
como órgano colegiado para ejercer acciones administrativas o 
judiciales... por decisión mayoritaria de sus miembros".
827 . - En tal sentido STCT 1-12-87, Ar. 29629, resuelve que "tal 
motivo no debe prosperar, pues, aún siendo cierto que al plantearse el 
conflicto no se acredita que hubiera mediado el acuerdo colegiado 
indicado, este ha de suponerse... porque los firmantes del escrito 
promotor constituyen mayoría de los respectivos comités de empresa".
En idéntico sentido STSJ (Valencia) 11-10-91 (1263/91), que
considerable admisible el conflicto pues en todo momento lo han 
sostenido 3 de los 5 miembros del comité de empresa.
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colegiado del órgano, impide que esta capacidad se atribuya 
individualmente a uno o varios de sus miembros, como 
claramente ha entendido la jurisprudencia (82e).
b) Delegados de personal Por su parte, dado el
carácter mancomunado (art. 62.2 ET) de la representación 
que ostentan los delegados de personal, debe entenderse
que, cuando estos sean tres, uno sólo de ellos no podrá
plantear conflicto colectivo, pues se debe instar mediante
actuación conjunta de los mismos; ahora bien, no debe 
exigirse unanimidad, bastando con que dos de ellos lo 
planteen, ya que no sería lógico, ni coherente con la 
finalidad de esta representación, ni con lo establecido 
para el supuesto de existencia de comité de empresa, que la
No basta, por contra, la firma de Presidente y Secretario si no se 
acredita que se ha delegado en ellos o que existe un acuerdo 
mayoritario sobre la interposición del conflicto, como señala, por 
ejemplo, SAN 29-5-91, Ar. 2996.
En contra de las resoluciones primeramente citadas y considerando 
que el carácter colegiado del órgano exigiría un acuerdo expreso 
adoptado de forma regular en una de sus reuniones, FERNANDEZ LOPEZ, 
MARIA FERNANDA, ("Funcionamiento del comité de empresa y procedimiento 
de conflicto colectivo" Revista de Política Social, n2 140/1983, pags. 
241 a 254). En parecidos términos RODRIGUEZ SANTOS, ("Comentarios...." 
op. cit. pag. 291), quien indica que el comité deberá adoptar un 
acuerdo "conforme a las normas que para ello disponga su reglamento 
interno...".
828 .- STCT 16-3-88 (2) Ar. 121 y 124, son claras en cuanto a la
imposibilidad de instar conflicto colectivo por varios miembros que son 
una minoría de la representación unitaria de una empresa.
En el mismo sentido STSJ (Madrid) 11-7-89, Ar. 32. y STSJ 
(Valencia) 27-1-90 (26/90).
Más categórica STSJ (Valencia) 5-10-90 (789/90) que exige que la 
mayoría en favor del planteamiento del conflicto se mantenga durante 
toda la tramitación del mismo.
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negativa de un delegado impidiese a la mayoría la
iniciación del procedimiento (829 ).
c) El supuesto de empresas con varios centros de 
trabajo.- Si la legitimación hasta aquí parece clara,
profundizando en el análisis surge algún otro problema,
pues debe recordarse que aquella se está reconociendo para 
los ámbitos de empresa o inferior, cuando es muy frecuente 
que la representación unitaria sea de centro de trabajo, es 
decir de ámbito inferior al empresarial, surgiendo así la 
duda de si dicha representación unitaria de centro podrá 
plantear conflictos en el ámbito de empresa.
Sin duda debe resultar de plena aplicación la solución 
establecida por el Tribunal Constitucional en relación con
829 .- En este sentido STSJ (Madrid) 24-10-89, Ar. 103, establece
expresamente que "es forzoso reconocer legitimación a los Delegados de 
Personal que representan mayoría".
La capacidad general de los delegados de empresa para promover 
conflictos colectivos parece innegable, y está reconocida en multitud 
de sentencias, de forma indirecta al resolver conflictos planteados por 
ellos, por ejemplo, STSJ (Valencia) 26-10-90 (884/90) STSJ (Madrid) 28- 
5-91, Ar. 2991; específicamente se aborda y reconoce dicha 
legitimación, por ejemplo, en STSJ (Aragón) 27-2-91, Ar. 1478; por 
ello resulta confuso el razonamiento de STSJ (Madrid) 18-7-89, Ar. 58, 
que tras reconocer dicha legitimación (en atención a la legislación 
precedente, de la que se deducía con igual claridad) expresa "Por otro 
parte, y en contra de lo que se sostiene en el recurso, no consta que 
el Delegado de Personal accionante hubiera procedido contrariando la 
voluntad de sus representados", cuando realmente la legitimación es 
independiente, en sí, de la propia voluntad de los representados.
En la doctrina BERCOVITZ y RODRIGUEZ CANO, RODRIGO, ("La actuación 
mancomunada de los delegados de personal en el Estatuto de los 
Trabajadores", Revista Española de Derecho del Trabajo n§ 6/1981) 
afirman, "Las opiniones contrarias se salvan, como es lógico, a través 
del juego de la mayoría. Lo que viene propiciado por el número impar 
que el Estatuto asigna en principio a los delegados de personal", 
citando también como elemento interpretativo la legislación civil sobre 
albaceazgo, comunidades de bienes, sociedades de base personalista, 
etc...
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la legislación precedente, en el sentido de exigir una 
actuación litisconsorcial, bajo la forma de litisconsorcio 
activo necesario, de las representaciones unitarias de 
todos los centros de trabajo afectados (B30). La vigencia 
de esta solución se admite, en general, por la doctrina 
(831).
830 . - La solución se consolida a partir de STCO 59/83 de 6 de
Julio, que niega la capacidad de un comité de centro de una sucursal 
bancaria de una provincia para plantear un conflicto con repercusión en 
todos los trabajadores del Banco, por lo que todos los restantes 
comités de empresa están afectados, ya que el comité accionante no 
representa más que a los trabajadores de su centro, no siendo admisible 
tampoco para el Tribunal que el citado comité reduzca el ámbito de un 
conflicto a sus representados, cuando su repercusión en un ámbito 
superior va a ser evidente.
Siguiendo esa doctrina es clara STCO 74/83 de 30 de Julio, que 
considera que la actuación conjunta de todos los comités 
representativos de los afectados es consustancial con los efectos 
generales de la sentencia que deba dictarse.
En la Jurisprudencia reciente puede verse STCT 1-12-87, ref.ar. 
29629, que considera correctamente planteado un conflicto al 
interponerlo la mayoría de las representaciones unitarias de todos los 
centros afectados.
A su vez, con el mismo fundamento, desestiman los conflictos por 
falta de legitimación activa al no haber accionado las representaciones 
unitarias de todos los centros afectados STCT de 28-2-89, 8-3-89 y 5-4- 
89, Ar. 101. 108 y 160.
A "sensu contrario", también, por ejemplo, STSJ (Madrid) 19-12-89, 
Ar. 220 y STSJ (Navarra) 19-2-91, Ar. 1133, que reconocen legitimación 
a un comité de centro en atención a que el conflicto afecta 
exclusivamente a ese centro y no a toda la empresa.
Más recientemente STSJ (Galicia) 30-8-91, Ar. 4816, que indica que 
no pueden plantear conflicto colectivo los representantes de algunos 
centros cuando el conflicto afecta a toda la empresa.
831 .- Así, por ejemplo lo exponen:
CRUZ VILLALON, ("Instituciones..." op. cit. pag. 234), "cuando el
ámbito sea empresarial, le corresponderá bien al comité intercentro, o 
bien a la globalidad de los comités de centro a través de una actuación 
en forma de litisconsorcio activo necesario".
En idéntico sentido, GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "El Proceso de
Conflictos....'1 op. cit. pag. 10.
También, aún sin afirmarlo expresamente, en virtud, de la
jurisprudencia a la que alude, IGLESIAS CABERO, "El Proceso de
Conflictos...." op. cit. pag. 1104.
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Por supuesto, si existe un comité intercentros, 
constituido al amparo del art. 63.3. ET., parece lógico que 
también él pueda plantear estos conflictos colectivos de 
ámbito superior al de un centro de trabajo, pero la 
realidad es que dudosamente tendría esa capacidad si no se
t
le reconoce expresamente en el convenio colectivo que 
acuerde su creación, a la vista del tenor literal del 
precepto mencionado, como se encargan de recordar algunas 
opiniones doctrinales y jurisprudenciales ( 832 ).
Por último, ALBIOL MONTESINOS, "El Sindicato.... " op. cit. pag.
106.
Para CASAS BAAMONDE y ESCUDERO RODRIGUEZ, ("Representación ___ "
op. cit. pags. 82 y 83), se trata de una exigencia que redunda en una 
posición promocional del Sindicato, pues "los órganos de representación 
unitaria necesitan del concurso de "todos los comités" afectados por el 
conflicto para reunir la legitimación requerida, lo que, como el propio 
Tribunal Constitucional reconoce, en conflictos supraempresariales se
convierte en muy difícil o imposible..........  las severas exigencias
litisconsorciales que pesan sobre la actuación procesal de los comités 
de empresa (y de los delegados de personal) no se trasladan a la acción
de los sindicatos....... El tratamiento de los sindicatos tiene un ...
carácter promocional, que queda al descubierto".
En parecidos términos PRADOS DE REYES, FRANCISCO J. 
("Representación unitaria y representación sindical en la empresa. 
Evolución de sistemas", Relaciones Laborales n2 7/1991, pags 22 y 23), 
quien afirma que "Para las representaciones unitarias la legitimación 
se acepta en la medida en que se acredite un intenso nivel de 
inmediación entre los respectivos ámbitos del conflicto y el órgano que 
estructura la representación... La exigencia...se relativiza 
ofreciendo, cuando menos, una mayor operatividad al sindicato para 
iniciar y tramitar el conflicto en la empresa, que a los órganos 
configurados en base a una directa relación de representatividad....".
832 .- Así lo exponen GARCIA-PERROTE ESCARTIN,("El Proceso de
Conflictos...." op. cit. pag 10) y DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS y 
GARCIA-PERROTE ESCARTIN ("Instituciones..." op. cit. pag. 422).
En el mismo sentido, por ejemplo, SAN 4-3-91, Ar. 1897, que 
reconoce legitimación al comité intercentros, por cuanto que el 
convenio que lo creó le equiparó en facultades a los comités de centro.
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d) La carencia de legitimación de las representaciones 
asamblearias Por último, y a  la vista de que los 
restantes supuestos de legitimación se refieren a 
estructuras sindicales, debe contemplarse el problema que 
plantea la posible legitimación de representaciones 
asamblearias o elegidas "ad hoc".
Al respecto puede afirmarse que "la atribución de 
legitimación colectiva no se efectúa en favor de cualquier 
representación más o menos formalizada, sino exclusivamente 
de las taxativamente mencionadas por la LPL" (833 ), entre 
las que no se pueden encuadrar las citadas, pese a que se 
ha defendido su legitimación al amparo del art. 37.2 CE 
(834). Ciertamente, en un primer momento, el TCT admitió,
833 .-CRUZ VILLALÓN, "Instituciones..." op. cit. pag. 233.
En el mismo sentido ALVAREZ SACRISTAN, ("Comentarios " op.
cit. pag. 536) señala, "Solamente están legitimados para la acción que 
se postula estos entes (representantes unitarios y sindicales). Los 
demás que existan o puedan existir, podrán accionar de una manera 
individual o mancomunada, pero no por el procedimiento de conflicto".
834 .- En tal sentido y con crítica hacia la solución legal SALA 
FRANCO, ("Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 351) expone que 
"Resultan finalmente excluidas de legitimación las asambleas de
trabajadores de dudosa exclusión a la vista de la generosa dicción
del artículo 37.2 de la Constitución".
Mas desarrollada la opinión en SALA FRANCO,("El sistema español de 
representación de los trabajadores", Revista de Treball, 9/1989, pag. 
18) " Por otra parte, llama la atención la negativa jurisprudencial a 
admitir que una representación asamblearia pueda incoar un 
procedimiento de conflicto colectivo de trabajo, a la vista del 
generoso tenor del artículo 37.2 de la Constitución. Podrá discutirse 
la oportunidad o inoportunidad de este último precepto, como de los 
paralelos preceptos constitucionales referidos al derecho de huelga 
(artículo 28.2.) y al derecho de negociación colectiva (artículo 37.1), 
pero jurídicamente la situación es la misma: Todos estos derechos
colectivos se reconocen en la Constitución indistintamente a las tres 
representaciones posibles: asamblearia, unitaria o sindical. Así pues 
del mismo modo que la negociación colectiva o el ejercicio de la huelga
pag. 641
interpretando el RDLRT, la legitimación de las asambleas de 
trabajadores o de las representaciones "ad hoc" (835 ), 
pero pronto cambiaría de criterio restringiéndola a las 
representaciones unitarias ( 836 ).
se reconocen a la representación asamblearia, debería reconocérsele 
también la posibilidad de plantear conflictos colectivos. Problema 
distinto será el de la eficacia jurídica de los medios de solución de
estos conflictos colectivos...... que, lógicamente habrá de
acomodarse.... a las limitaciones de la legitimación de los distintos 
sujetos actuantes".
835 .- En tal sentido STCT 28-3-78, Ar. 3320. ,
Un estudio al respecto de la admisión inicial de la legitimación 
de las representaciones asamblearias o "ad hoc", puede verse en
ZORRILLA RUIZ, MANUEL MARIA, ("Aplicación judicial y experiencias del 
Derecho del Trabajo en el período de transición democrática" 
Zaragoza(Instituto de Estudios Sociales-M2 de Trabajo) 1980, pags. 45 a 
47), concluyéndose, en aquella primera aproximación, que "son
representantes aptos para tal promoción, el o los trabajadores que, 
insertos (como nota el art. 18.1.a RDLRT) en su ámbito (delimitador de 
la categoría y especificativo de un interés superador del cúmulo de 
intereses individuales) gozan de la designación aclamatoria y típica de
la democracia directa que supone el experimento asambleario".
836 STCT 14-9-79 Ar. 5263 que establece "que la legitimación 
conferida a los representantes de los trabajadores "no puede referirse 
más que a aquellos representantes que legalmente ostentan esta
condición". También, STCT 23-10-80, Ar. 5515 y 26-1-81 y 11-12-81, Ar. 
594 y 7710, entre otras.
Esa doctrina ha perdurado hasta la actualidad y así STCT 5-10-88, 
Ar. 438/88 lo mantiene, en base a dos criterios, por un lado el
carácter ocasional de estas representaciones, por otro lado la
referencia a que el mismo problema (referido a la legitimación en la 
negociación colectiva) ha sido abordado y resuelto por el Tribunal 
Constitucional en Sentencias de 22 y 28 de Febrero y 13 de Diciembre de 
1983 sentando el principio de la primacía constitucional de los 
Sindicatos que dada la identidad de la razón del problema debe ser de 
aplicación para dilucidar estas cuestiones.
El Tribunal Constitucional en sentencias,47/1988 de 21 de Marzo y 
65/1988 de 13 de Abril ha establecido "obiter dicta" unos razonamientos 
que, aún referidos a la impugnación de convenios, justificarían la
posición jurisprudencial en materia de conflicto colectivo, por la 
similitud de planteamientos, y que se concretan del siguiente modo, 
".... la pretensión lo es de impugnación abstracta de normas laborales 
convenidas por razones de legalidad cuya estimación tendría efectos 
erga omnes respecto a un grupo, categoría o clase; el sujeto
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Con la actual LPL, la exclusión, en términos legales, 
parece clara, otro problema es que se ajuste a las 
previsiones constitucionales, y si bien es cierto que con 
arreglo al art. 37.2. CE cabría el reconocimiento de 
legitimación a estas representaciones asamblearias (837 ), 
e incluso sería coherente "con lo establecido e 
interpretado en el art. 28.2 del propio texto 
constitucional en relación a la huelga" (838 ), la propia 
generalidad del artículo citado hace difícil considerar que 
sea inconstitucional la exclusión de las mismas, pues, el 
reconocimiento a los trabajadores del derecho a adoptar 
medidas de conflicto colectivo, no es incompatible con una 
limitación, en un aspecto muy parcial, como es un concreto 
procedimiento de solución como el jurisdiccional, al igual
accionante, por ello, debe ser portador de un determinado tipo de 
interés, debe ser un sujeto colectivo, capaz de expresar o representar 
institucionalmente intereses de grupo, categoría o clase".
Lo que no parece plantear dudas es la imposibilidad de que un 
grupo de trabajadores, firmando todos juntos, planteen conflicto 
colectivo. En tal sentido STSJ (Madrid) 21-11-89, Ar. 169.
837 .- Otros argumentos como el citado por SALA FRANCO, y ALBIOL
MONTESINOS, ("Derecho Sindical", op. cit. pag. 538), aludiendo al art. 
18.1.a) del RDLRT que permite incoar la iniciación del conflicto "a los 
representantes de los trabajadores.... a instancias de sus
representados" lo que consideran referido a los representantes "ad hoc"
designados por las asambleas, no creo que sirviesen de justificación 
para admitir esa legitimación, pues la redacción del citado precepto no 
es la misma que la del art. 151 LPL, y éste es el que rige
específicamente la legitimación para plantear el proceso de conflicto
colectivo, por lo que debe entenderse que deroga cualquier otra 
regulación precedente, como sería la del RDLRT.
838 .- SALA FRANCO, y ALBIOL MONTESINOS, "Derecho Sindical" op.
cit. pag. 583.
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que el reconocimiento del derecho a la negociación 
colectiva, no impide que se excluya a la representación 
asamblearia de la negociación estatutaria; es más, la 
citada limitación, puede responder incluso a razones con 
suficiente entidad para justificarla, pues el conflicto 
colectivo, al ser gestionado, requiere una cierta 
estabilidad de quien lo haga, tanto por la duración de su 
tramitación, como por la capacidad para asumir los posibles 
compromisos y responsabilidades que de él se deriven, y si 
dicho carácter estable es claro (aún cuando jamás será 
absoluto como es obvio, pues siempre cabrá una revocación) 
en las representaciones unitarias electivas, y también en 
las estructuras sindicales, no lo es, por contra, en las 
representaciones asamblearias que, por otro lado, no asumen 
ninguna de las cargas que recaen sobre aquellas otras. A 
mayor abundamiento debe señalarse que la colectividad de 
trabajadores, representada por esas asambleas, no tiene a 
efectos procesales personalidad alguna, no sólo en el 
sentido estricto de personalidad jurídica, sino ni siquiera 
en un sentido más difuso, similar al que contempla la 
vigente Ley de Procedimiento Laboral para los grupos sin 
personalidad ( 839 ), pues, a diferencia de lo que ocurre 
con esas otras comunidades, los intereses de la 
colectividad profesional, laboral, gozan de un cauce de
839 art. 16.5. LPL, que dice que ".... Por las comunidades de 
bienes y grupos comparecerán quienes aparezcan como organizadores, 
directores o gestores de los mismos".
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defensa adecuado a través de la representación unitaria, 
por un lado, y por otro, mediante la representación
institucional otorgada a los Sindicatos, por lo que no se
evidencia una necesidad jurídica apremiante de concederle 
una capacidad directa para tutelar sus intereses (84°).
Estas son razones de suficiente entidad como para
justificar, aunque por supuesto no obligan a ello, el 
diferente trato que se da a las representaciones
asamblearias en relación con las representaciones unitarias 
y sindicales (841)* Es difícil que pueda considerarse que 
existe vicio de inconstitucionalidad en la LPL en este 
concreto aspecto, pues ni aparece contradicción con el art. 
14 CE, ni es un desarrollo totalmente restrictivo y sin 
justificación del propio art. 37.2., que además remitía
840 . - Ya se hizo mención de algunas sentencias que razonaban la
imposibilidad de plantear conflicto colectivo por los trabajadores 
directamente o por representantes elegidos "ad hoc". Al respecto, 
también son claras, STSJ (Madrid) 21-11-89, Ar. 169, y STCT 11-2-87, 
Ar. 4549, en el sentido de que el proceso especial de conflicto 
colectivo, por su propia naturaleza y finalidad, sólo cabe entre 
sujetos colectivos orgánicamente constituidos, portadores de los 
intereses generales de los trabajadores o en su caso de las empresas o 
de la propia empresa en su ámbito. No cabrá pues legitimar a elegidos 
en asambleas, como tampoco cabrá que los trabajadores planteen
directamente el conflicto colectivo, supuesto contemplado en la primera* 
de las sentencias citadas.
841 .- Pese a que SALA FRANCO, ("El sistema español...." op. cit.
pag. 18), opina que "a partir del momento en que la jurisprudencia...ha 
admitido la legitimación de sindicatos de notoria implantación... se ha 
abierto una brecha lo suficientemente ancha como para que entren 
también otro tipo de representantes....(como los asamblearios)".
Como he expuesto, ciertamente sería posible, y más aún cuando la 
vigente LPL admite la legitimación de cualquier sindicato sin exigirle 
una mínima implantación o representatividad, pero no creo que pueda 
sostenerse que existe exigencia legal o constitucional de ello.
pag. 645
expresamente a las limitaciones que estableciese la Ley,
por tanto, parece evidente que sólo ostentan legitimación, 
en la actualidad, para instar el procedimiento de conflicto 
colectivo en el ámbito empresarial o inferior, los comités 
y delegados de empresa y las representaciones sindicales, a 
que posteriormente me referiré.
Que la anterior sea la solución legal y que resulte 
constitucional y hasta encuentre justificaciones objetivas, 
como las expuestas, no quiere decir que no refleje una 
linea de discontinuidad que debiera evitarse. En efecto, si 
el conflicto laboral es una parcela de un sistema de 
relaciones laborales que juega, sobre todo, sobre tres 
pilares: derecho de negociación, declaración de huelga,
ejercicio de medidas de presión y planteamiento de 
procedimientos de solución, lo más lógico resulta que 
exista un tratamiento, sino unitario, sí lo más similar 
posible, de los sujetos capacitados para ejercitar las
facultades inherentes a cada uno de ellos, y no parece 
razonable ni conduce a una racionalidad del sistema de 
relaciones laborales que aparezca un sujeto legitimado para 
algunas facultades y no para otras sin que se aprecien 
condiciones objetivas que justifiquen ese diferente
tratamiento. Pues bien, en el caso de la legitimación
asamblearia, como señala SALA FRANCO en opinión que ya se 
ha reflejado (842 ), nada impide a los trabajadores
.-SALA FRANCO, "El sistema español...." op. cit. pag. 18.
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convocar huelga en una asamblea, tampoco existe ningún 
impedimento para que designen asambleariamente unos 
representantes que negocien con el empresario y alcancen 
acuerdos, que aún de eficacia contractual, son 
perfectamente posibles y lícitos; en cambio se les excluye 
totalmente del procedimiento de conflicto colectivo, 
llegándose al absurdo de que la asamblea puede en un mismo 
problema convocar huelga y, en cambio, no tiene posibilidad 
de instar una solución judicial. La discontinuidad parece 
clara y a  la vista de las garantías de que el Estatuto de 
los Trabajadores rodea los acuerdos asamblearios (843 ) no 
sería ilógico un replanteamiento de la solución legal.
2.- Sindicatos y órganos de representación sindical de 
los trabajadores.- La atribución de legitimación en este 
supuesto es más compleja, pues ya se expuso que los 
sindicatos pueden plantear conflictos en cualquier ámbito, 
según el tenor literal de la LPL, que no hace distinción 
alguna, a diferencia de las asociaciones empresariales a 
las que si que se reduce la legitimación al ámbito 
supraempresarial.
843 .- No solo en cuanto a la convocatoria (arts. 77 y 79 ET)
sino sobre todo en cuanto a la adopción de acuerdos (voto secreto 
de la mayoría de los trabajadores de la empresa o centro 
afectado, conforme al art. 80 E.T.).
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a) Sindicatos Por lo tanto, los sindicatos pueden 
plantear conflictos en el ámbito de la empresa o inferior 
( 844 ) / pero, a su vez, el art. 151 c) alude a los órganos 
de representación sindical de los trabajadores, 
legitimándolos también.
Esta situación ha llevado a sectores doctrinales a 
preguntarse si "¿serán los sindicatos, las secciones 
sindicales o los delegados sindicales, en su caso, los 
legitimados a este nivel? ¿o todos ellos?" ( 845 ).
De lo dicho al abordar la legitimación ,sindical en el 
plano supraempresarial se desprende, como se acaba de 
exponer, que los sindicatos lo pueden hacer, y en términos 
idénticos a como lo hacen en aquél ámbito, pues no de otra 
forma cabe interpretar la diferente regulación que se hace 
de la legitimación, al introducir para las asociaciones 
empresariales una exclusión expresa, que no se contempla 
para los sindicatos (B46).
844 Indirectamente son numerosas las sentencias que resuelven 
conflictos planteados por sindicatos en relación con una empresa 
concreta, por ejemplo, STSJ (Valencia) 19-9-91 (1118/91), 2-10-1991
(1211/91), 1-2-92 (157/92) y 27-2-92 (382/92).
Específicamente se aborda el problema en STSJ (Madrid) 29-1-91, 
Ar. 930, que reconoce dicha legitimación, sin que suponga obstáculo 
para ello que exista representación unitaria en la empresa.
También STSJ (Granada) 5-3-91, Ar. 2282, reconoce esa legitimación 
sindical en el ámbito de empresa.
SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 351.
846 En contra de esta opinión SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, 
"Derecho Sindical" op. cit. pag. 548, que entienden que la 
interpretación conjunta de los párrafos a) y c) del art. 151 LPL, y 
pese a la ambigüedad que tienen, exigiría entender que "serán estos
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b) Las secciones y los delegados sindicales Más 
problemas se plantean en relación con las secciones 
sindicales y los delegados sindicales, pues cabría 
plantearse si todas las secciones sindicales tienen derecho 
a plantear conflictos colectivos, o sólo las que se crean 
al amparo del art. 8.2. LOLS (847 ), o, aún en sentido más 
restrictivo, sólo los delegados sindicales.
La doctrina mantiene dos posturas, y así, para 
SAGARDOY BENGOECHEA es clara la legitimación de los 
delegados sindicales, mientras que las secciones sindicales 
no la tienen, aún cuando no es una afirmación categórica 
( 648 ) .
Sosteniendo la opinión contraria aparecen GARCIA- 
PERROTE, para quien "toda representación sindical está 
legitimada para promover el proceso y no únicamente las 
referidas en el art. 8.2 L0LS"(849 ); y CRUZ VILLALON,
últimos - entendiendo por tales las secciones sindicales de empresa - 
los únicos legitimados y no los sindicatos".
847 .- Es decir las de los sindicatos más representativos, o con
representación en los comités de empresa, o que cuenten con delegados 
de personal, art. 8.2. LOLS.
848 .- SAGARDOY BENGOECHEA, ("Puntos críticos...." op. cit. pag. 
156), indica, "... habrá que entender por tales los Comités de Empresa, 
delegados de personal y delegados sindicales. ¿Y las secciones 
sindicales? Es tema vidrioso, pero me inclino por la postura negativa".
849 GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "El Proceso de Conflictos "
op. cit. pag. 10.
También DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS, y GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN "Instituciones..." op. cit. pag. 423.
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quien afirma que "están legitimados  las
representaciones sindicales de los trabajadores - secciones 
y delegados sindicales-..." ( 850 ).
En posición algo confusa se sitúa IGLESIAS CABERO, 
pues, tras afirmar que la alusión a los órganos de 
representación sindical debe entenderse referida a 
secciones y delegados sindicales, y que ello es lógico 
pues, si el art. 87 ET y el art. 8 LOLS les confieren 
legitimación para negociar, no parece razonable negarles la 
posibilidad de promover acciones conflictivas, concluye que 
"por consiguiente, los órganos de representación sindical 
de los trabajadores serán los delegados sindicales, con el 
carácter y las facultades que les atribuye el artículo 10 
de la LOLS" (851 ). Realmente podría entenderse de esta 
opinión tanto que se sostiene la legitimación de delegados 
y secciones sindicales, que es lo que se afirma 
inicialmente, como sólo la de los delegados sindicales que 
es lo que se indica al final. El mismo autor en trabajos 
precedentes había indicado, tras reiterar el reconocimiento 
de legitimación a las secciones sindicales para plantear 
conflictos colectivos, que "la representación de las 
secciones sindicales la ostentan los delegados 
sindicales  cuando no hayan sido elegidos delegados
850 .- CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 233.
851 .- IGLESIAS CABERO, "El Proceso de Conflictos.." op. cit.
pag. 1102.
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sindicales, como sucede en las empresas de menos de 250 
trabajadores, las secciones sindicales deberán designar, 
por decisión mayoritaria, la persona o personas que hayan 
de actuar en su nombre..." ( 852 ). En definitiva parece 
reconocer la capacidad de cualquier sección sindical para 
plantear conflictos colectivos, pero específica que de 
existir delegados sindicales serán estos quienes, 
necesariamente, deban formular el conflicto en nombre de la 
sección.
Según creo, además de los sindicatos, es indiscutible 
la legitimación de todas las secciones sindicales ( 853 ) y 
delegados sindicales, salvo disposición en contra de los 
propios estatutos del sindicato a que pertenezcan. Las 
secciones sindicales a que se refiere el art. 8.2. LOLS 
deben tenerla, pues tienen capacidad negocial (art. 8.2.b. 
de la LOLS) y es sabido que una de las bases que permitió 
al Tribunal Constitucional la legitimación de los 
sindicatos, interpretando el RDLRT, fue precisamente la 
afirmación de que quienes pueden intervenir en la 
negociación de un convenio colectivo deben poder plantear
. - IGLESIAS CABERO, MANUEL, "Algunos aspectos de la acción 
sindical en la empresa", en Documentación Laboral (ACARL) n^ 23/1987, 
pags. 54 y 55.
853 . - La legitimación de las secciones sindicales para plantear
conflicto colectivo ha sido, expresa o tácitamente, aceptada por 
numerosas sentencias, por ejemplo, STCT 12-7-85, Ar. 4368; 20-11-86, 
Ar. 12787; 26-3-87, Ar. 7088; STSJ (Madrid) 19-9-89, Ar. 72, STSJ 
(Valencia) 5-12-90 (1089/90) SAN 10-7-91, Ar. 4660.
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un conflicto sobre el mismo (B54 ); conocida esta doctrina, 
no puede sostenerse que las secciones sindicales, a que se 
refiere el citado art. 8.2. LOLS, podrán firmar un convenio 
colectivo, pero no plantear conflictos en ese mismo ámbito 
en el que pueden negociar.
En cuanto a los delegados sindicales, parece obvia su 
capacidad, pues representan, a todos los efectos, a la 
sección sindical a la que pertenecen (art. 10.1. LOLS), y 
como por definición legal, en interpretación conjunta de 
los arts. 10.1 y 8.2. LOLS, las secciones sindicales que, 
en principio, pueden elegirlos son las que tienen 
legitimación negocial, parece claro que el delegado 
sindical también puede representar a la sección sindical a 
estos efectos. Cabría en todo caso plantearse alguna 
limitación al respecto en los propios estatutos del 
sindicato, pero desde luego, de no existir, el delegado 
sindical puede plantear conflictos colectivos (855 ), y 
está claramente aludido en la LPL, al hablar de órganos de 
representación sindical, precisamente por el carácter 
representativo de la sección sindical que tiene.
854 .-STC0 70/1982 de 29 de Noviembre, ya aludida.
855 . - Los pronunciamientos de los órganos jurisdiccionales,
directa o indirectamente reconocen indiscutible legitimación al 
delegado sindical. En tal sentido, por ejemplo, STSJ (Madrid) 30-4-91, 
Ar. 2669, STSJ (Valencia) 31-10-1991 (1450/91), ó STSJ (Galicia) 28-5-
91, Ar. 3111, estimando conflicto colectivo planteado por uno o varios 
delegados sindicales.
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Más dudoso es el problema respecto a las secciones 
sindicales no comprendidas en el art. 8.2. LOLS, pero, por 
coherencia legal, debe reconocérseles legitimación, pues si 
la tiene el sindicato a que pertenecen, no se ve la "ratio 
legis" que podría existir para negar idéntica legitimación 
a la sección sindical, que puede ser incluso, por 
definición estatutaria del propio sindicato, el órgano 
competente para instar la acción conflictiva en el ámbito 
empresarial. No sería comprensible que la amplitud en la 
legitimación sindical, se convirtiese en restricción al 
abordar la de las secciones sindicales. Por ello, al no 
establecer mayores limitaciones, la LPL ha querido 
establecer una amplia legitimación de los órganos de 
representación sindical para plantear conflictos 
colectivos, de manera que todas las secciones sindicales y 
delegados sindicales estén capacitados para ello.
Habrá que introducir simplemente dos matizaciones; 
cuando haya varios delegados sindicales que representen a 
una misma sección sindical deberá plantearse el conflicto 
por acuerdo mayoritario de los mismos, pues ninguno ostenta 
en exclusiva la representación de aquella, o, en todo caso, 
deberá hacerse en cumplimiento de acuerdo adoptado por la 
sección sindical.
Por otro lado, como las secciones sindicales pueden 
estar estructuradas a nivel de centro de trabajo, en el 
supuesto de que, con esa estructura, pretendan plantear un 
conflicto de ámbito empresarial, será exigible la actuación
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litisconsorcial de las diferentes secciones del mismo 
sindicato en cada uno de los centros afectados, en 
identidad de condiciones a cuanto antes se expuso en 
relación con las representaciones unitarias (856 ).
Puede verse, pues, que la regulación de la 
legitimación activa se produce en términos muy amplios en 
la LPL, lo que llevará a problemas en cuanto a la 
legitimación pasiva, y en relación con la eficacia de la 
sentencia.
856 .- En este sentido GARCIA-PERROTE ESCARTIN, ("El Proceso de
Conflictos...." op. cit. pag. 10), expone, "...igual exigencia 
consorcial padecerán las representaciones sindicales de sindicatos que 
actúen en un ámbito superior al de empresa, si.... aquellas están 
constituidas en los centros de trabajo y no en la empresa y el ámbito 
del conflicto se extiende a esta...".
En tal sentido STSJ (Madrid) 19-9-89, Ar. 72, es clara en cuanto a 
que, si la sección sindical está constituida a nivel de centro de 
trabajo, no puede plantear un conflicto colectivo que afecte a toda la 
empresa.
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5.5.A.b.- Legitimación pasiva.-
La regulación de la legitimación pasiva en el proceso 
de conflicto colectivo es posiblemente el aspecto que se ha 
tratado con mayor insuficiencia en la LPL, como fácilmente 
se deducirá de cuanto a continuación se expone.
En numerosos puntos la solución legal hay que 
suponerla y, desde luego, no siempre es la única posible 
con arreglo al tenor literal de la propia norma.
El estudio debe hacerse abordando dos posibilidades 
claramente diferenciadas: que el conflicto lo inicien los
trabajadores, o los empresarios, y, en cada uno de ambos 
casos, habrá que distinguir en función de que el ámbito sea 
empresarial o supraempresarial.
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5.5.A.b.l.- Conflicto iniciado por los empresarios.-
1) ámbito empresarial.
En este caso la legitimación pasiva la tendrán los 
representantes de los trabajadores en el ámbito del
conflicto, es decir en el centro o centros de trabajo, o en
la empresa que resulten afectados.
En definitiva la legitimación pasiva correspondería, 
por similitud con lo regulado para la activa, y por ser las 
representaciones de los trabajadores en el centro o 
empresa, a las representaciones unitarias (comités de 
empresa o delegados de personal) y sindicales (secciones 
sindicales y delegados de personal).
Ahora bien, ¿tendrá que demandar, necesariamente, el 
empresario a ambas representaciones en conjunto?. En 
algunas opiniones parece entenderse que sí ( 857 ), pero
parece más razonable que el empresario pueda limitarse a 
demandar a la representación unitaria, sin necesidad de 
hacerlo a la sindical, pues, aún cuando cada una tiene sus 
ámbitos, si se demanda a la primera ostenta la 
representación de todos los trabajadores del centro o
empresa afectada, por lo que no sería necesario incidir en
857 .- CRUZ VILLALON, ("Instituciones..." op. cit. pag. 235),
"Si, por el contrario, es el empresario quien actúa como demandante, 
será la representación unitaria y sindical (quien actuará como 
legitimado pasivo)".
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una nueva representación de parte de ellos (85B). Por 
contra, demandar sólo a las representaciones sindicales no 
parece claro, pues el proceso busca una eficacia general 
(en el ámbito, en este caso concreto, empresarial o de 
centro de trabajo), y por tanto habría que garantizar la 
máxima representatividad de los afectados, por ello, aún 
cuando el empresario demandase a todas las secciones 
sindicales existentes, lo que es además lógico pues todas 
ellas tenían legitimación activa, quedarían, en hipótesis, 
otros trabajadores no representados, al menos directamente, 
por dichas secciones sindicales; pese a lo anterior, cabría 
defender la posibilidad de demandar sólo a las secciones 
sindicales si ostentasen representación suficiente para 
concluir un convenio colectivo estatutario de aplicación 
general, pues, en este caso, el empresario y las citadas 
secciones sindicales estarían capacitados, sin necesidad de 
la presencia ni muchos menos de la conformidad de la 
representación unitaria, para suscribir, en el marco del 
propio proceso de conflicto colectivo, una conciliación con
858 . - Ciertamente, en estos casos, lo habitual es que las 
empresas planteen el conflicto contra la representación unitaria y las 
resoluciones judiciales no aprecian que ello constituya defecto 
procesal, pero no pueden citarse realmente como precedentes, pues 
generalmente no consta en ellas si existen representaciones sindicales 
en la empresa.
Pueden verse, como ejemplos en ese sentido, y con la falta de 
referencia mencionada hacia la existencia de otras representaciones, lo 
que disminuye su valor interpretativo:
STSJ (Valencia) 28-11-91 (1677/91), que resuelve conflicto
planteado por una empresa exclusivamente contra los delegados de 
personal.
STSJ (Valencia) 16-10-91 (1301/91), que resuelve conflicto
planteado exclusivamente contra el comité de empresa.
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eficacia general, que impediría la prosecución del propio 
proceso (art. 153.2 LPL). Si la presencia de la 
representación unitaria, en ese concreto supuesto, no es 
precisa para lograr esos efectos, difícilmente puede 
sostenerse la obligación de que aparezca como demandada 
cuando concurran esas circunstancias.
Así pues, el empresario tiene la opción de tramitar el 
conflicto sólo contra la representación unitaria o 
conjuntamente contra ésta y las sindicales, e incluso la 
posibilidad de tramitar el pleito sólo contra las últimas, 
cuando concurran las especiales circunstancias a que antes 
se aludió.
Esta posibilidad de no tener que demandar 
necesariamente a ambas representaciones parece implícita en 
la facultad reconocida a los órganos de representación 
legal o sindical (art. 152 LPL) para poder personarse en el 
proceso, aunque no lo hayan iniciado, pues ese precepto 
está pensando tanto en el supuesto de que una 
representación se persone en el conflicto iniciado por la 
otra, como en la posibilidad de personarse en el iniciado 
por el empresario frente a una de ambas representaciones. 
Igualmente, parece implícita en el art. 153.2. LPL, en 
cuanto regula la posibilidad de alcanzar una conciliación 
con eficacia general, sin que de su tenor se deduzca que 
sea necesario, para ello, la concurrencia de ambas 
representaciones, sino todo lo contrario.
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En la jurisprudencia anterior a la LPL existe algún 
precedente en el que, demandado un comité de empresa, se ha 
estimado, incluso, la falta de legitimación pasiva de una 
sección sindical, considerando que "el órgano natural de 
defensa y representación de los trabajadores de la empresa, 
vía mentado ex art. 63.1. del Estatuto de los Trabajadores, 
es el Comité de Empresa el cual solo cuando así actúa, 
...es suficiente para atraer en calidad receptiva, los 
efectos de la acción entablada" ( 859 )/ y aún cuando los 
motivos por los que se estimó la falta de legitimación 
pasiva no serían aplicables al supuesto contemplado, las 
consideraciones acerca de la suficiencia del comité para 
ostentar en exclusiva la legitimación pasiva, si que pueden 
persistir con la nueva LPL.
Por otro lado, parece casi innecesario reiterar que, 
cuando las representaciones estén constituidas a nivel de 
centro y el conflicto sea a nivel empresarial, todas las de 
cada uno de los centros afectados deberán ser demandadas, 
pues todas ellas tienen legitimación pasiva y deben ser 
oídas, por ostentar, cada una, la representación de 
diversos colectivos de trabajadores.
Por último, cabe pensar en un conflicto que afectase 
sólo a los afiliados a un determinado sindicato, por 
ejemplo por un acuerdo suscrito por el mismo con la 
empresa. En estos casos sería admisible que el conflicto se
859 .-En tal sentido STCT 28-2-89 Ar. 102.
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dirigiese únicamente contra la sección sindical afectada, 
en virtud de que los únicos trabajadores comprendidos en el 
ámbito del conflicto son los que ella representa; es más, 
cuando el empresario plantee el conflicto en relación con 
un acuerdo, o compromiso suscrito con determinadas 
secciones sindicales, me parece necesario que sean 
demandadas, sin que en este caso pueda entablarse el 
conflicto únicamente con el comité de empresa, pues las 
secciones sindicales afectadas tendrían un interés directo 
y específico, en cuanto firmantes del ,acuerdo, que 
justifica la obligación de llamarlas al proceso. 
Exactamente igual habría que decir en el supuesto inverso, 
es decir, cuando el conflicto versase sobre algún pacto 
suscrito con el comité de empresa, en cuyo caso éste debe 
ser demandado necesariamente (860 ).
860 .- Este supuesto lo ha contemplado expresamente la
jurisprudencia, si bien en conflictos iniciados por un sindicato y en 
cuestiones que hoy, sin duda, tendrían que plantearse en procedimiento 
de impugnación de convenios, por ejemplo STCT 15-3-89 Ar. 131. La 
doctrina establecida en el sentido de "que ambas partes contratantes 
(empresa y comité) deben ser oídas en el proceso en el que se pretende 
anular el acuerdo por ellas conseguido", es de plena aplicación cuando 
el conflicto lo inicie el propio empresario, si bien como veremos, en 
conflictos sobre cuestiones estrictamente interpretativas de convenios 
colectivos no se ha sido muy consecuente con esta solución. Al 
respecto, por ejemplo, SAN 10-7-91, Ar. 4660, en solución que no 
parece acertada como posteriormente se razonará, entiende que planteada 
una cuestión interpretativa en relación con un convenio de empresa por 
una sección sindical, es innecesaria la presencia en el litigio del 
comité de empresa, que fue el firmante del convenio, bastando con la 
actuación sindical en representación de los trabajadores.
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2) ámbito supraempresarial.-
Mucho más compleja que en el supuesto anterior parece 
la solución en este ámbito. Desde luego no creo que sea 
considerar que "si el demandante es la asociación 
empresarial, legitimados, pasivos serán los sindicatos cuyo 
ámbito de actuación se corresponda o sea más amplio que el 
del conflicto" (861)* porque pueden ser innumerables los 
sindicatos que estén en esas circunstancias.
Por otro lado, parece evidente que tampoco puede 
dejarse en manos de la asociación empresarial elegir su 
contrario.
Pero, pese a lo anterior, lo cierto es que la LPL no 
contiene reglas.
Sin duda habría que diferenciar dos supuestos:
1 .- Conflictos relacionados con la interpretación de 
un convenio o pacto colectivo .- Cuando se trate de un 
conflicto relacionado con la interpretación de un convenio, 
acuerdo o pacto, parece que la legitimación pasiva la 
tendrán todos sujetos representativos de los trabajadores 
firmantes de dicho acuerdo.
En este sentido, la asociación empresarial que quiera 
demandar deberá dirigir su demanda contra todos los 
sindicatos firmantes.
El interés evidente de cualquier firmante de un 
acuerdo, por participar en un litigio planteado en relación
.- CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 235.
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con la interpretación del mismo, litigio del que pueden 
derivarse consecuencias para él, se enmarca perfectamente 
en el concepto de interés legítimo del art. 24.1 CE, y, por 
tanto, debe ser objeto de la tutela judicial efectiva, que 
exigirá se oiga en el proceso al titular de aquél.
En la interpretación jurisprudencial anterior a la 
actual LPL existen precedentes en tal sentido ( 862 ) y 
resulta la solución más lógica y posible, y desde luego 
legalmente exigible si el conflicto lo inicia una 
asociación empresarial.
En cuanto a la obligación de demandar a otras 
asociaciones empresariales firmantes del acuerdo, deberá 
sostenerse siempre que se pretenda la nulidad total o 
parcial del acuerdo, aunque en esos casos se tratará de un 
proceso de impugnación de convenios colectivos en el que 
así resulta exigible, o, en coherencia con las soluciones 
judiciales citadas, cuando las mismas pueden verse 
afectadas directamente por los resultados del conflicto 
( 863 ), pero es muy dudoso que en otros casos lo deban ser, 
pues, si del litigio no pueden derivarse obligaciones para
862 .- En tal sentido STCT 22-2-90, Ar. 45, "es necesario oír y 
darles posibilidad de hacer sus alegaciones, de acuerdo con el art. 24 
de la Constitución a los firmantes del acuerdo...". También STCT 15-3- 
89, Ar. 131, aunque referida a un acuerdo suscrito en el ámbito de una 
empresa.
863 .- Al respecto en un conflicto colectivo en solicitud del 
deber a negociar STSJ (Valladolid) 15-6-91, Ar. 4319, establece con 
toda claridad el principio de que sólo deben constituirse como partes 
quienes puedan resultar directamente afectados.
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ellas, no ostentan legitimación pasiva. Pese a ello, como 
posteriormente se estudiará en relación con la legitimación 
sindical, con conclusiones que serían de plena aplicación a 
este supuesto, hubiese sido más lógico introducir 
soluciones litisconsorciales y llamar al proceso a todos 
los firmantes de un acuerdo o pacto, en virtud del interés 
que les alcanza en el mantenimiento del mismo, incluso en 
vía interpretativa.
2 .- Conflictos relacionados con normas sin origen 
convencional Cuando el conflicto verse sobre cuestiones
de interpretación o aplicación de normas no convenidas 
supuesto no demasiado frecuente en el ámbito 
supraempresarial - determinar la legitimación pasiva es 
más complejo.
Insisto en que no se puede acudir a la necesidad de 
demandar a todos los sindicatos con actuación en el ámbito 
del conflicto, lo que sería tanto como hacer inviable el 
proceso, por el elevado número de éstos.
Por otro lado, es cierto que, aún cuando refiriéndose 
a la legitimación activa, la jurisprudencia estableció la 
imposibilidad de aplicar, en general y de manera 
automática, al proceso de conflicto colectivo las reglas 
sobre legitimación establecidas para la negociación
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colectiva ( 864 ), pero, en este aspecto particular, debería
buscarse la solución a través de ellas, pues es la única
coherente con la filosofía de la propia LPL. En efecto, y 
como anteriormente quedó expuesto en relación con el ámbito 
empresarial, debe pensarse que en este litigio podría 
llegarse a una conciliación, con valor de convenio
colectivo y eficacia general para todos los afectados por 
el proceso, si dicho acuerdo se suscribe con arreglo a las 
reglas de legitimación previstas para la negociación 
colectiva (art. 153.2 LPL); pues bien, si con la presencia 
de determinadas asociaciones sindicales y empresariales es 
posible suscribir una conciliación con eficacia general, no 
debe ser obligatoria la presencia de ningún otro sujeto 
colectivo para considerar el proceso correctamente 
planteado, y admitir una sentencia con igual alcance al que 
tendría el posible acuerdo antes aludido. Resultaría
absurdo exigir la presencia en juicio de un sujeto, cuya 
concurrencia no sería necesaria para adoptar un acuerdo de 
eficacia general, que, además, excluiría la propia 
posibilidad de continuar el litigio.
Así pues, en estos conflictos, la legitimación pasiva, 
la ostentan las organizaciones sindicales con cuya 
presencia sería suficiente para que se suscribiese, en el 
mismo ámbito afectado por el conflicto, un convenio
864 .- En tal sentido SAN 26-6-90, Ar. 96, que matiza que "por
consiguiente, las reglas relativas a la legitimación y 
representatividad de los negociadores de un convenio colectivo, no son 
aplicables al conflicto colectivo jurídico...".
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colectivo estatutario; no siendo necesaria la presencia de 
ningún otro sindicato no comprendido entre los anteriores, 
pese a ostentar legitimación activa en ese mismo ámbito.
En último extremo, cabe pensar en un conflicto que 
afectase sólo a determinado sindicato o sindicatos, como 
algunos de los que se plantean en relación con el Derecho 
Sindical, en cuyo caso, obviamente, sería aquél, o éstos, 
quienes ostentarían la legitimación pasiva.
En cuanto a la obligación de que la asociación 
empresarial demandante tuviese que llamar al procedimiento 
a otras asociaciones empresariales, debe concluirse que no 
existe, pues esas asociaciones empresariales no pueden 
satisfacer la pretensión de la primera, y por tanto, en 
principio, no ostentan legitimación pasiva, remitiéndome, 
en aras a la brevedad, a cuanto se expondrá al hablar de 
las situaciones litisconsorciales en el plano sindical, 
donde el problema se plantea con mayor claridad.
pag. 665
5.5.A.b.2.- Conflicto iniciado por los trabajadores.-
1) ámbito empresarial o inferior.
En este caso la solución es la más clara de cuantas se 
desprenden de la LPL, pues si en ese ámbito la legitimación 
activa corresponde en exclusiva al empresario, él debe ser 
también el único que ostentará legitimación pasiva en un 
conflicto iniciado por los trabajadores (e65 ).
En cuanto a la posibilidad de que, ,si inicia el 
conflicto un sindicato o representación sindical, deba 
demandar a las restantes representaciones sindicales o a 
los representantes unitarios que no hayan promovido el 
conflicto, conforme a la LPL no resulta fácil sostenerla, 
desde el momento en que quien promueve el conflicto lo hace 
en interés de todos los trabajadores de la empresa, y no 
sólo de sus representados ( 866 ), en todo caso me remito a 
cuanto al respecto se contempla en el ámbito
865 .-En este caso la doctrina parece unánime, así por ejemplo 
IGLESIAS CABERO, ("El Proceso de Conflictos..." op. cit. pag. 1105) 
expone "Que el conflicto afecte a la empresa o a un ámbito inferior, en 
cuyo caso solamente los empresarios están legitimados, activa o 
pasivamente, para ser parte en procedimiento de conflictos colectivos".
En idéntico sentido CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. 
pag. 235.
866 .- Al respecto es clara STSJ (Valencia) 5-11-90 (5p/90), en
el sentido de que promovido el conflicto por un sindicato no tiene 
necesidad de llamar al proceso a los comités de los diversos centros 
pues "por esencia la acción ejercitada trata de alcanzar el interés 
general de todos los trabajadores de la empresa demandada" que ya se 
encuentran representados por el sindicato accionante por lo que 
carecería de sentido una "doble representación".
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supraempresarial y a la crítica que de esa solución legal 
expondré.
2) ámbito supraempresarial.
Al contemplar este ámbito surgen dos cuestiones, pues, 
por un lado, hay que plantearse quien ostentará la 
legitimación pasiva en relación con los empresarios 
afectados; pero, por otro lado, hay que plantearse si, a la 
vista de la amplitud con que se ha regulado la legitimación 
activa, resultaría obligado en algún caso que el litigio se 
dirigiese contra otro sindicato, o representación de los 
trabajadores, distintos del que lo ha iniciado.
1 .- La legitimación pasiva de las representaciones 
empresariales En cuanto a la primera cuestión,
generalmente, las opiniones doctrinales se limitan a 
indicar la legitimación pasiva de las asociaciones 
empresariales (867 ) . En este caso, y aún cuando con 
incidencia más reducida dado el menor grado de pluralismo 
que existe en el asociacionismo empresarial, se plantea el 
mismo problema que se analizó con anterioridad al abordar 
la legitimación pasiva de los sindicatos. Cabe pensar en un 
conflicto en cuyo ámbito existiesen numerosas asociaciones
867 .- Así por ejemplo, CRUZ VILLALON, ("Instituciones..." op.
cit. pag. 235), señala, "En el caso de que quien interponga la demanda 
sea una representación de los trabajadores, actuará como legitimado 
pasivo el empresario o la asociación empresarial, según el ámbito del 
conflicto.".
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empresariales, y no es claro que todas ellas deben ser 
demandadas.
La solución debe ser idéntica a la expuesta para la 
legitimación pasiva sindical; es decir, existirá obligación 
de demandar a aquellas que, de mediar una conciliación, 
serían suficientes para conceder eficacia general a la 
misma. Las restantes pueden ser demandadas, pero no 
resultará necesario para que la relación procesal se 
encuentre correctamente constituida.
Por otro lado, en conflictos que afecten sólo a una o 
varias asociaciones empresariales, lo que puede ser 
frecuente en conflictos de los denominados "impropios", 
concretamente los referidos a materias sindicales, sólo las 
afectadas deberán ser demandadas, pues son las únicas que 
realmente podrían verse obligadas por la sentencia que se 
dictase.
2 . - L a  posible legitimación pasiva de otros 
sindicatos. La solución legal En cuanto a la segunda
cuestión, la pregunta no es superflua, pues, desde el 
momento en que se reconoció la legitimación sindical para 
plantear conflictos colectivos y, además, extendiendo dicha 
legitimación al sindicato con implantación, numerosas voces 
doctrinales pusieron de relieve los problemas que planteaba 
compaginar una sentencia de eficacia general, con la 
presencia única en el proceso de un sindicato minoritario, 
proponiendo, esa misma doctrina, acudir a situaciones 
litisconsorciales para garantizar la presencia en el
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proceso de una suficiente representación de los 
trabajadores afectados ( 868 ), al menos en conflictos sobre 
aplicación de un convenio, en cuyo caso, se defendía que 
"el procedimiento administrativo ha de exigir su 
formalización por quienes han negociado o convenido, o, si 
se inicia por otro u otros legitimados, o a quienes se 
conceda legitimación, que se traiga a los mismos al 
procedimiento y eventualmente al proceso" (869 ), e incluso 
se apuntaba que, esa exigencia de litisconsorcio pasivo, 
estaría justificada en la propia representatividad de los 
sindicatos que así serían llamados al proceso, y en la 
evitación de defensas procesales incorrectas, aún cuando se 
admitía que esa solución litisconsorcial plantearía en 
múltiples ocasiones problemas, por el número de sindicatos 
a convocar al proceso, su identificación, la determinación
668 En tal sentido BAYLOS GRAU, ANTONIO, ("Algunas notas sobre 
la legitimación sindical para promover el procedimiento de conflictos 
colectivos" Revista Española de Derecho del Trabajo, n^ 12/1982, pag. 
624), "Reconocida la legitimidad... a los sindicatos con implantación 
en el ámbito del conflicto, parece congruente con el propio carácter 
del procedimiento y con la sentencia colectiva que pone fin al mismo, 
que intervengan necesariamente en el mismo aquellas otras entidades 
representativas afectadas por el objeto del litigio y, especialmente, 
aquellas que también gozan de notoriedad en la calificación de 
implantación...".
En parecidos términos ALONSO GARCIA, "La legitimación para 
formalizar Conflictos Colectivos y la Sentencia del Tribunal 
Constitucional de 29 de Noviembre de 1982" en AA.W. "Jurisprudencia 
Constitucional y Relaciones...." op. cit. pag. 450.
También, más matizadámente, GARCIA-PERROTE ESCARTIN,
("Legitimación...." op. cit. pag. 98), señalando las dificultades que 
plantea su presencia como codemandados, por lo que matiza que habría 
que analizar la forma concreta en que deberá garantizarse su presencia.
869 .- ALONSO OLEA, y CASAS BAAMONDE, "Derecho del Trabajo" op.
cit. (11§ edición) pag. 814.
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de su grado de implantación, etc...., por lo que se 
consideraba necesario que el texto articulado de la LPL 
precisase con claridad las representaciones que debían ser 
llamadas, en estos procesos, como contraparte (87° ).
Pues bien, pese a las anteriores opiniones
t'
doctrinales, la LPL nada dice sobre la posible existencia, 
en estos supuestos, de un nlitisconsorcio pasivo 
necesario", y ello lleva a considerar que el silencio legal 
debe ser entendido en sentido negativo, para lo que pueden 
exponerse tres razones:
a) La propia doctrina del Tribunal Constitucional, que 
se menciono con anterioridad y que nace con su sentencia de 
29 de Noviembre de 1982, que, al reconocer en estos 
procesos legitimación activa a los sindicatos, lo hacía 
sobre la base de atribuirles "la función de protección y 
defensa de todos los trabajadores, distanciándose de la 
figura del sindicato representativo de sus afiliados, para 
contemplarlo como un instrumento de defensa y protección de 
todos los trabajadores" (871)*
b) La jurisprudencia ordinaria, consolidada en 
interpretación de la doctrina constitucional, que negaba
870 . - Esa es la opinión, sintetizada, de CRUZ VILLALON, "La
intervención de las representaciones...." op. cit. pag. 310.
. - Como recoge SAN 26-6-90, Ar. 96.
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expresamente la necesidad del litisconsorcio pasivo 
necesario en el supuesto comentado ( 872 ).
c) La propia facultad reconocida en el art. 152 LPL de 
comparecer en el proceso no iniciado por ellos a los 
sindicatos representativos, facultad que no tendría 
demasiado sentido si se exigiese un litisconsorcio pasivo 
necesario pues serían estas organizaciones a las que habría 
que llamar, normalmente, al proceso en virtud de esa 
situación litisconsorcial y carecería de lógica decir que 
pueden personarse en un proceso en el que, necesariamente, 
han de figurar como parte.
Por estas razones, además de por el silencio de la 
Ley, que es significativo en un tema al que perfectamente 
podía haber aludido por ser suficientemente conocido y 
debatido doctrinal y jurisprudencialmente, debe entenderse 
que la LPL no obliga a ningún litisconsorcio pasivo, en 
términos generales - pues en temas particulares puede venir 
impuesto, como, por ejemplo, cuando un sindicato accione en 
relación con un acuerdo contractual suscrito por otro con
872 . - Sin remontarme a Jurisprudencia más antigua, que puede
estudiarse específicamente en cuanto a este tema, por ejemplo, en 
GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "Legitimación...", op. cit. pags. 93 a 98; 
entre las más recientes en tal sentido: SAN 16-4-90, Ar. 74, que indica 
que "no es necesario en estos procesos traer a otros sindicatos porque 
cada uno defiende los intereses de los trabajadores, sin reducirse a 
sus afiliados...".
En el mismo sentido la ya citada SAN 26-6-90, Ar. 96.
También en la doctrina de los Tribunales Superiores de Justicia, 
por ejemplo, STSJ (Galicia) 14-8-91, Ar. 4811, que razona la falta de 
necesidad del litisconsorcio pasivo necesario, en que el conflicto no 
afecta directamente al sindicato sino a los trabajadores que ya están 
en el proceso por sustitución procesal a través de quien promueve el 
conflicto colectivo.
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una asociación empresarial, en cuyo caso parece evidente 
que ambos firmantes deberán ser llamados como afectados 
directamente por el litigio-. En todo caso cabrá estimar, 
pues, que debe existir el litisconsorcio pasivo necesario 
sólo cuando la acción entablada por un sindicato pueda 
perjudicar los intereses de otro sindicato, pero en cuanto 
tal, no en cuanto representante de los trabajadores, pues 
estos ya están representados por el sindicato demandante, 
por escasa que sea su implantación.
Estas mismas consideraciones serían vál'idas para los 
problemas que en idéntico sentido se plantean en cuanto a 
la legitimación empresarial.
3 .- Crítica de la solución legal: conflictos sobre 
interpretación de acuerdos colectivos .- Aunque esa sea la 
solución legal, no parece que sea la más acertada cuando el 
conflicto verse sobre la aplicación o interpretación de un 
pacto colectivo, pues omite cualquier valoración del 
interés propio que puedan tener los firmantes en cuantas 
cuestiones generales se planteen en relación con la 
administración del acuerdo por ellos suscrito, contemplando 
la negociación colectiva con una visión excesivamente 
estática.
El interés de los sujetos colectivos no se agota con 
la firma del acuerdo, sino con el exacto cumplimiento del 
mismo, y por ello existían razones más que justificadas 
para que, como sostenían ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE, en 
opinión a que antes me he referido y que comparto
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plenamente, la LPL hubiese establecido un litisconsorcio 
pasivo necesario en cualquier proceso de conflicto derivado 
de un convenio colectivo, obligando a demandar a todos los 
firmantes del mismo, lo que no plantearía excesivos 
problemas, pues, en función de la propia regulación de la 
legitimación negocial, ni pueden ser muchos, ni existen 
problemas para su identificación.
No se aprecian las razones por las cuales la Ley ha 
omitido la mención expresa a una solución que no resulta 
compleja, y que potenciaría la gestión de los sujetos 
negociadores en la administración del convenio, lo que es, 
desde luego, beneficioso para el propio desarrollo de la 
negociación colectiva, además de que favorecería la mejor 
defensa de los intereses de los trabajadores y la 
posibilidad de acuerdos conciliatorios con eficacia 
general.
Si la anterior es la solución más razonable, cabe la 
posibilidad de una reinterpretación jurisprudencial de la 
LPL en ese sentido, pero, aún deseable, puede resultar 
difícil. De no producirse esta reconsideración, pueden 
resolverse numerosos conflictos sin la presencia de los 
sindicatos mayoritarios o representativos, salvo que 
establezcan convencionalmente, cuando menos, trámites 
preprocesales obligatorios que les permitan conocer, antes 
de su planteamiento jurisdiccional, los conflictos 
colectivos en curso.
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Por agotar el tema, debe señalarse que la posibilidad 
de una reinterpretación jurisprudencial podría venir por 
diferenciar, con mayor exactitud, el doble interés de 
cualquier sindicato en la interpretación de un convenio 
colectivo; uno el que le alcanzaría en cuanto representante 
de los trabajadores; otro, en cuanto entidad con 
personalidad propia, firmante de un acuerdo y, por lo 
tanto, personalmente interesado en la aplicación e 
interpretación del mismo. El primer interés no justificaría 
que tuviese que ser llamado al proceso obligatoriamente, en 
atención a la doctrina constitucional de que el sindicato 
promotor actúa en representación de todos los trabajadores 
afectados, por lo que no tendría sentido una doble 
representación de los mismos. El segundo interés podría 
justificar, al amparo del artículo 24.1. de la Constitución 
y del 17.1. de la LPL, la necesidad de convocar a cualquier 
firmante de un pacto colectivo a los procesos que guarden 
relación con la interpretación o aplicación colectiva del 
mismo ( 873 ) .
873 . - Al respecto existe ya un importante precedente en STSJ
(Valencia) 12-3-92, (482/1992), que contempla, incluso, la necesidad de 
llamar al proceso a un sindicato adherido a un convenio 
extraestatutario, en relación con conflicto colectivo interpretativo 
instado por otro sindicato no firmante. La sentencia razona en dos 
planos, uno en base al artículo 152 de la LPL, pues al no establecerse 
la publicación de la demanda en diario oficial ninguno, entiende que la 
única manera de garantizar el derecho de personación en el proceso es 
la llamada directa, posición que, como razoné, no comparto, ni creo que 
se desprenda de la LPL.
El segundo plano de razonamiento si que parece totalmente acertado 
y así la sentencia indica que en razón del objeto del proceso 
(interpretación del convenio al que estaba adherida), "debió llamarse 
al proceso a dicha Central Sindical como interesada en lo que pudiere
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Cuando se plantea un conflicto sobre aplicación o 
interpretación de normas no convencionales, supuesto que ya 
dije que no resulta frecuente, por las propias razones 
expuestas, sería más razonable la solución legal y 
jurisprudencial de no imponer un litisconsorcio pasivo 
necesario, ya que no existiría ese segundo interés, propio 
del sindicato, al que se ha hecho referencia.
resultar de la interpretación de un Convenio Colectivo que directamente 
le afecta... .llamamiento que dada la relación directa de esa
organización sindical con el objeto del proceso es obligado para 
constituir rectamente la relación jurídica procesal".
Sólo cabe esperar que se consolide esta interpretación.
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5.5.A.C.- La posibilidad de personación en el proceso 
iniciado por otros.-
1 .- La capacidad de personación reconocida en la
«
LPL.- carácter de la intervención .- Consciente sin duda de 
los problemas que planteaba la conjugación de una 
legitimación activa amplia con la inexistencia legal de una 
obligación de acudir, en términos generales, al 
litisconsorcio pasivo necesario, la LPL ha intentado buscar 
una solución que, de algún modo, posibilite la presencia en 
el proceso de una mayor representación de los afectados por 
el conflicto.
La solución adoptada es la contenida en el art. 152 
LPL, que permite a los sindicatos representativos, de 
conformidad con los arts. 6 y 7 LOLS (874 ), a las 
asociaciones empresariales representativas en los términos 
del art. 87 ET ( 875 ), y a  los órganos de representación
legal o sindical de los trabajadores en la empresa,
comparecer como partes en cualquier proceso de conflicto
874 .- Se comprende pues tanto a los Sindicatos más 
representativos a nivel estatal (art. 6 LOLS), de comunidad autónoma 
(art. 7.1.LOLS), y a los simplemente representativos en un ámbito 
funcional y geográfico específico (art. 7.2.LOLS).
875 . - Es decir, las que cuenten con el 10% de empresarios y 
trabajadores en el ámbito afectado, con los consiguientes problemas de 
acreditación de dicha representatividad, que habrá que suponer siempre 
que hayan intervenido en la negociación colectiva en el ámbito 
correspondiente.
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aunque no lo hayan iniciado, y siempre con respeto al 
principio de correspondencia de ámbitos al que antes aludí. 
No es una intervención como coadyuvantes, pese a alguna 
opinión en tal sentido (876 ), sino como parte principal 
( 877 ), pues la referencia legal es clara, por lo que, si 
la personación se produce, los personados "podrán ejercitar 
todas las facultades procesales derivadas de tal condición
876 IGLESIAS CABERO, ("El Proceso de Conflictos...." op. cit.
pag. 1105) expone, "El artículo 152 del T.A. se refiere expresamente a 
la figura del coadyuvante en este tipo de procedimiento....".
En el mismo sentido ALVAREZ SACRISTAN, ("Comentarios " op.
cit, pag. 539), que en relación con el artículo 152 LPL, dice que 
"aparece en éste artículo la figura del coadyuvante compareciendo en el 
pleito por tener algún interés en el mismo" si bien parece que se alude 
a una coadyuvancia con poderes muy amplios, pues posteriormente alude a 
una personación como parte con intereses propios, "esta presentación 
como parte en el proceso, lo es por dos motivos: uno por tener interés 
legítimo, derivado de los derechos de los sindicatos y las funciones de 
los delegados y comités ".
877 .- CRUZ VILLALON, ("Instituciones..." op. cit. pag.235), " Su 
intervención lo es en la condición de parte principal, y no como mero 
coadyuvante...".
En el mismo sentido PALOMEQUE LOPEZ, MANUEL CARLOS ("El sindicato 
en el proceso de Trabajo" en AA.W. "Estudios sobre la nueva Ley de
Procedimiento Laboral" Madrid (CGPJ) 1991, pag. 589), " podrán
personarse como partes en el proceso.... aunque no lo hayan promovido".
También LINARES LORENTE, ("Los sindicatos " op. cit. pags.
577), "Todos los supuestos mencionados, salvo el del proceso de tutela, 
hablan de que el sindicato o la entidad podrá personarse o comparecer y 
que se le tendrá como parte en el proceso..."; (pag. 579) "La solución 
podría consistir en que, sólo en el supuesto en que la Ley lo dice 
expresamente (tutela de la libertad sindical), el sindicato tendrá una 
posición procesal limitada, como es la de coadyuvante, y en aquellos- 
supuestos en que la Ley no le asigna esta posición, debe entenderse 
que interviene en el proceso con la condición de parte principal a 
todos los efectos".
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de parte" (87S ), incluida, por supuesto, la posibilidad de 
recurrir la sentencia que pudiera dictarse.
Se trata, pues, de un supuesto de litisconsorcio 
voluntario, normalmente activo (879 ), aunque no 
necesariamente, pues la personación puede hacerse en 
cualquier posición procesal, en función de los intereses 
que se defiendan, lo que conllevará que, cuando se persone 
alguna de estas organizaciones, haga constar en que calidad 
(demandante o demandado) lo hace (88° ).
878 .- CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 235.
Ya cité a MARIN CORREA, "Notas sinópticas..." op. cit. pag. 713, 
acerca de la posibilidad incluso de alegar excepciones.
.- SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 353.
880 .- CRUZ VILLALON, ("Instituciones..." op. cit. pag. 235),
"Dichas partes  intervendrán en el lado pasivo o activo de la
relación procesal..... posición que deberán precisar al inicio del acto
del juicio". Lo que me parece correcto, con la salvedad de que la
posición debe precisarse desde el inicio de la actuación en el proceso,
es decir desde que se personen".
En el mismo sentido RODRIGUEZ SANTOS, ("Comentarios...." op. cit. 
pag. 297), "La personación en el proceso "aún cuando no lo hayan
promovido" parece referirse a ocupar la postura de demandantes 
(litisconsorcio activo), aunque debe interpretarse en ambos sentidos,
 ocupando ora la postura de partes actoras ora la de partes
demandadas".
También MARIN CORREA, ("Notas sinópticas " op. cit. pag.
713), "... es preciso que no haya restricción en esta personación, en
el sentido de que tanto puedan actuar como coadyuvantes de la
pretensión cuanto de la resistencia u oposición, con la posibilidad -
en este supuesto - de esgrimir excepciones....".
Y SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS ("Derecho Sindical", op. cit, 
pag. 550), "... jugará el art. 152 LPL que permite "personarse como 
partes en el proceso" a una serie de sujetos colectivos que no lo 
promovieron, ya que el precepto legal no solo se refiere al litis 
consorcio activo voluntario sino también al litis consorcio pasivo 
voluntario".
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Por último, cabe reseñar la posibilidad que tienen, al 
amparo de la generalidad del art. 152, las asociaciones 
empresariales para personarse en un conflicto en ámbito 
empresarial o inferior, conflicto que no pueden iniciar tal 
como dispone el art. 151.b. LPL, pero en el que, una vez 
iniciado, pueden comparecer incluso "y aún cuando sea poco 
frecuente podría darse el caso.... de que sea parte 
procesal contraria al empresario promotor del conflicto. Se 
trataría lógicamente de defender intereses generales 
superiores - y contrarios -...." (881 ).
2 Problemas y crítica de la solución legal: la
falta de obligatoriedad de la comunicación del proceso .- 
Se ha calificado la solución del art. 152 LPL de "respuesta 
imaginativa ... sensata y razonable... (y ello pese a que 
se reconoce).... que no se establecen concretas previsiones 
a efectos de que los sujetos mencionados en el art. 152 
LPL puedan conocer que se ha promovido el proceso, lo que 
obligará a los órganos jurisdiccionales a extremar el 
cuidado de esta cuestión a efectos de que quienes tienen 
derecho a personarse como partes tengan la posibilidad de 
hacerlo" ( 882 ).
881 .- SAGARDOY BENGOECHEA, "Puntos críticos...." op. cit. pag.
155. Opinión que viene, por cierto, a ratificar cuanto antes se expuso 
acerca de que esta personación no tendría que conducir necesariamente a 
un litisconsorcio activo, sino que también podría ser pasivo.
882 .- GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "El Proceso de Conflictos..."
op. cit. pag. 11.
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Pues bien la solución legal no es totalmente 
razonable; es más, sólo cabe calificarla así, en tanto que 
solución mínima, partiendo de que no existe una imposición 
legal del litisconsorcio pasivo necesario, que, sin duda, 
sería lo más adecuado en los conflictos que se deriven de 
un convenio colectivo. Es claro que, descartada la solución 
litisconsorcial necesaria, cuando menos había que arbitrar 
otra como la que recoge el art. 152 LPL, pero aún así, éste 
no ha sido demasiado imaginativo, pues no se ve como puede 
conseguirse que estos sujetos, a los que se permite 
personarse, conozcan con facilidad la existencia del 
conflicto, especialmente en los ámbitos supraempresariales, 
y, desde luego, no se aprecia en la LPL que los órganos 
judiciales tengan obligación alguna de darles a conocer el 
proceso, máxime cuando su presencia en él no viene 
impuesta, por lo que no quedan comprendidos en el art. 
157.1. LPL que establece la obligación de citación de las 
partes iniciales o personadas, pero no de quienes, 
hipotéticamente, podrían ser partes, pero aún no lo son 
( 883 ) •
Si la LPL quería garantizar la posibilidad de que 
estas representaciones se personasen en el proceso, podía 
haber acudido a un sistema similar al que en el art. 23.2.
883 .- La ya citada STSJ (Valencia) 12-3-92, (482/92), reitera la
no exigencia de publicidad general, pero, a diferencia de lo que opino, 
entiende que existiría una obligación de llamada directa al proceso, al 
menos cuando el sindicato más representativo o representativo fuese 
firmante del convenio sobre el que se plantea un conflicto 
interpretativo.
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arbitra para citar de oficio al Fondo de Garantía Salarial, 
pero no lo hace, por lo que en modo alguno puede sostenerse 
que esté garantizada dicha presencia, y eso parece uno de 
los aspectos más negativos de la regulación del proceso de 
conflicto colectivo en la vigente LPL (8B4).
Debe ser una preocupación de las organizaciones
mencionadas en el art. 152 LPL, conseguir enterarse de la 
tramitación de los conflictos, lo que incluso puede ser aún 
más difícil en la actual situación, en función del reparto 
de competencias que en la materia realiza la LPL. Pues 
bien, aquí cobran nuevo valor los sistemas extrajudiciales 
de solución de conflictos que, precisamente, las
organizaciones más representativas pueden arbitrar mediante 
la negociación colectiva. La intervención previa y 
preceptiva de las comisiones paritarias, que es posible, y 
el establecimiento de sistemas de conciliación y mediación 
que sustituyan la realizada en el órgano administrativo 
correspondiente, tal como posibilita el art. 153.1. LPL, 
pueden ser medidas que faciliten el conocimiento de la
conflictividad jurídica por las organizaciones 
representativas y les permitan la posterior presencia en 
los procesos judiciales colectivos que se entablen.
Con la actual regulación, el anterior es el único
medio eficaz que posibilitará, en la realidad, la facultad
884 .- MARIN CORREA, ("Notas sinópticas...." op. cit. pag. 713),
dirá comentando esta posibilidad de personación, "No se oculta el 
obstáculo derivado de la imposibilidad de la noticia del proceso....".
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de personación recogida en el art. 152 LPL, salvo que se 
produjese la reinterpretación jurisprudencial a que ya se 
aludió, en el sentido de entender que todo firmante de un 
convenio colectivo tiene un interés legítimo propio en el 
cumplimiento del mismo y por tanto quedaría justificada, 
no sólo su posibilidad de personación en el proceso, sino 
la obligatoriedad de su llamada, existiendo al respecto una 
auténtica situación de litisconsorcio necesario ( 805 ).
885 .- Pese a que en alguna opinión se señala, bien que referido 
al análisis de otros aspectos del proceso, que en el conflicto 
colectivo "No hay otro interés legítimo que los "generales de los 
trabajadores" y que versen sobre el objeto litigioso ...", ALVAREZ
SACRISTAN, "Comentarios ", op. cit. pag. 536. Posición que, como se
dijo, sigue, en la doctrina jurisprudencial más reciente, STSJ 
(Galicia) 14-8-91, Ar. 4811.
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5.5.B.- LAS DIFERENTES FORMAS DE INICIAR EL PROCESO 
DE CONFLICTO COLECTIVO SEGUN LA LPL. -
1 . - L a  existencia de una doble vía de iniciación del 
proceso .- En su momento, al estudiar la relación entre el 
RDLRT y la actual LPL, ya se indicó que, con arreglo a la 
actual regulación, existe una doble vía para iniciar el 
procedimiento.
En efecto, el art. 154.1. LPL posibilita que el
proceso se inicie mediante demanda dirigida directamente al 
Juzgado de lo Social o al Tribunal competente, por los 
sujetos legitimados al respecto.
Por su parte, el art. 155 LPL establece que también 
puede iniciarse el proceso mediante comunicación de la
autoridad laboral, dirigida al respecto y formulada a 
instancias de las representaciones legitimadas para 
promover el conflicto, todo ello previos los trámites 
previstos en el RDLRT.
La LPL en el desarrollo de la base 27.2. LBPL, ha
optado por "la interpretación menos intervencionista que la
propia base planteaba dejando el impulso inicial en
todo caso a las partes en la relación laboral" ( 886 ) pues 
"serán siempre los sujetos legitimados, ex art. 151 LPL 
quienes en definitiva insten la comunicación de la
.- SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 355.
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autoridad laboral o, a su elección, interpongan 
directamente la demanda..." (887 ), por lo que se difuminan 
considerablemente las diferencias entre las dos vías de 
iniciación del proceso y lo más lógico es que, salvo 
supuestos excepcionales, la que se realiza por intermedio 
de la autoridad laboral, y el consiguiente procedimiento 
previsto en el RDLRT "al no hacerlo trámite obligado, pueda 
caer en desuso" (88S ).
Lo que si parece claro, a la vista de la regulación 
legal, es que "el art. 151 LPL hace « perder toda 
operatividad al art. 18.1. RDL 17/1977, el cual ya no es, 
desde luego, el precepto que determina quienes están 
legitimados para promover el proceso a través de la demanda 
directa, pero tampoco el que determina los que puedan 
instar la comunicación de la autoridad laboral" (889 ), o,
j
en consecuencia, instar el procedimiento del RDLRT, pues 
tanto unos como otros serán los que, con tanta amplitud, 
regula el art. 151 LPL.
Así pues, es muy relativa la importancia de esta 
existencia de una doble vía de iniciación del 
procedimiento, pues por una u otra, son los mismos sujetos
807 .- GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "El Proceso de Conflictos___ "
op. cit. pag. 8.
888 .- CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 223.
889 .- GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "El Proceso de Conflictos___ "
op. cit. pag. 10.
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los que pueden plantear el conflicto, y por ello hubiese 
sido más clarificador suprimir cualquier intervención de la 
autoridad laboral (890 ), si bien es claro que el problema 
estaba absolutamente condicionado por la Base 27.2. LBPL, 
y, como ya se manifestó, entre los posibles desarrollos que 
dicha base podía tener, se ha optado por el menos 
intervencionista.
2 .- La forma concreta de iniciación del proceso 
La manera en que se iniciaría el proceso, según la vía 
elegida sería la siguiente:
a) Directa.- En este caso, el proceso se inicia 
mediante demanda, precedida de los actos previos que sean 
obligatorios, que se presentará en el registro 
correspondiente al órgano judicial competente y que reúne 
unas características algo diferenciadas, pues además de los 
requisitos generales, exigidos en el art. 80 LPL, debe 
contener otros dos:
Especificación, en términos genéricos, de los 
trabajadores y empresas afectados por el conflicto.
Se trata de delimitar el propio ámbito del conflicto, 
que condiciona, incluso, la propia legitimación del
890 .- ALARCON CARACUEL, ("Un proceso..." op. cit. pags. 233 y
234), crítica el mantenimiento de esta comunicación-demanda para la que 
no encuentra ningún sentido, manifestando, "...c a qué viene mantener 
esa extraña figura de la comunicación demanda de la autoridad 
laboral?....Héteme aquí a la autoridad laboral redactando una demanda a 
particulares, sin que haya ningún interés público por medio....".
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demandante y la competencia del órgano judicial (891 ). En 
todo caso no es, obviamente, una designación 
individualizada, sino en términos generales y colectivos.
- Una referencia sucinta a los fundamentos jurídicos 
de la pretensión formulada, frente al carácter tradicional 
de la demanda laboral que obviaba dicha fundamentación.
En realidad, lo que se está pidiendo es la explicación
de la discrepancia jurídica en base a la que se plantea el
conflicto, que no olvidemos debe versar sobre la 
interpretación o aplicación de un derecho preexistente, 
sobre el que se produzca una controversia cierta ( 892 ).
En todo caso, como la ley sólo exige una referencia
sucinta, nada impedirá en el juicio oral alegar nuevas
argumentaciones en apoyo de la pretensión, siempre que no 
desvirtúen el sentido de las inicialmente alegadas, en 
función de la prohibición de variación sustancial de la 
demanda contenida en el art. 85 LPL.
891 .- En tal sentido IGLESIAS CABERO, "El Proceso de
Conflictos..." op. cit. pag. 1107.
892 .- ALVAREZ SACRISTAN, ("Comentarios ", op. cit. pag.
542), tras resaltar la novedad de la medida, la considera acertada "por 
cuanto el conflicto puede derivar de la interpretación de una norma, y, 
por ello, se han de fundamentar los basamentos jurídicos (de derecho y 
no hecho)".
En el mismo sentido GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "El proceso " op.
cit. pag. 15.
CRUZ VILLALON, ("Instituciones..." op. cit. pags. 238 y 239), 
encuentra también como fundamento de ésta exigencia que a diferencia 
del proceso ordinario el colectivo "se caracteriza por provocar un 
debate básicamente jurídico, donde la precisión de los hechos sobre los 
que versa la pretensión posee una menor significación, pues rara vez es 
cuestión de controversia entre las partes. El proceso de conflicto 
colectivo comporta en esencia un debate jurídico ".
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Cualquier defecto observado en la demanda requerirá la 
subsanación en los términos previstos en el art. 81 LPL.
b) Mediante comunicación de la autoridad laboral.-E n 
este caso, la autoridad laboral dirige una comunicación con 
el mismo contenido que se expuso con anterioridad para la 
demanda (893 ).
Las diferencias estriban en que dicha comunicación 
habrá venido precedida del procedimiento previsto en el 
RDLRT, que, en sus actuales términos, constituye poco más 
que "un intento de conciliación, efectuado ante la 
autoridad laboral" ( 894 ), si bien después puede derivar en 
soluciones de mediación o arbitraje si lo acuerdan las 
partes (895 ). Lo que ya no cabe en propiedad es 
calificarlo de procedimiento de solución administrativa de 
conflictos colectivos, pues ninguna posibilidad tiene ya la 
autoridad laboral de resolverlos, y no sólo por obra de la 
LPL, sino por la propia configuración del RDLRT, más aún
.- En doctrina reciente, STSJ (Baleares) 20-6-91, Ar. 3968, 
reitera que la comunicación de la autoridad laboral debe contener los 
hechos y fundamentos jurídicos necesarios para la solución del litigio.
894 .- CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 236.
895 .- En alguna opinión doctrinal se señala precisamente que en 
esa posibilidad puede encontrarse la razón de que no se haya suprimido 
la iniciación mediante comunicación de la autoridad laboral. Al
respecto GARCIA-PERROTE ESCARTIN, ("El proceso " op. cit. pag. 17),
"...entiendo que el mantenimiento de la comunicación de oficio como vía 
de iniciación del proceso responde precisamente a que no se ha querido 
prescindir del intento de avenencia ni de la posibilidad de arbitraje 
prevista en ambos preceptos".
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con las modificaciones operadas por la STCO de 8 de Abril 
de 1981.
En estos casos, cualquiera de las partes legitimadas 
se dirigirá a la autoridad laboral competente, en función 
del propio ámbito del conflicto (896 ), mediante un escrito 
que deberá contener los requisitos exigidos por el art. 21 
del RDLRT, y la sucinta fundamentación a que se refiere el 
art. 154 LPL, pues será precisa después en la comunicación 
que dirija la autoridad laboral al órgano judicial.
A partir de la presentación del escrito, la autoridad, 
en el plazo de 24 horas, convocará a los interesados para 
una comparecencia que habrá de tener lugar en los tres días 
siguientes, acompañando copia del escrito en la citación 
que dirija a la parte contraria a la que inicia el 
procedimiento (art. 23 RDLRT).
En la comparecencia, la autoridad laboral intentará la 
avenencia entre los afectados - en los términos ya 
expuestos al analizar los sistemas de conciliación vigentes 
en nuestro Derecho-, pudiéndose acordar, igualmente, acudir
896 . - Es decir Dirección Provincial de Trabajo, cuando el
convenio afecte a una única provincia o un ámbito inferior, y se 
produzca en una comunidad autónoma que no haya asumido transferencias 
en esta competencia.
Si el conflicto afecta a varias provincias de una comunidad que no 
haya asumido las citadas competencias, o a varias comunidades 
autónomas, o a todo el Estado, la autoridad competente será la 
Dirección General de Trabajo.
Por último si el conflicto afecta únicamente a una o varias 
provincias de una Comunidad Autónoma que haya asumido las competencias 
en la materia, será la Consejería de Trabajo u órgano equivalente o 
delegación territorial de la misma, según la estructura que en cada 
caso se haya adoptado.
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a las fórmulas de mediación y arbitraje que se analizaron 
con anterioridad.
Si no se lograse acuerdo en ningún sentido, y salvo 
que la parte que instó el conflicto desistiese de él, la 
autoridad laboral, si así se le pidió o se le pide en ese 
momento por el promotor del conflicto ( 897 ), dirigirá al 
órgano judicial competente la comunicación iniciando el 
proceso.
La última matización que establece la LPL es que los 
posibles defectos o imprecisiones que se aprecien en la 
demanda tendrán un plazo de subsanación, en este caso 
concreto, superior al que en general establece el art. 81 
LPL, pues el art. 155 concede para ello un plazo de 10 días 
"como es usual en los procedimientos de oficio (ver art. 
147.1 de la LPL)" (89S ); ahora bien, resulta poco práctico 
que la LPL encomiende la subsanación de defectos a la 
autoridad laboral y no al promotor del conflicto, pues es 
incluso posible que la omisión de algún extremo tenga su 
origen en el escrito en su día dirigido a la autoridad 
laboral, por lo que ésta, al ser requerida de subsanación, 
tendrá que pedir a su vez, al interesado, los datos 
correspondientes, para después comunicarlos al Juzgado;
897 .- La exigencia de petición expresa de remisión del conflicto
a la Jurisdicción me parece clara, sin que pueda darse por tácitamente 
planteada al promover el conflicto ante la autoridad laboral o el 
órgano administrativo de conciliación; al respecto STSJ (Valencia) 19- 
1-91 (29/91).
.- SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 356.
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hubiese sido mucho más lógico, a la vista de lo expuesto, 
que una vez recibida la comunicación-demanda, cualquier 
incidencia posterior se entendiese ya con los directamente 
afectados, lo que evitaría también los problemas de una 
inexistente, deficiente o tardía subsanación por parte del 
órgano administrativo C99 ).
Del procedimiento descrito puede verse que la 
actuación de la autoridad laboral no reviste especial 
importancia, "su papel se limita a promover y a subsanar 
los posibles defectos, recibiendo en su día notificación de 
la sentencia (art. 157.2) a los meros efectos de 
conocimiento, pues no tiene legitimación para recurrir por 
no ser parte" (90°) y, precisamente por no ser parte, no 
cabe atribuirle ninguna otra intervención en el proceso.
899 . - En este sentido, por ejemplo, CRUZ VILLALON,
("Instituciones..." op. cit. pag. 239), que además de exponer la idea 
citada y abundando en lo mismo señala que "si se trata de defectos o 
errores cometidos por la autoridad laboral en la elaboración de la 
comunicación, se hacen recaer sus consecuencias negativas sobre las 
partes en conflicto".
MARIN CORREA, ("Notas sinópticas " op. cit. pag. 715), apunta
también que resulta singular que "siendo correcta y suficiente la 
actuación de la parte, puede ver enervada su eficacia por la 
desatención de dicha autoridad al requerimiento de subsanación".
STSJ (Baleares) 20-6-91, Ar. 3968, requiere, por razones de 
"economía procesal" la subsanación directamente al promotor del 
conflicto y no a la autoridad laboral.
900 .- SAGARDOY BENGOECHEA, "Puntos críticos...." op. cit. pag.
157.
Sobre la misma consideración de que la autoridad laboral no es 
parte:
CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 224, y
SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, "Derecho Sindical" op. cit. pag.
554.
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5.5.C.- LOS ACTOS PREVIOS (OBLIGATORIOS) A LA 
INICIACION DEL PROCESO.
Es tradicional en nuestra Jurisdicción Social la 
exigencia de unos actos previos como acto preprocesal 
obligatorio.
En su momento ya se analizó que, además de los 
legalmente establecidos, cabe introducir otros mediante la 
negociación colectiva (comisiones paritarias, sistemas 
extrajudiciales, etc...), y también se estudiaron los 
existentes, por ello, ahora, se expondrán, tan sólo, las 
posibles particularidades que, en relación con ese trámite 
preprocesal, puedan existir.
La LPL establece dos actos previos que pueden resultar 
obligatorios: la conciliación previa (art. 63) y la
reclamación previa (art. 69).
1.- La reclamación previa.- En relación con este acto 
previo, basta exponer que está exceptuado expresamente por 
el art. 70 de la propia LPL; es decir, aún cuando el 
conflicto colectivo se dirija contra un órgano de la 
Administración, no será necesario interponer previamente la 
citada reclamación al organismo afectado, en busca sin duda 
de una mayor celeridad en la resolución del conflicto.
En alguna opinión se ha expuesto que se excluye la 
reclamación previa porque el conflicto colectivo, también 
cuando se dirija contra un organismo público debe venir
pag. 691
precedido de la conciliación C901 ) y aún cuando ello 
parece, en una visión de presente, extraño, teniendo en 
cuenta la escasa efectividad práctica que tendría en estos 
casos el citado trámite conciliatorio, ciertamente es una 
solución que puede deducirse del tenor literal de la LPL, 
pues su art. 64, exceptúa de la conciliación previa, no los 
pleitos dirigidos contra la Administración, sino solamente 
aquellos sujetos al trámite de reclamación previa, y como 
el conflicto colectivo no lo está, por obra del propio art.
70 LPL, no jugaría con él la exceptuación,t lo que sería 
coherente con el hecho de que el art. 153 LPL no establece 
distinciones, a la hora de exigir la conciliación previa en 
todos los procesos de conflicto colectivo que se inicien 
directamente. Esta solución apuntaría además, en la 
dirección en que parecen moverse las relaciones laborales 
en el sector público, con un manifiesto incremento de la 
negociación colectiva.
Ahora bien, la LPL es susceptible de otra 
interpretación, en el sentido de que se exceptúan de la 
conciliación previa aquellos procesos sujetos, en 
principio, a reclamación previa, aunque luego no tenga que 
interponerse tampoco ésta por venir excluida en virtud de
.- VALDES DAL-RE, ("Ley de Procedimiento ...." op. cit. pag. 
200), quien justifica la exclusión de la reclamación previa en este 
tipo de procesos por acomodarse más a fórmulas de solución negociadas, 
añadiendo "de ahí que el artículo 153.1 de la LPL someta estos 
procesos, sea cual fuere la naturaleza del futuro demandado, al trámite 
del intento de conciliación".
En igual sentido, CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag.
237.
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otro precepto, lo que supondría que la conciliación 
prejudicial no es exigióle en los conflictos colectivos 
dirigidos contra la Administración.
Esta interpretación, pese a lo discutible que pueda 
resultar, sería práctica, a la vista de las escasas 
posibilidades de efectiva conciliación que se darán en los 
procesos de conflicto colectivo dirigidos contra órganos 
administrativos, existiendo opiniones doctrinales que la 
apoyan (902 ), y desde luego cuenta, ya, con algún apoyo 
jurisprudencial ( 903 ). Para sostener esta posibilidad 
podría utilizarse una interpretación sistemática de la LPL 
entendiendo que, por principio, la conciliación prejudicial 
no es exigióle en ningún pleito que se dirija contra el 
Estado.
2.- conciliación previa.- La LPL exige el requisito de 
conciliación previa, ante el organismo administrativo 
correspondiente, o el creado por la negociación colectiva
902 .- SAGARDOY BENGOECHEA, ("Puntos críticos..." op. cit. pag.
160) sostiene, en relación con la alegación de no ser necesaria la 
conciliación, que "tales supuestos claramente son los que contempla el 
art. 64 LPL (Impugnación de convenios, conflictos contra el Estado, 
etc....).
En el mismo sentido RODRIGUEZ SANTOS ("Comentarios " op. cit.
pag. 299) expone "...en esta clase de procesos ahora estudiados es 
requisito esencial el intento de conciliación previa, pero no cuando la 
parte demandada sea el Estado en los que no se exige su equivalente 
cual es la reclamación previa".
903 . - Al respecto puede citarse que la STSJ (Granada) 5-2-91,
Ar. 1100, se pronuncia claramente por la no exigencia de conciliación 
preprocesal cuando el conflicto se dirija contra el Estado.
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en su sustitución, según establece el art. 153.1 LPL, 
reiterando lo que, ya con carácter general, establecía el 
art. 63.
La conciliación que se exige se sujeta en cuanto a 
forma de celebración, excepciones, plazos, etc.... a lo que 
con carácter general regula la LPL (arts. 63 a 68), con la 
importante matización de que lo acordado tendrá valor de 
convenio colectivo, en los términos que ya se expusieron al 
estudiar específicamente los sistemas de conciliación
vigentes en nuestro Derecho. Me remito pues a cuanto allí 
se dejó dicho (904 ), matizando, tan sólo que, la 
conciliación ante estos órganos (administrativo o creado 
por la autonomía colectiva), se exige en el marco del
proceso iniciado directamente, pues aún cuando el art. 153
no es claro al respecto, debe entenderse que aquella "viene 
referida...a la vía directa del planteamiento del proceso 
de conflicto colectivo, no a la vía de oficio que se regula 
con posterioridad comenzando por la demanda y sin mención a 
la conciliación" (905 ), y, aún cuando pudiera dudarse de 
que el art. 153 esté pensando sólo en el proceso iniciado 
directamente, y resulte discutible que la iniciación 
mediante comunicación de la autoridad laboral pudiera
equipararse a los procesos de oficio, que sí están 
exceptuados en virtud del art. 64.1. LPL, lo cierto es que
904 . - Véase en este estudio 4.1.B.b. La conciliación.
905 .-CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 237.
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la exigencia de que se acompañe certificación de haberse 
intentado el acto de conciliación, o la alegación de no ser 
necesario, se establece en la LPL, únicamente, en 
referencia a la iniciación directa (art. 154.2 LPL), y no 
aparece recogida en la iniciación mediante la autoridad 
laboral, ni siquiera cuando el art. 155 LPL establece que 
se exigirán los mismos requisitos que a la demanda pues 
"la certificación de haberse intentado la conciliación 
previa no es propiamente requisito" (906 ).
La exclusión en los casos de iniciación mediante 
comunicación de la autoridad laboral tiene sentido porque,
al haberse seguido el procedimiento del RDLRT, ya se ha
producido una conciliación ante la propia autoridad
laboral, lo que hace innecesario repetir un nuevo trámite 
conciliatorio, pues de la LPL, como ya se expuso, no parece
deducirse más que la exigencia de un único intento de
conciliación preprocesal C307 ).
En cuanto al valor de la conciliación preprocesal, me 
remito a cuanto ya se razonó en el sentido de otorgarle
906 .- SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 356.
907 . - Al respecto, además de las opiniones en su momento
citadas, puede verse, por ejemplo, ALVAREZ SACRISTAN,
("Comentarios " op. cit. pag. 544), quien expone, "Se ha reformado
la Ley anterior en el sentido de no ser necesaria, en este caso, un 
nuevo acto de conciliación, pues sería duplicar la actuación ante un 
órgano administrativo al que ya se ha acudido".
En igual sentido GARCIA-PERROTE ESCARTIN, ("El proceso " op.
cit. pag. 15), "Cuando se opta por la previa tramitación administrativa 
no es preciso efectuar una doble conciliación".
También SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, "Derecho Sindical", op. 
cit. pag. 552.
i
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eficacia de convenio estatutario o extraestatutario según 
quienes la suscriban, así como acerca de la posible 
impugnación, entendiendo que existe posibilidad de control 
e impugnación por parte de la autoridad laboral.
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5.6.-* EL DESARROLLO DEL PROCESO .-
No son demasiados los problemas que plantea, en sí, el 
desarrollo del proceso, pero conviene citar algunas de las 
principales cuestiones.
5.6.A.- EL ORGANO JUDICIAL COMPETENTE.-
Por la propia naturaleza del conflicto colectivo, éste 
puede tener un ámbito muy extenso, más amplio que la 
demarcación territorial de un Juzgado de lo Social, lo que 
provoca una distorsión en la tradicional distribución de la 
competencia.
La anterior LPL optaba por mantener la competencia en 
el seno de una Magistratura de Trabajo concreta - después 
Juzgado de lo Social - aquella que designase el Presidente 
del Tribunal Central de Trabajo (art. 2 LPL de 1980).
La actual LPL opta por una solución diferente, y así, 
del conflicto colectivo conocerá el Juzgado de lo Social 
cuando el ámbito del mismo no supere la demarcación 
territorial del propio Juzgado (art. 6 LPL); la Sala Social
del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad
correspondiente, cuando el conflicto tenga un ámbito que
afecte a demarcaciones territoriales distintas de varios
Juzgados de lo Social, pero todos ellos de la misma 
Comunidad (art. 7.a. en relación con el 2.1. LPL), y, por
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último, la Sala Social de la Audiencia Nacional, cuando el 
ámbito del conflicto afecte a varias Comunidades Autónomas 
distintas (art. 8 en relación con el 2.1. LPL).
Cabe la posibilidad de que, en una Comunidad Autónoma 
con diferentes Salas Sociales en el Tribunal Superior de 
Justicia, el ámbito del conflicto afecte a la demarcación 
de todas o varias de ellas, en cuyo caso conocerá la Sala 
que corresponda con arreglo a los criterios de reparto 
aprobados por la Sala de Gobierno del propio Tribunal (art.
11.3 LPL).
' i
Ahora bien, como indica SAGARDOY BENGOECHEA (908 ), la 
LPL, para determinar el ámbito del conflicto, utiliza, en 
sus arts. 10 y 11, el criterio de tomar en consideración
los lugares donde vaya a producir efectos, y, por ello,
pues ya se analizó la posibilidad de que pueda desligarse, 
en ciertos casos, el ámbito de aquél del de la propia norma 
o acuerdo sobre el que verse, la competencia se determinará 
no en atención al ámbito de éstos, sino en atención al del 
conflicto, que es distinto y puede coincidir o no con el 
anterior.
Todos los órganos citados conocerán en única
instancia y a través del mismo procedimiento, si bien el 
recurso será diferente, pues, de haber conocido en
instancia un Juzgado de lo Social, el recurso será el de
908 .- SAGARDOY BENGOECHEA, "Puntos críticos..." op. cit. pag.
157, con referencia al auto ya citado de la Audiencia Nacional de 30- 
12-89.
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Suplicación ante la Sala Social del Tribunal Superior de 
Justicia (art. 188. f. LPL), mientras que, si han conocido 
en instancia otros órganos judiciales, el Recurso será el 
de Casación ante el Tribunal Supremo (art. 203.1^.LPL).
Este sistema crea una distorsión que posiblemente no 
fue querida por la LPL, pero a la que conduce su tenor 
literal, pues en provincias en las que hay dos o más 
Juzgados de lo Social con demarcaciones territoriales 
distintas, todos los conflictos que afecten a dicha 
provincia se tendrán que tramitar, salvo interpretación 
legal forzada, ante el Tribunal Superior correspondiente y 
serán recurribles en Casación ante el Tribunal Supremo, 
mientras que, en esa misma Comunidad, los conflictos de 
ámbito provincial de otras provincias, serán resueltos en 
instancia por el Juzgado de lo Social, y el Recurso será el 
de Suplicación, no pudiendo acceder al Tribunal Supremo más 
que a través del complejo Recurso de Casación para la 
Unificación de Doctrina (art. 215 LPL). Esta distinta 
tramitación, en asuntos cuyo ámbito no excede de una 
provincia y que, por tanto, no presentan diferencias 
objetivas, no parece tener razones prácticas. En cualquier 
caso no resulta insalvable pues, en una interpretación 
finalista y sistemática, se podría entender que tienen 
competencia provincial los Juzgados que radican en la 
capital respectiva de cada provincia, aunque, 
excepcionalmente exista algún Juzgado de partido, que se 
ocupará exclusivamente de los asuntos del partido
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correspondiente, pero sin excluir la competencia de los 
primeros en asuntos que, como podría ocurrir con los 
conflictos colectivos, afecten a toda la provincia.
Esta interpretación, deseable y lógica, es, pese a 
todo, dificultosa, pues choca con la literalidad de la LPL, 
aún cuando ha existido ya algún pronunciamiento judicial en 
el sentido apuntado ( 909 ).
909 .- STSJ (Valencia) 24-7-91 (1085/90), relativa el supuesto de
conflictos que afectan a la provincia de Alicante, que cuenta con 
Juzgados en Alicante y uno en Elche. La tesis de la sentencia es que 
los Juzgados de Alicante tienen ámbito provincial salvo en asuntos que 
afecten exclusivamente al partido de Elche, por ello, cualquier otro 
conflicto que afecte a un ámbito distinto a ese pero no superior a la 
provincia de Alicante, es de competencia de los Juzgados de lo Social 
de dicha localidad.
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5.6.B.- ESPECIALIDADES EN EL PROCEDIMIENTO.-
5.6.B.a.- Plazo
La LPL no regula ningún plazo para el ejercicio de 
estas acciones, lo que es lógico pues, "por la propia 
naturaleza de la pretensión planteada, de carácter 
genérico, no ha de existir un plazo preciso de 
prescripción" (910 ), si bien ello no impide que las 
cantidades que cada trabajador pueda reclamar en base a la 
sentencia colectiva, estén sujetas a plazos de prescripción 
y, en los correspondientes procesos individuales, quepa 
alegar que estaban prescritas antes de plantearse el 
conflicto (911)/ pues a partir del momento en que éste se 
plantea queda interrumpida la prescripción de las acciones 
individuales que se basan en el mismo fundamento que el 
conflicto colectivo, según doctrina jurisprudencial(912 ),
910 CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 239.
911 .- En tal sentido, por ejemplo, SAN 12-9-90, Ar. 118, que
establece que "... solo da origen a otros procesos en los que se 
soliciten por este concepto cantidades líquidas y en estos procesos es
donde entra en juego el instituto de la prescripción pero en este
Conflicto Colectivo como no se pueden examinar situaciones 
individualizadas no cabe aplicar la citada prescripción".
En el mismo sentido STSJ (Madrid) 24-10-89, Ar. 106.
Pese a lo anterior, alguna sentencia, excepcionalmente, admite 
discutir en el propio conflicto colectivo la prescripción, cuando esta 
tiene un efecto colectivo que hace innecesario el examen de situaciones 
individualizadas.
912 Por ejemplo, STCT 7-1-86, 21-3-86, 3-7-86, Ar. 16, 1901, 
5611, y STCT 24-11-88, Ar. 7233.
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sobre la que se volverá, reanudándose el plazo 
prescriptorio una vez recaída sentencia o resuelto por 
cualquier otro medio aquél.
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5.6.B.b.- Especialidades en la tramitación .-
1.- Urgencia y preferencia.- El art. 156 LPL establece 
el carácter urgente del proceso de conflictos colectivos, 
lo que se concreta en "la preferencia en el despacho de 
estos asuntos con carácter absoluto sobre cualesquiera 
otros, a salvo los de tutela (de la libertad) sindical y 
demás derechos fundamentales que gozan de preferencia sobre 
todo tipo de pleitos. Igualmente la reducción de plazos 
procesales efectuada en el art. 157 LPL juega en este mismo 
sentido" (913)/ reducción de plazos que se aprecia en el 
de citación a juicio que es de 5 días, sin excepciones, 
frente al superior que con carácter general establece el 
art. 82 LPL, que además admite supuestos excepcionales de 
mayor demora (914); y, también, en el plazo para dictar 
sentencia que en este proceso es de 3 días, frente al de 5 
que con carácter general establece el art. 97.1.LPL, pero, 
en cambio, se excluye la posibilidad de dictar sentencia 
oral, conforme indica el art. 50.2. LPL.
También se evidencia la urgencia del procedimiento en 
circunstancias como la "ejecutividad de la resolución 
judicial, (la) irrecurribilidad de las providencias y autos
913 .-SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 357.
914 .- No aplicables el proceso de conflicto colectivo, STSJ 
(Madrid) 7-11-89, Ar. 148.
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que se dicten en su tramitación, salvo la declaración 
inicial de incompetencia" (915).
La ejecutividad de la sentencia, desde el momento en 
que se dicta y pese al recurso que pueda interponerse, que 
establece el art. 157.2. LPL, se confirma en el art. 301 
LPL al disponer la posibilidad de ejecutar provisionalmente 
las sentencias recaídas en procesos de conflictos 
colectivos "según la naturaleza de la pretensión 
reconocida". El alcance que pueda tener esa ejecutividad, 
no sólo provisional sino definitiva, es tema, sobre el que, 
por su importancia, se volverá, por lo que me limito aquí 
a dejar constancia de que la sentencia de conflicto 
colectivo debe cumplirse pese a no ser firme.
En cuanto a la irrecurribilidad de providencias y 
autos, establecida en el art. 158, salvo en el supuesto de 
declaración de incompetencia, se reafirma en el art. 183.3. 
que dispone que en los conflictos colectivos tramitados en 
los Juzgados de lo Social no procederá el Recurso de 
Reposición contra las providencias y autos que puedan 
dictarse, y en el art. 184.3. que establece, en el mismo 
supuesto, la exclusión del Recurso de Súplica en los 
tramitados ante las Salas de lo Social.
Por último, la celeridad se agudiza en la medida que 
el art. 43.4. LPL considera el mes de Agosto hábil para 
todo lo concerniente a estos litigios.
915 .-CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 241.
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Se aprecia, pues, una especial preocupación en la LPL 
por tramitar rápidamente los conflictos colectivos, lo que 
es "una consecuencia obligada por la naturaleza de las 
cuestiones que se debaten, muchas veces necesitadas de 
pronta resolución para pacificar situaciones anormales de 
gran trascendencia" (916).
2.- Conciliación Judicial.- CRUZ VILLALON (917) 
indica, refiriéndose a la conciliación judicial, que "la 
Ley suprime el acto de conciliación para este proceso 
especial", y es que, efectivamente, el art. 157.1. LPL 
regula que, recibida la demanda, el órgano judicial citará 
a las partes para la celebración del juicio, omitiendo 
cualquier referencia a la existencia de una conciliación, a 
diferencia de lo que se establece para el proceso 
ordinario, pues, en él, el art. 82 LPL alude expresamente a 
la fijación de fecha para los actos de conciliación y 
juicio. La omisión de cualquier referencia a la existencia 
de una conciliación judicial, en la regulación específica 
del proceso de conflictos colectivos, puede entenderse en 
el sentido expuesto por CRUZ VILLALON (918 ), y aunque
916 .- IGLESIAS CABERO, "El Proceso de Conflictos...." op. cit. 
pag. 1108.
917 .-CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 241.
918 .- Aunque no tan categóricamente, también entienden que esa 
parece ser la solución legal:
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podría cuestionarse esa interpretación al amparo del art. 
102 LPL (919), que confiere a los trámites establecidos 
para el procedimiento ordinario carácter supletorio en la 
regulación de las modalidades procesales, no puede 
olvidarse que la omisión citada nace, en buena medida, de 
que el art. 159 LPL contiene unos efectos muy especiales de 
los acuerdos a que puedan haber llegado las partes en 
estos litigios, al disponer que, de recibirse en el Juzgado 
o Tribunal comunicación de las partes de haber quedado 
solventado el conflicto, se procederá al archivo de las 
actuaciones, en cualquier estado de su tramitación, siempre 
que sea anterior a la sentencia. Es decir, se hace 
inaplicable la regulación contenida en el art. 84 de la 
conciliación judicial, pues no cabe, en ese momento, ningún 
control judicial del acuerdo al que hayan llegado las 
partes, y ni siquiera es preciso documentarlo en la
MARIN CORREA, (" Notas sinópticas...." op. cit. pag. 714), quien 
apunta "El párrafo segundo del artículo 153 debilita muy sensiblemente 
la eficacia de lo convenido en conciliación. De una parte, sólo lo 
refiere expresamente a la conciliación prejudicial, lo que, junto con 
el silencio del artículo 157 parece excluir la posibilidad de una 
avenencia alcanzada ante el órgano judicial".
SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, "Derecho Sindical", op. cit. pag.
557, que afirman, "Existe la duda  de si cabrá o no la conciliación
judicial. Parece que no....".
919 . - En alguna opinión se recuerda que tampoco la precedente
LPL decía nada expresamente y al respecto, y así por ejemplo, RODRIGUEZ
SANTOS, ("Comentarios " op. cit. pag. 299), señala, "Nada dice la
Ley Procesal tocante a la conciliación ante el órgano jurisdiccional,
también callaba en el texto anterior más...... hay que suponer que no
sólo no está prohibida sino que, incluso, es aconsejable la adopción de 
esta medida...".
Opinión que, en todo caso, refleja, como puede verse, serias dudas 
sobre la obligatoriedad legal de la citada conciliación.
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correspondiente acta (920 ) para que produzca el efecto de
dar fin al proceso, por lo que de alguna manera se asemeja
a una especie de desistimiento (921).
De todas formas, aunque se concluya que la
conciliación judicial no está expresamente prevista,
tampoco estaría prohibida y por tanto "nada impide que en 
cualquier fase del proceso las partes puedan comunicar al
órgano judicial que se ha llegado a una avenencia  (ni
que)... soliciten al Juez o a la Sala que intervenga como 
conciliador, ni q u e ... lleguen a una avenencia a presencia 
judicial, extendiéndose por el secretario la 
correspondiente acta" (922 ), lo único que ocurriría es que 
ese trámite conciliatorio, que es obligatorio en el proceso 
' ordinario y que además requiere unas determinadas formas 
(acta, control judicial, etc...), no lo sería en el proceso 
de conflicto colectivo, porque tiene poco sentido exigirlo
920 . - RODRIGUEZ SANTOS ("Comentarios...." op. cit. pags. 302 y
302) señala que la comunicación que se dirija al órgano jurisdiccional 
"no es necesario que exponga la solución dada...( y que el órgano la 
recibirá)... sin poder entrar a examinar el contenido del acuerdo 
adoptado por las partes en el caso de que aquél se hubiera reflejado en 
el escrito".
921 .- MARIN CORREA, ("Notas sinópticas....", op. cit. pag. 714),
lo asimila aún más plenamente al desistimiento, afirmando "Esta 
solución, desde la valoración procesal, no tiene otro alcance que el de 
un desistimiento consentido por él o los demandados, que pone fin al 
proceso".
Se produciría así un doble efecto, un acuerdo con valor de 
convenio (estatutario o no) que implicaría un desistimiento del proceso 
colectivo.
.- CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 241.
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cuando cabe un sistema de conciliación mucho más informal, 
además de que si el acuerdo de las partes no deja de ser 
una forma de negociación colectiva, y puede incluso haberse 
expresado en forma, o con valor de convenio colectivo, es 
lógico que exista en la Ley una cierta prevención hacia un 
control de oficio de estos acuerdos colectivos, que, de 
aplicarse el sistema de conciliación procesal diseñado para 
el proceso ordinario, sería obligado (art. 84. 1. LPL).
En todo caso es evidente que cualquier acuerdo de las 
partes deberá ser previo a la resolución judicial del 
litigio, tal como la propia LPL dispone (art. 159), en 
coherencia con la irrenunciabilidad de los derechos 
reconocidos a los trabajadores en sentencias, que la propia 
Ley establece en su art. 244 (923 ).
3.- Juicio Oral.- En el juicio oral, no aparece mayor 
especialidad que la posibilidad, que existirá en numerosos 
supuestos, de que el Juez o Tribunal dé audiencia, o recabe 
un informe, de la comisión paritaria del convenio sobre 
cuya interpretación y aplicación verse el conflicto, 
facultad que no es obligatoria, pero que, en coherencia con 
cuanto anteriormente se expuso en relación con la función 
propia de estas comisiones, debería utilizarse, y ello
923 . - En parecidos términos ALVAREZ SACRISTAN,
("Comentarios " op. cit. pag. 550), que manifiesta, "...puesto que
nada se opone a que se concilien en el acto del juicio o antes de 
dictar sentencia, siempre que la conciliación no suponga renuncia de 
derechos".
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pese a que, con el carácter potestativo que para el Juez 
tiene la solicitud, debe considerarse que la LPL no 
confiere a la opinión de aquella ningún carácter 
vinculante. Precisamente el carácter potestativo de este 
informe o audiencia de la comisión paritaria, ha hecho que 
se manifestase, en opinión que comparto, que "la LPL 
resulta tímida en exceso, por cuanto que este informe, que 
comprensiblemente se introduce como potestativo en el 
proceso ordinario, debería haberse convertido en 
obligatorio respecto al proceso de conflicto colectivo que 
verse sobre la interpretación o impugnación de convenio"
r24).
Se trata pues una posibilidad cuya trascendencia queda 
en manos de los propios órganos judiciales, tanto por su 
decisión de utilizarla, cuanto por la importancia que den 
al informe que reciban, apareciendo en la LPL, una vez más, 
una concepción demasiado estática de la negociación 
colectiva, que se concreta en una visión muy restringida 
del papel que puedan desempeñar los sujetos negociadores en 
la administración del convenio por ellos acordado.
4.- Recursos.- Dejando al margen por el momento las 
especialidades que presenta la sentencia, ya que su 
importancia merece comentario aparte, las peculiaridades de
.- CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 242.
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la tramitación, acaban con una referencia a la materia de 
recursos.
Ya se señaló la irrecurribilidad general de autos y 
providencias y en cuanto a la sentencia, en la anterior LPL 
existía un recurso específico, el Especial de Suplicación, 
con una tramitación algo más acelerada que el ordinario (no 
requería anuncio, se interponía directamente, etc....) y 
que se resolvía por una Sala especial del Tribunal Central 
de Trabajo, la Quinta.
Pues bien, la actual LPL unifica la tramitación de los 
recursos en esta materia con los restantes procesos, y en 
consecuencia, hace desaparecer cualquier especialidad 
importante. En todo caso, conviene reiterar que las 
sentencias dictadas en conflicto colectivo, según el órgano 
del que emanen, son susceptibles de dos recursos 
diferentes; cuando las haya dictado el Juzgado de lo 
Social, procederá el recurso de Suplicación, conforme al 
art. 188.f. LPL; en cambio, cuando la sentencia es dictada 
por la Sala Social del Tribunal Superior de Justicia de la 
Comunidad respectiva, o de la Audiencia Nacional, el 
recurso que procede es el de Casación, ante la sala IV del 
Tribunal Supremo, conforme al art. 203. 12. LPL, lo que 
provocará que "por vez primera el Tribunal Supremo conocerá 
de recursos en esta materia" (925 ).
925 .- SAGARDOY BENGOECHEA, "Puntos críticos..." op. cit. pag.
161.
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Al margen de lo indicado, la única especialidad que 
recoge la LPL es que, frente al principio general de 
imposición de las costas del recurso a la parte vencida 
(art. 232.1. LPL), en el proceso de conflicto colectivo 
cada parte se hace cargo de las suyas y sólo procederá la 
imposición a la contraria, cuando la Sala aprecie que una 
de las partes ha recurrido con temeridad. En definitiva, la 
regla general sobre imposición de costas se convierte en 
excepcional en estos procesos.
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5.7.- LA SENTENCIA DEL PROCESO DE CONFLICTO 
COLECTIVO.-
En último lugar quiero referirme a las cuestiones que 
suscita la sentencia recaída en estos procesos, que son 
fundamentalmente tres:
a) El carácter de la propia sentencia (normativo, 
declarativa, de condena, etc...).
b) Los efectos que produce la sentencia sobre las 
reclamaciones individuales, e incluso sobre otras 
colectivas, y, derivados de ellos, los que produce la 
propia tramitación del procedimiento.
c) Las posibilidades de ejecución de estas sentencias.
Puede apreciarse que los problemas son importantes y 
por ello se ha preferido su estudio por separado.
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5.7.A.- EL CARACTER DE LA SENTENCIA
Uno de los aspectos más interesantes, y polémicos, de 
la sentencia que recae en el proceso sobre conflictos 
colectivos, es el carácter que deba concederse a la misma.
1 .- La visión tradicional sobre su carácter
normativo.-Se ha señalado que "por un lado es cierto que 
entre la sentencia colectiva y la que resuelve un conflicto 
individual no hay diferencias ni en la forma ni en el 
razonamiento lógico que presuponen; en los dos casos, 
partiendo de unos hechos que se declaran probados, se 
aplica la norma jurídica oportuna, obteniéndose como 
conclusión el fallo. Por otro lado la diferencia reside en 
la extensión subjetiva de los efectos de la sentencia por 
cuanto puede contener reglas de interpretación general de 
la norma, aplicable a todos los sujetos que queden 
incluidos en el campo de aplicación de la misma..." (926 ), 
de esta forma, tradicionalmente, se consideraba que la 
dictada en conflicto colectivo, sin dejar de ser una 
sentencia, pues formalmente lo es, producía una 
interpretación general de la norma, y ello hacía que de 
algún modo participase del propio carácter de ésta, por lo 
que se podía afirmar que "como la sentencia o laudo 
colectivo contiene una norma... puede ser alegada como
926 .-MONTERO AROCA, "El Proceso Laboral" op. cit. pag. 287.
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derecho a aplicar a los conflictos individuales que surjan 
durante su vigencia" ( 927 ).
En definitiva, ese carácter de norma y esa extensión 
de efectos a cuantos fueron parte material en el proceso 
(que eran todos los afectados por el conflicto), abría el
i
camino a lo que la doctrina calificaba de "sentencias 
meramente declarativas que debemos calificar realmente 
normativas por cuanto establecen de manera definitiva la 
interpretación correcta de una norma" (92e ), carácter que 
resultaba, no obstante, polémico, por cuanto que, sectores 
doctrinales se cuestionaban esa atribución a los órganos 
judiciales de unas funciones interpretativas generales, que 
"contradicen el principio tradicional de nuestro derecho 
judicial según el cual no corresponde a los jueces ni 
tribunales dictar reglas generales sobre la interpretación 
ni aplicación de las normas" (929 ), e incluso, por lo que 
se refiere a las normas de origen convencional, "si la 
atribución de competencia interpretativa general tenía como
927 ALONSO OLEA, MANUEL "Las fuentes del Derecho, en especial 
del Derecho del Trabajo según la Constitución" Madrid (Civitas) 1982, 
pag. 105.
928 . - MONTERO AROCA, "El Proceso Laboral" op. cit. pag. 287.
En definitiva como señala ALARCON CARACUEL, ("Un proceso...." op. 
cit. pag. 199), se podía decir que la especificidad de estas sentencias 
es "que, en realidad, no son "declarativas de derechos" sino 
"declarativas del Derecho" (sea haciendo una interpretación que excluye 
todas las demás, sea estableciendo la norma aplicable, con exclusión de 
todas las concurrentes)".
929 .- ALONSO OLEA, "Las Fuentes..." op. cit. pag. 104.
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justificación la pretensión de autenticidad de dicha
l
interpretación, lo lógico es otorgársela exclusivamente a 
las propias partes autores de las normas - a través de las 
comisiones paritarias - y no a la jurisdicción laboral "
( 930 ).
Alguna opinión doctrinal ha llegado a razonar la 
imposibilidad de encajar la "sentencia normativa" en 
nuestro sistema constitucional y legal, entendiendo que la 
Jurisdicción Social tiene atribuidas exclusivamente dos 
funciones, la de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en un 
caso concreto, y la que se denomina "función normativa 
negativa", consistente en declarar la ilegalidad de un 
convenio y por tanto expulsarlo del ordenamiento jurídico, 
esas serían las únicas funciones que se desprenderían del 
artículo 25 LOPJ, sin que, en modo alguno, pueda deducirse 
de dicho precepto una "función normativa positiva", es 
decir de establecer una norma o una interpretación de la 
misma que se integrase en ella con un carácter de 
generalidad (931 ) .
Pese a todo lo anterior, la Jurisprudencia admitía, 
sin reparos, el carácter normativo de estas sentencias, 
exponiendo, en síntesis, que "se ha construido 
doctrinalmente la equivalente doctrina de su (de la
930 . - ALARCON CARACUEL, "Los procesos..." op. cit. pag. 85.
931 .- Me remito al respecto al extenso desarrollo que de la idea 
hace ALARCON CARACUEL, "Un proceso...."op. cit. pags. 206 a 212.
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sentencia) carácter cuasi normativo, de tal modo que las 
reclamaciones individuales incursas en el ámbito del 
conflicto son tributarias de la sentencia firme obtenida en
este por la calidad de norma que la misma tiene" ( 932 ).
2 Las razones de la existencia de la "sentencia 
normativa" Es más, ese carácter normativo permitía
conferirles un valor idéntico al de la cosa juzgada en
relación con todos los afectados por el conflicto, de tal 
modo que "sobre el objeto resuelto en un proceso sobre 
conflicto colectivo, no puede recaer otra Sentencia sobre 
el fondo, aunque el tema se plantee a nivel de conflicto 
individual por una de las partes afectadas" (efecto 
negativo de la cosa juzgada) (933 ), pero, además, 
"planteada ulteriormente una pretensión por un trabajador 
concreto en base a lo dispuesto en aquella, el Magistrado 
de Trabajo deberá entrar a conocer el fondo del asunto; 
pero en virtud del llamado "efecto positivo o prejudicial" 
de la cosa juzgada, su fallo no podrá decidir de modo
contrario a como antes fue fallado (en el conflicto)"
( 934 ) . Sin ese carácter normativo era difícil aplicar
932 STCT 20-6-88, Ar. 4280.
En el mismo sentido STCT 29-6-84 Ar. 5970; STCT 15-7-85, Ar. 4960; 
STCT 25-6-86, Ar. 5341.
.- MONTERO AROCA, "El Proceso Laboral..." op. cit. pag. 287.
934 .- ALARCON CARACUEL, "Los procesos ..." op. cit.pag.88.
En igual sentido, por ejemplo, DE LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS y 
GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "Instituciones...." op. cit. pag. 428.
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estos efectos a las posibles reclamaciones individuales 
posteriores a un proceso de conflicto colectivo, ya que, 
como la jurisprudencia resaltaba, "no es posible concatenar 
ambos tipos de procesos a través de la institución de la 
cosa juzgada, por terminante impedimento legal del art. 
1252 del Código Civil" (935 ), pues generalmente no se da 
la triple identidad que exige aquel precepto, o sea, la 
identidad de las cosas, las causas, y las personas y 
condición en que litigaron. En definitiva, normalmente, 
entre el conflicto individual y el colectivo, "no existirá 
estricta identidad de partes y muchas veces ni siquiera de 
pretensiones" ( 936 ).
3 Las consecuencias del carácter normativo:
sentencia declarativa y no ejecutable . - El carácter de 
sentencia normativa jugaba, pues, un evidente papel en la 
Doctrina y Jurisprudencia precedente, reconocido incluso 
por el propio Tribunal Constitucional (937 ), en aras a la
935 .- STCT 20-6-88, Ar. 4280.
En una posición más evolucionada SAN 26-6-90, Ar. 96, considera 
aplicable la institución de la cosa juzgada pues "la identidad 
subjetiva exigida por el art. 1252 del Código Civil para que opere la 
presunción de cosa juzgada debe apreciarse desde la consideración de 
los trabajadores y empresarios afectados y no desde la de los sujetos 
colectivos que, como representantes de unos u otros, promueven o 
intervienen en este tipo de procesos".
936 .- GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "El Proceso de Conflictos "
op. cit. pag. 12.
937 .- El Auto del T.Co. 227/1986 de 12 de Marzo de 1986
(Jurisprudencia Constitucional, Tomo XIV, pag. 970), establece que "el 
objeto directo de esta procedimiento (conflicto colectivo) consiste en 
clarificar el significado propio de las normas y hacerlo con carácter
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eficacia del propio proceso de conflicto colectivo, pero 
implicaba otros efectos, pues, de mantenerse que "en el 
conflicto colectivo "ex" artículo 25 a) DLRT, acción y 
sentencia son meramente declarativas.... (y por ello).... 
parece obvio que estas sentencias no son directamente 
ejecutables" (93S), de tal manera que, incumplida una 
sentencia de conflicto colectivo, lo que procede es 
interponer reclamaciones individuales para conseguir su 
cumplimiento, lo que es tanto como decir que el proceso 
individual será la forma normal.... de "ejecución" de la 
sentencia colectiva, con ésta actuando como norma o 
fundamento de Derecho de la pretensión individual" (939 ).
Es decir, el carácter normativo implicaba, 
simultáneamente, su condición de sentencia declarativa y en
general, respecto de ellas (las sentencias en él recaídas) resulta de 
particular interés el respeto a la interpretación formulada en sus
resoluciones  En el sentido anterior es como hay que entender la
denominación de sentencias normativas que reciben este tipo de 
resoluciones".
938 .- ALARCON CARACUEL, "Los procesos...." op. cit. pags. 80 y
86.
939 .- ALONSO OLEA, y MIÑAMBRES PUIG, "Derecho Procesal..." op.
cit. pag. 193.
En tal sentido, categóricamente el Auto de la Audiencia Nacional 
de 18-1-90 (ponente Marin Correa), que confirma la denegación de la 
ejecución directa de una sentencia colectiva dictada por la 
Magistratura de Trabajo (luego Juzgado de lo Social) 24 de Madrid, 
acudiendo a la tradicional construcción de la necesidad de procesos 
individuales para conseguir su efectividad. Igualmente STSJ (Valencia) 
27-2-92, (386/92).
También con anterioridad se había declarado judicialmente el 
carácter no ejecutivo de estas sentencias, por ejemplo STCT 10-11-87, 
Ar. 26.744.
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consecuencia no ejecutiva, como jurisprudencialmente se 
confirmaba con reiteración ( 940 ). Pero además, en la medida 
que el carácter normativo implicaba que la sentencia surtía 
efectos en relación con todos los sujetos comprendidos en 
el ámbito del conflicto, Mla doctrina y jurisprudencia 
tradicionales han venido aceptando la eficacia general de 
esa sentencia.... aunque el procedimiento lo hubiera 
instado un sindicato con una implantación suficientemente 
mínima" (941 ), todo ello en los términos ya expuestos, y 
con los problemas que se plantean en relación con el 
binomio eficacia-legitimación.
De la situación precedente a la LPL podía extraerse 
que la sentencia recaída en conflicto colectivo se 
consideraba normativa, y por ello declarativa, no ejecutiva 
y con eficacia general en todo el ámbito del conflicto 
( 942 ) .
940 .- STCT 2-12-87, Ar. 29.636, señala, "por naturaleza y
cualquiera que sea el contenido dispositivo de las sentencias que 
resuelvan conflictos colectivos, las mismas no pueden ejecutarse,
  ya que, en efecto, el sentido declarativo de aquellas sentencias
en armonía con el carácter de los conflictos colectivos de los llamados
jurídicos interpretativos  impiden por pura ontología un ulterior
pronunciamiento del "dictum" judicial en vía de ejecución ".
En idéntico sentido, por ejemplo, STCT 16-9-87 Y 10-11-87, Ar. 
20206 y 26744, y STCT 20-6-88, Ar. 4281.
También STSJ (Madrid) 7-11-89, Ar. 151.
.-OJEDA AVILES, "Derecho Sindical" op. cit. pag. 556.
942 .- ALONSO OLEA, MANUEL, ("Sobre los procesos colectivos y las
sentencias declarativas y normativas " REDT 41/1990, pag. 112) expone, 
"La sentencia dictada en un proceso bien de- convenio, bien de conflicto 
colectivo.... por su propia naturaleza y carácter declarativos (en 
nuestro caso ligados íntimamente a su naturaleza y carácter colectivos
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Cabe ahora cuestionarse si, tras la nueva LPL, se 
mantiene ese concepto, al menos en el tenor literal de la 
Ley.
y que su vez tienen como consecuencia su naturaleza y carácter 
normativos) no es por sí misma ejecutiva".
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5.7.A.a.- Carácter normativo.-
1 Las consideraciones legales y la existencia de 
sentencias de condena El art. 157.3. LPL establece, con 
toda claridad, el carácter de "cosa juzgada" sobre los 
procesos individuales pendientes de resolución o que puedan 
plantearse, que versen sobre idéntico objeto.
De este modo, subsiste el principal efecto que 
conllevaba el carácter normativo de la sentencia de 
conflicto colectivo, e incluso se ha afirmado que "el 
origen de este precepto legal se encuentra en la abundante 
jurisprudencia anterior que atribuía tales efectos a este 
tipo de sentencias" ( 943 )/ si bien ya no resulta necesario 
acudir a construcciones doctrinales y jurisprudenciales 
para justificarlo, en la medida en que está expresamente 
reconocido por la Ley.
Ahora bien, no se puede afirmar ya, que todas las 
sentencias que se derivan del proceso de conflicto 
colectivo tienen ese carácter normativo, y es más, creo que 
ni siquiera lo tenían todas las que con anterioridad se 
producían.
Con la antigua LPL se producían sentencias de condena 
en el propio proceso de conflicto colectivo, problema sobre 
el que se profundizará, pero que se resalta ahora porque 
"es... claro  que una sentencia de condena no puede ser
.- SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 358.
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calificada como normativa" ( 944 ), y pese a ello, y pese a 
la abundante jurisprudencia sobre el carácter normativo de 
las sentencias adoptadas en conflicto colectivo, no hace 
falta remontarse muy lejos para encontrar conflictos con 
pretensiones de condena, resueltos en un sentido u otro, 
pero sin que se considerase inadecuado el planteamiento, y 
así por ejemplo la Sentencia de la Audiencia Nacional de 16 
de Julio de 1990 (Ar. 105) constata en su fundamento de 
derecho primero que inició Conflicto Colectivo frente
a ......  pidiendo que se condenara a «la empresa a
facilitarle la información pedida sobre un tema
concreto ", y pese a ello ni en la instancia, ni en el
Recurso se estimó que la pretensión no fuese propia de 
conflicto colectivo (945 ); es sabido también que el 
Tribunal Constitucional tuvo ocasión de admitir la 
ejecución de una sentencia condenatoria recaída en proceso
944 .-ALARCON CARACUEL, "Los procesos ..." op. cit. pag. 85.
El propio autor cita en "Un proceso...." op. cit. pag. 199 a 201, 
numerosas sentencias de las que, con claridad o tácitamente, se deduce 
que el pronunciamiento del fallo es de condena; a ellas me remito de 
momento, y más adelante tendré ocasión de aportar algunas otras.
945 Contempla también, a título de ejemplo y remitiéndome a 
otros varios más recientes a los que aludiré con posterioridad, un 
conflicto con pretensión de condena STCT 5-4-89, Ar. 158, sin que 
tampoco se estimase la inadecuación de la citada pretensión.
En el mismo sentido STSJ (Valencia) 6-2-92 (210/92), confirma una 
sentencia de instancia resolutoria de un conflicto colectivo con un 
fallo que condenaba a la empresa a no exigir el turno nocturno a los 
trabajadores afectados.
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de conflicto colectivo, si bien el alcance de esa doctrina 
no es categórico (946).
2 .- La matización actual del carácter dé "sentencia 
normativa".-
a) La admisión de algunas sentencias de condena Es 
posible que, con anterioridad, pudiera sostenerse que "la 
existencia de una sentencia de condena en un conflicto 
colectivo implica que éste ha sido planteado sobre la base 
de una pretensión que va mucho más allá de lo que 
estrictamente permiten el art. 25 a) DLRT y el artículo 81 
ET" (947 ), pero, con la expansión del propio concepto del
Se trata, obviamente, de la STCO 92/1988 de 23 de Mayo.
947 .-ALARCON CARACUEL, "Los procesos ..." op. cit. pag. 85.
De hecho, como he expuesto, existían pronunciamientos judiciales
sobre la imposibilidad, sin matices, de sentencias de condena en el 
proceso de conflicto, incluso hasta fechas muy recientes. Para ver 
hasta donde se extremaba esa postura puede comprobarse como STSJ 
(Madrid) 28-11-89, Ar. 171, después de haber desestimado un recurso de 
suplicación, procede, de oficio, a anular parte del fallo de la 
sentencia recurrida, por entender que aún cuando no se dijese 
expresamente, implícitamente entrañaba un pronunciamiento de condena. 
El Tribunal afirma: "...se hace preciso poner de manifiesto, sin
denuncia de parte, que. el fallo de la sentencia recurrida, tras
declarar el derecho interesado en la demanda, concreta, a su vez, la 
obligación de la empresa en orden a satisfacer lo que, por tales 
conceptos reconocidos, pudiera corresponder a los trabajadores. Este
concreto pronunciamiento, que implícitamente supone una condena, 
traspasa los límites del objetivo propio del conflicto colectivo y como 
quiera que ello alcanza a normas de derecho público, en cuanto se
refiere al procedimiento, tal punto debe ser dejado sin efecto".
A su vez STSJ (Madrid) 26-2-91, Ar. 1972, establecía con claridad
que ni cabía una acción de condena concreta, ni, en definitiva
genérica, pues esta ya estaba implícita en la propia declaración
interpretativa que sobre la norma hacía la sentencia.
En la actualidad son muchas las sentencias que insisten en que en
el procedimiento de conflicto colectivo no caben sentencias de
condenas, y así por ejemplo, entre las más recientes, STSJ (Madrid) 4-
6-91, Ar. 4036, STSJ (Murcia) 30-7-91, Ar. 4613, STSJ (País vasco) 12-
9-91, Ar. 4893, y ello por citar sólo algunas.
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conflicto colectivo, no parece que pueda mantenerse esa 
conclusión. Es más, la expresa mención en la LPL a la 
existencia de conflictos de aplicación, incluso referidos a 
prácticas de empresa, permite la existencia de sentencias a 
las que en modo alguno cabe calificar de normativas, pues 
se refieren, más que a interpretaciones generales, a 
cuestiones de estricta aplicación, que, con las 
matizaciones que se indicarán, deben abrir la posibilidad a 
algunas sentencias de condena.
Es posible también, que, en la actualidad, muchas de 
las pretensiones de condena que se formulan en conflicto 
colectivo deriven de aquellos que se calificaron de 
impropios, en los que se dilucidan, fundamentalmente, 
cuestiones sindicales, que afectan más a intereses directos 
de los sujetos colectivos que promueven el conflicto, que a 
intereses de los empresarios y trabajadores a que 
representan, aunque evidentemente estos últimos sufran 
efectos indirectos. Pero, aún así, esas controversias se 
admiten y tramitan como conflictos colectivos de una manera 
absolutamente consolidada.
b) La existencia de sentencias interpretativas en 
ámbitos reducidos A mayor abundamiento, como ya se ha
En realidad, tal afirmación me parece inexacta si se hace en 
términos generales; lo que posiblemente no cabe en el proceso de 
conflicto colectivo es una acción, y consiguientemente una sentencia, 
de condena individualizada, y, de hecho, analizando los razonamientos 
de muchas de las sentencias que se pronuncian en los términos 
anteriormente expuestos lo que se está diciendo, en forma muy 
imprecisa, es lo que acabo de exponer.
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expuesto, no puede sostenerse que deba coincidir, en todos 
los conflictos, el ámbito de éste con el de la norma 
interpretada, y aunque ello pueda ocurrir en muchos, en 
otros la reducción aparece justificada en base a cuestiones 
específicas de aplicación, por lo que, en los supuestos en 
se independizan los ámbitos, tampoco creo que pueda 
hablarse de sentencias normativas.
c) la desaparición de las razones que justificaron el 
carácter "normativo".- Es cierto que muchas sentencias de 
las que recaigan en conflictos colectivos tendrán un 
carácter de interpretación general de una norma, y por lo 
tanto, al ser cosa juzgada para todos los comprendidos en 
el ámbito de aquella, al coincidir éste con el del 
conflicto, tendrán los mismos efectos que las anteriores 
sentencias normativas (94B), pero, existiendo ya una
948 .- De hecho ese concepto parece vigente para el Tribunal
Supremo, que aún contemplando supuestos anteriores a la actual LPL, ha 
establecido como criterio en STS (4S) 21-3-91, Ar. 3238, que, "es
evidente asimismo, que por la singular naturaleza del pronunciamiento 
judicial obtenido en un procedimiento colectivo, normalmente, no cabe 
la ejecución directa, dentro del mismo, de los derechos individuales 
que dimanen para los trabajadores de la sentencia que lo resuelve, 
dictada la misma, con un alcance interpretativo general y con una 
trascendencia especialmente vinculante, respecto a posibles y 
ulteriores reclamaciones individuales.
En idéntico supuesto y con igual solución STSJ (Valencia) 27-2-92 
(386/92).
Estas sentencias se encargan de reiterar que esa será la solución 
más normal, resaltando incluso la última de las citadas que no cabía en 
el supuesto que se contemplaba ejecutividad directa "no porque no pueda 
darse en algún caso una sentencia de conflicto colectivo ejecutiva,
sino porque esa ejecutividad directa exigiría  "un
pronunciamiento ejecutable directamente" que no se da cuando se limita 
(la sentencia) a aclarar o interpretar preceptos con carácter de 
generalidad...".
Puede verse pues que aún cuando se mantiene esa figura de 
sentencia normativa, con esa denominación o sin ella, se admite, ya,
pag. 725
afirmación legal de ese carácter de cosa juzgada, y 
produciéndose, en la práctica, sentencias que no pueden ser 
calificadas de normativas, puede sostenerse que "lo más 
conveniente es prescindir de la categoría "sentencias 
colectivas normativas" (pues) La posible eficacia erga
i
omnes de esas sentencias colectivas no implica dicho 
carácter normativo ni lo requiere como justificación 
teórica" ( 949 ).
Pese a lo anterior, la Jurisprudencia viene 
reconociendo ese carácter con posterioridad a la vigente 
LPL, y así se indicará que la sentencia tiene un valor 
"cuasi-normativo" integrándose en la misma norma 
interpretada ( 950 ), pero, aún así, habrá que admitir la 
relativa perdida de importancia de dicha calificación y la 
existencia de sentencias, recaídas en conflicto colectivo, 
que no tendrán el citado carácter.
que existen sentencias sin ese carácter.
Como dato de interés se puede apuntar que las sentencias citadas 
se encuentran con el problema, ya aludido, de solucionar las 
discrepancias entre dos sentencias firmes recaídas en conflictos 
colectivos con los mismos afectados, pero con pronunciamientos 
contradictorios; ambas tienen pues carácter normativo y eficacia 
general, pero sus fallos discrepan. Es uno más de los problemas que 
puede plantear este proceso.
949 .-ALARCON CARACUEL,"Los procesos ..." op.cit.pag. 99.
950 .- STSJ (Galicia) 3-4-91, Ar. 2385.
En el mismo sentido, por ejemplo, STSJ (Albacete) 21-1-91, Ar. 
1035, STSJ (Madrid) 12-2-91, Ar.1369, STSJ (Galicia) 2-7-91, Ar. 4566.
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5.7.A.b.- Carácter declarativo y no ejecutivo.-
Ya con anterioridad se expuso que, en relación con los 
textos legales precedentes, en general, se deducía, del 
carácter normativo de estas sentencias, su carácter 
declarativo y en consecuencia no ejecutivo, pero, pese a 
ello, también se analizó que se tramitaban pretensiones de 
condena y de hecho se producían sentencias condenatorias 
(951) . Es más, en algunas opiniones se admitía, incluso 
sobre la base del propio texto legal, la posibilidad de su 
existencia (952 ).
951 . - A  ello tiene ocasión de referirse con toda claridad la
STCO 92/1988 de 23 de Mayo, FJ 42, que indica, "Pero ello no ha sido 
obstáculo para que en ocasiones se satisfagan por esta vía pretensiones 
en las que el aspecto objetivo del conflicto (el interés general o 
colectivo) cede en importancia ante el elemento subjetivo, y en las 
que, en consecuencia, no se reclama tanto la interpretación de una 
norma de alcance general como el cumplimiento de una obligación que 
afecta a un grupo de trabajadores.
Esta diversidad en las pretensiones que de hecho se canalizan a 
través del procedimiento de conflicto colectivo, al margen ahora de su 
estricta adecuación o no a los términos legales, ha de reflejarse por 
fuerza en el contenido de la sentencia que pone fin al proceso. Hay así 
resoluciones judiciales que sólo tienen efectos en el plano colectivo, 
sin traducción posible a las relaciones individuales de trabajo, en 
tanto que otras reconocen derechos o imponen obligaciones que además de 
su dimensión colectiva, tienen una repercusión concreta en el plano 
individual. Del mismo modo algunas resoluciones judiciales se agotan en 
una mera declaración sobre el significado o la interpretación que haya 
de darse a una norma preexistente; otras, en cambio, incluyen en su 
fallo (conjuntamente con esa declaración o, incluso, de forma 
exclusiva) un pronunciamiento de condena más o menos detallado".
952 Por ejemplo GARCIA ABELLAN, ("Derecho de Conflictos...." 
op. cit. pag. 397), que comentando el TRPL de 1966, cuya regulación era 
prácticamente idéntica a la LPL de 1980, afirma : "Tal generalidad 
obliga, empero, al análisis de unos y otros supuestos, en búsqueda de 
los efectos ejecutivos. Estos, por lo que se refiere a sentencia que 
resuelve conflictos de interpretación o aplicación, no difieren, en 
sustancia, de los atribuidos a la sentencia recaída en reclamaciones
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Esa realidad compleja llevaba a ALONSO OLEA, en 
artículo finalizado en 1989, es decir, antes de las 
reformas legislativas ocasionadas por la vigente LPL, a 
preguntarse si "¿cabe formalmente pedir al tiempo....una 
declaración y una condena congruente con ella y, por tanto, 
"una sentencia con pronunciamiento condenatorio
cuantificado. . . "" f53 ).
Pues, bien cabía esperar que el nuevo texto legal diese 
respuesta a estas interrogantes, pero no parece que lo haya 
hecho con claridad, a la vista de las« vacilaciones 
doctrinales al respecto, pues mientras en algunas opiniones 
las sentencias siguen siendo declarativas (954 ), en otras, 
pese a que con carácter general se coincida en que las
individuales: las sentencias firmes que declaren derechos y contengan 
condena se llevarán a efecto por el Magistrado de Trabajo de acuerdo 
con lo dispuesto en los artículos 200 y siguientes....".
. - ALONSO OLEA, "Sobre los procesos ..." op. cit. pag. 125.
954 .- SALINAS MOLIÑAS, FERNANDO, ("Ley de Procedimiento " op.
cit. pag. 651), que en comentario al art. 301 LPL, manifiesta, " ....
dado que, como regla, las sentencias recaídas en procesos de conflictos
colectivos ..... no serán susceptibles de verdadera ejecución al no ser
condenatorias....".
También, ARTAZA BILBAO, MARIA JOSE, y BREÑOSA ALVAREZ DE MIRANDA, 
FERNANDO, ("Ejecución de sentencias en materia laboral", Bilbao 
(Deusto) 1991, pag. 18) que afirman, "Lo cierto es que la sentencia 
será una decisión interpretativa, declarativa del derecho vigente o 
cuasinormativa, a las que tanto la doctrina como la Jurisprudencia no 
les concede la posibilidad de ser directamente ejecutivas, exigiendo a 
los beneficiados por el fallo de la sentencia acudir a un nuevo 
procedimiento a fin de dictar una sentencia de condena".
En igual sentido MARIN CORREA, ("Notas sinópticas..." op. cit. 
pag. 715) expone, "No es un ejemplo de exactitud la redacción del 
número 3 de este artículo 157, entre otras varias razones porque la 
pretensión ejercitada mediante la demanda de conflicto colectivo es, 
por definición, declarativa....".
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sentencias dictadas en conflictos colectivos son meramente 
declarativas, al llegarse al análisis del art. 301 LPL se 
concluye, "nada hay que añadir a cuanto ya se ha dicho 
anteriormente, únicamente advertir que no serán frecuentes 
las sentencias recaídas en conflictos colectivos que puedan 
suponer condena para el demandado, atendida la naturaleza 
eminentemente declarativa de que participan; pero, en 
cualquier caso, la regla del art. 302 (por el 301, una vez 
producida la corrección de errores de la LPL) es 
terminante" (955 ).
Se aprecia así la discordancia entre esa doctrina que 
sigue insistiendo en que estas sentencias son declarativas, 
frente a una regulación legal, que, al menos en algún 
supuesto, está pensando en lo contrario.
En otras opiniones se intenta conciliar la postura 
tradicional, con la realidad práctica y la regulación 
legal, y así, al mismo tiempo que se reconoce que las
955 .- IGLESIAS CABERO, "El Proceso de Conflictos " op. cit.
pag. 1116. En cuanto a su consideración de las sentencias como 
declarativas, pag. 1111.
En igual sentido RIOS SALMERON, BARTOLOME, ("De la ejecución de
las sentencias" en AA.W. "Comentarios a las Leyes Laborales", Tomo
XIII, Vol. 22, Madrid (EDERSA) 1991, pag. 1516), tras aludir como 
supuesto normal al de las sentencias declarativo-normativas, recuerda, 
no obstante, que en el proceso de conflicto colectivo "con frecuencia 
creciente se impetra del Juez Social un pronunciamiento que extravasa 
la simple consideración lógica del asunto, y comporta en rigor una 
clara condena del empresario, en la que se le impone una prestación 
determinada. Así se condena a la empresa a que abone al comité de 
empresa una determinada cantidad o a que le procure una relación de los 
trabajadores fijos y eventuales, entre otros muchos supuestos que
cabría recordar.... la vía más directa e inmediata para dar
satisfacción... es la ejecución de lo que en conflicto colectivo se ha 
decidido".
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sentencias recaídas en conflictos colectivos son en muchos 
casos de condena, se afirma que, al tratarse de una condena 
genérica, su ejecución requiere un proceso de 
individualización que no puede efectuarse en la fase 
ejecutiva, sino en posteriores litigios individuales 
( 956 ).
También se ha sostenido, al amparo de la nueva LPL, la 
necesidad de admitir las sentencias de condena (957 ) y, 
por tanto, ejecutivas, señalándose, además, que es la única 
forma de que encuentre sentido una interpretación conjunta 
de los números 2 y 3 del art. 157 LPL ( 958 ).
956 .- CRUZ VILLALON, ("Instituciones..." op. cit. pag. 243), "La
sentencia colectiva de ordinario no es meramente declarativa, cuando el 
órgano judicial efectúa una valoración jurídica respecto de la norma, 
decisión o práctica objeto de enjuiciamiento, no se limita a la mera 
declaración de su validez o correcta interpretación, sino que junto a 
ello reconoce derechos a las partes, condenando a la parte vencida a 
dar cumplimiento a sus correlativos deberes, consistan estos en una 
obligación de hacer, no hacer, o entregar una cosa.
Sin embargo, esa sentencia de condena lo es genérica,.... Por 
ello, es preciso un proceso posterior de individualización de esa 
condena en trabajadores y empresarios concretos, que puede ser 
discutido judicialmente. Entiende a estos efectos la jurisprudencia que 
dicha individualización no puede efectuarse en la fase de ejecución de 
la sentencia, sino que es preciso que se realice por medio de un nuevo 
proceso de cognición, ahora a nivel individual, y teniendo presente la 
eficacia de cosa juzgada que sobre el mismo ejerce la sentencia 
colectiva.".
957 Al respecto ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE, ("Derecho del
Trabajo", op. cit. pag. 893) señalan en relación con el valor de las 
sentencias colectivas que "la LPL apenas innova - a no ser la admisión 
clara de las pretensiones de condena -", admitiendo posteriormente su 
posible ejecución directa (nota a pie de la página 893).
958 . - En tal sentido ALARCON CARACUEL, "Un proceso...", op. cit.
pag. 232 y 233.
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A mi juicio, después de la actual LPL, no cabe 
sostener que todas las sentencias dictadas en procesos de 
conflictos colectivos deban ser declarativas y por ello no 
ejecutivas, y no sólo.por las razones expuestas con 
anterioridad en relación con la existencia de conflictos 
puramente aplicativos, e incluso con ámbito reducido, en 
los que sería absolutamente normal una sentencia 
condenatoria, ni tampoco por la realidad práctica, sino en 
atención al propio tenor literal de la LPL, pues ésta, en 
modo alguno afirma ese carácter meramente declarativo y, en 
cambio, insiste reiteradamente en la existencia de 
conflictos colectivos sobre cuestiones aplicativas, y, 
cuando tiene posibilidad de concretar los efectos de la 
sentencia colectiva, dispone expresamente (art. 301) que 
será ejecutiva desde que se dicte "según la naturaleza de 
la pretensión reconocida", lo que difícilmente admite otra 
interpretación que la de entender que caben, junto a 
pretensiones (y en consecuencia) sentencias declarativas, 
otras, al menos en algunos casos, de carácter condenatorio.
En cualquier caso, a la vista de la realidad 
comprobada por el Tribunal Constitucional en la STCO 
92/1988, de 23 de Mayo, a que ya se aludió y de la que 
dicho Tribunal extraía la conclusión de que, al amparo de 
la legislación anterior, se tramitaban conflictos 
colectivos con pretensión declarativa y conflictos 
colectivos con pretensión de condena, y con la posibilidad,
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en ambos casos, de repercusión meramente colectiva, o, por 
contra individualizada, no puede sostenerse una 
interpretación más restrictiva del objeto del conflicto 
colectivo, pues de la LPL no se desprende ninguna 
intencionalidad de reducir la intervención de las 
representaciones colectiva en el proceso laboral, sino todo 
lo contrario, y tampoco aparece ninguna intencionalidad de 
reducir el objeto sobre el que puede versar un conflicto 
colectivo, más bien y al contrario, ampliarlo, recogiendo 
todo cuanto la realidad había venido demostrando que se 
tramitaba como tal, y de ahí la admisión de conflictos de 
aplicación, de conflictos sobre decisiones o prácticas de 
empresa, la legitimación amplia para instar el conflicto, 
e t c ...
Por todo lo anterior parece más coherente admitir que 
la LPL ha legalizado la posibilidad de que recaigan
sentencias que no sean simplemente declarativas, lo que 
obviamente no implica que lo normal sea eso, sino 
simplemente que cabe también, en ciertos casos, la 
sentencia de condena.
Sentado lo anterior, si existe una sentencia de
condena, la misma debe poder ejecutarse, pues la ejecución,
es decir, el cumplimiento de lo resuelto, está implícito en
esas sentencias, es parte inseparable y contenido esencial 
del derecho a la tutela judicial efectiva, y garantía de la
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sujeción de todos los ciudadanos y poderes públicos al 
ordenamiento jurídico (959 ).
Ahora bien, un problema posterior, sobre el que incide 
CRUZ VILLALON ( 960 ), es la forma en que habrá de 
producirse dicha ejecución, pero ese es un problema que se 
analizará en concreto y con detalle, dejando aquí, de 
momento, expuesta la conclusión de que en el actual proceso 
de conflictos colectivos existirán sentencias declarativas 
(y por ello no ejecutivas), junto a un número inferior de 
sentencias de condena (con la consiguiente ejecutividad) 
(961).
959 Como se encargan de recordar las STCO 67/1984, de 7 de
Junio, y 167/1987, de 28 de Octubre, y la ya antes citada 92/1988 de 23 
de Mayo.
960 . - Puede verse, como ya se expuso con anterioridad, CRUZ
VILLALON, "Instituciones..." op. cit. 243.
961 . - Como ya había afirmado ALARCON CARACUEL, contemplando la
legislación precedente ("Los procesos ...." op. cit. pag. 99), "Las 
sentencias que ponen fin a un conflicto colectivo pueden, teóricamente,
ser: "declarativas simples"   "declarativas normativas" cuando
establecen con carácter general la interpretación correcta de una norma 
(conflicto colectivo jurídico de interpretación).... y "de condena" 
cuando - en base evidentemente, a una previa determinación de la norma 
aplicable y a una interpretación de su significado - se declara la 
prestación debida por el demandado.".
En relación con la nueva LPL, de alguna manera lo admite también 
ALVAREZ SACRISTAN, ("Comentarios..." op. cit. pag. 546), que tras 
señalar que habitualmente se entienden estas sentencias como 
declarativas y no ejecutables, indica: "Pero no todos los casos son
exactamente iguales y algunas declaraciones son susceptibles de 
ejecución, y por ello al pedirla se queda amparada la tutela judicial 
efectiva".
Por su parte SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, ("Derecho Sindical", 
op. cit. pag.555), admitiendo la posibilidad de alguna sentencia 
ejecutiva, sitúan el problema en un nuevo ámbito, sobre el que volveré 
por su importancia: "Posiblemente haya que distinguir en este sentido 
entre dos tipos de conflicto colectivo: el de trascendencia individual
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5.7.A.C.- La eficacia general de la sentencia .- 
Con anterioridad ya se dijo que el carácter normativo 
de la sentencia iba, generalmente, unido a la atribución a 
la misma de efectos "erga omnes", es decir, se consideraba 
que la sentencia tenía eficacia general, y que, en 
consecuencia, no alcanzaba exclusivamente a los 
representados por quienes actuaban en el conflicto.
El propio Tribunal Constitucional había aludido 
inequívocamente a ello, al contemplar los problemas que 
planteaba la legitimación de comités de centro de trabajo 
en conflictos que afectaban a toda la empresa, indicando 
que la exigencia de un litisconsorcio activo de todos ellos 
era el "modo de compatibilizar la legitimación conferida
por la Ley a los comités de empresa con la eficacia general
de la sentencia...." ( 962 ).
Pese a que la consideración anterior podía ser la
mayoritaria, no faltaban voces que discrepaban de ella y
así ALARCON CARACUEL afirmaba "no todas las sentencias
(no ejecutable en sentido propio más allá de la eficacia de "cosa 
juzgada" a partir de la firmeza de la sentencia) y el de trascendencia 
colectiva (que afecta a los sujetos colectivos y que resulta 
perfectamente ejecutable)".
Esta misma idea está presente en MARIN CORREA, ("Notas 
sinópticas...." op. cit. pag. 711) que expone, "Economatos, comedores, 
servicios médicos de empresa, instalaciones sanitarias, ambiente, 
ruidos, etc. Precisamente son los supuestos en que la sentencia goza de 
ejecutividad directa, porque el pronunciamiento se refiere a derechos 
del colectivo laboral, como tal, aunque estén reconocidos como propios 
del titular del contrato de trabajo".
962 .- Al respecto la ya citada STCO 74/1983, FJ 4 2.
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colectivas tienen necesariamente eficacia erga omnes:
pueden tenerla limitada" (963 ).
En su momento, al abordar los problemas de
legitimación, estudié algunos de los que al respecto se 
plantean, resaltando mi convicción de que el proceso que 
diseña la actual LPL continua pensando en una sentencia de 
eficacia general, sin que con ello quiera decir que no
hubiesen sido posibles otras soluciones.
1 . - L a  solución de la LPL: eficacia general.- En
general la doctrina afirma, tras la LPL de 1990, la misma 
idea, así, por ejemplo, GARCIA-PERROTE manifiesta que "la 
LPL parte de la necesaria eficacia general o erga omnes de
la Sentencia con la que culmina el proceso" (964 ).
Ciertamente la LPL contiene preceptos que hacen pensar 
en dicha eficacia, no sólo el carácter de cosa juzgada que 
se confiere a la sentencia colectiva en relación con los 
procesos individuales por el mismo motivo (art. 157.3), 
sino también la propia facultad de personación en el
963 .- ALARCON CARACUEL, "Los procesos____ " op. cit. pag. 99.
964 .- GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "El Proceso de Conflictos.... "
op. cit. pag. 10.
En el mismo sentido CRUZ VILLALON, ("Instituciones..." op. cit. 
pag. 230), que afirma, "Como ha señalado tradicionalmente la doctrina, 
la resolución dictada consecuencia de un proceso de conflicto colectivo 
tiene un valor de generalidad, no propio de las sentencia ordinarias; 
la extensión subjetiva de la sentencia es general....".
También, por ejemplo, ALVAREZ SACRISTAN, ("Comentarios...." op. 
cit. pags. 545 y 546), "De esta suerte la sentencia no tiene porque no 
ser efectiva, aún siendo declarativa, lo que ocurre es que su 
efectividad se traslada al derecho de que la declaración se cumpla 
"erga omnes"".
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proceso iniciado por otros, reconocida en el art. 152 LPL, 
debe entenderse desde esa eficacia general de la sentencia, 
constituyendo un medio que "viene a matizar o limitar los 
efectos que la actuación de un sindicato o asociación 
empresarial sin representatividad suficiente en el ámbito 
del conflicto pudiera producir en la medida en que el 
artículo anterior (151 LPL) les atribuye legitimación para 
promover el proceso de conflicto colectivo" (965 ), 
matización que sería innecesaria si la sentencia tuviese 
eficacia limitada a los representados por el sindicato que 
insta el conflicto, ya que, entonces, carecería de todo 
sentido la presencia de otras entidades representativas en 
el proceso, vistos los efectos que del mismo se iban a 
derivar.
Por otro lado existe en la vigente LPL una 
preocupación por evitar las sentencias contradictorias, 
patente, por ejemplo, en el establecimiento del Recurso de 
Casación para la Unificación de Doctrina, pues bien, 
precisamente el fundamento que justificaba dotar a la 
sentencia colectiva de efectos generales era, según el 
Tribunal Constitucional ( 966 ), "la evitabilidad de 
sentencias contradictorias".
2 .- La eficacia general debe remitirse, tan sólo, al 
ámbito del conflicto Ahora bien, la eficacia general a
965 .- SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 352.
966 Según la citada STCO 74/1983, FJ 4 2.
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que se hace referencia, no es la que pueda tener la norma 
interpretada, aunque esa correlación eficacia de la norma - 
eficacia de la sentencia está presente en opiniones 
doctrinales ( 967 )/ sino la eficacia general en el ámbito 
del conflicto, que, en los términos analizados con 
anterioridad, es posible que coincida con el de la norma a 
interpretar, es más, en numerosos casos ocurrirá así, pero 
que, como se expuso, permitía una reducción, bajo 
determinadas circunstancias, a ámbitos inferiores, pues no 
tenía sentido extenderlo a aquellos en los que no se 
planteaba situación conflictiva alguna, pese a que 
estuviesen regulados por los mismos preceptos (96S ).
Es pues cierto, como afirma ALARCON CARACUEL, 
completando su opinión de que deben mantenerse
perfectamente deslindados el ámbito del conflicto colectivo 
y el del convenio colectivo, que "...coherentemente con lo 
anterior, los efectos de la sentencia no pueden ir más allá
967 .- Por ejemplo, CRUZ VILLALON, ("Instituciones..." op. cit.
pag. 230), que afirma "la extensión subjetiva de la sentencia es 
general, aplicable a todos los sujetos que queden incluidos dentro del 
campo de aplicación de la norma o practica empresarial objeto de
enjuiciamiento  Lo contrario supondría la posibilidad de que se
produjesen sentencias contradictorias ante litigios idénticos que es 
precisamente lo que pretende evitar la institución de la cosa juzgada".
968 . - En tal sentido cabe reiterar las opiniones expuestas
acerca del ámbito del conflicto por SAGARDOY BENGOECHEA, "Puntos 
críticos ..." op. cit. pags. 157 y 158; IGLESIAS CABERO, "El Proceso 
de Conflictos...." op. cit. pag. 1088, y el auto de la Audiencia 
Nacional de 30-12-89, ya aludido, y del que fue ponente IGLESIAS 
CABERO, así como las sentencias en su momento citadas.
pag. 737
del ámbito del conflicto.. . ." C969 )/ aunque esa autonomía
entre ámbito del conflicto y ámbito de la norma produce
consecuencias más limitadas de lo que, de la propia
afirmación anterior, podría deducirse, pues esa
diferenciación debe basarse en una circunstancia real, que 
justifique una interpretación de la propia norma en uno más 
reducido, normalmente el empresarial, al que le es propio.
Así pues, la eficacia de la sentencia será general en 
el ámbito del conflicto, pero éste no tiene que coincidir,
necesariamente, con el de la norma, acuerdo, o práctica
sobre la que versa, sino que, en virtud del principio 
dispositivo, presente en el proceso laboral, y, sin que 
ello suponga admitir el "fraude procesal que puede darse 
aquí,.... ampliándolo o reduciéndolo artificiosamente para 
hacerlo coincidir con el de la representatividad o
legitimación de sus promotores, ...... se determina por los
trabajadores y empresarios afectados" (97°), en base a 
razones objetivas.
3 .- La discontinuidad de las soluciones legales .- Si 
esta es la solución legal, refleja una línea de 
discontinuidad en la tramitación del proceso, que debió 
haberse evitado. En efecto, se ha analizado que la 
legitimación en el conflicto es muy amplia, y que,
969 .- ALARCON CARACUEL, "Una valoración " op. cit. pag. 18,
y "Un proceso...." op. cit. pags. 229 y 230.
970 .- IGLESIAS CABERO, "El Proceso de conflictos " op.
cit. pag. 1088.
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prácticamente, cualquier sindicato puede iniciar el 
proceso, configurando además, en los términos expuestos, el 
ámbito del mismo; la preocupación que ello ocasiona en la 
propia LPL, al ser evidente que puede tramitarse un 
conflicto por un sujeto de escasa representatividad, se 
pretende solventar por la atribución de una facultad de 
comparecer en el proceso a las organizaciones y 
representaciones con un mínimo de representatividad, pero 
sin establecer su presencia obligatoria en el proceso 
(litisconsorcio necesario), ni su obligada citación, lo que 
puede hacer difícil- que llegue a concretarse su presencia, 
y, por ello, la LPL profundiza más, y establece que, en ese 
proceso, podrá llegarse a acuerdos, pero los mismos no 
tendrán eficacia de convenio colectivo estatutario, ni, por 
tanto, eficacia general, si no se suscriben por 
organizaciones que conforme al ET. cuenten con suficiente 
representatividad para conferirla a un convenio en idéntico 
ámbito.
Hasta aquí la LPL es coherente, permite que todo 
sindicato plantee conflictos, con una eficacia general o 
limitada de la solución, en función de la representatividad 
de quienes se hayan constituido como partes. Pero la 
coherencia se rompe cuando se aborda la sentencia, pues,, 
cabría preguntarse, en aquellos casos en "que las partes no 
puedan aspirar a la eficacia erga omnes de su acuerdo, por 
no tener suficiente representatividad, ¿la sentencia sí'
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tendrá siempre eficacia "erga omnes"....?" (971)/ y cuando 
podría esperarse una respuesta en sentido negativo, la 
conclusión de la LPL es afirmativa, rompiendo la lógica 
correlación que parece debería existir entre valor de la 
conciliación y de la sentencia recaída en el mismo proceso.
Ya en relación con esa situación, que también se daba 
en la legislación precedente, se había apuntado la solución
de que "la sentencia (en ese caso)........  tendrá solamente
eficacia limitada: la misma que tendría el acuerdo
conseguido mediante avenencia de las partes., i.." ( 972 ).
Lo cierto es que la LPL no ha optado por esa 
regulación, casi seguro, en atención a evitar la 
posibilidad de sentencias contradictorias en conflictos 
importantes (pues lo cierto es que en conflictos 
individuales, se dan sistemáticamente), olvidando que 
existen vías de unificación, mediante los correspondientes 
recursos, que hubiesen solucionado el problema, y, por otro 
lado, no llevando la coherencia hasta sus últimas 
consecuencias, pues, la eficacia general de la sentencia, 
hubiese debido conducir a que fuesen llamadas 
obligatoriamente al proceso aquellas organizaciones que, 
tanto en representación de los trabajadores como de los 
empresarios, ostentaban legitimación para conferir eficacia 
general a un posible acuerdo, con independencia de que el
971 ALARCON CARACUEL, "Los procesos " op. cit. pag. 98.
972 .- ALARCON CARACUEL, "Los procesos ...". op. cit. pag. 98.
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conflicto lo pudiese promover cualquier sindicato o 
asociación empresarial, representación legal o sindical de 
los trabajadores.
pag. 741
5.7.B.- LOS EFECTOS DEL PROCESO DE CONFLICTO COLECTIVO 
Y SU SENTENCIA SOBRE LAS RECLAMACIONES 
INDIVIDUALES Y COLECTIVAS QUE SE PLANTEEN CON 
EL MISMO OBJETO.-
E1 análisis de los efectos que produce el proceso
colectivo en relación con otros procesos colectivos o 
individuales plantea los siguientes problemas:
1) Existencia de cosa juzgada en relación con litigios 
individuales.
2) Existencia de cosa juzgada en relación con litigios 
colectivos.
3) Existencia de litispendencia en relación con
litigios individuales, y, en su caso, de interrupción de la 
prescripción.
4) Existencia de litispendencia en relación con
litigios colectivos.
5) Efectos de la sentencia de conflicto colectivo 
sobre litigios individuales, resueltos previamente.
Al margen de lo anterior podría plantearse la relación 
inversa, esto es, si los procesos individuales juegan algún 
efecto de cosa juzgada o litispendencia en relación con un 
posterior conflicto colectivo, pero parece que la solución 
negativa es clara, pues no se daría la identidad de partes
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que requieren la cosa juzgada y la litispendencia (973 ), 
sin perjuicio de que, en su momento, se volverá sobre los 
efectos que en relación con esos litigios individuales ya 
resueltos pueda tener la posterior sentencia colectiva .
El análisis de cada una de estas cuestiones revela lo 
siguiente:
1. - Cosa juzgada en relación con litigios
individuales.- La construcción jurisprudencial y doctrinal 
acerca del carácter normativo de estas sentencias 
colectivas, tenía la finalidad fundamental, como se 
analizó, de establecer un nexo de conexión entre la 
reclamación colectiva y las individuales que permitiese 
atribuir efectos de cosa juzgada a la resolución de la 
primera en relación con las segundas.
En estos momentos, como ya se expuso, dicha 
construcción resulta innecesaria, pues es la propia LPL la 
que establece que, lo resuelto en conflicto colectivo, 
tendrá valor de cosa juzgada en relación con los procesos 
individuales pendientes de resolución, o que puedan 
plantearse, que versen sobre idéntico objeto, entendiéndolo
973 .- Por eso se considera admisible la demanda colectiva como
señalan ALONSO OLEA, y MIÑAMBRES PUIG,("Derecho Procesal..." op. cit. 
pag. 193).
Jurisprudencialmente la solución no planteaba excesivos problemas 
y se establecía con rotundidad que unos precedentes litigios 
individuales no producían en modo alguno situación de cosa juzgada en 
relación con un posterior proceso colectivo.
Al respecto, por ejemplo, STSJ (Madrid) 31-10-89, Ar. 171, STSJ 
(Valencia) 26-2-90 (127/90) y STSJ (Burgos) 14-3-91, Ar. 1930.
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como referencia al fundamento de la pretensión, pues, 
generalmente, el contenido de estas será diferente, y lo 
normal es que la pretensión del conflicto habrá sido 
declarativa y genérica, mientras que la del conflicto 
individual habrá sido de condena y concreta (974 ).
t
¿Qué efectos implica ese carácter de cosa juzgada?, 
pues aquellos a los que ya se hizo referencia, es decir "un 
doble efecto, negativo y positivo. Negativo, en tanto
que,.......  no podrá volver a someterse lo resuelto en el
proceso colectivo a un nuevo proceso individual........  Por
lo que se refiere al efecto positivo, el mismo consiste en 
que el órgano jurisdiccional que conozca del posterior 
proceso individual ha de partir necesariamente de lo 
resuelto por la sentencia firme dictada en el anterior 
proceso de conflicto colectivo..." ( 975 )/ además de que 
conducirá, de ser posible, a la ejecución definitiva de lo 
resuelto, si así se solicita.
Ahora bien, ¿desde cuando se produce ese efecto de 
cosa juzgada?, porque obsérvese que parece haber una cierta 
contradicción en los términos legales, pues el art. 157.3,
974 .- En tal sentido GARCIA-PERROTE ESCARTIN, ("El Proceso de 
Conflictos.... " op. cit. pag. 13), manifiesta, "Entre el proceso de 
conflicto colectivo y el posterior proceso individual tampoco existirá,
en muchos supuestos, estricta identidad de objeto, ya que  las más
de las veces el proceso individual actúa como forma de ejecutar la 
sentencia colectiva, actuando la misma como norma o fundamento de 
derecho de la pretensión individual".
975 .- GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "El Proceso de Conflictos "
op. cit. pag. 14.
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dice que lo producirá la "sentencia firme", mientras que el
i
art. 157.2. LPL, y después el 301, ratifican que^ la 
sentencia recaída en el proceso de conflicto colectivo, "es 
ejecutiva desde el momento en que se dicte", lo que, al 
margen de otros problemas, se ha expuesto que parece hacer 
alusión a "la eficacia inmediata de los pronunciamientos 
contenidos en ese tipo de sentencias, para poder ser 
invocados por quien apoyara en ellos una pretensión 
concreta e individualizada" (976 ), o, lo que es lo mismo, 
supone una remisión al efecto de cosa juzgada a que antes 
se hizo mención.
La jurisprudencia precedente resolvía la cuestión, 
entendiendo que, mientras la sentencia no fuese firme, el 
órgano judicial que conociese de los litigios individuales 
debía analizar la cuestión jurídico litigiosa de fondo y 
resolverla según su criterio (977 ), pero es claro que, 
entonces, no existía una referencia expresa a los efectos 
de cosa juzgada de la sentencia colectiva.
Por contra, actualmente, se apuntan opiniones 
doctrinales, como la ya expuesta con anterioridad y la de 
CRUZ VILLALON, que consideran que "ha de interpretarse que 
sobre dicho proceso individual jugará ya la vinculabilidad
976 .- SALINAS MOLINA, "Ley de Procedimiento.... " op. cit. pag.
652.
977 .-En tal sentido STCT 20-6-88, Ar. 4281
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de la sentencia colectiva, a pesar de que la LPL hable de 
sentencia "firme"" (978 ).
Esa conclusión de que la sentencia de conflicto 
colectivo tiene efectos de cosa juzgada en relación con los 
litigios individuales, pese a no ser firme, está muy
influenciada por la idea de que no cabe su ejecución más
que a través de procesos individuales posteriores, en los 
que se individualice la condena genérica. Desde ese punto 
de vista, como el único carácter ejecutivo que tiene la 
sentencia colectiva es servir de base para* los procesos 
individuales posteriores, la conclusión es obvia, ese 
carácter es la ejecutividad a la que se refieren los arts. 
157 y 301 LPL, y, por tanto, ninguna importancia debe
atribuirse a la manifestación del art. 157.3.LPL en el
sentido de que sólo la sentencia firme produce esos mismos 
efectos.
No comparto las conclusiones anteriores, además de que 
podrían conducir a un elevado grado de contradicción entre 
resoluciones judiciales, pues podrían producirse sentencias 
individuales, con valor de cosa juzgada, y con el único 
fundamento jurídico de atribuir, a su vez, ese mismo valor 
a una sentencia colectiva, que podría después ser revocada.
Si con anterioridad ha parecido lógico defender, como regla 
normal, unos efectos generales de la sentencia colectiva, 
en evitación, precisamente, de la posibilidad de sentencias
978 .-CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 243.
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contradictorias, se hace difícil ahora admitir una solución 
como la expuesta.
A mi entender cabe otra, que además es coherente con 
la regulación conjunta de los arts.157,2 y 3, y 301 LPL, 
siempre y cuando se parta de la base de que se pueden 
producir sentencias colectivas de condena, con 
posibilidades de ejecución en el mismo proceso en que han
sido dictadas (979 ). Desde esta perspectiva, la
ejecutividad de la sentencia colectiva estaría haciendo 
alusión a la obligación de cumplimiento de la posible 
condena desde que se dicta, y el art. 301 LPL estaría 
contemplando la posibilidad de ejecución provisional cuando 
la sentencia colectiva haya sido de condena, ejecución, por 
tanto, en sentido estricto y en el mismo proceso, y por las 
vías adecuadas, y de ahí la referencia clara en el citado 
precepto, y que no puede omitirse, a la posibilidad de
ejecución, pero "según la naturaleza de la pretensión
reconocida", lo que es tanto como excluir la ejecutividad 
de las sentencias declarativas o con condenas muy 
genéricas, equiparables a las propiamente declarativas, que 
son las que, en el caso del conflicto colectivo, necesitan
979 . - Ya se indicó que esa es la posición de ALARCON CARACUEL,
"Un proceso...." op. cit. pags. 232 y 233, si bien en coherencia con su
crítica al concepto de sentencia normativa, admite que cabrá ejecutar, 
en sentido estricto, la sentencia colectiva definitiva, en casi todos 
los supuestos, sin necesidad de esperar, pues, a su firmeza.
Como se verá comparto la idea general, pero en mi opinión, la
sentencia colectiva, tanto la definitiva como la firme, no son 
directamente ejecutables en muchos casos.
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procesos posteriores para concretar la declaración general 
efectuada por la sentencia colectiva.
Por ello, la afirmación del art. 157.3. en el sentido 
de que el efecto de cosa juzgada lo produce, 
exclusivamente, la sentencia firme, no entra en 
contradicción con lo anterior, pues ese efecto, 
entendiéndolo como el propio de esas sentencias 
declarativas o genéricas, sólo cabe ciertamente desde aquél 
momento y es diferente a la ejecución, propiamente dicha, a 
que se están refiriendo los arts. 157.2. y 301 LPL.
Esa es la interpretación más coherente de la LPL.
A ella puede objetarse que, a su amparo, también 
cabría contradicción de sentencias, pues podrían resolverse 
conflictos individuales sin atender a lo resuelto en la 
sentencia colectiva, por lo que, de ser ésta confirmada y 
de no existir recurso en los litigios individuales, la 
contradicción de sentencias se habría producido igualmente, 
pero creo que, si se analiza lo que más adelante se expone 
sobre la "litispendencia", se verá que la objeción puede 
ser rebatida.
Así pues, en relación con toda esta cuestión puede 
concluirse señalando que la sentencia colectiva desde que 
sea firme, no antes, tendrá efectos de cosa juzgada 
material, en relación con los litigios individuales que se 
planteen dentro del mismo ámbito del conflicto colectivo en 
el que se produjo aquella y tengan el mismo objeto, y ello, 
tanto en el sentido de excluir una nueva discusión sobre lo
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ya resuelto, como en el sentido de obligar a que el órgano 
jurisdiccional resuelva con arreglo a la solución obtenida 
en el proceso colectivo.
Por último matizar que, en la propia dicción de la Ley 
(art.157.3. LPL), esos efectos se producirán tanto con los 
litigios individuales en trámite en el momento de 
producirse la firmeza de la sentencia colectiva, como con 
aquellos otros que puedan iniciarse con posterioridad a la 
misma.
2.- Cosa Juzgada en relación con otros conflictos 
colectivos.- En relación con otros conflictos colectivos 
que se planteen en el mismo ámbito afectado por uno 
primero, la conclusión parece evidente, pues, teniendo la 
sentencia que vaya a dictarse en éste eficacia general 
dentro de aquél, es claro que producirá efectos de cosa 
juzgada en relación con cualquier otro proceso colectivo 
que se inicie posteriormente con el mismo objeto y ámbito.
Esa es la solución que se daba jurisprudencialmente 
con anterioridad a la actual LPL, razonando que, "al margen 
de cuál sea el órgano representativo sindical que ejercita 
la acción en cada uno de los procesos, es de señalar que 
los trabajadores afectados son los mismos, la empresa 
demandada la misma y la pretensión y su causa de pedir 
también coinciden, con lo que concurren las identidades
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establecidas en el art. 1252 del Código Civil para que se 
acoja la excepción de "cosa juzgada"..." (980 ).
También se considera doctrinalmente que la sentencia 
colectiva tiene este efecto de cosa juzgada, pese al 
silencio de la LPL, que sólo habla del mismo en relación 
con litigios individuales, así, por ejemplo, SAGARDOY 
BENGOECHEA manifiesta con claridad que "..la cosa juzgada 
funciona respecto de dos o más conflictos colectivos que 
solo varíen en el sujeto que lo promueva. Ello es lógico, 
pues de lo contrario podrían darse un sinnúmero de pleitos 
sin otra variación que el promotor, pero sobre idéntico 
tema" (9S1).
960 .- SAN 11-7-90, Ar. 104.
981 .- SAGARDOY BENGOECHEA, "Puntos críticos..." op. cit. pag.
160.
En idéntico sentido GARCIA-PERROTE ESCARTIN, ("El Proceso de 
Conflictos...." op. cit. pag. 14), señala "Tampoco será posible, como 
ya se anticipó, que un posterior proceso de conflicto colectivo verse 
sobre el mismo el mismo objeto ya resuelto por anterior sentencia 
colectiva....".
También SALA FRANCO, ("Ley de Procedimiento.." op. cit. pag. 
158), indica, "La excepción legal de cosa juzgada jugará.... también, 
obviamente, aunque no lo diga expresamente la Ley, frente a presentes o 
posteriores conflictos colectivos....".
A su vez la misma opinión en SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, 
("Derecho Sindical" , op. cit. pags. 556 y 557), si bien señalando el 
problema, obviamente real, de que los conflictos se planteen por 
sujetos distintos y se solucionen en conciliación administrativa con 
resultados diferentes. Aunque los efectos de la conciliación serían, en 
cada caso, limitados a los firmantes, no deja de ser una situación que 
podría plantear problemas cuando algún grupo de trabajadores pudiera 
verse afectado por ambas soluciones (lo que ocurrirá si una de ellas 
tiene eficacia general). En estos casos, posiblemente, y por cuanto en 
ambos casos se tratarían de acuerdos con valor de convenios, habría que 
aplicar o las reglas sobre concurrencia, si ambos acuerdos tienen 
eficacia general, o, en su caso, el art. 3.1.c) o el 3.3. del Estatuto 
de los Trabajadores si uno de los acuerdos no la tiene y en función de 
que se le reconozca valor normativo o contractual. La misma solución,
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Debe concluirse, pues, que la sentencia colectiva 
produce efectos de cosa juzgada frente a otros procesos 
individuales o colectivos que estén en trámite, o puedan 
iniciarse con posterioridad, siempre dentro del mismo 
ámbito afectado por el inicial conflicto.
3.- Existencia de litispendencia en relación con
conflictos individuales, e interrupción de la
prescripción.-
Se estudian en conjunto estas dos cuestiones porque 
están íntimamente relacionadas, pues, si puede considerarse 
que, planteado un conflicto colectivo, existe una situación 
de litispendencia en relación con litigios individuales 
sobre el mismo objeto, parece claro que esa situación 
conlleva la interrupción de cualquier plazo prescriptivo en 
relación con esos mismos litigios, por contra, si no existe 
litispendencia la justificación de una interrupción de la 
prescripción sería más dificultosa.
Con anterioridad a la vigente LPL, la jurisprudencia 
había llegado a una construcción, en la que, al mismo 
tiempo que afirmaba, en general, que "el proceso de 
conflicto colectivo en curso no produce litispendencia, en 
sentido técnico, sobre los ulteriormente incoados por
en función de la naturaleza que se diese a los acuerdos de eficacia 
limitada, habría que aplicar si ninguno de los acuerdos tuviese 
eficacia general, aunque será difícil, pero no imposible, que un mismo 
grupo de trabajadores quede afectado por ambos, (por ejemplo si se 
produjese un acuerdo de eficacia limitada en la empresa, y otro, 
también de eficacia limitada, en el sector).
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reclamaciones individuales fundadas en la misma cuestión 
jurídica litigiosa en aquél - aunque debiera producirla, lo 
que es planteamiento de "lege ferenda"... - se decía
también -...paradójicamente, la interposición del conflicto 
colectivo interrumpe, hasta su definitiva conclusión, la 
prescripción de las acciones individuales que pudieran 
ejercitarse con fundamento en la misma cuestión jurídica 
controvertida. ..." (982 ).
Esa misma construcción era recogida doctrinalmente, 
entendiendo que esa interrupción de la prescripción 
encontraba sentido en tanto que la solución de las 
reclamaciones individuales "pende de la interpretación 
unitaria buscada a través del planteamiento del conflicto 
colectivo.... pero además, y sobre todo, con la finalidad 
de unificar el criterio a seguir en la aplicación de la 
norma cuya interpretación se controvierte en el conflicto 
colectivo con el alcance generalizador que le es inherente"
( 983 ).
982 .-Por ejemplo STCT 20-6-88, Ar. 4280.
La interrupción de la prescripción en cuanto a las acciones 
individuales ha sido afirmada reiteradamente en la Jurisprudencia, y 
así por ejemplo pueden citarse STCT 24-11-88, Ar. 7233, STCT 7-1-86, 
21-3-86, y 3-7-86, Ar. 16, 1901, y 5611, etc___
Más recientemente, por ejemplo, STSJ (Málaga) 25-2-91, Ar. 1089.
983 .- SANCHEZ PEGO, FRANCISCO JAVIER, "La interrupción de la 
prescripción de acciones derivadas del contrato de trabajo (un estudio 
jurisprudencial)", Revista Española de Derecho del Trabajo, ne 30/1987, 
pag. 222.
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Es más, ya con la legislación anterior, alguna 
sentencia, coincidiendo con opiniones doctrinales (984 ), 
abría paso a considerar que, en ciertas circunstancias, y 
con una visión más moderna de la cosa juzgada y la 
litispendencia, y del propio concepto del conflicto 
colectivo, podía sostenerse que éste producía situación de 
litispendencia en relación con las acciones individuales 
( 985 ), e incluso se opinaba, en relación con los 
pronunciamientos de la sentencia colectiva, que "si la 
interpretación es judicial y de carácter vinculante en 
procesos ulteriores, se está en presencia de una cosa 
juzgada" (986 ).
¿Cabe sostener que continua vigente la misma situación 
precedente?. En la actualidad puede afirmarse que, al 
establecer la LPL un efecto de cosa juzgada de la sentencia 
firme en relación con los litigios individuales, "en los 
mismos podrá plantearse la excepción de litispendencia que 
suspenderá la tramitación del proceso individual hasta
984 .- ALONSO OLEA, y MIÑAMBRES PUIG, ("Derecho Procesal..." op.
cit. pag. 193), "si la sentencia colectiva no es firme, o sobre el 
procedimiento colectivo no ha recaído aún sentencia, puede utilizarse 
la defensa de litispendentia en el proceso individual o colectivo 
diferente sobre el que pudiese tener incidencia el primero".
985 .- STCT 24-11-88, Ar. 7233, señala, "Bien es claro, sin 
embargo, que una interpretación judicial vinculante en procesos 
ulteriores es materialmente una cosa juzgada; así pues se daría una 
situación de litispendencia sobre las acciones individuales durante el 
trámite del conflicto colectivo ".
También STCT 22-2-89, Ar. 83.
9B6 .-SANCHEZ PEGO, "La interrupción...." op. cit. pag. 221.
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tanto se dicte sentencia en el proceso colectivo" (987 ), 
asumiéndose así las opiniones que defendían este efecto, 
pese a que el silencio de la Ley provoque dudas ( 988 ).
Es claro que la situación de litispendencia deberá ser 
alegada por las partes, pero de la LPL se deduce que podrá 
hacerlo aquella a la que interese.
Desde ese punto de vista se reafirma igualmente la 
posición doctrinal y jurisprudencial que entendía que el 
conflicto colectivo jugaba un efecto interruptivo de la 
prescripción en relación con posibLes acciones 
individuales, basadas en idéntica causa, por ello, parece
987 .- CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pags. 242 y
243.
En idéntico sentido SALA FRANCO,( "Ley de Procedimiento.." op. 
cit. pag. 358) expone, "La excepción legal de cosa juzgada 
....permitirá alegar la excepción de "litis pendentia".
También, obviamente y en coherencia con su postura favorable a la 
ejecutividad directa de la sentencia colectiva, ALARCON CARACUEL,("Un
proceso ", op. cit. pag. 233), con especial referencia a la nota
26, "in fine", en la que, reforzando al máximo la existencia de 
litispendencia, razona incluso la posibilidad de que pudiera estimarse 
una situación de "litispendencia sobrevenida" cuando estando en trámite 
una demanda individual se interpusiese una colectiva.
980 .- En tal sentido SAGARDOY BENGOECHEA,("Puntos críticos...."
op. cit. pag. 160), que aún considerándola como la solución lógica y 
desde luego acorde con la economía procesal, entiende que "sigue oscuro 
el tema de la posible litispendencia a alegar en los pleitos 
individuales cuando hay planteado conflicto colectivo".
También SALA FRANCO y ALBIOL MONTESINOS, ("Derecho Sindical", op. 
cit. pag. 556), señalan "Tampoco esta clara en la L.P.L. la posibilidad 
de oponer la "excepción de litis pendentia" en el caso de pleito 
individual durante la tramitación de un pleito colectivo o cuando la 
sentencia no sea todavía firme".
En ambas opiniones se coincide no obstante en que sería lo lógico 
y coherente con la economía procesal, si bien mantienen las dudas sobre 
que pueda desprenderse esa solución del texto legal, pese a ellas, STSJ 
(Burgos) 25-9-91, Ar. 5036 se ha pronunciado ya de forma expresa sobre 
la posibilidad de admitir la excepción de litispendencia en estos 
casos.
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claro que, tras la vigencia de la LPL, la interposición de 
un conflicto colectivo seguirá produciendo ese efecto, 
constituyéndose en causa interruptiva de la prescripción al 
amparo del art. 1973 del Código Civil, más aún si se admite 
que podría alegarse la situación de litispendencia en esos 
litigios individuales.
En consecuencia "el nuevo plazo de prescripción 
comenzará a correr desde que se notifique a las partes la 
sentencia que ponga fin al procedimiento de conflicto 
colectivo" C989 ).
4.- Existencia de litispendencia en relación con otros 
conflictos colectivos.- Es casi innecesario detenerse en el 
tema, porque cuanto se ha expuesto con anterioridad en 
relación con los litigios individuales, resulta de plena 
aplicación, incluso con mayor claridad, pues el efecto de 
cosa juzgada de la sentencia que pudiera dictarse en el 
primer conflicto colectivo, en relación con los 
posteriores, nunca ha sido polémico, y parece claro que esa 
cosa juzgada implica la previa existencia de una situación
989 .- IGLESIAS CABERO, "El Proceso de Conflictos___ " op. cit.
pag. 1115.
Al respecto, por ejemplo, STSJ (Valladolid), 15-7-91, Ar. 4317, 
entiende con absoluta claridad que el conflicto colectivo interrumpe la 
prescripción pues la acción individual nacerá cuando se dicte la 
sentencia colectiva.
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de litispendencia, como se ha entendido por las propias 
soluciones judiciales ("° ).
Es evidente que esa consideración es coherente con la 
idea de que la sentencia colectiva tiene eficacia general 
en el ámbito del conflicto, pues, en caso contrario, no 
habría fundamento para sostener esa situación de
litispendencia.
5.- Efectos de la sentencia colectiva sobre litigios 
individuales previamente resueltos.- Aún cuando la 
existencia de unos previos procesos individuales no impida 
el posterior planteamiento de un litigio colectivo, ello no 
puede llevar al desconocimiento de que, en esos pleitos 
individuales, se habrá producido una situación de cosa 
juzgada que, para los concretos sujetos a los que afecta, 
no podrá ser desconocida por el posterior litigio colectivo 
(991).
990 . - Con toda claridad, por ejemplo, STSJ (Madrid) 18-7-89, Ar. 
56, estimando la existencia de litispendencia entre dos procesos 
entablados en el mismo ámbito por dos sindicatos diferentes.
991 .-Así lo expone CRUZ VILLALON, ("Instituciones..." op. cit. 
pag. 243) "... estas sentencias individuales han producido efectos de 
cosa juzgada sobre quienes formaron parte de dicha relación procesal, 
de modo que la misma no puede verse alterada por una posterior 
sentencia colectiva. Al mismo tiempo, tratándose de una cosa juzgada 
limitada a tales partes, el pronunciamiento previo de una resolución en 
un proceso individual no impide su posterior planteamiento en un 
proceso colectivo sobre idéntico objeto, que alcanzaría al resto de los 
sujetos afectados... que no hubieran planteado la pretensión 
individual".
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La doctrina ha expuesto, con toda claridad, la forma 
de conciliar ese efecto de cosa juzgada del litigio 
individual con una posterior resolución colectiva, que 
pudiera ser contradictoria a la obtenida en el primero. En 
ese sentido se entiende que "el empresario no tiene que 
satisfacer las reclamaciones de que quedó exento por la 
sentencia absolutoria en el pleito individual, supuesto que 
en el colectivo resultare condenado, respecto de los 
concretos trabajadores parte en ambos pleitos" ("2 ).
En todo caso cabe plantearse si hacia el futuro, la 
sentencia del conflicto, puede tener efectos, incluso, para 
aquellos trabajadores o empresarios que hubiesen tenido una 
solución distinta en los litigios individuales por ellos 
promovidos, o en los que hubiesen sido parte. Es posible 
que estos sujetos, en relación con la proyección hacia el 
futuro de su situación, puedan tener una base para plantear 
un nuevo pleito, pues podría sostenerse que la sentencia 
recaída en el proceso de conflicto colectivo constituye una
992 .- ALONSO OLEA, y MIÑAMBRES PUIG, "Derecho Procesal..." op.
cit. pag. 193.
En idéntico sentido, además de la opinión ya expuesta de CRUZ
VILLALON, pueden verse SALA FRANCO, "Ley de Procedimiento.." op. cit.
pag. 358, GARCIA-PERROTE ESCARTIN, "El Proceso de Conflictos..." op.
cit. pag. 14, RODRIGUEZ SANTOS, "Comentarios..." op. cit. pag. 301 y DE
LA VILLA GIL, GARCIA BECEDAS y GARCIA-PERROTE ESCARTIN 
"Instituciones..." op. cit. pag. 428.
Alguna sentencia se refiere al tema y así la ya citada STSJ
(Valencia) 26-2-90 (127/90), recogiendo la doctrina establecida por
STCT 29-7-86, y citándola literalmente dirá que no existe cosa juzgada
ni litispendencia alegable frente a un colectivo "cuando el precedente
invocado consiste en conflicto individual, ello sin perjuicio de la 
santidad de cosa juzgada alcanzada en este".
Mas específicamente STSJ (Burgos) 14-3-91, ref. 1930, establece 
literalmente la misma opinión doctrinal que se ha expuesto.
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nueva causa de pedir, que, en consecuencia, impediría que 
se estimase la excepción de cosa juzgada. Lo que no admite 
dudas, es que, en la proyección de la sentencia hacia el 
pasado, las situaciones resueltas por sentencias recaídas 
en conflictos individuales serán inmodificables.
i
En definitiva, la solución del conflicto, posiblemente, 
producirá efectos hacia el futuro en relación con todos los 
trabajadores y empresarios afectados, pero respetando las 
situaciones ya consolidadas, derivadas de litigios 
individuales que se hubiesen resuelto con anterioridad, al 
menos en todos sus efectos pasados.
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5.7.C.- LAS POSIBILIDADES DE EJECUCION DE LA 
SENTENCIA.-
En su momento se razonó que podían, y de hecho
existían, en los procesos de conflicto colectivo, 
sentencias de condena, y que, incluso, con el relativo 
ámbito expansivo con el que la vigente LPL regula este 
proceso, podrían incrementarse; ahora bien, también se 
expuso que la forma concreta de ejecución de estas
sentencias merecía un estudio detenido.
En principio caben tres tipos de sentencias con
problemas específicos en cuanto a la ejecución ("3 ). 
Serían los siguientes:
1.- Sentencias declarativas.- Es evidente que en 
numerosos conflictos colectivos, los que se ciñan a 
cuestiones, fundamentalmente, de interpretación, la
pretensión y la consiguiente sentencia serán meramente 
declarativas, y como tal no habrá que plantear posteriores 
problemas de ejecución, pues, en este tipo de pretensiones, 
"la declaración del órgano jurisdiccional, la sentencia,
993 .- STCO 92/1988, de 23 de Mayo, FJ 42, se refiere a
resoluciones que "sólo tienen efectos en el plano colectivo, sin 
traducción posible a las relaciones individuales, en tanto que otras 
reconocen derechos o imponen obligaciones que además de su dimensión 
colectiva, tienen una repercusión directa en el plano individual. Del 
mismo modo, algunas resoluciones judiciales se agotan en una mera 
declaración.... otras en cambio incluyen en su fallo.... un 
pronunciamiento de condena más o menos detallado.".
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agota su fuerza en la declaración, no necesitándose 
ejecución posterior’1 ( 994 ).
En esos conflictos, la sentencia, al declarar unos 
derechos y obligaciones, constituirá un fundamento jurídico 
para posteriores litigios individuales, pero no será 
propiamente un título ejecutivo, y por ello, en palabras 
del Tribunal Constitucional, no es raro "que la ejecución 
de las sentencias meramente declarativas haya de discurrir 
por unos cauces muy singulares (STCo 67/1984 de 7 de
Junio)  pues.... será precisa una actividad adicional
de las partes, tendente a lograr un título suficiente que 
conduzca a la ejecución en caso de que el demandado no 
diera cumplimiento de forma voluntaria a lo decidido por el 
Juez (Auto T C o . 622/1986 de 16 de Junio) " ( 995 ).
Así pues estas sentencias no son ejecutivas, ni 
siquiera provisionalmente, como ya se expuso.
2.- sentencias que contienen una explícita condena 
genérica con efectos individualizables.- En los conflictos 
colectivos, posiblemente, el mayor grupo de sentencias lo 
componen aquellas que, aún expresadas en forma de 
declaración, contienen una condena genérica, de tal forma 
que se declaran unas obligaciones generales del demandado
994 .- MONTERO AROCA, ”E1 Proceso Laboral" Tomo I, op. cit. pag.
87.
995 .- STCO 92/1988, de 23 de Mayo de 1988. FJ. 2.
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que éste no puede satisfacer a través de un cumplimiento 
global o colectivo/ es decir a través de un único bien, o 
una única conducta en relación con la colectividad 
afectada, sino que deben ser cumplidas individualmente, y, 
en general, en forma diferente, con todos y cada uno de los 
miembros que componen el grupo afectado; son esas 
sentencias a las que el Tribunal Constitucional se refiere 
como aquellas que tienen repercusiones directas en el plano 
individual, y que presentan un fallo con un elevado grado 
de inconcrección, por el carácter colectivo del proceso y 
la sentencia.
Es decir que, aunque la sentencia haya contenido una 
condena, esta será genérica y no puede ser cumplida, en sus 
términos, sin un posterior proceso de especificación e 
individualización que parece conducir a un nuevo proceso 
individual (S96 ).
En realidad el fallo condenatorio en estas sentencias 
no pasaría de serlo en el plano exclusivamente formal, 
pues, en el plano real, la condena sería, en realidad, una 
mera declaración reforzada con una exigencia de su 
cumplimiento, que incluso muchas veces se expresa bajo la 
formula de una condena "a estar y pasar", esto es, "a
996 .- Como razona CRUZ VILLALON,("Instituciones..." op. cit.
pag. 243), "Sin embargo, esa sentencia de condena lo es genérica, por 
cuanto que una vez más se trata de un conflicto que afecta a "un grupo 
genérico de trabajadores". Por ello, es preciso un proceso posterior de 
individualización de esa condena en trabajadores y empresarios 
concretos que puede ser discutido judicialmente".
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respetar y cumplir" la declaración que previamente se ha 
efectuado ( 997 ).
En relación con estas sentencias, se ha defendido la 
posibilidad de que el propio órgano judicial que las haya 
dictado, pueda proceder a su ejecución individualizada 
( 998 ), mientras que para otras opiniones tal ejecución 
resulta inviable, pues "dicha individualización no puede 
efectuarse en la fase de ejecución de sentencia, sino que 
es preciso que se realice por medio de un nuevo proceso de 
cognición, ahora a nivel individual" (999 ), constituyendo
997 .- Por ejemplo son sentencias como la STSJ (Valencia) 21-11-
91 (1617/90), cuyo fallo tras declarar el derecho a percibir dos pagas 
extras de un grupo de trabajadores y fijar como deben calcularse, añade 
"condenando a la entidad demandada a estar y pasar por tal 
declaración".
En el mismo sentido pueden verse, bien por referirse a un fallo de 
instancia que introducía dicha condena o por introducirla directamente 
en la sentencia resolutoria del recurso, STSJ (Valencia) 24-9-90 y 17- 
10-90 (745/90 y 817/90) 21-11-91 (1617/91), STSJ (Madrid) 7-11-89, Ar. 
151.
998 .- ALARCON CARACUEL, ("Una valoración ...." op. cit. pag.
18.) señala, "Lo que sí procede es regular de manera especial el tema 
de la ejecución de las sentencias colectivas para evitar el tortuoso 
camino "de la ejecución a través de nuevos procesos individuales".
Con mayor claridad, el mismo autor, en "Un proceso.... " pags. 203
y 204 : "En primer lugar, son muy frecuentes las sentencias que 
podríamos denominar "mixtas": mediante ellas se declara un derecho de
una o varias personas - o de un colectivo de personas - y, al propio 
tiempo, se condena al o a los demandados "a estar y pasar por esa 
declaración". En mi opinión esas sentencias son perfectamente 
ejecutables".
999 CRUZ VILLALON, "Instituciones..." op. cit. pag. 243.
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este nuevo proceso, como ya se indicó, "la forma normal de 
"ejecución" de la sentencia colectiva" (100°).
Pese a que podría argumentarse en favor de una 
ejecución directa la ya aludida STCO de 23 de Mayo de 1988, 
resulta dudosa su aplicación, pues dicha sentencia parte de 
una situación peculiar, como era la existencia de un fallo 
condenatorio suficientemente concreto, que no requería para 
su aplicación más que unas sencillas operaciones de 
liquidación que, en consecuencia, "no justificaban la 
apertura de un nuevo procedimiento declarativo porque 
podían sin duda practicarse y resolverse en trámite de 
ejecución de sentencia, con arreglo a lo dispuesto en los 
arts. 932 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil"
(1001). Desde esa perspectiva "la sentencia comentada es 
inobjetable. Cosa distinta es - en la que el Tribunal 
Constitucional no tuvo por qué entrar ni entró - si la
demanda inicial primera debió ser admitida a trámite en un
proceso especial de conflicto colectivo" (1002), o si, aún 
siendo admisible la demanda, constituye un caso que se 
puede generalizar.
En mi opinión, al margen de si el litigio que 
contempla la citada sentencia del Tribunal Constitucional
1000 .- ALONSO OLEA, y MIÑAMBRES PUIG, "Derecho Procesal..." op. 
cit. pag. 193.
1001 .- STCO 92/88, de 23 de Mayo de 1988, FJ 52.
1002 . - ALONSO OLEA, "Sobre los procesos..." op. cit. pag. 123.
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era admisible a trámite, es evidente que no es 
generalizable, en cuanto a sus efectos, a los supuestos que
se analizan, pues se trataba de un conflicto muy
específico, en un ámbito reducido, con una pretensión muy 
concreta y afectando a un colectivo de trabajadores 
perfectamente determinable de modo muy sencillo (un centro 
de trabajo), que contó además con un fallo, igualmente, muy 
concreto, que no exigía más que una liquidación simple.
Esas circunstancias no son generalizables en el conjunto de 
conflictos que se resuelven con sentencias como las que se 
contemplan, que aluden, sí, a unas condenas, pero muy
genéricas, cuasi-declarativas, o poco más que declarativas, 
como ya mencioné, que sólo pueden concretarse en sus 
efectos individuales mediante un complejo proceso, que 
tiene que analizar multitud de situaciones individuales 
diferentes, surgidas posiblemente en distintos ámbitos 
territoriales y que pueden llevar a un proceso de
liquidación en condiciones totalmente contrarias a las que 
contempló el Tribunal Constitucional en la sentencia 
citada, de tal forma que, en estos supuestos, ese proceso 
de liquidación no sólo justifique la apertura de nuevos 
procesos individuales, sino que, incluso, puede ser mucho 
más complejo, lento y difícil de resolver, que los nuevos 
litigios individuales que pudieran entablarse (1003).
1003 .- Pese a que como razona acertadamente ALARCON CARACUEL,
("Un proceso " op. cit. pag. 203), no puede decirse que no haya
vías para proceder a esa ejecución, pues podría acudirse "en caso 
necesario, al procedimiento de liquidación de cantidades previsto en
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Por otro lado la individualización de esta condena
j
genérica, plantearía problemas insalvables con la actual 
LPL, pues no se determina quien podría instar la 
correspondiente ejecución, esto es, si la ejecución debía 
ser solicitada sólo por quien promovió el conflicto, o 
también podían hacerlo otras representaciones, o ,incluso, 
los trabajadores individuales, así como si en el proceso de 
liquidación de la sentencia (liquidación en sentido muy 
amplio, pues primero, la sentencia debería ser reducida al 
plano concreto y después practicada la liquidación 
individualizada) tendría cabida o no la discusión de 
cuestiones claramente personales, como la existencia de 
prescripción, absorción y compensación, etc..., que, 
además, al tratarse de supuestos en los que la ejecución 
resuelve cuestiones no contempladas en el pleito, ni 
resueltas en la sentencia, abrirían la posibilidad de un 
elevado número de recursos de Suplicación, o Casación, al 
amparo de los arts. 188.2. y 2 0 3 . 2 2  LPL (1004).
los artículos 923 y ss. de la L.E.C., de aplicación supletoria al 
proceso laboral en virtud de la Disposición Adicional 13 de la L.P.L.".
Cabría también, no puede negarse, acudir a las facultades 
judiciales establecidas en el artículo 238.2. LPL, y en consecuencia 
imponer multas coercitivas para asegurar el cumplimiento de la 
sentencia colectiva.
1004 . - El art. 188.2. LPL indica: " (son recurribles en
Suplicación).... Los autos que decidan el recurso de Reposición contra 
los que en ejecución de sentencia dicten los Juzgados de lo Social 
siempre que la sentencia ejecutoria hubiere sido recurrible en 
Suplicación, cuando resuelvan puntos sustanciales no controvertidos en 
el pleito, no decididos en la sentencia....".
El art. 203. 22. LPL contiene la misma redacción, pero
estableciendo el Recurso de Casación, contra los autos resolutorios del
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En las opiniones que, con anterioridad a la vigente 
LPL, sostenían la ejecutividad directa de estas sentencias 
(100E) se consideraba que debían quedar claramente 
regulados tres aspectos:
- La posibilidad de que la ejecución la inste tanto el 
órgano colectivo demandante como los trabajadores 
afectados.
- Que el objeto de la ejecución puede determinarse de 
forma flexible a partir del contenido genérico de la 
sentencia. i
Los motivos de posible oposición a esa ejecución 
individualizada.
En la medida que la LPL no da respuesta a esas 
cuestiones, parece imposible sostener, en la actualidad y 
en general, la ejecutividad de estas sentencias, y mucho 
más, su ejecución individualizada ( 1006).
Recurso de Suplica, dictados por las Salas, en idénticos supuestos.
1005 .- ALARCON CARACUEL, "Una valoración..." op. cit. pag. 18.
1006 .- Aunque sostengo que no cabe la ejecución de estas
sentencias, debo reconocer que ello me parece absolutamente cierto si 
se pretende una individualización de los contenidos del fallo, pero 
puede resultar más dudoso si se plantea una ejecución en términos 
colectivos, que conduzca a un cumplimiento genérico del fallo, dejando, 
en todo caso, a la discusión en litigios individuales los problemas 
particulares que en la aplicación del fallo surjan. Esa ejecución en 
términos globales no tenía vías claras en la LPL precedente, pero en la 
actual el art. 238.2., por su generalidad, puede resultar aplicable, y 
por tanto, y por ejemplo, contra la empresa condenada a aplicar 
determinado convenio o a calcular de alguna forma las pagas extras, 
etc...., podría el órgano judicial acudir a la imposición de las multas 
permitidas en dicho precepto hasta tanto no acreditase aquella que está 
cumpliendo "en términos generales" la sentencia colectiva.
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Por otro lado, es posible que dicha ejecución tampoco 
fuese práctica, por los complejos problemas a que daría 
lugar, e incluso, de algún modo, altera la propia esencia 
del conflicto, pues éste, que hasta el fallo fue colectivo, 
se reconvierte después, de hecho, en multitud de conflictos 
individuales, y esa reconversión me parece que no está, ni 
en la letra, ni en el espíritu de la LPL.
Lo anterior no quiere decir que ningún conflicto
colectivo pueda dar lugar a fallos que contengan condenas 
concretas, que serán ejecutables, pero no aquellas que por 
su indeterminación son prácticamente declarativas, por más 
que contengan una imprecisa formulación de condena.
3.- Sentencias de condena concreta.- Por último, 
pueden darse sentencias con una condena concreta, es decir, 
auténticas sentencias condenatorias, que en consecuencia 
deben ser ejecutables (1007).
Esas sentencias se darán, en muchos casos, en
conflictos colectivos sobre cuestiones sindicales, 
conflictos en los que, como razona el Tribunal
Constitucional, se producen "resoluciones que sólo tienen 
efectos en el plano colectivo, sin traducción posible a las
Si las razones en contra de una ejecución individualizada me 
parecen claras, no son tan evidentes en relación con la segunda 
posibilidad, situándose más la discusión en un terreno de principios 
procesales sobre la inejecutividad general de la sentencia colectiva.
1007 .- STCO 92/1988, de 23 de Mayo, 167/87 de 28 de Octubre, y 
67/84 de 7 de Junio.
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relaciones individuales de trabajo” (100B); en el mismo 
sentido cuando lo que se persiga sea un bien colectivo, no 
divisible ( 1009).
1008 STCO 92/1988, de 23 de Mayo, FJ 4 2.
Puede pensarse, y son sólo algunos ejemplos: reclamación, de un 
local sindical o para el comité de empresa, sobre la posibilidad de 
realizar una asamblea, sobre el derecho a designar delegados
sindicales, sobre tablón de anuncios, difusión de propaganda, etc....
En este sentido ya indiqué opiniones (SALA FRANCO y ALBIOL 
MONTESINOS, "Derecho Sindical" op. cit. pag. 555) que admitían la 
ejecución directa.
Un claro ejemplo de sentencia de condena con trascendencia 
exclusivamente en ese plano colectivo puede verse en STSJ (Valencia) 
24-1-92 (84/92), que confirma sentencia dictada en conflicto colectivo, 
cuyo fallo, además de una condena genérica, condenaba también a la 
empresa demandada "a que facilite a la parte demandante local adecuado 
para el desarrollo de los trabajos sindicales". ¿Puede sostenerse que 
esta sentencia no es ejecutiva directamente y en el mismo proceso en 
que recayó? ¿Qué procedimiento debería seguirse entonces para su 
ejecución? ¿Quizás una nueva demanda en proceso ordinario, entre las 
mismas partes y con idéntica pretensión?. Me parece un clarísimo 
ejemplo de sentencia colectiva ejecutable directamente.
1009 .- Ya se citó la posición de MARIN CORREA ("Notas
sinópticas " op. cit. pag. 711), que admitía la ejecutividad de
esas sentencias colectivas relativas a bienes o derechos del propio 
colectivo laboral como tal, poniendo como ejemplos: economatos,
comedores, servicios médicos, instalaciones sanitarias, ambiente,
ruidos, etc...
Puede verse un ejemplo claro de este tipo de sentencias en STSJ
(Valencia) 28-9-91 (1187/91), que confirma una sentencia de instancia 
en uno de sus pronunciamientos en el que se había condenado a que "se 
facilite por la empresa la fórmula de cálculo del incentivo de modo que 
sea clara y sencilla para que los trabajadores puedan fácilmente
comprenderla". Como el fallo es de condena y se confirma en este
aspecto, no así en otro que se revoca, parece que la sentencia debe ser
ejecutiva, e insisto en las consideraciones que anteriormente se 
expusieron, si no lo es en el mismo proceso en que recayó ¿qué otra vía 
de ejecución existe?.
Otro ejemplo, y aún cuando también pudiera tener repercusiones 
individualizares, STSJ (Valencia) 6-2-92 (210/92), que condena a vina
empresa a suprimir determinado turno nocturno. La supresión, en sí y en 
términos colectivos (adecuados al proceso) puede ser exigida a la 
empresa en el mismo litigio en que recayó el fallo por el procedimiento 
de ejecuciones no dinerarias que contempla la LPL.
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Si en ellos se produce una sentencia condenatoria, 
pues no hay argumento legal alguno para excluirla, será 
ejecutiva, y lo será como cualquier otra, al no tener una 
naturaleza diferente (101°). Es más el hecho de que estas 
sentencias contengan una condena en relación con un bien no 
cuantificable, o con obligaciones de dar, hacer, no hacer, 
etc... no constituye obstáculo para ejecutarlas, al existir 
en el artículo 238 de la vigente LPL un sistema específico 
de ejecución de las sentencias no dinerarias - del que, por 
cierto, no se excluye a las recaídas en proceso de 
conflicto colectivo -, que permite imponer apremios 
dinerarios, además de las obvias posibilidades 
indemnizatorias que siempre cabrán, en sustitución de la 
obligación incumplida, al amparo de los artículos 924 y 925 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
Por ese procedimiento del artículo 238 LPL, se 
enmarcarán muchas de las ejecuciones de conflictos 
colectivos que puedan producirse, que tampoco serán un 
número excesivo.
A la vista de esa posibilidad, una de las razones que 
pesaban doctrinalmente para rechazar la ejecutividad de
1010 .- En relación con la antigua LPL, la propia doctrina que 
admitía la ejecutividad de algunas sentencias, así lo entendía, y por 
ejemplo, en relación con la ejecución provisional en la que más 
claramente se apreciaba la necesidad de ejecutar algunas sentencias 
MONTERO AROCA, ("El Proceso Laboral" op. cit. pag. 408) exponía, "Sólo 
si la sentencia es estimatoria de pretensión de incumplimiento (o mejor 
de condena) estaremos ante la posibilidad de ejecución y a falta de 
reglas especiales ésta debe realizarse por el proceso de ejecución 
general ".
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estas sentencias, y que era la inexistencia de un 
procedimiento laboral de ejecución no dineraria, claro y 
efectivo, ha desaparecido, lo que sería bueno valorar en su 
justa medida para reconsiderar posiciones doctrinales, que 
deberían evolucionar en favor de una expansión de los
i
efectos inmediatos de la sentencia colectiva.
Otras posibilidades de ejecución, y desde luego la 
ejecución individualizada, no creo que tengan cabida en la 
actualidad en el proceso colectivo, sin perjuicio de que, 
muy posiblemente, se debería avanzar en la posibilidad de 
una cierta reconsideración sobre la ejecución de las 
sentencias colectivas con repercusiones individuales, pues, 
si una cosa es excluir una ejecución individualizada, otra 
cosa sería la exigencia de cumplimiento de la sentencia en 
términos de globalidad y con la generalidad de los 
afectados, sin que ello excluyese que, una circunstancia 
específica en relación con uno o varios afectados, que 
justificase su debate en un litigio singular, pudiera ser 
discutida en el correspondiente proceso individual, lo que 
no impediría que, en términos colectivos, por tanto 
adecuados al proceso en que recayó, la sentencia se 
considerase cumplida o ejecutada.
En todo caso, esta posibilidad debería ser un 
planteamiento de reforma del proceso colectivo, pues en la 
actualidad plantea problemas complejos no resueltos por la 
Ley, y por tanto parece inviable cualquier ejecutividad que
pag. 770
desborde el plano colectivo y pretenda repercusiones 
individualizadas.
En definitiva, hay sentencias colectivas ejecutables, 
en sentido estricto, y por ello no hay razón legal para no 
ejecutarlas (1011), por cualquiera de los sistemas que la 
LPL establece, y en términos estrictamente colectivos. Este 
supuesto me parece claramente posible en todas las 
sentencias que recaigan sobre un "bien colectivo", y que, 
por tanto, no exijan en su cumplimiento una aplicación 
individualizada a cada afectado.
Por último, en relación con el procedimiento de 
ejecución, reseñar que, en los mismos términos expuestos, 
cabrá la ejecución provisional de la sentencia colectiva 
pese a que se recurra contra la misma (arts. 157.3 y 301 
LPL) .
1011 . - Como dice, aunque con mayor amplitud de la que en mi 
opinión es admisible con la actual LPL, ALARCON CARACUEL, ("Un
proceso " op. cit. pag. 203), "Queda claro, pues, que cuando la
sentencia colectiva es de condena - caso más frecuente de lo que cabría 
suponer y que podría ser mayoritario si las partes tomaran el habito de 
articular su pretensión de una forma ad hoc - la misma debe ser 
ej ecutada directamente...".
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CONCLUSIONES GENERALES
Sin ánimo de agotar hasta el extremo, lo que sin duda 
sería prematuro, los problemas que plantea el proceso de 
conflictos colectivos y la consiguiente intervención de la 
Jurisdicción Social en la solución de las controversias 
jurídico-laborales, tanto en sí, como en relatión con otros 
medios de solución, se han expuesto al respecto una serie 
de cuestiones que, según creo, justifican la investigación 
realizada, y que evidencian la coherencia de la 
construcción general que la introducción se expuso.
A lo largo del análisis se han ido señalando, en forma 
expresa, conclusiones sobre los temas que se abordaban, 
conclusiones que, obviamente, no se van a repetir, pues 
conscientemente se optó por manifestarlas con anterioridad 
al objeto de facilitar su contraste con la exposición 
concreta que sobre cada cuestión se hacía; al margen de 
aquellas conclusiones concretas se pretende ahora, siquiera 
someramente, expresar las conclusiones generales más 
importantes, que, bien como resumen de la situación legal, 
bien como posible alternativa a la misma, se deducen del 
presente estudio.
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PRIMERA En una visión a medio plazo, única en la 
que, vista la celeridad de las transformaciones sociales 
que sufre la sociedad actual, es posible situarse con un 
cierto margen de seguridad, el conflicto laboral, como 
manifestación concreta del conflicto industrial, seguirá 
siendo uno de los componentes importantes, aunque no el 
único, en la conflictividad inherente a la moderna sociedad 
industrial. La propia evolución social y de la 
conflictividad laboral (nuevos problemas, terciarización 
del conflicto y sus manifestaciones, insuficiencia de las 
medidas de presión tradicionales, etc...) conllevarán un 
mayor interés por el análisis de los sistemas concretos de 
solución de la conflictividad laboral y, muy posiblemente, 
un intento neoregulador a la vista de los problemas que 
plantean los procedimientos tradicionales.
SEGUNDA .- Al analizar las controversias laborales 
debe mantenerse la distinción entre Conflictos Individuales 
y Colectivos, y a su vez, entre Jurídicos y de Intereses, 
pero relativizando ambas diferencias. En ese sentido, el 
elemento esencial que configure un conflicto como 
colectivo, debe ser, precisamente, su tramitación como tal 
por un sujeto colectivo, representativo de empresarios o 
trabaj adores.
Por tanto debería abrirse camino un concepto amplio 
del "conflicto colectivo jurídico" y a su vez debería
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potenciarse la tramitación como tal de cualquier litigio 
colectivo, en el que se susciten aplicaciones o 
interpretaciones de normas, con independencia de que 
también tengan que utilizarse criterios de oportunidad. En 
este sentido debería considerarse la posibilidad de 
tramitar como conflictos colectivos cuestiones relativas a 
modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, 
traslados, expedientes de regulación de empleo y otros 
similares, que hoy son objeto de control jurisdiccional "a 
posteriori" y en una Jurisdicción inadecuada, cual es la 
contencioso-administrativa.
TERCERA Cualquier sistema de solución de
controversias colectivas jurídico-laborales debe partir de 
la reivindicación de la negociación como elemento básico de 
solución.
Esa consideración produce una serie de consecuencias 
que deben destacarse:
A) Todos los restantes medios de solución son 
subsidiarios de la negociación entre los afectados, y deben 
ceder ante cualquier solución negociada.
B) Debe diferenciarse claramente entre procedimientos 
de solución y medidas de presión o de conflicto, que, en 
sí, no solucionan el conflicto, sino que son elementos
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utilizados, precisamente, para reconducir la solución hacia 
la vía negocial o para reafirmar las posiciones en ésta.
C) Aún cuando se acuda a otros medios de solución, la 
negociación puede y debe proseguir, y por ello no debe 
privarse, por sistema, a las partes de cuantos elementos 
pueden utilizar en la misma, y especialmente de los medios 
de presión que el ordenamiento les reconozca.
Desde esa perspectiva, con carácter general, no debe 
considerarse incompatible un procedimiento de solución con 
la huelga y otras medidas de presión, y, desde luego, si no 
hay una regulación expresa en ese sentido, debe 
considerarse posible simultanearlos.
Aún manifestado lo anterior, es evidente que no 
resulta inconstitucional el establecimiento legal o 
convencional de procedimientos de solución voluntarios 
incompatibles con el recurso a medidas de presión, pues 
dependerá de la voluntad de los propios afectados someterse 
a ellos o no.
El establecimiento legal de procedimientos de solución 
que resulten obligatorios y se constituyan en incompatibles 
con el recurso a medidas de presión no es admisible con 
carácter general, pues sólo es posible ante "situaciones de 
excepcionalidad", similares a las que contempla en la 
actualidad el RDLRT.
El establecimiento convencional de procedimientos de 
solución obligatorios incompatibles con el recurso a
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medidas de presión, es difícilmente admisible, pues supone 
una limitación muy fuerte del derecho a la libertad
sindical de los sindicatos no firmantes del acuerdo que lo 
establezca, y, además, no encontraría amparo claro en la 
mayor eficacia de otro derecho constitucional. Al respecto,
t
y al margen de si es posible ese establecimiento 
convencional de sistemas de solución de conflictos
obligatorios, la única vía para establecer esa
incompatibilidad con el recurso a medidas de presión se 
encontraría en la posibilidad de negociar convencionalmente 
un deber de paz.
En cualquier caso, en el plano de las relaciones 
laborales, tan sólo parece absolutamente lógico que cuando 
las partes en conflicto deleguen voluntariamente la 
capacidad resolutoria del mismo en un tercero se regule la 
imposibilidad de que continúen ejerciendo medidas de 
presión, pues, al haber dado los propios afectados por 
finalizada, de mutuo acuerdo, la negociación directa, 
aquellas carecen ya de la finalidad a la que estaban
destinadas. En los demás casos una privación amplia, legal 
o convencional, del derecho a utilizar medidas de presión a 
sujetos con capacidad real para ello puede ser 
contraproducente y conducir a una conflictividad 
desarrollada al margen de su regulación concreta.
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D) Debe privilegiarse la creación, mediante la
i
autonomía colectiva, de procedimientos de solución de los 
conflictos jurídicos.
CUARTA „- Nuestro Derecho conoce sistemas de 
conciliación, mediación y arbitraje, pero, pese a ello, es 
generalizada la opinión de una excesiva judicialización de 
las soluciones de los conflictos laborales colectivo- 
jurídicos; la escasa utilización de estos sistemas 
alternativos no se debe tanto a problemas de diseño 
técnico-jurídico del procedimiento en sí, cuanto a otras 
cuestiones más generales como las siguientes:
A) La falta de un sistema general de solución de 
controversias colectivas laborales que dote de coherencia y 
globalice los diferentes procedimientos que existen, que 
aparecen como parcelas aisladas y desconexas, reguladas en 
muy diferentes normas y dependientes de diversos 
organismos, lo que dificulta su conocimiento por las 
partes, no tanto en cuanto a su existencia, como en 
relación con sus posibilidades reales.
B) La caracterización pasiva, de hecho o por su 
regulación, de todos ellos. Son sistemas que esperan que 
las partes en conflicto acudan a los mismos.
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C) Todos ellos están diseñados para su utilización en 
las fases terminales del conflicto, es decir, cuando las 
diferencias entre las posturas están agudizadas. De ahí que 
muchos se regulen en relación con la propia evolución
jurisdiccional del conflicto y como trámites previos al
proceso.
D) En general son medios creados al margen de las
propias partes enfrentadas, o de sus representantes, y sin 
que se contemple ninguna participación de unas u otros en 
ellos.
E) Existe una fuerte tradición de utilización de la 
solución jurisdiccional de conflictos jurídicos, que se ha 
revelado como medio eficaz en numerosos conflictos.
QUINTA .- No puede decirse que sea negativa, en sí, 
la judicialización de un conflicto jurídico concreto, pero 
sí, el que se acuda a la misma, por la inexistencia, el 
desconocimiento, o la falta de efectividad de otros
sistemas de solución. También resulta negativo que el 
procedimiento jurisdiccional se contemple como algo aislado 
del sistema de relaciones laborales y en concreto, del 
conjunto de instituciones relacionadas con el conflicto 
laboral, lo que conduce a que, en determinados aspectos, 
las soluciones a los problemas que plantea el propio
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proceso de conflicto colectivo no sean fáciles de integrar 
en ese marco más global.
SEXTA . - Se hace preciso, pues, crear sistemas de 
solución alternativos y estos deben basarse en los 
siguientes elementos:
A) Creación mediante la negociación colectiva.
B) Carácter activo, acudiendo al propio conflicto y 
tan pronto este surja.
C) Implantación en ámbitos homogéneos, pues diseñar un 
sistema general único para todo el Estado puede ser en 
exceso pretencioso y demasiado rígido.
D) En relación con los tres aspectos anteriores, debe 
potenciarse, en todos estos sistemas, la figura de las 
comisiones paritarias del convenio, e incluso la 
recuperación de la figura del Presidente de comisión 
negociadora o paritaria, al efecto de que puedan actuar 
desde el principio, y como órganos muy próximos a las 
partes, en los conflictos que surjan.
E) Los sistemas deberían basarse en la existencia de 
unas funciones de conciliación-mediación obligatoria, y el 
posterior ofrecimiento de soluciones arbitrales 
voluntarias, como una alternativa más, por la que las
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partes podrán optar frente a las tradicionales (solución 
jurisdiccional, recurso a medidas de conflicto, a otras 
mediaciones, etc...).
F) Los sistemas que se creen mediante negociación 
colectiva, podrían ser obligatorios no sólo para los 
firmantes, sino para todos los sujetos individuales y 
colectivos comprendidos en sus ámbitos, en aquellos 
conflictos derivados de la interpretación y aplicación de 
acuerdos fruto de la negociación colectiva, pues la 
limitación, matizada y en los términos mínimos posibles, al 
derecho de tutela judicial efectiva, en caso de que se 
considere afectado, y a los derechos a la adopción de 
medidas de conflicto, ejercicio de la huelga y libertad 
sindical encontraría justificación en dotar de la mayor 
efectividad a otro derecho constitucional, el de 
negociación colectiva, permitiendo que las interpretaciones 
autónomas busquen el mantenimiento del equilibrio interno 
presente en todo convenio colectivo.
G) Los sistemas a que me estoy refiriendo sólo 
tendrían efectividad, si se diseñan con carácter flexible y 
si hay una legislación de apoyo a los mismos que aclare, 
cuestiones como: la eficacia de las soluciones que en ellos 
se alcancen, las relaciones entre los mismos y los 
procedimientos de creación estatal, la financiación de los 
costes, etc... a lo que deberá unirse una decidida voluntad
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de las organizaciones representativas de trabajadores y 
empresarios por su promoción, pues sólo si ellos perciben 
la necesidad de estos sistemas alternativos se producirá 
una real utilización de los mismos.
«
SEPTIMA Al margen de la prioridad que debe
concederse al desarrollo mediante la autonomía colectiva de 
sistemas de solución de controversias laborales, el sistema 
español de solución de todas ellas (las colectivo-jurídicas 
que se abordan en este estudio desde luego, pero no 
exclusivamente) necesita una reforma legislativa, y en 
relación con ella parece necesario avanzar algunas ideas 
sobre aspectos que debería contemplar, y que enlazan con 
cuanto se ha expuesto, serían las siguientes:
A) Esa reforma debería contemplar el establecimiento 
de un sistema general de solución de conflictos colectivo- 
jurídicos .
B) En la medida que se crease ese sistema, deberían 
suprimirse todos los procedimientos de origen legal que ya 
no tienen especial utilidad práctica, y especialmente el 
del RDLRT.
C) El sistema general debería tener un carácter 
subsidiario, de tal modo que no sería aplicable a cualquier 
sujeto que estuviese afectado por otro sistema de origen 
convencional en cualquier ámbito (sectorial, territorial,
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etc...). De este modo se concedería preferencia ai los 
sistemas diseñados por los propios agentes sociales, se 
reforzarían los proyectos ya en marcha, y se acercarían los 
procedimientos de solución a los propios afectados. No se 
trataría pues, como antes se indicó, de un sistema único, 
sino de un sistema residual, compatible con todos los 
restantes que puedan establecerse por otras vías, 
garantizándose así la máxima flexibilidad.
D) En cualquier caso deberían fijarse normas que 
incrementasen la eficacia de los sistemas de origen 
convencional, y así debería establecerse:
- La equiparación de cualquier solución que se obtenga 
en un sistema de origen convencional o en el general a los 
acuerdos colectivos, con la eficacia que les otorguen sus 
firmantes en función de las reglas sobre legitimación y 
adopción de acuerdos en la negociación colectiva. Además, 
se les debería equiparar, en cuanto a efectos procesales, a 
la conciliación preprocesal.
El procedimiento de impugnación de todas las 
soluciones mencionadas, remitiéndolo al de "impugnación de 
convenios" que contempla la LPL.
- El posible carácter obligatorio de los sistemas de 
origen convencional para todos los comprendidos en su 
ámbito, si así lo acuerdan los sujetos que lo negocien y 
establezcan.
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- El ofrecimiento de apoyo técnico, formación, listas 
de mediadores y árbitros.
E) El sistema general debería supeditarse, salvo que 
el convenio colectivo en cuestión dispusiese lo contrario, 
a la previa intervención de la comisión paritaria de 
interpretación de cada convenio colectivo en los conflictos 
que versasen sobre la aplicación o interpretación del 
mismo. De obtener acuerdo la Comisión Paritaria éste se 
equipararía en valor al propio convenio coleqtivo.
F) El sistema general debería garantizar la presencia 
en cualquier procedimiento que afectase a un convenio 
colectivo de todos los firmantes del mismo como partes con 
plenitud de derechos.
G) El sistema general debería ser muy simple, basado 
en un trámite de conciliación-mediación, de asistencia 
obligatoria y producido ante órganos constituidos con 
participación de sindicatos y asociaciones empresariales, 
tan pronto lo solicitase cualquiera de los posibles 
afectados, y en el posterior ofrecimiento, de resultar 
inefectivo aquél, de soluciones arbitrales que las partes 
deberían aceptar voluntariamente, a cuyo efecto se les 
podría ofrecer una lista de árbitros cuyos honorarios 
serían costeados por la Administración, y todo el apoyo
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necesario para concertar el correspondiente compromiso 
arbitral.
La lista arbitral debería haber sido consensuada entre 
las organizaciones sindicales y las asociaciones 
empresariales, y debería establecerse un mecanismo que 
garantizase la elección del árbitro (posiblemente mediante 
eliminaciones alternativas de una lista ofrecida 
previamente).
El laudo arbitral se debería equiparar totalmente al 
posible acuerdo directo de las partes.
En todo caso los afectados podrían optar por otra 
solución arbitral, a cuyo efecto se les debería garantizar 
el asesoramiento necesario.
En el mismo sentido las partes podrían dar por 
finalizado el trámite de conciliación-mediación sin 
acuerdo, o solicitar una mediación formal, en términos 
similares al arbitraje que se ha expuesto.
De no producirse ningún acuerdo, cualquiera de las 
partes podría acudir al procedimiento jurisdiccional.
El anterior sistema debería implicar que, de acogerse 
las partes a una solución arbitral, renuncian al ejercicio 
de medidas de presión en relación con las cuestiones 
sometidas a arbitraje.
OCTAVA En cuanto al proceso jurisdiccional de
solución de conflictos colectivos, en sentido estricto, 
creo que pueden avanzarse las siguientes conclusiones:
pag. 784
A) Se aprecia un cierto carácter expansivo del propio 
concepto del conflicto colectivo jurídico, si bien, en 
general, recogiendo elaboraciones que ya la doctrina y la 
jurisprudencia habían ido consolidando. En cualquier caso 
se pretende admitir en el proceso todos aquellos conflictos 
que, en la práctica y con mayor o menor adecuación a la 
legalidad, se habían venido tramitando como tales 
(conflictos aplicativos, sobre fuentes del Derecho sin 
valor de norma, sobre intereses propios de los sujetos 
colectivos, etc...).
No obstante se sigue diferenciando, con rigor excesivo 
y con poca seguridad jurídica en los conceptos, entre 
conflictos individuales y colectivos y sigue excluida la 
posibilidad de intervención del orden jurisdiccional social 
en la solución de "conflictos mixtos" (como muchos de los 
relativos a modificaciones de condiciones de trabajo, 
autorización de traslados, suspensiones o extinciones de 
relaciones laborales por causas económicas, tecnológicas o 
de fuerza mayor, etc....).
B) Se introduce una legitimación amplia en la 
iniciación del conflicto, sin más exigencia que la 
correspondencia de ámbito entre el del conflicto y el de 
actuación del sujeto que lo insta.
Quedan así legitimados para la iniciación del 
conflicto colectivo:
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- En el ámbito supraempresarial: cualquier sindicato o 
asociación empresarial, cuyos ámbitos de actuación sean 
iguales o superiores a los del conflicto, sin necesidad de 
una especial implantación en éste.
- En el ámbito empresarial: el empresario, los comités 
de empresa o delegados de personal, y los sindicatos, 
secciones sindicales y delegados sindicales.
Esta regulación de la legitimación difiere de la que 
se da en otras instituciones del conflicto laboral (huelga, 
negociación colectiva, otras medidas de conflicto), por lo 
que sería deseable una unificación, en todo cuanto sea 
posible, de todas ellas.
C) Se permite, especialmente por reducción al ámbito 
empresarial, una disociación entre ámbito de la norma 
interpretada y el del conflicto, siendo este último el que 
determina circunstancias como la legitimación o la 
competencia territorial.
D) La regulación conjuga la eficacia general de la 
sentencia, que se dará siempre, si bien reducida al ámbito 
del conflicto, con la eficacia general o limitada que 
tendrá la posible avenencia entre las partes, en función de 
la representatividad que estas ostenten, de tal modo que el 
acuerdo sólo tendrá eficacia general si las partes que lo 
suscriben ostentan legitimación suficiente para acordar, en 
idéntico ámbito, un convenio colectivo estatutario. En otro
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caso se trataría de un acuerdo equiparable a los convenios 
extraestatutarios.
E) Los problemas de amplia legitimación, ámbito y 
eficacia general en el mismo de la sentencia que pudiera
i
dictarse, se compaginan mal, y no parece adecuada la 
solución de la LPL, que se basa en permitir la personación 
en el proceso de órganos de representación en la empresa 
(tanto legales como sindicales) o de los sindicatos y 
asociaciones empresariales representativos, pero sin 
establecer obligación alguna de llamarlos al proceso, o 
medios que permitan que conozcan su iniciación.
La solución es tímida y debía haberse caminado o:
Por equiparar eficacia de la sentencia con eficacia 
de la avenencia, de tal modo que la sentencia tendría 
eficacia general o limitada en función de la 
representatividad de quienes se hubiesen personado como 
partes, solución que plantea no pocos problemas.
O por:
Establecer una comunicación obligatoria del proceso 
a todas las organizaciones a las que se reconoce el derecho 
de personación, que deberían ser citadas obligatoriamente, 
al objeto de darles a conocer el mismo y otorgarles 
posibilidades reales de acudir a él, lo que plantearía el 
problema de que en determinados conflictos podrían ser 
numerosos y difíciles de determinar los sujetos a los que 
se debería realizar tal comunicación.
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O por:
Establecer una situación litisconsorcial pasiva 
necesaria en todos los conflictos relativos a la 
interpretación y aplicación de convenios o acuerdos 
colectivos, de tal modo que todos los firmantes de aquél 
sobre el que verse la controversia debieran ser llamados 
obligatoriamente al proceso. Esta solución es la que parece 
más sencilla y posibilita una amplia intervención de los 
sujetos colectivos en la mayor parte de los procesos de 
conflicto colectivo pues generalmente se plantean, o en el 
ámbito empresarial, o en relación con algún convenio o 
acuerdo colectivo.
F) Se establecen dos vías de iniciación del proceso: 
bien directa, mediante escrito dirigido al propio 
órgano jurisdiccional que deba tramitarlo.
bien a través de comunicación dirigida por la 
autoridad laboral a instancias de quienes pudieran iniciar 
directamente el proceso. En este caso, los interesados 
deberán dirigirse a la autoridad laboral mediante el 
procedimiento establecido en el RDLRT 17/1977 de 4 de 
Marzo, que no ha sido derogado totalmente, pero sí en 
aquellos preceptos en que entre en contradicción con la 
propia LPL por regular en forma diferente aspectos que 
afecten a ‘la tramitación procesal del conflicto, como por 
ejemplo la legitimación para el inicio. En todo caso el*
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procedimiento del RDLRT puede sustituirse en cuyo caso las 
partes podrán acudir al nuevo que se establezca.
En todo caso esa dualidad de vías de iniciación tiene 
una importancia muy relativa, pues la legitimación, en 
ambas, corresponde a los mismos sujetos.
G) En cuanto al proceso, en sí, no hay especiales 
novedades, salvo la desaparición de la exigencia de la 
previa reclamación administrativa, y las dudas, sobre si el 
proceso se somete, en todos los casos, al trámite previo de 
conciliación preprocesal.
Se mantiene el tradicional carácter urgente, la
especial regulación de la conciliación procesal, que además 
no parece obligatoria, y desaparecen, en general, las 
especialidades en materia de recursos.
H) El valor de convenio colectivo atribuido a la 
conciliación extrajudicial y judicial, debería conducir a 
que, cuando menos, la impugnación de su contenido se
plantease por la modalidad procesal de impugnación de
convenios colectivos.
I) En cuanto a la sentencia, no debe ser calificada, 
necesariamente, de normativa, pero se mantiene el efecto 
más importante de dicho carácter, es decir, el efecto de 
cosa juzgada en relación con las reclamaciones individuales
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que por la misma causa de pedir pudieran iniciarse; efecto 
que se producirá desde la firmeza de la sentencia 
colectiva, no antes.
El proceso de conflicto colectivo produciría, muy
probablemente, una situación de litispendencia en relación 
con esos litigios individuales a que me he referido, y 
desde luego con otros conflictos colectivos con idéntico 
objeto, en relación con los que también se producirá el 
posterior efecto de cosa juzgada.
Normalmente la sentencia será declarativa (a las que a 
efectos prácticos se asimilan las de condena genérica), 
pero cabrá también, en ciertos casos, una sentencia de
condena concreta.
Por último/ la sentencia tendrá efectos generales, pero 
en el ámbito del conflicto.
J) En cuanto a la ejecución de las resoluciones 
recaídas en el proceso colectivo, ésta sólo será posible en 
los casos en que haya recaído sentencia de condena 
concreta, y por tanto relacionada con un "bien colectivo", 
pues en los casos de sentencias declarativa o de condena 
genérica no habrá ejecución, constituyendo la sentencia 
colectiva, simplemente, un fundamento jurídico para 
posteriores reclamaciones individuales.
Cuando la sentencia sea de condena concreta cabrá su
ejecución por el procedimiento (generalmente el de
ejecución no dineraria) adecuado al fallo.
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K) El proceso jurisdiccional no resulta incompatible 
con el mantenimiento de la negociación directa entre las 
partes y por ello, tampoco, con el ejercicio del derecho de 
huelga o el recurso a otras medidas de presión reconocidas 
en el ordenamiento jurídico.
NOVENA Como se ha dicho, el procedimiento
jurisdiccional de solución de conflictos colectivos debe 
formar parte de un un sistema de solución de conflictos 
laborales, que a su vez se integra en un sistema de 
relaciones laborales basado en la autonomía colectiva, para 
lo que debe abandonar las connotaciones interventoras y 
represoras del conflicto con que nació. En ese proceso de 
superación de éstas, se han producido ya importantes 
avances; algunos operados por el RDLRT: supresión del laudo 
en conflictos jurídicos, prioridad de la huelga frente a la 
tramitación jurisdiccional, valor de convenio colectivo de 
los acuerdos; otros han sido obra de interpretaciones 
jurisprudenciales, incluidas las del Tribunal
Constitucional; serían por ejemplo: la legitimación
sindical, la admisión de que la autonomía colectiva puede 
establecer vías previas al proceso; otras son fruto de la 
vigente LPL : ratificación del valor de convenio de las 
conciliaciones, de la legitimación sindical, supresión de 
la incompatibilidad con la huelga, opción por la solución 
menos intervencionista en la iniciación del proceso a
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través de la autoridad laboral; en cambio otras aún están 
por hacer y no son poco importantes: ampliar el propio 
objeto del proceso, homogeneizar la regulación de la 
legitimación con la establecida para el ejercicio de huelga 
y la negociación colectiva, admisión de un amplio papel de 
los sujetos negociadores en la administración del convenio, 
y, por tanto, reconocimiento del carácter vinculante de los 
acuerdos de las comisiones paritarias, admisión de la 
prioridad de los sistemas convencionales de solución de 
conflictos sobre los estatales y de la posibilidad de que
los primeros puedan excluir el recurso al proceso
jurisdiccional en cuestiones interpretativas de los
convenios colectivos; cuando esas elaboraciones se hayan 
consolidado podrá decirse que el proceso jurisdiccional 
mantiene plena coherencia con el sistema laboral que se 
desprende de nuestra Consitución.
Pese a los problemas que se han expuesto la LPL
merece, en este aspecto, una valoración general positiva, 
pues la mayor parte del camino que debe recorrerse puede 
ser obra de la propia interpretación jurisprudencial, en 
alguna otra medida (legitimación, apoyo a los sistemas 
negociales de solución de controversias) se hace precisa 
una reforma legislativa, que adquiere gran importancia dada 
la relevancia que tiene este proceso, tanto en el plano 
práctico para empresarios y trabajadores afectados y para 
sus organizaciones representativas, como en el plano 
teórico, para la propia construcción del Derecho del
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Trabajo Colectivo post-constitucional, falto de regulación, 
aún, en la materia.
Si este estudio contribuye a una reflexión al respecto 
habrá cumplido plenamente sus objetivos.
i
Valencia, Junio de 1992.
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